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    Capítulo I





    Derecho Administrativo


    Acción meramente declarativa


    Contratos. Hidrocarburos. Impuesto de sellos. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Y. 16, L. XXXIV, "YPF S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa" y S. 1077, L. XXXVI, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa".


    En tanto la Corte tenga por acreditado que la Provincia  pretende gravar a la actora con el impuesto de sellos por contratos celebrados entre ausentes, cualquiera sea el nivel de instrumentación en la aceptación de la oferta, e incluso en ausencia de ella, deberá declarar la inconstitucionalidad de tal pretensión. En cuanto a la inconstitucionalidad de la obligación contraída por la actora como consecuencia de su acogimiento al régimen del Decreto 786/98, relativa a la observación de ciertas formas para la celebración de contratos a futuro, cabe mencionar que la actora pudo válidamente restringir su libertad contractual, obligándose -hacia el futuro- a instrumentar en una determinada forma sus convenios, para quedar así beneficiada por un régimen tributario de inequívoco privilegio, del cual sólo gozan los sujetos incorporados al mismo. Los planteos de la accionante, enderezados a la impugnación de inconstitucionalidad de la obligación asumida, configuran meras alegaciones sobre la supuesta alteración de la unidad legislativa en los códigos de fondo y la afectación de su libertad contractual, producida mediante un régimen que tilda de irrazonable, pero sin que haya aportado al sub examine elemento probatorio concreto alguno sobre tales extremos, razón por la cual resultan agravios meramente conjeturales. Así, sobre el supuesto avasallamiento de su libertad contractual, a diferencia de lo que era menester, no ha traído o mencionado ningún elemento que permita evaluar la desproporción, en su caso particular, de la obligación de instrumentar los convenios bajo las formas gravadas por el Código Fiscal. No señaló, tampoco, cuál es el monto de impuesto que deberá abonar, o que ya ha abonado, como consecuencia de la obligación asumida, ni aportó pruebas tendientes a ilustrar a los jueces de la causa, siquiera de manera indiciaria, sobre la incidencia de tales importes en el patrimonio de la empresa.  En conclusión, la actora no ha intentado acreditar de qué manera se ve impedido el ejercicio de su actividad comercial por la obligación asumida, o aunque más no fuere esbozar las dificultades, lesivas y concretas, que le irrogaría el mandato bajo análisis. Sabido es que el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen y que para ello es menester que precise y acredite fehacientemente el perjuicio que le origina su aplicación, resultando insuficiente la invocación de agravios meramente conjeturales. Requisitos con los que la actora no ha cumplido, siquiera mínimamente.


    Perez Companc S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción Declarativa


    P. 501, XXXV, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Concursos docentes


    Designaciones docentes. Profesor universitario. Dictamen. Revisión judicial. Impugnación de la elección. Sentencia arbitraria. 


    El recurso extraordinario debe ser desestimado, en virtud de que la Corte tiene dicho que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar decisiones de los jueces de la causa en el ejercicio de facultades propias, relativas a la aplicación e interpretación de normas procesales, que más allá de su acierto o error, no se advierte que hayan generado la violación al debido proceso o la defensa en juicio que invoca el demandado. Si bien es cierto el tribunal a-quo, al proveer el recurso del artículo 32 de la Ley 24.321 interpuesto por el apelante, dispuso que el mismo quedaba sujeto a las disposiciones del Código Procesal de la Nación, no se desprende de tal decisión que le sean aplicables las previsiones relativas al trámite contradictorio del proceso sumario, que obligara a resolver si correspondía abrir a prueba o declarar la cuestión de puro derecho y en su caso correr un nuevo traslado por su orden. En cambio el recurso debe prosperar cuando sostiene que el a-quo no se ha hecho cargo de ninguno de los argumentos y agravios expuestos por el apelante en el recurso, limitándose a afirmar de manera dogmática, "que los hechos relatados por el recurrente han sido convalidados en diversas presentaciones posteriores” sin analizar las constancias de la causa, ni indicar razón o prueba alguna que sustente su afirmación y de la que se desprenda que el apelante haya consentido los procedimientos llevados a cabo por la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales y la Universidad de Buenos Aires.  Tampoco el juzgador hace comentario alguno sobre los agravios del apelante, referidos a que no fue notificado de resoluciones recaídas en el ámbito de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, que afectaban su condición de profesor regular y el ejercicio de los derechos que por tal razón estaba habilitado a ejercer y de los que se vio privado, ni se hace cargo de ningún modo de las quejas referidas a que no obstante hallarse pendientes de tratamiento impugnaciones que efectuara de las resoluciones, la institución recurrió a vías de hecho que le impidieron al profesor el ejercicio de sus derechos universitarios.  La decisión no es menos dogmática cuando, respecto de la impugnación a la resolución 862/98, se limita a sostener que las decisiones sobre designación y separación de profesores universitarios, así como los procedimientos para la selección del cuerpo docente, no admiten revisión judicial, por tratarse de cuestiones propias de las autoridades que tienen a su cargo el Gobierno de la Universidad, sin analizar, ni desestimar con suficientes fundamentos, los argumentos del apelante en torno a la presunta violación de normas de la ley universitaria en que habría en su criterio incurrido el jurado al emitir su dictamen, al igual que las resoluciones de las autoridades de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales y la Universidad de Buenos Aires que ratificaron tal decisión. El sentenciador, no obstante poner de resalto que sus facultades se reducen al control de legalidad de los actos administrativos, se limitó sólo a afirmar que la decisión no carecía de motivación porque durante el trámite ante la Facultad de Derecho se analizaron debidamente los defectos alegados por el recurrente, pero asimismo en este caso sin expresar de modo claro, como exige la actividad jurisdiccional, si los aludidos defectos en rigor no existieron y sólo eran quejas infundadas del recurrente. El a quo se reduce a relatar lo que surge del dictamen del jurado y a una lacónica afirmación genérica de que no medió arbitrariedad porque se dio cumplimiento a los requisitos exigidos en el reglamento de concursos, sin hacerse cargo de los agravios del recurrente de que la oposición y entrevista personal no resultaban vinculantes para el jurado a los fines de la reválida del cargo, que la calificación objetada de la oposición se tomó como nota general, sin atender a los antecedentes del apelante, que la conclusión del jurado era contradictoria con las constancias del expediente administrativo, de donde se desprendía que el jurado omitió citar antecedentes relevantes y notorios, algunos estrechamente relacionados con el tema de oposición. Tampoco el fallo nada dice de las objeciones del apelante a la resolución dictada hallándose pendiente de resolver la impugnación a la resolución 9741/98 y el cuestionamiento de la resolución 11.751/98 de la Facultad de Derecho, cuando se hallaba pendiente de resolución el presente recurso previsto en el artículo 32 de la Ley 24.521. Si bien es cierto que las decisiones de las autoridades universitarias en torno a la designación y separación de profesores universitarios no pueden ser objeto de revisión judicial, en particular si la objeción está referida al mérito otorgado a los antecedentes de los concursantes, desde que dicha apreciación se halla en el marco de una potestad excluyente, tal facultad, en el régimen del Estado de Derecho, no es absoluta y sólo sujeta a la discrecional voluntad de los que la ejercen, sino que se trata de una capacidad que habrá de ser ejercida con un criterio de razonabilidad con arreglo a pautas reglamentarias y circunstancias objetivas, y sujetas a la revisión de los jueces para que no se convalide un accionar arbitrario, el que para no ser tal requiere una referencia inevitable y puntual a las constancias documentales y manifestaciones concretas de los motivos que llevan a la autoridad a adoptar una decisión determinada. Los agravios planteados por el recurrente no fueron tratados ni someramente por el a-quo, que se limitó a afirmar que se había respetado la normativa, transcribiendo el texto del dictamen, pero sin decir nada sobre el argumento del apelante referido a que se habían hecho por el jurado citas erróneas, omitido ponderar antecedentes sustanciales, que la calificación otorgada a la oposición y la entrevista personal fue tomada como elemento decisivo y general, ignorando los antecedentes, cuando además dicha oposición y entrevista personal no eran a su criterio dirimentes para la reválida. Las sentencias judiciales, para hallarse al margen de la tacha arbitrariedad, deben necesariamente hacer referencia al menos a que los agravios del recurrente no son admisibles, por no ser ciertos o insuficientes, dando razón de tales dichos, máxime si el dictamen y las resoluciones ratificatorias, fueron objeto de agravios concretos y puntuales que el tribunal no analizó en modo alguno, ni se expidió a la luz de las constancias documentales que obran en el proceso, acerca de si medió una ponderación razonable de los antecedentes, o el análisis comparativo de rigor con las pruebas y antecedentes de los restantes aspirantes, en particular, porque el recurrente atacó el dictamen aludiendo a las genéricas y lacónicas referencias del dictamen del jurado, que por otro lado son citadas por el propio tribunal, las que por sí solas no expresan fundamentación alguna, sino sólo conclusiones y calificaciones tales como “ambiguo", "genérico", "de discutible relación", sin precisar de ningún modo cual es la razón que lleva a la conclusión y calificación otorgada por el jurado.


    Ballestra, Ricardo Ramón c/ Universidad de Buenos Aires s/ Resolución 862/98


    B. 505, XXXVI, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Nulidad de actos jurídicos. Facultades del Poder Ejecutivo. Decretos. Competencia nacional. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa: “A.F.J.P. c/ M.E.O.S.P.”, Fallos: 323:551.


    La materia del pleito conduce en forma prioritaria a un estudio sobre el alcance de las facultades del Poder Ejecutivo Nacional y requisitos para el dictado de sus decretos.


    Obra Social Bancaria Argentina c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Nulidad de acto jurídico


    COMP. 687, XXXVIII, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Despido. Cuestión de derecho público local. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    En el sub lite el actor, quien se encontraba vinculado al Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires mediante un contrato de locación de servicios, reclama una indemnización por despido con fundamento en normas de derecho laboral común.  Cabe indicar que surge expresamente de las cláusulas primera y segunda del propio instrumento, que tenía carácter transitorio, con plazo fijo de vencimiento y sin obligación alguna para las partes de renovarlo, que no daba lugar al nacimiento de una relación de dependencia o laboral y tampoco a la realización de aportes previsionales o patronales o al goce de la obra social respectiva, ni a ningún otro tipo de beneficios.  En este proceso es parte el Gobierno de la Ciudad  y se ha puesto en tela de juicio actos administrativos emanados de uno de sus órganos, los que deberán ser examinados y revisados por el juez que deba solucionar el pleito, a la luz de normas de derecho público local.


    Sa, Edgardo Jesús Gonzalo c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Despido


    COMP. 276, XXXVIII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Contratos administrativos


    Contrato de obra pública. Mayores costos. Recurso extraordinario. Agravio extemporáneo. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancias del recurrente. 


    El recurso extraordinario ha sido mal concedido por el a quo, toda vez que los agravios planteados conducen exclusivamente al tratamiento de cuestiones de hecho y prueba e interpretación de normas de derecho común y público local, ajenas -como regla por su naturaleza- a la vía del artículo 14 de la Ley 48, sin que se advierta en la decisión de la causa la presencia de un supuesto de arbitrariedad. En efecto, la apreciación de los hechos discutidos y de la pruebas rendidas en la causa así como la aplicación de las normas que regulan el tema controvertido fueron adoptadas por la Corte provincial con suficientes razones que le sirvieron de apoyo, razón por la cual, la sentencia apelada se encuentra al resguardo de la crítica que se le endilga. Por otra parte, el argumento fundado en la posibilidad de reclamar en cualquier momento la modificación de los términos del contrato, a cuyo fin se corregirán "las equivocaciones" que contuviera la documentación oficial en que se ha basado la oferta, resulta inadmisible, por haber sido extemporáneamente introducido en el proceso, toda vez que los fundamentos que se alegan para sustentar la pretendida aplicabilidad al caso del artículo 42 de la Ley de Obras Públicas local han sido solamente invocados en el recurso extraordinario y esta deficiencia impidió que el tribunal a quo se pronunciara sobre ellos. En las condiciones expresadas, el planteo introducido en el recurso extraordinario con apoyo en aspectos que no fueron anteriormente alegados, configura una reflexión tardía que es insuficiente para habilitar la instancia federal, pues la jurisdicción de este Tribunal se encuentra limitada a la revisión de aspectos contenidos en la sentencia apelada. En otro orden de ideas, las críticas que formula sobre la diferencia entre la legislación nacional y la local y la inaplicabilidad al sub lite de los precedentes de la Corte sobre la materia por reposar en aquellas normas, la decisión del a quo no encontró exclusivo apoyo en la aludida jurisprudencia sino, en la facultad de la Provincia de adoptar el sistema de variación de costos más conveniente a sus intereses y, fundamentalmente, en la prueba que acredita que la actora, al tiempo de suscribir el contrato de obra tenía pleno conocimiento de las diferencias que arrojaban los distintos sistemas de variaciones de costos.  Al respecto, también debe tenerse presente que lo relativo a la exégesis de la voluntad contractual, suscita el análisis de cuestiones de hecho y de derecho común, cuyo esclarecimiento compete a los jueces de la causa y resultan extraños a la vía del recurso extraordinario; máxime, cuando aquéllos han expuesto motivaciones suficientes de igual carácter, que impiden descalificar su decisión como acto judicial válido. El criterio del a quo para decidir la cuestión concuerda con los principios rectores formulados por la Corte, que resultan válidos para todos los contratos administrativos, cuando ha sostenido "que la oferta más la cláusula de reajuste del precio del trabajo que pactado de tal forma representa para el adjudicatario un derecho de carácter patrimonial amparado por el artículo 17 de la Constitución Nacional y, que "el contrato administrativo constituye una ley para las partes por lo cual no es válido pretender su modificación sobre la base de resultados más equitativos que los que se obtendrían aplicando una fórmula de ajuste diferente a la convenida". Tales principios poseen singular importancia en la relación contractual administrativa, pues la intangibilidad del acuerdo sobre la base de la propuesta seleccionada, es la garantía insoslayable para que los oferentes no vean frustrado su derecho de participar en la licitación en igualdad de condiciones. En cuanto a la última crítica que se expone sobre los argumentos empleados en tal sentencia para desestimar la aplicación al sub lite de la "teoría de la imprevisión" y el sometimiento voluntario de la actora a las cláusulas contractuales, también deben ser desestimados, pues la evaluación de prueba y de la conducta de las partes también es propia de los jueces de la causa. Así pues, las objeciones de la apelante sólo traducen una discrepancia con el a quo acerca de la inteligencia de los actos y normas que rigen el caso, sin  que se haya logrado demostrar un apartamiento de las reglas aplicables, ni la falta de fundamentación en los hechos que se consideran al efecto, o irrazonabilidad en las conclusiones. Por lo demás, el fallo se basa en fundamentos fácticos y jurídicos que, más allá de su acierto o error, excluyen la tacha de arbitrariedad invocada, sin que las divergencias expuestas tengan entidad para demostrar lesión alguna de carácter constitucional.


    Chaco Construcciones S.A. c/ Dirección de Vialidad Provincial y Provincia del Chaco s/ Demanda contencioso administrativa


    C. 872, XXXVII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Diferencias salariales. Cámara de Apelaciones. 


    Cabe señalar que, para que exista un correcto planteamiento en una cuestión negativa de competencia, es preciso que haya una atribución recíproca entre los magistrados que intervienen en ella.


    Formiga de Rafaldi, Nélida Esther c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Impugnación de acto administrativo


    COMP. 1173, XXXVIII, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    



    Acción de amparo. Tribunal de alzada. 


    Toda vez que las declaraciones de incompetencia de autos emanan de jueces nacionales de primera instancia, no corresponde a la Corte dirimir la contienda; debiendo remitírselos a la alzada del magistrado que previno a esos fines.


    Kañevsky, Sonia Elisa y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo


    COMP. 825, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Demanda


    Ejecución del contrato. Hidrocarburos. Regalías hidrocarburíferas. Principio de continuidad. Territorios nacionales. Provincialización de territorios nacionales. Facultades del poder ejecutivo. Rechazo de la demanda. 


    Previo examinar si la Provincia demandada obtuvo o no el reconocimiento de las diferencias por regalías hidrocarburíferas líquidas incorrectamente y que habrían sido reclamadas mediante gestiones del actor, así como la cuestión  referida al principio de continuidad jurídica de los territorios nacionales, es menester recordar que la Corte ha sostenido reiteradamente que la validez y eficacia de los contratos administrativos se supedita al cumplimiento de las formalidades exigidas por las disposiciones legales pertinentes en cuanto a la forma y procedimientos de contratación.  En tales condiciones, de los propios términos del acto aprobatorio de la autoridad local se desprende que, en la contratación que se invoca para fundar el derecho a percibir una retribución, no se observó el procedimiento legalmente exigido. En este aspecto, la Corte ha dicho que la prueba de la existencia de un contrato administrativo se halla íntimamente vinculada a la forma en que dicho contrato queda legalmente perfeccionado. Cuando la legislación aplicable exige una forma específica para la conclusión de un determinado contrato, debe ser respetada, pues se trata de un requisito esencial de su existencia. Esta condición, que se impone ante las modalidades propias del derecho administrativo, concuerda con el principio general también vigente en derecho privado en cuanto establece que los contratos que tengan una forma determinada por las leyes no se juzgarán probados si no estuvieren en la forma prescripta.  No obstante ello, para el caso que la Corte considere que el contrato de pacto de cuota Litis celebrado tiene validez, no corresponde que la Provincia abone los honorarios pretendidos, ya que la teoría que esgrime el actor sobre la continuidad jurídica para fundar la calidad de deudora de aquélla no resulta admisible.  Cabe recordar que tanto el Estado Nacional como la Provincia, con el propósito de superar las controversias y de asegurar el desenvolvimiento fiscal y patrimonial del nuevo estado local, dictaron disposiciones relativas a la asunción por el primero de las deudas de la segunda, en tanto se configuren las condiciones fijadas.  De las disposiciones (decreto 554/94, 1714/98 y la resolución MEYOSP N°464/94), surge la voluntad de las partes intervinientes de demarcar un límite temporal a los efectos de que cada una de ellas se hiciera cargo de ciertas obligaciones, según tenga su origen en el período anterior o posterior.  La provincia demandada carece de legitimación pasiva puesto que, no ha asumido las obligaciones provenientes del contrato celebrado por el ex Territorio Nacional (V. Ley 23.775 y Art. 1° Inc. a del decreto 554/94).  Finalmente, procede señalar que el objeto del contrato que habría vinculado al actor con las autoridades del entonces Territorio Nacional, era de cumplimiento imposible. Ello es así, toda vez que el concepto de territorio supone una división administrativa de la Nación, sometida temporalmente a la jurisdicción y legislación del gobierno federal y destinada a convertirse en provincia autónoma una vez satisfecha las exigencias que la ley respectiva impone.


    Puente, Roberto Antonio c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato


    P. 238, XXVIII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Determinación de deuda


    Alícuota. Títulos públicos. Títulos valores. Mercado de valores. Mercado de capitales. Comisión Nacional de Valores. Impuesto a la transferencia de títulos valores. Exenciones impositivas. Sanciones tributarias. 


    El thema decidendum consiste en determinar si el "mercado abierto" -en el cual desarrolló sus operaciones la actora- constituye un "mercado de valores" según la Ley 17.811. Esta norma distingue claramente entre las “bolsas o mercados de comercio en general”, y las “bolsas de comercio autorizadas a cotizar títulos valores y mercados de valores”. Las primeras fueron incluidas expresamente en la ley con el objeto de delinear, con mayor detalle, su ámbito de aplicación, atento el régimen especial establecido para las segundas, y poner término a confusiones terminológicas. Los términos "bolsas" y "mercados" son utilizados como sinónimos, para designar las instituciones que agrupan a comerciantes y agentes de comercio, que se reúnen en los locales correspondientes para la realización de operaciones mercantiles lícitas. Con la Ley 17.811 se ratifica la clara diferenciación que el legislador pretendió establecer entre las "bolsas y mercados de comercio en general” y los "mercados de valores". La autorización del Poder Ejecutivo Nacional se evidencia en el 4°) párrafo del punto 14) de la expresión de motivos, como un requisito esencial para el funcionamiento de los "mercados de valores", en atención a las características y modalidades de las operaciones en títulos valores, que constituyen una parte del mercado mobiliario argentino, concebido como una unidad para el territorio de la República, ya que afecta al comercio interprovincial, criterio que fue plasmado en el artículo 28 de la Ley 17.811, que obliga a los "mercados de valores" que deseen constituirse en el futuro a requerir la autorización del Poder Ejecutivo Nacional, por intermedio de la C.N.V.. La intervención de la C.N.V. se exhibe como necesaria y previa al dictado del acto autorizante, pero no excluyente de éste. De la misma forma, la C.N.V. sólo puede solicitar el Poder Ejecutivo Nacional el retiro de la autorización, pero es este último quien decide. Y el artículo 35 establece que sólo las entidades autorizadas en estos términos podrán utilizar la denominación "mercado de valores" y desarrollar las actividades propias de tales instituciones. El reenvío efectuado por el artículo 1° de la ley 23.469, así como por el Art. 6° de su similar 23.562, solo puede referirse, en forma específica, a los mercados de valores, por cuanto el legislador ha utilizado la expresión "mercados de valores autorizados en los términos de la ley 17.811". La franquicia ha sido restringida únicamente a las operaciones celebradas en los "mercados de valores" regulados por el capítulo IV de la Ley 17.811, sin que pueda entenderse que exista una redacción descuidada o desafortunada del legislador, quien podría haber remitido a las "bolsas y mercados comercio en general, autorizadas en los términos de la ley 17.811" y sin embargo no lo hizo. En materia de exenciones impositivas, es constante el criterio conforme al cual deben resultar de la letra de la ley, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicancia de las normas que las establezcan y que su interpretación debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general de las leyes y los fines que las informan, ya que la primera regla de interpretación es dar pleno efecto a la intención del legislador. Sostener una interpretación contraria, y extender la franquicia más allá de los "mercados de valores" implicaría sustituir al legislador en su tarea, aspecto vedado a los tribunales, quienes no pueden juzgar el mero acierto o conveniencia de las disposiciones adoptadas por los otros poderes en ejercicio de sus facultades propias, debiendo limitarse a su aplicación tal como estos las concibieron. Las transacciones desarrolladas por la actora en el mercado abierto durante los períodos de la litis, no quedaron beneficiadas por la reducción de alícuota prevista en los Arts. 1° de la Ley 23.469 y 6° de su similar 23.562, imponiéndose la confirmación de la sentencia recurrida en este aspecto. Respecto de la sanción aplicada, no es ocioso recordar que el error o ignorancia sobre las obligaciones impuestas por el organismo fiscal puede constituir una causal de exculpación, toda vez que el principio de culpabilidad rige en el campo del derecho represivo tributario. Sin embargo, quien pretenda exculparse en el campo fiscal, con fundamento en la ignorancia o error acerca del carácter ilegítimo de su conducta, deberá acreditar de modo fehaciente que, a pesar de haber actuado con la debida diligencia, no tuvo la posibilidad real y efectiva de comprender el carácter antijurídico de su conducta. El Estado debe prescribir claramente los gravámenes y exenciones, para que los contribuyentes puedan fácilmente ajustar sus conductas respectivas en materia tributaria. La opinión contraria del organismo fiscal, que destaca el a quo para rechazar la existencia de error excusable, no resulta totalmente apta para corroborar la culpa de la recurrente, pues el Estado mismo emitió opiniones contradictorias respecto de una misma situación jurídica.  La reprochabilidad de la conducta antijurídica de la actora, con único fundamento en la existencia de una opinión fiscal contraria, no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación razonada del derecho vigente con adecuada referencia a los hechos de la causa pues omitió valorar que aquel criterio coexistía con el del ente estatal que ejerce el poder de policía en la materia, al cual la Corte reconoció amplias facultades para fiscalizar el cumplimiento de las normas legales, estatutarias y reglamentarias en tal ámbito. La actora se agravia, asimismo, del silencio de la Cámara frente a cuatro cuestiones, planteadas ante el Tribunal Fiscal, vinculadas con la improcedencia de la actualización y los intereses resarcitorios reclamados. La omisión del tribunal en expedirse sobre estas cuestiones sometidas a fallo priva al recurrente de la posibilidad de rever un punto sustancial de la litis, en que funda su derecho para oponerse a la condena de que ha sido objeto, lo que hace que la decisión impugnada resulte descalificable como acto jurisdiccional.


    Consultatio S.A. (TF 14572_I y Acum 14573_I) c/ Dirección General Impositiva


    C. 786, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Energía eléctrica


    Impuesto de sellos. Resolución administrativa. Dirección General de Rentas. Determinación de impuestos. Excepción de prescripción. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 30, L. XXXV, "Compañía de Transportes de Energía Eléctrica en Alta Tensión Transener S.A. c/ Neuquén, Provincia de".


    Sobre la base del reconocimiento de la Provincia demanda a las resoluciones dictadas por la DGR, existe una controversia definida, concreta, real y sustancial, que admite remedio específico a través de una decisión de carácter definitivo de la Corte. A su vez, las cuestiones en debate no tienen un mero carácter consultivo ni importan una indagación especulativa sino que, antes bien, responden a un caso que busca precaver los efectos de actos en ciernes. Por lo tanto, la acción preventiva intentada tiene suficiente fundamento para ser utilizada como vía procesal. Lo atinente a la defensa de prescripción opuesta por la actora, toda vez que remite al examen de normas de derecho común y de derecho público local, resulta materia ajena, que debe circunscribirse a cuestiones de índole federal. Igual suerte debe correr el planteo de inconstitucionalidad del Art. 157, inc. g), del Código Fiscal pues ella funda su pretensión de cobro en el inc. b) el mismo precepto, cuya validez la actora no ha cuestionado. Al resultar la norma en cuestión ajena a la litis, el planteo de su inconstitucionalidad deviene abstracto. Lo atinente al régimen de la energía eléctrica se inscribe en un marco de regulación federal, incorporado al concepto abarcativo que supone la interpretación del Art. 75, inc. 13, de la Constitución Nacional. En esa inteligencia, el Congreso dictó las Leyes 15.336 y 24.065 por las que se planifica, se establecen pautas generales y se ordena la política energética. En ese contexto legal es que debe resolverse si la pretensión impositiva provincial, basada en el Art. 157, inc. b), de su Código Fiscal, pone en crisis a ese régimen, advirtiendo que la Ley 24.065, modificatoria en ciertos aspectos de su antecedente, la Ley 15.336, no modificó ni derogó el Art. 12 de ésta, como se expresó en Fallos: 322:2598.  En esa oportunidad, la Corte señaló que el Art. 12 de la Ley 15.336 no consagró una inmunidad impositiva absoluta. En efecto, aquella norma establece que "las obras e instalaciones de generación, transformación y transmisión de energía eléctrica de jurisdicción nacional y la energía generada o transportada en las mismas no pueden ser gravadas con impuestos o contribuciones, o sujetas a medidas de legislación local que restrinjan o dificulten su libre producción o circulación". Tal criterio resulta compatible con lo dispuesto por el Art. 75, inc. 30, de la Constitución Nacional, que establece como facultad del Congreso legislar "para el cumplimiento de los fines específicos de los establecimientos de utilidad nacional" aunque respetando el poder de policía e imposición local, en tanto no interfieran con el cumplimiento de aquellos fines.  Sobre la base de tales consideraciones, la exención del impuesto de sellos contenida en el apartado 15.3 del contrato de concesión y en el Art. 5° del Decreto 279/93, norma a través del cual se aprobó el contrato celebrado entre la Unidad Especial Sistema de Transmisión Yacyretá (UESTY) y Yacylec S.A., se inscribe entre aquellas que el Estado Nacional clasifica, en el ámbito energético legal, como demostrativas de la determinación de los medios apropiados para lograr los fines de interés nacional en la materia, conforme la Corte sostuvo en Fallos: 325:723. Puede afirmarse que es la autoridad federal quien decidió, sobre la base de lo dispuesto en el Art. 12 de la Ley 15.336, que el contrato estaría exento del impuesto de sellos, entendiendo que ese tributo constituía una medida que restringía o dificultaba "la libre producción o circulación de la energía". Esta conducta de las autoridades nacionales debe ser entendida en el contexto del reconocimiento de la consolidada jurisprudencia de la Corte de que "quien tiene el deber de procurar determinado fin, tiene el derecho de procurar los medios para su logro efectivo". En ese orden, la declaración de la autoridad federal respecto de la exención tributaria, que goza de la presunción de legitimidad propia de todo acto administrativo, es la que distingue la solución que aquí se propicia de la adoptada en Fallos: 322:2598. Por ello, no nos encontramos trente a la creación ex novo de una exención por medio de un reglamento sino que, por el contrario, en virtud de lo claramente dispuesto por el citado Art. 12 de la Ley 15.336, la autoridad nacional competente se limitó a constatar la ocurrencia, en los hechos, del presupuesto fáctico contemplado en la norma legal de exención, que reposa en claras facultades constitucionalmente otorgadas a la Nación. En consecuencia, el contrato celebrado entre el Estado Nacional y Yacylec S.A., para la construcción, operación y mantenimiento del primer tramo del sistema de transmisión asociado a la central hidroeléctrica de Yacyretá, se encuentra exento de impuesto de sellos que pretende cobrar la demandada.  Al mismo resultado se arriba si se toma en consideración lo dispuesto por el Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento del 12 de agosto de 1993, ratificado por el Decreto Nacional N° 14, del 6 de enero de 1994, y por la Provincia mediante Decreto 1807/93. El análisis de esta cuestión guarda sustancial analogía con el dictamen de la causa C. 30, L. XXXV, "Compañía de Transportes de Energía Eléctrica en Alta Tensión Transener S.A.”, donde se destaca que en Fallos: 322:2624, sobre la base del mismo Pacto Federal, la Corte sostuvo que los impuestos automotor e inmobiliario resultaban, asimismo, en colisión con el Art. 1, ap. 2) del convenio, criterio que ha de aplicarse, donde el impuesto de sellos también incide, en forma indirecta, sobre los ingresos que recibe la actora, provenientes del transporte de ese tipo de energía. Entre los criterios de interpretación posibles, no debe prescindirse de las consecuencias que derivan de la adopción de cada uno, pues ellas constituyen uno de los índices más seguros para verificar su razonabilidad y su coherencia con el sistema en que está engarzada la norma. Adquiere singular relevancia lo dispuesto por la cláusula 30.1 del contrato sub examine, que establece: "Durante el período de operación y mantenimiento se aplicarán las normas vigentes correspondientes al transporte de energía eléctrica, en especial.... Asimismo, en lo pertinente, serán de aplicación 'mutatis mutandi' las disposiciones del régimen de concesión que se otorgue al cesionario de la comitente". Sobre tal base, la autoridad federal buscó someter la operación y el mantenimiento del eIectroducto encomendado a Yacilec S.A a las mismas pautas que ordenan el régimen de concesión del servicio público de transporte de energía eléctrica en alta tensión, otorgado a Transener S.A.


    Yacylec S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción Declarativa


    Y. 40, XXXV, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Expropiación irregular


    Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    L., A. M. c/ Gobierno de la ciudad de Buenos Aires s/ Expropiación inversa


    L. 1804, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Indemnización


    Liquidación. Reclamo administrativo previo. Agotamiento de la instancia administrativa. 


    El artículo 32 de la Ley 19.549, en su redacción anterior, preveía la excepción de la exigencia de efectuar el reclamo administrativo previo que exigen los artículos 30 y 31, cuando "mediare una clara conducta del Estado que haga presumir la ineficacia cierta del procedimiento, transformando el reclamo previo en un ritualismo inútil". Al momento de interponerse la demanda esta disposición ya había sido derogada. La finalidad del reclamo administrativo previo es producir una etapa conciliatoria anterior al pleito, dar a la administración la posibilidad de revisar el caso, salvar algún error y promover el control de legitimidad y conveniencia de lo actuado por los órganos inferiores. Tales propósitos aconsejan que el organismo demandado no sea llevado a juicio sin haber tenido previamente la posibilidad de tomar conocimiento de los extremos en los que el particular sustenta su reclamación y evaluarlos para pronunciarse sobre su procedencia, circunstancia que impide considerar que la interpretación efectuada por el a quo de las normas procesales en juego traduce un exceso ritual manifiesto o rigor formal que redunde en menoscabo del ejercicio del derecho de defensa de los apelantes. En efecto, es sabido que los jueces no deben sustituir al legislador sino aplicar la norma tal como éste la concibió y, en el caso, según los términos de los artículos  30, 1° parte, y 32 de la Ley 19.549, en su nueva redacción, contrariamente a lo que sostienen los actores, no parece posible admitir otra interpretación que no fuera la taxativa. Así fue establecido por el legislador, quien optó por restringirlo, sin que los interesados hubieran puesto en tela de juicio la constitucionalidad del artículo 2 de la Ley 25.344. Por otra parte, tampoco procede aplicar el criterio sentado por el Alto Tribunal en diversos precedentes en los cuales admitió que resultaba innecesario el reclamo administrativo previo, pues las circunstancias que se presentan en la especie difieren sustancialmente de aquellas que la Corte ponderó para arribar a dicha solución.


    Paredes Roso y otros c/ Dirección General de Fabricaciones Militares s/ Empleo Público


    P. 2034, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Poder Legislativo Nacional


    Obras sociales. Consolidación de deudas. Ley de emergencia económica. Organismos administrativos. Sentencia arbitraria. 


    Dirección de Ayuda Social para el Personal del Congreso de la Nación (DAS).


    La DAS constituye una obra social del sector público, en los términos del artículo 2° de la Ley 23.982 y, en consecuencia, el crédito reconocido a la actora -por la prestación de servicios médicos a los afiliados de la demandada- debe ser percibido a través de los mecanismos que establece el régimen de consolidación de deudas del Estado.  En ejercicio de las facultades otorgadas por el artículo 36 del Decreto Reglamentario 2140/91, el Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos dictó la Resolución N° 761/94, que determinó las características que debían reunir las obras sociales a los efectos de ser consideradas pertenecientes al sector público y el trámite a seguir en relación a las deudas consolidables. A su vez, la Resolución N° 774 expresa que se corroboró que la DAS reúne los extremos exigidos por la disposición citada y que, por ende, queda comprendida en los términos de la Ley 23.982. El a quo se limitó a aplicar la normativa general dictada por el ministerio competente y soslayó lo que había resuelto específicamente respecto de la obra social demandada, sin que pueda invocarse violación alguna al principio de irretroactividad, pues ya contaba con carácter de "obra social del sector público" al momento de dictarse la Ley 23.982, que no efectúa distinciones al respecto. Las consideraciones efectuadas en Fallos: 319:2922 no resultan aplicables, toda vez que el requisito que exige el artículo 1, inciso a), de la Resolución N° 761/94 –MEyOSP- carece de relevancia en el presente litigio, al ser la demandado "un organismo administrativo, dependiente de las autoridades del Poder Legislativo", que tiene a su cargo "la dirección y fiscalización de todo asunto relacionado con la asistencia y previsión social entre el personal del Honorable Congreso de la Nación" y, por lo demás, todas las categorías de afiliados que prevé el reglamento se encuentran vinculadas de uno u otro modo al Poder Legislativo. La conclusión a la que arribó el tribunal carece de sustento, pues una correcta interpretación de las normas federales en juego impide excluir a la DAS del régimen de consolidación de deudas.


    Centro Médico Neuropsiquiátrico S.A. c/ Dirección de Ayuda Social para el personal del Congreso s/ Incumplimiento de Prestación de Obra Social


    C. 3420, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Energía eléctrica. Entes reguladores. Concesión de servicio público. Interpretación de la ley. Derechos del concesionario. Admisibilidad del recurso. 


    La correcta interpretación de las normas de calidad del servicio público y sanciones que, en caso de incumplimiento, se pueden aplicar a la distribuidora otorgan legitimidad a la decisión del ENRE que aquélla cuestiona.  La distribuidora será sancionada cuando, en el semestre controlado, incumpla con los límite de uno u otro de los indicadores, o de ambos a la vez, es decir, cuando algún usuario sufra más corte que los estipulados y esté sin suministro  más tiempo que el preestablecido, o cuando estos acontecimientos se produzcan simultáneamente. En otras palabras, es suficiente con que uno de los dos indicadores supere los límites fijados según la categoría de usuario para que proceda la sanción.  Respecto al cálculo del crédito, cabe reconocer al usuario, los minutos que aquél se vio privado de suministro, por encima de tales valores, pues a partir de ellos el usuario no tuvo el servicio, circunstancia determinante para establecer el incumplimiento de la distribuidora que debe resarcir.  El derecho del concesionario no puede ir más allá de lo que la concesión define y enumera, y que la regla más segura en materia de interpretación de concesiones es la que toda duda debe ser resulta en sentido adverso al concesionario, porque nada debe tenerse por concedido sino cuando es dado en términos inequívocos o por implicancia clara, ya que no existe derecho implícitos en la concesión en beneficio del concesionario, la afirmativa necesita ser demostrada, el silencio es la negación y la duda es fatal para su derecho.


    Empresa Distribuidora y Comercializadora del Norte S.A. c/ Resolución N° 591/2000 - ENRE


    E. 368, XXXVIII, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Inconstitucionalidad. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Alanis, Graciela E. y otros c/ Provincia de Río Negro (Unidad de control previsional) s/ Contencioso administrativo s/ Inconstitucionalidad


    A. 419, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Alcaraz, Gladis M. y otros c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso Administrativo s/ Inconstitucionalidad


    A. 281, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Álvarez Melinger, Marcelo y otros c/ Poder Judicial Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990 s/ Inaplicabilidad de Ley


    A. 509, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Amado, Mónica y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    A. 238, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Ansaloni, José F. y otros c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro  s/ Contencioso adminsitrativo s/ Inaplicabilidad de la Ley


    A. 224, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Arias, Angelina y otras c/ Provincia de Río Negro - Poder Judicial  s/ Contencioso administrativo


    A. 390, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Gino, Alejandra Gisela y otros c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inconstitucionalidad


    G. 350, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Hidrocarburos. Facultades del Poder Legislativo. Delegación legislativa. Facultades reglamentarias. Principio de legalidad. Admisibilidad del recurso. 


    Cabe señalar que el decreto 1212/89 fue dictado en el marco de apertura de la economía nacional, a fin de desregular el sector de  hidrocarburos.  En virtud de este último, la Resolución N°79/99 establece una serie de obligaciones a cumplir por los sujetos mencionados en su art. 4°. Asimismo tipifica una serie de conductas que serán consideradas como faltas muy graves, graves y leves por incumplimiento de la reglamentación vigente en materia de seguridad y/o medio ambiente, de especificaciones y calidad de combustible líquidos (art. 8°y 9°) y establece las sanciones que corresponden a cada una, según su magnitud.  Tales sanciones aplicables por la Secretaría de Energía no participan de la naturaleza de las normas del Código Penal -pues no se trata de penas por delitos sino de sanciones por infracción a normas de policía- no parece constitucionalmente válido que el Poder Ejecutivo, sin una delegación expresa de la ley, atribuya facultades de esa índole a dicho organismo del Estado, toda vez que la imposición de tales medidas requiere la configuración de supuestos previstos, aunque fuere de modo genérico, por el legislador. Esta exigencia no puede considerarse cumplida con el simple argumento de que el decreto 1212/89 es un reglamento delegado, pues de los términos de la ley 23.696 surge que el objetivo del legislador ha sido impulsar un programa de privatizaciones tendiente a superar la grave crisis financiera del Estado y, aunque a tal efecto ha otorgado amplias facultades al Poder Ejecutivo, dicha leyes notoriamente  insuficiente para habilitarlo a subdelegar en otro organismo de inferior jerarquía el dictado de disposiciones como las que contiene la Resolución N° 79/99, pues ello implica un total apartamiento del marco legislativo que el Congreso ha impuesto a la ejecución de la política de reforma del Estado, en cuyo articulado no se advierte ninguna delegación del tipo que pretende el recurrente. La Corte tiene dicho que la garantía de "ley anterior", consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional y del principio nullum crimen, nulla poena sine lege, exige indisolublemente la doble precisión por la ley de los hechos punibles y de las penas a aplicar, sin perjuicio de que el legislador deje a los órganos ejecutivos la reglamentación de las circunstancias o condiciones concretas de las acciones reprimidas y de los montos de las penas dentro de un mínimo y un máximo. También, se señaló que, tratándose de materias que presentan contornos o aspectos tan peculiares, distintos y variables que al legislador no le sea posible prever anticipadamente la manifestación concreta que tendrán en los hechos, no puede juzgarse inválido, en principio, el reconocimiento legal de atribuciones que queden libradas al arbitrio razonable del órgano ejecutivo, siempre que la política legislativa haya sido claramente establecida.


    Federación Empresarios Combustibles de la República Argentina y otros s/ Secretaría de Energía - Resolución 79/99 s/ Amparo Ley 16.986


    F. 711, XXXVI, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Oxalde, Daniel Rubén y otro c/ Consejo Provincial de Educación s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de Ley


    O. 76, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Rodríguez, Ernesto J. F. y otro c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de Ley


    R. 301, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Saez Falcucci, Myriam Susana y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    S. 326, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Bienes inembargables. Bienes del estado. Estado provincial. Energía eléctrica. Ley provincial. Facultades del gobierno provincial. Facultades no delegadas. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte Suprema tiene dicho que las provincias conservan todo el poder no delegado por la Constitución al Gobierno Federal y que poseen la plenitud normativa correspondiente a su calidad de estado autónomo, que incluye la atribución de darse sus propias instituciones y de regirse por ellas. Sin embargo, en cuanto a la ejecución de las sentencias dictadas en contra de las provincias, la Corte sostuvo, en reiteradas oportunidades que, cualesquiera que sean las disposiciones que contengan las leyes locales tendientes a sustraer de la acción de los acreedores los bienes, recursos y rentas del Estado contrariando los derechos y garantías que acuerda la ley civil, no pueden ser válidamente invocadas, pues las relaciones entre acreedor y deudor son de la exclusiva legislación del Congreso Nacional. La ley de la Provincia de Santa Fe 11.696, que dispone la inembargabilidad de los bienes del estado provincial, de sus entes y empresas, sin contar con la previa habilitación del Congreso Nacional mediante el Art. 19 de la Ley 23.982 no fue dictada dentro del marco de atribuciones propias de la Legislatura local, sino que involucra cuestiones vinculadas al modo en que se cancelarán las acreencias. Por otra parte, tampoco se ha demostrado que los fondos necesarios para atender la deuda pendiente resulten indispensables para la vida y normal desarrollo de la empresa provincial, pues la demandada se limitó a solicitar que se aplique la aludida norma, sin desarrollar argumento alguno al respecto. No obsta a dicha solución lo expuesto en el precedente de Fallos: 322:2817, pues el Alto Tribunal, para admitir la validez de la Ley 11.373, también de la Provincia de Santa Fe tuvo especialmente en consideración que las provincias, en ejercicio del poder no delegado por la Constitución al Gobierno Federal, pueden crear y reglamentar regímenes de seguridad social dentro del ámbito de los agentes de la administración pública, de los magistrados y funcionarios de sus tribunales, de los integrantes de la legislaturas y también, en virtud del ejercicio del poder de policía retenido, sobre la práctica de las profesiones liberales. Tales circunstancias no concurren en la especie, pues la deuda que se declara inembargable encuentra su fuente en una actividad gravada que lleva a cabo una empresa de servicios públicos.


    Fisco Nacional (AFIP - DGI) c/ Empresa Provincial de la Energia s/ Ejecución Fiscal


    F. 11, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Recursos


    Recurso extraordinario. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen realizado por esta Procuración General en la causa  in re A. 236, L. XXXIX - "Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplic. de Ley".


    Borgatello, Alicia Mercedes y otras c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    B. 556, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen realizado por esta Procuración General en la causa  in re A. 236, L. XXXIX - "Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplic. de ley".


    Campos, Mónica Ediht y otros c/ Unidad de Control Previsional de Rio Negro  s/ Contencioso administrativo s/ Inconstitucionalidad


    C. 833, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen realizado por esta Procuración General en la causa  in re A. 236, L. XXXIX - "Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplic. de ley".


    Tomamasi, Mónica Graciela y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    T. 151, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen realizado por esta Procuración General en la causa  in re A. 236, L. XXXIX - "Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplic. de Ley".


    Borgatello, Alicia Mercedes y otras c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia de Rio Negro s/ Contencioso administrativo


    B. 566, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen realizado por esta Procuración General en la causa  in re A. 236, L. XXXIX - "Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplic. de ley".


    Sepulveda, Graciela Neri y otro c/ Unidad de control previsional de la provincia de Rio Negro s/ Contecioso administrativo


    S. 496, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen realizado por esta Procuración General en la causa  in re A. 236, L. XXXIX - "Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplic. de ley".


    Campos, Mónica Edith y otros c/ Unidad de control previsional de Rio Negro s/ Contencioso administrativo


    C. 833, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Resolución administrativa


    Acto administrativo. Impugnación del acto administrativo. Profesor universitario. Profesores designados por cargos docentes. 


    La Corte tiene dicho que la designación de profesores universitarios, así como los procedimientos arbitrados para la selección del cuerpo docente no admiten, en principio, revisión judicial por tratarse de cuestiones propias de las autoridades que tienen a su cargo el gobierno de la universidad, salvo en aquellos casos en que los actos administrativos impugnados en el ámbito judicial sean manifiestamente arbitrarios. Según lo establecido en el Reglamento de Concursos para la Provisión de Cargos de Profesores Ordinarios de la UNLP establece, que a su vez, complementa las disposiciones del Estatuto Universitario, aun cuando el postulante contara con dictamen unánime del Jurado a su favor, si no obtiene la mayoría necesaria en la sesión correspondiente, podrá no ser designado. No resulta aplicable al sub lite el artículo 27, segundo párrafo, de la Ordenanza N° 179/86, por contemplar un supuesto diferente, de todos modos, no parece irrazonable exigir la motivación del acto, máxime cuando la Resolución (H.C.A) N° 146/96 -que dispuso la no designación del actor- fue dictada en ejercicio de facultades discrecionales. Al respecto, la Corte ha dicho que se trata de una exigencia que es establecida como elemental condición para la real vigencia del principio de legalidad en la actuación de los órganos administrativos, presupuesto ineludible del estado de derecho y del sistema republicano de gobierno. Los actos que aquí se impugnan fueron dictados por órganos colegiados, cuya particular modalidad de funcionamiento impide la utilización de fórmulas rígidas para expresar las razones y antecedentes determinantes de la emisión del acto, o su equiparación a la forma de los actos que dictan los órganos unipersonales. En efecto, aquéllos adoptan decisiones por mayoría, previa deliberación y votación, en la forma que establezcan las normas correspondientes. Por lo general, los acuerdos verbales de las autoridades se hacen constar en un acta, labrada por el secretario, quien, además, se ocupa de notificar las decisiones. Estas constancias que se realizan por escrito resultan suficientes, para cumplir con el requisito de motivación.  Resultan insustanciales las críticas que efectúa el apelante acerca de la falta de motivación puesto que, además de la circunstancia objetiva de no haber obtenido los dos tercios de votos reglamentarios, los actos impugnados contienen las razones que llevaron a su dictado y que impidieron que el autor pudiera ser designado en el cargo al que aspiraba, sin perjuicio de que se las considere válidas o no, cuestión que no ha sido introducida por el interesado, quien pudo haber  tomado conocimiento de ellas a través de la vista del expediente administrativo y ejercer su defensa contra esas razones.


    Dr. Caiella s/ Interpone Recurso Directo - Artículo 32 Ley 24.521 c/ Resolución del Honorable Consejo Superior de la Universidad de La Plata


    D. 550, XXXVI, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo II


    Derecho Ambiental


    Cuestiones de competencia


    Daño ambiental. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae.  En primer lugar, por haber sido citada como terceros cinco provincias Argentinas, según lo dispuesto en el Art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, de conformidad con lo que establecen los Arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1, del decreto ley 1285/58.  En segundo término, por haber sido también citado el Estado Nacional, dado que la única forma de conciliar lo preceptuado por el Art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación - o una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Asociación de Superficiarios de la Patagonia  c/ YPF S.A. y otros s/ Daño Ambiental


    A. 1274, XXXIX, 06 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo III


    Derecho Bancario


    Recurso extraordinario


    Declaración jurada. Certificado de depósito a plazo fijo. Interpretación de la ley. Prueba. Confirmación de sentencia. 


    En primer lugar cabe dilucidar si la declaración jurada prevista en el art. 56 de la ley 21.526 y su modificatoria, ley 22.051 –antes de la vigencia de su similar 24.144- es un requisito ineludible para que el Banco Central de la República Argentina, en los supuestos de no encontrarse contabilizado el certificado de depósito y tratarse de entidades que llevan irregularmente sus registros, proceda a la devolución de la garantía.  El aludido precepto contemplaba -según el texto previo a la vigencia de ley 24.144- que los depósitos constituidos en las entidades adheridas al régimen de garantía de depósitos a nombre de personas físicas, en las condiciones y hasta el monto que por vía reglamentaria estableciera el Banco Central de la República Argentina, serían reintegrados en su totalidad.  El examen de la norma (art. 293 del Código Penal) debe realizarse desde la perspectiva de la finalidad que cabe suponer en la ley, toda vez que si bien la primera regla de interpretación de los textos legales es dar pleno efecto a la intención del legislador y la primera fuente para determinar esa voluntad es la letra de la ley es propio de la tarea judicial indagar sobre su espíritu mediante un examen atento y profundo de sus términos que consulte la realidad del precepto y la voluntad de aquél, pues sea cual fuere la naturaleza de la norma, no hay método de interpretación mejor que el que tiene primordialmente en cuenta la finalidad de la ley. En este sentido, la omisión de presentar la declaración jurada carece en autos de la relevancia que le atribuye el apelante.  Ello es así, en primer lugar, por el carácter facultativo que tiene dicho recaudo para el Banco Central, lo cual permite configurarlo como un elemento no siempre necesario para la procedencia de la garantía. En segundo término, porque la función de la declaración jurada no es otra que la de agregar a la verosimilitud del derecho del ahorrista alcanzada en sede administrativa, la advertencia de su responsabilidad penal en caso de que haya falseado los hechos invocados para obtener el pago. En ese sentido, la Corte (disidencia de los doctores Moliné  O'Connor y López en Fallos: 324:2260) se ha expedido al manifestar que tal declaración "No es, por ende, un elemento de prueba -ni podría serlo, al consistir en una mera manifestación individual del interesado-, sino un recaudo para fortalecer aquellos antecedentes cuando ellos se presentan, a juicio del ente rector, relativamente insuficientes para tener por acreditada la deuda ajena a cuya cancelación debe proceder,  fortalecimiento que se logra de aquel modo, esto es, por el compromiso penal que asume quien conscientemente falsea los hechos para percibir un crédito inexistente".  Es así que de interpretarse que la declaración jurada es imprescindible para acreditar la existencia del depósito, llevaría a la irrazonable conclusión de que un instrumento concebido para complementar una demostración insuficiente, se convirtiera en un elemento de prueba insustituible, aún cuando existieran otros más idóneos para tal fin.  Cabe tratar que la simple manifestación del Banco Central referente a que el a quo omitió valorar la prueba aportada sobre “la imposición efectiva y el entorno que generó la emisión del documento”, no es suficiente para tener por cumplida la carga que pesa sobre el recurrente y que indica que la doctrina de la arbitrariedad, en materia de prescindencia de prueba, requiere tanto de la indicación concreta de las que se dicen omitidas como la demostración de su pertinencia para modificar la solución del litigio. En ese sentido las pruebas aportadas por el actor que eran suficientes para desvirtuar la seria presunción creada al respecto, no fueron impugnadas por el demandado en su memoria.


    Eyras, Raul Francisco c/ Caja de Crédito Versailles y Banco Central de la República Argentina


    E. 8, XXXVI, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo IV


    Derecho Civil y Comercial


    Derecho Civil


    Accidente de tránsito


    Ómnibus de transporte de pasajeros. Acreditación de la prueba. Autosuficiencia del agravio. Discrepancia del recurrente. 


    Falta de acreditación del carácter de pasajeros.


    Examinados los argumentos de la sentencia relativos a la falta de acreditación del carácter de pasajeros de los coactores, y los agravios que al respecto se invocan en el escrito de impugnación, se advierte que aquellas consideraciones de los juzgadores, no resultan suficientes para convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada, por lo que los jueces de la causa debieron buscar en el conjunto de elementos probatorios e indiciarios arribados a estos autos, el mayor grado de verosimilitud de los hechos ocurridos a fin de cumplir con la debida fundamentación en este aspecto. Sin embargo, corresponde señalar que sobre el particular, el escrito no mantiene los agravios relativos a la prueba de los daños que habrían sufrido los referidos coactores como consecuencia del accidente, máxime si se tiene presente que el Juez de Primera Instancia, en la decisión que confirmó la Alzada, sostuvo que aun cuando hubieran resultado pasajeros del micro en cuestión, no había quedado adecuadamente acreditada la existencia de lesiones que permitiera a su respecto la atribución prevista en el artículo 184 del Código de Comercio. En consecuencia, en relación con esta cuestión, el recurso no cumple con el debido recaudo de autosuficiencia, toda vez que omite referencia alguna a la prueba y daños padecidos por estos coactores, por lo que, en ese marco, la insistencia en el debate respecto a su condición o no de viajeros del vehículo siniestrado, no supera los límites de una cuestión abstracta, que no es propia del recurso extraordinario dilucidar. Procede recordar que el Tribunal tiene reiteradamente dicho que el recurso extraordinario ha de bastarse a sí mismo y la Corte Suprema debe limitarse a la consideración de los agravios actuales y concretos que hayan sido expresamente planteados y debidamente fundados. En cuanto a las quejas por el rechazo del rubro de incapacidad física sobreviniente y por los montos acordados por daño sicológico y por daño moral, la simple confrontación de los fundamentos de la sentencia con los agravios vertidos en el escrito recursivo, conduce a estimar que se trata de meras discrepancias con el criterio del juzgador en el examen y valoración de las pruebas que no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Se observa, asimismo, que reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común.


    Kravacek, María y otros c/ Turismo Parque S.R.L. y otros s/ Daños y Perjuicios


    K. 218, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Accidente ferroviario



    Obligaciones del empleador. Higiene y seguridad del trabajo. Medidas de seguridad y protección. Responsabilidad civil. Daño por vicio o riesgo de la cosa. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Errónea apreciación de la prueba. 


    Cuando los agravios remiten a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, materia ajena a la instancia del artículo 14 de la Ley 48, la Corte ha dicho que ello no resulta óbice para abrir el recurso cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida, y por tanto el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido. En la sentencia de la alzada se omite la ponderación de elementos de prueba que hacen a la cuestión fáctica sustancial de la causa, y de un proporcionado estudio con otros antecedentes obrantes en la misma, lo que importa de por sí una actividad que dista de constituir lo que exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. El a quo dedujo la culpa de la víctima, realizando una interpretación que invierte el curso del razonamiento y restringe dogmáticamente el alcance de la disposición, cuyo fin específico es posibilitar la indemnización del daño causado en las situaciones en que éste se produce por el riesgo o vicio de la cosa, con independencia de toda idea de culpa. Coloca asimismo a cargo de la actora una exigencia que desvirtúa la norma hasta tornarla inoperante, toda vez que para eximirse de responsabilidad el autor del daño, debe demostrar la culpa de la víctima o de un tercero por quien no debe responder. Debe descalificarse la sentencia en la que el juzgador se limitó a enunciar presunciones acerca de la conducta o actitud de la víctima, que no se apoyan debidamente en las constancias de la causa; sobre todo si se tiene presente que la Corte tiene establecido que en materia de daños provocados por las cosas y en orden a las previsiones del artículo 1113, párrafo 2°, parte final, del Código Civil, la culpa de la víctima con aptitud para cortar totalmente el nexo de causalidad entre el hecho y el perjuicio a que alude dicha disposición debe aparecer como única causa del daño, aparte de revestir las características de imprevisible e inevitable propias del caso fortuito o fuerza mayor. No cabía exigir a la apelante la acreditación de otros extremos, ya que, al tratarse de un daño causado por "el riesgo" de la cosa, basta con que el afectado demuestre el daño causado y el contacto con aquella, quedando a cargo de la demandada, como su dueña o guardián, acreditar la culpa de la víctima o de un tercero por quien no deba responder. La decisión de la alzada no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a la circunstancias del caso, por afectar garantías constitucionales.


    Méndez de González, Mabel Cristina y otros c/ Ferrocarriles Metropolitanos S.A. s/ Daños y perjuicios


    M. 2573, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo



    Personas con discapacidad. Beneficios sociales. Políticas públicas. 


    Asistencia educativa. Transporte especial. Excesiva rigidez probatoria.


    El artículo 1 de la ley 22.431, instituyó un sistema de protección integral de las personas discapacitadas tendientes a abarcar todos los aspectos relativos a su situación dentro de sociedad, tratando de establecer un régimen particular en relación con los derechos de los discapacitados, así como respecto de las obligaciones que se imponen a los órganos del Estado. El objetivo de la ley se dirige fundamentalmente a tratar de conceder a quienes se encontraren en esas condiciones, franquicias y estímulos que le permitan neutralizar la desventaja que la discapacidad les provoca. La Alzada dejó sin efecto los beneficios que le había acordado el juez de grado al incapaz, sobre la base de considerar no acreditada la imposibilidad de la familia de pagar el costo educacional del niño, y la imposibilidad de utilizar el transporte.  Teniendo en cuenta la finalidad de la ley, el interés superior que trata de proteger, y la urgencia en encontrar una solución acorde con la situación planteada, no parece razonable ser tan rigurosos con la exigencia indefectible de una prueba negativa que resulta de muy difícil producción. Si bien es cierto que no existe en autos una prueba precisa sobre la situación económica de los actores, se advierten algunos indicios, como la observación de la Caja de Previsión Social para Abogados de la Provincia de Buenos Aires respecto del incumplimiento de las obligaciones previsionales, y la disminución del importe de la Asignación por Hijo Discapacitado. También es harto dificultosa para los actores la prueba de falta de cupo en entidades educativas estatales, resultando razonable que sea el propio Estado quien demuestre que tales cupos existen, poniéndolos a disposición de los peticionantes.  Finalmente, en cuanto a que tampoco acreditaron no poder utilizar el servicio de transporte gratuito para el discapacitado y su acompañante, surge por demás evidente la imposibilidad de transportar en esos vehículos a una persona en silla de ruedas, y que no se vale por sí misma. En tales condiciones, ante la claridad del plexo normativo conformado por las leyes 24.431 y 24.901 y el decreto 762/97, en orden a que ponen a cargo del Estado el sistema de prestaciones básicas para los discapacitados en la medida en que éstos, las personas de quienes dependan o las obras sociales no puedan afrontarlos, y atento, además, a la jerarquía de los intereses en juego y la gravedad de la situación, no existen elementos de juicio suficientes como para invalidar los beneficios otorgados al discapacitado, sin perjuicio de que el Estado pueda demostrar oportunamente la aptitud económica de los padres del incapaz, y repetir contra ellos, o eventualmente contra la obra social, las erogaciones realizadas para cubrir aquellas asignaciones.  La atención y asistencia integral de la discapacidad constituye una política pública de nuestro país; y lo decidido compromete el interés superior de un discapacitado, que al inicio de estas actuaciones era, además, menor de edad, y que la Convención sobre los Derechos del Niño encarece su tutela elevando aquel "interés superior" al rango de principio. Los menores, con quienes en este aspecto corresponde equiparar a los discapacitados, a más de la especial atención que merecen de quienes están directamente obligados a su cuidado, requieren también la de los jueces y de la sociedad toda, siendo que la consideración primordial del interés del incapaz, viene tanto a orientar como a condicionar la decisión de los jueces llamados al juzgamiento de estos casos.  Es irrazonable imponer que se acuda a la vía ordinaria. Atañe a los jueces buscar soluciones que se avengan con la urgencia que conlleva este tipo de pretensiones, para lo cual deben encauzar los trámites por vías expeditivas y evitar que el rigor de las formas pueda conducir a la frustración de derechos que cuentan con tutela de orden constitucional, lo cual se produciría si los actores tuviesen que aguardar al inicio de un nuevo proceso, y en ese lapso quedaran desprotegidos los intereses cuya satisfacción se requiere.


    L., G. B. c/ Estado Nacional


    L. 1153, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción reivindicatoria



    Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Sociedad Anónima Dominga B. De Marconetti c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Reivindicación


    S. 796, XXXVII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Boleto de compraventa



    Incumplimiento del contrato. Daño emergente. Lucro cesante. Daño moral. Insuficiencia del agravio. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Las conclusiones del a quo no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio. Las críticas de la quejosa sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Sólo reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común. La apelante realiza un examen parcial de los dichos del juzgador, separándolos de su contexto, y, por lo tanto, su versión no se ajusta a lo que en rigor surge de los términos del decisorio.  Los agravios remiten a cuestiones de hecho y prueba o argumentos de derecho común - materia propia de los jueces de la causa y ajena, en principio, a la instancia del artículo 14, de la Ley 48 -, y pretenden meramente oponerse a conclusiones de la Corte Provincial que exteriorizaron fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error, resultan suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga, lo que, como es obvio, obsta a su decisión. Sobre el particular la Corte tiene dicho, además, que no promueve cuestión apta para ser tratada en la instancia excepcional, la tacha de arbitrariedad que sólo trasunta una opinión diversa a la sostenida por el juzgador, insuficiente por ende para demostrar que ésta conduzca a un apartamiento palmario de la solución jurídica prevista para el caso, o adolezca de una decisiva carencia de fundamentación. La doctrina del Tribunal ha establecido que la solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la valoración de las circunstancias fácticas y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa, no siendo la Corte, en tal sentido, salvo los supuestos muy precisos del recurso ordinario, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar respecto de dichas cuestiones.


    Rodera, Miguel c/ Facciano de Leone, María


    R. 1893, XXXVIII, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Caducidad de instancia



    Inactividad procesal. Declaración de oficio. Exceso ritual manifiesto. 


    No obstante que la Corte tiene dicho que las cuestiones referidas al análisis de los hechos y la aplicación e interpretación de normas de derecho común y procesal son, por principio, ajenas al recurso extraordinario, concurren en el caso supuestos suficientes que habilitan su concesión, al no ajustarse el decisorio apelado a las circunstancias comprobadas de la causa, y a una interpretación lógica y razonada de las normas de expreso reconocimiento constitucional. Debe rechazarse la caducidad de la instancia dictada de oficio, ya que las decisiones de índole procesal adoptadas por el Inferior en estas actuaciones, y en el incidente de litigar sin gastos, no son imputables al accionar de la parte actora, ni indican que ésta haya incurrido en un abandono de la causa que deba ser sancionado con la aplicación de tal instituto.  Conforme lo ha sostenido y reiterado la Corte, la caducidad de la instancia es un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, y la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter sin llevar ritualistamente el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio. Es descalificable el pronunciamiento que al declarar la perención de la instancia incurrió en un excesivo rigor formal, al omitir considerar lo actuado por las quejosas en el beneficio de litigar sin gastos y lo resuelto por el inferior, ambos en trámite ante el mismo magistrado.


    Caivano, Rosa y otro c/ Silva, Ruben y otros


    C. 734, XXXVII, 09 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero



    Honorarios. Crédito por honorarios. Régimen de consolidación de deudas. Denegatoria del recurso. 


    En primer lugar, mediante el dictado del decreto-ley 106/01, la Provincia de Corrientes ha consolidado las obligaciones a su cargo, en virtud de la facultad de adherirse que otorga el art. 24 de la ley nacional 25.344, circunstancia que impone la obligación de que los interesados se ajusten a sus disposiciones y a los mecanismos administrativos previstos por la ley a fin de percibir los créditos que les son reconocidos. La Corte tiene dicho que no es óbice para ello el argumento según el cual la ley cuestionada no puede ser opuesta por el Estado provincial en la jurisdicción originaria de la Corte Suprema, pues nada impide su aplicación siempre que no se presente un conflicto con el art. 31 de la Constitución Nacional, extremo que, no ocurre en el sub lite, puesto que, en todo caso, las modificaciones introducidas a la regulación de las relaciones entre deudor y acreedor han tenido lugar en virtud de una delegación efectuada por una ley nacional. Por otra parte, en el régimen instaurado por la ley nacional 23.982, a cuyos términos remite la nueva ley 25.344, no es posible atribuir carácter accesorio a los honorarios profesionales respecto del capital de condena, puesto que la causa de la obligación de pagar dichas retribuciones está dada por el servicio prestado por el profesional en el marco de un proceso judicial, por lo que no resulta del objeto de la obligación ventilada en la litis ni de la relación con el sujeto pasivo de aquélla. En razón de esta falta de interdependencia y de que la novación establecida en el art. 17 de la Ley 23.982 alcanza a los efectos no cumplidos de las sentencias referidas a obligaciones que hubieran resultado consolidables, la consolidación de los honorarios pendientes de pago se producirá aun cuando la sentencia de condena se hubiera cancelado mediante dinero circulante con anterioridad a la vigencia de la ley. En tales condiciones, al haberse originado la deuda en los trabajos realizados por el letrado, casi en su totalidad, con fecha anterior a la que fijan las normas provinciales, la ejecución debe quedar comprendida en dicho régimen especial.


    Asociación de Trabajadores de Estado c/ Corrientes, Provincia de s/ Cobro de pesos


    A. 406, XXXIV, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Abett, Nicolás s/ Cobro de sumas de dinero


    G. 713, XXXVII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Petrek, Pedro Miguel c/ Mig S.A. y otro s/ Cobro de pesos


    P. 325, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia



    Protección de personas. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Remisión a los fallos de las causas: Comp. 603, L. XXXIII, “Ucha, Edgardo Walter s/ Art. 10, decreto ley provincial n° 10.067” y Comp. 251, L. XXXVII, “Sánchez, Liliana Elizabeth s/ Protección de persona”.


    B., Ernesto Nicolás s/ Protección de Persona


    COMP. 1363, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia



    Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Sin perjuicio de no darse un supuesto de jurisdicción originaria, siendo que la demandada se halla en trámite de concurso preventivo, corresponde remitir las actuaciones al Juzgado Nacional en lo Comercial.


    Marino, Gustavo Aníbal c/ Transporte Metropolitanos General Roca s/ Daños y perjuicios


    M. 876, XXXVII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios



    Mala praxis. Responsabilidad médica. Carga de la prueba. Póliza. Declaración de inconstitucionalidad. 


    En materia de responsabilidad médica y a consecuencia de que el deber de los facultativos es por lo común de actividad, incumbe al paciente la prueba de la culpa del médico. La obligación del profesional de la medicina en relación a su deber de prestación de hacer, es de medios o sea de prudencia y diligencia, proporcionando al enfermo todos aquellos cuidados que conforme a los conocimientos y a la práctica del arte de curar son conducentes a su curación, aunque no puede ni debe asegurar este resultado. AI accionante le corresponde probar la existencia del daño cuya reparación reclama, así como la antijuridicidad de la conducta del deudor, o sea la infracción contractual que configura el incumplimiento, la relación causal adecuada entre el perjuicio y el incumplimiento y, desde luego, el factor de imputabilidad que consiste en la culpa del infractor. No parece que el paciente y su esposa no estuvieran advertidos de la magnitud y de los riesgos de cirugía. El hecho que en el caso se haya requerido una autorización escrita para el estudio angiográfico anterior a la cirugía, constituye un indicio de que los actores estaban informados de tal cirugía. La cuestión sobre la alternativa de una intervención endoscópica, de un lado, no formó parte de la litis por no haber sido propuesta en la demanda, en la que solamente se insistió en que no debió practicarse la cirugía sino que hubiera correspondido colocar una válvula; y de otro, conforme al informe pericial, la vía transcallosa es la usual desde 1970, se encuentra ampliamente respaldada por la doctrina médica, no existiendo estadísticas de cual vía o conducta es en la actualidad más frecuente y la vía transcallosa puede considerarse correcta para la época. No obstante lo expuesto, el perito oficial advirtió sobre los daños serios que no se compatibilizaban con el desempeño que exige la prudencia y diligencia de la actividad de un neurocirujano del nivel demandando, pues no es una complicación observada en la literatura especializada. Añadió que su diligencia tampoco se observó en el control de la historia clínica, donde se consignó que "Se descarta complicación postquirúrgica". E ilustró que el postoperatorio se extiende en lo referente a complicaciones inherentes a la operación, al menos, por el tiempo de una semana, por lo que dicha observación es falsa y debió ser corregida. Ello no se ve alterado por el argumento de los recurrentes en orden a que estas manifestaciones no hallan basamento en probanzas de autos ni en el informe del perito oficial. Las críticas de los quejosos no alcanzan para rebatir los argumentos del juzgador que lo llevaron a considerar que el informe pericial dejó entrever que la actuación del demandado en la cirugía practicada no había sido del nivel exigible, dados los serios daños observados que demuestran un desempeño no acorde con el que requiere la prudencia y diligencia de dicha actividad quirúrgica. Respecto de la cuantificación de los daños, las críticas de los quejosos no alcanzan para refutar mediante argumentos conducentes las conclusiones del a-quo, y, consecuentemente no resultan suficientes para evidenciar una decisiva falta de fundamentación en el decisorio. Sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no consiguen rebatir las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta, tratándose en definitiva de asertos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común. No está de más recordar que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriben al pleito, cuando los elegidos alcanzan para convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada. En cuanto al planteo de inconstitucionalidad interpuesto por el demandado respecto de la cláusula tipo "claims made" que contenía la póliza, es correcto su rechazo por el juzgador en razón de que no fue mantenido en la alzada.


    B. de K. S., G. H. c/ G., J. A. y otros


    B. 65, XXXIX, 14 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Prestadores médicos. Rescisión del contrato. Falta de prestación de servicios. Información errónea o desactualizada. Difusión periodística. Bioseguridad. Hemodiálisis. Instituto nacional de servicios sociales para jubilados y pensionados. Defensa en juicio. Derecho a conocer las pruebas en contra. Sentencia arbitraria. 


    En orden a los agravios vertidos por la supuesta afectación del derecho de defensa de la entidad asistencial al tiempo de la substanciación del sumario por irregularidades en las prestaciones de hemodiálisis, corresponde primero analizar que en numerosas ocasiones los directivos de la unidad auditada requirieron que se les confiriera vistas de las actuaciones sumariales. Empero, ello no consta verificado. Dicho proceder haya una explicación en el entendimiento que dada la índole pública no estatal del instituto, las actuaciones en que se labran investigaciones como la de autos configuran comprobantes internos del organismo. Cabe añadir que, desoyendo la recomendación de que la comunicación rescisoria debía incluir el detalle de todas las irregularidades detectadas, la notificación efectiva se inclinó por un lenguaje genérico que torna dificultosa la reconstrucción de los cargos incriminados, al punto tal que alguno de dichos comportamientos recién vienen a ponerse claramente de resalto en ocasión de prestar testimonio las auditoras de la reclamada. Se agrega que en los informes suscriptos a su turno por los sucesivos auditores se vierten manifestaciones no siempre congruentes entre sí. En lo concerniente a la diálisis de un paciente seropositivo en sala común, también aquí la demandada parece vacilar al tiempo de valorar las implicancias de este extremo. Según la Ley n° 22.853, los enfermos infectocontagiosos deben dializar aislados; empero, ello no es así a la luz de la Ley n° 23.798; pues, de lo que se trata no de aislar, discriminando, al paciente con serología positiva, sino de tratarlo cumpliendo rajatabla las disposiciones de bioseguridad. Se coincide con dicho parecer en la auditoría llevada a cabo por la “Fundación Huésped”. El cuerpo de recomendaciones en materia de bioseguridad emanadas del Centro de Información de SIDA del Ministerio de Salud, especifica en el ítem “Precauciones para diálisis”, que los pacientes infectados por el VIH pueden ser dializados “sin que sea necesario aislarlos de otros pacientes, siempre que se utilicen debidamente las medidas de bioseguridad”. El pronunciamiento de la Sala termina incriminando el incumplimiento de las reglas de asepsia o bioseguridad en materia de vestuario en el tratamiento dialítico de pacientes infectados por el virus de HIV. Nuevamente se complejiza la apreciación de este extremo, particularmente a la luz de lo obrado por el ente auditor en sus sucesivas intervenciones. En efecto, el auditor concluye que el establecimiento auditado brinda un tratamiento acorde a la ley de diálisis, detectándose la falta de mayores elementos de protección para el personal que asiste a pacientes de alto riesgo de contagio. Ello sin perjuicio de señalar, que no existen normativas impuestas por Salud Pública para empleados de unidades de hemodiálisis, con referencia a pacientes portadores de HIV. Asiste razón a la quejosa cuando sostiene que las “Normas de Bioseguridad para Uso de Establecimientos de Salud”, fueron aprobadas por resolución n° 228/93 de la Secretaría de Salud Pública de la Nación el 17.08.93; es decir, con posterioridad a la  separación de la peticionaria del “Registro Único de Prestadores para Prácticas Excluidas de Convenios Capitados”, operada el 24.02.93 por disposición n° 773/93 del Instituto; preexistiendo con el alcance de recomendaciones del “Centro de Información SIDA” del Ministerio de Salud. Desconcierta que lo que en algún tramo de las actuaciones configuró una “falencia corregible”, luego termine, fundamentando la decisión extrema de dar de baja a la peticionaria; máxime cuando el citado proceder no fue seguido de las correspondientes denuncias administrativas y penales que imponían la gravedad de las infracciones. Es de destacar la recomendación de la funcionaria del PAMI, de previo a decidir el inicio de acciones penales, evaluar desde el punto de vista médico si existen razones de peso para tal proceder, requiriéndose, en su caso, el aval de la superioridad, extremos que no se discurrieron suficientemente aquilatados. La entidad auditada no atendía sólo a afiliados del instituto demandado, sino también, a los afiliados de numerosas obras sociales y entes de medicina prepaga, y en que pese a la extrema gravedad de las supuestas infracciones, el PAMI continuó autorizando las prácticas de un cierto número de afiliados. A lo expuesto se añade que existe consenso, en que no se constató la existencia de infectados en la propia unidad nefrológica.  Finalmente, corresponde señalar que si bien la ad quem alude a los dichos de una auditora referidos al reuso de los filtros dialíticos, lo hace a fin de corregir la lectura de los mismos realizada por el perito oficial y la actora. Empero, lo aislado de la referencia y el abandono del tema al momento de concluir en torno a los incumplimientos  de la peticionaria, impiden determinar los alcances exactos que confiere a dicha cuestión, lo que deberá remediarse, particularmente a la luz de lo establecido por los artículos 12 de la Ley n° 23.798 y 12 de su decreto reglamentario n° 1244/91, entre otras previsiones.


    Unidad Nefrológica Belgrano S.A. c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Daños y perjuicios


    U. 143, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Blanco, María Trinidad c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    B. 3626, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Bustos, Lucio Oscar c/ Hospital General de Agudos Juan A. Fernández y otro s/ Daños y perjuicios


    B. 265, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Consorcio de Propietarios de la Av. Castañares 4XXX  c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Daños y perjuicios


    C. 2813, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    García Laval, Francisco Avelino c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    G. 794, XXXVII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Giacardi, Lucía Magdalena c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    G. 2926, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Gil, Carlos c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    G. 597, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Iñíguez de Vázquez, Beatriz Aurelia c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    I. 78, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Isla Casares, Eduardo Fernando c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    I. 16, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Lavezzini, Rubén Domingo c/ Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    L. 55, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Mangialavori, Fortunato y otro c/ Comisión Municipal de la Vivienda y otra s/ Daños y perjuicios


    M. 261, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Menéndez, Pablo Manuel c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    M. 911, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Meng Xiao Gu c/ Empresa Dota S.A. s/ Daños y perjuicios


    M. 3670, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Molloy, Ana María c/ Aguas Argentinas S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    M. 394, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Moroian Gevorg c/ Empresa de Energía Sur S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    M. 622, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires c/ Mercori, Santiago s/ Sumario


    M. 1837, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pignato, Omar Enrique s/ Daños y perjuicios


    M. 3351, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Novo, Guillermo Ibérico c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    N. 9, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Petrucelli, María Fernanda c/ Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    P. 468, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Ramírez, Aida Benita c/ Pizza Donna S.R.L. y otro s/ Daños y perjuicios


    R. 259, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Romero Odilio, Néstor y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    R. 645, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Segatti, Daniel Hugo y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    S. 2425, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Sosa, Carlos Alberto c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    S. 2730, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Sura, Laura Elizabeth c/ González, Pablo Juan y otros s/ Daños y perjuicios


    S. 2873, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    M., Angélica Inés c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    M. 3482, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Demanda



    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Ómnibus de transporte de pasajeros. Responsabilidad civil. Responsabilidad objetiva. Obligación de seguridad. Aplicación errónea de la ley. Defectos en la fundamentación normativa. Errónea apreciación de la prueba. Sentencia arbitraria. 


    No obstante que los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba, y derecho común, materia ajena - como regla y por su naturaleza - a la instancia del artículo 14 de la Ley 48, la Corte tiene dicho que ello no resulta óbice para conceder el recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable, y la prueba rendida, habiendo establecido, además, que, si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido. La interpretación dada por el a quo invierte el curso del razonamiento que impone la aplicación del artículo 1113 del Código Civil, de modo que lo desvirtúa, al restringir dogmáticamente el alcance de una disposición cuyo fin específico es posibilitar la indemnización del daño causado por el riesgo o vicio de la cosa lo que evidencia una interpretación que invierte el curso del razonamiento que impone la aplicación del artículo 184 del Código de Comercio, y del artículo 1113 del Código Civil, al restringir dogmáticamente el alcance de disposiciones cuyo fin específico es posibilitar la indemnización del daño causado en las situaciones en que éste se produce con independencia de toda idea de culpa del sujeto. La Corte ha dicho en las cuestiones que tienen su marco jurídico en el artículo 184 del Código de Comercio, sin descartar la aplicación del artículo 1113 del Código Civil en cuanto ambos establecen una responsabilidad objetiva del porteador o dueño de la cosa riesgosa, que a la parte actora incumbe la prueba del hecho y su relación de causalidad con el daño sufrido, mientras que para eximirse de responsabilidad la demandada debe acreditar la existencia de fuerza mayor, culpa de la víctima o de un tercero por quien no debe responder. El transportista asume una verdadera obligación de seguridad de llevar sano y salvo al pasajero hasta su lugar de destino. Por lo tanto, cualquier inconveniente que éste sufra configura, en principio, un incumplimiento de la prestación debida y da origen a su responsabilidad a menos que demuestre alguno de los eximentes señalados. Además la Corte ha sostenido que la culpa de la víctima con aptitud para cortar totalmente el nexo de causalidad entre el hecho y el perjuicio, debe aparecer como la única causa del daño y revestir las características de imprevisibilidad o inevitabilidad propios del caso fortuito o fuerza mayor. Asimismo con respecto al régimen de solidaridad de los coautores de un cuasidelito el tribunal ha dicho que ese problema suscita cuestión federal, si el a quo se limitó a reducir el monto de la indemnización basándose en la interrupción del nexo causal, pero omitió examinar si la referida obligación del guardián y del titular registral del vehículo era o no concurrente con la de quien irrumpió indebidamente en el carril por donde era guiado el rodado de los codemandados. En lo sustancial la sentencia se vuelve arbitraria ya que aparece fundada en la sola voluntad de los jueces con un apartamiento manifiesto de las constancias del juicio e integración del tema litigioso, quienes además efectuaron una interpretación inadecuada del artículo 184 del Código de Comercio norma aplicable al caso, tornándola inoperante.


    Gómez, Lilian Angélica c/ Empresa Villa Mauricio S.R.L. y otro


    G. 817, XXXVII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Divorcio



    Apreciación de la prueba. Argumentos de las partes. Discrepancias del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Las conclusiones de la Alzada, que analizó las testimoniales referidas por el quejoso, razonablemente, y que concluye confirmando el resolutorio del Inferior, no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio. Las críticas del quejoso sólo traducen diferencias con el criterio del juzgador respecto de la valoración de la prueba, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Reiteran asertos vertidos en instancias anteriores, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculados a cuestiones de hecho, prueba y derecho común. Las probanzas analizadas, como ser las audiencias que mantuviera con los cónyuges y sus hijos; la pericial psicológica que se les efectuara a ambas partes; las testimoniales; el informe del Hospital; como así también la causa penal por lesiones agravadas, resultan suficientes y de evidente valor convictivo, más allá del grado de su acierto o error, para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga, toda vez que esta última, solo trasunta una opinión diversa a la sostenida por el a quo, ineficaz para demostrar que exista un apartamiento palmario de la solución jurídica prevista para el caso, o que la sentencia adolezca de una decisiva carencia de fundamentación. En lo relativo al informe producido por la odontóloga debe conferírsele pleno valor, en razón de resultar coincidente con el resto de las pruebas producidas y señaladas oportunamente, que el quejoso no logró desvirtuar. Procede recordar, asimismo, por resultar plenamente aplicable la doctrina de la Corte que ha establecido que la solución de la controversia mediante el análisis y aplicación del derecho común y la valoración de las circunstancias fácticas, y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la casusa, no siendo la Corte, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar respecto de dichas cuestiones.


    M. H. H. c/ H. M. C.


    M. 452, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Ejecución hipotecaria



    Falta de pago. Embargo. Protección de la vivienda. Constitución nacional. Constitución provincial. Control de constitucionalidad. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    La Corte hizo hincapié en que determinar qué bienes del deudor se hallan sujetos al poder de agresión patrimonial del acreedor, es materia de la legislación común, y como tal, prerrogativa única del Congreso Nacional, lo cual impone concluir que no corresponde a las provincias incursionar en tal ámbito, delegado al sancionarse la Ley Suprema. Frente a ello -y puesto que, en definitiva, la Ley 8.998 no vino sino a profundizar los lineamientos generales del anterior espectro normativo, que tanto la ad quem como la Corte, en otros precedentes, estimaron contrarios a la Constitución Nacional- es irrazonable el proceder de la alzada que, pese a lo anterior, aplica la nueva preceptiva sin, cuanto menos, conferir traslado de sus términos a la ejecutante o, en su caso, conteste con la tesitura expuesta en el precedente de Fallos: 324:3219, incursionar en el estudio de la regularidad constitucional del nuevo precepto. Encarece el anterior parecer, la obvia circunstancia de que la falta de un planteo inicial en torno a la invalidez del dispositivo constitucional de la provincia que, finalmente, tanto la Ley 8.067, como su correctiva 8.998, se limitan meramente a reglamentar- sólo se explica en el marco de lo previsto originariamente por los artículos 3, inciso 2°, y 4 de la Ley 8.067 que dejaban al ejecutante al margen de la posibilidad de resultar alcanzado por el aludido privilegio del deudor, obstando, por ende, a la proposición de un acápite federal, en esas condiciones, a todas luces conjetural o hipotético.


    Banco de la Nación Argentina c/ Martín, Miguel Ángel


    B. 3949, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Escrituración



    Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Club Yacimientos Petrolíferos Fiscales c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Escrituración


    C. 853, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Correa, Esther y otros c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Escrituración


    C. 626, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Expropiación directa o inversa



    Indemnización. Prescripción. Adquisición del dominio. 


    En Fallos 287:387 la Corte sostuvo, concordantemente con lo dictaminado por el entonces Procurador General de la Nación, que "en el juicio de expropiación directa o inversa no opera la extinción de aquella relación expropiatoria sustancial y, por ende, para nada altera los derechos estatales sobre el bien expropiado ni el derecho público subjetivo del administrado a perseguir la indemnización por el sacrificio de su propiedad en aras de la utilidad pública y el perfeccionamiento social". Y agrega que la adquisición del dominio sobre el bien expropiado por el Estado se halla subordinado al pago de la indemnización previa, determinada en la sentencia definitiva del juicio expropiatorio. Por ello, hasta la fijación definitiva de ese resarcimiento el derecho real de dominio se convierte, por subrogación real, en el derecho al cobro del crédito representativo del valor del bien que se desapropia. Como corolario, la adquisición del dominio sobre el bien expropiado por el Estado se halla sujeta al pago de una indemnización previa fijada en la sentencia definitiva del juicio expropiatorio, y que sólo a partir de ese momento puede comenzar a correr el plazo de la prescripción. Ello es así, por cuanto, al resultar la indemnización una condición para el desapropio, ese derecho al cobro del valor del bien expropiado ha de calificarse como ilíquido e inexigible, hasta tanto exista una sentencia judicial que determine su precio. Es ésta inexigibilidad la que hace que el derecho no pueda ser extinguido por el transcurso del tiempo.  Encontramos así que en asuntos de expropiación inversa donde se cuestionaron leyes nacionales o provinciales, que establecían o no un plazo de prescripción, la Corte Suprema, con el correr de los años, mantuvo análogo criterio, y ello se encuentra reflejado, incluso, en fallos recientes, tales como "Garden Jacobo Aarón y otros c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Expropiación inversa". Por ende, cualquiera que fuere el plazo extintivo al que se pretenda sujetar la acción expropiatoria irregular, no cabe admitir el inicio de su cómputo antes de que se hayan cumplido los requisitos previstos en el artículo 17 de la Constitución Nacional. En virtud de ello, las pautas contenidas en los artículos 4019 y 4023 del Código Civil no autorizan a concluir del modo en que lo hizo la anterior instancia. Máxime, si se tiene en cuenta que las disposiciones del derecho común son aplicables al ámbito de la expropiación de manera subsidiaria y solo en la medida en que resulten compatibles con los principios que rigen este instituto.


    Staudt, Juan Pedro Guillermo c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires


    S. 738, XXXVII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Expropiación irregular



    Indemnización. Prescripción. Servidumbre de electroducto. Garantía de inviolabilidad de la propiedad. 


    Precedente de Fallos 315:596.


    Si bien los agravios remiten a cuestiones de derecho público local, ajenas, en principio, a la vía del artículo 14 de la Ley 48, tal regla reconoce excepciones cuando lo resuelto se encuentra privado de apoyo legal suficiente y justifica su descalificación como acto jurisdiccional válido, en la medida en que implica un menoscabo de la garantía contemplada en el artículo 17 de la Constitución Nacional. La norma aplicable al caso es la Ley 8.398 de la Provincia de Buenos Aires conforme lo establece el artículo 26.  El artículo 35 de la ley citada dispone que "La Ley de Expropiaciones 5.708, sus ampliatorias y modificatorias y el Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires, en dicho orden, regirán supletoriamente en todos los aspectos no contemplados en la presente ley". Tampoco carece de significado, al momento de valorar la prescripción opuesta en el autos, el reconocimiento de la propia demandada en el sentido de que "por dificultades de tipo técnico" no se ejecutaron planos definitivos de mensura, circunstancia esta que -tal vez- daría pie al interrogante sobre si, en realidad, ha quedado definitivamente constituida la servidumbre sub examen.  La ley provincial de servidumbre administrativa de electroducto no contempla el instituto de la prescripción, razón por la cual, ante la expresa remisión que realiza este texto a la ley de expropiaciones, resulta aplicable la doctrina de Fallos 315:596. Al dictaminar en dicha causa esta Procuración General manifestó que "ha afirmado el Tribunal que, siendo la indemnización condicionante del desapropio, representa la contrapartida del derecho real de adquirir por el Estado, dentro de una misma relación jurídica. El derecho al cobro del valor del objeto expropiado ha de calificarse como crédito líquido del expropiado que, a falta de acuerdo, sólo puede ser determinado por sentencia judicial. Es inexigible, por tanto, hasta que su valor no sea concretado en una suma de dinero líquida. Esta inexigibilidad hace que, entre tanto, aquel derecho no pueda extinguirse por prescripción, desde que ésta sólo principia en el momento en que el crédito líquido se torna cantidad cierta. Una solución distinta, importaría cohonestar la conducta del Estado que, luego de la declaración de utilidad pública del bien, lo arrebató de su propietario, sin la indemnización previa, que debe ser justa; destruyéndose así el contenido de la garantía constitucional, por la sola permanencia en el tiempo de los actos estatales desposesorios, o turbatorios de la propiedad. Asimismo, la Corte ha reiterado este principio en Fallos: 320:1263, agregando que, "cualquiera que fuere el plazo extintivo al que se pretenda sujetar la acción expropiatoria irregular, no cabe admitir el inicio de su cómputo antes de que se hayan cumplido los requisitos previstos en la cláusula constitucional. La posición del a quo confronta con la doctrina del Tribunal y afecta la garantía constitucional de inviolabilidad de la propiedad, toda vez que admite que la simple desposesión prive -o desmembre- el dominio del titular y transmute su derecho real en acción personal, pero no ya como lógica contrapartida de la obtención del dominio por el Estado, sino como un mero derecho autónomo del -entonces- titular a cobrar; aceptando, por otra parte, que dicha acción pueda prescribir de manera independiente del pago de la indemnización.


    Moro-Hue S.A. c/ Empresa Social de Energía de la Provincia de Buenos Aires (ESEBA) s/ Servidumbre de Electroducto


    M. 365, XXXIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Inhabilidad de título



    Herederos. Locación. Convenio de desocupación. Plazo. Extinción de la fianza. Obligaciones del fiador. 


    Aplicación de las consideraciones de Fallos: 320:750.


    El Tribunal tiene dicho que si bien las decisiones recaídas en los juicios ejecutivos no constituyen -en principio- la sentencia definitiva a que alude el artículo 14 de la Ley 48, cabe hacer excepción a dicha regla si el agravio resultante no podría ser revisado en un proceso de conocimiento ulterior, como ocurre en el caso, donde la alegada extinción de la fianza ya no sería admisible. Resultan ajustados al sub-lite los términos y consideraciones vertidos por la Corte en el precedente citado en referencia, en orden a que, aun cuando le sean aplicables al "principal pagador" las disposiciones sobre los codeudores solidarios, el alcance temporal de dicha obligación no puede proyectarse fuera del ámbito que le es propio, esto es, del contrato por el que entendió obligarse.  La Cámara omitió diferenciar que la obligación del fiador comprende solamente el pago de los alquileres, intereses y demás accesorios pactados en el contrato originario hasta la fecha de su vencimiento, toda vez que no hubo negativa de la locataria a restituir el inmueble locado -supuesto en el cual el fiador habría continuado obligado-, sino un plazo de gracia convenido entre aquella y la locadora, del cuyo convenio no participó el fiador. Aquí también, como en el antecedente citado, la circunstancia de tratarse de un deudor solidario o de haberse estipulado que respondería por el cumplimiento del contrato "hasta tanto la locataria devuelva el bien locado", no puede derivar en la imposición de una nueva obligación -distinta o más gravosa que la asumida- si no media intervención y consentimiento del codeudor. En virtud de lo expuesto, los herederos del fiador deben responder por los alquileres atrasados y los intereses correspondientes pactados en el contrato originario, hasta la fecha de finalización de éste. Las demás obligaciones que integran el convenio, les son inoponibles por interesar solamente a quienes suscribieron dicho acuerdo.  Dijo también la Corte en el precedente aludido, que dentro del esquema de la aplicación de normas expresas de derecho sustancial que consagran el principio de relatividad en los efectos de los contratos, no le es dable, aún a los codeudores solidarios, agravar las condiciones de sus cointeresados, siendo las estipulaciones en tal sentido "res inter alios acta" e inoponibles para quienes no fueron parte en ellas.  Los conflictos que se suscitan en cuestiones como la de autos, han quedado definitivamente resueltas a partir de la incorporación al Código Civil, mediante la Ley 25.628, del Art. 1582 bis.


    Donno, María Elena c/ Silvia Pavez, Lilian del Carmen y otro


    D. 1147, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo



    Locación de inmuebles. Alquileres. Cesación de la locación. Deudas derivadas de la locación. Incumplimiento del contrato. Fiador. Responsabilidad patrimonial. Legitimación pasiva. Inhabilidad de título. 


    Prórroga tácita del contrato. Consentimiento expreso del fiador.


    La Corte tiene dicho que si bien las decisiones recaídas en los juicios ejecutivos no constituyen -en principio- la sentencia definitiva a que alude el artículo 14 de la Ley 48, cabe hacer excepción a dicha regla si el agravio resultante no podría ser revisado en un proceso de conocimiento ulterior, como ocurre cuando la extinción de la fianza ya no sería admisible. En el precedente de Fallos: 320:750, la Corte sostuvo que aun cuando le sean aplicables al “principal pagador" las disposiciones sobre los codeudores solidarios (conf. artículo 2005 del Código Civil), el alcance temporal de dicha obligación no puede proyectarse fuera del ámbito que le es propio, esto es, del contrato por el que entendió obligarse. Corresponde diferenciar que la obligación del fiador comprende solamente el pago de los alquileres, intereses y demás accesorios pactados en el contrato originario hasta la fecha de su vencimiento, en los casos en que no hubo negativa del locatario a restituir el inmueble locado -supuesto en el cual el fiador habría continuado obligado- sino una prórroga tácita convenida entre aquel y el locador, de la cual no participó la fiadora y que se prolongó por más de dos años. La circunstancia de tratarse de un deudor solidario o de haberse estipulado que respondería por el cumplimiento del contrato hasta tanto el locador devuelva el bien locado, no puede derivar en la imposición de una nueva obligación, si no medió la intervención y el consentimiento del codeudor. También dijo el Tribunal en el precedente aludido, que dentro del esquema de la aplicación de normas expresas de derecho sustancial que consagran el principio de relatividad en los efectos de los contratos, no le es dable, aún a los codeudores solidarios, agravar las condiciones de sus cointeresados, siendo las estipulaciones en tal sentido -res inter alios acta- e inoponible para quienes no fueron parte en ellas. Los conflictos que se suscitan en cuestiones como la de autos, han quedado definitivamente resueltas a partir de la incorporación al Código Civil, mediante la Ley 25.628, del artículo 1582 bis: “la obligación del fiador cesa automáticamente por el vencimiento de la locación salvo la que derive de la no restitución a su debido tiempo del inmueble locada. Se exige el consentimiento expreso del fiador para obligarse en la renovación o prórroga expresa o tácita del contrato de locación, una vez concluido éste. Será nula toda disposición anticipada que extienda la fianza, sea simple, solidaria como codeudor o principal pagador, del contrato de locación original”.


    Gonzalez, Arístides c/ Tello, Rodolfo Carlos y otro


    G. 143, XXXIX, 20 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado



    Ejecución del contrato. Cobro de sumas de dinero. Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. 


    El recurso deducido es inadmisible, toda vez que las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria a los fines del recurso previsto en el artículo 14 de la Ley 48, salvo que medie denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos. Es asimismo un concepto jurisprudencial desde antiguo consagrado por la Corte, que revisten carácter de definitivas, no sólo las sentencias que ponen fin al pleito e impiden su continuación, sino también las que acarrean un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, precisamente porque no habría oportunidad en adelante de volver sobre lo resuelto, vedando así, en forma definitiva, el acceso a la jurisdicción. Ninguna de las excepciones a la regla de definitividad de la sentencia se presenta en el sub lite, toda vez que el pronunciamiento de la Cámara, que confirmó la decisión del a quo que hizo lugar al planteo de incompetencia formulado por la demandada, no es una sentencia definitiva, ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que no deniega el fuero federal pues, por el contrario, sostiene la continuidad de la competencia de ese fuero y, por otro lado, tampoco coloca al quejoso en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que dicha decisión no clausuró la vía procesal intentada y el recurrente quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado. La ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse con la invocación de que han sido vulneradas garantías constitucionales, ni por la arbitrariedad del pronunciamiento, tal como lo intenta la recurrente al pretender conculcado los derechos y garantías que surgen de los artículos 16, 17, 18 y 28 de la Constitución Nacional.


    Comisión Municipal de la Vivienda c/ Instituto de la Vivienda de la Provincia de Buenos Aires s/ Cumplimiento de contrato


    C. 832, XXXVII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Liquidación de la sociedad conyugal



    Equivalencias. Equidad. Capitalización de intereses. Sentencia arbitraria. 


    En cuanto a los agravios relativos a que la sentencia es arbitraria porque se aparta de las normas aplicables a la naturaleza y origen de las obligaciones, las conclusiones del a quo no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio, dado que las críticas del quejoso sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y reiteran, asimismo, asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, y derecho común. El apelante insiste en que no incurrió en mora y que, por lo tanto, no debe intereses. Reitera que, ejerciendo la facultad que le confería el artículo 510 del Código Civil, dejó de pagar las cuotas establecidas en el convenio, hasta tanto la esposa cumpliera con su obligación de liquidar la sociedad conyugal en los términos pactados. Sin embargo, no se hace cargo del principal argumento de la sentencia, esto es, de que se trata de la liquidación de una sociedad conyugal que fue entendida por las partes con el criterio económico de respetar los elementales principios de equidad para asignar a cada uno lo suyo y en partes equivalentes. El juzgador cuidó la intención y el espíritu del convenio, procurando preservar esa equivalencia tenida en cuenta al momento de acordarse la liquidación, que, vale destacarlo, previó la actualización de las cuotas por los índices de precios al consumidor. Para ello admitió la aplicación de intereses a partir del 1° de abril de 1991, a la tasa pasiva promedio que publica el  Banco Central de la República Argentina, modificando, en este último aspecto, la sentencia de Primera Instancia. Estos fundamentos, no son adecuadamente rebatidos por el recurrente. En orden al anatocismo denunciado en el escrito recursivo, conforme a jurisprudencia del Tribunal, es descalificable el pronunciamiento que autoriza la violación de una norma expresa de orden público que veda la capitalización de intereses (art. 623 del Código Civil), sin que ocurran los supuestos legales de excepción. En virtud de ello, dicha capitalización no resulta legalmente admisible aunque aparezca como una modalidad bancaria de liquidación de intereses y se la denomine "interés compuesto" o "tasa acumulada". De modo que, al no haberse convenido la capitalización, ni tratarse de un deudor moroso de una suma liquidada judicialmente que haya mandado pagar el juez, la resolución adoptada por el a-quo, en este aspecto, aparece desprovista de fundamento.


    C., E. R. c/ G., I. N.


    C. 2643, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Medianería



    Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Consorcio de Propietarios Acoyte 5XX/XX/XX/XX c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Medianeria


    C. 2472, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Nulidad del acto jurídico



    Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Comisión Municipal de la Vivienda c/ De Sando Minerva, Domingo s/ Nulidad de acto jurídico


    C. 166, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario



    Indemnización. Daños y perjuicios. Publicación periodística. Derechos personalísimos. Derecho a la imagen. Publicación de fotografía. Derecho a la intimidad. Doctrina de la arbitrariedad. Omisión de considerar cuestión propuesta. Procedencia del recurso. 


    No es potestad de la Corte terciar como un juzgador de una tercera instancia en la valoración de cuestiones de hecho y prueba. La escueta inclinación a favor de la autorización para filmar el debate como causa de justificación, sin el paralelo estudio de algunos otros elementos, importa una ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Porque si bien es cierto que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso continuar haciéndolo con los restantes, pero en cambio no es un principio válido cuando el elegido no aparece como suficiente para convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada.


    Keylian, Luis Alberto c/ Santillán, María Laura


    K. 80, XXXVII, 05 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Accidente ferroviario. Daños y perjuicios. Indemnización. Relación de causalidad. Culpa de la víctima. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del art. 14 de la Ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa; máxime, cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su acierto o su error, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. No obstante, también ha reiterado, que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados; exigencia que, al decir del Alto Cuerpo, antes de orientarse a mantener el prestigio de la magistratura, procura esencialmente la exclusión de decisiones irregulares. Resulta oportuno señalar, en este marco, la índole particular que atañe a la doctrina pretoriana de la arbitrariedad, la que al decir del Alto Tribunal, no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como la "sentencia fundada en ley..." a que aluden los arts. 17 y 18 de la Ley Suprema. Los agravios vertidos por los quejosos contra la sentencia recurrida, que ratifica la del inferior, carecen de un sustento táctico y jurídico, cierto y efectivo, pues, el a quo efectuó un análisis razonable y una valoración completa de las probanzas producidas, en especial respecto del testimonio del propio actor. Esta versión de los hechos brindada por la propia víctima, luego de transcurrido un tiempo prudencial, que tuvo el accionante para ponderar el alcance de sus dichos, no se contrapone con la presunción adversa que se yergue sobre éste, que fue tenido por confeso en la absolución de posiciones, y de cuyo pliego se desprende la versión de los hechos brindados por la demandada, que a posteriori no lograron controvertir las impugnaciones efectuadas por sus letrados, con lo cual quedaría desvirtuado el agravio de la presunta responsabilidad que se le atribuye a las demandadas, y por el contrario surgiría demostrado con la citadas probanzas, que fue la actora quien actuó con negligencia e imprudencia, conforme lo sostenido por los jueces de la causa. Las pruebas aludidas en causa penal y confesión ficta en sede civil-, avaladas por la historia clínica, fueron consentidas en lo substancial por el quejoso, toda vez que las observaciones efectuadas casi dos años después, no pueden ser tenidas en consideración para desvirtuarlas, por no sustentarse en sus dichos, conforme lo entendió el a quo, por lo que puede reconocérseles pleno valor convictivo de conformidad con las reglas de la sana crítica, en los términos de los arts. 377, 386 y 477 del CPCCN de aplicación supletoria. Es jurisprudencia de la Corte que los daños causados por trenes en movimiento se rigen por las previsiones del art. 1113, párrafo segundo, parte final, del Código Civil, y la culpa de la víctima con aptitud para cortar totalmente el nexo de causalidad entre el hecho y el perjuicio a que alude dicha disposición debe aparecer como única causa del daño, aparte de revestir las características de imprevisibilidad e inevitabilidad propias del caso fortuito o fuerza mayor. En tales condiciones, corresponde rechazar los daños y perjuicios derivados de un accidente ferroviario, si no se ha demostrado relación causal entre la responsabilidad del transportista y el hecho, pues aún cuando se hubieren tomado las medidas de seguridad necesarias, el accidente se habría producido, ya que no fue el riesgo o vicio de la cosa, sino la culpa de la víctima la que lo determinó. Cabe resaltar, asimismo conforme lo ha señalado la Corte, que no constituye arbitrariedad la circunstancia de que el Tribunal apelado, haya dado preferencia a determinado elemento probatorio sobre otro, como así tampoco las discrepancias del apelante, respecto de la ponderación de las pruebas efectuadas por los jueces de la causa. Sin perjuicio de ello, la Alzada no dejó de ponderar las probanzas producidas en el sub lite, conforme se agravia el quejoso, sino que por el contrario valoró la prueba de fundamental relevancia, y en tal sentido le atribuyó su justo valor, para así decidir.


    Balcazar, Rafael Alejandro c/ Transportes Metropolitanos General Roca S.A. y otros


    B. 963, XXXVII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Indemnización por muerte. Centrales termoeléctricas. Electrificación. Empresa de servicios eléctricos. Apreciación de la culpa. Culpa de la víctima. Procedencia del recurso. 


    No obstante que los agravios, remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, materia ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido la consideración de elementos apropiados para decidir el grado de responsabilidad que cupo a las partes, o cuando la valoración de los elegidos carece de la racionalidad que exige una debida fundamentación. En este orden, el Tribunal tiene dicho que existe cuestión federal, si el juzgador ha prescindido de efectuar un tratamiento adecuado del asunto de acuerdo a las pruebas producidas; y ha establecido, además, que, si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido. Por lo demás, no es potestad de la Corte terciar como un juzgador de una tercera instancia en la valoración de las cuestiones de hecho y prueba que rodean al sub lite, sino tan sólo advertir que la valoración de la conducta de las víctimas como elemento preponderante para la atribución de culpa, sin la proporcionada ponderación de otros elementos obrantes en las constancias del sub examine que podrían tener gravitación en la distribución de la responsabilidad, importa de por sí, una ligera actividad analítica que no constituye la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Porque si bien es cierto que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso continuar haciéndolo con los restantes, pero en cambio no es un principio válido en el extremo en que el o los elegidos están distantes de convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada.


    A., L. S. c/ Empresa Distribuidora del Sur S.A.


    A. 1800, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Mutuo. Hipoteca. Seguro de incendio. Cuestión de derecho común. Exceso u omisiones en el pronunciamiento. Debido proceso. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien el recurso extraordinario, por principio no tiene como fin la revisión en una tercera instancia de decisiones propias de los jueces de la causa, donde se discuta la aplicación de normas de derecho común, o la interpretación que se ha dado a las circunstancias de hecho y prueba incorporadas en el proceso, la Corte ha hecho excepción a tal principio cuando la sentencia impugnada no reúne los requisitos que la sustenten como acto jurisdiccional. El sentenciador, desconociendo las constancias comprobadas de la causa de modo dogmático, y con el solo apoyo de una valoración subjetiva, sin referencia a norma legal alguna que fundamente la decisión, resuelve omitiendo el tratamiento de la única cuestión litigiosa que dio lugar a la acción judicial de los actores y lo hace alterando el principio de igualdad procesal al incorporar como fundamento decisivo el argumento relativo a un eventual "pago equivocado" no alegado por las partes en la oportunidad procesal pertinente. Es descalificable la sentencia que rechazó de la demanda, aludiendo a la inexistencia de causa de la obligación, al sostener –sin haber sido alegado por la parte- el criterio de que el demandado pagó por error lo que no debía, ya que a su criterio, hubiera correspondido rescindir el contrato de mutuo hipotecario y no pagar la indemnización con motivo de la vigencia de un seguro contra incendio, a raíz del incumplimiento de cláusulas contractuales del mutuo aspecto este que extendió también de modo dogmático como una obligación que afectaba el contrato de seguro. El mencionado error y equivocación a que alude el fallo, nunca fue ejercido como defensa puntual en su conteste por la demandada, e ignora las constancias acreditadas de la causa, de donde se desprende con claridad que, al tiempo de resolver sobre el pago de la indemnización, el señalado incumplimiento de los actores de las cláusulas contractuales no sólo fue motivo de consideración y dictamen de distintos organismos de la entidad demandada, sino en particular de su departamento de legales, que entendió y dio razones y motivos jurídicos para que luego se resolviera admitir al pago del siniestro en cumplimiento del contrato de seguro oportunamente pactado.  Por ello, además de nunca mediar rescisión contractual del mutuo por expreso dictamen y decisión en sede administrativa, la demandada tampoco negó en dicha sede la vigencia del contrato de seguro y aceptó su obligación como asegurador, de modo deliberado, consciente, y fundado, ratificando tal decisión ante nuevas pretensiones de los actores. Carece de sustento válido alegar que era de aplicación al caso de la doctrina de los propios actos, y atender a los argumentos traídos por la demandada de que admitió el pago a modo de conducta voluntaria y liberal, fundamento único y relevante de la decisión, en tanto el señalado comportamiento de la accionada en el ámbito administrativo y a la luz del criterio sostenido reiteradamente por la Corte aparece clara, jurídicamente relevante y de plena eficacia a los fines pretendidos por los actores de que se reconozca su derecho al cobro del seguro; ello con independencia de la entidad de las sumas que corresponda admitir, materia en discusión, que fue el motivo y objeto del litigio entre las partes, sobre lo cual el tribunal omitió expedirse. Al resolver como lo hizo el sentenciador, de modo indebido, asumió la defensa del demandado, pues utilizó como único argumento, un error o equivocación que nunca fue invocado, con el agravante que lo hace de modo dogmático, sin fundamento alguno, salvo una señalada ausencia de causa en la pretensión, ignorando que en el caso tal causa es la existencia de un contrato de seguro y la obligación del asegurador que se deriva de él, lo cual fue expresamente reconocido en la órbita administrativa y en la contestación de demanda. Con ello, el tribunal vino a alterar la situación de igualdad procesal, con directo agravio a los principios de defensa en juicio y del debido proceso, lo que toma arbitraria su decisión en los términos y alcances de la doctrina de la Corte.


    Bar, Miguel Ángel y otro c/ Banco Hipotecario Nacional


    B. 1335, XXXVI, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Expropiación. Apreciación de la prueba. Discrepancia del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Improcedencia del recurso. 


    La controversia remite a la interpretación y aplicación de derecho procesal y común, así como de los hechos y las pruebas aportadas a la causa, circunstancias todas que son -en principio- privativas de los tribunales locales y ajenas a la competencia federal, sin que concurran situaciones de excepción o de arbitrariedad que motiven un apartamiento de dicho criterio. Tiene dicho el Tribunal que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el recurrente considere tales, a raíz de su mera discrepancia con el alcance atribuido por el a quo a principios y normas de derecho común o con la valoración de la prueba, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional que se acentúa cuando tal análisis importaría atribuirse implícitamente el conocimiento de los límites de la competencia extraordinaria del superior tribunal provincial, materia excluida también de la instancia de excepción. En este sentido, es principio reiterado del Alto Tribunal que las decisiones que declaran la inadmisibilidad de los recursos locales no justifican la apertura de la instancia extraordinaria, más aún si se tiene en cuenta la reiterada doctrina de la Corte en cuanto a que el respeto de las autonomías provinciales supone que se reserve a sus jueces el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versen sobre aspectos propios de sus instituciones. Asimismo, ha decidido la Corte que es improcedente el recurso extraordinario fundado en agravios que reiteran asertos ya vertidos al cuestionar la sentencia de la alzada, desechados sobre la base de argumentaciones que no compete a la Corte revisar, toda vez que se vinculan a cuestiones de hecho y prueba y derecho procesal, suficientes, más allá de su acierto o error, para descartar la arbitrariedad invocada. La Corte tiene dicho que no es cuestión apta para el tratamiento en la instancia extraordinaria, la tacha de arbitrariedad que solo denota una opinión diferente a la sostenida en el pronunciamiento que se recurre, insuficiente para demostrar que se ha apartado de la solución jurídica prevista para el asunto o que el mismo carezca de fundamentación y que aquella no se configura ante la circunstancia de que el tribunal haya acordado preferencia a determinados elementos probatorios sobre otros. La crítica que el quejoso efectúa a la sentencia sobre la base de agravios de naturaleza constitucional tampoco puede prosperar, toda vez que no solo carecen de suficiente fundamento, sino que su posible transgresión no guarda relación directa con los hechos de la causa ni con los fundamentos de la sentencia. En efecto, el quejoso no procura que el Tribunal efectúe un control de constitucionalidad, que es su primera y esencial misión, sino que pretende que se revise la inteligencia que se ha dado a normas locales no federales y el quantum de la indemnización. Se trata, pues, de un conflicto de hecho y derecho local que no justifica la apertura del extraordinario. Máxime, cuando no se advierte la presencia de arbitrariedad y median razones bastantes que no autorizan su revisión en esta instancia. Por otra parte, la presentación en análisis carece de la debida fundamentación, lo cual, determina su improcedencia. Los agravios solo traducen meras diferencias con el criterio del juzgador para la selección y valoración de la prueba y las conclusiones de éste no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de razonabilidad en el decisorio, así como que no se encuentran acreditadas las supuestas infracciones constitucionales que sólo alega, toda vez que el escrito no contiene referencia estricta a la vinculación que los hechos guardan con las disposiciones constitucionales que el quejoso se limita a enumerar. En cuanto al agravio referido a las costas del juicio, cabe concluir que, como tiene dicho la Corte, por su carácter fáctico y procesal, son insusceptibles de tratamiento por la vía del Art. 14 de la ley 48, sobre todo si el apelante no logra demostrar la arbitrariedad de lo decidido, sino solo expresa una discrepancia con el criterio del juzgador.


    Coordinación Ecológica Aerea Metropolitana Sociedad del Estado c/ Cabuli, Yamil y otros s/ Expropiación


    C. 1195, XXXVII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Asegurador. Incapacidad laboral. Pericia médica. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Debido proceso. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien el recurso extraordinario no tiene por objeto la apertura de una tercera instancia para analizar los hechos y pruebas denunciados e incorporados al proceso, al constituir ello materia propia de los jueces de la causa, y ajena, por principio al remedio excepcional, no es menos cierto que la Corte ha hecho excepción a tal principio, cuando el decisorio cuestionado no constituye un acto jurisdiccional válido, al carecer de apoyo suficiente por apartarse de las constancias comprobadas de la causa, o por alterar la secuela regular del juicio con violencia a los principios de preclusión e igualdad procesal que emanan de las garantías constitucionales del debido proceso y la defensa en juicio. Es descalificable la sentencia que, no obstante reconocer que la información médica producida por las partes resulta contradictoria e insuficiente, descalifica y se aparta sin fundamento y de modo dogmático de la única prueba obrante en la causa, que a los efectos de la solución ajustada de la litis, era además de necesaria, relevante. La sentencia importa una afirmación dogmática que no atiende a la prueba producida en la causa o en su defecto predica de haberla considerado insuficiente, una ausencia inexcusable de examen crítico y fundado de la misma. Cabe también descalificar el fallo, en tanto introduce a la litis y resuelve puntos no invocados por la demandada en la oportunidad procesal que era menester, tal cual sucede cuando desestima la pretensión de la actora respecto a la existencia de afecciones diversas de las relacionadas con su columna vertebral, sino al promover la acción, provocando estudios especiales que no habían merecido comentario u objeción alguna de la aseguradora al tiempo de contestar la demanda, ni válidamente durante el periodo probatorio, ya sea por la existencia de deficiencias formales en su planteo o por no estar sujetas a la cobertura del seguro.  El rechazo de la pretensión a su respecto, genera un agravio concreto al accionante, en tanto no sólo no respeta el principio de preclusión procesal por la alegación tardía de la cuestión efectuada por el demandado, sino la igualdad de tratamiento de las partes en el proceso, de directa relación con los principios de defensa en juicio y debido proceso legal de especial resguardo constitucional, a lo cual cabe agregar que importa un exceso en la aptitud jurisdiccional del tribunal a quien no se le había sometido el tratamiento de dicha cuestión.


    Fiorotto, Placido Abel c/ Generalli Argentina Compañía de Seguros de Vida S.A.


    F. 291, XXXVI, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Injurias. Expresión de agravios. Procedencia del recurso. 


    Fundamento aparente. Afirmaciones dogmáticas. Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien es cierto que la Corte tiene reiteradamente dicho que el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar en una tercera instancia la apreciación que han hecho los jueces de la causa en el ejercicio de facultades propias sobre cuestiones de hecho y prueba, no lo es menos que ha admitido excepción a tal criterio, cuando la sentencia impugnada carece de los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional, y afecta de modo definitivo los derechos que se invocan afectados que gozan de especial protección constitucional. En el caso se configuran tales circunstancias por cuanto el sentenciador, afirma expresamente que las eventuales diatribas y calificativos desdorosos o injuriosos expuestos en el libro que pudieran haberse expresado respecto de un oficial superior, no forma parte del tema a decidir, lo cual predica de modo evidente que no se ha hecho debido cargo de los agravios y argumentos del apelante puntual y expresamente alegados.


    Ríos Ereñu, Héctor c/ D´Andrea Mohr José Luis y otros


    R. 723, XXXVII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Robo. Contenido de la caja de seguridad. Intereses. Mora. Daños y perjuicios. Interpelación. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. 


    Si bien tiene resuelto la Corte que el recurso extraordinario no tiene por fin revisar en una tercera instancia la apreciación otorgada a hechos y pruebas incorporados al proceso o la interpretación asignada a normas de derecho común y procesal que es propia de la facultad de los jueces de la causa, no es menos cierto que ha admitido excepciones a tal criterio cuando la decisión cuestionada no cumple con los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional válido en el marco de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia acuñada desde antiguo por ese Alto Tribunal. La sentencia apelada incurre en abierta contradicción al momento de determinar cuándo se produjo la mora de la obligación debida, apartándose expresamente de la disposición legal y de las constancias comprobadas de la causa conducentes a la solución ajustada del litigio, con el agravante de que sostiene su decisión en apreciaciones de naturaleza dogmática que sólo cuentan con el apoyo de su propia voluntad.  Ello es así por cuanto establece como fecha de mora para el resarcimiento de los daños materiales, la de la ocurrencia del hecho, cuando por la naturaleza del contrato, el deudor no podía conocer y por tanto cumplir, con una obligación indeterminada, hasta el momento del reclamo puntual y consecuente interpelación, que se produjo recién en el caso con la notificación de la demanda e identificación precisa de qué bienes se encontraban depositados en la caja de seguridad, así como su entidad dineraria sustitutiva del valor de los efectos, lo cual además se hallaba sujeto a acreditación, que incluso en el caso se admitió de modo limitado por la sentencia luego de producidas las pruebas que resultaban indispensables. El a-quo no afirma en que extremos acreditados del proceso se apoya para tener por probada la interpelación extrajudicial para la constitución en mora. Sólo se refiere a que la denuncia en la causa penal que exclusivamente predica el conocimiento del hecho por el demandado, pero no importa de modo alguno la existencia de un reclamo puntual y preciso de lo debido. No analiza de modo alguno la indubitable prueba confesional donde el actor reconoce expresamente no haber efectuado reclamo extrajudicial y previo a la demanda al acreedor, lo cual además de un apartamiento notorio de las constancias comprobadas de la causa, ignora las previsiones expresas de los Arts. 508 y 509 segundo párrafo y 510 del Código Civil, lo que trasunta un apartamiento inequívoco de la normativa aplicable al caso, y traduce la arbitrariedad del decisorio por ausencia de fundamento jurídico suficiente. Además, que el a-quo incurre en una afirmación dogmática a más de contradictoria con los propios argumentos del fallo que sostienen que medió interpelación extrajudicial, y que la mora del depositario se produce en el primer requerimiento de devolución del contenido que le formuló el propietario, y por otra parte afirma que es ocioso investigar cuándo ocurrió efectivamente la mora. Con relación al tipo de interés y desde cuándo deben computarse, también incurre en arbitrariedad la sentencia al prescindir de modo notorio de la consideración de constancias comprobadas de la causa, por cuanto la decisión de aplicar los intereses respecto de la suma fijada para resarcir los daños materiales desde la ocurrencia del robo, sin modificar el monto establecido en la sentencia de primera instancia, desconoce que la suma surgía de una determinación que se efectuó a abril de 1996 del valor de los efectos depositados por un peritaje que no fue observado, por lo que más allá de lo expresado respecto al momento en que se habría producido la mora, no podría incorporarse con retroactividad a la fecha de determinación del valor actualizado más que la aplicación de intereses puros, porque ello además desconocería las disposiciones de la Ley 24.283. Es descalificable la decisión en torno a la imposición de las costas, por cuanto establece que en su totalidad son a cargo de la demandada, de modo dogmático, atendiendo a que hay que abstraerse de las reclamaciones que no hayan progresado; a la negativa global de la demandada a las pretensiones de la actora, y a que la noción de vencido ha de fijarse sin tomar en cuenta los valores aritméticos de las pretensiones y sus resultados, criterios que importan desconocer que fue rechazada la mayor parte de la pretensión dineraria original de la actora y que por tanto resultó vencida en tal sentido, circunstancia éstas prevista por la ley, al sancionar la disposición del Art. 71 del CPCCN, que, con la particular interpretación de vencedor y vencido que expone el sentenciador, transforma en letra muerta o sin sentido a la norma citada.


    Sontag, Bruno y otro c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Ordinario


    S. 384, XXXVI, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Accidente de tránsito. Lesiones leves. Incongruencia. Cuestiones de hecho y prueba. Sentencia arbitraria. Defecto en la fundamentación normativa. Procedencia del recurso. 


    Si bien el recurso extraordinario no tiene por objeto abrir una tercera instancia de análisis de las circunstancias de hecho y prueba y de la interpretación de normas de derecho común que han efectuado los jueces de la causa, ello no resulta óbice para admitir su procedencia en aquellos supuestos excepcionales en que la sentencia recurrida carece de los presupuestos necesarios que la sostengan como un acto jurisdiccional, en los términos y alcances de la doctrina de arbitrariedad de sentencia consagrada por la Corte. El sentenciador, resulta incongruente, cuando, por un lado, fundamenta esencialmente su fallo en la circunstancia, que consideró determinante, de que en la causa penal instruida con motivo del accidente de tránsito el actor fue condenado por el delito de lesiones leves y que ello no permitía discutir la existencia del hecho principal, ni impugnar la culpa allí reconocida, y, por otro reconoce que ello no impide alegar ni demostrar la responsabilidad de la víctima o de un tercero a fin de mitigar el reclamo resarcitorio. Incurre además en una fundamentación sólo aparente cuando señala que el actor no logró probar que la conducta del demandado haya interrumpido parcialmente el nexo de causalidad, porque tal afirmación además de no encontrar sustento en un estudio de las constancias de la causa, se aparta de las pretensiones contenidas en la demanda y sometidas a su decisión, cual era determinar el alcance de la participación que le cupo en el accidente al demandado y si dicha participación concurría a la distribución de la responsabilidad en el evento. El fallo reduce el análisis de las circunstancias del caso, al cruce del actor en el trayecto del rodado embistente y a afirmar de modo dogmático que fue este quien tuvo la conducta imprudente y al propio tiempo que al demandado no se le podía exigir que sortee cualquier obstáculo que se le presente y más aún si este es imprevisto o imposible de eludir. Tales afirmaciones resultan dogmáticas en tanto que no se refieren, ni remiten a ningún análisis o razonamiento que sostenga tal conclusión, ni a que los dichos del accionante y las pruebas producidas en la causa deban ser desestimadas, de tal manera que le permitan sostener que no se acreditó en la causa, o que no tenía relevancia ni era conducente a la solución del litigio, el exceso de velocidad, la violación a las disposiciones de tránsito y la señalización que impedían circular en el lugar del hecho en las condiciones que resultan de las prueba pericial mecánica, informativa y testimonial, las que no han sido ni siquiera mencionadas. Tampoco de hecho ninguna referencia a los argumentos del apelante referidos al alcance que cabe otorgar a la culpa penal y a la civil, que afirmó se sustentan en principios jurídicos diferentes, máxime cuando la propia sentencia recaída en sede penal y confirmada por su alzada, reconoce la existencia de la participación del demandado en el evento y la circunstancia referida a la velocidad en que este conducía, remitiendo el tratamiento de la responsabilidad que le cabe, a la sede jurisdiccional civil. La Corte ha sostenido que "el sobreseimiento definitivo recaído en la causa penal, sólo descarta la imputación de que el acusado ha procedido con culpa capaz de fundar su condenación criminal, pero no excluye que llevada la cuestión a los estrados de la justicia civil, pueda indagarse -en la medida que la culpa civil es distinta en grado y naturaleza de la penal- si no ha mediado de su parte una falta o culpa civil que lo responsabilice pecuniariamente". En tal inteligencia, corresponde descalificar la sentencia en recurso, toda vez que se apartó de los términos del Art. 1103 del Código Civil al otorgarle al pronunciamiento dictado en sede penal autoridad de cosa juzgada con incidencia determinante en la pretensión resarcitoria civil, asignándole de tal manera un alcance que va más allá de su contenido. El a-quo ha efectuado una exégesis irrazonable de la sentencia dictada en sede penal, y al tomarla como único elemento de ponderación de la cuestión fáctica sustancial de la causa, omite el cumplimiento de la necesaria ponderación y fundamentos que debe contener una sentencia judicial, lo que importa de por sí, una ligera actividad analítica, ya que se prescinde del debido estudio de la casi totalidad de los antecedentes incorporados en autos, los que podrían resultar conducentes para la solución del caso.


    Viñales, Gabriel Eduardo y otros c/ Merlos Sánchez, Héctor y otros


    COMP. 402, XXXVI, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Indemnización por muerte. Cuestión federal. Control de razonabilidad. Daño material. Valor vida. Daño psíquico. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene dicho que existe cuestión federal, si el juzgador ha prescindido de efectuar un tratamiento adecuado del asunto de acuerdo a las pruebas producidas; y ha establecido, además que, si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido, situación que se configura en el sub lite con relación al daño material y al daño psicológico.  Con referencia al daño material, la Corte tiene dicho que el valor de la vida humana no debe ser apreciado con criterios exclusivamente económicos sino mediante una comprensión integral de los valores materiales y espirituales, pues el valor vital de los hombres no se agota con la sola consideración de aquellos criterios. Corresponde dejar sin efecto la sentencia que fijó el monto indemnizatorio del valor vida, sin una ponderación apropiada del daño inferido y sin consultar los criterios de equidad que resultan particularmente necesarios, desvirtuando así el principio de reparación integral propio de la materia en examen.  En cuanto al daño psicológico, el juzgador, al argumentar que la existencia de concausalidad no le permitía determinar el porcentaje de incapacidad atribuible al hecho, el a quo no podía excusarse de estimar este daño so pretexto de tener dudas a ese respecto.


    Folgán, Roberto c/ Del Rivero, Edgardo Sergio y otro


    F. 468, XXXVII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Intervención de terceros. Culpa de terceros. Defensa en juicio. Obligatoriedad del fallo plenario. Fundamentación de la resolución. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene dicho que resulta un inútil dispendio de actividad jurisdiccional diferir la consideración de la responsabilidad de un tercero citado en los términos del artículo 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, cuando éste ha ejercido en plenitud en derecho constitucional de defensa en juicio, de modo que no existe óbice para que, como lo dispone el artículo 96 del mencionado cuerpo legal, la sentencia dictada después de su citación o intervención, lo afecte como a los litigantes principales.  El a quo desechó la aplicación de este precedente, sin otra explicación que la sujeción a la obligatoriedad de los fallos plenarios. Corresponde recordar al respecto que la Corte ha descalificado pronunciamientos fundados en plenarios del fuero cuando ello conduce a un resultado irrazonable o cuando la solución adoptada se encuentra privada de apoyo legal suficiente.  Asimismo la aceptación de la solución que propicia la sentencia impugnada, no solamente podría significar un inútil dispendio jurisdiccional, sino que además, teniendo en cuenta que se ha pronunciado acerca de la culpabilidad del tercero (aunque sin condenarlo), ello podría conducir al dictado de sentencias contradictorias, si es que, en la eventual resolución de un nuevo juicio, el magistrado actuante no coincidiera con el criterio aquí sustentado al respecto.  Finalmente el juzgador decidió que la reforma al artículo 96 del Código Procesal introducida por la ley 25.488 no puede ser de aplicación inmediata de considerar, dogmáticamente, que tal aplicación resultaría sorpresiva y susceptible de lesionar la garantía del debido proceso y la defensa en juicio.  Este argumento carece de fundamentación suficiente al no estar referido a las circunstancias concretas de la causa y no indicar cuáles serían las defensas de las que podría haberse visto privado el tercero, o cuáles los derechos que no habría podido ejercer a la par que omite evaluar que el artículo 4° de la ley citada, establece que sus disposiciones serán aplicables aún a los juicios que se encontraren pendiente a la fecha de su entrada en vigor, como es el supuesto de la presente causa.


    Yenni de Rojas c/ Empresa General Sarmiento S.A. y/o Transportes Grad Bourg S.R.L.


    Y. 93, XXXVIII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Sanciones conminatorias. Astreintes. Facultades del juez. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Los argumentos que invoca la recurrente no resultan suficientes para apartarse de la doctrina establecida por la Corte en el sentido de que el régimen de consolidación de deudas no alcanza a aquellas emergentes de sanciones impuestas por los jueces en ejercicio de las facultades que les acuerda el art. 37 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación pues, de lo contrario, se desnaturalizarían los efectos que se pretende con la aplicación de astreintes, sin distinguir entre los supuestos en los que la obligación principal hubiera sido cumplida o no.


    Palillo, Ruben (Hoy Palillo, Juan Carlos) c/ Ejército Argentino s/ Daños y Perjuicios


    P. 672, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Queja por recurso denegado



    Remisión al dictamen de la causa  K.113, L.XXXIX, “K. I., Silvina Patricia s/ Recurso de queja".


    K. I., Silvina Patricia s/ Infracción Ley 24.241


    K. 67, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Honorarios. Doctrina de la arbitrariedad. Cámaras de casación. Procedencia del recurso. 


    De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte, las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria. No obstante ello, la Corte ha resuelto en numerosos precedentes que, ante las particularidades que presentan determinados casos, de ciertos aspectos permite la excepción a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa. Es doctrina de la Corte que el carácter fáctico y procesal de las cuestiones referentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias no obsta ni siquiera a la procedencia del recurso extraordinario cuando lo decidido aparece privado de razonabilidad no se encuentra suficientemente fundado de conformidad con las circunstancias concretas de la causa. Sobre esas bases, adquiere plena vigencia la doctrina de la Corte por la cual se estableció que en el ordenamiento procesal actual la Cámara Nacional de Casación Penal constituye un órgano intermedio ante el cual las partes pueden encontrar la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores, máxime si los agravios invocados involucran una cuestión federal, como lo es la arbitrariedad alegada.


    P., Jorge Francisco y otros s/ Robo en poblado y en banda con efracción


    P. 187, XXXVII, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 1800, L. XXXVIII, "Acuña, Liliana Soledad c/ Empresa Distribuidora del Sur S.A.".


    Cocca, Jorge y otra c/ Empresa Distribuidora del Sur S.A. s/ Daños y perjuicios


    C. 2471, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario



    Daños y perjuicios. Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa  M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.-- sumario".


    Padial, Ariel Hernán c/ Aguas Argentinas S.A. y otro s/ Daños y Perjuicios


    P. 472, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Correos. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Asiste razón al recurrente respecto de la omisión que atribuye al a quo en la consideración de los principios que emanan de las disposiciones de los artículos 11 y 30 de la ley 20.216 y del artículo 30 de su decreto reglamentario 151/74, conducentes para la dilucidación del alcance de la responsabilidad de la empresa de correos en el marco de los distintos tipos de encomiendas que prevé la normativa expresamente invocada en su expresión de agravios. No alcanza a suplir dicha omisión la dogmática invocación de las facultades de los jueces en el marco del artículo 165 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Y puesto que sin perjuicio de la naturaleza federal de la cuestión en este punto, en el referido contexto resultan prioritarios los agravios del demandado en materia de arbitrariedad ya que pueden importar revisar inclusive aspectos fácticos ajenos a la Corte, cabe admitir el recurso con este último alcance.


    Dorín, Samuel c/ Correo Argentino s/ Cobro de pesos


    D. 369, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Sentencia arbitraria. Cuestión no federal. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho, que las cuestiones de hecho y prueba y de derecho común no son susceptibles de revisión por la vía excepcional del art. 14 de la Ley 48. Máxime, cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. Asimismo, también ha sostenido que dicha doctrina tiene carácter excepcional e impone un criterio particularmente restrictivo, ya que de lo contrario se abriría una tercera instancia en la cual lo resuelto por los jueces de la causa sería sustituido por la Corte, en materia no federal, sin que resulte suficiente para conferir sustento a la referida tacha de las discrepancias que puedan abrigar a los litigantes. Sobre la base de tales principios, el recurso es formalmente inadmisible, toda vez que los agravios del apelante sólo traducen una apreciación diferente sobre el criterio de selección y valoración de las pruebas, utilizado por el a quo, sin demostrar el apartamiento de las reglas aplicables, la falta de fundamentación en los hechos conducentes del sub lite, o la irrazonabilidad de las conclusiones.


    Dr. Gabriel Pedro Naum c/ Universidad Nacional de la Plata s/ Recurso Directo Artículo 32 Ley 24.521


    N. 189, XXXVII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Responsabilidad del Estado. Aeropuertos. Policía de seguridad aeroportuaria. Caso fortuito. Fuerza mayor. Tratados internacionales. Concesión errónea del recurso. 


    Convención de Varsovia.


    No se encuentra en tela de juicio la inteligencia y aplicación de las normas de carácter federal, toda vez que, si bien el Estado Nacional pretende centrar la cuestión federal en el marco de la interpretación de la ley 21.521, no son sus disposiciones las que se discuten en autos, ya que tanto la sentencia como el recurrente, coinciden en que la Policía Aeronáutica Nacional tiene a su cargo las tareas de seguridad y vigilancia, las que ejerce dentro de su jurisdicción claramente delimitada. No fue rebatido por el apelante que el servicio de seguridad y vigilancia no fue debidamente cumplido, y, en consecuencia, atribuyó responsabilidad al Estado Nacional, no sobre la base de disposiciones de la ley 21.521, sino sobre la idea objetiva de "falta de servicio", que es un tema de derecho común, y que, conforme a precedentes del Tribunal que allí cita, encuentra su fundamento en la aplicación por vía subsidiaria del art. 1.112 del Código Civil. El recurrente, no se hizo cargo de este argumento que, como allí se indicó, halla sustento en numerosos antecedentes de la Corte. Tampoco se encuentra en juego la interpretación del art. 20 del Convenio de Varsovia, ni la sentencia es contraria a la validez de un título, derecho, privilegio o exención amparado por el mismo. Si la Cámara juzgó que la aerolínea había incurrido en culpa por no haber obrado con la diligencia que exigía el caso, de modo que no podía cobijarse en la eximente prevista en la norma de marras, y agregó que tampoco se había configurado un supuesto de caso fortuito o fuerza mayor, las críticas del quejoso al respecto, sólo traducen discrepancias con argumentos no federales del decisorio, vinculados a cuestiones de hecho y de prueba, materia que es exclusiva de los jueces de la causa, y ajena al recurso extraordinario. La crítica relativa a la omisión de considerar el dictado de ley 25.561 y del decreto N°214/2002, pierde su consistencia frente a lo expresado por la Cámara, al no haber sido sometida a conocimiento del juzgador, cuya competencia se halla limitada por los agravios de las partes, y, asimismo, el pronunciamiento aludido dejó expresamente abierta la posibilidad de replantear el tema en la instancia respectiva, por lo que debe concluirse que la queja, en este punto, no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal.


    La República Compañia de Seguros Generales S.A. c/ United Airlines y otro s/ Incumplimiento de Contrato


    L. 1522, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Ejecución del contrato. Cláusulas del contrato. Procedencia del recurso. 


    Si bien según reiterada doctrina de la Corte, el examen de cuestiones de hecho, prueba, derecho común y público local, constituyen materia propia de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48, ello no constituye óbice para habilitar tal instancia cuando el tribunal a quo prescinde de dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a las constancias del expediente y a las normas aplicables, y cuando formula consideraciones fragmentarias de los elementos conducentes para la decisión del litigio, lo cual impide una visión de conjunto sobre la prueba reunida y frustra el derecho a obtener una sentencia que sea derivación razonada del derecho vigente. Si bien lo concerniente a la exégesis de la voluntad contractual es materia de derecho común, ajena al recurso extraordinario, ello reconoce excepción cuando, como ocurre en el sub lite, los jueces asignan a las cláusulas del contrato un alcance referido con la literalidad de sus términos y la clara intención de las partes, y omiten ponderar argumentos conducentes para la correcta solución del pleito.


    Pradera del Sol c/ Muncipalidad de General Pueyrredón


    P. 864, XXXVI, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Ha dicho la Corte que las sentencias de la Corte Suprema han de ceñirse a las circunstancias dadas cuando se dictan, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, como así también que determinadas conductas posteriores a la deducción del recurso son incompatibles con éste e importan su desistimiento tácito. No cabe asignarle otro sentido a la sanción del Decreto n° 1101, por parte del Jefe de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de acuerdo a los términos de la sentencia de la alzada y sin reserva ni aclaración de naturaleza alguna. Devino inoficioso el recurso extraordinario interpuesto por la Secretaría de Comercio Interior contra la sentencia que la conminó a resolver en diez días los pedidos de autorización de aumentos de precio, si lo dispuesto en una resolución de dicha secretaría importó el cumplimiento de la sentencia impugnada.


    Tamane, Silvia Andriana c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    T. 186, XXXVII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Escrituración. Improcedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Pomesano, Graciela Silvia c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Escrituración


    P. 748, XXXVII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Sociedades civiles



    Debido proceso. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar en la instancia federal las cuestiones de hecho o de derecho común que fueron motivo de análisis y decisión por los jueces de la causa y de conclusión en la órbita de la jurisdicción provincial, no es menos cierto que ha hecho excepción a tal criterio cuando la sentencia impugnada carece de los requisitos que la sustenten como acto jurisdiccional y de ello se derive una manifiesta violación a derecho o garantías constitucionales. El fallo del tribunal superior de justicia local introdujo en el proceso una argumentación no sostenida ni planteada por los demandados durante las instancias ordinarias, con lo cual vino a privar al recurrente actor de la posibilidad de ejercer en debida forma su derecho de defensa, y a alterar el principio de igualdad procesal, de lo cual se deriva una clara y directa afectación a su derecho de propiedad. Los fundamentos introducidos por el tribunal respecto a que la demandada sostuvo que no poseía personalidad jurídica para estar en juicio, ni que hubiera desaparecido o se hallara disuelta y liquidada la sociedad civil, violentaron el principio del debido proceso al impedir a la actora ejercer la defensa correspondiente a tales planteos. Igual consideración cabe hacer en relación al argumento del tribunal relativo a la inexistencia de personalidad jurídica de la Sociedad Civil, sobra la base que se produjo su disolución por cumplimiento de su objeto y liquidación y distribución del patrimonio, cuestión ajena a los planteos y discusiones objeto de la litis. El a quo al tiempo que sostiene la incapacidad del consorcio para estar en juicio, agrega que ello no le impediría comparecer en defensa de derechos de los integrantes por medio de sus representantes respecto de aquello que es de interés común lo cual conforma una clara incongruencia argumental que descalifica el decisorio. La conclusión a que llega el tribunal apelado de la inexistencia de la sociedad civil, relacionada con el cumplimiento de su objeto y tiempo transcurrido desde tal circunstancia, conforma una afirmación dogmática relacionada a su eventual liquidación y distribución de su patrimonio a sus integrantes, afirmación que no sustenta en circunstancia o prueba alguna, e importa desconocer disposiciones legales referidas al modo de liquidación de las sociedades y a la continuación de su personalidad jurídica en dicha etapa.


    Construcciones El Formidable S.A. c/ Sociedad Civil Consorcio Alameda – Ordinario Inconstitucional y Casación


    C. 313, XXXVII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Subasta



    Bienes inmuebles. Informe registral. Error registral. Excepción de prescripción. Sentencia arbitraria. Errónea apreciación de la prueba. 


    En autos media una irrazonable aplicación de las normas vigentes a las circunstancias comprobadas de la causa, toda vez que, hasta tanto el Juez de la ejecución de alquileres rechazó su pretensión, el actor tenía la legítima expectativa y posibilidad de que el magistrado allí requerido hiciera lugar a su planteo. En efecto, si el accionante tenía en su poder el testimonio de una escritura con matrícula del Registro General de Propiedades, y un certificado de dicho Registro en el que, en coincidencia con el título, el inmueble figuraba matriculado a su nombre, es razonable que se creyera el legítimo titular del dominio y que intentara hacer valer sus derechos en los autos en los que el inmueble iba a ser rematado judicialmente, es decir, ante el órgano jurisdiccional que había decretado la subasta. La certeza de que las irregularidades radicaban en la inscripción del inmueble a nombre del actor, se produjo recién con motivo de la información que por secretaría recabó al Registro el Juez de la ejecución, y que lo llevó a dictar el pronunciamiento que rechazó la pretensión esgrimida por quien, hasta ese momento, se consideró titular registral del inmueble a subastar. Fue entonces a partir de esa sentencia que el actor tomó conocimiento efectivo del daño que invoca en el presente juicio y, por lo tanto, dicho pronunciamiento marcó el comienzo del término de la prescripción para accionar contra el Registro de la Propiedad.  No resulta inverosímil admitir que, aún anoticiado de posibles errores registrales, el aquí actor, sobre la base de los elementos en los que figuraba como titular del dominio, pudo sensatamente creer, hasta el dictado de la sentencia referida, que se trataba de errores subsanables y que él era el verdadero dueño del inmueble. En tales condiciones, constituiría un contrasentido entender que, al mismo tiempo que invocaba la titularidad registral del inmueble en el proceso en el que se había ordenado la subasta del mismo, se hallare habilitado para iniciar otro juicio contra el Registro de la Propiedad pretendiendo una indemnización por haber efectuado o permitido una inscripción apócrifa, y que, en consecuencia, estuviere corriendo el tiempo de prescripción para promoverlo. Por otra parte, teniendo presente que a los fines de la interrupción de la prescripción, debe entenderse por “demanda” toda presentación judicial que traduzca la intención de mantener vivo el derecho de que se trate, los escritos presentados en el juicio de cobro de alquileres, deben ser interpretados como actos interruptivos de la prescripción para accionar contra el Registro de la Propiedad, hasta tanto el juez de la ejecución rechazó la pretensión del aquí actor.  El instituto de la prescripción es de aplicación restrictiva, razón por la cual, en caso de duda, debe preferirse la solución que mantenga vivo el derecho.


    Randazzo, Juan Carlos c/ Provincia de Buenos Aires


    R. 815, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Derecho Comercial

  


  
    Conscurso preventivo



    
      Verificación de créditos.Ejecución de sentencia.Errores en la liquidación.Error numérico.Cosa juzgada.Apartamiento de las constancias de la causa.


      Si bien la Corte tiene dicho que lo atinente a la existencia o no de cosa juzgada, es un problema de hecho y de derecho procesal extraño a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no impide al Alto Tribunal conocer en un planteo de esa naturaleza, cuando su examen por los tribunales de la causa extienden su valor formal mas allá de los límites razonables y prescinden de una adecuada ponderación de las constancias relevantes del expediente, lo cual redunda en evidente menoscabo de las garantías consagradas en el artículo 18 de la Constitución Nacional. No obstante que el incidentista no recurrió a los mecanismos procésales establecidos en la ley de concursos a los fines de objetar oportunamente la cuantía del crédito verificado en autos, lo que trae aparejado la existencia de una decisión jurisdiccional al que la ley le otorga fuerza de cosa juzgada, no es menos cierto que la aplicación de dicha institución procesal y los loables motivos que inspiran el principio de inmutabilidad de las sentencias no son absolutos y deben ceder frente a la necesidad de afirmar el valor jurídico y objetivo constitucional de afianzar la justicia, entendiendo a esta como una virtud al servicio de la verdad sustancial, lo cual se expresa a través de una decisión judicial queconduzca a consagrarla y al reconocimiento de los derechos que surgen evidenciados de las constancias del proceso. También ha sostenido la Corte que la existencia de resoluciones que formalmente se apartan de lo dispuesto en una sentencia firme, lejos demenoscabar la autoridad de la cosa juzgada, la preservan, porque salvaguardan su justicia, sin lo cual el más íntimo sentido de dicha autoridad, que es su sentido moral, no es concebible. El Alto Tribunal ha sostenido que el cumplimiento de una sentenciainformada por errores aritméticos o de cálculo, lejos de preservar conspira y destruye la institución de la cosa juzgada de inequívoca raigambre constitucional. También ha dicho que el exceso en los límites de razonabilidad para aplicar el principio de lacosa juzgada, podría considerarse configurado cuando se pretende extender el resultado de una sentencia obtenido sobre la base de operaciones matemáticamente equivocadas, a pesar de encontrarse dicha situación evidenciada en el juicio. De no admitirse lacorrección aritmética del monto verificado, más allá de la oportunidad procesal en que se realiza, ello sólo generaría un beneficio para el acreedor hipotecario con sustento en un error, pero que tiene como consecuencia necesaria, producir un perjuicio nosólo al concursado con quien mantiene la disputa, sino a los terceros, quienes por la equivocación del funcionario encargado de velar por los intereses del conjunto de los acreedores, verían disminuido el activo que constituye la garantía del pago de sus créditos, lo que sin dudas les genera una concreta afectación a su derecho de propiedad y de igualdad de trato, principios liminares que sostienen el procedimiento concursal.

    

  


  
    



    El Soberbio S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de rectificación de crédito verificado


    E. 61, XXXVIII, 16 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la fundamentación normativa. 


    El fallo del a quo incurre en manifiesta arbitrariedad, al concluir que corresponde admitir la revisión y tener por verificado un crédito, sobre la base de la existencia de dudas que le generan las pruebas producidas y la decisión anterior en sede civil, fundada en pruebas no concluyentes sobre la existencia de la desproporción alegada por el concursado, que dio lugar a la resolución que tuvo por extinguida la obligación en dicha sede, sin indicar de manera alguna en qué pruebas sustenta tal decisión.  Cabe también tener en cuenta que el a quo al tiempo de admitir el incidente de revisión, lo hace apartándose de modo evidente y sin dar razón fundada alguna, de las pruebas periciales contables producidas en los autos, tanto en sede civil, como en sede comercial, y apoyado en el sólo argumento de que tales peritajes exhibían resultados dispares, sin atender a que los cálculos efectuados por los técnicos, fueron hechos sobre la base de la utilización de diferentes pautas de actualización de los valores, con el agravante de que tampoco indicó el sentenciador qué índices o pautas correspondía utilizar, de lo que deviene una decisión carente de fundamentación, meramente dogmática y sólo apoyada en la voluntad de los jueces.


    Hojman, Rubén Evar s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de revisión promovido por Giannella, María Cristina


    H. 45, XXXVII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    



    Concursos


    Quiebra. Acreedor privilegiado. Liquidación y distribución. Conversión de moneda. Igualdad ante la ley. Crédito privilegiado. Igualdad entre acreedores. 


    Si bien la Corte tiene dicho que el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar en una tercera instancia la interpretación que han asignado los jueces de la causa a normas de derecho común en el marco de las facultades que le son propias, ha hecho excepción a tal criterio cuando la decisión incurre en arbitrariedad, por atenerse a una aplicación meramente literal de la disposición legal ignorando otras también vigentes, tanto de la ley de concursos cuanto de la norma especial que rige el caso, que conducirían a una solución ajustada del litigio que no provoque una agravio irreparable a la garantía constitucional del derecho de propiedad pretendido. El artículo 131 de la Ley 19.551 se halla prevista en el caso de quiebra para los supuestos en que media liquidación del patrimonio y la distribución de su resultado en el pago a los acreedores y obviamente la determinación del valor de la divisa extranjera en moneda de curso legal debe hacerse a esos fines en la oportunidad de la verificación de créditos. Señala la doctrina que la conversión tiene como fundamento aplicar el principio de igualdad en el tratamiento de los acreedores, evitando que quienes fueren titulares de crédito en moneda extranjera puedan beneficiarse o perjudicarse según la fluctuación de las cotizaciones con respecto a la moneda nacional. La disposición legal está dirigida a resguardar condiciones de igualdad entre los acreedores, y que en el caso de quiebra se halla relacionada con el pago de los créditos en base a la distribución del resultado obtenido de la liquidación de los bienes, pero ello no es lo que sucede con los créditos privilegiados (salvo en lo que se refiere al remanente una vez agotado el valor de la cosa) los cuales se hallan diferenciados de los quirografarios, ya que dispone la ley que a los fines del cobro de sus créditos, pueden reclamar el pago mediante la realización de la cosa sobre la que recae el privilegio, el que también se puede autorizar por el Juez con fondos del expediente, tal como sucedió en el caso de autos, aclarando que dicho pago es íntegro. La doctrina de la Corte para situaciones similares ha sostenido que la falencia del deudor no altera ni disminuye la extensión del privilegio", y que "el principio de la pars conditio creditorum, es un criterio orientador del reparto basado en una justa distribución de los bienes, pero no implica necesariamente una mera proporción matemática entre todos. De igual manera, señaló que tanto fuera como dentro de marco concursal, el acreedor hipotecario debe percibir su crédito actualizado, en virtud de tener en las quiebras el privilegio de tal, que comprende la extensión prevista por los respectivos ordenamientos y la falencia del deudor no altera, ni disminuye tal extensión. Tal criterio interpretativo se ha hecho extensivo a los acreedores prendarios. En el precedente de Fallos: 303:1708, la Corte destacó que ha de tenerse en cuenta que la garantía real de hipoteca sin el complemento de privilegio y del régimen preferencial en las quiebras, carecería de sentido y utilidad práctica, pues las seguridades con ella pretendidas se frutarían en la emergencia más delicada para el acreedor que es la insolvencia del obligado y una solución que desconozca esta realidad altera gravemente el delicado instrumento de las garantías reales, afectando de un modo insospechado la seguridad del tráfico, ya que la esterilización de las hipotecas traería el retorno a las fianzas personales o a las condiciones usurarias en los préstamos.  La sentencia no ha realizado una interpretación adecuada de la norma en juego en consonancia con las demás previsiones legales de la ley concursal que protegen los créditos privilegiados y que preservan los ordenamientos especiales que los regulan, afectando de tal manera de modo directo el derecho de su acreencia.


    Orlando Garaffa y Compañia Sociedad Colectiva Comercial c/ Coviar S.A. s/ Pedido de quiebra


    O. 652, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    



    Contienda negativa de competencia


    Acción de amparo. Tribunal de alzada. Competencia comercial. 


    Se produjo un conflicto de competencia que fue dirimido por la Alzada del Tribunal que previno, conforme lo dispuesto por el arículo 24 inciso 7° del Decreto-Ley 1285/58 por lo que a la fecha, no existe contienda en la que se deba intervenir.


    Martinengo, Ricardo Daniel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1572, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Se produjo un conflicto de competencia que fue dirimido por la Alzada del Tribunal que previno, por lo que a la fecha, no existe contienda en la que se deba intervenir.


    Fiat Crédito Compañía Financiera S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 338, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Corresponde poner de resalto que conforme a lo normado por el Artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.


    Torres c/ Pantin s/ Accidente y despido


    COMP. 836, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    



    Cuestiones de competencia


    Daños y perjuicios. Concurso preventivo. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca con fundamento de su pretensión. Corresponde poner de resalto, que conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.


    Canepa, Alicia Cristina c/ Acetatos Argentinos S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1048, XXXVIII, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca con fundamento de su pretensión. Corresponde poner de resalto, que conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.


    De la Torre de Puppi, María c/ Acetatos Argentinos S.A.


    COMP. 1072, XXXVIII, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Cabe señalar que la Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca con fundamento de su pretensión. Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.


    Dome, Guillermo c/ Acetatos Argentinos S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 83, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución prendaria. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa “Casasa S.A. c/ Salvador Saiegh y otro”, donde los fundamentos y conclusiones fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que regula los efectos que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, los juicios ejecutivos de garantías reales se encuentra entre los excluidos de radicación, exigiendo solamente como requisito, para continuar su trámite, la presentación del pedido de verificación (Inciso 2°), con lo cual, la nueva ley aplicable al caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, que entendió que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y deben continuar su trámite ante el juzgado de origen, lo cual fue admitido sin reparos, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada de la Corte.


    Swift Armour S.A. Argentina c/ Compañia General de Hacienda S.A. s/ Ejecución prendaria


    COMP. 194, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca con fundamento de su pretensión. Corresponde poner de resalto, que conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.


    Woicik, Juan c/ Acetatos Argentinos S. A. y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1047, XXXVIII, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    



    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Crédito quirografario. Interpretación y aplicación de la ley. Control de constitucionalidad de oficio. Iura Novit Curia. División de poderes. Procedencia del recurso. 


    El recurso es admisible cuando se discute la interpretación y aplicación de normas de indudable naturaleza federal, cuales son las Leyes 21.526, 22.529 y el Decreto 2075/93, en base a cuyas previsiones hace lugar a la pretensión del Banco Central de la República Argentina y reconoce la preferencia del crédito que surge del invocado pago que se alega respecto de pretensiones quirografarias verificadas o no. Asimismo, resulta procedente, por cuanto si bien, el planteo de inconstitucionalidad no fue efectuado por el peticionante, la decisión que dejó sin efecto el a-quo, hizo mérito de precedentes de la Corte donde se había expedido sobre el alcance e interpretación que cabía otorgar a la norma aplicable en el caso y no obstante ello el Tribunal Superior local, declaró y sostuvo su validez constitucional sin más y reconoció el derecho pretendido por la entidad rectora del sistema financiero, sin hacer mención alguna de las razones que le llevaban a desconocer tales precedentes donde el Máximo Tribunal sostuvo la inconstitucionalidad del artículo 1° del Decreto 2075/93, con el agravante de que lo hace con el sólo apoyo de la manifestación de que no procedía la declaración de inconstitucionalidad de oficio. La Corte ha señalado que carece del debido fundamento la sentencia que se aparta de doctrina del Alto Tribunal sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar la categórica posición sentada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y las leyes. Ello es así pues para efectuar una diversa exégesis de las leyes federales aplicables, el a-quo debió haber señalado aquello que en su criterio el Tribunal no tuvo en cuenta al establecer la inteligencia que debía darse a tales normas, no siendo suficiente dejar consignado que "simple y respetuosamente" se discrepa con su doctrina. Por otra parte, si bien es cierto que por principio los jueces carecen de atribuciones para declarar de oficio la inconstitucionalidad de las leyes, por ser ello un acto de indudable naturaleza institucional relacionada con el superior principio de división de poderes, no lo es menos que ello tiene razonables excepciones que la Corte se encargó de destacar. En efecto, cuando se someten a conocimiento de los jueces, cuestiones de derecho, respecto al alcance de lo dispuesto en el Decreto 2075/93, en el ejercicio de la potestad de suplir el derecho que las partes no invocaron, atendiendo al principio iura novit curia y el ineludible deber de mantener la supremacía de la Constitución, se hallan facultados para hacer tal declaración, máxime cuando el Superior Tribunal del Estado, ya se expidió reiteradamente sobre el punto. Respecto al planteo de arbitrariedad de la sentencia por prescindir de las constancias comprobadas de la causa, no puede prosperar, por ausencia de agravio actual, en virtud de que la sentencia apelada se limitó a resolver y sostener el carácter privilegiado y preferente de todos los créditos del Banco Central de la República Argentina, dando validez al Decreto 2075/93, pero no trató, ni modificó el alcance del fallo de la alzada, referido a la exigencia de que el citado organismo debía acreditar por la vía procesal prevista en la normativa concursal, no sólo el pago por entrega de Bonex de los créditos ya verificados con carácter de quirografarios, sino la existencia de los créditos que pretende haber pagado y que oportunamente no fueron insinuados.


    Banco Comercial Finanzas S.A. (en liquidación Banco Central de la República Argentina) s/ Quiebra


    B. 1160, XXXVI, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Sociedad Anónima. Remuneración del directorio. Derecho a la justa retribución. Derecho de propiedad. Apartamiento de las constancias de la causa. Interpretación y aplicación de la ley. División de poderes. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Corresponde señalar en primer lugar que si bien el recurso extraordinario, no tiene por objeto revisar en una tercera instancia las decisiones de los jueces, respecto al alcance que han otorgado a las cuestiones de hecho y prueba, ni discutir la interpretación asignada a normas de derecho común, por ser ello propio de sus facultades y ajeno por principio al remedio excepcional, no es menos cierto que la Corte ha hecho excepción a tal criterio, cuando la sentencia no reúne los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional, pues incurre en una fundamentación dogmática que se aparta sin justificación válida de expresas disposiciones legales vigentes y, conducentes a la solución del litigio, mediante el recurso de otorgar a la norma un alcance no previsto por el legislador. De igual manera es descalificable el acto que desconoce constancias de la causa con agravio directo a principios, derechos y garantías de expreso reconocimiento constitucional. En el caso se configuran tales supuestos, si se advierte que la sentencia al tiempo de realizar la interpretación de la norma aplicable le incorpora una previsión especifica que no contiene, forzando su texto literal mediante una especulación gramatical, a partir de la cual priva a los recurrentes de su derecho a la remuneración establecida por la actuación en funciones accesorias admitidas por la ley y separables de las que asumen en su calidad de Directores, de lo que deviene la directa relación con la alegada violación al derecho a la retribución del trabajo y de propiedad. La Corte tiene dicho de modo reiterado que los límites a la función de interpretar la ley, están dados en primer lugar por sus términos y luego por su correlación con las demás normas que integran el ordenamiento jurídico y en especial con los principios, derechos y garantías de la Constitución Nacional, y que en casos no contemplados ha de preferirse la inteligencia que favorece y no la que dificulta aquella armonía y los fines perseguidos por las reglas. También es doctrina de la Corte que las leyes deben interpretarse teniendo en cuenta su contexto general y los fines que la informaron y de la manera que mejor se compadezca con los principios y garantías constitucionales, en tanto no se fuerce indebidamente la letra y el espíritu del precepto que rige el caso; la primera regla es dar pleno efecto a la intención del legislador, ya que ese propósito no debe ser obviado por los jueces con motivo de las imperfecciones técnicas de su instrumentación legal. El fallo cuestionado al tiempo de interpretar el párrafo 4° del artículo 261 de la ley 19.550, no ha respetado tales criterios, porque no sólo se ha apartado del texto literal de la norma, haciéndole decir lo que ella no dice, sino que al hacerlo, agrega una distinción que no respeta el principio "ubi lex non distinguit nec nos distinguere debemus" y crea un supuesto no previsto en la disposición legal, lo cual implica asumir una función que violenta el principio basal de la división de poderes. En cuanto a la norma en cuestión es del caso poner de relieve que el párrafo 2° del artículo 261 de la ley 19.550, dispone cuál es el límite a asignar a la remuneración del Directorio y Consejo de Vigilancia en relación con las utilidades de la sociedad, incluidos sueldos y otras remuneraciones por funciones técnico administrativas de carácter permanente, con lo cual destaco sin lugar a dudas, vino a diferenciar las tareas propias del Directorio en su calidad de tal, de aquellas de carácter técnico administrativas que se pueden delegar y asignar a los mismos Directores (art.270 de la ley de sociedades) . Así entendida la disposición, resulta meridianamente claro que en el párrafo 4° el legislador estableció una excepción a tal límite (en el caso de que las ganancias sean insuficientes o no existan) cuando se trate de la remuneración de los Directores por una actuación ajena a su actividad propia, ya sea en el ejercicio de comisiones especiales o por funciones técnico administrativas. No se advierte contradicción alguna de este texto con el párrafo 2°, ni término o modo alguno que lleve a pensar que se quiso distinguir entre funciones permanentes o no permanentes. Por ello la interpretación realizada recurriendo a una construcción de orden gramatical que altera el texto expreso de la ley, agregándole términos que no utiliza, conforma una inferencia sin más apoyó que el criterio del tribunal y un claro y arbitrario apartamiento de lo allí dispuesto.


    Dristel S.A. c/ Nogues Hnos S.A. y otros


    D. 172, XXXVII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Prescripción. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa: F. 194, L. XXXIV, “Filcrosa S.A. s/ Quiebra s/ Incidente verificación Municipalidad”.


    Tecniflón S.A. s/ Concurso Preventivo


    T. 212, XXXVII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Verificación tardía. Homologación del acuerdo. Igualdad entre acreedores. Sentencias contradictorias. Admisibilidad del recurso, Revocación de sentencia. 


    La sentencia resulta contradictoria, por cuanto en primer lugar sostiene que no le es aplicable al crédito reconocido en la revisión el acuerdo homologado respecto de otros acreedores y por otro afirma que dicho acreedor no puede hallarse en situación más gravosa que los concurrentes al procedimiento, pero le reconoce un resultado más favorable ya que dispone que el pago a su respecto debe ser el de la totalidad del crédito sin quita, pero sin someterlo a las mismas condiciones de pago diferido. Debe tenerse especialmente en cuenta que respecto del acreedor tardíamente reconocido, no medió acuerdo, ni por tanto pudo haber homologación, porque en la categoría otorgada por el concursado al mismo, si bien hubo propuesta, no hubo conformidad, ni pudo haberla, porque a ese tiempo no había créditos de la mencionada categoría que hubieran sido reconocidos. Corresponde enfatizar, de su lado, que dicho crédito pertenece a la categoría de los quirografarios, única que hubiera correspondido establecer como definitiva (sin otra distinción, de modo de resguardar el principio de la pars condictio creditorum, que rige en el procedimiento concursal) y hubiera permitido colocar al otro acreedor en las mismas condiciones de la propuesta ofrecida al acreedor quirografario llamado "fiscal" (a quien se le ofreció el pago total del crédito pero en forma diferida), más allá de las diferencias que hubiera considerado el concursado  existían respecto del acreedor, para intentar ofrecer una propuesta distinta a la de este último. El tribunal de segunda instancia debió ubicar al acreedor de reconocimiento tardío en las mismas condiciones de aquel que participó de la categoría general en la que el reclamante se encontraba, y que ulteriormente obtuvo voto decisivo favorable a la aprobación del acuerdo.


    Alcoholado Boye, Germán Miguel s/ Concurso Preventivo


    A. 2704, XXXVIII, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    



    Recurso extraordinario


    Sociedad anónima. Régimen de consolidación de deudas. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. 


    A los efectos de dilucidar si resulta procedente la ejecución promovida o si deben seguirse los trámites previstos por la ley 23.982 para la percepción del crédito que se pretende en autos, se requiere interpretar el art. 2° de dicha ley, el cual enumera los sujetos comprendidos en su régimen e incluye las obligaciones de otros entes "en la medida en que recaigan sobre el Tesoro Nacional". Cabe recordar, en esa tarea, que la Corte tiene reiteradamente dicho que es propio de la interpretación indagar lo que las leyes dicen jurídicamente, sin que esto signifique apartarse del texto legal, pero tampoco sujetarse rigurosamente a él cuando la interpretación razonable y sistemática así lo requiere, por lo que ella debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general y los fines que informan a aquéllas. Esto es así, ya que, en definitiva, la primera regla en materia consiste en dar pleno efecto a la intención del legislador. Asimismo, ha dicho que no debe prescindirse de las consecuencias que derivan de cada criterio, pues ellas constituyen uno de los índices más seguros para verificar su razonabilidad y su coherencia con el sistema en que está engarzada la norma. La sola circunstancia de que NASA sea una sociedad anónima que, en la actualidad, al no haberse llevado a cabo aún su privatización, pertenece en su totalidad al Estado Nacional, no habilita a encuadrarla en el art. 2° de la Ley de Consolidación de Deudas, puesto que ésta exige, además, que la condena constituya una obligación "que recaiga en el Tesoro Nacional". En este sentido, procede la ejecución del crédito, siempre que pueda ser atendido con fondos provenientes de la actividad comercial de la organización empresarial demandada. Si ello no fuera posible y, eventualmente, para la cancelación total o parcial se requiriera acudir a los fondos del Tesoro afectados a la ejecución del presupuesto general de la Nación, deberán seguirse los procedimientos establecidos por las normas de consolidación. Esta solución es la que se ajusta al texto de la norma, sin perjuicio de que la disponibilidad de recursos suficientes constituya una cuestión de hecho y prueba que será dirimida por los jueces de la causa pues resulta ajena, en principio, a esta instancia extraordinaria. Asimismo, toda vez que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque ellas sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario, en caso de que la condena tuviera que ser satisfecha con fondos del Tesoro Nacional, sería aplicable la ley 25.344, por ser de orden público y porque, en lo que aquí interesa, no modifica el criterio expuesto.


    Compañía Integral de Montaje S.A. c/ Nucleoeléctrica Argentina S.A. s/ Proceso de ejecución


    C. 153, XXXVII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    



    Sociedades comerciales


    Sociedad de hecho. Representación de la sociedad. Ejecución fiscal. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Aplicación errónea de la ley. 


    La negativa a reconocer los efectos de la ratificación realizada por uno de sus socios, sin brindar motivo alguno para apartarse de lo previsto por el precepto del artículo 4 de la Ley 19.550, debe ser dejada sin efecto por no resultar una aplicación razonada del derecho vigente con adecuada referencia a las concretas circunstancias de la causa.


    AFIP DGI (Recursos de la seguridad social) c/ José Roberto Rocha; David E. Farfan; Eduardo C. López; Miguel Soruco y Jorge Moreira s/ Ejecución Fiscal


    A. 2525, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Socios. Responsabilidad del socio. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Si bien los agravios que remiten a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, por norma, son ajenos a la vía de excepción, tal extremo no resulta óbice para su tratamiento cuando el fallo impugnado no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa. La sentenciadora desplazó el hecho determinante de la responsabilidad individual de los socios, del origen de la firma a la supuesta inactividad comercial en que aquélla habría incurrido en los últimos años. Empero, lo cierto es que la inferencia de la sentenciadora no se advierte, en rigor, fundada en disposición normativa alguna, sino, antes bien, en lo que conceptúa una adecuación a la realidad y, en especial, al valor justicia. Lo cual comporta desconocer el criterio mantenido por La Corte, quien destaca que las sociedades comerciales son personas jurídicas privadas que constituyen cada una de ellas un ente diferenciado de los socios que las integran, y que el apartamiento de tal principio, por revestir suma excepcionalidad, exige una justificación probatoria y legal escrupulosa de la que el fallo está notoriamente desprovisto. La ad quem, al fundar su decisión, hizo hincapié en el imperativo de garantizar una solución justa para la situación del peticionario, incapacitado laboralmente. Empero, el pretensor ha visto totalmente satisfecho su crédito a través del depósito, por lo que aquella preocupación a la fecha, ha visto vaciado su fundamento.


    Revecca, José Hilario c/ Romaical S.R.L. y otros


    R. 315, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo V


    Derecho Constitucional


    Acción de amparo


    Juicio en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 181. L. XXXVIII, "Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo”, opinión compartida por la Corte en su sentencia.


    Kinderknecht, Anabella c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


    K. 174, XXXIX, 14 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 181. L. XXXVIII, "Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo”, opinión compartida por la Corte en su sentencia.


    Laudicina, Ángela Francisca c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo


    L. 1155, XXXIX, 14 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1290, L. XXXIX, "Serrano, Ana y otra c/ Santiago Del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa", opinión compartida por la corte en su sentencia.


    Paz, Carlos Alberto y otro c/ Santiago del Estero, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    P. 1524, XXXIX, 14 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 181, L. XXXVIII, “Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo”, y al fallo de las causas Comp. 418, L. XXXVIII, “Pizzi, Marcelo Daniel c/ Ministerio de Salud de la Nación y ortos s/ Amparo”, y Comp. 357, L. XXXVIII, “Ortíz, Ana María c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo”.


    Barria, Mercedes Celia y otro c/ Chubut, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo


    B. 2207, XXXIX, 10 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 181, L. XXXVIII, “Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo”; y al fallo de las causas Comp. 418, L. XXXVIII, “Pizzi, Marcelo Daniel c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo”; y Comp. 357, L. XXXVIII, “Ortíz, Ana María c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo”.


    Calas, Julio Eduardo c/ Córdoba, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


    C. 2182, XXXIX, 02 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Servicio Nacional de Sanidad Animal. Cuestión de competencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el Art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986. Al respecto, corresponde señalar que a fin de que ésta proceda, es preciso que la provincia participe tanto en forma nominal -ya sea como actora, demandada o tercero- como sustancialmente en el pleito, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. Los requisitos señalados no se cumplen en autos, pues la actora es una entidad autárquica con capacidad de derecho público y privado que no se identifica con el Estado local. En consecuencia, al no aparecer la Provincia como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis. Por ello y dado que, el Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, la acción intentada resulta ajena a esta instancia.


    Corporación de Fomento del Chubut (Corfo-Chubut) c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    COMP. 1144, XXXVIII, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional. No basta que una Provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, prevista en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y reglada por el artículo 24, inc. 1 del decreto-ley 1285/58, pues para ello resulta necesario, además, que la materia sobre a la que verse el pleito sea de manifiesto carácter federal, o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidas aquellas que se rigen por el derecho público local. En el sub-lite se presenta la primera de las hipótesis señaladas, toda vez que el presunto acto impugnado dictado en ejercicio del poder de policía que le otorga a la Provincia una ley local, desconoce una resolución emanada de una autoridad nacional, dictada luego de un proceso en el que ya se ventiló dicha cuestión y el resultado fue favorable a la competencia nacional, por lo que dicho acto, en principio, interfiere con un fin nacional, al invadir facultades atribuidas a la autoridad nacional, lo que torna federal a la materia del pleito. No obsta a lo expuesto, el hecho de que el acto lesivo provenga de una autoridad provincial en tanto dicha disposición no resulta aplicable a los casos en que la materia en debate resulta federal, pues, lo contrario, importaría que una ley nacional -la de amparo- pueda alterar la competencia expresamente establecida en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, lo que no resulta viable por aplicación del principio de supremacía previsto en el artículo 31 de dicho texto. Por otra parte, dado que la actora demanda a una Provincia y cita como tercero a juicio al Estado Nacional, la competencia originaria de la Corte también procede ratione personae, en tanto, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación –o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciado la acción en esta instancia.


    Lionpharm S.A c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


    L. 1323, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Personas con discapacidad. Derecho a la salud. Internación psiquiátrica. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional.  En su mérito, la cuestión radica en determinar si en autos se dan dichos requisitos, según los artículos 116 y 117 de la Ley Fundamental y 24, inciso 1, del decreto-ley 1285/58. Uno de esos recaudos no se presenta en el sub lite, toda vez que quien ha sido nominal y sustancialmente demandado es el Instituto de Obra Médico Asistencial de la Provincia de Buenos Aires -IOMA- que, según la Ley local 6.982, es una entidad autárquica provincial que, como tal, no se identifica con dicho Estado provincial. En tales condiciones, resulta aplicable lo resuelto por la Corte en Fallos: 324:3846 y en las sentencias dictadas en P. 952, L. XXXVIII, "Paulini, Héctor Daniel y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo” e I. 100, L. XXXIX, “Iarussi, Hugo Alberto y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo” precedentes en los que el Tribunal se declaró incompetente. Por todo lo expuesto, y toda vez que la competencia originaria de la Corte, por su de raigambre constitucional es de naturaleza restrictiva e insusceptible de ser ampliada ni restringida, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    M., A. A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otra (I.O.M.A) s/ Acción de amparo


    M. 2397, XXXIX, 04 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 181, L. XXXVIII, “Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo”; y al fallo de las causas Comp. 418, L. XXXVIII, “Pizzi, Marcelo Daniel c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo”; y Comp. 357, L. XXXVIII, “Ortíz, Ana María c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo”.


    Podesta, Leila Grisel c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


    P. 1690, XXXIX, 02 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 181, L. XXXVIII, “Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo”, y al fallo de las causas Comp. 418, L. XXXVIII, “Pizzi, Marcelo Daniel c/ Ministerio de Salud de la Nación y ortos s/ Amparo”, y Comp. 357, L. XXXVIII, “Ortíz, Ana María c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo".


    Sánchez, Enzo Gabriel c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción de amparo


    S. 2136, XXXIX, 09 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Derechos y garantías constitucionales. Libertad de expresión. 


    La presentación amerita el despacho autorizado por el art. 4° del Reglamento para la Justicia Nacional, toda vez que se halla en juego el resguardo de una garantía constitucional, como es el derecho a la libre expresión, invocada por el amparista.


    Editorial Rio Negro S.A. c/ Neuquén, Provincia del  s/ Acción de Amparo


    E. 1, XXXIX, 24 de enero de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad


    Obras sociales. Afiliación a obras sociales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del Decreto-Ley 1285/58 procede, cuando se demanda a una Provincia y la acción entablada tiene un manifiesto contenido federal, esto es, si la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Lo medular del planteamiento remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resulta esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la aludida violación constitucional. Asimismo, si la pretensión deducida en autos exige esencial e ineludiblemente determinar si la alegada actividad legislativa de las autoridades provinciales invade el ámbito que le es propio a la Nación en materia de seguridad social, tal circunstancia implica que la presente acción declarativa se encuentre entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el artículo 2°, inciso 1°, de la Ley 48, ya que versa sobre el preservamiento de las órbitas de competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Es doctrina reiterada del Tribunal que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie. Cualquiera que sea la vecindad de la actora, el caso se revela como de aquéllos que corresponden a la competencia originaria de la Corte. Por otra parte, toda vez que una entidad de obra social, que litiga en el fuero federal, demanda a una Provincia con derecho a la competencia originaria de la Corte, según el artículo 117 de la Constitución Nacional, una solución que satisfaga ambas prerrogativas jurisdiccionales conduce a determinar que la causa tramite en la instancia originaria del Tribunal, ratione personae.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    O. 230, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa


    Excepción de incompetencia. Estado de incertidumbre. Bienes públicos del Estado. Rechazo del reclamo. 


    La pretensión de la sociedad actora es hacer cesar la incertidumbre que le genera el no reconocimiento de su derecho de dominio por autoridades del Estado que se lo otorgó. Es decir, para la solución del pleito la Corte deberá aplicar fundamentalmente, lo dispuesto en los arts. 2506 a 2523 y 2572 y siguientes del Código Civil, respecto al derecho de dominio, como así también los arts. 979 y siguientes de dicho Código, sobre los instrumentos públicos, y hacer hincapié especialmente en lo prescripto en el art. 993 que establece..."que el instrumento público, hace plena fe hasta que sea argüido de falso por acción civil o criminal... todo lo cual confirma la naturaleza civil de la materia en debate. Ello es así, en tanto lo contrario importaría afectar la seguridad jurídica que otorga a los titulares de un dominio la expedición del título respectivo que respalda su derecho mientras no se dicte una sentencia firme que disponga su nulidad.


    Puente del Plata S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa


    P. 584, XXXIII, 11 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 1140, L. XXXVII, “Banco Cetelem Argentina S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    El pleito corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en razón de ser parte una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal y, además, por haber sido también citado como tercero al proceso el Banco Central de la República Argentina.


    Banco Río de la Plata S.A. c/ Río, Negro, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    B. 1124, XXXVII, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Estado de incertidumbre. Impuesto de sellos. Transporte de gas. Servicio público. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte, según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, toda vez que resulta demandada una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal, en tanto la pretensión se dirige contra una Provincia y se encuentran en tela de juicio normas y actos locales por ser presuntamente contrarios a disposiciones nacionales de carácter federal, puesto que se trata presuntamente de imponer un nuevo impuesto sobre el transporte de gas natural con prescindencia del principio de instrumentalidad. La materia del pleito versa sobre la prestación de un servicio público nacional, el transporte de gas natural, lo que otorga la citada naturaleza federal al tema de examen.


    Pluspetrol Energy S.A. c/ Salta, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa de certeza


    P. 1707, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Impuesto de sellos. Hidrocarburos. Juicios en que es parte una provincia. Coparticipación de impuestos. Competencia de la corte suprema. Procedencia parcial. 


    La Corte tiene dicho que el nuevo rango asignado a la coparticipación federal de impuestos por la Convención Constituyente de 1994 y el amplio tratamiento que la Ley Fundamental le dedica después de la reforma, conduce a la conclusión de que la afectación del sistema así establecido involucra, en principio, una cuestión constitucional. En este orden de ideas, asume tal calidad la eventual violación, por parte de una provincia, de ejercer la función legislativa conforme al compromiso allí asumido, aunque esa transgresión pueda también exteriorizarse como un conflicto entre dos leyes locales. En efecto, la Constitución Nacional establece la imperativa vigencia del esquema de distribución de impuestos previsto en la ley-convenio, sancionada por el Estado Nacional y aprobada por las provincias, la que "no podrá ser modificada unilateralmente ni reglamentada", de modo que una hipotética transgresión a la ley local de adhesión -y, por ende, a dicha norma federal-, se proyecta como una afectación de las nuevas cláusulas constitucionales, sin que en ello incida el carácter local de la norma mediante la cual pudiera efectivizarse la alteración del sistema vigente en el orden nacional. Desde esta óptica, V.E Manifestó que no existe obstáculo para que el Tribunal conozca en su instancia originaria, pues el conflicto -tal como ha sido planteado por la actora en su demanda- no involucra cuestiones cuyo tratamiento corresponda a los tribunales locales, más allá de la naturaleza de las leyes que confrontan con la norma federal y con las cláusulas constitucionales que rigen el tema; ésta solución no debe interpretarse como limitación de las autonomías provinciales, toda vez que la Corte constituye el fuero natural de las provincias argentinas (arts. 116 y 117 C. N.) y sus competencias -por provenir de la propia Constitución- no son susceptibles de ampliarse ni restringirse o modificarse, mediante normas legales. La Corte hizo mérito, en diversas oportunidades, de los pactos que constituyen manifestaciones positivas del llamado federalismo de concertación, tendientes a establecer, mediante la participación concurrente del Estado Nacional y de las provincias, un programa destinado a adoptar una política uniforme en beneficio de los intereses nacionales y locales. Así, ponderó la vocación de la Constitución Nacional creadora de "una unidad no por supresión de las provincias ... sino por conciliación de la extrema diversidad de situación, riqueza, población y destino de los catorce estados y la creación de un órgano para esa conciliación, para la protección y estímulo de los intereses locales, cuyo conjunto se confunde con la Nación misma", consagrando el principio "hacer un solo país para un solo pueblo". A partir de las reformas dispuestas por la ley 22.006 se intentó -además-introducir una política uniforme adicional: armonizar la configuración técnica de los recursos tributarios reservados a las provincias, en particular los impuestos sobre los ingresos brutos y de sellos, sometiéndolos a una serie de directrices en cuanto a sus características básicas, a los cuales debían ajustarse las respectivas leyes provinciales que regularan tales gravámenes. Resulta aplicable al caso la limitación contenida en la primera parte del acápite II del inc. b) del artículo 9° de la ley 23.548 para este tipo de actos, que establece: "En lo que respecta  a los impuestos de sellos recaerán sobre actos, contratos y operaciones de carácter oneroso instrumentados, ... " y para evaluar el cumplimiento de dicha instrumentación resulta menester remitirse a la segunda parte del acápite citado, el cual requiere que el documento revista los caracteres exteriores de un título jurídico, por el cual pueda ser exigido el cumplimiento de las obligaciones, sin necesidad de otro documento y con prescindencia de los actos que efectivamente realicen los contribuyentes. Es doctrina de V.E. que la obligación de no aplicar gravámenes análogos a los nacionales distribuidos de acuerdo a la ley de coparticipación, es independiente de la referida a las características básicas a las que se deberán ajustar las leyes de impuestos de sellos que dicten las partes del convenio, analizadas en el punto anterior; De esta forma, a quien pretende que se declare en pugna una ley de impuesto de sellos con el acápite 11 del inc. b) del artículo 9° de la ley 23.548, no es necesario exigirle la alegación o prueba de la superposición entre tal gravamen y los nacionales coparticipables. Ello encuadra al caso dentro de la previsión del inc. b) del art. 9° de la ley 23.548, por medio del cual la Provincia se obligó a no aplicar gravámenes análogos a los nacionales coparticipables, principio básico que privilegió el legislador, consistente en "la imposibilidad de mantener o establecer impuestos locales sobre la materia imponible sujeta a imposición nacional coparticipable" En cuanto a la declaración de inconstitucionalidad promovida por la actora, es oportuno recordar que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal constituye la más delicada de las funciones a encomendar a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado la ultima ratio del orden jurídico , por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados; a lo dicho cabe agregar que, se configura una causa judicial atinente al control de constitucionalidad de preceptos legales infraconstitucionales cuya decisión es propia del Poder Judicial, siempre y cuando se produzca un perjuicio concreto al derecho que asiste a quien legítimamente lo invoca.


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    S. 1077, XXXVI, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 1290, L. XXXIX, "Serrano, Ana y otra c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa".


    David, Carlos Francisco y otros c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    D. 1390, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 1065, L. XXXVII, "Banco Río de La Plata S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Banco Cetelem Argentina S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    B. 1026, XXXVII, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acordadas de la Corte Suprema


    Revisión judicial. 


    Conforme a reiterada doctrina de la Corte, sus decisiones no pueden ser objeto de revisión por otros órganos judiciales, ya que ello importaría poner en crisis el acatamiento a sus pronunciamientos que tienen carácter de definitivos, en orden a la jerarquía suprema del Alto Tribunal, y deben ser ineludiblemente cumplidos, no pudiendo por tanto ser afectados por los restantes tribunales de justicia de la Nación, aspecto éste que torna inadmisible la acción intentada al carecer el juzgado de origen de capacidad jurisdiccional para ello.


    Onitcanschi, Guillermo G. c/ Estado Nacional - Corte Suprema de Justicia de la Nación - Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1334, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero


    Pago. Factura. Cuestión de competencia. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Principio de reserva de jurisdicción.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, no basta que una provincia sea parte en el pleito ya que resulta necesario, además, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal o en una de naturaleza civil, en cuyo caso es esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidas de dicha instancia aquéllas que se rigen por el derecho público local. En el sub-lite, la sociedad actora pretende obtener el pago de una factura que tiene su origen en convenios celebrados, en su momento, con ESEBA S.A., en los que se acordó, expresamente, que los eventuales diferendos entre las partes deberán resolverse ante los tribunales federales que resulten competentes. Y tal cláusula resulta válida, por no tratarse de convenios regidos por el derecho público local, toda vez que los servicios prestados por la transportista de energía de alta tensión de operación y mantenimiento de las instalaciones de la Estación Campana se encuentran regidos por  disposiciones que integran el marco regulatorio eléctrico Leyes 15.336 y 24.065 de inequívoco carácter federal, por lo que cabe asignar esa naturaleza a la materia del pleito. Por ello, al ser demandada una Provincia en una causa federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, este proceso debe tramitar ante los estrados de la Corte en instancia originaria.


    Compañía de Transporte de Energía Eléctrica en Alta Tensión - TRANSENER- c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos


    C. 3780, XXXVIII, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema


    Cobro de sumas de dinero. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 647, L. XXXVIII, “OSIAD Salud (Obra Social para el personal de la Industria Aceitera, Desmotadora y Afines) c/ Chaco, Provincia del s/ Cobro de sumas de dinero e inconstitucionalidad”.


    OSIAD Salud (Obra Social para el personal de la Industria Aceitera, Desmotadora y Afines) c/ Chaco, Provincia del s/ Cobro de sumas de dinero e inconstitucionalidad


    O. 284, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Amparo por mora. Pago de la remuneración. Salarios adeudados. Competencia contencioso administrativa. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión. Con arreglo a tal precepto, la causa deberá seguir con su trámite por ante el estrado en lo Contencioso Administrativo, toda vez que en el sub-lite se solicita que un organismo administrativo se pronuncie sobre una cuestión ante él planteada - debatiéndose la configuración o no de mora de la administración en pronunciarse – y no que el Juez resuelva el problema que aquella implica tratando temas de índole laboral, como ser, los amparados por el convenio colectivo citado.


    Genoud, Ana María c/ Estado Nacional - Dirección Nacional Migraciones (Expediente 660144-7/98) s/ Amparo por mora


    COMP. 639, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Elecciones provinciales. Competencia electoral. Competencia provincial. 


    A los efectos de dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos que la actora efectúa en la demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión. Es reiterada doctrina del Tribunal que la elección de cargos nacionales se rige por normas y autoridades federales, y la de cargos locales por normas y autoridades locales. Al tener fundamento la demanda en cuestiones vinculadas con aspectos directamente relacionados con una elección provincial, que tendría eficacia exclusivamente dentro del ámbito provincial, toda vez que la Corte ha expresado en reiteradas oportunidades que aquellos actos inherentes a una elección provincial son regidas por las normas y autoridades provinciales, y que, de acuerdo con lo establecido por el Art. 105 de la Constitución Nacional sea la jurisdicción provincial la que entienda a este respecto, resulta competente el Juzgado Electoral provincial.


    Asociación por los Derechos Civiles s/ Amparo c/ Estado Nacional


    COMP. 1266, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Violación de correspondencia. Competencia provincial. 


    Dado que no se puede establecer con la certeza necesaria si al momento de producirse la violación de la correspondencia y la sustracción de su contenido, la pieza se hallaba aún bajo la custodia del correo, corresponde al juzgado local que previno continuar conociendo en la causa.


    F., Lidia Noemí s/Denuncia


    COMP. 818, XXXIX, 10 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Contienda positiva de competencia


    Partidos políticos. Acción meramente declarativa. Elecciones nacionales. Padrón electoral. Competencia federal. 


    Es doctrina reiterada de la Corte que la elección de cargos nacionales se rige por normas y autoridades federales y la de cargos locales por normas y autoridades locales.  La Corte también ha dicho que corresponde a la Justicia Federal resolver las controversias suscitadas en comicios en los que se llevan a cabo elecciones simultáneas para cargos nacionales y locales, ya que debe prevalecer el principio que aconseja estar a las normas federales y a su respectiva autoridad de aplicación. Dicho criterio encuentra su fundamento en los arts. 5° y 6° de la Ley Orgánica de los Partidos Políticos 23.298 y en el principio constitucional de supremacía del art. 31 de la Constitución Nacional.


    Partido Justicialista - Distrito Capital Federal s/ Acción declarativa de certeza


    COMP. 624, XXXIX, 15 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Daños y perjuicios. Homicidio. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Provincia no resulta ser parte sustancial en autos para que proceda la competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, reglamentado por el artículo 24, inciso 1° del Decreto-Ley 1285/58, pues si bien la Provincia de Buenos Aires se presenta en estas actuaciones al contestar la demanda, los actores dirigen su pretensión contra la Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia de Buenos Aires, institución que, de conformidad con lo previsto en el artículo 201 de la Constitución provincial y con el artículo 26 de la Ley 11.612, goza de autarquía administrativa, técnica y financiera, con capacidad para actuar en el ámbito del derecho público y privado, por lo que no se identifica con el Estado local. En consecuencia, al no aparecer la Provincia de Buenos Aires como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis. En tales condiciones, dado que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de ampliarse, restringirse o modificarse mediante normas legales, el presente proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Abregú de Fernández, Manuela Elvira y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    A. 2665, XXXVIII, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Incumplimiento de contrato. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuando una provincia es parte en una causa civil, la competencia originaria y exclusiva de la Corte surte a condición de que la parte contraria tenga distinta vecindad. En estos supuestos, dicho requisito es esencial. En el sub lite no se presenta dicho extremo, toda vez que, si bien se trata de un pleito de naturaleza civil -puesto que versa sobre el incumplimiento de un contrato y los daños y perjuicios derivados de éste- y la Provincia de Buenos Aires ha sido citada como tercero, según el artículo 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, por la obra social demandada, quien tiene su domicilio en la Capital Federal, el actor se domicilia en jurisdicción bonaerense , por lo que se encuentra ausente el requisito de distinta vecindad. Por aplicación del artículo 10 de la ley 48, el fuero federal procede, en caso de pluralidad de litigantes, si todos y cada uno de los intervinientes alineados en la parte contraria tiene distinta vecindad respecto de la Provincia a la que se enfrentan, circunstancia que no se da en autos. No obstante lo expuesto, este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte pues, dado que la obra social demandada debe litigar en el fuero federal, según el artículo 38 de la Ley 23.661 y la Provincia de Buenos Aires, citada como tercero, tiene derecho a la competencia originaria de la Corte, según el artículo 117 de la Constitución Nacional, una solución que satisfaga ambas prerrogativas jurisdiccionales conduce a determinar que la causa trámite ante los estrados del Tribunal en instancia ante los estrados del Tribunal en instancia originaria.


    Ceretti, César Roberto c/ Instituto de Servicios Sociales Bancarios s/ Incumplimiento de prestación de obra social


    COMP. 648, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Impuesto a los ingresos brutos. Establecimientos faenadores de ganado. Competencia de la Corte suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Inconstitucionalidad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglada en el art. 24 inc.1 del decreto-ley 1285/58 procede, cuando en una causa es parte una Provincia, si la materia del pleito tiene un manifiesto contenido federal, esto es, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal es la predominante en la causa.  Lo medular del planteamiento que aquí se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resulta esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional que se invoca. Además, según doctrina reiterada del Tribunal, la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie.


    Amancay S.A.I.C.A.F.I. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa de Certeza


    A. 746, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Cuota sindical. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate. Asimismo, cabe atribuir dicho carácter a los casos en que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones de derecho común, entendido como tal, el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional.


    Asociación de Trabajadores del Estado c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de Cuota Sindical


    A. 49, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. AFIP. Recursos de la seguridad social. Imposibilidad de pago. Emergencia económica. Personal policial. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Si bien la actora dirige su pretensión de amparo contra un acto que emana de una entidad nacional que da derecho a litigar en el fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, también es cierto que cita a intervenir en el juicio a la provincia, mediante el Ministerio de Economía, que integra su Administración Central y deberá brindar el informe que se le requiere, a la que corresponde la competencia originaria del Tribunal, según el art. 117 de la Constitución Nacional.


    Asociación Mutual Policía de Formosa c/ AFIP s/ Amparo


    A. 973, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Al estar sustancialmente demandados la Provincia y el Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia. También concierne a la competencia originaria de la Corte al ser parte una Provincia y pretender los actores una reparación por los daños y perjuicios derivados de la falta de servicio en que incurrieron varios funcionarios públicos provinciales, en tanto, si bien este Ministerio Público sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a dicha materia litigios.


    F. G., Concepción y otros c/ Misiones, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    F. 1784, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 746, L. XXXIX, “Amancay S.A.I.C.A.F.I. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Frigorífico El Virrey S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    F. 1192, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que una Provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. El Instituto Provincial de la Salud de Salta, según el artículo 1 de la Ley Provincial 7.127, es una entidad autárquica, con personería jurídica individual, administrativa, económica, financiera y con capacidad como sujeto de derecho, por lo que no se identifica con ese Estado local. En consecuencia, al no aparecer la Provincia como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis. El artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Instituto de las Clínicas Cardiovasculares S.A. c/ Instituto Provincial de la Salud de Salta s/ Incumplimiento de prestación de obra social


    COMP. 803, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradaas en los dictámenes de las causas C.755, L. XXXVIII, "Chiodi, Carlos  A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Amparo"; y C. 1840, L. XXXVIII, "Costa, Norberto R. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro  s/ Amparo".


    Bello, Eduardo Alfredo c/ Chaco, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción de Amparo


    B. 1056, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Medidas cautelares. Tribunal fiscal. Actuaciones administrativas. Impuesto de sellos. Tratados internacionales. Observancia de tratados internacionales. Solución de controversias. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Acuerdo para la Promoción y Protección de Inversiones. Procedimiento de solución de controversias.


    Resulta aplicable el artículo 6 inciso 4 del CPCCN en cuanto determina -entre las reglas especiales de la competencia- que será juez competente en las medidas preliminares y precautorias el que deba conocer en el proceso principal. Corresponde la competencia originaria de la Corte en causas en que es parte una provincia y la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. La Corte ha sostenido en varias oportunidades que a ella le corresponde, como órgano supremo de uno de los poderes del Gobierno Federal, aplicar, en la medida de su jurisdicción, los tratados internacionales a que el país está vinculado, a fin de evitar que la responsabilidad internacional de la República quede comprometida. Al ser solicitada la medida cautelar contra una provincia en un asunto de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal en instancia originaria.


    Obrascon Huarte Lain S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Medida cautelar


    O. 405, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Título ejecutivo hábil. Combustibles. Competencia de la Corte Suprema. Cuestión de derecho público local. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte ha sostenido que no es causa civil aquélla en que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de esa naturaleza, tienden al examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en las que éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional.  La materia del pleito se encuentra regida por el Derecho Público local, toda vez que la demanda no se funda en derecho común sino en una norma provincial que la Corte, para solucionar el litigio, deberá interpretar, así como también los alcances que la soberanía local ha podido darle, lo que no es del resorte del Tribunal.  Ello es así, pues el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que se reserve a sus jueces el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario.


    Buenos Aires, Provincia de c/ YPF S.A. s/ Cobro de Pesos


    B. 3532, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las conisideradas en los dictámenes de las causas C. 755, L. XXXVIII, “Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de s/ Amparo”; y C. 1840, L. XXXVIII, “Costa, Norberto R. c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo”.


    Caja de Previsión Social para Profesionales de la Ingeniería de Entre Rios c/ Entre Rios, Provincia de y otro s/ Acción de Amparo


    C. 948, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. AFIP DGI. Deuda previsional. Competencia de la Corte Suprema. Juicios entre dos o más provincias. Competencia originaria. 


    Corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae. En principio, en virtud de haber sido citadas como terceros dos provincias argentinas, de conformidad con lo que establecen los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y el art. 24, inc. 1 del decreto-ley N° 1285/58, como así también, por estar demandada una entidad nacional, lo que surge, en este último caso, de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental.


    Comisión Administradora Interprovincial Tunel "Hernandarias" c/ Santa Fe, Provincia de y otra (Entre Ríos) s/ Acción de Inconstitucionalidad


    C. 3080, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Competencia por vía de inhibitoria. Impuesto de sellos. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Las provincias sólo pueden ser demandadas ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, o en su defecto, ante sus propios jueces, según lo establecen los arts. 121, 122, 124 y concordantes de la Ley Fundamental, ya que no litigan en la justicia federal, salvo que se presente la hipótesis prevista en la causa "Flores". También procede dicha competencia por ser parte una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal, toda vez que lo medular de la disputa remite a desentrañar en forma directa y exclusiva la inteligencia de preceptos constitucionales y leyes nacionales cuya adecuada hermenéutica resulta sustancial para la adecuada solución de la controversia.


    Estado Nacional s/ Inhibitoria causa: "Distribuidora de Gas Cuyana S.A. c/ Provincia de Mendoza y otro s/ Contencioso Adminsitrativo"


    E. 151, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Indemnización. Accidente de tránsito. Patrullero. Responsabilidad de la provincia. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 17 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1°, del Decreto-Ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad de la contraria, se le une la naturaleza civil de la materia en debate.


    Senchman, Juan José c/ Entre Ríos, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    S. 325, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo. Certificado de deuda. Derecho común. Causas civiles. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la corte suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1°, del Decreto-Ley 1285/58 procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.


    Sindicato Argentino de Televisión (S.A.T) c/ San Luis, Provincia de s/ Ejecutivo


    S. 2821, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Resoluciones equiparables a definitiva. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las resoluciones en materia de competencia por principio no autorizan la apertura de la instancia extraordinaria, ya que no constituyen sentencia definitiva a no poner fin al pleito, ni impedir su continuación y no mediar en el caso denegatoria del fuero federal que permita equiparar la decisión con la sentencia definitiva que exige la promoción.


    Verón, Osvaldo c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires


    V. 1388, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Transporte de pasajeros. Transporte interno. Impuesto de sellos. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa  de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa”.


    El Nuevo Halcón S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa de Inconstitucionalidad


    E. 232, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa E. 115, L. XXXIV, “El Cóndor empresa de transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Empresa Línea Siete Sociedad Anónima de Transporte c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa


    E. 55, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Indemnización. Inscripción registral. Falta de inscripción. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que el otro litigante tenga distinta vecindad respecto a dicho Estado local. En consecuencia y, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Escuredo, José Raúl c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y Perjuicios


    E. 583, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Si bien el Ministerio Público en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora, respecto de la Provincia de Buenos Aires, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal. Es doctrina de la Corte que los institutos reglados por los artículos 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se aplican a los casos en que procede la competencia originaria, aun cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Fridman, Florencia Laura c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y Perjuicios


    F. 1653, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la Causa A. 746, L. XXXIX, "Amancay S.A.I.C.A.F.I. y otros  c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa de Certeza".


    Frigosur S.A. y otra c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa


    F. 868, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. En este orden de ideas, cabe señalar que los actores solicitan amparo respecto de presuntos actos llevados a cabo por el Estado Nacional, único demandado, quien tiene derecho al fuero federal pera no a la competencia originaria de la Corte, según el art. 117 de la Constitución Nacional. En este orden de ideas, resulta aplicable la doctrina del Tribunal que afirma que la facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla le otorga.


    Industria Metalúrgica Plástica Argentina Cooperativa de Trabajo Limitada c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de Amparo


    I. 11, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al precedente de la causa E. 115, L. XXXIV, “El Cóndor empresa de transporte S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    La Independencia Sociedad Anónima de Transportes c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa


    L. 392, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Hidrocarburos. Regalías hidrocarburíferas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306: 1056; 308: 1239 y 2230, entre otros, la provincia actora dirige su pretensión contra el Estado Nacional, por lo que, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto la Provincia, a la competencia originaria de la Corte según el art. 117 de la Constitución Nacional, como el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    La Pampa, Provincia de c/ Estado Nacional (Ministerio de Economia) s/ Cobro de Pesos


    L. 757, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa E. 115, L. XXXIV, “El Cóndor empresa de transporte S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    La Primera de Grand Bourg Sociedad Anónima de Transportes, Comercial e Industrial c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa


    L. 563, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas C. 755, L. XXXVIII, "Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Amparo"; y C. 1840, XXXVIII, "Costa, Norberto R. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo”.


    Luis A. Demartin e Hijos S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de y otro s/ Acción de Amparo


    L. 557, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que la Nación es parte. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa A. 746, L. XXXIX, "Amancay S.A.I.C.A.F.I.  y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Mar Yi S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de (Estado Nacional - Citado como 3°) s/ Acción declarativa


    M. 725, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa O. 181, L. XXXVIII, “Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo” y a los fallos de las causas Comp. 357, XXXVIII, “Ortiz, Ana María c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo”; Comp. 418, XXXVIII, “Pizzi, Marcelo Daniel c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo”; Comp. 685, XXXVIII, “Díaz, Brigida c/ Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación y otro s/ Amparo”; Comp. 751, XXXVIII, “Galarza, Florinda c/ Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación y otro s/ Amparo”.


    Martínez, Nélida Matilde c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción de Amparo


    M. 1580, XXXIX, 02 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Tasas retributivas de servicios. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inc. 1° del decreto-ley 1285/58, se da cuando es parte una Provincia y la acción entablada tiene un manifiesto contenido federal, esto es en los casos en que la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal es la predominante en la causa. Además, es doctrina reiterada del Tribunal que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie.


    Massalin Particulares S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción Declarativa de Inconstitucionalidad


    M. 372, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Competencia de la corte Suprema. Juicios en que la Nación es parte. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa A. 746, L. XXXIX, "Amancay S.A.I.C.A.F.I  y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Matadero y Frigorífico Merlo S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    M. 903, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Toda vez que la provincia con derecho a la instancia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, demanda el Estado Nacional, con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Mendoza, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción de Inconstitucionalidad


    M. 391, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa E. 115, L. XXXIV, “El Cóndor empresa de transporte S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Microomnibus General San Martín Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de Inconstitucionalidad


    M. 361, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 743, L. XXXIX, “Municipalidad de Gualeguay c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Amparo”.


    Municipalidad de Crespo c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Amparo


    M. 336, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Pesificación. Obligaciones en moneda extranjera. Medida de no innovar. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo de manera general tramite en esta instancia siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986.  Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, según los arts.116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inc. 1° decreto-ley 1285/58, es cuando resulta demandada una provincia y la causa tiene un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.


    Municipalidad de Gualeguay c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Amparo


    M. 743, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa M. 372, L. XXXIX, "Massalin Particulares S. A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción Declarativa de Inconstitucional".


    Nobleza Piccardo S.A.I.C. y F. c/ Tierra del Fuego, Provincia del s/ Acción Declarativa de Inconstitucionalidad


    N. 106, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Dado que en el sub-examine se demanda al Estado Nacional y a la Provincia de Buenos Aires, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional, respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Pazos, Juan Carlos c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y Perjuicios


    P. 2525, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Homicidio culposo. Muerte del padre. Allanamiento. Accionar policial. Acumulación de procesos. Identidad de objeto procesal. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la instancia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que son demandados una Provincia y el Estado Nacional y, en consecuencia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia. Respecto a la acumulación de procesos, es una institución que se fundamenta en la necesidad de evitar el escándalo jurídico que podría representar el dictado de sentencias contradictorias en causas que poseen conexidad en cuanto a las cuestiones debatidas en ellas, así como también, de lograr la economía procesal que mejor se adecue a un ajustado servicio de justicia.


    P. F., K. C. S. c/ Mendoza, Provincia de y otros s/ Daños y Perjuicios


    P. 452, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Amparo. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 721. L. XXXIX, "Colgate Palmolive Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa de Inconstitucionalidad".


    Porta Hnos. S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Amparo


    P. 824, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Régimen penitenciario. Establecimientos penitenciarios. Medidas cautelares contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De los términos de la demanda se desprende que una provincia demanda al Estado Nacional por lo que, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental es sustanciando la acción esta instancia.


    Santiago del Estero c/ Estado Nacional y otros s/ Cobro de Pesos


    S. 242, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa E. 115, L. XXXIV, “El Cóndor empresa de transporte S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Transporte Automotores La Plata S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa


    T. 152, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa E. 115, L. XXXIV, “El Cóndor empresa de transporte S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Transportes Villa Bosh c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa


    T. 176, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas C.755. XXXVIII. "Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Amparo"; y C. 184, L. XXXVIII, "Costa, Norberto R. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo”.


    Valín, Alberto Alfredo y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía - s/ Acción de Amparo


    V. 468, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 222, L. XXXVIII, “Orona Alejandro c/ Transportes Metropolitanos General Roca S.A. y otros s/ Daños y perjuicios.


    Abreu, Rodolfo Antonio c/ García Illanes, Roberto s/ Daños y perjuicios – Responsabilidad profresional médicos y auxiliares


    A. 2558, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 205, L. XXXVIII, "Olmedo, Heberto Darío y otro c/ Giudicate, Silvio Gustavo y otro".


    Ávalos, Antonio Ireneo c/ Bustos, Mario Ángel y otros


    A. 1334, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Demanda. Cobro de sumas de dinero. Diferencia de haberes jubilatorios. Intangibilidad de la remuneración. Responsabilidad de la provincia. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Ley 25.453.


    Los actores demandan a una Provincia por el presunto incumplimiento del "Contrato de Transferencia", al no oponerse a la sanción y aplicación por parte de la ANSES de la Ley Nacional 25.453, que redujo sus haberes, cuya intangibilidad ésta había garantizado expresamente. El Tribunal para resolver el pleito deberá sustancialmente interpretar dicha ley y el referido Convenio, que son federales, por lo que cabe asignar dicha naturaleza a la materia sobre la que éste versa. Cualquiera sea la vecindad de los actores, este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Benevole de Gauna, Teresa Magalí y otros c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Ordinario


    B. 4138, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Daños y perjuicios. Inundación. Responsabilidad de la provincia. Responsabilidad extracontractual del Estado. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24 inciso  1° del Decreto-Ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  De ser probada la distinta vecindad de la actora, respecto de la Provincia demandada, la causa corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Comercial Inmobiliaria Agropecuaria y Financiera C.I.N.A.G. S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    C. 3864, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley N° 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate. En el sub lite, de los términos de la demanda se desprende que el actor reclama un resarcimiento por la presunta falta de servicio en que habría incurrido la Policía de la Provincia de Buenos Aires, atribuyendo responsabilidad a dicho Estado local por el cumplimiento irregular de las obligaciones legales a cargo de uno de sus órganos. Al respecto, cabe indicar que, si bien este Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En consecuencia, de considerar el Tribunal probada la distinta vecindad del actor respecto de la Provincia demandada, el proceso debe tramitar ante la instancia originaria de la Corte. No obsta a lo expuesto, el hecho de que el actor también co-demande, toda vez que es doctrina de la Corte que los institutos reglados por los Artículos 88 y 90 del CPCCN, se aplican a los casos en que procede la competencia originaria, aun cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Joy, Alberto Antonio c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    J. 360, XXXVIII, 16 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Daños y perjuicios. Obras sociales. Mala praxis. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que, de los términos de la demanda -a los que se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- se desprende que, al ser demandado, prima facie, un Estado local y a una entidad nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con el con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional -o a una entidad nacional-, al fuero federal, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Albornoz, Luis Roberto y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y Perjuicios


    A. 2648, XXXVIII, 19 de febrero de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 232, L. XXXIX, "Pescasur S.A. y otro c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Argenova S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    A. 246, XXXIX, 08 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas S. 841, XXXVIII, "Servicios Portuarios Integrados S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Amparo; P. 2330, XXXVIII, “Pesquera Olivos y otra c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa”; P. 2418, “Pesquera Santa Cruz y otros c/ Chubut, Provincia del s/ Inconstitucionalidad”; A. 2642, “Alpesca S.A. c/ Chubut, Provincia del y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa”.


    Argenova S.A c/ Chubut, Provincia de s/ Acción Declarativa


    A. 481, XXXIX, 28 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 448, XXII, "Madero Unzué de Ayerza, María de las Mercedes c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios".


    Ayerza, Héctor José c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y Perjuicios


    A. 2269, XXXVIII, 19 de febrero de 2003


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Toda vez que en el sub-examine los actores demandan al Estado Nacional ya la Provincia de Jujuy, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional, respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Abud, Rafael Osvaldo c/ Jujuy, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Cobro de pesos


    A. 2261, XXXVIII, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inc.1° del decreto-ley 1285/58, procede, si resulta demandada una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, es decir cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones de la Constitución Nacional, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte, que la cuestión federal sea la predominante en el pleito. Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, tal situación se presenta en el sub-lite. En efecto, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art.4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306: 1056; 308:229, 1239 y 2230; 312:808; 314417, los actores ponen en tela de juicio la ley 5324 y el decreto 117/03 de la Provincia de San Luis por ser directamente contrarios a lo dispuesto en varios preceptos de la Constitución Nacional que citan, por lo que, si bien se halla en el confín entre lo local y lo federal, cabe asignar prima facie, esta última naturaleza a la materia del pleito. Máxime, cuando el agravio se refiere, en especial, a aquellos derechos irrevocablemente adquiridos como consecuencia de la voluntad soberana del pueblo manifestada en un oportuno proceso electoral. Al respecto, corresponde recordar que es doctrina reiterada del Tribunal que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie. Al poner en tela de juicio las garantías constitucionales que alegan los actores, la cuestión puede, en principio, considerarse ante el Tribunal en instancia originaria.


    Barbeito, Juan Cristobal y otros c/ San Luis, Provincia de s/ Acción Declarativa


    B. 180, XXXIX, 25 de marzo de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa D.181, L.XXXVIII, Originario "Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo" y aplicación de los criterios establecidos en las sentencias de la Corte en las causas Comp. 418, XXXVIII, "Pizzi, Marcelo Daniel c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/amparo" y Comp. 357, XXXVIII, "Ortiz, Ana María c/Ministerio de Salud de la Nación y otros s/amparo.


    Benítez, Victoria Lidia y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Acción de Amparo


    B. 4, XXXIX, 05 de febrero de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Entes autárquicos provinciales. Autonomía provincial. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por ley n° 16.986. Corresponde señalar que a fin de que ésta proceda, es preciso que la provincia participe tanto en forma nominal –ya sea como actora, demandada o tercera- como sustancialmente en el pleito, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. A mayor abundamiento, tampoco cabría tener a la provincia como parte por el hecho de ser co-demandado el Banco de la Provincia de Buenos Aires o la Caja de Jubilaciones, Subsidios y Pensiones del Personal del Banco de la Provincia de Buenos Aires. Respecto al primero, porque es una entidad de derecho público, según el art. 1 del decreto-ley provincial 9434/79, que posee capacidad para adquirir derechos y contraer obligaciones, contando con una individualidad jurídica y funcional que permite distinguirla del Estado local. En cuanto a la segunda, cabe señalar que, de conformidad con el art. 1° de la ley local n° 11.761, es una entidad autárquica de derecho público, con autonomía económica y financiera, que también se diferencia del Estado Provincial, y por lo tanto no se identifica con él. En tales condiciones y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insuceptible de extenderse a otros casos no previstos, la acción intentada resulta ajena a esta instancia.


    Bustamante, Raul Antonio c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Acción de Amparo


    B. 287, XXXIX, 29 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 3955, L. XXXVIII, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Catamarca, Provincia de s/ Ejecución fiscal".


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C. 276, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 3955, L. XXXVIII, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Catamarca, Provincia de s/ Ejecución fiscal".


    Caja Complementaria para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C. 277, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Pago de obligación previsional. Causas civiles. Distinta vecindad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del Decreto-Ley 1285/58 procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Catamarca, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C. 3955, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 3955, XXXVIII, “Caja Complementaria de previsión para la actividad docente c/ Catamarca, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C. 4028, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Gas. Prestación del servicio público. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, asignada por el artículo 117 de la Constitución Nacional, es en el caso en que la acción entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Ésta es la hipótesis que se presenta en autos, toda vez que, de los términos de la demanda, se desprende que la actora cuestiona una ley provincial por arrogarse funciones que competen al Estado Nacional, lo cual resulta presuntamente contrario a lo dispuesto en el marco regulatorio del gas, de carácter federal, y a cláusulas constitucionales de esa naturaleza en las que funda directa y exclusivamente su pretensión. En consecuencia,  cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia sobre la que versa el pleito. La presente demanda se halla entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el art. 2°, inc. 1 de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno federal que la Constitución confiere al Gobierno Nacional. En tales condiciones y, al ser demandada una provincia, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la contraria, el caso se revela como de aquéllos reservados a la competencia originaria del Tribunal.


    Camuzzi Gas del Sur S.A. c/ Rio Negro, Provincia de s/ Acción de Inconstitucionalidad


    C. 3954, XXXVIII, 29 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B. 287, XXXIX, “Bustamente, Raúl Antonio c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Acción de amparo”.


    Caputo, Carlos Alberto c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Acción de Amparo


    C. 427, XXXIX, 29 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Repetición de impuestos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 357, L. XXXV, "Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Repetición –inconstitucionalidad-".


    Al resultar demandada una Provincia, en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58.


    Carindu S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Repetición de impuestos


    C. 4120, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte ha dicho en reiteradas oportunidades que si bien es claro que, salvo en los supuestos previstos en el artículo 258 o en el articulo 285 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación -ajenos a la especie- las sentencias no son ejecutables en tanto no se encuentren consentidas o ejecutoriadas ello debe ser analizado y resuelto donde tramita la causa. En consecuencia la interpretación de los efectos del recurso extraordinario que se deduce contra una sentencia en crisis corresponde al tribunal superior de la causa ante el cual se presentó, sin perjuicio del cuestionamiento que pueda intentarse por la vía recursiva prevista en el art. 14 de la ley 48. En efecto, ello es así toda vez que la facultad de los particulares para acudir ante los jueces en procura de tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte, doctrina que resulta aplicable al sub-lite.


    Carrefour Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Medida Cautelar


    C. 212, XXXIX, 21 de febrero de 2003


    Ver dictamen


     


    Beneficio de litigar sin gastos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas A. 895, L. XXXVI, "Apen Aike S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos"; y P. 822, L. XXXVII, "Pastorino, Susana R. c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos”.


    Coihue S.R.L. c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos


    C. 416, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Transporte de energía eléctrica. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Y. 40, XXXV, “Yaylec S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa; L. 400. XXXI, "Líneas de Transmisión del Litoral S.A. (LITSA) c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa y  L. 1526, XXXVIII, "Líneas de Transmisión del Litoral c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Compañía de Transmisión del Mercosur S.A.(CTM S.A.) c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción Declarativa de Certeza


    C. 222, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Prestación de servicios. Servicio público. Servicios sanitarios. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda en consecuencia la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito, y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Pero esto no basta para que pueda surtir la competencia de la Corte, pues para ello se requiere además que lo sea en una causa civil y contra un vecino de distinta jurisdicción territorial. En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de la sociedad actora, con las constancias obrantes en el expediente, respecto de la Provincia demandada, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Mendoza, Provincia del (Ente de los Fondos Residuales de los Bancos de Mendoza S.A. y Previsión Social S.A.) s/ Cobro de pesos


    A. 2723, XXXVIII, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 2601, L. XXXVIII, “Argencard S.A. c/ Provincia de Salta s/ Sumarísimo -Acción declarativa- Medida precautoria".


    Argencard S.A. s/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa


    A. 697, XXXIX, 10 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen y al fallo de la causa M. 201, L. XXXIX, "Municipalidad De Rosario c/ Santa Fe, provincia de s/ Acción Declarativa de Inconstitucionalidad".


    Buscarol, Darío Alberto c/ Santa Fe, Provincia de  s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    B. 805, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 232, L. XXXIX, "Pescasur S.A. y otro c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción Declarativa de inconstitucionalidad".


    Conarpesa Continental Armadores de Pesca S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de  s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C. 1058, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Publicidad oficial. Libertad de expresión. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    La Corte ha admitido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en la instancia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, pero ello es así en la medida en que se verifiquen los presupuestos que la habilitan, cuales son, entre otros, que sea parte un Estado provincial, que se trate de una causa civil que vincule a un distinto vecino de la provincia, o que corresponda asignarle a la cuestión un carácter exclusivamente federal. En el caso, si bien los hechos denunciados emanan de autoridades provinciales ellos son cuestionados en cuanto vulneran la garantía constitucional de la libertad de prensa y expresión. En efecto, la pretensión de la actora se funda directa y exclusivamente en el art. 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos aprobada por ley 23.054 e incorporada por el art. 75 inc. 22 a la Constitución Nacional, prescripción ésta de inequívoco carácter federal que, de ese modo, tiñe de esa naturaleza a la materia en debate, por lo que, el juicio debe tramitar ante los estrados del Tribunal, en instancia originaria.


    Editorial Rio Negro S.A. c/ Neuquén, Provincia del  s/ Acción de Amparo


    E. 1, XXXIX, 30 de enero de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen y fallo de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa, publicado en Fallos: 324:4226.


    El Puente Sociedad Anónima de Transporte c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 56, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Energía eléctrica. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Según una reiterada doctrina del Tribunal, para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. La acción entablada debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Según los términos de la demanda, este es el supuesto que se presenta en el sub lite, en tanto la pretensión de la sociedad actora consiste en que no se apliquen dichos impuestos locales al servicio público de transporte de energía eléctrica que desarrolla en dicha jurisdicción, pues se encuentra reglamentado por las normas que integran el Marco Regulatorio de la Energía Eléctrica de inequívoco carácter federal, las leyes 15.336 y 24.065, que fijan los objetivos para la política nacional en materia de abastecimiento, transporte y distribución de electricidad, por lo que cabe asignar manifiesto contenido de igual naturaleza a la materia del pleito. La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental, a las que alude el art. 2°, inc. 10 de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno Federal. Toda vez que se demanda en autos a la Provincia en cuestión en una causa federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, este proceso debe tramitar ante los estrados de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Enecor S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción Declarativa


    E. 384, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley N° 1285/58, puesto que es necesario, además, examinar la materia sobre la que éste versa, o sea, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, de tal forma que están excluidas aquellas causas que se vinculan con el Derecho Público local. Esta última circunstancia es la que se presenta en el sub lite, ya que la materia del pleito no es exclusivamente federal, como lo requiere una antigua jurisprudencia del Tribunal para que proceda la competencia originaria de la Corte.  El proceso corresponde al conocimiento de los jueces locales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen cuestiones de derecho provincial, es decir, que se trate previamente en esa jurisdicción la inconstitucionalidad existente entre las propias normas, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. En tales condiciones, toda vez que la competencia originaria del Tribunal, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva e insusceptible de ser ampliada o restringida por normas legales, el presente proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Esso Petrolera Argentina S.R.L. (continuadora de Esso S.A.P.A) c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    E. 595, XXXVIII, 28 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Impuesto de sellos. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo y dictamen de la causa E. 115, XXXIV, “El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Expreso Lomas Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa


    E. 575, XXXVIII, 19 de febrero de 2003


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Compensación económica. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Corresponde señalar que, a fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, reglamentado por el art. 24, inc. 1 del decreto-ley 1285/58, es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Cabe indicar que, según se desprende de la demanda, la pretensión de los actores se dirige contra la Dirección General de Cultura y Educación local, quien, de conformidad con lo previsto en el art. 201 de su Constitución y en el art. 26 de la ley n° 11.612 -Ley Provincial de Educación-, goza de autarquía administrativa, técnica y financiera, con capacidad para actuar en el ámbito del derecho público y privado, por lo que no se identifica con la Provincia. En consecuencia, al no aparecer como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis. No obstante lo expuesto, los actores también pretenden un resarcimiento de la Provincia en cuestión, a quien atribuyen responsabilidad objetiva con fundamento en normas de derecho común, en su condición de titular del bien que ocasionó presuntamente el accidente, por lo que cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito. En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de los actores respecto de la provincia en cuestión, con las constancias obrantes en el expediente, el presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Galiano, Clara Noemí y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otra s/ Daños y Perjuicios


    G. 3090, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Grupo económico. Habilitación del establecimiento. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Según los arts. 116 Y 117 de la Constitución Nacional y 24 inc. 1° del decreto-ley 1285/58, la competencia originaria de la Corte procede si resulta demandada una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal, esto es, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones de la Constitución Nacional, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en el pleito. Además, es doctrina reiterada del Tribunal que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie.


    Día Argentina S.A. y otra c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    D. 335, XXXIX, 10 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    En la presente causa no se ve configurado un conflicto de competencia en el que deba intervenir la Corte, en los términos del lo normado por el artículo 24 del decreto ley 1285/58, conforme refiere la accionante.


    Gougy, María Graciela s/ Solicita Intervención Indispensable Cuestión de competencia - Privación de Justicia


    G. 365, XXXIX, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Dado que en el sub lite resultan demandadas dos provincias argentinas, el presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, de conformidad con lo que establecen los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y el 24, inc. 1 del decreto-ley N° 1285/58.


    Guanco, Julio César c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    G. 317, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 181, L. XXXVIII, "Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo", resuelta de conformidad por la Corte. Remisión a las sentencias de la Corte en las causas Comp. 357, L. XXXVIII, "Ortiz, Ana María c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo" y Comp. 418, L. XXXVIII, "Pizzi, Marcelo Daniel c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo"; Comp. 685, L. XXXVIII, "Díaz, Brígida c/ Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación y otro s/ Amparo" y Comp. 751, L. XXXVIII, "Galarza, Florinda c/ Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación y otro s/ Amparo".


    Kastrup Phillps, Marta Nélida c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo


    K. 116, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Obras sociales. Obra social provincial. Asistencia médica. Prestación por niño con discapacidad. Derecho a la salud. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión a lo resuelto en Fallos: 324:3846, y sentencia de la causa P.952, L. XXXVIII, "Paulini, Héctor Daniel y otros  s/ Amparo”.


    El hecho de que una provincia sea demandada en un proceso no es suficiente para que proceda la competencia originaria de la Corte, prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional. Resulta necesario además que participe en el pleito no sólo nominalmente sino también sustancialmente, esto es, que tenga en el litigio un interés directo de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria, ya que lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de dicha instancia, la cual, por su raigambre constitucional resulta restrictiva e insuceptible de ampliarse o modificarse.


    I., H. A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo


    I. 100, XXXIX, 10 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Servicio público. Impuesto de sellos. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo y dictamen de la causa E. 115, XXXIV, “El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Línea 22 S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa


    L. 1798, XXXVIII, 19 de febrero de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Accidente automotor. Indemnización por accidente de tránsito. Bomberos. Entidades de bien público. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, por tanto, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de la competencia originaria de la Corte. Resulta de aplicación al sub judice la doctrina del Tribunal, según la cual, el ejercicio del poder de policía de seguridad que corresponde al Estado, no resulta suficiente para atribuirle responsabilidad en un evento en el cual ninguno de sus órganos o dependencias tuvo participación, toda vez que no parece razonable pretender que su responsabilidad general en orden a la prevención de los delitos pueda llegar a involucrarlo a tal extremo en las consecuencias dañosas que ellos produzcan con motivo de hechos extraños a su intervención directa.


    Pohlmann Jens Dietrich c/ Córdoba, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    P. 542, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Repetición de impuestos. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 357, XXXV, "Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires. Provincia de y otro s/ Repetición - inconstitucionalidad".


    Mastellone Hermanos S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Repetición de Impuestos


    M. 3159, XXXVIII, 27 de febrero de 2003


    Ver dictamen


     


    Prescripción adquisitiva. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto-Ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, es cuando a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. No obstante, de considerar la Corte procedente la citación como tercero del Estado Nacional y ser demandada en autos una Provincia el proceso correspondería a la competencia originaria de la Corte ratione personae, pues, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, esa sería la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental.


    Mimica, Ricardo Juan y otro c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Usucapión


    M. 3353, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Según los arts.116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inc.1° del decreto-ley 1285/58, la competencia originaria de la Corte procede si resulta demandada una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal, esto es cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones de la Constitución Nacional en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en el pleito. Tal situación se presenta en el sub- lite toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, la Municipalidad demanda a la provincia en cuestión y pone en tela de juicio la ley 12.065 por ser directa y exclusivamente contraria a lo dispuesto en varios preceptos de la Constitución Nacional que cita, por lo que cabe asignar naturaleza federal a la materia del pleito. También cabe recordar que es doctrina reiterada del Tribunal que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie. Por ello, y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, la presente acción declarativa debe tramitar ante los estrados del Tribunal en instancia originaria.


    Municipalidad de Rosario c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción Declarativa de Inconstitucionalidad


    M. 201, XXXIX, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Indemnización. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si no se dan las circunstancias que legalmente la habilitan, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 que la reglamenta. Tiene dicho reiteradamente el Tribunal que resultan ajenos a su competencia originaria los procesos deducidos contra Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas, desde que éstos no revisten la calidad de aforados.


    Vargas, Oscar y otra c/ Estado Boliviano y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    V. 1311, XXXVIII, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que una Provincia demanda al Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las Provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Neuquén, Provincia del c/ Estado Nacional y otra s/ Acción declarativa


    N. 637, XXXVIII, 28 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa  P. 232, L. XXXIX, "Pescasur S.A. y otro c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Nuvconsa S.A. y otros c/ Samta Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    N. 79, XXXIX, 08 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cabe recordar que la Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. El sub lite corresponde a la competencia originaria del Tribunal, de conformidad con lo que establecen los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional. En efecto, si bien el actor no dirige nominalmente su pretensión contra una o varias provincias, solicita amparo respecto a las omisiones y demoras en que incurren los jueces electorales de las Provincias por lo que cabe considerar a éstas como sustancialmente demandadas en autos.


    Partido de la Recuperación s/ Acción de amparo


    P. 75, XXXIX, 19 de febrero de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    El presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, pues, la materia del pleito reviste manifiesto contenido federal, toda vez que la pretensión de autos se funda directa y exclusivamente en prescripciones de índole federal y la inconstitucionalidad de normas provinciales, en tales supuestos,constituye una típica cuestión de esa especie y la acción está dirigida contra una provincia, circunstancia que se revela como uno de los casos reservados a la jurisdicción originaria de la Corte.


    Partido Demócrata Progresista c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción de Inconstitucionalidad


    P. 2778, XXXVIII, 14 de enero de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Partidos políticos. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Una de las hipótesis en que procede la competencia originaria de la Corte, según los arts.116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inc.1° del Decreto-ley N° 1285/58, se da si resulta demandada una Provincia y la materia del pleito tiene un manifiesto contenido federal, es decir cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones de la Constitución Nacional, en tratados con las naciones extranjeras o en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante la causa. Ello ocurre en el sub lite, en efecto, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el partido político pone en tela de juicio un artículo de la Constitución de la provincia por ser contrario a lo dispuesto en varias disposiciones de la Constitución Nacional que cita, por lo que cabe asignar naturaleza federal a la materia en debate. Asimismo, es doctrina reiterada del Tribunal que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie.


    Partido Justicialista Distrito Electoral de Catamarca c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción Declarativa de Certeza


    P. 3, XXXIX, 05 de febrero de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 2778, XXXVIII, “Partido Demócrata Progresista c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Partido Socialista Democrático y Socialista Popular c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción Declarativa de Inconstitucionalidad


    P. 2790, XXXVIII, 05 de febrero de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inc. 1° del decreto-ley 1285/58, procede, si resulta demandada una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal, es decir cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones de la Constitución Nacional, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en el pleito. Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia (art.  4° del CPCC y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:229 y 2230; 314:417) en tanto el actor pone en tela de juicio la ley 5324 y el decreto 117/03 de la Provincia de San Luis por ser directamente contrarios a lo dispuesto en varios preceptos de la Constitución nacional que cita, en especial los arts. 5° y 123 y si bien no se escapa que la presente cuestión orilla entre lo local y lo federal, a los fines de establecer la competencia del Tribunal,  la consagración de la autonomía municipal, de la manera y con los alcances que resultan de la reforma constitucional de 1994 tanto en sus aspectos políticos como institucionales, requiere de un ámbito de protección que exceda el local y trascienda al federal. Máxime, cuando sobre dicha autonomía pueden incidir otros principios constitucionales tanto o más importantes en cuanto pilares de un Estado de Derecho, como el de soberanía popular -manifestado en el sub lite como el derecho a elegir y ser elegido- y el de la forma republicana de gobierno. Al respecto, corresponde recordar que es doctrina reiterada del Tribunal que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie.


    Ponce, Carlos Alberto c/ San Luis, Provincia de s/ Acción Declarativa de Certeza


    P. 95, XXXIX, 25 de marzo de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Indemnización. Intervención de terceros. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que han sido citadas como terceros dos provincias, las que ya tomaron intervención y solicitaron la competencia de la Corte, corresponde a la instancia originaria del Tribunal ratione personae, de conformidad con lo que establecen los Arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional.


    Rudaeff de Guitelman, Miriam y otra c/ Chubut, Provincia de y otros (Provincia de Santa Cruz, Estado Nacional y Adolfo Guitelman) s/ Daños y perjuicios


    R. 2075, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a los dictámenes de las causas S. 368, L.XXXIV, “Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa”; S. 1077, L. XXXVI, “Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción de Inconstitucionalidad” y E. 492, LXXXVIII, “Esso Petrolera Argentina S.R.L. c/ Entre Ríos, Provincia de y otro (Estado Nacional citado como tercero) s/ Acción declarativa”.


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    S. 203, XXXIX, 09 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa E. 115. XXXIV, ”El Candor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Sociedad Anónima Expreso Sudoeste (SAES) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa


    S. 246, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia de la Cote Suprema. Incompetencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B. 287, XXXIX, “Bustamante, Raúl Antonio c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Acción de amparo”.


    Toloza, Juan Carlos c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de Amparo


    T. 134, XXXIX, 29 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Transporte de energía eléctrica. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Y. 40, XXXV, “Yasylec S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa”; L. 400, XXXI, “Líneas de transmisión del Litoral S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa” y L.1526, XXXVIII, “Líneas de Transmisión del Litoral c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Transportadora de Energía S.A. (TESA S.A.) c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción Declarativa de Certeza


    T. 53, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa E. 115, XXXIV, “El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Transportes Metropolitanos General San Martin S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    T. 97, XXXIX, 29 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas P.2778, XXXVIII, “Partido Demócrata Progresista c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad” y P. 2790, XXXVIII, “Partido Socialista Democrático y Socialista Popular c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Unión Civica Radical c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción Declarativa de Inconstitucionalidad


    U. 10, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


     


    Coparticipación federal. Determinación de impuestos. Resoluciones equiparables a definitiva. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Ha sostenido la Corte que el nuevo rango asignado a la coparticipación federal de impuestos por la Convención Constituyente de 1994 y el amplio tratamiento que la Ley Fundamental le dedica después de la reforma, conduce a la conclusión de que la afectación del sistema así establecido involucra, en principio, una cuestión constitucional. Como necesaria consecuencia de este criterio, asume tal calidad la eventual violación -por parte de una provincia- del compromiso de continuar aplicando las normas del Convenio Multilateral del 18 de agosto de 1977, así como sus modificaciones o sustituciones, adoptadas por unanimidad de los fiscos adheridos, aunque esa trasgresión pueda también exteriorizarse como un conflicto entre dos normas o actos locales.  En efecto, la Constitución Nacional establece la imperativa vigencia del esquema de distribución de impuestos previsto en la ley-convenio, sancionada por el Estado Nacional y aprobada por las provincias, la que "no podrá ser modificada unilateralmente ni reglamentada", de modo que una hipotética trasgresión a la ley local de adhesión, se proyecta como una afectación de las nuevas cláusulas constitucionales, sin que en ello incida el carácter local de la norma o acto mediante la cual pudiera efectivizarse la alteración del sistema vigente en el orden nacional.  Así, en el caso, se plantea un conflicto entre actos y normas locales, que se traduciría en la afectación de la ley convenio en la materia, por desconocerse una obligación expresamente asumida en ella, cual es aplicar el citado Protocolo, de carácter complementario y modificatorio al Convenio Multilateral, adoptado por unanimidad de los fiscos adheridos. Desde esta óptica, no existe obstáculo para que el fuero federal conozca en el sub judice, pues el conflicto no involucra cuestiones cuyo tratamiento corresponda a los tribunales locales, más allá de la naturaleza de los actos que confrontan con la ley convenio y con las cláusulas constitucionales que rigen el tema. Esta solución, por otra parte, coincide con la ya adoptada en Fallos: 305:1471, pues el apelante hace valer, por esta vía, una cuestión de derecho federal, suscitada como consecuencia de la presunta negativa de la demandada a acatar un procedimiento al que se encuentra sujeta, por imperio del Art. 9°, inc. d), de la Ley 23.548. Las Provincias sólo pueden ser demandadas ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, de conformidad con el Art. 17 de la Constitución Nacional o, en su defecto, ante sus propios jueces, según lo establecen los Arts. 121, 122, 124 y concordantes de la Ley Fundamental. Dicho principio encuentra excepción cuando la materia del pleito es civil, y la causa corresponde a su competencia originaria, en cuyo caso la Provincia podrá declinar la jurisdicción establecida a su favor en la Constitución Nacional y optar por el tribunal federal que resulte competente.  Pero distinta ha sido la suerte de la prórroga de su competencia originaria en favor de los tribunales federales, cuando es parte una provincia y no se trata de causa civil, supuestos en los que no ha sido aceptada. Indudablemente, la alta investidura de los estados provinciales ha motivado que en el supuesto de que se vean sometidos a la justicia federal, como es el presente caso, sólo sea la Corte Suprema la que intervenga en el pleito. Sobre la base de tales premisas, por ser parte de la contienda una provincia y surgir la jurisdicción federal ratione materiae en los términos explicados supra, opera plenamente la prescripción de la parte final del Art. 117 de la Constitución Nacional, debiendo entonces la Corte Suprema conocer en esta causa originariamente.


    Argencard S.A. c/ Provincia de Salta s/ Sumarisimo – Acción declarativa – Medida precautoria


    A. 2601, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Indemnización. Accidente de tránsito. Responsabilidad del Estado. Policía Provincial. Falta de servicio. Competencia originaria. 


    Cuando resultan demandadas dos provincias argentinas, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, de conformidad con lo que establecen los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1, del Decreto-Ley 1285/58.


    Chaile, Ramón Antonio y otra c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    C. 1829, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Daños y perjuicios. Falta de servicio. Poder Judicial. Responsabilidad extracontractual del Estado. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1°, del Decreto-Ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Si bien este Ministerio Público, en asuntos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, cabe señalar que la doctrina del Tribunal le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. De considerar la Corte probada la distinta vecindad de los actores respecto de la Provincia demandada, el proceso debe tramitar ante la Corte en instancia originaria.


    Díaz, Ramón Eduardo y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y Perjuicios


    D. 690, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Ley provincial. Transporte interno. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, prevista en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del Decreto-Ley 1285/58, es cuando se demanda a una Provincia y la acción entablada tiene un manifiesto contenido federal, esto es, si la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las nacionales extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Tal hipótesis se presenta en el caso pues, la actora pone en tela de juicio una ley y un decreto de la Provincia de Córdoba por ser contrarios en forma directa y exclusiva a prescripciones constitucionales federales y a normas emanadas del Congreso de la Nación, lo que asigna naturaleza federal a la materia sobre la que versa el pleito ya que lo medular del planteamiento remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resulta esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional.  Si la pretensión deducida en autos exige esencial e ineludiblemente determinar si la alegada actividad legislativa de las autoridades provinciales invade el ámbito que le es propio a la Nación en materia de transporte interjurisdiccional, en tanto presuntamente afecta la validez de la autorización conferida por las autoridades nacionales, tal circunstancia implica que la presente acción declarativa se encuentre entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el artículo 2°, inciso 1°, de la Ley 48, ya que versa sobre el preservamiento de las órbitas de competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competencia a la justicia nacional para entender en ella. Es doctrina del Tribunal que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie. Cualquiera que sea la distinta vecindad de la actora, el caso debe tramitar ante los estrados del Tribunal en instancia originaria.


    El Práctico S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    E. 344, XXXIX, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga a los dictámenes de las causas C.755,  XXXVIII, "Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Amparo” y C. 1840, XXXVIII, “Costa, Norberto R. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo".


    Brollo, Juan Carlos s/ Entre Rios, Provincia de y otros (Estado Nacional) s/ Amparo


    B. 699, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Pronunciamiento inoficioso. 


    Resulta inoficioso dictaminar en esta causa toda vez que, de confirmar la Corte el parecer del Procurador, se verá superado el conflicto de competencia.


    First Trust of New York, National Association s/ Inhibitoria en autos "Provincia de Tucumán vs. Propietarios de Títulos Públicos Serie E emitidos en 1997 s/ Prueba anticipada"


    F. 226, XXXIX, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Indemnización. Policía Provincial. Falta de servicio. Responsabilidad extracontractual del Estado. Juicios en que una provincia es parte. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1°, del Decreto-Ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Si bien este Ministerio Público en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, con las constancias agregadas al expediente, el proceso debe tramitar ante la Corte en instancia originaria. No obsta, a lo expuesto, la circunstancia de que hayan sido co-demandados personas con domicilio en la Capital Federal, toda vez que es doctrina del Tribunal que los institutos reglados por los artículos 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se aplican a los casos en que procede la competencia originaria, aun cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Gatica, Antonio Sergio y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y Perjuicios


    G. 3024, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cabe señalar que la Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general tramite, en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional. No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la instancia originaria de la Corte, puesto que resulta necesario, además, que la materia sobre la que versa el pleito tenga un manifiesto contenido federal, o sea de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidas aquéllos que se vinculan con el derecho público local. Se ha sostenido que, si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, el pleito no es del resorte de la Corte.  Es dable recordar que tiene dicho reiteradamente la Corte que la acción de amparo es un remedio excepcional que no tiene por objeto obviar los trámites legales, ni alterar las jurisdicciones vigentes,  como así también que la facultad de los particulares para acudir ante los jueces en procura de tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías  que determinan los arts. 116  y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. La competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva y no susceptible de ser ampliada ni restringida, por acuerdo de partes.


    Cargill Financial Services International Inc. c/ Formosa, Provincia de s/ Acción de amparo


    C. 74, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Y. 91, XXXVIII, “Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Chevron San Jorge S.R.L. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa


    C. 663, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Indemnización. Falta de servicio. Poder Judicial. Policía Provincial. Responsabilidad extracontractual del Estado. Juicios en que una provincia es parte. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1°, del Decreto-Ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  Si bien este Ministerio Público en análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal en instancia originaria.


    López, Edit y otros c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Daños y Perjuicios


    L. 1839, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cabe recordar que uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, prevista en los Arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y en el Art. 24 Inc. 1° del Decreto - Ley 1285/58, en los casos en que se demanda a una Provincia, es si la acción entablada tiene un manifiesto contenido federal, esto es, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Resulta del caso señalar que, si la pretensión deducida en autos exige esencial e ineludiblemente determinar si la alegada actividad legislativa de las autoridades provinciales invade el ámbito que le es propio a la Nación en materia de comercio interprovincial y libre circulación económica, tal circunstancia implica que la presente acción declarativa de certeza se encuentre entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el Art. 2. Inc. 1° de la Ley 48, ya que versa sobre el preservamiento de las órbitas de competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. En este orden de ideas, es dable recordar también que es doctrina reiterada de la Corte que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie.


    Colgate - Palmolive Argentina S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C. 721, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Indemnización. Accidente de tránsito. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cuando resultan demandadas dos provincias argentinas, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, de conformidad con lo que establecen los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1 del Decreto-Ley 1185/58.


    Rodríguez, Olga Antia y otra c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    R. 1142, XXXIX, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuando resultan demandadas dos provincias argentinas, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, de conformidad con lo que establecen los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1 del Decreto-Ley 1185/58.


    Rojas, Manuel Alberto y otra c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    R. 413, XXXIX, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Impuesto de sellos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al fallo y dictamen de la causa E. 115, XXXIV, “El Condor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”, Fallos: 324:4226.


    Empresa de Transportes Microomnibus Saenz Peña S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    E. 158, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Indemnización por despido. Liquidación. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, prevista en el Art. 117 de la Constitución Nacional, reglamentado por el artículo 24, inciso 1° del Decreto-Ley 1285/58, no basta que una provincia sea parte en el pleito, sino que es necesario, además, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal o en una de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidas de dicha instancia las que se vinculan con el derecho público local. La Corte ha sostenido que no es causa civil aquélla en que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de esa naturaleza, tienden al examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en las que éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los artículos 121 y siguientes de la Constitución Nacional. A fin de determinar el carácter de un proceso no basta con indagar la naturaleza de la pretensión sino que es necesario, además, examinar su origen; así como también la relación de derecho existente entre las partes. Si bien en principio la consignación de sumas de dinero fundada en normas del derecho común tiene carácter civil, la pretensión de la Provincia actora se origina en actos administrativos referentes a la liquidación de la indemnización por los despidos de los demandados llevados a cabo por la Dirección General de Administración del Ministerio de la Secretaría General de la Gobernación, lo que revela el carácter público de la relación jurídica de que se trata. En efecto, en tanto la cuestión traída a juicio importa el examen de normas y actos provinciales que deben ser interpretados en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, el pleito no resulta del resorte de la Corte Suprema. Tiene dicho la Corte que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que se reserve a sus jueces el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios del derecho público local, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario.


    Santa Cruz, Provincia de s/ Pescio, Raul Oscar y otro s/ Consignación


    S. 2647, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Aportes previsionales. Estado de incertidumbre. Competencia originaria. Incompetencia. 


    A los efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, por tanto, la competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de la competencia originaria de la Corte. No se cumple con el recaudo señalado, en tanto si bien la Provincia es demandada nominalmente en la causa, no lo es en forma sustancial, pues quienes aplican las normas que el actor impugna y emiten los actos respecto de los cuales se agravia, son la Caja de Previsión Social de los Profesionales de la Ingeniería Civil y el Colegio de Profesionales de la Ingeniería Civil, entidades distintas a dicho Estado provincial. Por otra parte, tampoco corresponde tener a dicho Estado local como sustancialmente demandado en el proceso por revestir el carácter de órgano emisor de las normas cuya inconstitucionalidad se pretende, en cuanto dicho cuestionamiento debe ser encauzado entre quien se dice afectado por el régimen impugnado y quien resulta su beneficiario, por la vía procesal que en su caso corresponda. La invocación de la mera actividad legislativa no es suficiente para transformar a la provincia en parte adversa de quien efectúa el reclamo, pues ésta no integra la relación jurídica ut supra indicada sobre la cual se funda la pretensión del actor y, en consecuencia, no puede tenérsela como legitimada pasiva en el pleito. Una conclusión distinta importaría admitir las acciones directas de inconstitucionalidad por vía de demanda o de acción, extremos que no ha aceptado la Corte, y transformar en parte procesal a los Estados locales en todos aquellos expedientes en los que se tache de inconstitucional una norma dictada por ellos, a pesar de no mediar un vínculo directo con quien interpone tal pretensión, lográndose por esa vía declaraciones generales de inconstitucionalidad ajenas a la específica modalidad que ha admitido el Tribunal. Dado que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, la acción intentada resulta ajena a esta instancia.


    Steifel, Juan Carlos c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    S. 240, XXXIX, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Prueba anticipada. Títulos de deuda pública. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte no puede ser pactada entre las partes, ni siquiera cuando una de ellas es una Provincia, toda vez que, por su raigambre constitucional, es de carácter restrictivo y sólo procede en los casos expresamente establecidos en los artículos 116 y 117 de la Ley Fundamental. Además, como es de orden público, sólo el Tribunal está llamado a decidir cuándo se presenta una de las hipótesis que legalmente la habilitan. No resulta atendible el hecho de que ésta se haya acordado expresamente en los Contratos de Fideicomiso. No obstante, se debe señalar que uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte es cuando es parte una Provincia y la acción entablada tiene un manifiesto contenido federal, esto es, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjera y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Esta situación se presenta en la presente causa, toda vez que la Provincia deduce un proceso contra los tenedores de los referidos títulos, a fin de que la Corte declare si resultan aplicables a éstos la Ley 25.561 de Emergencia Pública Nacional y Reforma del Régimen Cambiario" y el decreto del P.E.N. 214/02 sobre, "Reordenamiento del sistema financiero", que dispuso la transformación a pesos de todas las obligaciones de dar sumas de dinero expresadas en moneda extranjera, disposiciones que son de carácter federal -en tanto existe un interés nacional en la cuestión, al encontrarse en Juego políticas económicas del Estado en lo atinente al régimen monetario, cambiario y bancario- lo que asigna esa naturaleza a la materia del pleito. Ello es así, puesto que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia. Si la pretensión deducida en autos exige esencial e ineludiblemente determinar si con su obrar las autoridades provinciales invadieron un ámbito que le es propio a la Nación en materia de su exclusiva competencia tal circunstancia implica que la presente acción declarativa de certeza se encuentre entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el artículo 2, inc.1° de la Ley 48, ya que versa sobre el preservamiento de las órbitas de competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Tucumán, Provincia de c/ First Trust of New York, National Association y otros s/ Medida Cautelar


    T. 388, XXXIX, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Distinta vecindad. Nacionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cabe recordar que corresponden a la competencia originaria de la Corte ratione personae los procesos en que son demandados una Provincia y el Estado Nacional, debido a que esa es la única forma de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales de ambas partes establecidas en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional. Pero ello es así, si tanto la Provincia como el Estado Nacional son parte en el litigio, no sólo en sentido nominal y sustancial, o sea, tienen en el pleito un interés directo de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria, ya que, lo contrario, importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte. Corresponde examinar si el actor cumple con el requisito de distinta vecindad o nacionalidad, que resulta esencial para la procedencia de la competencia originaria de la Corte, cuando es demandada una Provincia, en una causa que, en principio, resulta de naturaleza civil. En tal sentido, quien invoca el fuero federal en razón de la persona debe demostrar los extremos necesarios para hacerlo surtir.


    Ferrel, Patrick Martín c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    F. 539, XXXVII, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Falta de servicio público. Poder Judicial. Juicios en que una provincia es parte. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1°, del Decreto-Ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Si bien este Ministerio Público, en casos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina del Tribunal le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. De considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el proceso debe tramitar ante la Corte en instancia originaria.


    Vernengo Prack, Silvia Elena c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y Perjuicios


    V. 1264, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Accidente de tránsito. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cuando resultan demandadas dos provincias argentinas, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, de conformidad con lo que establecen los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1 del Decreto-Ley 1185/58.


    Villafañe, Ramón Antonio y otros c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    V. 619, XXXIX, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga a los dictámenes de las causas C.755,  XXXVIII, "Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Amparo” y C. 1840, XXXVIII, “Costa, Norberto R. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo".


    Homaq S.A. c/ Chaco, Provincia de y otro ( Estado Nacional) s/ Acción de amparo


    H. 23, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que en el sub-examine los actores demandan al Estado Nacional y a una Provincia la única forma de conciliar lo preceptuado por el Art. 117 de la Constitución Nacional, respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Agüero, Jorge Gustavo y otros c/ Jujuy, Provincia de, y otros s/ Ordinario


    A. 2323, XXXVIII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Tribunal de alzada. Competencia comercial. 


    No corresponde a la Corte dirimir la contienda, el conflicto quedó resuelto con el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Arenas, Rosa Silvana c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1571, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa O. 181, XXXVIII, "Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo" (opinión que fue compartida por la Corte Suprema) y en los fallos de las causas: Comp. 357, XXXVIII, “Ortiz, Ana María c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo”; Comp. 418, XXXVIII, “Pizzi, Marcelo Daniel c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo”; Comp. 685, XXXVIII, “Díaz, Brigida c/ Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación y otro s/ Amparo”; Comp. 751, XXXVIII, “Galarza, Florinda c/ Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación y otro s/ Amparo”.


    Astrada, Ezequiel Eduardo c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción de Amparo


    A. 1392, XXXIX, 06 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas: S. 1290, XXXIX, “Serrano, Ana y otra c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa” y B. 180, L. XXXIX, “Barbeito, Juan Cristobal y otros c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Clemente, Eduardo Arturo y otros c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    C. 2310, XXXIX, 29 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas S. 1290, XXXIX, “Serrano, Ana y otra c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa” y B. 180, L. XXXIX, “Barbeito, Juan Cristobal y otros c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Córdoba, Laura Fabiana y otros c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de cereteza


    C. 2325, XXXIX, 29 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestión federal. Competencia de la Corte suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte cuando es parte una provincia, según el artículo 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal es la predominante en la causa. La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental, a las que alude el artículo 2°, inciso 1° de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno Federal, que la constitución confiere a este último. En consecuencia al ser demanda una provincia en una causa federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el juicio debe tramitar ante la instancia originaria.


    Empresa Distribuidora Norte S.A. (EDENOR) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa de Certeza


    E. 95, XXXIX, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Cuestión de derecho Público local. Competencia provincial. 


    Cabe recordar que no basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los Arts. 116 Y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, puesto que es necesario, además, examinar la materia sobre la que éste versa, o sea, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de una de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.  Según se desprende de los términos de la demanda, la pretensión de la Provincia actora consiste en obtener el pago de deudas en concepto de tasas instrumentadas en varios títulos ejecutivos, con fundamento en el decreto-ley provincial 9122/78 (Ley de Apremio) y, por lo tanto, el juez que deba solucionar el pleito tendrá que examinar, interpretar y aplicar normas que integran el derecho público local.  Vale aclarar que las provincias sólo pueden litigar ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional o, en su defecto, ante sus propios jueces, según lo establecen los Arts. 121, 122, 124 y concordantes de la Ley Fundamental.


    Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Instituto Municipal de Obra Social (IMOS) s/ Apremio


    COMP. 2148, XXXVII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Entes autárquicos. Personería jurídica. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramita en la instancia originaria, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en las controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el Art. 43 de la Ley Fundamental y por la ley 16.986.  Corresponde señalar que a fin de que ésta proceda es preciso que la provincia participe tanto en forma nominal como sustancialmente en el pleito, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte la resulte obligatoria.  La actora interpone acción de amparo contra la Caja de Jubilaciones y Pensiones local –una entidad autárquica con personalidad jurídica propia e individualidad financiera -, esta institución es la titular de la relación jurídica en que se sustenta el reclamo y la Provincia en cuestión no es parte sustancial en el pleito.  En tales condiciones, y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia ongmana y exclusiva, la cual, por su raigambre, es restrictiva e insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, la acción intentada resulta ajena a esta instancia.


    Flores, Carmen Natalia c/ Entre Ríos, Provincia de y otro s/ Acción de Amparo


    F. 1065, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En el sub examine, una Provincia demanda al Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional, respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional -o a una entidad nacional-, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Formosa, Provincia de c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional, Ministerio de Cultura y Deporte s/ Daños y perjuicios


    F. 622, XXXVII, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto ley 1285/58, en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que el otro litigante tenga distinta vecindad respecto a dicho Estado local.


    Galván, Guido Nelson c/ Chaco, Provincia del s/ Medida cautelar


    G. 1464, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas: S. 1290, XXXIX, “Serrano, Ana y otra c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa” y B. 180, L. XXXIX, “Barbeito, Juan Cristobal y otros c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Garay de Zurita, María Alba Asteria y otro c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    G. 1794, XXXIX, 29 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas: S. 1290, XXXIX, “Serrano, Ana y otra c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa” y B. 180, L. XXXIX, “Barbeito, Juan Cristobal y otros c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Guillet, Sergio Mario y otro c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    G. 1795, XXXIX, 29 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas: S. 1290, XXXIX, “Serrano, Ana y otra c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa” y B. 180, L. XXXIX, “Barbeito, Juan Cristobal y otros c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Jimenez, Ana María c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Ación declarativa de certeza


    J. 145, XXXIX, 17 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Impugnación de deuda impositiva. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, ratione personae. Según surge de la demanda, la Provincia de la Rioja dirige su pretensión contra el Estado Nacional (A.F.I.P. –D.G.I.),  por lo que la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional –o una entidad nacional- al fuero federal, según el Art. 116 de la Constitución Nacional, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, según el Art. 117 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    La Rioja, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Impugnación de Deuda


    L. 787, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte conferida por el Art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el Art. 24, Inc. 1, del decreto ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une la naturaleza civil de la materia.  Cabe recordar que se ha atribuido carácter de causa civil, a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal, el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional. En ese sentido, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de la demanda, respecto de la Provincia actora, corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Laboratorio Drawer S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Ejecutivo


    L. 1697, XXXVIII, 08 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas: S. 1290, XXXIX, “Serrano, Ana y otra c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa” y B. 180, L. XXXIX, “Barbeito, Juan Cristobal y otros c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Leiva, Carlos Edmundo y otros c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    L. 1160, XXXIX, 17 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y Perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En este caso, el actor acreditó su distinta nacionalidad respecto de la Provincia demandada y de conformidad con los Arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y el dictamen del Ministerio Público, corresponde tramitar el presente pleito ante la instancia originaria.


    Márquez Bello, José Benito c/ La Caja Aseguradora de Riesgos de Trabajo S.A. y otras s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 275, XXXVIII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 743, XXXIX, “Municipalidad de Gualeguay c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Amparo”, resuelto en sentido concordante por la Corte Suprema.


    Municipalidad de Gualeguaychú c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Acción de Amparo


    M. 1346, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 743, XXXIX, “Municipalidad de Gualeguay c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Amparo”, resuelto en sentido concordante por la Corte Suprema.


    Municipalidad de San Jose c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Acción de Amparo


    M. 1838, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. Según se desprende de los términos de la demanda, una Provincia dirige su pretensión contra el Estado Nacional, por lo que la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional –o una entidad nacional- al fuero federal, según el Art. 116 de la Constitución Nacional, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, según el Art. 117 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.  La competencia originaria de la Corte por ser de raigambre constitucional, no puede ser modificada, ampliada ni restringida por normas legales.


    Río Negro, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Impugnación de deuda


    R. 1224, XXXIX, 06 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas: S. 1290, XXXIX, “Serrano, Ana y otra c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa” y B. 180, L. XXXIX, “Barbeito, Juan Cristobal y otros c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Seleme, Luis y otro c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    S. 1612, XXXIX, 17 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, ratione personae, toda vez que la actora, que es una entidad nacional demanda a un Estado local, por lo que la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto las provincias a la competencia originaria de la Corte, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, como el Estado Nacional –o una entidad nacional- al fuero federal, según el Art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Sociedad del Estado Casa de Moneda c/ Formosa, Provincia de (Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos) s/ Cobro de Pesos


    S. 1378, XXXIX, 06 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga a los dictámenes de las causas C.755,  XXXVIII, "Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Amparo” y C. 1840, XXXVIII, “Costa, Norberto R. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo".


    Perini, Jorge Norberto c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


    P. 111, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga a los dictámenes de las causas C.755,  XXXVIII, "Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Amparo” y C. 1840, XXXVIII, “Costa, Norberto R. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo".


    Sirota, Alejandro Jorge c/ Entre Ríos, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo


    S. 671, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Las cuestiones debatidas son complementarias al dictamen de la causa A. 1007, L. XXXVI, “Aguas de Formosa S.A. y otra c/ Formosa, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Aguas de Formosa y otra c/ Formosa, Provincia de s/ Inconstitucionalidad


    A. 919, XXXVII, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Excepción de incompetencia. Falta de legitimación para obrar. Competencia por la materia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Desestimación de la excepción. 


    La excepción de incompetencia propuesta por la provincia no puede prosperar, toda vez que la Provincia no logra demostrar que la materia debatida en el sub lite sea ajena al conocimiento originario de la Corte y reservada a los jueces locales. La Corte ha declarado su competencia por la materia debatida en el pleito y no por las personas involucradas.  En cuanto a la excepción de la falta de legitimación activa opuesta por la provincia, es preciso señalar que el art. 347, inc. 3° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, por razones de economía procesal y de una más pronta afirmación de la seguridad jurídica, admite el tratamiento de la carencia de legitimación sustancial en forma previa a la sentencia, en la medida en que resulte manifiesta. En el sub examine, dicho planteo no reviste del carácter manifiesto que exige el ordenamiento procesal para su consideración en esta etapa, para su dilucidación será necesario un estudio y examen atento de las disposiciones reglamentarias incluidas en el pliego de bases y condiciones que forma parte de la concesión, a fin de determinar si aquella co-actora es responsable frente a la Provincia, por el contrario, como alega el Estado local, efectivamente no resulta alcanzada por la sentencia que eventualmente se dicte en autos.


    Aguas de Formosa S.A. y otra c/ Formosa, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 1007, XXXVI, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga a los dictámenes de las causas C.755,  XXXVIII, "Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Amparo” y C. 1840, XXXVIII, “Costa, Norberto R. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo".


    Stello, Julio Ignacio c/ Entre Ríos, Provincia de y Estado Nacional s/ Amparo


    S. 241, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Declaración de inconstitucionalidad. Impuestos de sellos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde la competencia originaria de la Corte por ser demandada una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, en tanto se encuentran en tela de juicio resoluciones locales presuntamente contrarias a normas nacionales de carácter federal.


    Termoandes S.A. y otros c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa


    T. 1069, XXXVIII, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga a los dictámenes de las causas C.755,  XXXVIII, "Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Amparo” y C. 1840, XXXVIII, “Costa, Norberto R. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo".


    Tobokholt, Ana María c/ Entre Ríos, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo


    T. 292, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Impuesto de sellos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al fallo y dictamen de la causa E. 115, XXXIV, “El Condor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”, Fallos: 324:4226.


    Transportes Atlántida Sociedad Anónima Comercial (S.A.C.)  c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    T. 255, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa C. 721, L. XXXIX, “Colgate-Palmolive Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Unilever de Argentina S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    U. 32, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Ley provincial. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y en el art. 24 inc. 1° del decreto ley 1285/58, es cuando se demanda a una Provincia y la acción entablada tiene un manifiesto contenido federal, esto es, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Si la pretensión deducida exige esencial e ineludiblemente determinar si la alegada actividad legislativa de las autoridades provinciales invade el ámbito que le es propio a la Nación en materia de su exclusiva competencia, tal circunstancia implica que la presente acción declarativa de certeza se encuentre entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el  art. 2°, inc. 1 de la ley 48, ya que versa sobre el preservamiento de las órbitas de competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.  También es doctrina de la Corte que la inconstitucionalidad de las leyes y derechos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie.


    Banco de Valores S.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Acción Declarativa


    B. 717, XXXIX, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa C. 755, XXXVIII, “Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Amparo” y  C. 1840, XXXVIII, "Costa, Noberto R. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo".


    Cerini, Abelardo Jose María y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Acción de Amparo


    C. 4119, XXXVIII, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.


    Chubut, Provincia del c/ Begorre, Carlos Víctor y otros s/ Cobro de alquileres


    C. 789, XXXIX, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  Según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la provincia no es parte nominal ni sustancial en la litis, requisito ineludible para que proceda la instancia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, toda vez que quien tiene interés en el pelito es un funcionario público provincial que actúa en defensa de sus propios derechos y, además, no ejerce su representación.  La competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida.


    Corrientes, Provincia de c/ Banco Nación Argentina s/ Amparo


    C. 319, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa “El Condor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”, Fallos: 324:4226.


    Empresarios Transporte Automotor de Pasajeros S.A.C.I.y F. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    E. 290, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Prórroga de la competencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Respecto a la prórroga de competencia pactada remisión al dictamen de la causa: F. 183, XXXVII, “Ferrocarriles Argentinos (e.l.) c/ Río Negro, Provincia de s/ Demanda ordinaria”.


    Corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que son parte el Estado Nacional y una Provincia, por lo que la única forma de conciliar lo preceptuado por el Art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincia, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el Art. 116 de la ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Ente Nacional de Administración de Bienes Ferroviarios c/ Río Negro, Provincia de y otro s/ Demanda originaria


    E. 59, XXXVII, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, ya que el Estado Nacional demanda a una Provincia, por lo que la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto la Provincia, a la competencia originaria de la Corte según el art. 117 de la Constitución Nacional, como el Estado Nacional –o una entidad nacional- al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Estado Nacional (Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social) c/ La Rioja, Provincia de s/ Cobro de Pesos


    E. 586, XXXVIII, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicio ordinario. Concesión de servicio público. Prórroga de la competencia. Pacto de jurisdicción. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que una Provincia es demandada por una empresa residual del Estado Nacional, por lo que la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación – o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia. La cuestión a resolver consiste en determinar si la competencia originaria de la Corte puede ser prorrogada. La celebración de un convenio ad referéndum importa someter su eficacia –es decir, la posibilidad de producir efectos jurídicos- a un hecho futuro e incierto, con lo cual el acuerdo, por sí mismo, no puede traer aparejada consecuencia alguna para las partes en tanto no medie acto de refrendo. Las constancias de autos no surge aprobación alguna del convenio ut supra indicado por parte del Poder Ejecutivo Nacional y la competencia originaria de la Corte constituye una prerrogativa constitucional y de orden público, asignada exclusivamente a las provincias y sólo es prorrogable por ellas a favor de los tribunales inferiores de la Nación.


    Ferrocarriles Argentinos (E.L.) c/ Rio Negro, Provincia de s/ Demanda Ordinaria


    F. 183, XXXVII, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que un Estado local es demandado por una empresa residual del Estado Nacional, por lo que la única forma de conciliar lo preceptuado por el Art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación –o una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Ferrocarriles Argentinos (E.L.) c/ Buenos Aires, Provincia de y otra s/ Cobro de pesos


    F. 254, XXXVI, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una Provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El Estado Nacional (A.F.I.P - D.G.I) dirige su pretensión contra una Provincia, por lo que la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Constitución Nacional, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, según el art. 117 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Fisco Nacional (Administración Federal de Ingresos Públicos) c/ Río Negro, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    F. 635, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de repetición. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde la competencia originaria de la Corte ratione personae, dado que una Provincia demanda a una entidad nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Formosa, Provincia de (Banco de la Provincia de Formosa) c/ Dirección General Impositiva s/ Demanda de repetición


    F. 1762, XXXVIII, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que el otro litigante tenga distinta vecindad respecto al Estado local. En el sub-lite, el actor no cumple con el recaudo señalado.


    Heredia, Jorge Hugo c/ Gobierno de la Provincia de Buenos Aires - Policia de la Provincia s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 988, XXXVIII, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En el sub examine corresponde la competencia originaria de la Corte, en tanto se hallan demandados el Estado Nacional y una Provincia. Cabe recordar que la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional, en lo atinente a las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.  En lo atinente a la excepción de falta de legitimación pasiva planteada por el Estado Nacional a la que la actora asigna el carácter de tácita renuncia al fuero federal, ello no reviste el carácter manifiesto que exige el ordenamiento ritual.


    Miriategui Usandizaga S.A.C.I.M.A.C. c/ Neuquén, Provincia del y otro s/ Ordinario


    M. 35, XXXIV, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la casusa M. 743, XXXIX, “Municipalidad de Gualeguay c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Amparo”.


    Municipalidad de Concepción del Uruguay c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Acción de Inconstitucionalidad


    M. 1540, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa: A. 746, XXXIX, “Amancay S.A.I.C.A.F.I. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Panamericana S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    P. 1018, XXXIX, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    En el sub lite no corresponde a la competencia originaria de la Corte, prevista por los preceptos constitucionales mencionados, en tanto el tema que se somete a su consideración integra el derecho público local, que, por el respeto de las autonomías provinciales, requiere que su conocimiento y decisión se reserve a los jueces locales.  Es doctrina de la corte que su competencia originaria procede en razón de la materia tan solo cuando la acción entablada se funda “directa y exclusivamente” en prescripciones constitucionales de carácter nacional, ley del Congreso o tratados, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, pero no cuando se incluyen temas de índole local y de competencia de los poderes locales, ya que es imposible examinar el planteo efectuado sin pronunciarse sobre cada una de las disposiciones en virtud de las cuales el poder constituyente de la provincia estableció la exigencia cuestionada.  El problema suscitado concierne al procedimiento jurídico político de organización de una provincia, es decir, a un conjunto de actos que deben nacer, desarrollarse y consumarse dentro del ámbito estrictamente local, sin perjuicio de que las cuestiones federales que puedan contener este tipo de litigios, sean revisadas por la Corte por la vía prevista en el art. 14 de la ley 48.


    Partido Libertad y Democracia Responsable c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    P. 1202, XXXIX, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa: S. 841, XXXVIII, “Servicios Portuarios Integrados S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Amparo”,  y a fallos de las causas: P. 2330, XXXVIII, “Pesquera Olivos y otra c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa”; P. 2418, XXXVIII, “Pesquera Santa Cruz, y otros c/ Chubut, Provincia del s/ Inconstitucionalidad”.


    Pescargen S.A. y otra c/ Chubut, Provincia del s/ Acción Declarativa de Inconstitucionalidad


    P. 1110, XXXIX, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa D. 181, L.XXXVIII, "Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo", y a los fallos de las causas Comp. 418, XXXVIII. "Pizzi, Marcelo Daniel c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo" y Comp. 357, XXXVIII, "Ortiz, Ana María c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo”.


    Rios, Maria Nazarena Elizabeth c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción de Amparo


    R. 1140, XXXIX, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Facultades del Poder Legislativo. Límites interprovinciales. Carácter taxativo. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Toda vez que el pleito versa sobre la determinación o modificación de los límites fijados por el Poder Ejecutivo en ejercicio de la atribución conferida al Congreso por el art. 75, inc. 15, de la Constitución Nacional, ello excede la facultad de la Corte Suprema establecida en los arts. 116, 117, y 127 de la Ley Fundamental.  Por ello, y dado que la competencia originaria y exclusiva de la Corte, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Santiago del Estero, Provincia de c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción Declarativa de Inconstitucionalidad y de Certeza


    S. 305, XXXVII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa S. 1290, XXXIX, “Serrano, Ana y otra c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa” y al fallo de la causa “Barbeito”.


    Sarquis de Navarro, María Cecilia c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción Declarativa


    S. 1257, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, ratione personae, dado que el Estado Nacional dirige su pretensión contra una Provincia, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto la Provincia a la competencia originaria de la Corte, según el art. 117 de la Constitución Nacional, como el Estado Nacional –o una entidad nacional- al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Secretaría de Cultura, Presidencia de la Nación c/ Río Negro, Provincia de s/ Proceso de Conocimiento


    S. 133, XXXIX, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa B. 180, XXXIX, “Barbeito, Juan Cristóbal y otros c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Serrano, Ana y otra c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    S. 1290, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, ratione personae, toda vez que la actora, que es una entidad nacional, demanda a un Estado local, por lo que, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto las provincias a la competencia originaria de la Corte, según el art. 117 de la Constitución Nacional, como el Estado Nacional –o una entidad nacional- al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Sindicatura General de la Nación c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


    S. 394, XXXIX, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, ratione personae, toda vez que la actora, que es una entidad nacional, demanda a un Estado local, por lo que, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas parte, tanto las provincias a la competencia originaria de la Corte, según el art. 117 de la Constitución Nacional, como el Estado Nacional –una entidad nacional- al fuero federal, según el art. 116 de la ley fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Sindicatura General de la Nación (SIGEN) c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Cobro de Pesos


    S. 584, XXXIX, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, ratione personae, toda vez que la actora, que es una entidad nacional, demanda a un estado local, por lo que, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto las provincias a la competencia originaria de la Corte, según el art. 117 de la Constitución Nacional, como el Estado Nacional –o una entidad nacional- al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Sindicatura General de la Nación c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Cobro de Pesos


    S. 871, XXXIX, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, ratione personae, toda vez que la actora, que es una entidad nacional, demanda a un Estado local, por lo que, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto las provincias a la competencia originaria de la Corte, según el art. 117 de la Constitución Nacional, como el Estado Nacional –o una entidad nacional- al fuero federal según el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Sociedad del Estado c/ Casa de Moneda c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Cobro de pesos


    S. 406, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, ratione personae, toda vez que la actora, que es una entidad nacional, demanda a un Estado local, por lo que, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto las provincias a la competencia originaria de la Corte, según el art. 117 de la Constitución Nacional, como el Estado Nacional –o una entidad nacional- al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Sociedad del Estado Casa de Moneda c/ Misiones, Provincia de - Secretaría de Estado de Hacienda, Finanzas, Obras y Servicios Públicos - s/ Cobro de Pesos


    S. 2899, XXXVIII, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una Provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, ratione personae, toda vez que la actora, que es una entidad nacional, demanda a un Estado local, por lo que, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen,  la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto las provincias a la competencia originaria de la Corte, según el art 117 de la Constitución Nacional, como el Estado Nacional -o una entidad nacional- al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Sociedad del Estado Casa de Moneda c/ Corrientes, Provincia de y otro s/ Cobro de Pesos


    S. 3148, XXXVIII, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia civil. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 10 del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario que, a la naturaleza civil de la materia en debate, sea una la distinta vecindad de la contraria. De considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora, respecto de la Provincia, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal en instancia originaria.


    Transporte Perretta Hermanos S.R.L. c/ Corrientes, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    T. 247, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Daño. Bienes del Estado. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Si ante la apelación del auto que rechazaba un pedido de incompetencia, al conceder ese recurso el juez interviniente dispuso elevar ese incidente a conocimiento de la Corte Suprema de Justicia para que se expidiera acerca de esa apelación, en atención a que la Corte no resulta competente para conocer en el caso, corresponde devolver las actuaciones al magistrado remitente, a sus efectos.


    M., Héctor Edgardo y S., Pablo Damián s/ Daños a bienes del Estado


    COMP. 793, XXXIX, 13 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Expropiación. Dominio del Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, se considera que el sub judice corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, se entiende que la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército) c/ La Rioja, provincia de s/ Declaración de inconstitucionalidad


    E. 158, XXXVI, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


     


    Amenazas. Agentes diplomáticos y consulares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para promover la competencia originaria de la Corte, en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos, resulta indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso, y que los hechos denunciados afecten el desempeño de las actividades propias de embajada, o las del funcionario.


    B. V. K., Iris s/ Denuncia amenazas


    B. 1665, XXXIX, 24 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Impuestos municipales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa in re G.857, XXXVI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Chubut, Casa de la Provincia del s/ Ejecución fiscal".


    Cabe recordar que las sentencias de la Corte deben ajustarse a las circunstancias existentes en el momento en que se dictan, aunque éstas sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario. Al respecto, debe indicarse que, en virtud de lo establecido en el Artículo 129 de la Constitución Nacional, en el Artículo 8 de la Ley 24.588 y en las normas de la Ciudad de Buenos Aires dictadas en su consecuencia, el Artículo 7 del Estatuto Organizativo, los Artículos 37 y 48 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el Artículo 2 del Código Contencioso Administrativo y Tributario y la resolución 337 del Consejo de la Magistratura, del 26 de septiembre de 2000, que fijó el 2 de octubre de ese año como fecha de iniciación del Fuero Contencioso Administrativo y Tributario local, se ha tomado abstracta la cuestión aquí debatida, ante la falta de subsistencia del gravamen invocado por la apelante. No obstante lo expuesto, toda vez que en el sub judice es demandada una provincia, se considera que el decisorio recurrido configura una situación de manifiesta gravedad institucional, pues viola el derecho federal de la provincia a ser demandada en instancia originaria, prerrogativa constitucional y de orden público, asignada exclusivamente a todos los Estados locales y sólo prorrogable por ellos a favor de los tribunales inferiores de la Nación. Si bien resulta ser formalmente improcedente el recurso de queja interpuesto, dicha situación justifica la intervención del Tribunal, a fin de que se expida sobre la cuestión de competencia en examen, en su condición de intérprete y salvaguarda final de la Constitución Nacional y de los derechos y garantías en ella consagrados.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ 2080 Córdoba


    G. 516, XXXVI, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


     


    Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El  secuestro de un automóvil perteneciente al Segundo Secretario de la Embajada de Canadá en nuestro país concierne a la jurisdicción origninaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias.


    P., Américo Augusto s/ Adulteración o sustitución de numeración


    P. 1749, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Atentado y resistencia a la autoridad. Embajadores y ministros extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte se encuentra impedida de ejercer su jurisdicción originaria si habida cuenta el tiempo transcurrido desde la fecha de libramiento de la solicitud efectuada a la Embajada correspondiente, sin que se recibiera respuesta, autoriza considerarla tácitamente denegada.


    S., Mohamed Omar s/ Atentado y resistencia a la autoridad


    S. 2915, XXXVIII, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Agentes diplomáticos extranjeros. Accidente de tránsito. Inmunudad de jurisdicción. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Si bien acreditado el rango diplomático del imputado, en principio, habilitaría la jurisdicción originaria de la Corte, previo a requerir por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, la conformidad exigida por el artículo 32 de la citada convención y el artículo 24, inciso 1°, último párrafo, del decreto-ley 1285/58, para que éste pueda ser sometido a juicio, corresponde recabar declaración testimonial al damnificado, a los efectos de que ratifique su voluntad de instar la acción siempre que ésta sea dependiente de instancia privada.


    Y., Michal s/ Lesiones Artículo 94 del Código Penal


    Y. 41, XXXIX, 01 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Acumulación de procesos. Competencia originaria. 


    Cabe señalar que la acumulación de procesos es una institución que encuentra su fundamento en la necesidad de evitar el escándalo jurídico que podría representar el dictado de sentencias contradictorias en causas que poseen conexidad en cuanto a las cuestiones debatidas en ellas, así como también, de lograr la economía procesal que mejor se adecue a un ajustado servicio de justicia; igual criterio ha sido adoptado por el Tribunal, aún en los casos donde no concurre la triple identidad de sujeto, objeto y causa -como en autos, en donde hay identidad de objeto y causa, ante la falta de identidad de los actores- en tanto se evidencie la posibilidad del dictado de sentencias contradictorias. Asimismo, no obsta a la acumulación el hecho de que el actor se domicilie en jurisdicción de la Provincia a la que demanda, toda vez que es doctrina de la Corte que los institutos reglados por los artículos 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se aplican a los casos en que procede la competencia originaria, aún cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Jeréz, Miguel Ángel c/ Buenos Aires, Provincia de (Policía de la Provincia de Buenos Aires) s/ Daños y perjuicios


    J. 314, XXXVIII, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte tiene reiteradamente establecido que para la procedencia de la jurisdicción originaria en un juicio en que un Estado provincial sea parte, debe tratarse de una causa "civil", entendida esta última expresión como opuesta a "criminal"..


    C., Alicia y V., Alfredo s/ Denuncia penal


    C. 3907, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


     


    Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte tiene establecido que los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 10, del decreto-ley 1285/58. Si la conducta denunciada careció de suficiente entidad para afectar las actividades propias de la sede consular o la de sus funcionarios, y ninguno de ellos se presentare como parte en el proceso, cabe concluir que la causa resulta ajena a la competencia de la Corte.


    C., Lara Jesús s/ Denuncia


    C. 1599, XXXIX, 25 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Amenazas. Competencia originaria de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación, tiene establecido que para promover su competencia originaria en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos, resulta indispensable que quienes resulten legitimados, soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso. No surge de las constancias del expediente que la conducta denunciada hubiera afectado las actividades propias de las legación o la de sus funcionarios.


    Cónsul Honorario de Francia s/ Denuncia de delito contra la libertad


    C. 340, XXXIX, 25 de marzo de 2003


    Ver dictamen


     


    Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Agentes diplomáticos. Competencia originaria. Investigación inconclusa. Incompetencia. 


    La falta de una mínima investigación torna prematura la declaración de incompetencia para establecer si se trata de un caso de los previstos en el artículo 117 de la Constitución Nacional, teniendo en cuenta que la Corte Suprema, como tribunal superior de la justicia nacional, participa de la naturaleza excepcional y restringida que caracteriza a la jurisdicción federal.


    Embajada de la República del Paraguay s/ Violación de los deberes de funcionario público


    E. 119, XXXIX, 05 de mayo de 2003


    Ver dictamen


     


    Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema, Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para promover la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos, deviene indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso, petición que no ha formulado ningún funcionario de la representación diplomática involucrada.  Tampoco surge que los sucesos informados hayan afectado el normal desempeño de las actividades propias de la legación y de sus funcionarios.


    G., Fatina y A., Ah Libbar s/ Denuncia


    G. 1252, XXXIX, 25 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Explotación de hidrocarburos. Juicios en que es parte una provincial. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Cabe recordar que uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte prevista en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inciso 12 del Decreto-Ley 1285/58, se da cuando es parte una Provincia y la acción entablada tiene un manifiesto contenido federal. Esto es, en los casos en que la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.


    Pan American Energy LLC (Sucursal Argentina) c/ Forestal Santa Barbara S.R.L y otros s/ Acción declarativa


    P. 204, XXXIX, 19 de mayo de 2003


    Ver dictamen


     


    Accidente de tránsito. Lesiones. Embajadores y ministros extranjeros. Acción dependiente de instancia privada. Competencia originaria. 


    Es necesaria la declaración expresa de instar la acción penal, toda vez que el hecho ilícito -artículo 94 del Codigo Penal requiere de instancia privada para el ejercicio de la acción. ; Es por ello que no corresponde requerir la tramitación de una solicitud ante un estado extranjero, cuando no es procesalmente viable el juzgamiento penal de un funcionario de embajada.


    L , Denis y L, Lucas Martín s/ Artículo 94 del Código Penal


    L. 395, XXXIX, 28 de mayo de 2003


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Devolución del expediente. 


    Los extremos invocados en apoyo de la incompetencia adoptada son prematuros para determinar si se trata de un caso de los previstos en el artículo 117 de la Constitución Nacional, teniendo en cuenta que la Corte Suprema, como tribunal superior de la justicia nacional, participa de la naturaleza excepcional y restringida que caracteriza a la jurisdicción federal.


    L., Lukas s/ Delito de acción pública


    L. 13, XXXIX, 25 de marzo de 2003


    Ver dictamen


     


    Cónsules. Cese de la función pública. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia federal. 


    La competencia originaria de la Corte Suprema, establecida en el artículo 117 de la Constitución Nacional, encuentra su justificación, en lo que respecta a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, en la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los estados, dada la importancia y la delicadeza de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar a sus representantes diplomáticos las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocérseles en la medida en que ello contribuye para el más eficaz cumplimiento de sus funciones.


    M. Aguila, Javier s/ Denuncia


    M. 463, XXXVII, 17 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Amenazas. Agentes diplomáticos y consulares. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte tiene dicho que para promover su competencia originaria en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos, resulta indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso.


    M., Fernando s/ Denuncia - Causa N° 15755


    M. 23, XXXIX, 17 de febrero de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Explotación de hidrocarburos. Coparticipación de impuestos. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Cabe recordar que uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, prevista en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inciso 1° del Decreto-Ley 1285/58, se da cuando es parte una Provincia y la acción entablada tiene un manifiesto contenido federal, esto es, en los casos en que la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. En este orden de ideas, es dable resaltar también que es doctrina reiterada de la Corte que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales  constituye una típica cuestión de esa especie. Por otra parte, dado que la actora demanda a una Provincia y cita como tercero al Estado Nacional por considerar que la controversia le es común, la competencia originaria de la Corte también procede ratione personae, en tanto la única forma de conciliar lo preceptuado por el Art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Pan American Energy LLC Sucursal Argentina c/ Chubut, Provincia del y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa


    P. 2738, XXXVIII, 19 de mayo de 2003


    Ver dictamen


     


    Inundación. Daños y perjucios. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24 inciso 1° del decreto-Ley N° 1285/58 procede en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. Cabe indicar que, si bien este Ministerio Público, en asuntos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Polerio, Norberto c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    P. 2103, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


     


    Hurto. Agentes diplomáticos y consulares. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para promover la competencia originaria del Tribunal, en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos, resulta indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso, petición que no ha formulado ningún funcionario de la representación diplomática involucrada


    R. D., Vilma s/ Hurto - Causa N° 52269


    R. 2473, XXXVIII, 17 de febrero de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 10 del Decreto-Ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario que, a la naturaleza civil de la materia en debate, se una la distinta vecindad de la contraria.


    Sirni, Carlos Alfredo c/ Buenos Aires, Provincia de (Policía de la Provincia de Buenos Aires) s/ Daños y perjuicios


    S. 2592, XXXVIII, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


     


    Accidente de tránsito. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Resultando demandadas dos provincias argentinas, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, de conformidad con lo que establecen los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1, del decreto-ley 1285/58.


    Atencio, Delia Graciela c/ Tucumán Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    A. 1336, XXXIX, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, ratione personae,  ya que el Estado Nacional demanda a una Provincia, por lo que la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas parte, tanto la Provincia, a la competencia originaria de la Corte según el art. 117 de la Constitución Nacional, como el Estado Nacional –o una entidad nacional- al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Estado Nacional c/ Formosa, Provincia de s/ Cobro de pesos


    E. 260, XXXIX, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas: S. 1290, XXXIX, “Serrano, Ana y otra c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa” y B. 180, L. XXXIX, “Barbeito, Juan Cristobal y otros c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Sayago, Silvia Noemí del Valle y otros c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    S. 1487, XXXIX, 17 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de incompetencia


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La declaración de incompetencia que emana de jueces nacionales de primera instancia no corresponde que sea dirimida por la Corte, pues las mismas deben remitirse a la alzada del magistrado que previno a esos fines.


    Kalan, María Daniela y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Acción declarativa


    COMP. 1590, XXXIX, 17 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios


    Indemnización. Mala praxis. Hospitales públicos. Falta de servicio público. Responsabilidad de la provincia. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24 inciso 1°, del Decreto-Ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. Si bien este Ministerio Público, en asuntos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. De considerar el Tribunal probada la distinta vecindad del actor respecto de la Provincia demandada con las constancias agregadas al expediente, el proceso debe tramitar ante la instancia originaria de la Corte.


    M., O. A. c/ Neuquén, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    M. 513, XXXVII, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad


    Decreto de necesidad y urgencia. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que una provincia demanda al Estado Nacional, la única forma de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, la primera a la competencia originaria de la Corte, según el artículo 117 de la Constitución Nacional y, el segundo, al fuero federal, según el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la pretensión en la instancia originaria del Tribunal.


    Salta, Provincia de c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía) s/ Acción de inconstitucionalidad


    S. 1272, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Demanda


    Industria eléctrica. Energía hidráulica. Regalías hidroeléctricas. Recursos hídricos interprovinciales. Interpretación de la ley. Finalidad de la ley. Voluntad del legislador. Resolución denegatoria. 


    La ley 15.336, así como la posterior 24.065, cuyo carácter federal la Corte ha destacado en numerosos precedentes, constituye el marco nacional energético.  El criterio que inspiró al legislador para modificar la ley fue reconocer a las provincias en cuyos territorios se encuentran fuentes de generación hidroeléctrica una participación porcentual sobre la totalidad de los ingresos que, por sus operaciones comerciales de venta de energía eléctrica en el mercado, hubieren correspondido al explotador de tal fuente, en tanto las tarifas hubieran sido establecidas conforme a los parámetros básicos contenidos en el citado art. 39, vale decir, una tarifa "económica" no afectada a reducciones de índole política ajenas al propio negocio eléctrico. Por otra parte, si bien el art. 39 de la ley 15.336 fue derogado por el art. 90 de la ley 24.065, este nuevo marco legal mantuvo el art. 43. Sin que, se alteraran las razones que justificaron la sanción de la ley 23.164, pues el objetivo general, era el de calcular la regalía sobre el valor tarifario cualitativamente integral y económicamente racional en función de las pautas legales, se mantiene en la ley 24.065. La norma referida dispondrá que los generadores perciban por la energía vendida una tarifa uniforme para todos en cada lugar de entrega que se fije, basada en el costo económico del sistema. Para su estimación deberá tenerse en cuenta el costo que represente para la comunidad la energía no suministrada. Es decir, que la derogación de las pautas de costo real contempladas en el art. 39 de la ley 15.336, no tuvieron incidencia en el modo de calcular las regalías, toda vez que ellas siempre se determinan sobre la "tarifa" de la energía vendida.  Al respecto, la Corte ha manifestado que la reglamentación que desconoce o restringe irrazonablemente derechos que la ley reglamentada otorga, o de cualquier modo subvierte su espíritu y finalidad, contraría la jerarquía normativa y configura un exceso en el ejercicio de las atribuciones que la propia Constitución concede al Poder Ejecutivo. Sin embargo,  también ha sostenido el Tribunal que la conformidad que debe guardar un reglamento respecto de la ley no consiste en una coincidencia textual entre ambas normas, sino de espíritu y que, en general, no vulneran el principio establecido en el art. 99, inc. 20 de la Ley Fundamental, los reglamentos que se expidan para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de rango inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con que la ley haya sido sancionada.  Sobre la base de tales criterios interpretativos, la resolución cuestionada, al calcular el porcentaje de las regalías sobre la base del criterio del valor de la "energía generada" y el de la "potencia puesta a disposición", no transgrede los límites impuestos por la Constitución Nacional y la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos al ejercicio de la potestad reglamentaria de aquel órgano del Poder Ejecutivo, en la medida que constituye una reglamentación razonable, que no vulnera el espíritu del art. 43 de la ley 15.336, ni del decreto 1398/92. Ello es así, porque el principio directriz que inspira esas normas, ha sido el de reconocer a las provincias una compensación económica por la utilización hidroenergética de los cursos de agua que, como los restantes recursos naturales y de acuerdo a la Constitución Nacional, pertenecen originariamente a las provincias. En tales condiciones, de modo alguno, la derogación del art. 39 justifica la inteligencia que propicia la demandante de calcular la regalía sobre el precio de la energía únicamente, con el consiguiente menoscabo patrimonial para las provincias. Sostener lo contrario implicaría violentar el sistema federal y suponer inconsecuencia en el legislador mediante una exégesis equivocada de la norma.


    Hidroeléctrica Alicura S.A. c/ Estado Nacional y otros s/ Ordinario


    H. 191, XXXI, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Inconstitucionalidad. Poder de policía. Régimen de consolidación de deudas. Admisibilidad del recurso. 


    Precedente del dictamen de la causa O. 194, L. XXXVI, "Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Provincia de Corrientes".


    En el dictamen citado supra se sostuvo que estimaba aplicable la doctrina sentada por el Alto Tribunal acerca de la suspensión de los derechos personales como recurso propio del poder de policía de emergencia, en particular las consideraciones efectuadas en oportunidad de examinar la validez de la anterior ley de consolidación de deudas 23.982, a la cual remite el art. 13 de la 25.344. En este sentido, cabe recordar que los derechos reconocidos por la Constitución Nacional no son absolutos y están sujetos a las leyes que reglamenten su ejercicio, por lo que en momentos de perturbación social y económica es posible el ejercicio del poder del Estado en forma más enérgica que la admisible en períodos de sosiego y normalidad, pues acontecimientos extraordinarios justifican remedios también extraordinarios. Asimismo, la Corte ha dicho que el régimen de consolidación instaurado por la ley no priva a los particulares de los beneficios patrimoniales derivados de la sentencia, sino que reconoce las obligaciones del Estado, evidenciando su voluntad de cumplirlas. Por lo demás, resulta aplicable lo afirmado por la Corte en torno a que una escueta y genérica impugnación de inconstitucionalidad no basta para que la Corte Suprema ejerza la atribución que reiteradamente ha calificado como la más delicada de las funciones que pueden encomendarse a un tribunal de justicia, ya que la declaración en tal sentido es acto de suma gravedad que debe considerarse como ultima ratio del orden jurídico.


    Argentina Televisora Color LS 82 Canal 7 c/ Misiones, Provincia de (LT 85 Canal 12 de Posadas) s/ Ordinario


    A. 20, XXIV, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Derechos y garantías constitucionales


    Habeas corpus preventivo. Detención. Sentencia firme. Cosa juzgada. 


    La denuncia de hábeas corpus no procede cuando la privación de la libertad proviene de una causa judicial. La ley 23.098, reglamentaria del instituto del hábeas corpus, establece en el citado artículo 3, dos supuestos que hacen factible su procedencia: ante un acto u omisión de autoridad pública que implique limitación o amenaza actual de la libertad ambulatoria sin orden escrita de autoridad competente; y ante una agravación ilegítima de la forma y condiciones en que se cumple la privación de libertad. Una detención se considerará ilegítima cuando sea dispuesta sin orden escrita o por autoridad incompetente, requisitos necesarios e imprescindibles para que, pueda intentarse el habeas corpus, si no existe, otro medio legal idóneo o útil previsto en el ordenamiento positivo vigente. El hábeas corpus no procede si la privación de la libertad se originó en una causa seguida ante juez competente. Cabe recordar que la ley 23.098, reglamentaria del instituto del hábeas corpus, establece en el citado artículo 3 dos supuestos que hacen factible su procedencia, a saber: 1°) ante un acto u omisión de autoridad pública que implique limitación o amenaza actual de la libertad ambulatoria sin orden escrita de autoridad competente; y 2°) ante una agravación ilegítima de la forma y condiciones en que se cumple la privación de libertad. Al respecto, conviene puntualizar que aquélla disposición encuentra su antecedente inmediato en el artículo 18 de la Carta Magna, al preceptuar que "nadie puede ser ... arrestado sino en virtud de orden escrita de autoridad competente ... " De allí surge entonces que una detención se considerará ilegítima cuando sea dispuesta sin orden escrita o por autoridad incompetente, requisitos necesarios e imprescindibles para que, en su caso, pueda intentarse el remedio en estudio, si no existe, claro, otro medio legal idóneo o útil previsto en el ordenamiento positivo vigente. La Corte sostuvo que los planteos tendientes a demostrar lo injustificado de la detención por autoridad competente, o las falencias en el procedimiento, no pueden resolverse por esa vía e incumben a los jueces propios de la causa, respecto de cuyas resoluciones, en caso de existir agravio, deberán hacerse valer los medios legales correspondientes. No puede ser revisada y revocada una sentencia que posee fuerza de cosa juzgada y que ha sido emitida por un tribunal cuya competencia nace de una ley no declarada inconstitucional, pues, lo contrario afectaría la estabilidad de las decisiones jurisdiccionales que, en la medida en que constituye un presupuesto ineludible de la seguridad jurídica, es exigencia de orden público y posee jerarquía constitucional.


    F., Ángel s/ Habeas corpus


    F. 1142, XXXIX, 28 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Excepción de incompetencia


    Declaración de inconstitucionalidad. Decretos provinciales. LECOP. Banco Central de la República Argentina. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte por ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal. La Provincia de Río Negro no sólo dictó sino también aplica la norma que produce el estado de incertidumbre y el perjuicio, de tal forma que resulta ser dicho Estado local el sujeto pasivo de la relación jurídica que da lugar a la pretensión y por lo tanto, parte nominal y sustancial en el pleito, de acuerdo con una reiterada jurisprudencia del Tribunal. En cuanto a la materia en debate, corresponde indicar que ésta tiene carácter federal al cuestionarse la validez del Decreto-Ley local 17/01, por ser contrario a los artículos 75 inciso  11, y 126 de la Constitución Nacional y 17 y 30 de la Ley 24.144, dado que el actor sostiene que el Poder Ejecutivo Provincial se arrogó la facultad de emitir y acuñar moneda de curso legal y forzoso, materia que compete en forma exclusiva -según esas disposiciones- al Congreso Nacional y al Banco Central de la República Argentina.  Ello es así, en virtud de que el derecho que pretende hacer valer la sociedad actora se funda directa y exclusivamente en esos preceptos y su interpretación constituye el punto esencial para la solución del litigio. Además, según la doctrina del Tribunal, estos procesos deben tramitar ante sus estrados si median razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Nacional, supuesto que también se presenta en el sub lite. Por estas razones, tiene dicho la Corte reiteradamente que la inconstitucionalidad de leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa naturaleza.


    Banco Cetelem Argentina S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    B. 1140, XXXVII, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Si bien la pretensión principal del actor consiste en obtener la declaración de inconstitucionalidad del  decreto local 2230/01, por ser contrario a los artículos 75 inciso 11, y 126 de la Constitución Nacional y 17 y 30 de la Ley Nacional 24.144, en tanto el Poder Ejecutivo provincial se arrogó la facultad de emitir y acuñar moneda de curso legal y forzoso, la que compete, con exclusividad, al Congreso Nacional y al Banco Central de la República Argentina, también aduce que dicho decreto violaría la ley provincial 7152 de Letras de Cancelación de Obligaciones Provinciales (LECOP). En consecuencia, el proceso no constituye una cuestión de exclusivo contenido federal sobre el punto, en tanto, en la causa, el actor introduce la cuestión federal conjuntamente con una de orden local, con lo cual se tendrá que interpretar y aplicar, en principio, normas de derecho público provincial, lo cual no resulta del resorte de la Corte. No obstante lo expuesto, el proceso es de la competencia originaria de la Corte ratione personae, pues se demanda a una Provincia y se cita como tercero a juicio al Banco Central de la República Argentina, en los términos del artículo 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. La Provincia de Salta -a quien le corresponde la competencia originaria del Tribunal, según lo dispuesto en el artículo 117 de la Constitución Nacional- no sólo dictó sino también aplica el Decreto 2230/01, que produce el estado de incertidumbre y el perjuicio, por lo que resulta ser dicho Estado local, y no el Estado Nacional el sujeto pasivo de la relación jurídica que da lugar a la pretensión. Respecto al Banco Central de la República Argentina –entidad autárquica nacional-, de conformidad con el artículo 55 de su Carta Orgánica (Ley nacional N° 24.144), está sometido a la competencia federal. La única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    Banco Río de la Plata S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    B. 1065, XXXVII, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Extradición


    Debido proceso. Derecho de defensa. 


    No basta para cumplir con las exigencias básicas del debido proceso que el acusado haya tenido patrocinio letrado de manera formal, sino que es menester además que aquél haya recibido una efectiva y sustancial asistencia de parte de su defensor.


    I. P., Mario s/ Extradición


    I. 2, XXXIX, 08 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Fallos de la Corte Suprema


    Reglas para dictar sentencias. Voto de los jueces. Fundamentación de sentencias. Tribunal colegiado. 


    El Artículo 23 del Decreto-Ley 1285/58 dispone que "...las decisiones de la Corte Suprema se adoptaran por el voto de la mayoría absoluta de los jueces que la integran, siempre que éstos concordaren en la solución del caso; si hubiere desacuerdo, se requerirán los votos necesarios para obtener la mayoría absoluta de opiniones". Si los argumentos de los jueces que formaron la mayoría, no solo difieren entre sí sino que se contraponen, el decisorio carece de toda fundamentación, puesto que no habría razón válida para optar por un voto u otro al momento de apreciar cuál ha sido el presupuesto en que se basó la decisión. Tal circunstancia priva a la resolución de aquello que debe constituir su esencia, es decir, una unidad lógico-jurídica cuya validez depende no solo de que la mayoría convenga en lo atinente a la parte dispositiva, sino que también evidencia una sustancial coincidencia en los fundamentos que permitan llegar a una conclusión adoptada por la mayoría absoluta de los miembros del tribunal. Ello es así, pues las sentencias de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales y aisladas de sus integrantes, sino como el producto de un intercambio racional de ideas.


    Moline O´Connor, Eduardo s/ Su juicio político


    M. 1915, XXXIX, 17 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Hábeas corpus


    Considera contestada la vista con lo dictaminado en la causa R. 2332, L. XXXVIII.


    R., Mariano y V., Daniel s/ Hábeas corpus


    R. 2312, XXXVIII, 25 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Hábeas data


    Supresión de datos. AFIP DGI. Finalidad de la ley. 


    Improcedencia de la acción.


    Asiste razón al apelante en lo que atañe a la improcedencia de la acción impetrada. El hábeas data establecido en el artículo 43 de la Constitución Nacional protege la identidad personal y garantiza que el interesado tome conocimiento de los datos a él referidos y de su finalidad, que consten en registros o bancos públicos o los privados destinados a proveer informes. Constituye, por tanto, una garantía frente a informes falsos o discriminatorios que pudieran contener y autoriza a obtener su supresión, rectificación, confidencialidad o actualización. Asimismo, se sostuvo en un precedente del Alto Tribunal que excluir de la protección reconocida por la Constitución a aquellos datos que organismos estatales mantienen fuera del acceso de los particulares, comporta la absurda consecuencia de ofrecer una acción judicial sólo en los casos en los que no es necesaria y vedarla en aquellos en los que el particular no puede sino recurrir, ineludiblemente, a la tutela judicial para ejercer su derecho. Sólo se preserva en forma eficiente el derecho de que se trata, en la medida en que se entienda por "registros o bancos de datos públicos" aquellos que obran en organismos del Estado, incluso, y en especial, los reservados con carácter secreto. No procede la defensa del organismo recaudador basada en el hecho de que la actora no acreditó que los datos sean falsos o discriminatorios, pues la distinción que efectúa la Ley 25.326 entre el derecho de acceso a la información y el de rectificación, actualización o supresión implica que dicha exigencia sólo opera en la medida en que el interesado ya obtuvo el conocimiento de los datos e intenta, en consecuencia, ejercer las opciones que considera pertinentes -supresión, rectificación, confidencialidad o actualización- mas no cuando el particular intenta acceder a los registros, por lo cual el requerimiento de que exista una lesión o perjuicio reparable resulta extraño a la vía. Por otra parte, el artículo 17, inciso 2°, de la ley 25.326 establece que la información sobre datos personales puede ser denegada por los responsables o usuarios de bancos públicos "cuando de tal modo se pudieran obstaculizar actuaciones judiciales o administrativas en curso vinculadas a la investigación sobre el cumplimiento de obligaciones tributarias o previsionales... La resolución que así lo disponga debe ser fundada y notificada al afectado". La circunstancia de que esta disposición no se encontrara vigente al contestar la AFIP las intimaciones de la actora impide exigir la denegatoria fundada que prevé el citado artículo 17, inciso 2°. Sin embargo, las manifestaciones de la demandada relativas a los motivos que habrían originado las inspecciones al expresar que ante la importancia que la actividad de combustibles reviste para la economía nacional, y ante la verificación de determinadas maniobras que podrían resultar evasivas o al menos elusivas en la declaración y pago del tributo, se dispuso la verificación de tal actividad a nivel nacional, habilitan a concluir que se configuran los extremos que prevé dicho precepto, ya vigente al momento de dictarse la sentencia apelada. En efecto, si bien la protección constitucional de que se trata se dirige a que el particular interesado tenga la posibilidad de controlar la veracidad de la información y el uso que de ella se haga, no debe perderse de vista que el alcance de dicha garantía encuentra su límite en ciertas circunstancias específicas que no pueden ser soslayadas, tales como el carácter de las funciones que desarrolla el organismo fiscal y la imposibilidad de que el contribuyente desconozca el fin con el que se recolectan y procesan los datos. Habida cuenta de ello, la pretensión de la actora no se compadece con el objeto y finalidad del instituto del que intenta valerse, pues resulta evidente que el organismo recaudador se encontraba realizando investigaciones tendientes a determinar si había cumplido sus obligaciones tributarias, función en la que subyace un interés público primordial y, por otra parte, la empresa actora, sin mayor fundamento, sólo intenta anticipar la oportunidad en la que debe ejercer su derecho de defensa. Según manda el artículo 17 de la Ley 11.683, a los efectos de presentar su descargo, el organismo recaudador deberá proporcionar "detallado fundamento" de las impugnaciones y cargos que le formule, y brindar acceso a la totalidad de las actuaciones administrativas que ha labrado toda vez que, como ha sostenido la Corte, para el cuestionamiento de una determinación impositiva, la ley ha previsto un procedimiento y un órgano de decisión y la posibilidad de apelar ante los tribunales del poder judicial nacional. En estas instancias podrá, no sólo conocer y solicitar la corrección de los datos a él referidos y su finalidad, sino también demostrar la improcedencia de la hipotética pretensión fiscal, plantear todas sus defensas e invocar la posible nulidad de la pruebas colectadas en los procedimientos desarrollados los días 1° y 8 de octubre de 1999, motivo por el cual cabe concluir que la decisión recurrida prescindió de la incidencia del mecanismo de determinación de oficio en la solución del sub lite y, de esta forma, adelantó -sin fundamento- etapas del procedimiento fijadas por la ley ritual tributaria, con riesgo de entorpecimiento de la labor fiscalizadora del ente recaudador.


    Empresa de Combustible Zona Común S.A. c/ AFIP s/ Hábeas Data


    E. 268, XXXVII, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Indemnización


    Daños y perjuicios. Administración General de Vialidad Nacional. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que se deduce demanda contra la Dirección Nacional de Vialidad, que es una entidad nacional que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, y contra la Provincia de San Luis, a quien le corresponde la competencia originaria del Tribunal, de conformidad con el artículo 117 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Celi, Salvador y otro c/ San Luis, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    C. 3800, XXXVIII, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Mala praxis. Juicios contra el Estado. Universidades Nacionales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que los actores deducen su demanda contra la Universidad Nacional de Buenos Aires (U.B.A.), que como entidad nacional tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, y contra la Provincia de Buenos Aires, a quien le corresponde la competencia originaria del Tribunal, de conformidad con el artículo 117 de la Ley Fundamental, por lo que la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    E., A. L. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    E. 649, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Instituto Nacional contra la Discriminación, la xenofobia y el racismo


    Entes descentralizados. Poder Judicial. Cuestión no justiciable. Revisión judicial de actos administrativos. 


    El punto debatido consiste en determinar si en autos se presenta un "caso", "causa" o "controversia" que debe tramitar en la justicia, o si se trata de un conflicto que debe resolverse en el ámbito de la Administración.  La Corte ha sostenido que los diferendos entre entidades dependientes de un superior jerárquico común están excluidas, por principio, de la decisión judicial y que, si bien tal doctrina es de especial pertinencia para las distintas reparticiones de un mismo departamento gubernamental, en razón de la común gestión de los asuntos propios de su competencia institucional, es también factible en caso de una jefatura única de las entidades afectadas. Por virtud de esa doctrina, la sentencia apelada, en cuanto declaró que la resolución de esta controversia es ajena al Poder Judicial, se ajusta a derecho. El INADI fue creado por la Ley 24.515 como entidad descentralizada en jurisdicción del Ministerio del Interior, con el objeto de elaborar políticas nacionales y medidas concretas para combatir la discriminación, la xenofobia y el racismo. Luego pasó a desempeñarse como organismo de la Administración central del citado Ministerio, y la ley 25.672 le otorgó nuevamente el carácter de entidad descentralizada, pero en el ámbito del Poder Ejecutivo Nacional, a través de la Secretaría de Asuntos Políticos del Ministerio del Interior. Se trata de un ente autárquico que integra la Administración descentralizada, que ni antes ni ahora puede cuestionar judicialmente las decisiones que adopte el Poder Ejecutivo Nacional, en cuya órbita aquél desempeña sus funciones por disposición legal y que, por otra parte, es el jefe supremo de la Nación, jefe del gobierno y responsable político de la administración general del país, por mandato constitucional. Contrariamente a lo que sostiene el INADI en su recurso extraordinario, no es que la sentencia lo prive de ejercer sus funciones, o asigne prevalencia al principio de autoridad sobre el de no discriminación, sino que, simplemente, el a quo declaró que, por su carácter de ente descentralizado, los conflictos que lo involucren con otros órganos administrativos están exentos del conocimiento de los jueces y en esa decisión no hay nada que permita sostener que se vulneran tratados internacionales, o se deja sin tutela los principios del Derecho Internacional o del Derecho Administrativo interno, precisamente, porque por aplicación de dichas pautas, el cauce natural para resolver este conflicto no es el proceso judicial.  En Fallos: 314:570, la Corte sostuvo, con relación a la pretensión de la Universidad de Buenos Aires de cuestionar en sede judicial un decreto del Poder Ejecutivo Nacional, que si los entes autárquicos no están legitimados para impugnar administrativamente los actos de la administración central, menos pueden hacerlo judicialmente. Y, si bien dicho precedente es anterior tanto a la reforma constitucional de 1994 como a la sanción de la Ley 24.521, aquellas conclusiones son aplicables al sub lite y que, al igual que entonces, cabe concluir que no hay en autos un "caso" o 'juicio" propiamente dicho y no hay materia justiciable que quepa a la Corte decidir.


    INADI c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Decreto 957/01 - Ley 25.453 s/ Amparo


    I. 162, XXXVII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Jubilación de magistrados


    Impuesto a las ganancias. Retenciones salariales. Haber jubilatorio. Garantía de los jueces. Intangibilidad de la remuneración. 


    Precedente de Fallos: 176:73 ("Medina").


    Los agravios referidos a la falta de legitimación pasiva, a la extemporaneidad del amparo y a la condena en costas, son cuestiones de derecho común y procesal ajenas, en principio, a la vía del artículo 14 de la Ley 48, más aún cuando sólo se demuestra la discrepancia con los argumentos expuestos por el tribunal al respecto, lo que impide la descalificación del pronunciamiento con apoyo en la doctrina de la arbitrariedad. En la tarea de establecer la inteligencia de las normas, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni por los argumentos de las partes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue. Por aplicación de dicho principio, el artículo 1°, inciso  a), de la Ley 24.631 deroga las disposiciones del artículo 20 de la Ley 20.628 de Impuesto a las Ganancias, que declaran exentos de dicho tributo a los sueldos de todos los jueces del Poder Judicial de la Nación, miembros de los tribunales provinciales, vocales de los tribunales de cuentas y Tribunales Fiscales de la Nación y las provincias.  Asimismo, comprende a los funcionarios judiciales que tuvieran asignadas retribuciones iguales o superiores a los jueces de primera instancia, así como a los haberes jubilatorios y las pensiones que correspondan por las funciones cuyas remuneraciones estaban exentas en los términos señalados. Al declarar la inaplicabilidad del artículo 1° de la Ley 24.631 a los haberes de los magistrados y funcionarios del Poder Judicial de la Nación, mediante la Acordada N° 20/96, la Corte Suprema recordó que, con particular referencia a los alcances de la garantía reconocida en el artículo 96 de la Constitución de 1853, en cuanto a que las compensaciones de los jueces no son susceptibles de ser disminuidas de manera alguna, y la tensión entre dicho privilegio y la legislación que impone a todos los ciudadanos la obligación de tributar sobre las rentas obtenidas con el trabajo personal, ya se había pronunciado en el precedente de Fallos: 176:73 ("Medina"), declarando violatoria de la garantía constitucional señalada a la disposición legal que comprendía como rédito sujeto a tributación a los haberes percibidos por los magistrados federales, en virtud de los fundamentos que allí se habían desarrollado. La garantía de irreductibilidad de los sueldos está conferida en común al "órgano-institución" y al "órgano-individuo", no para exclusivo beneficio personal o patrimonial de los magistrados, sino para resguardar su función en el equilibrio tripartito de los poderes del Estado y añadió que ha sido establecida en mira a la institución Poder Judicial de la Nación, a la que los constituyentes han querido liberar de toda presión de parte de los otros poderes, para preservar su absoluta independencia. En oportunidad de pronunciarse acerca del régimen previsional para magistrados y funcionarios, el Alto Tribunal expresó que el monto del haber que le corresponde a un juez jubilado forma parte de la expectativa de todo magistrado en actividad, quien ya sea por un hecho fortuito (incapacidad sobreviniente) o por el transcurso del tiempo (cumplimiento de la edad requerida para el retiro o jubilación) cuenta con tal régimen y haber para el ejercicio independiente y sereno de su función, que es precisamente lo que persigue la garantía constitucional de incolumidad de las remuneraciones. Tal garantía no se vería salvaguardada si éstos viesen frustrada su expectativa a obtener en el futuro una jubilación que les permita mantener similar nivel de vida al que tienen en actividad, pues aunque los sueldos de los magistrados en actividad posibilitan un nivel de vida decoroso, no pueden estimarse suficientes para generar un ahorro que les permita compensar los efectos de una jubilación devaluada. Los magistrados en pasividad mantienen su condición de tales, al grado de poder ser convocados para desempeñarse en el cargo que tenían al momento de jubilarse sin posibilidad de negarse o excusarse, de donde puede concluirse que continúan amparados por el artículo 110 de la Constitución Nacional. Si la Corte ha atendido favorablemente al reclamo tendiente a lograr el reajuste del haber en función de la retribución que corresponde a los jueces en actividad por mandato constitucional, con fundamento en que la Ley Federal que rige el sistema jubilatorio de los magistrados y funcionarios de la Justicia Nacional ha establecido una correlación entre una y otra clase de haberes y consideró que los principios constitucionales que resguardan la retribución de los magistrados son los que garantizan la movilidad y la proporcionalidad en el haber previsional del funcionario en pasividad, se debe aplicar un criterio semejante cuando la tutela prevista por el artículo 110 de la Carta Magna es requerida por quienes pretenden que, como consecuencia de dicha norma, los haberes previsionales que perciben no puedan ser modificados en su expresión económica por la aplicación de un impuesto que se traduce en su concreta disminución. Ello es así, por cuanto la proporcionalidad que, según la doctrina citada, debe guardar con la retribución del magistrado activo, quedaría notoriamente desvirtuada por la legislación impositiva dictada fuera de los límites que, en el ejercicio de sus potestades, tiene el Congreso Nacional. De lo precedentemente expuesto, se infiere claramente la inconstitucionalidad del artículo 1° de la Ley 24.631 en su aplicación a los accionantes. En cuanto al agravio referido a que la Ley Provincial 6.696 no incluye a la 5.854 entre las leyes que integran el Convenio de Transferencia del Sistema de Previsión Social, cabe advertir que la propia demandada invoca su carácter de agente de retención del monto correspondiente al impuesto a las ganancias, lo cual importa admitir que tiene a su cargo la liquidación de los haberes jubilatorios de los amparistas y, por ende, su inclusión en la transferencia que se operó a partir del 1° de enero de 1996 a favor del Estado Nacional. Por otra parte, tampoco parece haber sido necesaria la mención de la Ley Orgánica de Tribunales de San Juan, en virtud de que el Art. 1° de dicho convenio incluye expresamente a la Ley 4.266, ordenamiento regulatorio de las jubilaciones y pensiones del personal de la Administración Pública local.  No constituye óbice a lo expuesto la circunstancia de que los amparistas sean jubilados que se desempeñaron en los tribunales de la Provincia de San Juan. En efecto, si bien el artículo 200 de la Constitución local dispone que las retribuciones de los magistrados y representantes del Ministerio Público serán establecidas por Ley y no pueden ser disminuidas con descuentos que no sean los que aquélla dispusiera con fines de previsión o con carácter general, la Corte tiene dicho que las razones por las cuales se ha recalcado que la garantía del artículo 96 -actual artículo 110- atiende al funcionamiento independiente del Poder Judicial, llevan a concluir que la intangibilidad de las remuneraciones que dicho precepto consagra está comprendida entre las condiciones de la administración de justicia exigibles a las provincias a los fines contemplados en el artículo 5° de la Ley Fundamental. Asimismo, en otro precedente se sostuvo que el principio de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces no podría ser desconocido en el ámbito provincial y que, en la medida en que las normas locales preserven la sustancia del principio, en la medida en que la ratio de éste no resulta frustrada, la exigencia del artículo 5° de la Constitución Nacional resulta suficientemente cumplida.  Los otros poderes del Estado carecen de atribuciones para modificar, mediante el ejercicio de sus funciones específicas, las previsiones constitucionales impuestas para asegurar la independencia del Poder Judicial, cuales son la inamovilidad en el cargo y la intangibilidad de las remuneraciones, garantía que se extiende también a los magistrados jubilados.


    Lucero Rodríguez, Luis Enrique y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    L. 311, XXXV, 04 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Juegos de azar


    Poder de policía municipal. Facultades de la municipalidad. Moral y buenas costumbres. 


    El ejercicio del poder de policía en materia de los juegos de azar no es originario, natural y propio de los municipios, sino antes bien, es una potestad reservada por la Constitución Nacional a las provincias. Desde antiguo la Corte, y con anterioridad a la vigencia del Código Civil, en un precedente de 1869 reconoció "que es un hecho y también un principio de derecho constitucional, que la policía de las provincias está a cargo de sus gobiernos locales, entendiéndose incluido en los poderes que se han reservado, el de proveer lo conveniente a la seguridad, salubridad y moralidad de sus vecinos; y que, por consiguiente, pueden lícitamente dictar leyes y reglamentos con estos fines, no habiéndose garantido por el artículo catorce de la Constitución Nacional a los habitantes de la República el derecho absoluto de ejercer su industria o profesión, sino con sujeción a las leyes que reglamentan su ejercicio. En ese orden de ideas, sentando un criterio rector en materia sobre los juegos de azar, aseveró "que es innegable la potestad de las provincias para legislar sobre faltas y contravenciones, los preceptos locales que reprimen los juegos de azar... no traducen sino un razonable ejercicio del poder de policía en materia de moralidad pública y, por lo tanto, lejos de infringir la Ley Fundamental, se ajustan a lo que ella dispone en sus artículos 14, 28 y 104". Por su parte, en cuanto a las prescripciones contenidas en el derecho de fondo atinente a la materia en debate, la Corte entendió que el Congreso, al sancionar el Código Civil, "ha reconocido a las autoridades locales el derecho a reglamentar el juego y agregó "que los artículos recordados... no hacen distinción entre ordenanzas municipales y reglamentos de policía de origen provincial y los que puedan dictarse en la Capital y Territorios Nacionales con análogos propósitos". Con posterioridad, sostuvo que "el poder de policía local se traduce en el dictado de ordenamientos normativos, sean ellos leyes, reglamentos u ordenanzas, toda vez que las aludidas facultades reservadas a las jurisdicciones provinciales y las atribuidas por éstas a los municipios, asumen los caracteres de preventivas y sancionatorias.  Dichos antecedentes permiten sostener que la facultad de reglamentar los juegos de azar está reservada a las jurisdicciones provinciales, en virtud del principio general que rige la distribución de competencias que surge de la Constitución Nacional, según el cual, los poderes de las provincias son originarios e indefinidos, en tanto que los delegados a la Nación son definidos y expresos Dentro de este contexto, cabe entender que las prerrogativas de los municipios derivan de las correspondientes a las provincias a las que pertenecen y que, por lo tanto, es atribución del Poder Constituyente provincial y de su legislación otorgar esta facultad a los municipios, ya sea en forma exclusiva o en concurrencia con otros territorios o servicios estatales, o bien, como propias o delegadas por el Estado Provincial.  Por lo demás, la autonomía municipal consagrada en la Constitución Nacional de 1994 en nada modifica el criterio aquí expuesto, ni aun cuando la materia en debate fuera considerada de las que la Carta Magna atribuye como propias del municipio. En efecto, es del caso recordar que la Corte en Fallos: 325: 1249 dejó sentado que el artículo 123 de la Constitución Nacional -incorporado a la reforma de 1994- no confiere a los municipios el poder de reglar las materias que le son propias sin sujeción a límite alguno. La cláusula constitucional les reconoce autonomía en los órdenes "institucional, político, administrativo, económico y financiero" e impone a las provincias la obligación de asegurarla, pero deja librado a la reglamentación que éstas realicen la determinación de su alcance y contenido". Se admite así un marco de autonomía municipal cuyos contornos deben ser delineados por las provincias, con el fin de coordinar el ejercicio de los poderes que éstas conservan con el mayor grado posible de atribuciones municipales en los ámbitos de actuación mencionados por el artículo 123.


    Cadegua S.A. c/ Municipalidad de Junín


    C. 835, XXXVII, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo


    Certificado de deuda. Aportes a obras sociales. Obras sociales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1°, del Decreto-Ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate. Toda vez que una entidad de obra social, que litiga en el fuero federal, demanda a una Provincia con derecho a la competencia originaria de la Corte, una solución que satisfaga ambas prerrogativas jurisdiccionales conduce a determinar que la causa tramite en la instancia originaria del Tribunal, ratione personae.


    Obra Social Ferroviaria (OSFE) c/ Córdoba, Provincia de - Ministerio de Salud s/ Ejecución


    O. 654, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Juicio político


    Remoción de jueces. Enjuiciamiento de magistrados. Causales de remoción. Renuncia al empleo. 


    Desde la última reforma constitucional existen dos procedimientos para remover a los jueces, según se trate de los miembros de la Corte Suprema de Justicia de la Nación o de los tribunales inferiores, con algunas características comunes y otras claramente diferentes. Entre las primeras, las causales de remoción -artículo 53 Constitución Nacional-, entre las segundas, pueden mencionarse el procedimiento, el órgano encargado de llevarlo adelante y los efectos de la decisión. Mientras el fallo del Senado tiene por efectos destituir al acusado y aún declararle incapaz de ocupar ningún empleo de honor, de confianza o a sueldo de la Nación (artículo 60), la única consecuencia de lo decidido por el jurado de enjuiciamiento es separar al magistrado de su cargo -artículo 115 Constitución Nacional-. En tales condiciones, el objeto principalísimo del juicio político, tanto en la Constitución norteamericana como en la nuestra, es la separación del magistrado indigno de su puesto. La naturaleza del proceso de remoción es de un juicio de responsabilidad política con sujeción a las reglas del debido proceso legal, lo que equivale a decir que en lo sustancial el juicio es político, pero en lo formal se trata de un proceso orientado a administrar justicia, es decir, a dar a cada uno su derecho, sea a la acusación en cuanto le asista el de obtener la remoción del magistrado, sea a éste, en cuanto le asista el de permanecer en sus funciones. En el régimen constitucional argentino, el propósito del juicio político no es el castigo del funcionario, sino la mera separación del magistrado para la protección de los intereses públicos contra el riesgo u ofensa, derivados del abuso del poder oficial, descuido del deber o conducta incompatible con la dignidad del cargo. De tal manera que se lo denomina "juicio político" porque no es un juicio penal, sino de responsabilidad, dirigido a aquellos ciudadanos investidos con la alta misión del gobierno, en su más cabal expresión. Respecto a los efectos que produce la renuncia del juez sobre el proceso de remoción antes de que el plenario del Consejo de la Magistratura formule la acusación ante el Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados de la Nación es un problema que se suscita por la falta de regulación expresa en cuanto a la necesidad o no de aceptar o rechazar la renuncia presentada por un magistrado, así como de las condiciones en que este acto debe realizarse y de los efectos que produce la inacción del órgano competente para adoptar tal medida, en particular con respecto a la posible frustración del procedimiento de remoción.  En el precedente de la Corte de Fallos: 162:133, se sostuvo que para que el procedimiento del juicio político se ponga en movimiento es indispensable que él se refiera y aplique a uno de los funcionarios enumerados por el artículo 45 de la Constitución y que se encuentre actualmente en el desempeño y posesión de la función pública. Y se comprende esta última exigencia, porque si el efecto de la sentencia del Senado es simplemente el de destituir al acusado, no se ve cómo ésta podría realizarse respecto de un funcionario que ha dejado de serlo por terminación de su mandato, por renuncia presentada antes de iniciado el procedimiento del juicio político o por derrocamiento generado en una revolución triunfante. Story dice a este respecto lo siguiente: si la Constitución ordena la destitución, es porque supone al acusado todavía en ejercicio de sus funciones cuando se le hace la acusación. Siendo de otra manera, el delito debe ser juzgado y castigado por los tribunales ordinarios. Esto se justifica, dice, observando que sería ejercer una autoridad ilusoria la de juzgar a un culpable por un crimen susceptible de juicio político" cuando el principal objeto de la ley no es ya necesario, ni tampoco puede ser alcanzado. Hay todavía otra observación importante que hacer, y es que el procedimiento de estas actuaciones es de naturaleza política: que no ha sido imaginado para castigar al culpable, sino para garantizar a la sociedad contra los graves delitos de los funcionarios; que no afecta ni las personas ni los bienes del culpable, sino solamente su capacidad política. La opinión de Willoughby, contraria a la de Story, se funda en razones vinculadas a la hipótesis de que la renuncia del funcionario se produzca después de iniciado el procedimiento del juicio político, esto es, cuando ya medie acusación de la Cámara de Diputados, y en tal caso, claro es, que no puede estar en manos del funcionario evitar el castigo de inhabilitación mediante la renuncia. La práctica parlamentaria en materia de enjuiciamiento de magistrados demuestra que ante la presentación de la renuncia por parte de un juez, la Comisión de Juicio Político de la Cámara de Diputados dio por concluidos los procesos. Es que, tal como lo señaló la Corte en el caso "Irigoyen", no existiría utilidad práctica ni razón doctrinaria que justifique el procedimiento respecto de quien no tiene el ejercicio de la función, ni puede por consiguiente ser destituido de ella, circunstancia que no impide que el magistrado quede sujeto a acusación, juicio y castigo conforme a las leyes ante los tribunales ordinarios, tal como expresamente dispone el artículo 115 de la Ley Fundamental. Así, la renuncia presentada por el juez produce que, en cierta medida, el proceso de remoción carezca de sentido, pues con la voluntad de aquél de alejarse de su cargo el propósito del instituto estaría cumplido y no existirían obstáculos para una investigación judicial para determinar la existencia de delitos. La renuncia es un derecho ínsito previsto en el nombramiento, como lógica consecuencia de la relación de empleo, pues si así no fuera, el magistrado aparecería compelido a continuar en la función pública contra su voluntad, lo que implicaría un agravio a su esfera de libertad, sin que el ordenamiento positivo condicione o limite de algún modo el ejercicio de tal derecho. Por otra parte, el artículo 9 bis del Reglamento para la Justicia Nacional establece que mientras la renuncia no sea formalmente aceptada, el juez estará sujeto a las disposiciones legales y reglamentarias a la función judicial, pero esa norma -y los efectos de la falta de aceptación de la renuncia presentada- no se proyecta al proceso de enjuiciamiento de magistrados, porque además de que éste instituto se rige por normas propias, ya estaría cumplida su finalidad con la voluntad de dimitir expresada por aquél.


    L., Ricardo s/ Pedido de enjuiciamiento - Causa N° 9


    L. 1173, XXXIX, 20 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Libertad de prensa


    Publicación periodística. Revistas. Doctrina de la real malicia. Doctrina de la arbitrariedad. Falta de fundamentación autónoma. Insuficiencia del agravio. 


    La doctrina introducida en el caso "Campillay", y desarrollada posteriormente en causas como "Abad" y "Granada", ha establecido que el medio que difunde una información eventualmente difamatoria para un tercero, no responde civilmente por ella cuando utiliza un tiempo de verbo potencial, o cuando omite la identidad de los implicados, o cuando atribuye sinceramente la noticia a otra fuente.  La crítica del apelante se encuentra formulada de manera genérica, prescindiendo de indicar cuáles de las diversas publicaciones acompañadas a la demanda, habrían incurrido en excesos. Sólo cuando se ocupa de la tacha de arbitrariedad, refiere que la publicación del 9 de noviembre de 1994 no indicó la fuente ni fue escrita en forma potencial. El apelante solo afirma que es falso lo que se dijo en esta publicación, empero, de la simple lectura de la nota surge que tales reproches aparecen separados del contexto de la misma. Habiendo el apelante soslayado precisar en qué otras publicaciones se habrían vulnerado los requisitos de la doctrina del fallo "Campillay", el comportamiento del diario no fue abusivo ni mendaz.  El estándar jurisprudencial de la "real malicia", se resume en la exculpación de los periodistas acusados criminalmente o procesados civilmente por los daños y perjuicios causados por informaciones falsas, poniendo a cargo de los querellantes o demandantes la prueba de que las informaciones falsas lo fueron con conocimiento de que eran tales, o con imprudente y notoria despreocupación sobre si lo eran. El título de la nota en cuestión guarda relación con la reseña que contiene, pero ni de dicho título, ni de los diversos artículos acompañados a la demanda, puede inferirse que el diario haya tratado de formar la imagen de que el apelante fuera jefe o miembro de la superbanda, como se reprocha. El recurrente persiste en aludir genéricamente a las constancias del expediente para expresar que serían una prueba irrefutable de la intención dolosa de publicar noticias falsas. No se advierte en dicha noticia, ni la mendacidad, ni la intención malsana que el apelante pretende endilgarle.  En el sistema legal vigente es imprescindible probar el factor de imputabilidad subjetivo de la persona u órgano que dio la noticia o publicó la crónica, lo que no ocurrió en la especie, en razón de que tanto el fallo de Cámara, como ahora los agravios, no tienen suficiente apoyatura en las probanzas de autos, ni en las causas judiciales agregadas.  Finalmente, al ocuparse de la tacha de arbitrariedad, el apelante sostuvo que la Cámara había señalado la veracidad de parte de las publicaciones, pero no de todas, y que ello fue el preámbulo para confirmar la sentencia en cuanto a la responsabilidad del diario. Pero lo que el recurrente parece no advertir es que fue precisamente este razonamiento de la Cámara lo que determinó la revocación de su decisorio por la Corte Provincial.  Se advierte asimismo, que los agravios expuestos so color de arbitrariedad remiten a cuestiones de hecho y prueba -materia propia de los jueces de la causa y ajena, en principio, a la instancia del art. 14, de la Ley 48-, y que, además, pretenden meramente oponerse a conclusiones del juzgador que exteriorizaron fundamentos que resultan suficientes como para excluir la tacha que se les endilga, lo que obsta a su admisión. Sobre el particular, la Corte también tiene dicho, que no promueve cuestión apta para ser tratada en la instancia excepcional, la tacha de arbitrariedad que sólo trasunta una opinión diversa a la sostenida por el juzgador, insuficiente por ende para demostrar que ésta conduzca a un apartamiento palmario de la solución jurídica prevista para el caso, o adolezca de una decisiva carencia de fundamentación.


    Vallejo, Guillermo Alberto c/ Editorial La Capital S.A.


    V. 1336, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Medida para mejor proveer


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Casarín, Favio José c/ Poder Ejecutivo Nacional - Banco Río s/ Amparo


    C. 3958, XXXVIII, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Cuerpo de fotocopias en autos: M. M. O. F. 13.01.1975 c/ Banco Societe General y otro s/ Amparo


    M. 3441, XXXVIII, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Incidente de apelación de denegatoria de medida cautelar en autos c/ Gramaglia, Javier Alejandro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros – Amparo Ley n° 16.986


    G. 3096, XXXVIII, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Santiago del Estero, Provincia de c/ Gobierno Nacional s/ Acción de Amparo


    S. 1119, XXXI, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Ombudsman


    Facultades del ombudsman. Impugnación de acto administrativo. Falta de legitimación para obrar. 


    El Tribunal al ha sostenido que, aun cuando las normas otorguen legitimación procesal al defensor del pueblo (tanto nacional como locales), ello no significa que los jueces no deban examinar, en cada caso, si corresponde asignarle el carácter de titular de la relación jurídica sustancial en que sustenta la pretensión, como es exigible en todo proceso judicial, pues no debe perderse de vista que dilucidar la cuestión relativa a la legitimación procesal del actor constituye un presupuesto necesario para que exista un caso o controversia que debe ser resuelto por la Corte. La Corte en la causa D. 1837, L. XXXVIII, "Defensor del Pueblo de la Provincia de Santiago del Estero c/ Tucumán, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción de amparo", rechazó in limine la acción intentada por aquel funcionario provincial, porque tanto la Constitución local como la ley del mismo carácter que regulaba su actuación circunscriben su accionar a la protección de los derechos individuales y de la comunidad frente a hechos, actos u omisiones de la administración pública provincial, circunstancia que consideró relevante para determinar que la promoción de acciones judiciales contra otra provincia o el Estado Nacional, excedía su ámbito de actuación.  El Artículo 137 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires establece la misión de la Defensoría del Pueblo, al tiempo que le confiere iniciativa legislativa, legitimación procesal y la facultad de requerir de las autoridades públicas, en todos sus niveles, la información necesaria para el mejor ejercicio de sus funciones. Este precepto ha sido desarrollado por la Ley Orgánica de la Defensoría. Otras previsiones legales relevantes para establecer el punto son las contenidas en los artículos 23, 27 y 32, relativas al procedimiento de actuación de aquel funcionario.  La Defensora del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires carece de legitimación para impugnar judicialmente actos emanados de una autoridad nacional, toda vez que su desempeño se encuentra limitada al control de la actividad administrativa de los órganos locales.  Del examen de las disposiciones constitucionales y legales que rigen su actividad, se concluye que el ámbito de ésta se circunscribe a la Ciudad de Buenos Aires, tanto en lo que respecta a la materia como a los sujetos de los que provienen los actos, hechos u omisiones cuestionados. Ello se corrobora fácilmente cuando se repara en los entes y órganos frente a los que la Defensoría puede legalmente intervenir, así como por su obligación de derivar a la autoridad competente las quejas que se formulen contra personas u organismos que no estén bajo su control y esto es consecuencia natural de su creación por los constituyentes locales como órgano de control de la administración de la Ciudad, e incluso de los Poderes Legislativo y Judicial en tanto desarrollen actividad administrativa.  Por otra parte, la previsión del artículo 13, inciso h) de la Ley Orgánica de la Defensoría no es obstáculo para sustentar esta postura, si se aplica el conocido criterio hermenéutico que indica que la inconsecuencia o la falta de previsión no se suponen en el legislador, por lo que las leyes deben interpretarse siempre evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras y adoptando como verdadero el que las concilie y deje a todas con valor y efecto. En efecto, aquel dispositivo no aumenta su ámbito de actuación, sino que simplemente habilita a plantear acciones judiciales en el fuero federal, siempre que ello resulte pertinente según los distintos casos.


    Defensor del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires c/ Secretaría de Comunicaciones - Resolución 2926/99 s/ Amparo Ley 16.986


    D. 859, XXXVI, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso de inconstitucionalidad


    Honorarios del abogado. Poderes del Estado. División de poderes. Distribución de competencias. Admisibilidad del recurso. 


    La Constitución Nacional expresamente confiere al Estado Nacional la facultad de dictar la legislación civil y del mismo modo se lo prohíbe a las provincias. Tal atribución comprende, la posibilidad de regular el contenido y alcance de las obligaciones, tal como sucede con la Ley 24.432 que, al modificar sus efectos, limita la extensión del resarcimiento a cargo del deudor en lo que atañe al pago de las costas. En efecto, tanto por su ubicación metodológica dentro del Código Civil como por los términos empleados por el legislador, aquélla tiene un inequívoco sentido de incorporar una limitación con respecto al daño resarcible que debe afrontar el deudor. Por otra parte, aun cuando se considerara que dicha norma posee un carácter netamente procesal, ello no modifica la conclusión expuesta, toda vez que no contiene ninguna limitación con respecto al monto de los honorarios a regular judicialmente, sino que alude exclusivamente al alcance de la responsabilidad por las costas.


    Brambilla, Miguel Ángel s/ Regulación de Honorarios (Expediente 201/95)


    B. 1255, XXXVI, 05 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Debido proceso. Garantías constitucionales. Defensa en juicio. Deber de imparcialidad. Cuestión federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Admisibilidad del recurso. 


    La asistencia técnica de una persona imputada por delito únicamente tiene aptitud para convencer a los magistrados sobre la inocencia del reo, cuando se desarrolla ante un tribunal imparcial, que revisa el caso sin ningún prejuicio o preconcepto, ni abriga tendencia interna, por mínima que fuera, hacia un veredicto adverso. Por esta razón, la regla de imparcialidad, fue reforzada específicamente a través de los Tratados de Derechos Humanos incorporados en la reforma de 1994, donde se la considera como una cualidad inescindible del concepto de juez hábil o exento de todo interés en el resultado del pleito. Igual directiva contienen las Reglas mínimas de la Organización de las Naciones Unidas para el procedimiento penal que receptan el criterio de la comunidad jurídica internacional. La Corte ha hecho defensa expresa del principio, al dejar sin efecto el fallo que prescindió de la ley local relativa a la incompatibilidad de los jueces del trámite preliminar para intervenir en el debate posterior, resolviendo concretamente que los magistrados que habían intervenido como jueces de cámara, controlando actos realizados por el juez de instrucción, no podían, a su vez, formar parte del órgano de juicio que habría de dictar sentencia en el mismo caso. En resumen, el ejercicio de una actividad jurisdiccional relevante durante la investigación penal preparatoria significa que el juez que se ha formado cierta convicción sobre la culpabilidad del imputado, por lo que debe apartarse, irremediablemente, del debate ulterior. Por las razones expuestas, las Acordadas 19/00 y 21/00, menoscabarían de manera indirecta la garantía de juez imparcial, establecida en el artículo 18 de la Constitución Nacional y en los pactos internacionales introducidos en al texto de la Ley Suprema con fundamento en lo dispuesto por su artículo 75, inciso 22°, al impedir la subsanación efectuada por la ley 25.269 al mecanismo procesal lesivo que consiste en que el mismo tribunal que intervino como alzada del juez de instrucción, sea el que Juzgue en definitiva al acusado. En este sentido, las altas razones de superintendencia, de política criminal y de organización judicial, deben ceder aquí ante la posibilidad de preservar un derecho individual de la mayor importancia para el progreso de los derechos humanos.


    B., Laura R. s/ Causa N° 3.356


    B. 641, XXXVII, 05 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Actuación de oficio. Juegos de azar. Conflicto de leyes. Inconstitucionalidad. Inadmisibilidad del recurso. 


    Es doctrina del Tribunal que, la existencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio, pues su ausencia o desaparición importa la de juzgar y no puede ser suplida por la conformidad de las partes o su consentimiento por la sentencia. En esas condiciones, tal como expresó el Ministerio Público, la admisibilidad del recurso extraordinario planteado se encuentra liminarmente subordinada a la concurrencia de dichos requisitos, entre los que se destaca la necesidad de existencia de un "caso" o "causa" o "controversia", donde el titular de un interés jurídico concreto busca fijar la modalidad de una relación jurídica o prevenir o impedir lesiones a un derecho con base constitucional. El sub lite no constituye en esta instancia, "causa" o "caso contencioso" que permita la intervención del Poder Judicial de la Nación. Ello es así, toda vez que la declaración de inconstitucionalidad que se pretende no se limita a un acto relacionado con un conflicto o controversia concreto, sino con una proyección erga omnes, con carácter de norma general derogatoria de la disposición cuestionada, cuando, por el contrario, el sistema de control federal impide que se dicten sentencias cuyo efecto sea privar de valor a las normas impugnadas, o que se refieran a agravios meramente conjeturales o hipotéticos. En tal sentido, la Corte ha declarado que los jueces de la Nación "no pueden tomar por sí una ley o una cláusula constitucional y estudiarla en teoría, sino sólo aplicarla a las cuestiones que se suscitan o se traen ante ellos por las partes a fin de asegurar el ejercicio de derechos o el cumplimiento de obligaciones".


    Unión Transitoria de Agentes S.A. y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    U. 166, XXXVIII, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Inmunidades parlamentarias. Diputados. Interpretación de la ley. Interpretación Amplia. Interpretación de la Constitución. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Existe cuestión federal bastante para su examen por la vía del artículo 14 de la ley 48; cuando se ha puesto en tela de juicio la inteligencia asignada art. 68 de la Constitución Nacional que consagra la inmunidad de expresión de los miembros del Congreso, y el amparo que otorga, frente a la acusación, interrogación judicial o molestia por las opiniones o discursos que emitan desempeñando sus mandatos legislativos. Las razones expuestas por el recurrente, no logran conmover los argumentos dados por el a quo, al considerar una interpretación amplia de la inmunidad de expresión consagrada en el art. 68 de la Constitución Nacional, pues, más allá de que no hizo un análisis puntual de cada una de las expresiones vertidas por el accionado, de sus propias manifestaciones surge de manera nítida, que la pretensión sustancial de su reclamo es que se analice y determine si ha mediado excedencia en el actuar funcional del legislador, lo cual exige prolijamente demostrar la falsedad de aquellos dichos, y a partir de ahí establecer si debe responder por las alegadas calumnias o injurias que invocó afectaban su honor. Pero tal pretensión, supone dar curso al procedimiento para discutir y analizar los alcances de términos y opiniones utilizados por el legislador con referencia al demandante, las que está acreditado y reconocido se realizan un durante el cumplimiento de sus funciones, y con referencia a una materia que estaba en investigación por la comisión especialmente creada por el Congreso al efecto. Tal procedimiento no solo estaría sujeto a la actividad procesal del actor sino necesariamente a la del legislador, cuya actuación aparece cuestionada, para permitirle así sostener su defensa en torno al alcance, razón y sentido de sus pareceres y opiniones, y precisar si las mismas excedieron el marco constitucional admitido, lo cual importaría admitir la posibilidad de "la acusación" prohibida por el precepto constitucional, y conduciría inevitablemente a someter al demandado a interrogación judicial y análisis de su comportamiento como legislador, lo que convertiría en letra muerta y sin sentido la clara y terminante expresión del Constituyente en el Art. 68 de la Norma Suprema, ya que, por el contrario, no cabría imaginar un trámite sin contradictorio, igualdad procesal y posibilidad de defensa y prueba del accionado frente a las que produce la contraparte. La Corte en Fallos 315:1470 ha señalado que las previsiones del artículo 60 (hoy 68) de la Constitución Nacional, tienen una elevada significación, pues su finalidad no es la de proteger a un miembro del parlamento para su propio beneficio, sino que están destinadas a garantizar la independencia funcional de las Cámaras Legislativas, habilitando a los representantes del pueblo a cumplir sus funciones sin temor a acciones civiles o criminales. Asimismo, destacó que en las expresiones emitidas como opiniones o discursos en el desempeño de su función de legislador o con motivo de un informe, una resolución, un voto emitido en ejecución de los deberes y responsabilidades del empleo para el que ha recibido mandato popular, resulta de estricta observancia lo dispuesto por el art. 60 (hoy 68) de la Constitución Nacional lo cual determina que esos concretos hechos no pueden ser enjuiciados ante los tribunales de justicia y sólo pueden ser pasibles de las sanciones por abuso o desorden de conducta previstas en el art. 58 (hoy 66) de la Constitución Nacional. En atención a tales argumentos consideró que las manifestaciones vertidas en el desempeño de la función de legislador se encuentran comprendidas en la inmunidad amplia y absoluta, del Art. 60 (hoy 68) de la Constitución Nacional. El Alto Tribunal también ha destacado que las afirmaciones erróneas son inevitables en un debate libre y este debe ser protegido si la libertad de expresión ha de tener el espacio que ella necesita para sobrevivir, lo cual se sostiene en la necesidad de evitar la autocensura, así como que la inmunidades parlamentarias deben interpretarse de modo tal que respondan a los fines para los fueron instituidas y que es posible tolerar el posible y ocasional exceso de un diputado o un senador a introducir el peligro de que sea presionada o entorpecida la actividad del Poder Legislativo. Respecto de las objeciones de naturaleza procesal, no resulta admisible el argumento de que la defensa en cuestión no se trata de ninguna de las excepciones previstas en el Código de rito, ya que opuesta como de previo y especial pronunciamiento se la caracterizó como de falta de legitimación para obrar, o falta de acción y referida a una cuestión que guarda estrecha relación con la sustancial o de fondo a resolver en la sentencia, que en primer lugar es determinar si existe acción, o en el caso posibilidad de accionar y tuvo por objeto evitar la tramitación de un proceso inútil, cumpliendo con la condición legal de que aparezca manifiesta, aspectos ambos que se desprenden de la propia normativa constitucional. El a quo rechazó la demanda con fundamento en la inmunidad constitucional y en el ejercicio de sus facultades ordenatorias conforme a lo dispuesto en el art. 337 del Código Procesal, negándole al actor la capacidad para accionar en el caso, e impidiendo la prosecución de un juicio con defectos iniciales que surgen del orden jurídico vigente y que la secuela posterior del proceso no podía subsanar, por resultar harto evidente la inadmisibilidad de la demanda, cuestión ésta que no ha sido controvertida por el recurrente.


    Cossio, Ricardo Juan c/ Viqueira, Horacio


    C. 1526, XXXVI, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1477, L. XXXVI, "Cossio, Susana Inés c/ Policía Federal y otro".


    Cossio, Susana Inés c/ Policía Federal y otro


    C. 1456, XXXVI, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Ombudsman. Facultades del ombudsman. Interpretación de la ley. Revocación de sentencia. Denegatoria del recurso. 


    Artículo 86 de la Constitución Nacional. Criterio sostenido por la Corte en Fallos 321:1352 y 323:4098.


    Es principio reconocido por el Tribunal que, en la interpretación de las leyes, no es recomendable atenerse estrictamente a sus palabras, ya que el espíritu que las informa es lo que debe rastrearse en procura de una aplicación racional, que avente el riesgo de un formalismo paralizante, pues lo que ha de perseguirse es una valiosa interpretación de lo que las normas, jurídicamente, han querido mandar. Por lo demás, debe ponderarse que la inconsecuencia o falta de previsión del legislador no se suponen, por lo que la interpretación debe evitar asignar a la ley un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras y adoptando como verdadero el criterio que las concilie y suponga la integral armonización de sus preceptos.  Así, la figura del ombudsman se asemeja a la de un tramitador de los asuntos públicos, que carece de jurisdicción, pero investiga, critica, hace pública su opinión, recibe denuncias y las traslada al Congreso y a la opinión pública. Interviene como un auténtico control preventivo de la actividad administrativa.  A la luz de tales criterios hermenéuticos, el verdadero propósito de los constituyentes, fue el de dar legitimación procesal al Defensor del Pueblo, pero acotado a determinados procesos judiciales. Ello es así, toda vez que, si bien mediante el art. 86 se le otorga legitimación procesal al Defensor, para reclamar en aquellos casos en los cuales resulten vulnerados derechos y garantías reconocidos por la ley fundamental, ello debe entenderse en concordancia a lo establecido en el art. 43, según el cual la vía conferida es el amparo y no el proceso ordinario. Existen, en consecuencia, dos normas constitucionales que delimitan su capacidad para obrar judicialmente, las cuales, aunque gozan de una amplitud considerable, no permiten la interposición de cualquier tipo de demandas por parte del Defensor del Pueblo. Tal como, fue señalado por el Alto Tribunal, la ley 24.284 excluye expresamente del ámbito de competencia del órgano demandante al Poder Judicial, y establece que si iniciada su actuación se interpusiere por persona interesada recurso administrativo o acción judicial, el Defensor del Pueblo debe suspender su intervención.


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía Decreto 1.738/92 y otro s/ Proceso de conocimiento


    D. 90, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Legitimación procesal. Admisibilidad del recurso. 


    Fallos 323:4098. Remisión al dictamen de la causa D. 628, L. XXXVI, "Defensor del Pueblo de la Nación c/ E. N. – M° E y OSP (monotributo) Dto. 885/98 s/ Amparo Ley 16.986"


    El Tribunal ha señalado que si bien el art. 86 de la Constitución Nacional prescribe que el Defensor del Pueblo "tiene legitimación procesal", ello no significa que los jueces no deban examinar, en cada caso, si corresponde asignarle el carácter de titular de la relación jurídica sustancial en la que se sustenta la pretensión, como es exigible en todo proceso judicial, pues no debe perderse de vista que dilucidar la cuestión relativa a la legitimación procesal del actor "constituye un presupuesto necesario para que exista un caso o controversia que deba ser resuelto por el Tribunal", ya que la justicia nacional nunca procede de oficio y sólo ejerce jurisdicción en los casos contenciosos en que es requerida a instancia de parte. Una constante jurisprudencia de la Corte, ha expresado que dichos casos "son aquellos en los que se persigue en concreto la determinación del derecho debatido entre partes adversas ", motivo por el cual no hay causa "cuando se procura la declaración general y directa de inconstitucionalidad de las normas o actos de los otros poderes.


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional. Decretos 1.570/01 y 1601/01 s/ Amparo Ley 16.986


    D. 2080, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Defensa en juicio. Agravio concreto. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Interpretación de la ley. Finalidad de la ley. Interpretación sistemática. Voluntad del legislador. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Fallos: 298:639 y 300:1143. Decretos N° 732/72, 71/97 y 180/97. Artículo 1° y 2° del decreto 732/72.


    La Corte ha sostenido reiteradamente que valorar la expresión de agravios, a los fines de determinar si reúne las exigencias necesarias para mantener el recurso, es facultad privativa del tribunal de alzada, por ser una cuestión de hecho y de derecho procesal, ajena a la instancia del art. 14 de la ley 48. Empero, como surge de los fallos de la referencia, tal doctrina no puede aplicarse de modo absoluto cuando la parte formula apreciaciones críticas respecto de la decisión de primera instancia, con fundamento en la circunstancia que le atribuye de haber omitido analizar pruebas incorporadas a la causa que hubieran impuesto al juzgador valorar la procedencia del beneficio a la luz de lo establecido en el art. 2° del decreto 180/97. En cuanto al fondo del asunto, la declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal constituye la más delicada de las funciones a encomendar a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado la última ratio del orden jurídico; por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen de precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados, y que la colisión con los preceptos y garantías de la Constitución Nacional debe surgir de la ley misma y no de la aplicación irrazonable que de ella se haga en el caso concreto. En este marco, si se encuentra en discusión el contenido y alcance de normas de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada por los argumentos de las partes o del tribunal a quo sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado.  De esta manera, es evidente que el precepto sub examine no distingue entre entes oficiales nacionales, provinciales y municipales, como lo hace su antecesor inmediato. Por el contrario, especifica que la "derogación no resultará aplicable" cuando concurran las cuatro hipótesis que enumera, lo cual solo puede ser entendido, a falta de reserva expresa, en general y comprensivo de todos los beneficiarios. Ello no puede ser entendido como una redacción descuidada o desafortunada del legislador, cuya imprevisión no se presume, sino que indica su voluntad de extender la vigencia del decreto 732/72 hacia todos los beneficiarios de este último régimen, en tanto cumplan los requisitos descriptos por los cuatro incisos del art. 2°. Tal como ha sostenido la Corte reiteradamente, en materia de exenciones impositivas, es constante el criterio conforme al cual deben resultar de la letra de la ley, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicancia de las normas que las establezcan, y que su interpretación debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general de las leyes y los fines que las informan, ya que la primera regla de interpretación es dar pleno efecto a la intención del legislador, sin que ésta pueda ser obviada por posibles imperfecciones técnicas de su instrumentación legal. Desde antiguo la Corte advirtió que se debe "desechar toda interpretación que ha de llevar al absurdo, porque la intención del legislador, concorde con su misión, no puede ser otra que la de dictar disposiciones de acuerdo con la razón y bien público, y atendiendo a los principios de equidad y justicia que informan las condiciones del país". Una interpretación contraria carece de razones decisivas que justifiquen la exclusión legal que provoca, y no puede entenderse como fruto de una reglamentación razonable, ni encuentra respaldo en el art. 28 de la Ley Fundamental. Para finalizar, la entrada en vigor de la derogación dispuesta por el decreto 71/97 fue postergada, sucesivamente, por sus similares Nros. 180/97; 1020/97; 1437/98; 156/99; 1283/00 y 451/02. Este último no sólo trasladó el comienzo de la vigencia del decreto 71/97 hasta ello de enero de 2003 sino que, además, expresamente incluyó dentro del beneficio a las operaciones de importación realizadas por los entes oficiales provinciales, municipales y sus dependencias. De lo expuesto se puede inferir que la intención de la reforma no ha sido otra que reconocer y fomentar la actividad sanitaria que realizan los municipios, en igualdad de condiciones con las del estado federal.


    Municipalidad de Olavarría c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo


    M. 1422, XXXVI, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Sentencia definitiva. Sentencia arbitraria. Excesivo rigor formal. 


    En reiterada jurisprudencia, la Corte ha entendido que la sentencia que rechaza el amparo es asimilable a definitiva cuando lo decidido causa una agravio de muy dificultosa reparación ulterior.  Los agravios del apelante también justifican su examen por la vía intentada porque, si bien la acción de amparo no está destinada a reemplazar los medios ordinarios instituidos para la solución de las controversias, su exclusión por la existencia de otros recursos administrativos y judiciales no puede fundarse en una apreciación meramente ritual, toda vez que la institución tiene por objeto una efectiva protección de derechos más que una ordenación o resguardo de competencias. Aun teniendo en consideración que es excluyente del juez lo decidido en punto a la necesidad de un mayor debate y prueba, tampoco se encuentra razonablemente fundada la decisión del tribunal apelado. En tal sentido, ha dicho la Corte que constituye un exceso de rigor formal sostener que las cuestiones requerían mayor debate y prueba, cuando resulta suficiente controlar que los actos impugnados hubieran respetado los procedimientos exigidos por la legislación provincial y nacional vigentes.


    Quiroga, Miguel Ángel c/ Estado Provincial de Entre Ríos s/ Acción de amparo


    Q. 71, XXXVI, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Facultades del Fiscal. Requerimiento de elevación a juicio. Inconstitucionalidad. Cámaras de casación. Recurso de casación. Gravamen irreparable. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 320, L. XXXVII, “Banco de la Nación Argentina s/ Defraudación”.


    Si bien es cierto que, por regla general, el recurso extraordinario no procede contra los autos que resuelven sobre la procedencia del recurso de casación, también lo es que la Corte ha hecho excepción a ese principio y lo ha admitido cuando el a quo ha denegado el recurso ante ella interpuesto sobre la base de fórmulas dogmáticas y genéricas en violación a las reglas del debido proceso. La Cámara Nacional de Casación Penal declaró inadmisible el recurso de queja en virtud de que la resolución impugnada no revestía carácter de sentencia definitiva o equivalente en los términos del art. 457 del Código Procesal Penal, pero omitió examinar si, más allá de los supuestos contemplados expresamente en ese artículo, cabía equiparar el pronunciamiento a una sentencia definitiva conforme la doctrina que la Corte ha sentado en la materia y había invocado este Ministerio Público. La Cámara de Casación omitió considerar una cuestión esencial planteada por el Fiscal General para fundar esa equiparabilidad, cual es que la resolución impugnada ocasionaba un perjuicio de insusceptible reparación posterior, puesto que la autonomía del Ministerio Fiscal en el ejercicio de la función de acusar y, con ello, las reglas del debido proceso legal, sólo podían ser objeto de tutela útil en la etapa prevista para esa actividad procesal. La falta de tratamiento y resolución de la cuestión planteada priva al pronunciamiento de fundamentos suficientes que lo sustenten, y lo descalifica como acto jurisdiccional válido a la luz de la doctrina de la arbitrariedad desarrollada por el Tribunal. La misma tacha cabe formular cuando el a quo, como argumento adicional para el rechazo de la queja, aduce que el Fiscal General no se habría hecho cargo de la jurisprudencia sobre la materia sentada por esa sala. Ello es así, pues los argumentos sobre los cuales el a quo sustentó su posición favorable a la vigencia y constitucionalidad del mentado artículo 348, transcriptos en los considerandos del fallo, no son otros que aquellos en torno a los cuales ha discurrido hasta ahora la discusión y, como tales, han sido confrontados en su escrito por el recurrente, más allá de que no haya hecho mención expresa a los precedentes de esa sala de la Cámara Nacional de Casación. Por consiguiente, al objetar que el recurso no estaría suficientemente fundado, el a quo ha incurrido en una afirmación dogmática, desprovista de sustento en las constancias de la causa, o bien, si lo objetado es la falta de mención de sus precedentes, en un excesivo rigor formal, que descalifica también en este aspecto como acto jurisdiccional válido. En cuanto a los demás requisitos de impugnabilidad objetiva, en autos se cuestiona la vigencia y constitucionalidad del art. 348 del Código Procesal Penal, por considerárselo incompatible con los art. 18 y 120 de la Constitución Nacional y, consiguientemente, se postula la invalidez del auto de elevación en consulta dictado de conformidad con esa norma. En esta inteligencia los agravios que motivaron esta presentación directa debieron ser considerados por el tribunal a quo, tal como surge de los artículos 167, inciso 2°, y 456, inciso 2°, de la citada ley procesal penal. La doctrina de la Corte estableció que en el ordenamiento procesal actual la Cámara Nacional de Casación Penal constituye un órgano intermedio ante el cual las partes pueden encontrar la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores, máxime si los agravios invocados involucran una cuestión federal, como en el presente caso.


    Q., Edgardo Oscar s/ Causa N° 4.302


    Q. 162, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Tiene decidido esa Corte que las decisiones dictadas en materia de competencia no autorizan la apertura de la instancia extraordinaria, por no constituir sentencias definitivas, con excepción de los casos en que medie denegación del fuero federal, extremo que no acontece en autos. También, la Corte ha dicho que la ausencia de dicho requisito no puede suplirse mediante la invocación de garantías constitucionales, supuestamente vulneradas, ni por la pretendida arbitrariedad del pronunciamiento.


    Yamil y Nuri Cabuli SC c/ Banco de la Nación Argentina


    Y. 100, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Queja por recurso denegado


    Daños y perjuicios. Derechos personalísimos. Derecho al honor. Derecho a la imagen. Libertad de prensa. Doctrina de la real malicia. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    Doctrina del caso “Campillay”.


    Conforme lo ha establecido el Tribunal, cuando el recurso extraordinario se funda, como ocurre en el caso, por un lado, en agravios de naturaleza federal, tales como la confrontación de derechos constitucionales y la inteligencia de las cláusulas de la Constitución Nacional que los instituyen, y de otro, en la arbitrariedad del pronunciamiento, corresponde considerar en primer término esta última, pues de existir arbitrariedad, deviene insustancial el tratamiento de los demás  argumentos, ya que no habría sentencia propiamente dicha. La Corte tiene dicho que para eximir de responsabilidad al informador, éste debe atribuir directamente la noticia a una fuente identificable, y que, al precisar aquélla, deja en claro el origen de las noticias y permite a los lectores no atribuirlas al medio a través del cual las han recibido sino a la específica causa que las hubiera generado. Agregó, también, que los propios aludidos por la información resultan beneficiados con este proceder, en la medida en que sus eventuales reclamos podrán ser dirigidos contra aquellos de quienes las noticias realmente emanaron y no contra los que sólo fueron sus canales de difusión. Por otra parte, no existe en la nota periodística ninguna manifestación que permita suponer que el medio compartía tales dichos, ni tampoco hay elementos para imputarle que haya actuado con notable despreocupación sobre la veracidad de los mismos, pues parece evidente que cuando se individualiza la fuente, quien difunde la noticia no se hace cargo de su veracidad, no la hace propia, ni le agrega fuerza de convicción. De otro modo, el ejercicio del derecho garantizado por los artículos 14 y 32 de la Constitución Nacional estaría sujeto a que la prensa constate previamente y de modo fehaciente la verdad de las manifestaciones de terceros que publica. En consecuencia, la atribución directa y sincera de la noticia a una fuente, resulta suficiente para eximir de responsabilidad a los demandados, a la luz de la citada doctrina del Tribunal.


    Barreiro, Hipólito Carmelo c/ Fernández, Mario Alberto y otro


    B. 1030, XXXVII, 05 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Reclamo salarial


    Subrogancia del juez. Remuneración. Intangibilidad de la remuneración. Bonos de consolidación. 


    Remisión al fallo de la causa O. 38, L. XXIX, "Ojea Quintana, Julio María y otro c. Estado Nacional -Secretaría de Educación y Justicia- s/ Juicio de conocimiento" (Fallos: 319: 1331).


    La Corte (integrada por conjueces) dijo que "el recurrente sostiene que la dilación del pago en dinero efectivo derivada de la Ley 23.982, equivale a dejar sin efecto la operatividad del artículo 110 de la Constitución Nacional y, por ello, peticiona que no se aplique esa norma en virtud de la jerarquía superior de la Constitución. Por su lado, el Estado Nacional opuso a tales argumentos, que la "operatividad directa" del derecho constitucionalmente protegido no impide su reglamentación, en tanto la intangibilidad de las remuneraciones de los jueces no resulta afectada por su pago en bonos. Así las cosas, la cuestión constitucional ha sido insertada plena e inequívocamente en el ámbito de decisión del Tribunal y resultaría un excesivo rigorismo formal entender lo contrario por la sola circunstancia de estar ausente en la expresión literal vertida por el accionante " y agregó que "la compatibilidad constitucional de un sistema como el establecido por la Ley 23.982 depende de la adecuación del medio a fin perseguido, es decir que corresponde determinar si en el caso concreto no se destruye la sustancia del derecho reconocido en la sentencia. Pues bien, la sustitución de un medio dinerario de pago por bonos cuyo actual valor de cambio en el mercado implica necesariamente una quita de su importe nominal, para no esperar así su cobro al vencimiento que se ha de operar dentro de varios años, no se compadece con la letra ni con el espíritu del Art. 110 de la Constitución Nacional, habida cuenta que no poder disponer en forma inmediata del estipendio  recibido en la totalidad de su significado económico, afecta su intangibilidad tanto como la reducción de la remuneración". Sobre el punto, es dable recordar que el artículo 13 de la Ley 25.344 establece la consolidación de deudas en el Estado nacional, "con los alcances y en la forma dispuesta por la Ley 23.982" y que las sumas pretendidas por los actores gozan de la intangibilidad consagrada en el artículo 110 de la Constitución Nacional, con lo cual, nos hallamos frente a circunstancias similares a aquellas que determinaron el fallo citado. En tales condiciones, no asiste razón a la recurrente cuando cuestiona la decisión del a quo -que aplicó la solución dada por la Corte-, sin aportar mejores o nuevos argumentos, ya que si bien las sentencias del Tribunal sólo resuelven caso concretos que le son sometidos, y sus fallos no resultan obligatorios para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a aquéllas, toda vez que ello no importa la imposición de un puro y simple acatamiento de la jurisprudencia de la Corte sino el reconocimiento de la autoridad que la inviste, de donde deriva la necesidad de controvertir sus argumentos cuando se aparten de dicha jurisprudencia al resolver las causas sometidas a su juzgamiento.


    Guanziroli, Enrique Jorge y otros c/ Estado Nacional - CSJN s/ Empleo público


    G. 2796, XXXVIII, 17 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Recurso de inaplicabilidad de ley


    Devolución del expediente. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 2012, L. XXXVIII, "Miglierini, Hilda Aurora y otros c/ Provincia de Río Negro (IPROSS) s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley".


    Páez, Susana y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de la Ley


    P. 685, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Recurso de queja (procesal)


    Juicio político. Cámara de Senadores. Remoción de jueces. Tribunal de enjuiciamiento. Proceso de enjuiciamiento. Recusación con causa. Debido proceso. Cuestión federal. Cambio jurisprudencial. Cuestión justiciable. Revisión judicial. Inadmisibilidad del recurso. 


    Precedente: “Nicosia”. Inexistencia de gravamen irreparable.


    Con relación a la presentación de la Comisión Acusadora de la Cámara de Diputados de la Nación, no hay cuestión federal sobre la que se deba expedir. Respecto de la integración del Tribunal corresponde recordar lo dispuesto por el artículo 22 del Decreto-Ley 1285/58, de cuya lectura queda claro cuál es el procedimiento que se debe llevar adelante. Sin embargo, no se puede dejar de hacer notar la incidencia que podría tener sobre la conformación del Tribunal, la cobertura de la vacante existente a la fecha de la designación de los conjueces.  El recurso extraordinario es aquel que excepcionalmente se acuerda para que la Corte asegure la primacía de la Constitución y determine la inteligencia de los tratados, de las Leyes federales y de las comisiones ejercidas en nombre de la autoridad nacional. Se trata de uno de los medios para acudir al Tribunal en procura del ejercicio de su jurisdicción apelada y debe versar sobre un pronunciamiento concreto para que aquél pueda confirmarlo o revocarlo, por oposición a la jurisdicción originaria, la otra forma de acceder a la Corte. Es excepcional por la gravedad de la función que, por esa vía, cumple la Corte, y de aplicación restrictiva, sustentada en las normas del artículo  14 de la Ley 48, como todas las atinentes a la competencia de los tribunales federales. Su objeto es el mantenimiento de la supremacía constitucional y no la sumisión a la Corte de cualquier causa en que pueda existir agravio o injusticia, a juicio del recurrente. Para habilitar la instancia de excepción del artículo 14 de la Ley 48, el recurso extraordinario debe satisfacer requisitos tanto en cuanto a su admisibilidad formal como a su procedencia sustancial. Tales requisitos pueden sintetizarse en comunes, propios y formales.  Tradicionalmente, el proceso de enjuiciamiento y remoción de los magistrados judiciales, tanto provinciales como nacionales, fue considerado como una de las cuestiones políticas no justiciables. En nuestro Derecho Constitucional calificados autores han propugnado la plena revisión judicial de todas las cuestiones referidas a la Constitución y han cuestionado la doctrina que podemos calificar de tradicional en la materia. Se advierte una trascendente evolución, que muestra una tendencia, cada vez mayor, si no a la eliminación total de una categoría de actos exentos de control judicial, sí a circunscribirlos a límites precisos. No puede dejar de mencionarse el cambio operado en el criterio del Tribunal, respecto del control judicial del alcance de la competencia del Poder Legislativo en materia de juicio político, primero respecto del enjuiciamiento de magistrados provinciales y, luego, de los realizados en el orden federal, o de las atribuciones del Senado para imponer sanciones de arresto a particulares por violación de los privilegios parlamentarios,, así como en cuestiones en donde se discutían aspectos referidos al proceso de reforma de cartas constitucionales provinciales en general y, en particular, la actuación de las convenciones constituyentes reformadoras tanto provinciales como nacional. Esa evolución de la jurisprudencia de la Corte en materia de cuestiones políticas no justiciables nos alerta sobre un definido avance en la consolidación de Estado de Derecho que no admite la existencia de bloques o conjuntos temáticos exentos de control judicial, máxime cuando ello constituye un modo de asegurar el principio de tutela judicial efectiva. Respecto de la revisión judicial de las decisiones adoptadas en el proceso de un juicio político a un magistrado judicial, asi como la posibilidad de que ello se logre por medio del recurso extraordinario, corresponde recordar el precedente de la Corte en el caso “Nicosia”. Allí, la Corte extendió al proceso de enjuiciamiento y remoción de los magistrados nacionales la doctrina que había desarrollado con relación a iguales procedimientos contra jueces provinciales, criterio adoptado a partir del caso "Graffigna Latino", en cuanto a que las decisiones adoptadas por órganos ajenos a los poderes judiciales locales, configuran una cuestión justiciable cuando se invoca por la parte interesada la violación del debido proceso, dado que entendió que las razones que sustentan esa posición mutatis mutandi eran aplicables a supuestos como el sub examine. Sin perjuicio de ello, la Corte consideró necesario y oportuno esclarecer el tema en lo tocante a la actuación del Senado de la Nación, es decir, "desarrollar las bases a partir de las cuales, a los efectos de la admisibilidad del recurso extraordinario respecto de las resoluciones relativas al juicio político nacional, aquél configura un órgano equiparable a un tribunal de justicia" y concluyó que, desde el punto de vista sustancial, nada obsta a que aquel órgano legislativo, constituido en "tribunal", sea equiparado a "tribunal de justicia", a los fines del recurso extraordinario. Asimismo, aclaró que la aplicación e interpretación de dicho derecho deben ser llevadas a cabo a la luz de la naturaleza del juicio, sin que ello entrañe negación alguna de que tan elevada consagración constitucional exhiba requisitos esenciales, cuya inexistencia importaría la del propio derecho. De ahí que se imponga un criterio de revisión que, dada la especificidad del juicio político, debe ser francamente riguroso. Sólo patentes violaciones a aspectos esenciales del derecho de defensa podrían tener acogida ante los estrados judiciales, y siempre y cuando sea acreditado por el recurrente no sólo ello sin o también que la reparación del perjuicio es conducente para variar la suerte del proceso. El resumen de las directrices que deben guiar el examen de casos como el presente, así como para entender por qué se justifica un criterio de control estricto y riguroso, se encuentra contenido en el considerando 20) de voto la mayoría del Tribunal en la causa mencionada, cuando, con relación a los perfiles del procedimiento vinculados con el derecho de defensa, sostuvo las siguientes las conclusiones: “En primer lugar, la relativa a que la Constitución ha conferido al procedimiento del juicio político una naturaleza que no debe, necesariamente, guardar apego estricto a las formas que rodean al trámite y decisión de las controversias ante el Poder Judicial, pero que, igualmente, debe observar requisitos que hacen a la esencia y validez de todo juicio, en el caso, el de defensa, inexcusablemente inviolable. En segundo lugar, cuadra también reconocer que la Ley Fundamental ha dado a quienes conocen en ese juicio, facultades suficientes para reglarla y conducirlo en forma acorde con su especificidad, aunque en concierto con la esencia del derecho y garantía aludidos. Finalmente, se infiere que si bien la Constitución no ha excluido que, en esos terrenos, los jueces puedan tener un determinado grado de autoridad con motivo de un caso, su intervención debe ser, amén de excepcional, adecuada a las particularidades del enjuiciamiento político". En cuanto a la admisibilidad formal del recurso, para habilitar la vía de revisión excepcional del Art. 14 de la Ley 48, la apelación extraordinaria queda sujeta al cumplimiento de los demás requisitos que se exigen para su admisibilidad, que exigen un escrutinio muy riguroso. Solamente una decisión definitiva, o una que resulte equiparable a tal, emitida por el Senado de la Nación, constituido como tribunal de enjuiciamiento político, puede ser objeto de revisión judicial por la vía del recurso extraordinario. La resolución apelada, consistente en el rechazo de la recusación planteada contra uno de los integrantes del Senado de la Nación, constituido como tribunal de enjuiciamiento político, no reviste carácter de sentencia definitiva, en los términos del Art. 14 de la Ley 48. La recusación de magistrados es materia ajena al recurso extraordinario, por la naturaleza fáctica y procesal del tema y la ausencia de sentencia definitiva o equiparable, y el Tribunal ha destacado que se deben interpretar restrictivamente las causales de recusación.  Es doctrina consolidada de la Corte la que indica que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas, no pos la pretendida arbitrariedad del pronunciamiento o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.  Tampoco se configura la existencia de gravamen irreparable. El apelante no alcanza a demostrar que durante el desarrollo del incidente que culminó con el rechazo de su planteo recusatorio se hayan producido irregularidades que vicien irreparablemente el procedimiento. El magistrado sometido a juicio político pudo ejercer plenamente su derecho de defensa, tanto en lo que respecta a la posibilidad de exponer sus argumentos como a que éstos fueran tratados y analizados por el tribunal de enjuiciamiento. Los miembros del Senado examinaron sus presentaciones, debatieron sobre ellas y fundaron su posición, ya sea para rechazarlas o para adoptar otro criterio, y cabe resaltar que ninguno se pronunció expresamente por admitirlas. Las actas de ambas sesiones, que no fueron cuestionadas por el apelante, corroboran la forma en que se desarrolló el trámite de resolución de sus pedidos. En este tipo de procesos, la revisión extraordinaria de la Corte persigue reparar las violaciones sustanciales del debido proceso -aquellas que atentan contra su existencia-, más que escrutar si el órgano legislativo se apegó literalmente al trámite formal y, sobre la ausencia de un senador en el seno de la Comisión, es preciso indicar que la recusación fue considerada y resuelta antes de que la presidenta comunicara esta circunstancia, es decir, aquella ausencia no fue determinante para que la comisión decidiera el tema. El procedimiento del juicio político no debe necesariamente guardar apego estricto a las formas que rodean al trámite y decisión de las controversias ante el Poder Judicial, aunque sí debe observar los requisitos que hacen a la esencia y validez de todo juicio: el de defensa inexcusablemente inviolable. No surge con toda evidencia el carácter irreparable de los perjuicios que derivarían de la medida que cuestiona, porque no explica o demuestra con suficiencia la relación entre la aludida afectación al debido proceso y el rechazo de la recusación de uno de los Senadores que conforman el “tribunal”. No se demuestra en forma nítida, inequívoca y concluyente que se verifique un grave menoscabo a la garantía de la defensa en juicio. El criterio emitido por esta Procuración en la causa en Fallos 322:1941, no resulta aplicable al caso de autos pues, si bien se trataba de un recurso extraordinario concedido contra el rechazo de un pedido de recusación de una magistrada correccional, cabe retener que la Corte decidió que, por no tratarse de una sentencia definitiva o equiparable a tal, el remedio fue mal concedido. Y, por otra parte, porque en dicha causa se cuestionaba que un mismo juez acumulaba las funciones de instruir, ordenar la elevación a juicio y dictar pronunciamiento final, con posible afectación de la garantía constitucional del juez imparcial.


    Moline O´Connor, Eduardo s/ Su juicio político


    M. 1915, XXXIX, 10 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Mantenimiento de recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 155, L. XXXIX, "L. A. Privadas Argentinas s/ Infracción Ley 11.683".


    C., Ana Liliana s/ Infracción Ley 11.683 - Causa N° 49.863


    C. 1027, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Acción de amparo. Medida cautelar. Suministro de medicamentos. Esclerosis múltiple. Sistema Nacional del seguro de salud. Programa Médico Obligatorio. Derecho a la salud. Derecho a la vida. Jerarquía constitucional. Igualdad ante la ley. Interpretación de normas federales. Ombudsman. Falta de legitimación para obrar. 


    Remisión al dictamen de la causa "Asociación Benghalensis y Otros c/ Ministerio de Salud y Acción Social (Estado Nacional) s/ Amparo ley 16.986".


    Si bien los agravios exhibidos sobre el particular son breves y poco fundamentados, la existencia de dicho presupuesto constituye un requisito ineludible para la existencia de un "caso" o "causa" que habilite la intervención de un tribunal de justicia, ya que la Justicia Nacional no procede de oficio y sólo ejerce jurisdicción en los casos contenciosos en que es requerida a instancia de parte y su ausencia tornaría inoficiosa la consideración de los planteamientos formulados por el apelante. Una constante jurisprudencia de la Corte, elaborada sobre la base de lo establecido en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ha expresado que esos casos son aquéllos en los que se persigue, en concreto, la determinación del derecho entre partes adversas, motivo por el cual no hay causa "cuando se procura la declaración general y directa de inconstitucionalidad de las normas o actos de los otros poderes", ni, por ende, existe facultad alguna en cabeza del Poder Judicial de la Nación que lo autorice, en tales circunstancias, a formular dichas declaraciones. En este orden de ideas, con relación a la legitimación de la asociación actora, reitero aquí la opinión expuesta en el dictamen de la remisión. Toda vez que la Asociación Civil funda su legitimación para accionar en su carácter de titular de un derecho de incidencia colectiva a la protección de la salud como parte del objeto de la asociación. Respecto del agravio atinente a la viabilidad de la vía elegida, resulta oportuno mencionar que el amparo es el procedimiento judicial más simple y breve para tutelar real y verdaderamente los derechos consagrados en la Ley Fundamental. En este sentido, la Corte ha dicho reiteradamente que tiene por objeto una efectiva protección de derechos y ha explicitado la imprescindible necesidad de ejercer esa vía excepcional para la salvaguarda del derecho fundamental de la vida y de la salud. Finalmente, no asiste razón al apelante en cuanto sostiene que el decisorio es dogmático, voluntarista y que carece de rigor científico. Muy por el contrario, las extensas consideraciones que formularon los jueces de ambas instancias respecto de la entidad y evaluación de la prueba existente en autos, con la que concluyeron resultaba suficiente para resolver la controversia, alcanza para sustentar la decisión que finalmente adoptaron.  De esta manera, la modificación introducida al originario Plan Médico Obligatorio en lo referente a la cobertura de medicamentos en los casos de esclerosis múltiple, sus clases y variantes, lesiona el derecho a la salud de quienes sufren esta enfermedad discapacitante. Esta falta de apoyo se deduce de la propia resolución impugnada, que en un intento por no vulnerar derechos en ejercicio, determina que "Sin perjuicio de las normas establecidas en esta Resolución sobre la cobertura en medicamentos, las mismas no podrán introducir limitaciones sobre tratamientos en curso al momento de su puesta en vigencia." Así, lo imperioso es diferenciar el diagnóstico de la dolencia y la prescripción de las drogas que la combatan o atenúen, de la cobertura de éstas por las obras sociales o prepagas. Lo primero es tarea de los profesionales médicos especializados en esta enfermedad, de quienes es impensable que prescriban un medicamento que no resulte conveniente para su tratamiento, máxime tratándose de fármacos que, si bien son beneficiosos para la enfermedad, pueden tener efectos adversos importantes que aconsejan un sistema de monitoreo periódico y lo segundo ingresa dentro de la competencia de la autoridad de aplicación al formular el plan médico obligatorio que debe necesariamente estar basado en el material idóneo correspondiente. De cualquier modo, el debate planteado es, el grado de cobertura del remedio por las obras sociales y prepagas para un tipo de enfermedad considerada de alto riesgo y baja incidencia sin que el ministerio haya logrado probar cual es el motivo para determinar que una enfermedad discapacitante que tenía el 100% de cobertura en los medicamentos, ahora en algunos supuestos no la tenga, circunstancia que, al afectar directamente el derecho de los enfermos de esclerosis múltiple a la protección de la salud, torna al acto en arbitrario.


    Asociación de Esclerosis Múltiple de Salta c/ Ministerio de Salud - Estado Nacional s/ Acción de Amparo - Medida cautelar


    A. 891, XXXVIII, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Medida de no innovar. Cámara electoral. Cosa juzgada. Democracia participativa. Partidos políticos. Candidatos. Sufragio. Revocación de sentencia. 


    Cabe advertir que el fundamento principal de las argumentaciones vertidas en el recurso se vinculan con la arbitrariedad y contradicción de la sentencia de la Cámara Nacional Electoral en relación con cuestiones procesales, tales como su falta de jurisdicción y los principios de preclusión y de cosa juzgada. Dichos planteos, en principio ajenos al recurso extraordinario, no resultan óbice para que la Corte pueda conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar la garantía de defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. Cabe recordar que la Corte tiene dicho que, para establecer los límites de la cosa juzgada que emana de un fallo dictado en un juicio determinado, ha de atenerse primordialmente a su parte dispositiva, si bien a tales efectos no puede prescindirse de sus fundamentos y motivaciones y muy frecuentemente es imprescindible recurrir a ellos, porque toda sentencia constituye una unidad lógico-jurídica, cuya parte dispositiva no es sino la conclusión final y necesaria del análisis de los presupuestos fácticos y normativos tenidos en cuenta para su fundamentación. Tales pautas resultan aplicables al sub examen. Surge de manera palmaria e inequívoca que el tribunal de alzada ha excedido de esta manera su jurisdicción, toda vez que revocó la proclamación de senador electo efectuada por la Junta Electoral destacando que, para ello, se basaba en argumentos que diferían del pronunciamiento de la justicia recaído en la etapa preelectoral y consideraba a aquel fallo como inválido. Aun cuando las cuestiones procesales no son aptas para habilitar la vía del art. 14 de la ley 48, lo resuelto es incongruente con las constancias de la causa y que ello deriva en una lesión al derecho de defensa -y su amparo en el principio de cosa juzgada- ya que el veredicto, no reúne los requisitos mínimos exigidos por la doctrina jurisprudencial de la Corte para ser considerado como una sentencia fundada en ley y, por lo tanto merece ser descalificado como tal.  No cabe efectuar una interpretación meramente dogmática de las normas constitucionales en juego que solo generaría una doctrina académica y teórica sobre los temas específicos a los que las mismas se refieren; sino que lo que corresponde es entenderlas a partir del caso concreto. Y este punto de partida insoslayable es la habilitación judicial firme otorgada para participar como candidato a senador por la ciudad de Buenos Aires, en dos boletas de diferentes agrupaciones, con la posibilidad cierta de sumar los votos. Cualquier otro razonamiento podría enervar una situación surgida de una decisión judicial consentida -que fijó las reglas de la elección a través de una determinada interpretación de las normas constitucionales- y que, más aún, fue avalada por el voto de la ciudadanía. La democracia representativa supone, necesariamente, un derecho y un sistema electoral que garantice a los ciudadanos certeza y seguridad al emitir su voto, es decir un marco legal que no solo permita la participación plena sino que evite y preserve al proceso eleccionario de fraudes y manipulaciones. Tanto la legislación como los controles judiciales que, al efecto se crean, deben tender a la autenticidad de una elección, ya sea en sus aspectos procedimentales como en la garantía de sus resultados en cuanto libre expresión de los electores y respeto por su decisión. Es en este punto que, la sentencia apelada se convierte en arbitraria al alterar las bases interpretativas electorales fijadas en el proceso preparatorio de los comicios, normas de carácter público que sirvieron de base constitutiva de la decisión final de los ciudadanos en las urnas. La presentación del partido político destinada a cuestionar las reglas para sufragar debió efectuarse en la etapa preelectoral cuando aquéllas fueron determinadas y no una vez escrutados los votos de la elección, máxime si el escrito se presentó con posterioridad al pedido expreso de recontar los sufragios. Esta afirmación no solo es válida para la agrupación política impugnante sino para la ciudadanía en general que, de lo contrario, vería modificadas las condiciones de los comicios. En este sentido, cumplida una etapa del proceso, sin interposición de recursos o con impugnaciones resueltas, debe entenderse como precluida.  Lo dirimido por la alzada no es una cuestión novedosa sino antes bien son temas ya interpretados y resueltos, con carácter de cosa juzgada, por la justicia electoral en la etapa preelectoral. No procede el argumento en cuanto a que el fallo no le es oponible al partido político por no haber sido parte en el incidente, toda vez que las actuaciones, procedimientos y decisiones relativas a una elección deben ser y son de carácter público en tanto están en juego los principios básicos de la democracia, la autenticidad de la representación de la ciudadanía y la legitimidad del candidato que resulte electo. Más aún deviene extemporáneo su cuestionamiento si al momento de llevarse a cabo la audiencia para la oficialización de las boletas de todos los partidos y agrupaciones políticas, la única lista de candidatos entre el ARI y el Nuevo Milenio no fue impugnada. Por el contrario, desconocer esa realidad plasmada ante la justicia, implicaría sostener que la comunidad en general tampoco conocía quienes eran los candidatos y quien los postulaba, lo que convierte a la situación en una alarmante contradicción con los fines democráticos, la expectativa de los votantes y el principio de soberanía popular. Asiste razón al recurrente cuando sostiene que su derecho a ser electo a través de la sumatoria de votos como única lista de dos agrupaciones, estaba amparado en un pronunciamiento firme de la justicia competente en la materia en tanto, de no tenerse por sentadas las reglas de los comicios en la etapa previa al acto electoral, no habría seguridad jurídica posible. Al conocerse con anterioridad a la votación el criterio judicial referido tanto por el electorado como por los partidos y alianzas políticas cuyas listas de candidatos competían por el acceso a las bancas, no se infringen, las reglas de juego partidario ni se crea desigualdad alguna entre competidores, antes bien se trata de la aceptación de un procedimiento determinado para la elección que, en la oportunidad de ser resuelto no mereció reparos constitucionales de ninguno de los contendientes. Corresponde avalar la sentencia del pueblo desplegada en las urnas y nunca subvertirla con una decisión judicial, toda vez que, de otro modo, se trasladaría la voluntad popular a la de los tribunales. Es, a todas luces, prioritario que, en los litigios referidos a la actividad electoral, incumba a los jueces la preservación de la fiel interpretación de la voluntad de los ciudadanos, ello así en tanto y en cuanto el derecho electoral tiene como fin efectivizar uno de los pilares básicos de nuestra Constitución, cual es el principio de la soberanía popular cuyo reconocimiento más auténtico se perfila mediante el voto. En una sociedad libre y democrática, el derecho al sufragio es demasiado importante como para generar su desprotección por medio de una inapropiada interpretación de la manifestación de la voluntad de los ciudadanos en situaciones que, se traduce en una violación a la garantía de la veracidad del sufragio, esto es, a la autenticidad de sus resultados. A todo evento, y antes de subvertir la voluntad popular a través de una resolución judicial, es preferible declarar nula una elección y proceder a una nueva.


    Alianza Frente por Nuevo País s/ Solicita cumplimiento del artículo 54 de la Constitución Nacional


    A. 135, XXXVIII, 06 de marzo de 2003


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 89, L. XXXVIII, "Defensor del Pueblo de la Nación - Incidente Med. c/ EN - PEN- Dto. 1738/92 s/ Proceso de conocimiento".


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional. Ministerio de Economía


    D. 7, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 89, L. XXXVIII, "Defensor del Pueblo de la Nación - Incidente Med. c/ EN - PEN- Dto. 1738/92 s/ Proceso de conocimiento".


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional. Ministerio de Economía y otro


    D. 10, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 89, L. XXXVIII, "Defensor del Pueblo de la Nación - Incidente Med. c/ EN - PEN- Dto. 1738/92 s/ Proceso de conocimiento".


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otro


    D. 11, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 89, L. XXXVIII, "Defensor del Pueblo de la Nación – Incidente Med. c/ EN - PEN- Dto. 1738/92 s/ Proceso de conocimiento".


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía


    D. 17, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 89, L. XXXVIII, "Defensor del Pueblo de la Nación – Incidente Med. c/ Estado Nacional - PEN- Dto. 1738/92 s/ Proceso de conocimiento”.


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía -  Decreto 1.738/92 y otro


    D. 590, XXXVII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Fagnani, Elida Teresa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Sumario


    F. 181, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Abuso de autoridad. Defensa en juicio. Principio de congruencia. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación. Admisibilidad del recurso. 


    No corresponde a la Corte inmiscuirse para suplantar su juicio sobre situaciones cuya evaluación le es exclusiva a los jueces de la causa, de manera que la tacha de arbitrariedad resulta en estas condiciones de aplicación particularmente restringida. La Corte tiene dicho que en materia criminal la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional exige la observancia de las formas sustanciales del juicio relativas a la congruencia entre la acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales. La Corte también tiene establecido que constituye un requisito fundamental del debido proceso penal el que las sentencias penales contengan el examen de la participación de cada uno de los procesados en los hechos ilícitos que se consideren probados, con la concreción de las figuras delictivas que se juzgan, sin otro límite que el de ajustar el pronunciamiento a los hechos que constituyen materia del Juicio, en razón del derecho fundamental del acusado, basado en el artículo 18 de la Constitución Nacional, de tener un conocimiento efectivo del delito por el cual ha sido condenado.


    F., Carlos s/ Fraude a la administración pública causa N° 28/2000


    F. 474, XXXVII, 15 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Se solicita a la Corte que se tenga por evacuada la vista.


    Peña de Márquez Iraola, Jacoba María c/ Asociación Civil Hospital Alemán


    P. 97, XXXIX, 10 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 3377, L. XXXVIII, “Moncho, Vicente c/ Banco Macro S.A. – BCRA – Estado Nacional s/ Acción de amparo -inconstitucionalidad -medida cautelar”.


    Moncho, Vicente c/ BBVA Banco Frances - Banco Central de la República Argentina - Estado Nacional s/ Acción de amparo- inconstitucionalidad – medida cautelar


    M. 3404, XXXVIII, 25 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 3377, L. XXXVIII, “Moncho, Vicente c/ Banco Macro S.A. – BCRA – Estado Nacional s/ Acción de amparo - inconstitucionalidad - medida cautelar”.


    Moncho, Vicente c/ Banco de la Nación Argentina Banco Central de la República Argentina s/ Acción de amparo inconstitucionalidad – medida cautelar


    M. 3420, XXXVIII, 25 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Defensa en juicio. Medidas cautelares. Embargo preventivo. 


    Si bien es cierto que las resoluciones por las que se declaró la improcedencia de los recursos interpuestos en las instancias ordinarias no autorizan, en principio y dada su naturaleza procesal, su revisión por la vía prevista en el artículo 14 de la ley 48, tal doctrina admite excepción cuando el pronunciamiento impugnado no se compadece con los argumentos expuestos por el apelante apartándose de las constancias del proceso, o en él se realiza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación ante el tribunal de la causa con inusitado rigor formal que frustra una vía apta para el reconocimiento de los derechos y puede llegar a generar, de esa forma, una indebida restricción de la garantía constitucional de defensa en juicio, capaz de frustrar el derecho federal que le asiste al interesado. Precisamente, estas circunstancias excepcionales se encuentran configuradas en el sub judice, toda vez que la interpretación y alcance que el a quo otorgó a la norma ritual que juzgó aplicable (art. 457 C.P.P.), soslayó toda consideración de los motivos -entre otros, la sustitución de oficio de un embargo preventivo sobre dinero efectivo del querellado por una medida cautelar de no innovar inocua, no sólo por su carácter subsidiario, sino también por recaer sobre un bien de propiedad de un tercero ajeno a la causa y afectado a una ejecución hipotecaria- que razonablemente permitían sostener el perjuicio irreparable que podría acarrear la imposibilidad de examinar una cuestión cuya revisión está prevista legalmente, y sin la cual se tornaba ilusoria la pretensión de la querella de garantizar la medida cautelar oportunamente solicitada.


    S., Miguel s/ Recurso de queja


    S. 2865, XXXVIII, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Controladores fiscales. Verificación de impuestos. AFIP. Medidas cautelares. Peligro en la demora. Verosimilitud del derecho invocado. Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa "AFIP c/ Povolo, Luis Dino s/ Infracción al art. 40 de la ley 11.683" (Fallos: 324:3345).


    Aun cuando lo decidido en la causa no reviste, en principio, el carácter de sentencia definitiva que haga viable el remedio federal interpuesto, en el sub lite se configura un supuesto de excepción, pues lo decidido excede el interés individual de las partes y atañe también a la comunidad, en razón de su aptitud para perturbar la oportuna percepción de la renta pública. En tales condiciones el planteo formulado por el recurrente es apto para justificar la intervención de la Corte. Por otra parte, y en lo referente al requisito del "peligro en la demora", previsto en el art. 230, inc. 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la Corte ha destacado que si el contribuyente encauza su pretensión por la vía de la acción de inconstitucionalidad, no puede desconocer que ella está destinada, por su índole, a agotarse en la declaración del derecho, limitación que en principio obsta a que pueda configurarse aquel recaudo.


    Sánz, Julio C. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos


    S. 536, XXXVII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Acceso a la justicia. Defensa en juicio. Revocación de sentencia. 


    Tiene señalado la Corte que la solución del tribunal anterior en grado, consistente en vedar in límine litis la instancia judicial revisora, no halla debido sustento en los antecedentes invocados por la superior instancia provincial y se ha traducido, además, en un notable cercenamiento de la garantía consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional, en cuanto ésta requiere, sobre todas las cosas, que no se prive a nadie arbitrariamente de la adecuada y oportuna tutela de los derechos que pudieran eventualmente asistirle sino por medio de un proceso conducido en legal forma y que concluya con el dictado de una sentencia fundada. Ello significa, la real posibilidad de obtener la efectiva primacía de la verdad jurídica objetiva, que reconoce base constitucional, concorde con el adecuado servicio de justicia. En el mismo sentido, reiteradamente la Corte ha sostenido que, en materia de acceso a la justicia, el principio rector es el de in dubio pro actione, a fin de no menoscabar el derecho de defensa.


    Sefina S.R.L. c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires


    S. 919, XXXVI, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX, "Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley".


    Verde, María Luisa y otros c/ Unidad de Control Previsional Río Negro s/ Contencioso administrativo


    V. 322, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Acumulación de procesos. Declaración de inconstitucionalidad. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 457, XXXIII “Mendoza, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Inconstitucionalidad”.


    La Pampa, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Inconstitucionalidad


    L. 352, XXXIII, 25 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Interpretación de la ley. Inconstitucionalidad. Ley de emergencia económica. Sentencia ultra petita. Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa B. 2507, L. XXXVIII “Beratz, Mirta Ester c/ P.E.N. s/ Amparo – Medida cautelar”.  En cuanto a la constitucionalidad de la norma en debate remisión al fallo de la causa S. 173, L. XXXVIII “San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo”.


    Los recursos extraordinarios deducidos son formalmente admisibles, toda vez que en autos se discute la interpretación de normas federales y la decisión del superior tribunal de la causa fue contraria al derecho que los apelantes fundaron en ellas. Al respecto, cabe tener presente que, en la tarea de esclarecer la inteligencia de aquel tipo de normas, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del a quo ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado y, en lo que concierne a las causales de arbitrariedad invocadas, se estima que se vinculan de modo inescindible con los temas federales en discusión y, por ello, deben ser examinados en forma conjunta. Esta última circunstancia exime, en el caso, de aplicar las consecuencias que implica la falta de queja ante la denegación de la Cámara del remedio extraordinario. No obstante lo expuesto, también es preciso indicar que durante el transcurso del proceso se han dictado nuevas normas sobre la materia discutida que deben ser consideradas para su resolución, en virtud de la jurisprudencia de la Corte a cuyo tenor sus sentencias deben atender a las modificaciones introducidas por esos preceptos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las cuales no es posible prescindir. Precisamente, por aplicación de tal doctrina, se estima que resulta inoficioso pronunciarse sobre la declaración de inconstitucionalidad de los arts. 3° y 1° de los Decretos 320/02 y 1316/02, respectivamente, en cuanto suspenden o establecen un procedimiento para ejecutar las sentencias judiciales vinculadas con causas como la presente, toda vez que los plazos que aquéllos establecen ya han fenecido. Un examen detenido de las normas cuya inconstitucionalidad de forma general se declaró, permite concluir que no todas tienen relación directa e inmediata con las cuestiones en debate, circunstancia que revela un exceso de jurisdicción en el modo de adoptar la más grave de las decisiones posibles por parte de un órgano jurisdiccional, la declaración de invalidez constitucional de una norma, que, por ser la última ratio del orden jurídico, debe tomarse con extremo cuidado y solo después de un análisis profundo de la situación.


    Lema, Armando Enrique y otra s/ Acción de amparo


    L. 196, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Calidad de parte. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cabe señalar que, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el Art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito - ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de la competencia originaria de la Corte.  En este caso, no se advierte que en el accidente en cuestión haya participado personal dependiente de la Provincia de Buenos Aires, nada autoriza a citarla por ese evento, pues no reviste el carácter de titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, por lo que no tienen un interés directo en el pleito y no es parte sustancial en la Litis.


    González, Bibiana Patricia c/ Transportes Metropolitanos General Roca S.A. s/ Daños y Perjuicios


    G. 2601, XXXVIII, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Hábeas data. Rectificación de datos. Cuestión abstracta. 


    Habida cuenta de que lo que se trata aquí es un planteo de rectificación de datos que la amparista afirma falsos o inexactos.  Dada la falta de certeza en torno a la inexactitud de la calificación crediticia negativa de la actora, deviene abstracto debatir si el hábeas data alcanza sólo a datos actuales o presentes o también, información “histórica”, en tanto que, en cualquier caso, no cabría asentir a la rectificación de aquellos sobre los cuales, a ciencia cierta, no existe certidumbre en torno a su error o falsedad.


    Vera, María Mercedes c/ BCRA s/ Hábeas Data


    V. 503, XXXVIII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Competencia. Causas civiles. Autonomía provincial. Confirmación de sentencia. 


    El recurso federal intentado resulta formalmente admisible, toda vez que, si bien las resoluciones en materia de competencia no autorizan en principio la apertura de la instancia extraordinaria, toda vez que no constituyen sentencia definitiva a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, cabe hacer excepción cuando media denegatoria del fuero federal, como sucede en autos. Si bien el fuero federal en razón de la distinta vecindad de las partes litigantes con la Provincia tiene por objeto darle a los particulares garantías para sus reclamaciones, proporcionándoles jueces que se encuentren al abrigo de toda influencia y parcialidad, ella encuentra su límite en el respeto al principio constitucional que consagra la autonomía de los estados provinciales, de manera de no perturbar su administración interna, lo cual exige que se reserve a sus propios Jueces el conocimiento y decisión de tales asuntos, pues lo contrario importaría una intromisión y un avasallamiento de su soberanía y del sistema federal vigente. Por ello, frente a las cuestiones de naturaleza local cede el derecho al fuero federal por distinta vecindad que se otorga a quienes residen en otra jurisdicción territorial, prerrogativa que sólo resulta atendible cuando se trata de una causa civil, según lo dispuesto en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional.


    Provincia del Chaco c/ Parra de Bosco, Ana María y otros s/ Expropiación s/ Inhibitoria


    P. 2291, XXXVIII, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Despido. Decreto de necesidad y urgencia. Inconstitucionalidad. Ratificación tácita del decreto. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte ha establecido que si el Poder Ejecutivo Nacional se encuentra habilitado a dictar los llamados “decretos de necesidad y urgencia” con la sola sujeción de enviarlo a posteriori para su ratificación al Congreso, cumplido este trámite y remitido para su consideración a dicho Poder Legislativo, imponen entender que dicha norma mantiene su primigenia y aceptada validez hasta que el Congreso no la derogue de manera expresa y no, que cuadre inferir su invalidez y así decretarla, por parte del Poder judicial con fundamento en que feneció el plazo para que el Legislativo trate y promulgue el proyecto.   El Congreso es quien le compete el poder constitucional de legislar y mientras de modo expreso no les quite legitimidad a las reglamentaciones que en supuestos de urgencia pudo válidamente decretar el Ejecutivo, la Corte interpretó que implícitamente el legislador está extendiendo y convalidando su vigencia.  El decreto 2799/93 fue dictado con anterioridad a la vigencia de la nueva constitución, y por ende dentro de las facultades que la Carta Magna le atribuían al Ejecutivo, por lo que el silencio posterior, en el marco de la doctrina de la Corte debe entenderse como el de una tácita convalidación y por ende vigente a la fecha.


    Bruera, Alberto Miguel c/ Esso S.A.P.A. s/ Despido


    B. 912, XXXVII, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Designación de jueces. Ciudadanía por naturalización. Igualdad ante la ley. Idoneidad para la función. Constitución provincial. Declaración de inconstitucionalidad. 


    Cabe señalar que en la Constitución Nacional, la exigencia de ser argentino nativo o ser hijo de ciudadano nativo, en el caso de haber nacido en el país extranjero, sólo aparece para el supuesto del presidente y del vicepresidente (art. 89), más dicha exigencia no es requerida para los legisladores (art. 48 y 55), ni aún para los jueces de la Corte Suprema (art. 111). Tampoco lo es para los jueces nacionales, que podrán ser nombrados sin más requisito que la idoneidad (art. 99, inc. 4°), con la sola excepción de la incompatibilidad señalada en el art. 34. Es así que, sobre tal inteligencia, el legislador nacional, al reglamentar la Carta Magna, dispuso que para “ser juez nacional de una Cámara Nacional de Apelaciones se requiere ser ciudadano argentino”, sin distinción entre nativo, por opción o naturalizado (art. 5° del decreto-ley 1285/58). La Corte tiene dicho que la garantía constitucional del art. 16 implica la igualdad para todos los casos idénticos y comporta la prohibición de establecer excepciones que excluyan a unos de lo que concede a otros en idénticas circunstancias. Además, las distinciones establecidas por el legislador en supuestos que estime distintos son valederas en tanto no obedezcan a propósito de injusta persecución o un indebido privilegio. Es así que la cláusula de la Constitución Provincial (art. 177) que exige para ser juez de Cámara debe haber nacido en territorio argentino o ser hijo de ciudadano nativo si hubiese nacido en país extranjero, resulta manifiestamente contraria a la Ley Fundamental, toda vez que lesiona el principio de igualdad consagrado en ella, y excede las limitaciones que prescribe para ejercer idénticos cargos en el orden nacional. La trascendencia de tal disposición excede el marco del derecho público local y se proyecta al ámbito de la vigencia de la Constitución Nacional, razón por la cual, tal conclusión no implica destruir las bases del orden interno preestablecido sino, por el contrario, defender la Constitución en el plano superior que abarca su perdurabilidad y la propia perdurabilidad del Estado argentino para cuyo pacífico gobierno ha sido instituida. Ceñido el examen del art. 177 de la Constitución Provincial, a la luz del art. 16 de la Constitución Nacional y desde la perspectiva de la “idoneidad” para acceder a los cargos públicos, cabe recordar que la Corte ha definido a tal recaudo como el conjunto de requisitos de distinta naturaleza que pueden ser estatuidos por la ley o por reglamentos. La aptitud técnica, física y en particular la moral configuran exigencias de carácter genérico en tanto otras, como la ciudadanía, lo son para determinadas funciones. En el sub lite, no es razonable ni compresible que el requisito de ser nativo se exija para ser juez de apelaciones, cuando no existe dicha limitación para ser magistrado de primera instancia, máxime aún en ambas se juzga sobre la vida, la libertad y la propiedad de las personas y se ejerce el control de constitucionalidad confiado por la Carta Magna al Poder Judicial. En cuanto a lo concerniente al voluntario sometimiento al régimen jurídico existente al momento de iniciar la carrera judicial del actor pues, si bien es cierto que la Constitución Provincial contemplaba la limitación de la nacionalidad aún con anterioridad a la reforma de 1994, no podía aquella parte demandar su inconstitucionalidad ante esta instancia judicial, so pena de ser desestimada in limine, hasta tanto acreditara un “caso” o “causa” como exige la ley 27. La Corte ha precisado que la renuncia a las garantías constitucionales sólo es admisible cuando están en juego derechos de contenido patrimonial y no aquéllos vinculados directamente con el estatuto personal de la libertad.


    Hooft, Pedro Cornelio Federico c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa de Inconstitucionalidad


    H. 172, XXXV, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Inconstitucionalidad. Declaración de inconstitucionalidad. Emergencia económica. Confirmación de sentencia. 


    Cabe recordar que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto legal es un acto de suma gravedad institucional, que debe ser considerado como la última ratio del ordenamiento jurídico y que su procedencia requiere que el pedido pertinente tenga un sólido desarrollo argumental y contar con fundamentos de igual carácter.  Los planteos efectuados no se hacen debido cargo de los fundamentos desarrollados por la Corte al sentar su doctrina acerca de la suspensión de los derechos personales como recurso propio del poder de policía de emergencia. En este sentido, cabe recordar que los derechos reconocidos por la Constitución Nacional no son absolutos y están sujetos a las leyes que reglamenten su ejercicio (Art. 28), por lo que en momentos de perturbación social y económica es posible que el ejercicio del poder del Estado en forma más enérgica que la admisible en períodos de sosiego y normalidad, pues acontecimientos extraordinarios justifican remedios también extraordinarios.  La Corte ha dicho que el régimen de consolidación instaurado por la ley no priva a los particulares de los beneficios patrimoniales derivados de la sentencia, sino que reconoce las obligaciones del Estado, evidenciando su voluntad de cumplirlas y añadió que no se priva al acreedor del crédito declarado en la sentencia sino que sólo suspende temporalmente la percepción íntegra de las sumas adeudadas, lo que obsta a su declaración de inconstitucionalidad, máxime cuando la reclamante no ha alegado una situación de emergencia o necesidad impostergable de recibir su acreencia, sino tan sólo la inconstitucionalidad genérica del plazo establecido por la ley.


    Masferrerr, Joaquin Emilio - Incidente de Ejecución de Sentencia y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Estado Mayor General de la Armada s/ Proceso de Ejecución


    M. 414, XXXVIII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Procedencia del recurso. 


    Un tiempo más o menos prolongado de substanciación, no es definitorio para asimilar un caso a aquéllos que concluyen con la extinción de la acción por prescripción.  La garantía a obtener un pronunciamiento sin demoras indebidas no puede traducirse en un número de días, meses o años. El carácter valorativo de un concepto -tal como "razonabilidad"- obliga a profundizar y extender los argumentos, a fin de que la valoración pueda ser examinada críticamente y de evitar que se convierta en la expresión de una pura subjetividad inmune a la misma razón a la que el concepto "razonabilidad" alude.


    C., Oscar  s/ Infracción Artículos 292 y 296 del Código Penal


    C. 1271, XXXIX, 25 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Prescripción. Cosa juzgada. Derechos adquiridos. Defensa en juicio. Jerarquía constitucional. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene dicho que los derechos nacidos de la preclusión procesal son tan dignos de protección constitucional como los surgidos con motivo de la cosa juzgada, por lo que el desconocimiento de la situación ya fijada en la causa al amparo de una resolución jurisdiccional, lesiona las garantías de los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Concordemente, en Fallos: 319:2527, el tribunal recordó haber conferido jerarquía constitucional a la cosa juzgada, en razón de que la inalterabilidad de los derechos definitivamente adquiridos por sentencia firme reconoce fundamento en los derechos de propiedad y defensa en juicio y que la estabilidad de las decisiones jurisdiccionales constituye un presupuesto ineludible de la seguridad jurídica.


    L., Leonardo; I., Stella Maris s/ Estafa


    L. 1684, XXXVIII, 12 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario federal


    Desaparecidos. Madres de plaza de mayo. Cuestiones de competencia. Cosa juzgada. Verdad jurídica objetiva. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene establecido que la admisibilidad de la apelación federal queda condicionada en atención a la finalidad del artículo 6° de la ley 4050, a que el pronunciamiento que se pretende traer a juicio de la Corte no sea susceptible de ser revisado por otro órgano judicial. También ha reconocido que los principios de progresividad y de preclusión rigen en plenitud en el marco de los procesos penales, tesitura que puede extenderse a esta causa teniendo en cuenta su similar naturaleza, esto es, el descubrimiento de hechos -sus circunstancias y efectos que constituyen delitos, en la generalidad de los casos, para aplicar la ley penal, en éste, para garantizar a las víctimas, o a sus parientes, el derecho a la verdad. En el caso "Mattei", el Tribunal sostuvo "que el principio de la progresividad impide que el juicio se retrotraiga a etapas ya superadas, porque también debe considerarse axiomático que los actos procesales se precluyen cuando han sido cumplidos observando las formas que la ley establece, es decir, salvo supuesto de nulidad" (considerando 9°). Y agregó "que tanto el principio de progresividad como el de preclusión reconocen su fundamento en motivos de seguridad jurídica y en la necesidad de lograr una administración de justicia rápida dentro de lo razonable, evitando así que los procesos se prolonguen indefinidamente" (considerando 10°) y de la doctrina sentada en tal precedente, esta Corte extrajo la regla general según la cual no hay lugar para retrotraer un proceso penal a etapas ya superadas cuando éstas han sido cumplidas observando las formas sustanciales del proceso que la ley establece. Esta Procuración General de la Nación viene sosteniendo que, "los casos de violaciones sistemáticas a los derechos humanos, como los ocurridos entre los años 1976 y 1983, exigen como imperativo insoslayable, y más allá de Ia posibilidad jurídica de imponer sanciones, una búsqueda comprometida con la verdad histórica como paso previo a la reconstrucción moral del tejido social y de los mecanismos institucionales del Estado, que deben evitar la repetición de hechos de similar naturaleza". Este derecho a conocer el destino de las personas desaparecidas, contemplado en el segundo considerando de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, exige en un Estado de derecho "un compromiso estatal de protagonismo del sistema judicial", pues son los jueces a quienes la Constitución Nacional ha confiado "la indelegable función de custodiar los derechos consagrados en ella". En cuanto al argumento de que "la singular naturaleza de la misión que compete a los tribunales orales en cuando órganos jurisdiccionales destinados a intervenir en la etapa de juzgamiento, no se compadece -en esencia- con las concretas posibilidades investigativas que persigue en este legajo", el mismo no resulta significativo en casos como éstos donde no hay, justamente, un proceso ordinario de juicio penal, que implique la práctica (denostada por este ministerio) de que el mismo organismo que investigue sea el que juzgue. Por otro lado, no debemos olvidar que el juicio penal es de instancia única, por lo que los tribunales orales, en su labor de dirección de ese proceso oral y público, tienen facultades, no sólo de admitir, recibir e incorporar prueba (oír peritos e intérpretes, disponer operaciones. periciales, examinar testigos, inspeccionar lugares, ordenar el reconocimiento de personas, la realización de careos, y, aun de oficio, la producción de prueba nueva) sino, también, de ordenar los actos de instrucción suplementaria que resulten necesarios. En definitiva, al no haber una normativa precisa respecto a los tribunales competentes para sustanciar este tipo de procesos sui géneris, deben seguir entendiendo los organismos judiciales federales que ya están interviniendo, máxime cuando lo hacen con la aquiescencia del órgano juzgador, del ministerio público y de las partes.


    R., Ricardo Horacio s/ Recurso extraordinario


    R. 392, XXXIX, 25 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Cuestiones de competencia. Conflictos interadministrativos. Cuestión no justiciable. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa U. 1, L. XXXV, "Universidad Nacional de Mar del Plata c/ Banco Nación Argentina por daños y perjuicios".


    La Cámara, al resolver la cuestión relativa a la ausencia de causa judicial, no se excedió en su jurisdicción apelada ni introdujo un tema ajeno a la controversia. Ello es así, pues el tribunal se encuentra habilitado a determinar de oficio si se está en presencia de un "caso" o "causa", ya que se trata de una de las condiciones de admisibilidad de la acción, que resulta indispensable para generar la intervención de cualquier tribunal, en virtud de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional. No obsta a lo expuesto, la circunstancia de que la decisión recurrida hubiera sido dictada durante el trámite de la medida cautelar y no en el proceso principal, donde la cuestión se había planteado expresamente, pues al tratarse de un recurso para asegurar el cumplimiento de una eventual sentencia favorable a la pretensión principal deducida, la inexistencia de "causa judicial" que habilite el ejercicio de la jurisdicción, habría de tornar abstracto el análisis de la procedencia de una cautela que perseguiría un objetivo de imposible cumplimiento, motivo por el cual no parece irrazonable que el a quo hubiera verificado dicho aspecto en forma previa a toda otra consideración. En lo atinente a la supuesta incompetencia de los magistrados en razón de que se trataría de un conflicto interadministrativo, cabe señalar que las cuestiones suscitadas en las presentes actuaciones en cuanto a la aplicación de la ley 19.983, luego de la reforma constitucional y de la sanción de la ley 24.521, son sustancialmente análogas al fallo de referencia.


    IUNA Incidente Medida Cautelar c/ Estado Nacional – AFIP Resolución 1379/97 s/ Daños y perjuicios


    I. 468, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Excepciones procesales. Competencia orginiaria. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa R. 195, L. XXXVII; recurso de queja "Rodríguez, Fernando Marcos c/ Transporte Metropolitanos General Roca S.A.”


    Aramayo, Gladys Myriam c/ Transportes Metropolitanos General Roca S.A. s/ Daños y perjuicios Sumario


    A. 2678, XXXVIII, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


     


    Recursos


    Recurso extraordinario federal. Queja por denegación del recurso extraordinario. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. Derecho electoral. Derechos políticos. Derecho constitucional. 


    En la causa, in re S.C., P. 3, L. XXXIX "Partido Justicialista Distrito Electoral de Catamarca c/ Catamarca Prov. de s/ Acción declarativa de certeza", la Corte consideró la cuestión como de derecho público provincial, dejando abierta la posibilidad "en su caso" de revisar el asunto por la vía prevista en el Art. 14 de la Ley 48. Cabe recordar que la Corte en un caso de similares características electorales al aquí planteado declaró improcedente el recurso extraordinario por tratarse de cuestiones de hecho, prueba y derecho público local. Cierto es que la Corte tiene la delicada misión, por un lado, de no interferir en las autonomías provinciales pero, por el otro, de evitar que las decisiones del poder jurisdiccional local lesionen instituciones fundamentales cuyo reconocimiento parte de manera expresa de los preceptos de la Constitución Nacional: los partidos políticos. En este sentido, recientemente la Corte ha dicho que los partidos políticos constituyen grupos organizados para la elección de representantes en los órganos del Estado, haciendo posible que éste sea, efectivamente, la organización política de la Nación. Expresó que aquéllos reflejan los intereses y las opiniones que dividen a los ciudadanos, actúan como intermediarios entre el gobierno y las fuerzas sociales y de ellos surgen los que gobiernan, es decir, los que investidos de autoridad por la Constitución y por las leyes, desempeñan funciones que son la razón de ser del Estado. Sostuvo que la función de los partidos de proveer el directorio político como auxiliares del Estado explica su encuadramiento estatutario y en los hechos, que sistema de partidos y sistema representativo hayan llegado a ser sinónimos; los partidos políticos condicionan los aspectos más íntimos de la vida política nacional y la acción de los poderes gubernamentales y de ellos depende en gran medida lo que ha de ser, en los hechos, la democracia del país. Sobre la base de tales criterios y como surge de autos, ante la suspensión de la fecha de las elecciones provinciales y la proximidad de que se establezca una nueva, se entiende que la Corte debe pronunciarse sobre la admisibilidad o no del remedio federal dirigido contra el pronunciamiento que dispuso no oficializar la lista de candidatos de un partido político, toda vez que, en principio, dicha negativa lleva a excluir de participar en el acto eleccionario al Frente Alianza Justicialista de Catamarca. Esa situación, entendida como una exclusión del acto eleccionario de un partido reconocido conlleva otras consecuencias constitucionales de relevante importancia, pues implica tanto el menoscabo del derecho del electorado a elegir, privarlo de las diferentes opciones necesarias en un Estado de Derecho, como así también del derecho de la agrupación a competir en las elecciones provinciales. La doctrina de la arbitrariedad, acuñada por la Corte Suprema desde antaño, posee un carácter estrictamente excepcional no tiene por finalidad abrir una nueva instancia ordinaria donde puedan discutirse cuestiones de hecho, de derecho procesal, ni su objeto es corregir sentencias equivocadas o que se consideren tales a raíz de la mera discrepancia con el criterio de selección y valoración de pruebas, sino que sólo admite los supuestos desaciertos y omisiones de gravedad extrema a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. En este sentido, ha dicho la Corte que la citada doctrina tiende a resguardar la garantía de defensa en juicio y el debido proceso y exige que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa. Asimismo expresó que si bien los tribunales no están obligados a ponderar una a una y exhaustivamente las pruebas y constancias de la causa, ni ha de tratar la totalidad de las cuestiones propuestas por las partes, sino aquellas que estime pertinentes para fundar sus conclusiones, cabe prescindir de dicha teoría cuando se ha incurrido en una defectuosa y parcial consideración, al omitir el tratamiento de elementos esenciales que inciden sobre el tema en debate.


    Martinez, Lucia; Galincez, Alejandro y Carrizo, Oscar Del Valle  s/ Impugnación a la candidatura a Gobernador del Senador Nacional José Luis Barrionuevo


    M. 653, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Remisión del expediente


    Solicita remisión de expediente.


    Candal Meizoso, Amador c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo. Solicita pronto despacho por riesgo de vida


    C. 308, XXXIX, 14 de marzo de 2003


    Ver dictamen


     


    SIDA


    Obras sociales. Solicitud de afiliación. Derecho a la vida. Derecho a la integridad física. Discriminación por enfermedad. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    Obra social de los empleados de comercio y actividades civiles (OSECAC).


    Las partes debatieron aspectos singularmente vinculados al objeto litigioso que no fueron objeto de una debida consideración por la Sala, ceñida al argumento basado en la índole discrecional de la admisión del requerimiento afiliatorio. Si bien la actividad que asumen las empresas de medicina pre-paga presenta rasgos comerciales, en tanto ellas tienden a proteger las garantías a la vida, salud, seguridad e integridad de las personas, adquieren también un compromiso que excede o trasciende el mero plano negocial. Tampoco se hizo cargo la alzada de las objeciones referidas a la falta de fundamentos del rechazo de la solicitud de afiliación presentada oportunamente por el actor. Igual omisión cabe reprochar respecto del argumento fincado en los derechos constitucionales a la vida y salud del peticionario, invocados ya desde la etapa prejudicial y reiterados a todo lo largo del proceso. El citado proceder termina de privar de sustento al pronunciamiento. La negativa de la demandada a proveer razones que justifiquen el rechazo de la solicitud de afiliación del pretensor, no se ha visto alterada sustancialmente en el derrotero seguido por las actuaciones por ante los tribunales de justicia. En efecto, la Obra Social ha reiterado la adecuación de su accionar a lo establecido por el artículo 3.1 del reglamento aprobado por la resolución n° 165/98. No obstante, ha explicado, también, que el criterio para aprobar las solicitudes reside en el objeto mismo de la Obra Social, o sea que en cuanto a prestaciones médicas, tienen prioridad absoluta los beneficiarios naturales de la misma, sin que resulte admisible distraer fondos de los aportados y debidos a los beneficiarios para atender las necesidades de quienes no están comprendidos en la Ley 23.660. Frente a la coexistencia en una entidad como la accionada de un segmento prestacional enmarcado en la preceptiva de la Ley n° 23.660 y otro que la propia parte ha analogizado con las prestaciones que provee la así llamada medicina pre-paga, resulta cuanto menos controversial que pueda asentirse a una escisión tan tajante en la conducta y en la responsabilidad como la que la Obra Social esgrime. El examen de la cuestión efectuado por la alzada, soslayó indebidamente ponderar los extremos indicados, privando así de sustento a lo decidido. El actor, tras revistar más de siete años como beneficiario de la accionada y padeciendo el virus del VIH-SIDA, se ve impedido de contar con la asistencia médica intermediada por ésta. No puede desconocerse que resultaría más que difícil o acaso imposible para él, en su actual situación, acceder a otra cobertura sanitaria similar, a lo que se suma que la patología que porta impone un tratamiento regular y sin dilaciones y que, en estos casos, su ausencia, en forma y tiempo oportuno, aparece como un agravio susceptible de lesionar los sentimientos más hondos del enfermo, amén de implicar una violación de derechos esenciales en forma inmediata o mediata. Por otro lado, la solución que propone la Obra Social en la comunicación postal, y que retoma la alzada al aludir al sistema de salud pública, importa desconocer o prescindir de la más que crítica situación por la que atraviesa hoy el último sector. Le asiste razón en su pretensión de amparo jurisdiccional, porque no se evidencia razonable el rechazo de la solicitud de adhesión a la Obra Social, la que sólo cabe entender, frente a la ausencia de una explicación y prueba concluyente en contrario determinada por el deseo de desentenderse de la continuidad del tratamiento de la dolencia padecida por el actor, antes que por una decisión de autonomía contractual. En el contexto de una relación jurídica preexistente, la facultad del ente asistencial viene a perder autonomía absoluta y plena y ha de ser interpretada en forma restrictiva, debiendo prevalecer en casos debatibles como el presente, una hermenéutica de equidad que favorezca a aquel que pretende permanecer en la relación asistencial, dada su condición de parte más débil en el vínculo, y todo ello a favor del principio de buena fe, que debe privar en este tipo de vinculaciones. Supuestos como el de marras, aconsejan un abordaje no tan severo y estrechamente negocial del tema, sino uno que tome en cuenta las circunstancias concretas del actor y las particularidades del contexto en el que la relación se inserta. Los pormenores de la causa imponían otro tipo de conducta por parte de la accionada, respecto de quien, en su calidad de antiguo afiliado, se limitó a gestionar la continuidad del vínculo, in bien, en otra condición reglamentaria.


    V., W. J. c/ OSECAC s/ Sumario


    V. 1389, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VI


    Derecho Laboral


    Accidente de trabajo


    Indemnización. Incapacidad laboral. Derecho común. Policía federal. Haber de retiro. 


    Precedente de la Corte: "Lupia, Mario Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Accidente de trabajo, artículo 113 C.C.".


    En el precedente citado, el Tribunal ha resuelto que al examinar una situación que guarda en lo pertinente analogía con la planteada en autos, esta Corte ha establecido que no existe óbice alguno para otorgar una indemnización basada en normas de derecho común a un integrante de las fuerzas armadas o de seguridad -ya sea que su incorporación haya sido voluntaria o consecuencia de las disposiciones sobre el servicio militar obligatorio- cuando las normas específicas que rigen a las citadas instituciones no prevén una indemnización sino un haber de retiro de naturaleza previsional. Que en el presente caso resulta claramente aplicable la doctrina del fallo citado, toda vez que la Ley 21.965, para el personal de la Policía Federal Argentina, no prevé un régimen autónomo de resarcimiento (o "indemnización'') para los supuestos de lesiones sufridas por los integrantes de la fuerza que se hayan originado en casos como el de autos. Por el contrario, la mencionada normativa establece para esos supuestos el pago de un haber de retiro, lo que, de conformidad con la doctrina del citado caso “Mengual” es perfectamente compatible con la percepción de una indemnización fundada en normas del derecho común". Los restantes agravios, relativos al plazo de prescripción y quantum de la indemnización, cabe señalar que remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias del tribunal de la causa y ajenas al remedio del artículo 14 de la ley 48. Máxime cuando la decisión se sustenta en argumentos suficientes que bastan para excluir la tacha de arbitrariedad invocada.


    Figueroa, Jorge Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior – Policía Federal Argentina s/ Daños y perjuicios


    F. 650, XXXVII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Accidente in itinere. Incapacidad laboral. Asegurador por riesgos del trabajo. Empleador. Intervención de terceros. Competencia federal. 


    La determinación de la responsabilidad que le cabe a la aseguradora de riesgos del trabajo, presunta infractora de lo previsto por el artículo  6° del Decreto Reglamentario N° 717/96 Y 491/97 -por haber cesado en el abono de las prestaciones exigidas a su cargo-, se encuentra enraizada en el marco administrativo-jurisdiccional creado por la ley 24.557 y su decreto reglamentario 717/96, el cual establece la actuación de órganos federales. La Corte ha dicho que la responsabilidad administrativo-jurisdiccional del sistema de la L.R.T. y el Decreto 717/96, en los aspectos que atañen de modo general a los riesgos de trabajo ha sido depositada –con la sola excepción del artículo 1072 del Código Civil- en organismos de orden federal.


    Medina, Manuel Dante c/ Industrias del Trigo S.A. y/u otra s/ Enfermedad accidente


    COMP. 1378, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 701, L. XXXIV caratulados "Mariani, Javier Higinio y otros c/ Federación Argentina Trabajadores de Luz y Fuerza s/ Reajustes varios" y Comp. N° 266, L. XXXV "Zubielqui, Nestor Ramón c/ Banco de la Nación Argentina s/ Cobro de aportes o contribuciones", sentencias del 16 de marzo de 1999 y 2 de diciembre de 1999, respectivamente.


    Quedó trabado un conflicto negativo de competencia que corresponde dirimir a la Corte en los términos del Artículo 24, Inciso 7°, del Decreto - Ley n° 1285/58, texto según Ley n° 21.708. También aquí resultan aplicables las pautas para la radicación de las causas que reglamentó la Corte Suprema de Justicia de la Nación mediante la Acordada N° 75/96, punto 2°, máxime cuando ya se ha dictado, ante la justicia laboral, sentencia de primera instancia, y ella se encuentra en grado de apelación, exclusivamente en cuanto al fondo del problema sin que se planteara por los interesados controversia alguna respecto de la competencia de los tribunales intervinientes en el pleito.


    Ferrone, Elba Ángela y otros c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro y otro s/ Diferencia cobro fondo complementario


    COMP. 326, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Prestaciones complementarias. Cámara de Apelaciones. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 701, L. XXXIV, “Mariani, Javier Higinio y otros c/ Federación Argentina Trabajadores de Luz y Fuerza s/ Reajustes varios” y Comp. 266, L. XXXV “Zubielqui, Néstor Ramón c/ Banco de la Nación Argentina s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Terres, José A. R. c/ Banco Central de la República Argentina s/ Prestaciones complementarias


    COMP. 1501, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Asociaciones sindicales. Exclusión de la tutela sindical. Competencia laboral. 


    Cabe señalar, conforme lo ha sostenido la Corte en casos análogos, que a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse centralmente al objeto del juicio expuesto en el escrito de demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a éste, en el derecho que invoca como fundamento de su pretensión. Asimismo, tiene dicho la Corte, que los conflictos entre jueces de distinta jurisdicción, deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimientos, como así también, que en los pleitos derivados de contratos laborales entre particulares rige el Artículo 24 de la Ley 18.345, que prevé la competencia, en las causas entre trabajadores y empleadores -a elección del actor- entre el juez del lugar del trabajo, el de la celebración del contrato o el del domicilio del accionado, y que ello se encuentra inspirado en el objeto de proteger a los trabajadores, debiendo privilegiarse para el supuesto de domicilios en jurisdicciones diferentes el correspondiente al del trabajador.


    Banco de La Pampa SEM c/ Ricciardulli, Raúl A. s/ Exclusión de tutela sindical - Artículo 52 Ley 23.551


    COMP. 1204, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Indemnización por accidente de trabajo. Devolución del expediente. 


    Cabe señalar que, a los fines de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta en primer término la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos el derecho que invoca como fundamento de su pretensión. La Ley de Riesgos del Trabajo organizó un mecanismo tendiente a que, ante un infortunio de esta índole, se brinde al trabajador de inmediato y de manera automática, por las aseguradoras o empleadores autoasegurados , las prestaciones en dinero o especie correspondientes; y para el caso de disconformidad del damnificado o de sus familiares con dichas prestaciones, se previó la reclamación ante las comisiones médicas con anterioridad al planteo de un reclamo judicial, de donde se desprende que esa etapa no puede preterirse.


    Duarte, Jorge Rolando c/ CNA Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente Ley 9688


    COMP. 1223, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cabe señalar que, a los fines de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta en primer término la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos el derecho que invoca como fundamento de su pretensión. En tales condiciones cabe recordar, que la Ley de Riesgos del Trabajo organizó un mecanismo tendiente a que, ante un infortunio de esta índole, se brinde al trabajador de inmediato y de manera automática, por las aseguradoras o empleadores autoasegurados, las prestaciones en dinero o especie correspondientes; y para el caso de disconformidad del damnificado o de sus familiares con dichas prestaciones, se previó la reclamación ante las comisiones médicas con anterioridad al planteo de un reclamo judicial, de donde se desprende que esa etapa no puede preterirse.


    Fleitas, Hugo Roberto c/ Román Marítima S.A. y otra s/ Demanda laboral


    COMP. 841, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Indemnización por despido. Despido sin causa. Cuestión de derecho común. Competencia nacional. 


    A los efectos de dilucidar las cuestiones de competencia, es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión. Al tener fundamento la demanda en cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales del derecho del trabajo -a los que les resultan aplicables las disposiciones de la Ley de Contrato de Trabajo- la materia del pleito atañe al derecho laboral común, por lo cual no corresponde que sea resuelta por los jueces de la Ciudad de Buenos Aires, máxime cuando ya la Corte advirtió que la propia Constitución de la Ciudad faculta al gobierno local a convenir con el federal la transferencia de los jueces nacionales de los fueros ordinarios al poder judicial local, extremo que no ha acontecido hasta aquí, ni se ha creado la justicia del Trabajo, según lo previsto por el artículo 41 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires.


    Machado, Florentina Emilia c/ Asociación Cooperadora del Hospital de Agudos José María Ramos Mejía y otros


    COMP. 611, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Muerte. Cuestión de derecho común. Competencia nacional. 


    A los efectos de dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión. Al tener fundamento la demanda en cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales del derecho del trabajo -a los que les resultarían aplicables las disposiciones de la Ley de Contrato de Trabajo- la materia del pleito atañe al derecho laboral común, por lo cual no corresponde que sea resuelta por los jueces de la Ciudad de Buenos Aires. En este sentido, cabe recordar que la ley 24.028 -hoy derogada- innovó al determinar la competencia del fuero civil respecto de los reclamos por infortunios laborales basados en el derecho común, excepción que a la fecha, sólo ha sido preservada para el caso del artículo 1072 del Código Civil, habiendo sido derogada en lo que atañe a las restantes hipótesis de responsabilidad civil, por lo cual subsiste la regla general del artículo 20 de la ley 18.345, que sienta como principio la competencia de la justicia laboral todas las causas fundadas en normas de derecho del trabajo, a más de aquellas entre trabajadores y empleadores relativas a un contrato de trabajo, aun cuando basadas en previsiones de derecho común, lo que, obviamente, incluía reclamos por infortunios laborales fundados en los arts. 1072, 1109 y 1113 del Código Civil.   La Corte sostuvo que la propia Constitución de la Ciudad faculta al gobierno local a convenir con el federal la transferencia de los jueces nacionales de los fueros ordinarios al poder judicial local, extremo que no ha acontecido hasta aquí, ni se ha creado la justicia del Trabajo, según lo previsto por el artículo 41 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires.


    R. C., M. R. p/s y en representación de sus hijos menores J. y E. C. R. c/ Encimas, René Alberto y otros s/ Indemnización por fallecimiento


    COMP. 816, XXXVIII, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión negativa de competencia


    Relación de dependencia. Cobro de sumas de dinero. Rubros indemnizatorios. Derecho común. Competencia laboral. Justicia nacional del trabajo. 


    A fin de resolver las cuestiones de competencia es preciso considerar, de modo principal, la exposición de los hechos que el actor efectúa en su demanda y, después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión. Toda vez que, según los artículos 20 y 21 del Decreto-Ley 18.345/69, la Justicia Nacional del Trabajo debe conocer en todas las cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales o colectivos del derecho laboral y dado que la decisión que se dicte implicará la interpretación y aplicación de normas de esa naturaleza, por razón de la materia, dicho fuero y no el Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires es el competente para entender en estos autos. Por otra parte, si bien el artículo 41 de la Ley 7 -Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires- prevé la creación de una justicia del trabajo, su puesta en marcha se encuentra suspendida y sujeta al acuerdo entre los gobiernos federal y local, dado que la Constitución de la Ciudad Autónoma faculta a la Comuna a convenir con el Estado Federal la transferencia de los jueces nacionales de los fueros ordinarios al poder judicial local y ese extremo aún no ha acontecido.


    Benítez Vergara, Carlos Ramón y otros c/ Metálica S.R.L. y otros s/ Ley 22.250


    COMP. 723, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Accidentes de trabajo. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 634, L. XXXIX, "Videla Darío Antonio c/ Cooperativa de Electricidad, Consumo, Comercialización, Vivienda y Servicios Asistenciales General Alvear Limitada s/ Cobro de sumas de dinero".


    Cabrera de Pupo Carmen c/ Aquino, Alberto s/ Accidente


    COMP. 857, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia laboral. 


    Atento al tenor de lo normado por el artículo 32 de la ley 24522, que hace referencia a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, quedan fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, serán motivo de reclamo por vía individual y, de darse el supuesto, mediante un nuevo procedimiento concursal, con lo cual es evidente que no resulta aplicable a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del actual estado concursal.


    Moreno, Benito Estanislao c/ D´Agostino Muebles S.A. s/ Enf. Accidente Art. 1113 Código Civil


    COMP. 3, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Riesgos del trabajo. Competencia provincial. 


    No resulta razonable la declaración de incompetencia de aquéllos magistrados fundada en el marco de los preceptos contenidos en el artículo 354, inciso 1° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, ya que se trata de un conflicto propuesto por un juez en los términos del decreto ley 1285/58, y no de una resolución judicial que hubiera dicha norma.


    Prezioso, Mario Leonardo s/ Apelación


    COMP. 1479, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Comisiones médicas. Resoluciones. Devolución del expediente. 


    No asiste razón al Señor Juez local, en cuanto al curso que decidió darle a la acción, en cumplimiento del precepto del artículo 354, inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, ya que se trata de un conflicto propuesto por un juez en los términos del decreto-ley 1285/58, y no de una resolución judicial que hubiera resuelto una excepción previa deducida por las partes.


    Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación


    COMP. 1132, XXXVIII, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Cabe señalar que la Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca con fundamento de su pretensión. Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.


    Sánchez, Raúl c/ Acetatos Argentinos S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1182, XXXVIII, 02 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Empleo público


    Pase a disponibilidad. Actos de los poderes públicos. Resolución conjunta. 


    El decreto N° 101/85, delegó la facultad de aprobar las nóminas de personal que pasaría a revistar en situación de disponibilidad, disponiendo que debía "instrumentarse la decisión respectiva mediante resolución conjunta" del ministro o secretario de Estado o Jefe de la Casa Militar y del secretario de la Función Pública, según el caso (artículo 3°, inciso d, apartado 2). En éste mismo sentido, el Presidente del Comité Ejecutivo de Contralor de la Reforma Administrativa, al aprobar las "Instrucciones para el tratamiento de las situaciones de Disponibilidad" por resolución N° 3, del 10 de mayo de 1991, ordenó que la nómina del personal que pasara a esa situación de revista, fuese aprobada mediante resolución conjunta del Secretario de la Función Pública y del ministro, secretario, subsecretario ministerial” o Jefe de la Casa Militar de quien dependiesen. Sin embargo, el 25 de junio del mismo año y -según reza en sus considerandos el decreto 1201/91- con el propósito de dar cabal cumplimiento con la máxima celeridad y economía administrativa al proceso de transformación y racionalización de estructuras dispuesto por el decreto N° 2476/90, se decidió facultar "a los señores Ministros, Subsecretarios Ministeriales, Subsecretarios de la Presidencia de la Nación, Jefe de la Casa Militar de la Presidencia de la Nación y autoridades superiores de entes descentralizados para aprobar la nómina del personal que pase a revistar en situación de disponibilidad en sus respectivas áreas. Tratándose de otros organismos que dependan directamente del Presidente de la Nación, la resolución será adoptada por sus respectivos titulares" y derogar expresamente la norma obrante en el punto 2 del inc. d) del artículo 3° del decreto 101/85 que requería de una resolución conjunta.  Así las cosas, la conducta de la Administración, encuentra directa aplicación en el decreto 1201/91 y, por tanto, contrariamente a lo resuelto por el a quo, la resolución MTSS N° 1005/91 fue dictada en ejercicio de facultades que le fueron legítimamente atribuidas.  Tiene dicho la Corte que debe ser dejado sin efecto la sentencia que se aparta injustificadamente de disposiciones legales expresas.


    Calot, Silvina Alejandra c/ Ministerio de Trabajo y Seguridad Social - Resoluciones 999/91 y 1005/91


    C. 562, XXXVII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Honorarios del abogado


    Reformatio in pejus. Sentencia extra petita. 


    Determinación originaria.


    El Tribunal tiene reiteradamente dicho que incurre en reformatio in pejus el pronunciamiento que coloca a los únicos apelantes en peor situación que la resultante de la sentencia recurrida, lo que constituye una violación directa e inmediata a las garantías de defensa en juicio y de propiedad. La Alzada justificó su proceder en que el juez de grado omitió considerar -al fijar los honorarios e imponer las costas-, que en estas actuaciones se interpusieron dos acciones diversas.  Sin embargo, tal pronunciamiento importa una indebida extralimitación de las facultades decisorias del tribunal de la causa, toda vez que conforme al artículo 278 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, aquél sólo podrá decidir sobre puntos omitidos en la sentencia de primera instancia cuando se solicitare el respectivo pronunciamiento al expresar agravios, supuesto que no se verifica en autos pues el actor (único apelante) nada dijo respecto de tal omisión. En las tales circunstancias, el aumento de los honorarios del letrado de la demandada, que sólo fueron apelados por el actor al considerarlos elevados, importa no solamente adoptar un criterio que se aparta del texto legal que autoriza su adecuación oficiosa exclusivamente en la hipótesis de revocación o modificación del fallo de grado y no de su confirmación como es el caso de autos, sino que por vía de una extensión indebida de los límites impuestos por el ámbito de su competencia devuelta (arts. 271 "in fine" y 277 del código citado), el tribunal a-quo culmina en una grave frustración del derecho de defensa en juicio del recurrente al imponerle una sanción más gravosa, sin debate previo ni recurso de la contraria.


    Wasinger, Horacio Leandro c/ Evequoz, Rodolfo Aurelio


    W. 93, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Incapacidad laboral


    Indemnización por accidente de trabajo. Cobro. Renta periódica. Declaración de inconstitucionalidad. Sentencia arbitraria. Insuficiencia del agravio. 


    Ha reiterado la Corte que la declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como última ratio del orden jurídico, y procedente en tanto el interesado demuestre claramente de qué forma aquélla contraría la Norma Fundamental, causándole un gravamen; y para ello es menester que precise y acredite fehacientemente en el supuesto concreto el perjuicio que le genera la aplicación del dispositivo, resultando insuficiente la invocación de agravios meramente conjeturales. Ello no se advierte en las presentaciones, desde que el requirente se limita a descalificar la renta periódica y a conjeturar agravios vinculados a la depreciación de la divisa y a la obtención de una renta financiera superior, sin proveer, empero, evidencia económica alguna de las ventajas involucradas en la sustitución de la renta periódica a la que se refiere el artículo 14, apartado 2 b), de la Ley 24.557, por un pago único e íntegro del concepto comprometido, aspecto al que la quejosa ciñe su petición. Tal déficit se acrece tan pronto se aprecia que los jueces en ambas instancias se pronuncian a favor de la invalidez constitucional de la norma en disputa sobre la base de que el monto de dicha renta mensual no guarda una adecuada relación con el salario bruto del actor resultando equitativo su reemplazo por una prestación dineraria única calculada sobre la base de la previsión del artículo 14, apartado 2 a), de la Ley 24.557, con lo que, por otro lado, se apartan de los estrictos términos del planteo originario. El anterior razonamiento prescinde no sólo de que la modificación introducida al precepto invalidado por el decreto n° 1278/00 ratifica, para el supuesto de incapacidades laborales permanentes, parciales y definitivas como la del pretensor (65%), el pago bajo la modalidad de una renta periódica sino también de la necesidad de apreciar que el capital de condena ha visto menguar gravemente su aptitud para constituirse en el capital financiero al que se refiere la sentencia. Dicho dato menos aún puede soslayarse en esta instancia de excepción, de estar a la doctrina sentada en Fallos: 324:3948, 325:2177. Por otra parte, sabido es que, si bien respecto de diferentes rubros o conceptos resarcitorios, la Corte ha estimado que los motivos de equidad no pueden servir de pretexto para que los jueves dejen de aplicar las disposiciones legales cuya sanción y abrogación está reservada a otros poderes del Estado, vale advertir que tampoco aquí se explicitan las razones por las que se considera que la renta periódica debe situarse, necesariamente, en una cierta relación de proporcionalidad con el ingreso bruto del trabajador incapacitado; ni menos aún por qué el monto de condena no constituye una pulverización del derecho que se quiere asegurar, cuando sus parámetros de cálculo no parecen distar demasiado de los pautados en la disposición legal invalidada. El único juico que corresponde admitir aquí a los tribuales es el referido a la constitucionalidad de las leyes a fin de discernir si media restricción de los derechos consagrados en la Carta Magna, sin inmiscuirse en el escrutinio de la conveniencia, oportunidad, acierto o eficacia del criterio adoptado por el legislador en el ámbito propio de sus funciones.


    Milone, Juan Antonio c/ Asociart S.A. Aseguradora de Riesgos del Trabajo  s/ Accidente - Ley 9.688


    M. 3724, XXXVIII, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Indemnización por incapacidad. Régimen de consolidación de deudas. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. 


    La Corte tiene dicho que las decisiones judiciales no son factibles de ser revisadas por la vía excepcional del Artículo 14 de la Ley 48 cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y de derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa, máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad. Sin embargo, en el sub lite corresponde hacer excepción a esta regla y declarar la procedencia del recurso en examen, en virtud de la jurisprudencia del Alto Tribunal que establece que las sentencias que omiten considerar y decidir cuestiones oportunamente propuestas por las partes y conducentes para la solución del litigio, carecen de validez como actos jurisdiccionales y deben ser dejadas sin efecto, pues ellas satisfacen sólo de manera aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a los hechos comprobados de la causa. Por otro lado, la resolución atacada, aun cuando decide acerca de cuestiones suscitadas en el marco de un proceso ejecutivo, es equiparable al pronunciamiento definitivo exigido por el Artículo 14 de la Ley 48, pues la apelante se encuentra impedida en el futuro de replantear sus quejas al respecto, lo cual le ocasiona un agravio de imposible reparación ulterior. Al entender el tribunal que la Disposición N° 2/90 "causa instancia con los efectos de la cosa juzgada administrativa" y que, en consecuencia, es definitiva y ejecutable ante los tribunales del trabajo, ordenó llevar adelante la ejecución iniciada por el actor contra la Provincia. Esta decisión omitió toda referencia acerca de la aplicabilidad al sub lite de la Ley local 11.192 de consolidación de deudas, que adhiere a la ley nacional 23.982, cuestión que, sin perjuicio del carácter de orden público, había sido expresamente propuesta y era susceptible de incidir en la forma de cumplimiento de la condena. Esta omisión del a quo permite calificar de arbitrario al pronunciamiento, carácter que se atribuye cuando no se han atendido siquiera mínimamente los argumentos expuestos por la parte que se considera agraviada, lo que produce menoscabo de la garantía de defensa en juicio consagrada en el Artículo 18 de la Constitución Nacional. La tacha que se propugna no implica abrir juicio sobre la solución que en definitiva corresponda arbitrar, esto es, si corresponde aplicar al caso la ley provincial de consolidación de deudas o si cabe considerar que la ejecución promovida por el actor se encuentra excluida de dicho régimen legal.


    Pinola, Oscar R. c/ Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires


    P. 845, XXXVI, 16 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Indemnización por despido


    Falta de preaviso. Certificado de servicios. Diferencias salariales. Verdad jurídica objetiva. Sentencia arbitraria. Exceso ritual manifiesto. Apartamiento de las constancias de la causa. 


    Si bien, por principio, los pronunciamientos de los superiores tribunales de provincia que deciden sobre la procedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son revisables en la instancia del artículo 14 de la ley n° 48 y que la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva, tal circunstancia no constituye óbice decisivo para invalidar lo resuelto cuando el tribunal no ha dado el debido sustento a su decisión. La sentencia se ciñe a un temperamento en exceso formal, que omite, sin justificación plausible, hacerse cargo de una serie de argumentos arrimados por la recurrente de suficiente verosimilitud como para justificar un examen de los mismos que exceda el mero marco ritual, adentrándose en una indagación sobre la substancia del planteo. El reiterado criterio de la Corte reconoce base constitucional a la necesidad de conferir primacía a la verdad jurídica objetiva, de modo de impedir su ocultamiento ritual, como exigencia derivada del artículo 18 de la Ley Suprema; en cuyo marco los magistrados judiciales deben custodiar las reglas a que han de ajustarse los procesos atendiendo en todo momento al fin último a que aquéllas se enderezan: contribuir a la más efectiva realización del derecho. Han quedado reconocidos los recibos de haberes del pretensor, así como diversas facturas emanadas de la Clínica, e inclusive, la liquidación final. Obra, asimismo, un informe de la Clínica dando cuenta de la calidad de socio del actor y de su condición de gerente. Ninguna constancia obra, en cambio, en las actuaciones que dé cuenta de las supuestas tareas prestadas en relación subordinada por el demandante en las clínicas y centros asistenciales, y que pese a sus dichos en contrario, integran el objeto litigioso a partir del momento en que afirma que la liquidación final sólo comprende lo pagado por la atención en consultorio, y no lo que atañe a la laborado fuera de él, extremo que la contraria rechaza expresamente. Por otra parte, en relación al contenido de la certificación de servicios y remuneraciones del actor, y su correlativo informe de la ANSES, se acompañan diversas constancias penales en las que consta procesada por administración fraudulenta en perjuicio de la Obra Social, la persona responsable de la confección de los registros respectivos, en vinculación a una maniobra que comprende, entre otras conductas, la expedición de certificaciones que no se ajustan a la realidad económica de los vínculos habidos, a propósito de lapsos que, en principio, coinciden con los debatidos aquí. Finalmente, vale anotar que, en la oportunidad de cuestionar la certificación de servicios del actor, la demandada acompañó constancias extraídas del libro especial previsto en el artículo 52 de la Ley de Contrato de Trabajo correspondientes al reclamante, dejando ofrecida, asimismo, su exhibición. Frente al monto de mejor remuneración normal y habitual que emerge de la certificación cuestionada  del informe de la ANSES, que asciende a $ 1.491,28, se yergue el que se deriva de los recibos acompañados por la accionada y de las constancias del libro del artículo 52 de la Ley de Contrato de Trabajo, que asciende a $491,28. Existe un conjunto de elementos que justifican una indagación del asunto que exceda el mero plano formal y se encamine a establecer si, en efecto, procede el pago de las diferencias demandadas, máxime cuando de no ser así, y allende la falta de responsabilidad del actor en orden a la confección de la certificación de servicios y salarios, no cabe descartar un eventual incremento patrimonial injustificado, no concebible de ser convalidado ritualmente. Cabe remarcar que no resulta ajustado a las actuaciones que la accionada no se haya hecho cargo de los motivos esgrimidos por la a quo para desechar el cuestionamiento de la certificación de servicios. Ello es así, puesto que en ocasión de introducir el planteo casatorio esgrimió razones destinadas a justificar la procedencia de la denuncia; la oportunidad de su articulación en esa etapa y la no afectación del derecho de defensa de la contraria. Idéntica consideración merecen los señalamientos referidos a la supuesta falta de respuesta de los argumentos basados en la probable existencia de otros recibos no acompañados al proceso y en la falta de evidencia en orden a la relación directa entre la maniobra delictiva denunciada y la confección del certificado de servicios del actor; desde que el casacionista hizo hincapié en el alcance y contenido de los comprobantes de pago, en el contexto de lo establecido por los artículos 138 a 142 de la Ley n° 20.744; y pone de manifiesto que al estimarse el perjuicio causado por los actos defraudatorios en jurisdicción penal, se ha considerado a la totalidad de empleados de la Obra Social reclamada lo que incluye al demandante.


    Juárez Crespo, Miguel Ángel c/ Fiat Concord S.A. Obra Social


    J. 58, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    La confusión entre dos establecimientos determinó el error de la ad quem, quien infirió que se trataban de dos juicios por la misma causa y período, contra los mismos reclamados, lo que vulneró las previsiones de los artículos 16, 17, 18, 19, 31, 33 y 75, inciso 2°, de la Ley Fundamental.  Es arbitrario el pronunciamiento de la alzada que se cifra de manera determinante en la confusión habida entre ambos establecimientos.


    Sanabria, Perla Amalia c/ Sabaj, Isaac y otros s/ Despido


    S. 2762, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Accidente del trabajo. Obligaciones solidarias. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. 


    Es descalificable la sentencia que modificó la que había hecho lugar al reclamo de daños derivados de un accidente por entender que no se encontraban acreditados los extremos que avalaran la responsabilidad solidaria de las codemandadas, si no examinó la relevancia probatoria del contrato de seguro concertado conjuntamente por las demandadas y la que concierne a la calificación de las actividades principales o accesorias vinculadas a la explotación y a la índole del control ejercido sobre la subcontratista, que el fallo concibe como inherentes al régimen de solidaridad laboral y -sin fundamento alguno- carente de peso al tiempo de indagar la imputabilidad civil de las codemandadas.


    Almada, Adriana c/ COMTEL S.R.L.


    A. 774, XXXVII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Despido. Indemnización. Apreciación de la prueba. Denegatoria del recurso. 


    El recurso interpuesto carece de la aptitud de bastarse a sí mismo y es en consecuencia inadmisible cuando carece de la fundamentación autónoma que exige el art. 15 de la Ley 48 y la doctrina que al respecto tiene formulada el Alto Tribunal. No obstante ello, no guarda ninguna vinculación con las circunstancias fácticas que originan y se integran en la causa, y que -en consecuencia- no puede relacionársela con el resultado final del proceso. La Cámara Laboral ha hecho un examen razonable de las pruebas rendidas, que descarta la arbitrariedad, y que la llevaron a sentenciar del modo que lo hizo, subsumiendo los hechos en la normativa laboral, e interpretando de esa manera el derecho común, circunstancias ambas ajenas a la instancia extraordinaria.


    Dentone, Josefina María c/ Seguridad y Custodia S.R.L.


    D. 268, XXXVII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Responsabilidad penal. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene dicho que  la obligación de notificar las causas del despido y no poder modificar éstas en juicio, responde al objetivo de dar al trabajador la posibilidad de estructurar de manera adecuada su defensa. El detalle de esa información -ha señalado también- no puede importar un formulismo taxativo, toda vez que de interpretarse de tal modo la norma inferior, se arribaría al extremo no deseado de cercenar el debate judicial, con la consiguiente lesión de los preceptos contenidos en el artículo 18 de la Ley Suprema.  Es por ello que, según esta perspectiva, el modo en que se notifica el despido no vulnera la norma del artículo 243 de la Ley de Contrato de Trabajo cuando exhibe una clara correlación entre las circunstancias anteriores y la extinción del vínculo que se comunica, de manera que el afectado no pueda ignorar la razón que ha motivado tal proceder del empleador.  En este caso se encarece la necesidad de evitar el escándalo jurídico que podría significar la admisión de rubros indemnizatorios en sede laboral en concepto de despidos “faltos de causas”, respecto de procederes cuya implicancia penalmente típica –de probarse, particularmente agraviante para la principal y por lo dicho, para la comunidad toda- está siendo examinada en la jurisdicción respectiva.  Tal propósito resulta, en definitiva, inherente a la prejudicialidad penal; respecto de casos, como el presente, en que la causa invocada por el principal como motivo de la cesantía reviste el carácter típico de un ilícito de orden criminal.


    Garuti, Jorge Oscar y otro c/ Laboratorios Bacon S.A.


    G. 518, XXXVII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Interpretación de la ley. Tope indemnizatorio. Fundamentación de la resolución. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    La solución adoptada en este caso no consulta del modo que es menester las exigencias de una adecuada fundamentación ni la preceptiva vigente en la materia, en especial, a la luz de la jurisprudencia de la Corte.  El artículo 245 de la Ley de Contrato de Trabajo prevé un límite al monto de las indemnizaciones por despido a partir de la aplicación de un módulo que deriva del promedio de las remuneraciones previstas en el convenio colectivo de trabajo aplicable al trabajador al momento del despido y es el Ministerio de Trabajo – con arreglo igualmente a su tenor expreso – el encargado de fijar y publicar el monto que corresponda, junto con las escalas salariales de cada convenio de trabajo.  Dicho límite, por imperio del párrafo del precepto, alcanza también a los trabajadores no amparados por convenios colectivos, a quienes les será aplicable el tope que corresponda al convenio de actividad inherente al establecimiento donde preste servicio o al acuerdo más favorable, en la eventualidad de que hubiera más de uno.  La Corte sus precedentes puntualizó que la claridad del artículo 245 de la Ley de Contrato de Trabajo, en la versión provista por la ley n° 24.013 al regular el método para establecer el monto correspondiente al tope, con sujeción a lo que las partes signatarias del respectivo convenio colectivo acuerden en materia de salarios, pone en evidencia el inequívoco propósito legislativo de imponer un límite a las indemnizaciones por despido.  Dicho criterio fue reiterado, oportunidad en la que reprodujo también que la demora del organismo del Estado en la fijación de los topes no puede ser entendida como un obstáculo para su acatamiento, ni constituye razón válida para determinar el crédito del peticionante con prescindencia de la limitación legalmente contemplada para resolver la cuestión.


    Nine, Héctor Aldo c/ Automóvil Club Argentino


    N. 10, XXXVIII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Homologación del convenio colectivo. Orden público laboral. Procedencia del recurso. 


    En primer término, merece apuntarse que, apreciado con estrictez, el resolutorio no se hace cargo del argumento fundado en el incongruente obrar de la Administración que, en su proceder fiscalizador -al decir de la presentante- contradice lo actuado por la autoridad laboral en oportunidad de homologar un convenio colectivo de trabajo -incongruencia, en cambio, que la propia Administración intenta más tarde reparar.  En segundo - y como ha reiterado la Corte, en sus pronunciamientos, debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sobrevengan al recurso – merece anotarse también que, asumiendo la necesidad de consolidar la certeza jurídica de los convenios colectivos de trabajo homologados con anterioridad a la implementación del sistema de consultas interadministrativas instaurado por medio de la Resolución S.T. 17/99, la Administración Federal de Ingresos Públicos, junto con organismos de la esfera laboral, dispuso mantener la naturaleza no remuneratoria conferida convencionalmente a diversas prestaciones, por el término de vigor de los respectivos acuerdos y a todos los efectos laborales y de la seguridad social, conforme ya se anotó en el acápite anterior.  En tales condiciones y frente al expreso reconocimiento explicitado por la interesada mediante la disposición general a que se alude, en orden al carácter “no remuneratorio” de rubros como el que  se encuentra en la base de la disputa mantener lo decidido por la alzada conduciría eventualmente a consolidar la imposición discriminatoria de una deuda de la que resultarían exentos otros potenciales o presuntos obligados, por el solo hecho de no haber sido circunstancialmente requeridos por el organismo recaudador.


    Schenone, Daniel Eduardo c/ Dirección General Impositiva


    S. 306, XXXVI, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Derecho laboral. Rubros indemnizatorios. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    En este caso la sentenciadora prodigó un examen al asunto que no se hace cargo de las particularidades que presenta el sistema de contratación de profesionales de salud por parte de una obra social para la atención de sus afiliados, y, menos aún, de las concretas constancias probatorias, incurriendo en un déficit que se acrece si se consideran los ajustados señalamientos en orden de ellas del magistrado de la anterior instancia, de los que la a quo se apartó sin proveer el adecuado fundamento y asintiendo a una impugnación de aptitud recursiva cuanto menos debatible. La alzada estructuró una argumentación de tenor meramente discrepante que discurren sin hacer referencia a  probanza concreta alguna que permita controlar la razonabilidad de sus conclusiones; supuesto que se torna grave particularmente en cuanto se refiere a la falta de prueba contundente de la condición de empresario del actor y a los extremos relativos a la subordinación jurídica, sujeción del profesional a directivas de sus superiores, integración a la estructura de la demandada, etc., máxime, en un contexto en el que la propia alzada hace alusión a las dudas que las características de la relación importan para la debida calificación del vínculo.


    Segal c/ Obra Social de la Actividad de Seguros y reaseguros, capitalización y ahorro y préstamo para la vivienda


    S. 885, XXXVIII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Despido sin causa. Derivación no razonada del derecho vigente. Obligatoriedad del fallo plenario. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba e interpretación de normas de derecho común, materia ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48, la Corte tiene dicho que la excepción a tal principio, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida, habiendo establecido además, que, a los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido.  El fallo incurre en un grave error de interpretación y valoración de las probanzas de autos, efectuando un razonamiento fuera de contexto y si sustento, apartándose sin fundamento alguno de la doctrina de fallos plenarios de aplicación obligatoria, y de la jurisprudencia de la Corte en lo que es materia de agravios.  Cabe recordar, que en cuanto al carácter recepticio que debe atribuirse a la notificación del despido, es pacífica la jurisprudencia de la Corte que reiteradamente viene sosteniendo que éste debe considerarse producido, en la fecha en que el dependiente tomó conocimiento de lo decidido por el principal, siendo indiferente el momento en que se expidió el despacho telegráfico, atento a que lo que interesa es la recepción de la pieza por parte del trabajador. Es dable destacar que de la prueba documental surge que el actor no conoció la voluntad extintiva de su empleador, respecto de la relación laboral que los unió, ni la causa que lo motivó.  También se encuentra probada la negativa por parte de la empleadora a reiterar sus términos, ante la concreta solicitud al respecto del dependiente, con lo cual privó a éste, conforme razonablemente sostuvo el Juez de Primera Instancia  del derecho de defensa, ante la calificación injuriosa que le imputó el demandado, al disponer su despido con justa causa, aspectos esenciales y conducentes que no consideraron los jueces de la Cámara, los que con sus afirmaciones dogmáticas relativas a las disposiciones del reglamento de correos respecto de la entrega de los despachos telegráficos, y la falta de acreditación por parte del actor de que no habita con otras u otras personas que pudieren haber recepcionado el telegrama cuestionado, no logran conmover los sólidos fundamentos que razonablemente llevaron al inferior a hacer lugar al reclamo del actor.  Corresponde hacer lugar al agravio del quejoso, en cuanto refiere que en la causa la Alzada se apartó sin fundamento suficiente de la doctrina plenaria del fuero, toda vez que si bien los recibos de salarios acompañados, no se desprende que el accionante efectuara horas extras con habitualidad, ello queda desvirtuado con la pericia contable que sostiene lo contrario, aclarando que éstas no le fueron abonadas, por lo que la sentencia del a quo no atiende a esta última constancia, en este marco, deviene arbitrariedad. Es jurisprudencia de la Corte admitir el recurso extraordinario, contra la sentencia que se apartó de un fallo plenario, si carece de fundamentos acordes con la índole y complejidad de las cuestiones debatidas en la causa.


    Bottaro, Adrián Osvaldo c/ Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Capital Federal


    B. 271, XXXVII, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Error en la persona jurídica. Defensa en juicio. Procedencia del recurso. 


    Conforme a los hechos expuestos en la demanda, se desprendería que a quien se pretendió demandar fue a la citada en primer término y no a la segunda, en cuyo domicilio se notificó la demanda y posteriormente se ordenó trabar embargo.  En lo relativo a los antecedentes fácticos, ellos ponen de relevancia que se han violado las formas substanciales del juicio, pues se ha seguido un proceso en rebeldía contra una persona jurídica distinta de la obligada, que no ha sido traída en legal forma al juicio, y en desmedro sus intereses patrimoniales, violentándose en consecuencia la garantía constitucional de defensa en juicio. Las normas de procedimiento y sus reglamentarias, no se limitan a una mera técnica de organización de procesos, sino que tienen por finalidad y objetivo, regular el ejercicio de derechos y logar la concreción del valor justicia, en cada caso, en salvaguarda del derecho de defensa en juicio, el cual supone -en substancia- que las decisiones judiciales deban ser adoptadas previo traslado a la parte contra la cual se pide, es decir dándole oportunidad de ser oída y ejercer sus derechos en la forma y con las solemnidades que establecen las leyes.


    Bravo, Roberto Oscar c/ Bendito, Aldo y otro


    B. 648, XXXVII, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Accidente in itinere. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 


    La Corte ha reiterado que no son revisables las sentencias por la vía del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa. En este contexto, el remedio de la actora no evidencia defectos de entidad suficiente como para prescindir de lo anterior e invalidar el fallo de la alzada.


    P., A. R. por si y en representación de sus hijos menores F., L. y F., A. V. c/ Beiro 4.801 S.R.L. y otros s/ Accidente In Itinere


    P. 237, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Despido. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al antecedente de Fallos 321:2434.


    Stockmayer, Roberto Ernesto y otros c/ Embajada de Portugal s/ Despido


    S. 2741, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Demanda laboral. Sentencia arbitraria. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    El recurso intentado no puede prosperar pues la resolución impugnada tiene los suficientes fundamentos en preceptos de naturaleza común y procesal, y en cuestiones de hecho y prueba que resultan suficientes para la solución del caso, y que más allá de la conformidad de los contendientes con su resultado, descartan la arbitrariedad conforme los términos que al respecto tiene elaborada la Corte.  Cabe destacar que la Cámara subraya en su decisión, circunstancias ignoradas por el Juez de Primera instancia por no considerarla “esencial ni decisiva”, y que sin embargo resultaban determinantes para la resolución del pelito.


    Giménez, José L. c/ Impercol S.R.L.


    G. 2714, XXXVIII, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Diferencias salariales. 


    Remisión al dictamen de la causa H. 132, L. XXXVII, “Hulytego S.A. c/ Fisco Nacional -DGI- s/ Incidente cobro de honorarios”.


    Hernández, Manuel Félix y otros c/ Banco Nacional de Desarrollo s/ Diferencia de Salarios


    H. 104, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Daños y perjuicios. Responsabilidad del dueño o guardián de la cosa. Daño psíquico. Honorarios del abogado. Fundamentación de sentencias. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    En el sub lite, la Alzada omitió el tratamiento de los agravios vertidos por su partes respecto del decisorio del juez de grado, al rechazar la demanda respecto de la empresa, sin fundamento y apartándose de lo normado por el artículo 1113, segunda parte del Código Civil, en que se fundó el reclamo.  En tal sentido, es preciso señalar que la responsabilidad del dueño la del guardián de la cosa (art. 1113 del Código Civil), son dos obligaciones independientes, por cuanto cada uno responde por un título distinto frente al damnificado, quien puede demandar a cualquiera o a ambos conjuntamente por el todo, con abstracción de la responsabilidad que corresponde atribuir a cada uno de ellos; y que en los casos en que el daño ha sido causado por el riesgo o vicio de la cosa, para que funcione la eximente de responsabilidad del dueño o guardián en virtud de la culpa de un tercero por quién no debe responder, debe tratarse de un tercero que carezca de vínculo con el demandado, circunstancia que no se configura en el sub lite.  En cuanto a los agravios traídos por la apoderada del actor respecto de la regulación de sus honorarios, la Corte ha resuelto, en reiteradas oportunidades, que las cuestiones pertinentes a la imposición de costas en las instancias ordinarias son por su naturaleza ajenas a la apelación extraordinaria, así como, que la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia. Sin embargo también tiene dicho la Corte, que existe cuestión federal, si la decisión no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa.  En tal sentido, la Corte ha sostenido que aunque los agravios dirigidos contra la regulación de honorarios se refieran al examen de materias de naturaleza procesal, ello no constituye óbice para invalidar lo resuelto cuando los tribunales de la causa han excedido el límite de su competencia decisoria, con menoscabo de las garantías reconocidas por los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Molina, Ángel Roque c/ Prestaciones Comerciales S.A. s/ Accidente Acción Civil


    M. 1148, XXXVI, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Relación laboral


    Modificación del contrato de trabajo. Ius variandi. Conceptos remunerativos pevisionales. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Las objeciones planteadas respecto a las modificaciones que introdujo la empresa en la relación laboral, en cuanto al Plan de Pensión y el llamado Período puente, remiten al estudio de temas ajenos a la instancias federal. El medio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal y constituyen materia propia de los jueces de la instancia; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencias de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como sentencia fundada en ley. Tales directrices resultan suficiente respuesta al primer agravio, en cuanto cuestiona que se haya entendido que la modificación unilateral de la empresa, del llamado Plan de Pensión resultaba una alteración de condiciones esenciales del contrato. La recurrente apoya su planteo en la calificación de beneficio social con carácter no remuneratorio y regulado en el artículo 103 bis de la L.C.T., e insiste con que por ese motivo no integraría las modalidades esenciales del contrato. Sin embargo, la sentencia no se fundó en que dicho beneficio resultaba un concepto remuneratorio, sino en que integraba el contenido del contrato. La recurrente equivoca su planteo al fundamentarlo en el art. 103 bis de la L.C.T. El Plan de Pensión, se trataba de una suma en dinero mediante la cual se asistía a los empleados efectivos después de su retiro de la compañía. La norma laboral, elige una fórmula más amplia. Se refiere a la preservación y mejora de derechos personales y patrimoniales del trabajador; a que el ejercicio del ius variandi no le causen perjuicio material, ni moral y que se cuidará de satisfacer las exigencias de la organización del trabajo en la empresa y el respeto debido a la dignidad del trabajador y sus derechos patrimoniales, excluyendo toda forma de abuso de derecho. Al intentar demostrar que dicho beneficio encuadraba en el art. 103 bis, dejó en pie otros argumentos decisivos del a quo en cuanto señaló que conforme el art. 1° apartado d) de la L.C.T. aquel concepto integraba las condiciones del contrato. En tales circunstancias, la cámara rechazó el argumento de que ésta se había reservado expresamente el derecho de modificar, suspender o cancelar este beneficio si así lo juzgase conveniente. Se interpretó que una de las partes no podía revocar ni modificar unilateralmente sin consentimiento. El segundo agravio se sustenta en que el a quo equivocó su razonamiento al entender que el trabajador adquirió un derecho pleno y perfecto al plan de pensión desde el ingreso a la empresa, cuando la demandada se obligó a respetar el goce del beneficio futuro. Al no encontrarse cumplida la condición suspensiva a la cual se supeditó la adquisición del beneficio en cuestión, la obligación asumida por la demandada nunca habría existido. Razón por la cual se trataría de la mera expectativa de un derecho, a la que habría que trasladar también al reclamo por Período Puente, por su carácter accesorio de aquél. El planteo del recurrente -que se sustentaría en que no habría un derecho pleno y perfecto sino una mera expectativa- remitiría al examen de la naturaleza jurídica de las obligaciones sujeta a condición suspensiva, pendiente el hecho condicional. En doctrina, existen distintas posturas, y es indudable que la discusión resultaría, tema de debate doctrinario en donde pueden definirse dos posturas y el a quo habría decidido conforme a una de ellas, lo cual descarta la tacha de arbitrariedad. Iguales conclusiones cabría respecto de los agravios vinculados con la discrepancia con la interpretación y aplicación del principio de irrenunciabilidad regulado en el art. 12 de la L.C.T. y con los efectos del consentimiento del trabajador y los alcances de la voluntad de las partes en la relación laboral. Se advierten dos posturas doctrinarias encontradas: una tesis restringida, según la cual, la estipulación del beneficio sería renunciable porque corresponde al ius dispositivum. Y la tesis amplia que explica que los derechos amparados por el orden público laboral no pueden ser negociados. En esta postura parece apoyarse el a quo al señalar que el acuerdo modificatorio celebrado resulta nulo de nulidad absoluta por cuanto el actor se perjudicó grave y notoriamente en solo provecho de la demandada, al sustituirse un régimen de pensión altamente beneficioso por otro que tenía un valor económico muy inferior, sin obtener ninguna ventaja y sin causa o razón alguna que lo justificara, privándolo de derechos legítimamente incorporados a su patrimonio. Al decretarse nulo el acto, de nulidad absoluta, el a quo sostuvo que la decisión unilateral de la empresa al introducir modificaciones unilaterales al negocio original, no resultaba pasible de confirmación por un acto posterior. El a quo examinó los alcances de las estipulaciones que las partes realizaron en un contrato de trabajo, a la luz de una interpretación posible de normas derecho común que ponen a la decisión al abrigo de la tacha de la arbitrariedad. Ésta no se sustenta en el hecho de que la solución acordada se encuentra en contradicción con opiniones doctrinarias o precedentes de otros tribunales o incluso, emanados del mismo tribunal, pues las partes no pueden exigir que los jueces mantengan en forma invariable la interpretación asignada a una norma, mientras no se demuestre que hayan actuado en forma irrazonable o arbitraria. La interpretación de las leyes del trabajo por los tribunales del fuero en causas seguidas entre empleadores y empleados, es materia ajena a la vía extraordinaria; pues se limita a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y que, como principio, no autoriza el recurso del art. 14 de la ley 48. La queja vertida por la accionada sobre la supuesta arbitrariedad de la sentencia que otorga validez expresa al acuerdo extintivo de la relación laboral, pero declara nula la cláusula de renuncia, tampoco se compadece con un correcto análisis de los fundamentos del fallo. El pronunciamiento atacado separó dos aspectos del acta en cuestión: la validez de la extinción del contrato laboral y la nulidad de la cláusula de renuncia de derechos. El criterio aplicado por la alzada se funda en las normas invocadas y en el art. 15 de la LCT que impone la intervención de la autoridad administrativa o judicial, y el respectivo dictado de una resolución fundada que amerite si se ha alcanzado una justa composición de los derechos e intereses de las partes, a fin de otorgarle validez o no a las renuncias insertas en acuerdos transaccionales o liberatorios. Una renuncia de derechos se considera siempre inválida, excepto que se recurra al procedimiento excepcional que prevé la LCT, es decir, a través de un acuerdo transaccional, conciliatorio o liberatorio, debidamente homologado por la autoridad judicial o administrativa. En cuanto al agravio con fundamento en el reclamo de indemnización por daño moral, no puede prosperar porque remite a cuestiones ajenas a esta instancia de excepción, sin perjuicio de señalar que el pronunciamiento cuenta con suficiente sustento en las consideraciones de hecho y de derecho en él contenidas, que no han sido adecuadamente controvertidas por la quejosa. El planteo en lo atinente a la determinación del monto de la condena remite al análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena, por naturaleza, a la instancia del art. 14 de la ley 48; en particular cuando la decisión cuenta con fundamentos suficientes de igual carácter que, más allá de su acierto o error, le confieren base jurídica y descartan la tacha de arbitrariedad, máxime que la recurrente se limita a sostener dogmáticamente que el monto valuado por daño moral es una cuantía desmesurada.  El planteo contra la tasa de interés aplicada en virtud del art. 622 del C.C. queda ubicado en el espacio de la razonable discreción de los jueces de la causa en la interpretación de normas de derecho común, sin que se demuestre lesión alguna de garantías constitucionales. La crítica sobre la distribución de las costas por su orden, respecto de la codemandada, la decisión en este punto no se limitó al mero ritualismo de carácter subjetivo en el sentido de que el actor se creyó con mejor derecho, antes bien se dio una fundada respuesta en razones objetivas que parece suficiente, a la luz de la amplitud que reconoce en este aspecto el 2° párrafo del art. 68 del Código Procesal. La rigidez de la aplicación de la doctrina de la arbitrariedad es particularmente más intensa en punto a la imposición de costas, por lo que corresponde en este ítem la desestimación de la queja.


    Murman, Gabriel Luis c/ IBM Argentina S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    M. 3247, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VII


    Derecho Penal


    Contienda negativa de competencia


    Encubrimiento. Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan a los jueces en conflicto.  En casos análogos, la Corte  ha resuelto que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    S., Roque y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 1094, XXXIX, 08 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que corresponde a la justicia federal investigar el encubrimiento de un delito cometido en la provincia, vinculado con hechos ilícitos cuyo juzgamiento compete a la justicia nacional, por cuanto ellos obstruyen o afectan su administración.


    A., Ariel Alejandro s/ Encubrimiento


    COMP. 1157, XXXIX, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla.


    A., Adriana Verónica por estafa


    COMP. 1102, XXXIX, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Hurto de automotor. Investigación inconclusa. Auto de procesamiento. Competencia provincial. 


    Respecto del hecho relativo al hallazgo del vehículo, los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que el imputado habría cometido, lo que a su vez no permite concluir que aquél resulte ajeno al hecho que se investiga en la justicia provincial.  Teniendo en cuenta que el rodado secuestrado coincide con el que fuera objeto de apropiación en la provincia, según surge de los elementos de convicción incorporados al incidente, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido respecto de ese hecho.


    G., Luis Santiago s/ Hurto automotor


    COMP. 1231, XXXIX, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Amenazas. Funcionarios públicos. Daños al automotor. Afectación del funcionamiento de los servicios públicos. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En el presente caso, se puede concluir que los hechos se habrían realizado con la finalidad de incidir en el curso de la inspección que se estaba llevando a cabo, corresponde declarar la competencia a la justicia federal, en tanto se habría tratado de obstruir el buen servicio que debe prestar un organismo nacional y sus empleados.


    E. de L. M., María Ines s/ Denuncia daños.


    COMP. 1092, XXXIX, 10 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En relación con el fondo de la presente contienda, originada a partir de una cuestión de competencia territorial, ambos magistrados coinciden tanto acerca de cuál es el hecho motivo de investigación, como que éste habría ocurrido en territorio de la provincia de Buenos Aires.


    M., Eduardo Nicolás s/ Estafa


    COMP. 1184, XXXIX, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Coacción. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte que cuando las declaraciones del denunciante sobre el lugar de comisión del hecho son verosímiles y no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre esa base.


    Policia de la Provincia de Buenos Aires s/ Coacción


    COMP. 1246, XXXIX, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1683, L. XXXIX, “G., Fernando Daniel s/ Infracción Ley 11.723”.


    B., Mariela Fernanda s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1668, XXXIX, 13 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Estafa. Tentativa. Lugar del hecho. Disposición patrimonial. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá conforme a razones de economía procesal.


    P., S.A. s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1124, XXXIX, 02 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Contienda positiva de competencia


    Tenencia de armas. Encubrimiento. Competencia nacional. 


    La Corte ha resuelto en numerosas ocasiones que el delito de tenencia de arma y munición de guerra concurre materialmente con el que pueda haberse cometido para apoderarse de ella. La infracción prevista en el artículo 189 bis es de carácter permanente y el hurto es instantáneo, de modo que las acciones típicas se superponen parcialmente en el tiempo y sólo coinciden en un momento y, que de aplicarse dos sanciones, cada una estaría referida a conductas típicas temporalmente diferenciables.  Cabe señalar que aquel delito contra la seguridad pública concurre en forma ideal con la infracción prevista en el artículo 277 del Código Penal, en tanto registrarían el mismo instante consumativo coincidiendo plenamente la acción de receptar con la de comenzar a tener.  Es doctrina de la Corte que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en la sustracción.


    T. M., José  s/ Denuncia de robo con armas


    COMP. 998, XXXIX, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Tenencia de armas. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe en el caso una concreta contienda negativa de competencia  -que presupone que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa- toda vez que el juez provincial no cuestionó la competencia ordinaria y se limitó a manifestar que correspondía su investigación a la justicia correccional.


    B., Eleodora; G., Jorge Omar s/ Tenencia de armas


    COMP. 1099, XXXIX, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Cultivo de estupefacientes


    Guarda de semillas de estupefacientes. Sentencia arbitraria. Aplicación errónea de la ley. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. Delito de peligro abstracto. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte Nacional ha sostenido, como principio, que la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador y la primera fuente para determinar esa voluntad es la letra de la ley ,así como que los jueces no deben sustituir al legislador sino aplicar la norma tal como éste la concibió ; Las leyes deben interpretarse conforme el sentido propio de las palabras que emplean sin violentar su significado específico máxime cuando aquél concuerda con la aceptación corriente en el entendimiento común y la técnica legal empleada en el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras y adoptando, como verdadero, el que las concilie y deje a todas con valor y efecto. La exégesis de la ley  requiere la máxima prudencia, cuidando que la inteligencia que se le asigna no pueda llevar a la pérdida de un derecho, o el excesivo rigor de los razonamientos no desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción. Del análisis del artículo 5° se desprende que lo que se busca sancionar es tanto la guarda sin autorización como la que tenga un destino ilegítimo. No se busca punir únicamente al que tenga conocimiento del destino, sino que también se persigue al que "sin autorización" proceda: o a la guarda de semillas utilizables para producir estupefacientes (inciso a), o a la producción de estupefacientes (inciso b), o al comercio de estupefacientes (inciso c), o comercie con plantas o semillas (inciso d), o entregue a otro estupefacientes a título oneroso (inciso e), etc. Ello así, puesto que la conjunción disyuntiva "o", sirve para denotar diferencia, separación o alternativa entre dos o más cosas o ideas. El contenido del dolo en la figura en examen está referido a la guarda de semillas cuando el autor sabe que carece de autorización u obra con destino ilegítimo, y además con el conocimiento de la calidad de las semillas, en punto a su aptitud para producir estupefacientes, sin que resulte de su letra ni de su espíritu la exigencia de otro elemento intencional. A los fines de la adecuación típica de la conducta en cuestión, debe tenerse en cuenta que la guarda de semillas utilizables para producir estupefacientes se relaciona con el hecho de que las mismas puedan ser eventualmente empleadas para obtener estupefacientes. La Corte sostuvo que "la figura prevista en el primer supuesto del art. 2°, inc. a), de la ley 20.771" -actual artículo 5, inc. a), de la ley 23.737- "constituye un delito de peligro abstracto o potencial, que se consuma con el hecho de sembrar o cultivar plantas o guardar semillas utilizables para producir estupefacientes sin la pertinente autorización". "Ello así, pues el término "utilizables", que emplea la norma, revela que se ha querido desvincular la acción de un resultado concreto, de manera que, en ausencia de autorización, basta que las plantas o semillas puedan ser eventualmente empleadas para producir estupefacientes, sin que quepa separar el término "utilizables" de la locución "para producir", pues ésta concierne a la idoneidad de las plantas o semillas, y no a la finalidad de la siembra o cultivo". Por otra parte, la punición de que se trata no está relacionada ni con la introducción en el circuito de la comercialización (modalidad que en todo caso se encuentra prevista en otra disposición, inciso "d") ni tampoco con la cantidad. La figura contempla sólo la calidad del producto y no su cantidad, de modo tal que cualquier cantidad de semillas -al menos dos, por el sustantivo empleado en plural- con posibilidades germinativas tiene encuadre en ella. De ahí se deduce el peligro que para la salud pública representan, pues de cada una de las semillas germinadas se genera la posibilidad de una planta. Así, el legislador tuvo en mira que la guarda de semillas sin autorización o con destino ilegítimo constituye un delito de peligro para ese bien jurídico que quiso proteger, bastando para satisfacer el elemento subjetivo del tipo que el autor simplemente sepa que guarda, en infracción a la ley, semillas idóneas para la producción de estupefacientes.


    B, Nicolás Ricardo y C., Juan Manuel s/ Causa N° 4052


    B. 4143, XXXVIII, 27 de febrero de 2003


    Ver dictamen


     


    Delitos contra el honor


    Incesto. Indemnización. Discrepancia del recurrente. Insuficiencia del agravio. 


    Las conclusiones del a-quo, no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio. Las críticas del quejoso, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Se observa, asimismo, que reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común. En cuanto a la crítica relativa a que la Cámara omitió ponderar el interés social preponderante y el debate público del asunto, el a-quo puso de resalto que no surge una referencia expresa a las supuestas relaciones incestuosas atribuidas a la actora. Otro tanto ocurre con las revelaciones de la actora. Con respecto a las actuaciones en sede penal, el a-quo advirtió sobre las manifestaciones del Juez de Instrucción, en orden a la gravedad de los hechos ventilados en el sumario acerca de la actora, que incluso indicaron la posibilidad de que ésta hubiera mantenido relaciones con su padre; pero que lo cierto, era que ambos negaron en forma categórica tal situación, no surgiendo en autos prueba efectiva que fuera pasible de desvirtuar tal negativa. Agregó el juez penal que el cassette al que se alude en autos, no alcanza como para comprobar la veracidad de los dichos de ciertas personas que afirmaban los hechos atribuidos a la aquí actora, y que aquel presunto acto corruptor, tan sólo resultaba una sugerencia carente de fundamentación, acerca de un acto del que se desconoce tanto la fecha, como el lugar donde presuntamente se habría llevado a cabo. En consecuencia, el expediente penal, no puede ser invocado ni para acreditar el conocimiento público de los dichos de la demandada, ni para referenciarlo como fuente de tales dichos.  La apelante omitió indicar cuáles serían las defensas de las que se vio privada de ejercer contra la acusación de ofensa al honor, y por otra, que el juzgador decidió con fundamento en una interpretación amplia del artículo 1.071 bis del Código Civil, partiendo de la circunstancia que la actora pidió se condenara a la demandada por haber mancillado su buen nombre y honor. La actora se refirió a la ofensa a su honor y a las mortificaciones que le causó la demandada por sus falsos dichos, en los diversos escritos presentados antes de la contestación de la demanda, por lo que no parece exacto que la apelante no haya tenido oportunidad de defenderse contra una acción destinada a la reparación de un daño al honor. Finalmente, tampoco puede prosperar la denuncia de que la sentencia incurrió en ultra petita al condenar al pago de $10.000, cuando la actora limitó su reclamo a $1. La simple lectura de las actuaciones ponen en evidencia que ello no es así, en tanto la actora desde el inicio pidió que se fijara equitativamente una indemnización, y sólo ante la insistencia del juez estableció el reclamo en la suma simbólica de $1, sin dejar de sostener que conforme al artículo 1071 del Código Civil, debe ser el juez quien fije equitativamente un monto en concepto de indemnización.


    G., A. R. c/ G., V. s/ Derechos personalísimos - Medidas relacionadas


    G. 495, XXXIX, 20 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Delitos contra la humanidad


    Desaparecidos. Auto de prisión preventiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Exposición de los hechos. Defensa en juicio. Prueba. Valor probatorio. 


    Interpretación de artículos constitucionales: 1, 18, 22, 29, 31, 33, 75 y 118.  Dictamen de la causa A. 1391, L. XXXVIII.


    El auto por el que se dispone la prisión preventiva no constituye sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, ni tampoco es equiparable a ella. Excepcionalmente debe ser equiparado a tal cuando aparece demostrado que ya con su dictado puede configurarse para el procesado un perjuicio de insusceptible reparación ulterior. Cuando esa medida cautelar carece de una fundamentación adecuada, ha sido dictada sobre la base de una disposición tachada de inconstitucional o de una interpretación de normas federales que se reputa errada, y la calificación jurídica de los hechos impide la excarcelación del imputado, no existe otro modo de resguardar inmediatamente la libertad durante el proceso si no es admitiendo la procedencia formal del recurso extraordinario contra el auto que decreta la prisión preventiva. Los agravios referidos a que el a quo se habría pronunciado sobre aspectos fácticos no contemplados en el requerimiento de instrucción y en la declaración indagatoria, remiten al examen de cuestiones de hecho y derecho procesal que no habilitan la instancia extraordinaria, salvo arbitrariedad que el apelante no ha logrado demostrar en el caso. La relación del hecho contenida en la denuncia revelan que la vinculación de la víctima desaparecida con la firma empresaria, la desaparición forzada de las personas relacionadas con la sociedad y la disposición patrimonial que sus integrantes se habrían visto obligados a realizar a favor de personal de la Armada, son aspectos que se hallaban incluidos desde un comienzo en la investigación que se solicitaba. No se halla ausente en la descripción la existencia en el ámbito de la Escuela de Mecánica de la Armada de una estructura organizada para el secuestro de personas y el despojo de sus patrimonios, ni que esta circunstancia no haya sido puesta en conocimiento del imputado en ocasión de su declaración indagatoria, o que no le hayan sido exhibidas las pruebas relacionadas con esos extremos.  No se aprecia afectación alguna a la garantía de la defensa en juicio cuando ni siquiera se ha explicado de manera concreta de qué defensas se habría visto privado.  Tampoco puede prosperar el agravio según el cual el a quo habría excedido su jurisdicción, al pronunciarse sobre aspectos fácticos que no habían sido objeto del auto de procesamiento, ni materia de apelación. Ni trasciende de una mera discrepancia de índole procesal el agravio relativo a la indeterminación de los hechos imputados a título de asociación ilícita. Tanto el auto de procesamiento como la resolución impugnada han descripto la estructura y funcionamiento de la organización que calificaron luego como asociación ilícita, al tiempo que indicaban y analizaban críticamente las pruebas que sustentaban sus afirmaciones.  La falta de concentración de la descripción de todos los aspectos en un texto único no obsta a la existencia de la plataforma fáctica que el recurrente dice ausente en el fallo y constituye una mera cuestión de orden expositivo no susceptible a revisión en instancia extraordinaria. De allí que el recurso extraordinario no pueda prosperar respecto de los agravios de índole procesal. En cuanto a los agravios referidos a la supuesta valoración arbitraria de la prueba por parte del a quo, tampoco ellos son idóneos para habilitar esta instancia, toda vez que esa doctrina reviste carácter excepcional y su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso o una decisiva carencia de fundamentación, que no se advierte en el caso, y ello tanto más si se toma en cuenta que el auto de mérito impugnado no requiere certeza sino sólo probabilidad como estándar probatorio. El apelante sostuvo que la sentencia no contiene la mención de prueba alguna que permita fundamentar su responsabilidad por la privación de libertad de la víctima. El hecho de que el apelante pudiera no haber participado en el acto del secuestro no se sigue que no se lo pueda responsabilizar por una intervención ulterior en la medida en que se trata de un delito permanente. Y siendo ello así, el recurrente tampoco demuestra que sea absurdo el razonamiento por el que se infirió su intervención sobre la base de su condición de miembro de la organización que tuvo secuestrado a la víctima, y de considerar que el mantenimiento de esa situación fue el mecanismo coactivo que el grupo utilizó para obligar a la víctima a realizar y tolerar los hechos de contenido patrimonial que también protagonizó.  También se cuestionó la intervención en el hecho extorsivo por el que se privó a la víctima de la propiedad de varios caballos de carrera. Al valorar la prueba el a quo tuvo en cuenta también que, según el testimonio del cuidador de los equinos, fue el apelante quien se presentó en el hipódromo e intentó llevarse por la fuerza los caballos que allí se hallaban. La prueba relativa a este hecho se integra con aquellas otras consideraciones efectuadas por el a quo, que presentan el suceso no como un acontecimiento aislado, sino como un hecho que se encuadra y explica en el marco de las actividades de aquella organización, que el imputado integraba, dedicada al secuestro de personas y la apropiación de sus bienes, y que tenía su base en la Escuela de Mecánica de la Armada. Estas omisiones obstan a la procedencia del agravio pues el requisito del artículo 15 de la ley 48 impone hacerse cargo de las razones del fallo apelado y rebatir, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya. Esto es aplicable también al cuestionamiento que al apelante dirige contra la prueba de su intervención en los sucesos relacionados con el apoderamiento del patrimonio. Resulta inconducente el agravio relativo a la credibilidad del testigo, pues no es correcto que el testimonio de esta persona haya sido el único elemento de cargo sobre la base del cual el a quo fundó la responsabilidad del imputado por el hecho de mención, sino que el fallo halla sustento en este aspecto también en otros elementos que le proporcionan fundamentación suficiente. El recurrente no ha podido demostrar que el a quo haya incurrido en una arbitraria valoración del material probatorio que descalifique el fallo como acto jurisdiccional válido. La doctrina de la arbitrariedad debe ser cuidadosamente restringida cuando se trata de decisiones que no exigen una fundamentación basada en la certeza y se satisfacen con la existencia de elementos de convicción suficientes acerca de la existencia del hecho y la responsabilidad del imputado. Tampoco los agravios referidos a la autoría pueden prosperar, pues remiten también al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común. La responsabilidad del imputado como autor del delito de extorsión, se asienta tácitamente en una concepción formal objetiva de la autoría, cuyo acierto o error, es materia de discusión ajena a esta instancia extraordinaria. Tampoco se advierte que trascienda de un tema de derecho común la cuestión relativa al efecto excluyente de la autoría que pretende asignársele al instituto de la obediencia debida. A ello cabe agregar que el argumento carece de fundamentación suficiente, pues el recurrente sólo se limita a postular esa solución sin desarrollo alguno que lo sustente, y omite hacerse cargo de que en el fallo se consideró que no se trató de actos de servicio, sino de un accionar orientado exclusivamente a lograr beneficios económicos personales por ante cualquier motivación encaminada a la persecución ideológica de las víctimas.


    R., Juan Carlos y otros s/ Procesamiento con prisión y declaración de inconstitucionalidad - Causa N° 7694/99


    R. 899, XXXVIII, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Entorpecimiento de los servicios públicos


    Huelga. Teoría del delito. Antijuridicidad. Causas de justificación. Error de prohibición. Arbitrariedad de sentencia. 


    Cuando el autor cree erradamente que actúa conforme a derecho, pero falta el elemento objetivo, cesa la posibilidad de la exclusión del ilícito y entran en acción, según sea el caso, las reglas del error acerca de las circunstancias del hecho o de valoración, supuestos en los que jamás puede darse la justificación de la acción típica y sólo cabe preguntarse sobre la posibilidad que decaiga el reproche que ha de formularse al autor y, con ello, de su culpabilidad; y, en caso afirmativo, acerca de los presupuestos de dicho decaimiento, materia que pertenece al error de prohibición. Si alguien se consideró autorizado a cortar una ruta, porque interpretó equivocadamente los principios constitucionales que le garantizan su "derecho a protestar", se debe analizar a la luz de la teoría del error de prohibición si le era exigible la posibilidad de comprender que su conducta era contraria al Derecho.  También debe tenerse en cuenta que la doctrina nacional que, en líneas generales, tomó como base de sus desarrollos las enseñanzas de Carrara, partió de un concepto del tipo penal como proveniente del principio de legalidad -Soler, Núñez, Fontán Balestra, Frías Caballero-, si bien se inclina por la clasificación romana que diferencia entre error de hecho y derecho, concluye igualmente, a través de esa diferente concepción dogmática, que en estos casos la solución ha de encontrarse en el terreno de la culpabilidad -con la exclusión del dolo o atenuación al nivel de la culpa-; elaboración que fue concebida como supuesto de justificación putativa -con marcada preferencia por la descripción de la situación de hecho como determinante del error-. Se hace evidente así que, cuando exista al menos la duda razonable de que el autor obró desconociendo la valoración negativa de su conducta por parte del ordenamiento jurídico global, estaremos frente a la posibilidad de un error. La arbitrariedad del fallo radica en haber omitido el análisis de la causa de justificación desde esta perspectiva, por cuanto una vez alegado, aunque sea implícitamente, el error de prohibición o sobre la antijuridicidad, deviene imperativo para el juzgador fundamentar racionalmente la verosimilitud o inverosimilitud de esa afirmación y, en su caso, el correlato que es la vencibilidad o invencibilidad de ese error.


    S., Marina s/ Causa N° 3905


    S. 2682, XXXVIII, 10 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Inimputabilidad


    Menores. Cambio de calificación legal. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Exceso ritual manifiesto. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    La resolución de la Sala de la Cámara de Casación Penal encuadra en supuestos de arbitrariedad pues, cuenta con una insuficiente y dogmática fundamentación y, a la vez, se ha omitido en ella el análisis de extremos conducentes planteados por el Ministerio Público, cuya entidad imponía su consideración por mandato del artículo 456, inciso 2°, del Código Procesal Penal. Estos defectos descalifican el pronunciamiento como acto jurisdiccional válido. Al declarar mal concedido el recurso de casación, el a quo sostuvo que los agravios se referían a cuestiones de hecho y prueba vinculados a la calificación escogida y a la conclusión liberatoria. Asimismo, reiteró íntegramente las consideraciones que habían dado sustento a la resolución de la Sala, y no abordó siquiera mínimamente las impugnaciones que fueron planteadas por el señor Fiscal General Adjunto y que se hallaban dirigidas a cuestionar esos y otros aspectos de la sentencia, con sustento en que se realizó un examen parcial y fragmentario de la prueba, y en que se omitió la ponderación de la totalidad de los elementos de convicción incorporados que debieron haber servido de fundamento para resolver el caso. No se trata aquí de una controversia acerca de la real ocurrencia de los hechos, sino de su trascendencia jurídica según las normas legales y rituales. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que si bien la naturaleza restrictiva del recurso de casación impide modificar las conclusiones de hecho efectuadas por los tribunales al valorar las pruebas, ello no impide determinar si la resolución criticada mediante ese medio tenía motivación suficiente para ser considerada como acto jurisdiccional válido. Esos principios adquieren aún mayor relevancia desde que los agravios introducidos se vinculan con el cambio de calificación que adoptó el juez de primera instancia en la resolución que fue luego confirmada por su alzada, exclusivamente a partir de la versión brindada por el imputado en su declaración indagatoria y de un informe médico forense cuya interpretación también cuestionó el representante de este Ministerio Público. EI a quo omitió considerar elementos que, de haberse valorado a la luz de la sana crítica y de la experiencia, hubiesen conducido a un resultado distinto. La simple referencia en abstracto de posibles causas de justificación o inculpabilidad no pueden considerarse fundamento bastante para modificar el encuadre legal que objetivamente, en atención a la cantidad de droga secuestrada, correspondía a su conducta. Por otra parte, tampoco se hizo cargo el a quo del agravio referido la valoración parcial y fragmentaria que se realizó respecto del informe médico forense. Los extremos apuntados, la cantidad de droga secuestrada, y la imprecisión de los dichos brindados por el imputado, debieron ser considerados adecuadamente, a fin de lograr una resolución con base en la lógica y el sentido común, y en la que no se otorgue una preeminencia infundada a la versión liberatoria. De este modo, al decidirse sobre la base de fórmulas genéricas y abstractas se omitió la adecuada ponderación de aquellas circunstancias integradas al proceso y que, valoradas en su conjunto con el resto de los elementos de convicción, hubieran conducirlo necesariamente a otra solución. La fórmula ritual y dogmática por la cual el a quo pretendió rechazar los planteos del apelante, que debieron ser considerados de conformidad con los artículos 123, 404 inciso 2° y 456, inciso 1°, del Código Procesal Penal, autoriza a descalificar la sentencia recurrida con base en la doctrina de la arbitrariedad. La decisión adoptada por el tribunal de grado ha importado negar el tratamiento de cuestiones propias de su competencia, así como también, una renuncia a la verdad jurídica objetiva, incompatible con el adecuado servicio de justicia, lo que determina su descalificación por guardar relación directa e inmediata con la garantía constitucional del debido proceso.


    G., J. E. s/ Recurso de casación


    G. 2787, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Lesiones culposas


    Prescripción de la acción penal. Orden público. Doctrina de la arbitrariedad. Apartamiento de las constancias de la causa. 


    Si bien la Corte ha establecido como principio que la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia cuando deciden recursos extraordinarios de orden local, ha hecho excepción a ello cuando la decisión carece de una suficiente valoración de las constancias de la causa, de manera que sólo satisface en apariencia la exigencia de ser una sentencia fundada en ley, con el consiguiente menoscabo de la garantía del debido proceso. Habida cuenta que la extinción de la acción penal es de orden público y se produce de pleno derecho por el transcurso del plazo pertinente, de tal suerte que debe ser declarada de oficio por cualquier tribunal, en cualquier estado de la causa y en forma previa a cualquier decisión sobre el fondo, resulta aplicable el criterio de la Corte que ha declarado arbitraria la sentencia que omitió tratar el planteo de prescripción de la acción penal por razones formales.


    D. S., Juan J.s/ Lesiones graves


    D. 23, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Mantenimiento del recurso


    Prisión preventiva. Cómputo de la pena. Ultraactividad de la ley. Ley penal más benigna. 


    Remisión al dictamen del a causa: ”Morales, Carlos Alberto”, Fallos 318:2252.


    La circunstancia sobreviniente no puede afectar ipso iure la situación del condenado, pues a su respecto rige la regla de ultraactividad de la ley más benigna que establecen los artículos 2° y 3° del Código Penal (Fallos: 308:2650), no debe desconocerse que constituye un elemento de juicio de suma utilidad para abonar la inteligencia que de los aludidos artículos 7° y 8° postula el apelante.


    Gonzalez, Manuel Antonio s/ Ley 23.737 - Causa N° 323/97


    G. 171, XXXVII, 04 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Aborto. Homicidio culposo. Fundamentación del recurso. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Con base en la doctrina de la arbitrariedad, lo decidido adolece de una decisiva y manifiesta carencia de fundamentación que autoriza a descalificarlo como acto jurisdiccional. En efecto, si bien la crítica de la querella en ese sentido se dirige a discutir la forma en que fue apreciado el hecho objeto de investigación y las pruebas acumuladas en el proceso, así como también la consecuente calificación legal, aspectos todos ellos que constituyen, por regla, una materia propia de los jueces de la causa y ajena a esta instancia extraordinaria, ello no impide que su análisis autorice la excepción posible a esa regla, en la medida que con la alegada tacha se procura asegurar las garantías constitucionales que los apelantes consideran conculcadas, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa. Es parcial y defectuosa la invocación de la cita doctrinaria que se hace en el fallo para descartar la aplicación al caso del momento a partir del cual una persona puede ser sujeto pasivo de la conducta tipificada en el art. 84 del Código Pena. La mayoría difiere sustancialmente con la opinión de su autor, que sostiene que en el delito de aborto "...la acción debe ser ejecutada sobre un sujeto que no pueda aún ser calificado como sujeto pasivo posible de homicidio, condición que... principia con el comienzo del parto...”. También se consideró que el feto nació muerto exclusivamente por lo asentado en la historia clínica, circunstancia que no se encontraba fehacientemente acreditada debido a la existencia de otras pruebas que impedían arribar a tal conclusión y que fueron soslayadas en el pronunciamiento de la cámara, al igual que las otras constancias igualmente señaladas por la querella tendientes a demostrar el embarazo de alto riesgo que padecía la parturienta, el deficiente tratamiento y atención a la que fue sometida sin atender a sus antecedentes, y la posible incidencia que todo ello pudo tener en la muerte del niño. Resulta evidente que descartar la posibilidad de la comisión del delito previsto y reprimido en el art. 84 del Código Penal, exclusivamente por los argumentos vertidos por la cámara, más allá del valor probatorio que, según las reglas del procedimiento local cabría otorgar a los elementos de juicio cuya consideración fue omitida, implicó desconocer sin un fundamento idóneo el derecho de protección a la vida que toda persona tiene desde el momento mismo de su concepción en el seno materno, consagrados en normas y tratados de jerarquía constitucional.


    C., Silvia Diana s/ Homicidio Culposo


    C. 1220, XXXVI, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


     


    Doctrina de la arbitrariedad. Derecho a la intimidad. Asociación ilícita. Seguridad pública. Inadmisibilidad del recurso. 


    Jurisprudencia de la Corte en los casos "Rizzo"; "Bramajo"; "Panceira, Gonzalo y otros" y "Stancanelli, Néstor Edgardo y otro". Doctrina del caso "Miguel Ángel José Fischetti", en donde la Corte se remitió a los fundamentos expuestos por esta ProcuraciónGeneral. Precedente de la causa "Néstor Edgardo Stancanelli". Dictamen de la causa S. 1175; L. XXXVI, "Sanzoni, Emilio Oscar".


    No obstante que la doctrina del Tribunal establece que la decisión que restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, resulta equiparable, en ciertos casos, a una sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la Ley 48, ya que podría ocasionar un perjuicio de imposible reparación ulterior, por afectar un derecho constitucional que exige tutela inmediata, ello no basta para habilitar la instancia extraordinaria en tanto no se encuentre involucrada una cuestión federal o concurran graves defectos en el pronunciamiento denegatorio con base en la doctrina de la arbitrariedad. La delegación de funciones, de la manera que la caracteriza la defensa, no es tal, sino que estamos ante la encomienda de diligencias de naturaleza pericial que no mella su dirección general del proceso y la circunstancia procesal de que las órdenes para interceptar las líneas telefónicas eran dictadas por la juez. En consecuencia, y teniendo en cuenta la etapa en que se encuentra el proceso, no se advierte una violación grave del derecho a la intimidad que merezca ser solucionado con carácter urgente por este remedio federal, por lo que cualquier pedido de nulidad que pretenda efectuar la parte, deberá tramitar ante la instancia y en los términos que prescribe la ley procesal, mediante las reservas oportunas.  En lo que respecta a la tacha de que en los allanamientos se secuestró documentación ajena a la indicada en los mandamientos, la recurrente no demuestra acabadamente que este proceder no se adecuara a los términos amplios de las respectivas órdenes, ni, mucho menos, y teniendo en cuenta que en las diligencias actuó personal especializado, que se hayan traspasado los límites de la doctrina de la Corte Suprema norteamericana, llamada de la "plain view" tal como fuera caracterizada en el precedente ”Guillermo Daniel Luque". Tampoco se señaló, en concreto, cuál era la documentación que se debía excluir del proceso, de acuerdo a su incidencia procesal y a cada curso investigativo en concreto, lo cual era necesario teniendo en cuenta que esta supuesta adquisición ilegal de prueba documental se había efectuado en el marco de una inspección domiciliaria que no se cuestionó como que fuera enteramente inválida.  La asociación ilícita es una figura autónoma de los distintos delitos que se llegaren a cometer, por lo que el argumento de que éstos no han sido suficientemente investigados no tiene relación directa con aquél por el cual se dictó la medida cautelar, careciendo del debido fundamento, sin perjuicio de que, como lo dice y dispone el a quo, se deba avanzar en las pesquisas. En otras palabras, estas empresas no se dedicaban a ninguna actividad comercial de importancia, por lo que tenían la necesidad de simular operaciones inexistentes  para justificar un determinado estado patrimonial y actividad comercial. Y las personas que aparecen sindicadas como responsables del manejo y funcionamiento de muchas de las sociedades vinculadas, son funcionarios del Banco o familiares de ellos. Estos delitos deberán, investigarse puntualmente, pero, de todas maneras, no se advierte que sea irrazonable usarlos como evidencias de la existencia de una sociedad criminal, sumado a los otros elementos adquiridos en los distintos allanamientos y escuchas telefónicas. La Corte en el precedente de la referencia sostuvo que la asociación Ilícita "no requiere la existencia de otros delitos consumados y ni siquiera principio de ejecución", doctrina que resulta aplicable al presente caso y que refuta, por sí misma, las alegaciones defensivas en cuanto controvierte, como argumento de descargo, los delitos particulares que se habrían cometido en el marco de la sociedad criminal. En cuanto al menoscabo del bien jurídico de la seguridad pública, la mera existencia de una sociedad espuria conformada por empresarios y ejecutivos de alto nivel, con el objeto de ejecutar operaciones financieras de carácter fraudulento y en perjuicio de múltiples e indeterminadas personas, lo lesiona seriamente. Así, los requisitos tenidos en cuenta al estudiar la asociación delictiva imputada, se adecuan a las exigencias postuladas, en resguardo de los parámetros constitucionales de esta figura, en el dictamen referido.


    D. L. R., Fernando y otros s/ Infracción Ley 20.840


    D. 2121, XXXVIII, 18 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestión federal. Circunstancias sobrevinientes. Procedencia del recurso. 


    Aun cuando el planteo del apelante se vincule con cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal que, en principio, resultan ajenas a esta instancia excepción, ello no es óbice para que la Corte las examine por la vía del artículo 14 de la ley 48 cuando la decisión se sustenta en fundamentos aparentes, todo ello, con grave perjuicio a los derechos constitucionales invocados en el remedio federal. Según reiterada jurisprudencia de la Corte, sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de su decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, similar defecto de fundamentación al descripto se advierte respecto del restante argumento en el que se sustenta el pronunciamiento apelado.


    D. P., Gustavo Adolfo s/ Causa N° 18.293


    D. 1421, XXXVIII, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Prescripción. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa R. 798, L. XXXVI, "Ríos, Norberto Calixto; Gaffuri, Omar Roberto y Girardi, Eduardo s/contrabando".


    Ha sostenido reiteradamente la Corte, que la prescripción de la acción se produce por el mero transcurso del tiempo y debe ser declarada aún de oficio en cualquier instancia del proceso, atento su carácter de orden público. Por lo tanto, toda vez que en el sub judice, en atención a la calificación adoptada en la sentencia condenatoria, se habría operado la prescripción de la acción penal respecto del procesado, en virtud de haber transcurrido un plazo superior al máximo de pena previsto para ese delito entre la fecha de su comisión y la recepción de la declaración indagatoria, cabe descalificar el fallo con base en la alegada doctrina de la arbitrariedad.


    M., Miguel Cristian Alberto y otros s/ Causa N° 670


    M. 650, XXXVII, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Doctrina de la arbitrariedad. Actos nulos. Mantenimiento del recurso. 


    Es criterio de la Corte que el requisito de la introducción oportuna sólo rige respecto de las cuestiones federales previstas en el artículo 14 de la ley 48 que deben ser resueltas de modo previo por los jueces de la causa, y que la arbitrariedad no se encuentra expresamente aludida en la reglamentación del recurso extraordinario sino que, en rigor, es el motivo de nulidad del fallo por no constituir, a raíz de sus defectos de fundamentación o de formas esenciales, "la sentencia fundada en ley" a que se refiere el artículo 18 de la Constitución Nacional. No se trata de reservar sino de introducir y la arbitrariedad no es una cuestión a decidir que, por ende, deba ser introducida, sino el defecto de invalidez jurisdiccional del que resguarda el artículo 18 de la Ley Fundamental y que siempre ha de nacer, de modo indefectible, con el dictado del acto nulo.


    R., Claudio Gabriel y otro s/ Artículo 282 del Código Penal -Causa N°16/95


    R. 257, XXXVII, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Homicidio culposo. Derivación razonada del derecho vigente. Denegatoria del recurso. 


    El escrito de la apelación carece de la adecuada fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48, toda vez que la Corte tiene reiteradamente dicho que para la procedencia del recurso extraordinario no basta la aserción de una determinada solución jurídica, si ella no está razonada, constituye agravio concretamente referida a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya y da lugar a agravios. Cabe agregar que el querellante tampoco introdujo objeción alguna a la aplicación de la citada norma procesal en ocasión de interponer el recurso de casación, omisión ésta que determina también la inadmisibilidad del recurso por falta de planteamiento oportuno ante el juez de la causa.  En el sub lite, las circunstancias mencionadas por el recurrente como omitidas en el fallo, si bien con un alcance distinto al que se pretende, fueron valoradas por el juez de grado con argumentos suficientes que, más allá de su acierto o error, bastan para sustentar el fallo como acto jurisdiccional válido.


    I., Ricardo Horacio s/ Artículo 84 y 94 del Código Penal - Causa N° 628


    I. 69, XXXVII, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Excarcelación. Sentencia no firme. Tiempo de detención. Prisión preventiva. Intención de eludir la acción de la justicia. Procedencia del recurso. 


    Las cuestiones planeadas fueron resueltas por la Corte en los autos “Recurso de hecho en T., Francisco Javier s/ Excarcelación - causa n°19685 -”


    No es razonable de que la condena impuesta por el tribunal local, constituye “un hecho nuevo” con aptitud para relevar a la cámara de la obligación legal de dictar una nueva resolución acorde a lo ordenado por la Corte Suprema por dos motivos principales: primero, porque el fallo no se encuentra firme; y segundo, porque al momento de dictar sentencia, la Corte ya conocía que había un pedido fiscal de nueve años de prisión, acto procesal documentado en autos, por lo que era previsible que se produjera esta situación – y en tal caso carecería de toda novedad – no obstante lo cual, adoptó un temperamento liberatorio.  En el anterior dictamen, se había encuadrado el derecho del imputado a ser excarcelado, en la hipótesis prevista en el artículo 1 de la ley 24.390, según la redacción de la ley 25.430, esto es, en el cese de la cautela ante la posible lesión de la garantía del plazo razonable de la prisión preventiva. La aplicación de este supuesto no es automática y que se dictó una condena – la que no se encuentra firme- en su contra, lo cierto es que el tiempo de encarcelamiento del imputado sigue aconsejando sobre la pertinencia de la posibilidad liberatoria, para una mejor observancia de lo dispuesto en el Art. 7, punto 5, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  En este caso no concurre en la especia las causales por las que este Ministerio Público podría oponerse a la soltura, ya que no se trata de un delito de “especial gravedad”, ni hay constancias que demuestren que “existieron articulaciones manifiestamente dilatorias de parte de la defensa.  En cuanto a los impedimentos previstos por el artículo 319 del Código Procesal Penal, nada hace presumir que el imputado intentará eludir la acción de la justicia pues no parece posible que el imputado pueda ya “entorpecer las investigaciones”. Y  ello es así teniendo en cuenta el lapso considerable que lleva en prisión preventiva y las consecuencias por demás gravosas que le deparó su contumacia.  En consonancia con la doctrina “Bramajo” (considerando 13, a contrario sensu) en este caso, al no ser de aplicación las pautas del artículo 319 del Código Procesal Penal, cobra plena validez y aplicabilidad el plazo fijo establecido en el artículo 1 de la ley 24.390.  No habría motivos razonables para que las autoridades judiciales adopten en este caso un temperamento que implique una “grave derogación de los principios de la libertad individual y de la presunción de inocencia que constituye una detención sin condena.  Conviene recordar la jurisprudencia de la Corte respecto del supuesto de excarcelación previsto en la ley 24.390, sobre el que ha dicho, que “la sola referencia a la pena establecida por el delito por el que ha sido acusado y la condena anterior que registra, sin que precise cuáles son las circunstancias concretas de la causa que permitieran presumir fundadamente, que el mismo intentará burlar la acción de la justicia, no constituye fundamento válido de la decisión de los jueces que sólo trasunta la voluntad de denegar el beneficio solicitado”. También han sostenido que la ley 24.390 establece plazos perentorios de detención que resultan de imperativo cumplimiento para los jueces.  Cabe agregar que de las circunstancias causídicas y fácticas del caso, que el imputado de ser excarcelado, no eludirá la actuación de la justicia, ya que le favorece menos la rebeldía que la sujeción.


    T., Francisco Javier s/ Incidente de excarcelación - Causa N° 91.833/51-


    T. 513, XXXIX, 31 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Queja por recurso denegado


    Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene la queja interpuesta.


    G., Héctor Ricardo s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    G. 3084, XXXVIII, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R. 988, L. XXXIX, “R de B., Laura s/ Recurso de queja".


    R. de B., Laura s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal - Causa N° 5.035-


    R. 595, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Muerte del damnificado. Disparo de arma. Arma reglamentaria. Personal policial. Estado policial. Responsabilidad del Estado. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Dictamen de la causa D. 583, L. XXVIII, "Dresdner Foraitierungs Aktiengesellschaft c/ San Luis, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero". Doctrina de la Corte expuesta, entre otros, en Fallos: 322:2002, con cita de Fallos: 315:2330; 318:1715.


    La circunstancia de que al momento de cometer el hecho el agente no estuviera en cumplimiento de funciones, no resulta suficiente para excluir la responsabilidad del Estado. En efecto, la Corte ha sostenido, que "si bien el acto imputado no fue  realizado dentro de los límites específicos de las función propia del cargo, no hay duda que encontró fundamento en aquélla, toda vez que sólo fue posible en la medida en que derivó de sus exigencias". Es preciso reconocer, "que la función guardó conexidad con el hecho producido al que contribuyó, asimismo, la irreflexiva actitud del codemandado que debe valorarse, con relación a la responsabilidad del Estado, con fundamento en la doctrina del Tribunal en Fallos: 190:312". En suma, basta que la función desempeñada haya dado la ocasión para cometer el acto dañoso para que surja la responsabilidad del Estado, pues el hecho no se habría producido de no haberse suministrado al agente el arma en cuestión. En tal sentido, las conclusiones del a quo prescinden de la racional comprensión del ejercicio de la policía de seguridad y de las propias normas que cita, pues su armónica inteligencia lleva al convencimiento de que el Estado es responsable por el hecho dañoso, aun cuando el autor se encontrara en franco de servicio, toda vez que aquél fue consecuencia directa del uso del arma que el primero provee a sus agentes, quienes, legalmente, están obligados a portar. De lo expuesto surge, que el personal policial, por imperativo legal, debe defender, aun cuando vistiera de civil y se encontrara franco de servicio, las personas y de los bienes de los integrantes de la sociedad, está obligado a portar el arma en todo tiempo y lugar, pues tal conclusión está fundada en el estado policial permanente dado por su condición de policía de seguridad. En ese orden de ideas, la Corte ha entendido que, si los agentes están obligados a actuar en cualquier momento a fin de prevenir la comisión de delitos que pongan en peligro la seguridad de la población, y en su consecuencia a portar el arma, resulta lógico admitir que los perjuicios que de ello deriven sean soportados por la colectividad en general y no sólo por los damnificados. Si la protección pública genera riesgos, lo más justo es que esos riesgos sean soportados por quienes se benefician con ella. Un comportamiento como el aquí evidenciado pone en crisis ese deber primario de los agentes policiales pues desampara a los ciudadanos frente al abuso de poder que, omitió considerar la sentencia apelada. En efecto, el a quo sostiene que la responsabilidad sólo es  atribuible a título personal al autor del daño y no es imputable al Estado, pues éste entrega las armas a los agentes de seguridad para ser utilizados como elementos disuasorios o defensivos en ocasión de la prevención y lucha contra el delito, más no para facilitar o dar ocasión a que sus agentes cometan delitos al margen de esas situaciones. Tal aserto no sólo desatiende la racional comprensión del estado policial, sino que además, resulta írrita la limitación de responsabilidad del Estado por aplicación de un criterio de imputación que no se ajusta a los principios generales sobre la materia, desarrollados en la jurisprudencia del Tribunal a partir de 1984. Al respecto, en el dictamen de la referencia, se expuso que el Estado, al igual que todas las personas jurídicas, necesita de la actuación de personas físicas que tienen la función de hacer querer y actuar al ente ideal. De ahí que el primer problema a resolver es el modo en que dicha actuación se imputa al Estado. Hoy se ha consagrado el tipo de imputación "orgánica", que ha desplazado a la anterior noción de "representación legal". Sobre la base de tales principios, mal puede pretenderse diferenciar la persona física de la del ente estatal e interpretar de ese modo que el perjuicio ocasionado a los particulares quede indemne.


    C., Susana Inés c/ Policía Federal y otro


    C. 1477, XXXVI, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Estafa. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 136, L. XXXVII, "O., José Horacio – D. G. Guillermo Augusto s/ Estafa".


    O., José Horacio y D. G., Guillermo Augusto s/ Estafa - Causa N° 1.086/2000


    O. 131, XXXVII, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Reformatio in pejus. Defensa en juicio. Reenvío. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en Fallos: 300:671


    La Corte declaró que cuando no media recurso acusatorio, cabe atribuir jerarquía constitucional a la prohibición de la reformatio in pejus, dado que la agravación de la pena cuando aquel falta, afecta de manera ilegítima la situación obtenida por el procesado merced al fallo anterior de la alzada -posteriormente anulado- lesionando, de ese modo, la garantía constitucional de la defensa en juicio. Sin embargo, es preciso señalar que se registra el caso de Fallos: 303:335 donde el Tribunal, sostuvo lo contrario y concluyó que no existe reformatio in pejus cuando la sentencia haya elevado la pena fijada en el anterior pronunciamiento -dejado sin efecto a raíz de una nulidad decretada con motivo de una petición de la defensa- si al anularse el fallo se han revertido los poderes del a quo, cuyos límites se encuentran fijados nuevamente por los recursos interpuestos contra el de la instancia inferior.  El caso no puede ser resuelto con la mera aplicación de alguno de los criterios expuestos en los fallos antes citados, sin tener en cuenta las particularidades que presenta la declaración de nulidad de la primera sentencia, no impugnada por el Ministerio Público, y las características del posterior juicio de reenvío. No se trata aquí de la aplicación del principio reconocido mediante el aforismo tantum devolutum quantum appellatum, que constituye el fundamento de la garantía que impide la reformatio in pejus y que también es reconocido por el artículo 404 de la ley procesal local, pues a diferencia de los criterios fijados en Fallos: 300:602; 310:396; 312:1156; 313:528 ; 315:2766; 317:961; 318:1072; 320:2690; 321:356 y 324:4307, entre otros, la Cámara de Apelaciones de Todos los Fueros, Sala Penal, al realizar el nuevo juicio y dictar la sentencia aplicando las penas objetadas, no actuó como tribunal de alzada o tribunal superior con competencia devuelta, sino que -como se ha dicho- lo hizo con plena jurisdicción. Por lo demás, si es criterio de la Corte que la condena luego de la anulación de una sentencia absolutoria anterior no viola la garantía que impide el non bis in idem cuando esa nulidad -como en el sub júdice- fue declarada por la existencia de vicios esenciales de procedimiento, no se advierten razones para que la sanción penal que se aplicó en una, anterior condena anulada con igual fundamento, posea aptitud para limitar la plena jurisdicción del tribunal de reenvío si, como se sostuvo en ese precedente, "la sentencia anulada carece de efectos".


    O., José Horacio y D. G., Guillermo Augusto s/ Estafa


    O. 136, XXXVII, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Lesiones culposas. Falta de reserva de la cuestión federal. Falta de fundamentación autónoma. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Criterio de Fallos: 321:494, 1385, 3663 y 3695; y 324:4123.


    Es criterio de la Corte que el requisito de la introducción oportuna sólo rige respecto de las cuestiones federales previstas en el artículo 14 de la Ley 48, que deben ser resueltas de modo previo por los jueces de la causa, y que la arbitrariedad no se encuentra expresamente aludida en la reglamentación del recurso extraordinario sino que, en rigor, es el motivo de nulidad del fallo por no constituir, a raíz de sus defectos de fundamentación o de formas esenciales, "la sentencia fundada en ley" a que se refiere el artículo 18 de la Constitución Nacional. El Tribunal agregó que no se trata de reservar sino de introducir, y que la arbitrariedad no es una cuestión a decidir que, por ende, deba ser introducida, sino el defecto de invalidez jurisdiccional del que resguarda el artículo 18 de la Ley Fundamental y que siempre ha de nacer, de modo indefectible, con el dictado del acto nulo.


    S., Norberto Rubén s/ Lesiones culposas -Causa N° 11.660


    S. 297, XXXVII, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII "G., Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa n° 4.172".


    M., Román Daniel s/ Causa N° 4.302


    M. 828, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Recurso de queja (procesal)


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa  B. 641, L. XXXVII, “B., Laura R. s/ Causa N° 3.356”.


    B. Víctor M. s/ Causa N° 3.354


    B. 640, XXXVII, 05 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa  B. 641, L. XXXVII, “B., Laura R. s/ Causa N° 3.356”


    H., Cristian Adrián s/ Lesiones culposas - Causa N° 17.095-


    H. 122, XXXVI, 05 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 641, L. XXXVII, “B., Laura R. s/ Causa N° 3.356”


    L., Horacio Luis s/ Abuso de armas y lesiones - Artículos 104 y 89 del Código Penal - Causa N° 3.221


    L. 486, XXXVI, 05 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Delitos contra el honor. Vía recursiva. Falta de agravio concreto. Interpretación de la ley. Cuestión de derecho común. Competencia provincial. Sentencia definitiva. Cuestión federal. Inmunidades parlamentarias. Inmunidad de expresión. Improcedencia del recurso. 


    Si bien corresponde a la Corte determinar si en un caso concreto las normas de derecho común afectan una garantía constitucional, aquí la crítica del recurrente a la sentencia del Tribunal Superior de Justicia provincial se circunscribe solamente a discutir la inteligencia asignada a una norma de derecho común y su adecuación al caso, aspectos éstos que, por regla, constituyen facultades propias de los jueces de la causa y ajenas, por ende, a esta instancia extraordinaria federal. En este contexto tiene decidido el Tribunal que lo atinente a, las facultades de los tribunales provinciales, al alcance de su jurisdicción y a la forma en que ejercen su ministerio, regulado por las constituciones y leyes locales, es, como principio, materia irrevisable en la instancia del artículo 14 de la ley 48, en virtud del debido respeto a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas. El Tribunal sostuvo que las disposiciones del artículo 68 de la Constitución Nacional están destinadas a garantizar la independencia funcional de las cámaras legislativas, de modo tal que lo que se afirme en las discusiones previas quede al margen de toda persecución ulterior, precisamente, para que la tarea de alcanzar la ley que mejor responda a los intereses de la Nación cuente con la más alta expresión de protección. Asimismo, no cabe inadvertir que el Tribunal tiene establecido desde antiguo que las inmunidades parlamentarias no contemplan a las personas, sino que son una garantía al libre ejercicio de la función legislativa para mantener la integridad de los poderes del Estado, pues no otorgan beneficios a individuos concretos sino en la medida en que éstos han sido designados para proveer a la República de las leyes que han de regirla. Por último, la Corte ha sustentado la legitimidad del privilegio constitucional que el imputado se arroga, en "razones de orden público, relacionadas con la marcha regular del gobierno creado por la Ley Fundamental".


    M., Rubén Hugo s/ Querella por calumnias e injurias c/ F., Pablo Damián


    M. 3671, XXXVIII, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Improcedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 3671, L. XXXVIII, "Marín, Rubén Hugo s/ Querella por calumnias e injurias c/ Fernández, Pablo Damián".


    R. de I., Gladys s/ Querella por Calumnias e Injurias c/ F., Pablo


    R. 2306, XXXVIII, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


     


    Robo calificado. Discrepancia del recurrente. Improcedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P.117, L. XXXVII, "P., Ricardo Jesús o G., Miguel Ángel s/ Estafa”.


    Si bien es cierto que, por principio, le está vedado al tribunal revalorar la prueba acumulada en un determinado caso sometido a su conocimiento, sí le cabe examinar a través de la vía impugnatoria que surge de un pronunciamiento presuntamente arbitrario, si el temperamento adoptado reposa sobre argumentos carentes de razonabilidad, con prescindencia de su correcta evaluación a la luz de la sana crítica racional y de la consideración de prueba que, integrada al proceso y valorada en su conjunto con el resto de los elementos de convicción, conduciría necesariamente a otra solución lógica.


    A., César Elías y otros s/ Robo calificado


    A. 2572, XXXVIII, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Sentencia arbitraria. Querella. Personería. Debido proceso. Procedencia del recurso. 


    Si bien es jurisprudencia de la Corte que la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia cuando deciden recursos extraordinarios de orden local, también tiene establecido el Tribunal que cabe hacer excepción a ese principio cuando la sentencia impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada por el justiciable, y afecta irremediablemente, el derecho de defensa en juicio. Tiene dicho la Corte que, la cuestión atinente al reconocimiento o a la denegación de la calidad de parte querellante, en los procesos instruidos por delitos de acción pública, al particular damnificado, no reviste carácter federal ni compromete, de por sí, a ninguna garantía constitucional. La Corte ha considerado que todo aquél a quien la ley reconoce personería para actuar en juicio en defensa de sus derechos, está amparado por la garantía del debido proceso legal consagrado en el artículo 18 de la Constitución nacional, sea que actúe como acusador o acusado, como demandado o demandante; ya que en todo caso media interés institucional en reparar el agravio si éste existe y tiene fundamento en la Constitución, puesto que ella garantiza a todos los litigantes por igual el derecho a obtener una sentencia fundada previo juicio llevado en legal forma, cualquiera sea la naturaleza del procedimiento de que se trate. Con arreglo a esos principios, la limitación que se ha fijado en la sentencia apelada resulta irrazonable pues sin sustento normativo ha comprometido el derecho al debido proceso que, por imperio de la Constitución Nacional y de la provincial, ampara al acusador particular. Ya que, el código en cuestión no prevé que los recursos de esa parte carezcan de autonomía ni que deban ser interpuestos conjuntamente con los del fiscal. En consecuencia, también desde ese punto de vista resulta descalificable aquella  que, restringe un derecho cuyo ejercicio no aparece limitado por el texto legal.  Aun cuando el carácter adhesivo reconocido al querellante en la norma adjetiva local exhiba las limitaciones a su autonomía que han sido invocadas en la sentencia que se cuestiona, pero ellas no pueden servir de fundamento válido para cercenar el derecho a recurrir expresamente previsto a su respecto. Una interpretación contraria importaría atribuir al legislador un criterio inconsecuente, constantemente descartado por la Corte, pues cuando su intención ha sido otorgar preeminencia al Ministerio Fiscal, lo ha regulado de manera explícita, que es como corresponde legislar las restricciones a los derechos, y no implícitamente.  Por otra parte, fundar esa restricción a partir de la conjunción copulativa "y", importa crear una distinción que al no surgir de la ley se opone al principio que enseña ubi lex non distinguit nec nos distinguere debemus.  En este sentido, ha sostenido la Corte que si bien el contenido de las normas rituales posee su reconocida e indiscutible importancia que exige su riguroso cumplimiento, su desnaturalización, su sobredimensionamiento por encima de su razón de ser, termina por convertir a esos imprescindibles preceptos en una suerte de trampas o valladares tendientes a frustrar el derecho constitucional del debido proceso, lesionando gravemente la garantía de la defensa.  Si bien es criterio de la Corte que el derecho a la doble instancia no reviste jerarquía constitucional y que el adecuado respeto a la garantía del debido proceso sólo exige que el litigante sea oído con las formalidades legales y no depende del número de instancias que las leyes procesales, reglamentando esta garantía, establezcan según la naturaleza de las causas, ha hecho excepción a esa regla cuando, la ley procesal aplicable confiere ese derecho, supuesto en el cual le ha reconocido aquella jerarquía, pues en tales casos no puede suprimirse arbitrariamente. Se ha acreditado de tal modo una nueva causal que descalifica la sentencia impugnada pues, como ha sostenido la Corte, la contradicción de criterio entre pronunciamientos sucesivamente dictados en una misma causa no se compadece con la adecuada prestación del servicio de justicia, ya que la coherencia, que determina la validez lógica de cualquier expresión significativa, es particularmente exigible a los actos judiciales, para evitar la perplejidad de los litigantes.


    G., Omar Osvaldo P.S.A administración fraudulenta


    G. 997, XXXVI, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Fraude a la Administración Pública. Funcionarios públicos. Graduación de la pena. Improcedencia del recurso. 


    El recurso extraordinario adolece del requisito de fundamentación suficiente que exige el artículo 15 de la ley 48 , en la medida que el recurrente se limita a reeditar los agravios invocados al deducir el recurso de casación local, a excepción de aquél por el que fue admitida parcialmente su procedencia -relacionado con el monto de la suma por la que fue condenado civilmente- y de aquel otro que no mantuvo en esta instancia, vinculado con la presunta inobservancia del artículo 169 de la Constitución de la provincia de Chubut. Tampoco aquí el recurrente ha podido demostrar que el defecto que invoca haya tornado ilusorio o menoscabado los derechos de su asistido de contestar los hechos reprochados y señalar las pruebas en sustento de su inocencia. Por el contrario, solo intenta cuestionar la efectiva acreditación de ciertos elementos que integran el delito -ardid y dolo- por el que fue condenado el imputado, aspectos que fueron evaluados a partir de las constancias acumuladas en el proceso y resueltos en sentencia con suficientes argumentos. Carece de aptitud para habilitar esta instancia extraordinaria la protesta acerca de la pena por la que fue condenado el imputado, en la medida que su graduación por los magistrados de la causa también fue realizada sin alterar la base fáctica por la que fue acusado y dentro de los límites previstos por las leyes respectivas para el delito reprochado.


    G., Roberto y otros s/ Defraudación a la administración pública


    G. 260, XXXVII, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Excepción de cosas juzgada. Terrorismo de Estado. Operación Cóndor. Juntas militares. Proceso de reorganización nacional. Declaración del imputado. Declaración indagatoria. Derecho a conocer el hecho imputado. Non bis in ídem. Desaparecidos. Convención Interamericana sobre desaparición forzada de personas. Privación ilegal de la libertad calificada. Delito continuo. Sustracción de menores. Sentencia absolutoria. Excepción de prescripción. Imprescriptibilidad de la acción penal. Asociación ilícita calificada. Principio de legalidad. Principios del derecho internacional de los derechos humanos. Ius cogens. Sentencia arbitraria. Errónea apreciación de la prueba. Falta de fundamento autónomo. Asociación ilícita calificada. Concurso aparente de leyes. Procedencia del recurso. 


    Dictamen emitido en la causa M. 2916, L. XXXVIII, "Incidente de Prescripción de la acción penal de Massera, Emilio Eduardo en autos: Vildoza, Jorge Raúl y otra por supresión de estado civil de un menor". Artículo 2 de la Convención Interamericana sobre De


    Tal como este Ministerio Público lo expuso en el dictamen emitido en la causa de la referencia, en casos como éste, sólo puede prosperar la excepción de cosa juzgada, respecto de los hechos concretos que fueron objeto de acusación fiscal, pues de ninguna manera las consideraciones abstractas que los jueces efectúan en ese proceso, basadas en razones prácticas de economía procesal y generales de política criminal, pueden aplicarse como un título judicial en amparo de quienes cometieron crímenes de lesa humanidad, para que se sustraigan de tantos juzgamientos como hechos concretos cometieron. Resultaría aplicable el principio del non bis in idem, porque fracasado el intento primigenio, no resulta posible que el Estado haga repetidos esfuerzos por lograr un veredicto condenatorio. Esta postura condice con la doctrina de la Corte que interpreta con amplitud esta garantía vedando la reiterada exposición al riesgo de ser sometido a un nuevo proceso de quien ya lo había sido por el mismo hecho, dándole así caracteres similares a los contenidos en la enmienda V de la Constitución de los Estados Unidos que prohíbe el "double joupardy", expresión que ha sido entendida por la Corte Suprema de aquel país como la situación de quien "ha sido regularmente acusado de un crimen frente a un tribunal debidamente organizado y competente para juzgarlo". Sin perjuicio de que la privación ilegal de la libertad calificada se trata de un delito permanente lo cierto es que en este caso hubo una condena por un hecho que jurídicamente es único e indivisible, por lo que mal puede haber otra u otras condenas; de ser así, se estaría admitiendo una sanción pretoriana de duración indefinida. Justamente, porque estamos ante una permanencia delictiva, en estos casos, la sentencia tiene el efecto de interrumpir artificialmente un hecho para someter "esa porción de vida" al juzgamiento, pero lo cierto es que no interrumpe la duración del hecho delictivo natural, esto es, la continuación de la privación de la libertad. De sostenerse lo contrario, esto es que se debe considerar que nace un nuevo delito a partir de la condena, toparíamos con un situación insoluble, cual es la de demostrar que también continúa concurriendo el elemento subjetivo del tipo penal en estudio, lo que parece irrazonable. En consecuencia, la Corte puede hacer lugar al recurso en lo que se refiere a estos cuatro casos.  Desde el punto de vista del Derecho interno debe analizarse la condición de delito permanente de la privación ilegal de la libertad y el dies a quo de la prescripción. Esto permite establecer, por un lado, que aun cuando se dejaran de lado, por vía de hipótesis, las normas del Derecho internacional, la solución del caso no variaría en estos aspectos, y por el otro, que ambos ordenamientos, amén de compartir su validez constitucional, se adecuan intrínsecamente. Partiendo de la circunstancia, de que hasta el presente no se ha establecido el paradero de las víctimas, debe presumirse que aún se mantiene su privación ilegal de la libertad, y por lo tanto que este delito, y de ahí su caracterización de permanente, se continúa ejecutando. La Corte ha dicho que en estos casos puede sostenerse que el delito "tuvo ejecución continuada en el tiempo" y que "esta noción de delito permanente... fue utilizada desde antiguo por el Tribunal: Fallos: 260:28 y, más recientemente, en Fallos: 306:655, y en Fallos: 309: 1689. En conclusión, el delito básico que, en forma reiterada, se imputa es de carácter permanente y, por consiguiente, aún hoy se continuaría cometiendo, toda vez que hasta el momento se ignora el paradero de los secuestrados, situación que es una consecuencia directa del accionar típico del autor y por la que debe responder en toda su magnitud. Mientras permanezca el estado de privación de la libertad, el delito se prolonga hasta ese entonces, pero no por un hacer sino por una omisión: la de informar la verdadera situación de la víctima, su eventual paradero. Faz negativa que implícitamente admite la naturaleza del núcleo típico: privar de la libertad, pues una vez puesta en marcha la acción, tenderá a persistir hasta tanto no se reponga a la víctima en las condiciones de libertad en que se encontraba. Puede ocurrir que ya no esté en las posibilidades del autor, sea directo o mediato, el cese de la acción típica, pero esta circunstancia accidental nada le quita a la imputación delictiva originaria, pues, lo cierto es que la privación continúa y que él es el autor de esa situación, más allá de que ahora se prolongue sin su dominio efectivo. Bastó que tuviera el dominio originario del hecho para que se lo considere autor de todas las derivaciones y consecuencias de ese hecho, más allá de que ya no pueda hacer nada para detenerlas. El que quiso o aceptó un hecho, debe hacerse cargo de los efectos previsibles de ese hecho, aun cuando escapen a su dominio o plan original. Tal autor es responsable, en todas sus consecuencias, del mecanismo puesto en marcha. Por otro lado, esta postura, es la que condice con la idea de que la privación ilegal de la libertad, como delito permanente que es, resulta un hecho delictivo continuo, único e indivisible naturalmente, aunque en esa ocasión para hacer jugar el argumento en favor de la cosa juzgada respecto a un caso concreto. Y a la unidad de tipo objetivo, se debería corresponder la unidad del tipo subjetivo y del tipo de la participación. Y como resultado de este razonamiento, no resulta posible considerar la prescripción de la acción penal mientras no se conozca verosímilmente la fecha en que el delito habría cesado de cometerse por lo que en este aspecto la cuestión resulta abstracta. Por desaparición forzada de personas se entiende en el Derecho penal internacional la privación de la libertad a una o más personas, cualquiera que fuera su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la persona. Establecido el alcance de la figura, se desprende, que el delito de desaparición forzada de personas ya se encuentra tipificado en distintos artículos de la legislación penal interna.  No cabe duda que el delito de privación ilegítima de la libertad contiene una descripción típica lo suficientemente amplia como para incluir también, en su generalidad, aquellos casos específicos de privación de la libertad que son denominados "desaparición forzada de personas". Se trata, simplemente, de reconocer que un delito de autor indistinto, como lo es el de privación ilegítima de la libertad, cuando es cometido por agentes del Estado o por personas que actúan con su autorización, apoyo o aquiescencia, y es seguida de la falta de información sobre el paradero de la víctima, presenta todos los elementos que caracterizan a una desaparición forzada. Esto significa que la desaparición forzada de personas, al menos en lo que respecta a la privación de la libertad que conlleva, ya se encuentra previsto en nuestra legislación interna como un caso específico del delito de los artículos 141 y, particularmente, 142 y 144 bis y ter del Código Penal, que se le atribuye al imputado. No se trata de combinar, un tipo penal internacional, con la pena prevista para otro delito de la legislación interna, sino de reconocer la relación de concurso aparente en la que se hallan parcialmente ambas formulaciones delictivas, y el carácter de lesa humanidad que adquiere la privación ilegítima de la libertad cuando es realizada en condiciones tales que constituye, además, una desaparición forzada.  En cuanto a la vigencia temporal de la condición de lesa humanidad de la figura de mención, la evolución del Derecho internacional a partir de la segunda guerra mundial permite afirmar que, ya para la época de los hechos imputados, el Derecho internacional de los derechos humanos condenaba la desaparición forzada de personas como crimen contra la humanidad. Es que la expresión "desaparición forzada de personas" no es más que el nomen iuris para la violación sistemática de una multiplicidad de derechos humanos, a cuya protección se había comprometido internacionalmente el Estado argentino desde el comienzo mismo del desarrollo de esos derechos en la comunidad internacional, una vez finalizada la segunda guerra mundial. Por lo demás, sin perjuicio de la existencia de esas normas de ius cogens, cabe también mencionar que para la época en que tuvieron lugar los hechos el Estado argentino había contribuido ya a la formación de una costumbre internacional en favor de la imprescriptibilidad de los crímenes contra la humanidad.  No puede controvertirse que aquello en lo que consiste una desaparición forzada de personas no estuviera suficientemente precisado a los ojos de cualquier individuo por la normativa originada en la actividad de las naciones, su práctica concordante y el conjunto de decisiones de los organismos de aplicación internacionales; máxime cuando, la figura en cuestión no es más que un caso específico de una privación ilegítima de la libertad, conducta ésta tipificada desde siempre en nuestra legislación penal. Y en cuanto a su condición de lesa humanidad y su consecuencia directa, la imprescriptibilidad, no puede obviarse que el principio de legalidad material no proyecta sus consecuencias con la misma intensidad sobre todos los campos del Derecho Penal, sino que ésta es relativa a las particularidades del objeto que se ha de regular. En particular, en lo que atañe al mandato de certeza, es un principio entendido que la descripción y regulación de los elementos generales del delito no necesitan alcanzar el estándar de precisión que es condición de validez para la formulación de los tipos delictivos de la parte especial. Y, en tal sentido, no advierto ni en la calificación de la desaparición forzada como crimen contra la humanidad, ni en la postulación de que esos ilícitos son imprescriptibles, un grado de precisión menor que el que habitualmente es exigido para las reglas de la parte general; especialmente en lo que respecta a esta última característica que no hace más que expresar que no hay un límite temporal para la persecución penal. Por lo demás, en cuanto a la exigencia de ley formal, es evidente que el fundamento político que explica esta limitación en el ámbito nacional no puede ser trasladado al ámbito del Derecho internacional, que se caracteriza, precisamente, por la ausencia de un órgano legislativo centralizado, y reserva el proceso creador de normas a la actividad de los Estados. Ello, sin perjuicio de señalar que, en lo que atañe al requisito de norma jurídica escrita, éste se halla asegurado por el conjunto de resoluciones, declaraciones e instrumentos convencionales que conforman el corpus del Derecho internacional de los derechos humanos y que dieron origen a la norma de ius cogen relativa a la imprescriptibilidad de los crímenes contra la humanidad. En consecuencia, ha de concluirse que, ya en el momento de comisión de los hechos, había normas del Derecho internacional general, vinculantes para el Estado argentino, que reputaban imprescriptibles crímenes de lesa humanidad, como la desaparición forzada de personas, y que ellas, en tanto normas integrantes del orden jurídico nacional, importaron una modificación del régimen legal de la prescripción de la acción penal, previsto en los artículo 59 y siguientes del Código Penal.  Por consiguiente, desde esta perspectiva, corresponde concluir que no se halla prescripta la acción penal para la persecución de las privaciones ilegales de la libertad cometidas por funcionarios públicos en abuso de sus funciones y que reúnan los caracteres de lo que el derecho internacional califica como desaparición forzada de personas. La recurrente, al tratar el tema de la cosa juzgada, introduce además las siguientes cuestiones: se efectúa una "imputación dogmática" del llamado Plan Cóndor de acuerdo al Estatuto para el Proceso de Reorganización Nacional, la condición de órgano supremo le había sido adjudicada a la Junta Militar, sin embargo, sólo se responsabiliza al imputado, se atribuyen hechos anteriores y posteriores al lapso en que el nombrado ejerció el cargo de Comandante General del Ejército. Tampoco resulta arbitraria la interpretación que efectúa el a quo de la ley penal más benigna, por el contrario, puesto que se trata de un punto íntimamente unido a las cuestiones federales ya analizadas. En consecuencia, estamos ante un delito permanente, en cuyo decurso rigieron dos leyes: la primera, que sólo contempla el tipo básico, y la segunda, que prevé circunstancias calificadas que comprenderían el hecho imputado por lo que su situación se ve potencialmente agravada. Sin embargo, y tal como sostuvo este Ministerio en los autos "Jofré, Teodora si denuncia", J. 46. L. XXXVII, no nos encontramos entonces en la hipótesis del artículo 2 del Código Penal, que plantea únicamente el supuesto de un cambio de leyes entre el tiempo de comisión del delito y el de la condena o, eventualmente, el intermedio. Ni tampoco en los del artículo 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ni del artículo 15.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, pues en estos instrumentos se habla del "momento de la comisión del delito", pero nada dicen si este momento se prolonga y rigen dos leyes distintas. Esta situación no está expresamente contemplada en los dispositivos legales que establecen el principio de la ley penal más benigna, por lo que tal garantía no está en juego en el presente caso. Estamos aquí ante un delito continuo e indivisible jurídicamente, y que durante su lapso de consumación rigieron dos leyes, ambas plenamente vigentes en base al principio general del artículo 3 del Código Civil. Por lo tanto, no se trata de un supuesto de sucesión de leyes penales sino de uno de coexistencia teniendo en cuenta la naturaleza jurídica de los delitos permanentes.


    Incidente de apelación en la causa caratulada "S. M., Guillermo s/ Privación ilegal de la libertad"


    V. 1178, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


     


    Resoluciones


    Multa. Adulteración de medicamentos. Falsificación de medicamentos. Interpretación de la ley. Derechos del consumidor. Ley federal. 


    ANMAT. Especialidad medicinal.


    Al versar el juicio sobre interpretación de leyes federales cuya aplicación incumbe a la Corte en última instancia, la circunstancia de que la solución de derecho propugnada por el recurrente encuentre fundamento en otro precepto legal que el invocado por éste, no impide su reconocimiento por la sentencia de ese Ato Tribunal. Toda figura sancionatoria debe estar integrada por una descripción de la conducta prohibida y por la sanción en concreto. En este aspecto, el artículo 3 del decreto 150/92, sólo realiza una descripción de los elementos o informaciones que deben contener las solicitudes de inscripción, al registro de especialidades medicinales o farmacéuticas, con lo cual, al no establecer las penas a aplicar, no se adecuaría al estándar exigido por el principio de legalidad.  Sin embargo, dicha disposición también hace referencia al decreto 1490/92, de creación del ANMAT, al cual instituye como órgano de aplicación de las normas legales que rigen la materia, y fija entre sus atribuciones la de "Establecer en todos los casos que correspondiere, los apercibimientos, sanciones y penalidades previstos por la normativa aplicable" y entre esa "normativa aplicable" se encuentra la "Ley de Medicamentos" -Ley 16.463-.  Por constituir las normas citadas un único plexo normativo, la responsabilidad del laboratorio y de su director técnico, en estas circunstancias, encuentra directa aplicación en la propia Ley 16.463 y en el decreto de creación del ANMAT, aunque el recurrente no lo haya invocado expresamente. Así, la figura sancionatoria queda integrada: a) por la descripción de la conducta prohibida, cual es la de comercializar medicamentos en violación a la norma que reglamenta su ejercicio y b) por la sanción en concreto, que surge del Art. 20° de la Ley 16.463; unidos ambos aspectos -el prohibitivo y el sancionatorio- en razón de lo que prevé el Art. 19° inc. b) de la Ley de Medicamentos. Ello sin mengua del principio de legalidad.  Por lo demás, parece insoslayable mencionar la recepción constitucional -en el nuevo artículo 42-, de los derechos de los consumidores, entre ellos, a la protección de la salud o a la información adecuada y veraz y su estrecha relación con las posibles consecuencias de una solución adversa a la interpretación que se propicia.


    Laboratorios D. S. y F., Elena s/ Infracción Ley 16.463


    L. 46, XXXVII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VIII


    Derecho Procesal Administrativo


    Acción meramente declarativa


    Impuestos de sellos. Coparticipación de impuestos. Privatizaciones. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Admisibilidad del recurso. 


    Existe una controversia definida, concreta, real y sustancial, que admite remedio específico a través de una decisión de carácter definitivo de la Corte. A su vez, se estima que las cuestiones en debate no tienen un mero carácter consultivo ni importan una indagación especulativa sino que, antes bien, responden a un caso que busca precaver los efectos de actos en ciernes. Por último,  se considera que la suspensión del procedimiento determinativo de oficio dispuesto por el fisco provincial no obsta a la procedencia de la vía intentada, ya que la competencia originaria de la Corte -que proviene de la Constitución- no puede quedar subordinada al cumplimiento o vigencia de los procedimientos exigidos por las leyes locales. En segundo término, la excepción de incompetencia, tal como ha sido planteada, no puede ser admitida. La Corte tiene dicho que la presente acción declarativa corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae, con independencia del carácter local o federal que adquiriera la materia en litigio. Ha sostenido la Corte,  que el nuevo rango asignado a la coparticipación federal de impuestos por la Convención Constituyente de 1994 y el amplio tratamiento que la Ley Fundamental le dedica después de la reforma, conduce a la conclusión de que la afectación del sistema así establecido involucra, en principio, una cuestión constitucional . En este orden de ideas, asume tal calidad la eventual violación, por parte de una provincia, de ejercer la función legislativa conforme al compromiso allí asumido, aunque esa transgresión pueda también exteriorizarse como un conflicto entre dos leyes locales. En efecto, la Constitución Nacional establece la imperativa vigencia del esquema de distribución de impuestos previsto en la ley-convenio, sancionada por el Estado Nacional y aprobada por las provincias, la que "no podrá ser modificada unilateralmente ni reglamentada", de modo que una hipotética transgresión a la ley local de adhesión -y, por ende, a dicha norma federal-, se proyecta como una afectación de las nuevas cláusulas constitucionales, sin que en ello incida el carácter local de la norma mediante la cual pudiera efectivizarse la alteración del sistema vigente en el orden nacional.  Dispone el Art. 71 de la Ley provincial N° 1410: "Será considerado acto sujeto al pago del impuesto que esta Ley determina, de acuerdo con lo dispuesto en el Art. 79, aquel que se formalice en forma epistolar, por carta, cable o telegrama, siempre que se verifique cualquiera de las siguientes condiciones: a) se acepte la propuesta o el pedido formulado por carta, cable o telegrama, reproduciendo totalmente la propuesta o sus enunciaciones o elementos esenciales que permitan determinar el objeto del contrato; h) las propuestas o pedidos, o los presupuestos aplicados, aceptados con su firma por sus destinatarios. Será en todos los casos requisito para la gravabilidad del acto, que la aceptación respectiva haya sido recibida por el emisor de la propuesta, pedido o presupuesto". La Corte sostuvo que el apartado 2) del inc. b) del Art. 9 de la Ley 23.548 fija las características básicas a las que se deberán ajustar las leyes de impuestos de sellos que dicten las partes del convenio. Dicha norma, en lo que aquí interesa, dispone: "II. En lo que respecta a los impuestos de sellos recaerán sobre actos, contratos y operaciones de carácter oneroso instrumentados, sobre contratos a título oneroso formalizados por correspondencia, y sobre operaciones monetarias que representen entregas o recepciones de dinero que devenguen interés, efectuadas por entidades financieras regidas por la Ley 21.526". Para comprender cuando existe “formalización por correspondencia", en mi opinión, es necesario remitirse al Art. 6° del decreto 9432/44, el cual incorporó este hecho imponible autónomo al ordenamiento nacional, en la forma siguiente: "Será considerado contrato por correspondencia sujeto al pago del impuesto de sellos en el acto de su perfeccionamiento, la carta que por su solo texto, sin necesidad de otro documento, revista los caracteres exteriores de un titulo jurídico con el cual pueda ser exigido el cumplimiento de las obligaciones en ella consignadas considerándose como tal aquella en la cual al aceptarse una propuesta se transcriba ésta o sus enunciaciones y elementos esenciales, así como las propuestas, duplicados de propuestas o presupuestos firmados por el aceptante". Se estima adecuada tal remisión, pues a tales orígenes se remontó la Ley 22.006, al sustituir el texto del Art. 9° de la entonces vigente Ley de coparticipación federal. En efecto, reseñó el mensaje de elevación de la Ley 22.006 que su similar 20.221  había remplazado la denominación "impuesto de sellos" por la de "impuestos sobre actos, contratos y operaciones", que fue una forma elíptica de designar al tributo que recaía sobre "actos, contratos y operaciones a título oneroso, instrumentadas". Esta designación fue tomada por algunas jurisdicciones no como tal, sino como definición de hecho o base imponible. En esta tesitura, y atento a lo genérico de la expresión, se había llegado a excesos de imposición, que desvirtuaban la esencia del régimen. La inteligencia casuística de la comentada expresión, añadió, llevaría a la incongruencia de gravar el universo de las posibilidades de imposición, con lo que toda la estructura del régimen de coparticipación perdería su razón de ser. Por tales motivos, se estima imprescindible modificar el régimen de coparticipación vigente, con carácter aclaratorio, recogiendo la interpretación que había efectuado la Comisión Federal de Impuestos ante situaciones del tenor de las comentadas. Las modificaciones introducidas -entonces- giraron en torno de tres ejes: 1. el regreso a la denominación tradicional de "impuesto de sellos", para evitar malas interpretaciones; 2. limitar sus alcances al de un impuesto a la instrumentación; 3. definir el concepto de instrumentación ya que, en la materia, la jurisprudencia de las distintas provincias era disímil. En consonancia con la nota precedente, el Art. 2° de la ley 22.006 sustituyó el inc. b) del Art. 9 de la Ley 20.221, cuya redacción subsiste inalterada a la fecha, al haber sido recogida, bajo idéntico número de artículo, inciso y acápite, por la Ley 23.548. Con lo expuesto puede apreciarse que la limitación del impuesto a la "instrumentación" rige, para los tres supuestos de imposición previstos en el apartado 2) del Inc. b) del Art. 9 de la Ley 23.548. En el primer caso,  con el alcance del segundo párrafo de la misma norma). En la segunda hipótesis, con la necesidad de “formalización por correspondencia", según la definición dada desde los orígenes de este hecho imponible por el Decreto 9432/44, esto es, "la carta" que, por su solo texto, sin necesidad de otros documentos ni actos de las partes, revista los caracteres exteriores de un título jurídico, con el cual pueda ser exigido el cumplimiento de las obligaciones en ella consignadas. Según la misma norma, se considera como tal aquella en la cual, al aceptarse una propuesta, se transcriba ésta o sus enunciaciones y elementos esenciales, así como las propuestas, duplicados de propuestas o presupuestos firmados por el aceptante. Y, en la tercera, cuando autoriza a las provincias gravar operaciones monetarias en las condiciones objetivas y subjetivas de la norma, que también presuponen la existencia del recaudo instrumental. De ello necesariamente se concluye que el impuesto sub examine comprende tres modalidades instrumentales distintas, bajo un mismo presupuesto que le  es común: que se trate de actos, contratos o negocios instrumentados. Por otra parte la ley 23.696 declaró en estado de emergencia la prestación de los servicios públicos, la ejecución de los contratos a cargo del sector público y la situación económico financiera de la administración pública nacional, al mismo tiempo que autorizó al Poder Ejecutivo Nacional a intervenir y modificar la tipicidad jurídica de todos los entes, empresas y sociedades estatales, dentro de las formas jurídicas previstas por la legislación vigente, y a disponer la creación de nuevas empresas sobre la base de escisión, fusión, extinción o transformación de las existentes, reorganizando, redistribuyendo o reestructurando cometidos, organización y funciones u objetos sociales. La declaración de "empresa sujeta a privatización" debería ser hecha por el Poder Ejecutivo Nacional y posteriormente aprobada por Ley del Congreso. Sin perjuicio de ello, la misma Ley declaró "sujetos a privatización" a los entes enumerados en sus anexos. Dentro de estos anexos -precisamente- se contempló la situación de Gas del Estado Sociedad del Estado, sea para la transferencia de sus redes de distribución a los estados provinciales y municipales, o para la concesión de los servicios de distribución y comercialización, con prioridad al sector cooperativo. Por último, el Art. 17 de la Ley 23.696 también reguló las modalidades posibles para las privatizaciones, entre ellas, la venta de acciones o cuotas partes del capital social. Pero esta situación fue modificada por la Ley 24.076, la cual declaró sujeta a privatización total a Gas del Estado Sociedad del Estado, "sustituyendo toda otra declaración anterior". Al mismo tiempo, se autorizó al Poder Ejecutivo Nacional a disponer su privatización por cualquiera de las modalidades previstas en la Ley 23.696, su transformación o escisión, empleando la forma jurídica de las sociedades anónimas regidas por el derecho común. En uso de estas atribuciones, el Poder Ejecutivo dictó el decreto 1189/92, disponiendo la constitución de diez sociedades anónimas, ocho dedicadas a la distribución, y dos al transporte de gas. En cumplimiento de lo ordenado por dicho decreto, el 24 de noviembre de 1992 se constituyó TGS, encuadrándola legalmente como una sociedad anónima, regulada por los Arts. 163 a 307 de la Ley 19.550. El 1 de diciembre del mismo año se la inscribió en el Registro Público de Comercio. En tales condiciones, se respetaron los requisitos materiales y formales establecidos por la ley de sociedades para su existencia y validez, sin que el carácter de funcionarios públicos que investían los firmantes del acto de constitución altere tal conclusión. Cabe recordar aquí que la finalidad de este tipo de sociedades es siempre comercial y su actividad se presume onerosa.  Es principio básico del impuesto -receptado en el Art. 66 de la Ley provincial 1410- la gravabilidad del instrumento por su sola creación o existencia material, con abstracción de su validez, eficacia jurídica o ejecución posterior. Corresponde analizar si la obligación tributaria que nace en su consecuencia, impide u obstaculiza la concreción de una política nacional. La Corte sostuvo que: "Los instrumentos, medios y operaciones a través de los cuales el gobierno nacional ejercita sus poderes, están exentos de impuestos por los estados, y los instrumentos, medios y operaciones de que se valen las provincias para ejercitar los poderes que les pertenecen, están exentos de impuestos por el gobierno nacional, en virtud del principio implícito de la independencia del gobierno de la Nación y de los estados dentro de sus respectivas esferas". Como expresa la jurisprudencia norteamericana, la Constitución de ese país –al igual que la nuestra- no contiene ninguna limitación expresa al poder -ya sea de un estado o del gobierno federal- para gravarse recíprocamente, o gravar sus "instrumentos". Como sostuvo la Corte, la doctrina de la inmunidad de los instrumentos de gobierno se halla fundada en la que ha sido calificada como "la gran Ley de la autopreservación". Va de suyo, entonces, que cuando esta "ley de autopreservación" no está en juego, esto es, cuando no resulta con clara evidencia que el uso de sus poderes impositivos por parte de la provincia obste a la actividad gubernamental del gobierno federal, o la entorpezca material y apreciablemente, aquella inmunidad no debe ser reconocida, por hallarse ausente la razón vital que determina su aplicabilidad. Es decir que, para que la potestad impositiva provincial soporte esta excepcional restricción, es indispensable la presencia de circunstancias también excepcionales, de las que nazca la certeza de que la atribución nacional resguardada ha sufrido o sufrirá una real perturbación. Debe mediar un efectivo "entorpecimiento a la marcha de la institución".


    Transportadora de Gas del Sur S.A. (TGS) c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    T. 352, XXXV, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


     


    Competencia del Superior Tribunal de Justicia


    Administración pública. Relación de dependencia. Sentencia definitiva. Archivo de expediente. Nulidades procesales. Sentencia arbitraria. 


    En el sub lite el Superior Tribunal Provincial se atribuyó el conocimiento de la causa en forma originaria y exclusiva -si bien transitoriamente hasta que se constituya el fuero contencioso administrativo-, al tiempo que destacó que no advertía la configuración de los requisitos para la procedencia de la acción de amparo, único supuesto en que se desplaza su competencia a favor de "cualquier juez" y, por ello, declaró la nulidad de todo lo actuado y ordenó el archivo del expediente. La Corte descalificó tal proceder porque arbitrariamente atentaba contra la garantía de la defensa en juicio. Dijo que, aun cuando la mencionada garantía constitucional no se opone a su reglamentación en beneficio de la correcta sustentación de las causas y que dicho poder incluye la facultad de efectuar distinciones razonables entre quienes no se encuentran en la misma condición, en la interpretación de las normas legislativas y reglamentarias debe evitarse que los particulares queden fuera de protección jurisdiccional, en situaciones de indefensión. Recordó que el artículo 6° del Código de Procedimientos en lo Contencioso Administrativo, que regula lo atinente a los conflictos de competencia que se produzcan entre la Suprema Corte y un tribunal ordinario de la provincia, sólo asigna al superior tribunal la facultad de resolver el incidente pero no impone la conclusión de ordenar el archivo de las actuaciones. Por el contrario, el artículo 352, inciso 1° del Código de Rito provincial -aplicable supletoriamente en virtud de lo establecido en el artículo 25 del primero de los cuerpos legales indicados- sólo autoriza el archivo del expediente en el supuesto de que el tribunal declarado incompetente no pertenezca a la jurisdicción provincial, circunstancia que no ocurre en el sub lite. No obstante que lo expuesto es suficiente para descalificar como acto judicial válido el fallo apelado, por aplicación de la doctrina de arbitrariedad de sentencias, no es ésta la primera vez que esta procuración se expide sobre las cuestiones planteadas en el sub examine, tal como surge de los dictámenes publicados en Fallos: 323:1084 y 1978, así como que también la Corte ha mantenido una posición contraria a la que surge de la sentencia recurrida, como se demuestra a partir del caso de Fallos: 310:854 y muchos otros posteriores dictados en igual sentido.


    Recondo, Alberto O. c/ Instituto Provincial de Acción Cooperativa s/ Amparo - Cuestión de competencia - Artículo 6 Código Contencioso Administrativo


    R. 173, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al precedente "Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s / Proceso de conocimiento".


    Prosbel S.R.L. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1569, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Sanciones administrativas. AFIP DGI. Competencia federal. 


    Corresponde a la Justicia Federal entender en el proceso, toda vez que se demanda a la A.F.I.P. -entidad autárquica- máxime, teniendo en cuenta que ésta solicitó la intervención del fuero federal mediante una excepción de incompetencia.


    Ludueña, Carlos Alberto c/ Colegio de Abogados de Mercedes y A.F.I.P. - D.G.I. s/ Amparo


    COMP. 606, XXXVII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 2376, L. XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Alvarez s/ Daños y Perjuicios”.


    Para que exista un correcto planteo sobre una cuestión negativa de competencia, es preciso que haya una atribución recíproca entre los magistrados que intervienen en el proceso. No obstante, en ciertos casos, razones de economía procesal autorizan a prescindir de los reparos  procedimentales relativos a la forma en que se trabó la contienda, a fin de evitar dilaciones que puedan traducirse en una efectiva privación de justicia. Sentado lo anterior, corresponde indicar que, a fin de resolver la cuestión de competencia en examen, es preciso considerar, de manera principal, la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos el derecho que invoca como fundamento de su pretensión. En tales condiciones, el proceso corresponde a la competencia del Fuero en lo Contencioso Administrativo y Tributario local, por la materia en debate, en tanto está en juego la responsabilidad extracontractual del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires por su actividad ilícita, ante el incumplimiento de los deberes a su cargo.


    Rogust S.A. c/ Lanespede S.A. s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 337, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


     


    Contienda positiva de competencia


    Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Empleo público. Competencia contencioso administrativa tributaria. 


    Si bien para dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos de la demanda –artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, también tiene dicho la Corte que se toma imprescindible examinar el origen de la acción, así como la relación de derecho existente entre las partes. La cuestión en examen se encuentra directa e inmediatamente relacionada con la aplicación e interpretación de normas de derecho público local, como son aquéllas que reglamentan las relaciones jurídicas derivadas del empleo público y a las que, en principio, no le son aplicables las disposiciones del derecho del trabajo o del derecho civil, sino que sólo supletoriamente respecto de las situaciones no previstas en esas disposiciones, lo que no basta para convertir en civil al proceso.


    Currao, Carmen Alcira c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Accidente - Acción Civil


    COMP. 300, XXXVIII, 19 de febrero de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Procesos de conocimiento. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    El conflicto de competencia fue dirimido por la Alzada del Tribunal que previno, conforme lo dispuesto por el artículo 24 inciso 7° del Decreto-Ley 1285/58 por lo que no existe contienda en la que se deba intervenir.


    Blanco, María del Carmen c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1472, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1034, L. XXXVIII, "Avalo Almada, Susana Graciela y Avalo Almada, Cecilia Beatriz s/ Amparo".


    Surjan, Ema c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/02 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 956, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    No corresponde la intervención de la Corte toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término, conforme lo dispuesto por el artículo 24 inc. 7° 1285/58 y la reiterada jurisprudencia del máximo tribunal.


    Veber, Leonor y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1396, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. 


    Remisión a los dictámenes de las causas C.1033, XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios" y M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/Daños y perjuicios".


    Cisneros, Osvaldo Américo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios


    C. 4059, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


     


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. Remisión del expediente. 


    Remisión a los dictámenes de las causas C.1033, XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios" y M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/Daños y perjuicios".


    Rodríguez, Jorge c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires  s/ Daños y Perjuicios


    R. 413, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa y tributaria. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Procedencia del recurso. Remisión del expediente. 


    Remisión a los dictámenes de las causas C.1033, XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios" y M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Or. T. Alvarez y otros s/Daños y perjuicios".


    Wasilewski, Martín c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios


    W. 186, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas C.1033, XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios" y M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/Daños y perjuicios".


    Wizemberg, Salvador c/ Consorcio de Propietarios de la calle Acevedo 165 y otros s/ Daños y Perjuicios


    W. 174, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juez previniente. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas: Comp. 131, XXXVIII,  “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 637, XXXVIII, “Nudel, Cristina Rosa c/ P.E.N. ley 25561 Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo ley 16.986”.


    Zerbos, Emanuel Constantino Dimetrio c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1191, XXXVIII, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


     


    Decretos municipales


    Demanda. Contenido de la demanda. Principio de congruencia. Debido proceso. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. 


    Los agravios que se vinculan con las facultades de los tribunales provinciales, el alcance de su jurisdicción y la forma en que ejercen su ministerio, materia que se encuentra reglada por la Constitución y leyes locales, escapan a la instancia del recurso extraordinario del artículo 14 de la Ley 48, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, principio que cede cuando la decisión adolece de arbitrariedad. También la Corte ha sostenido que la determinación del alcance de las peticiones de las partes y de las cuestiones en debate remiten al examen de extremos de índole fáctica y procesal, extraños a la instancia del artículo 14 de la Ley 48, mas ello no resulta óbice para que la Corte pueda conocer en un planteo de esa naturaleza cuando la decisión de los tribunales de la causa traduce un apartamiento de las constancias del expediente y de la adecuada interpretación de los principios que informan el debido proceso, situación ocurrida en el presente. El tribunal a quo, al declarar prescripto el crédito de la actora y el reclamo administrativo fuera de término, desconoció su resolución, donde estimó formalmente admisible el proceso contencioso administrativo. Asimismo, al evacuar el traslado de la demanda, la contraria no cuestionó su temporalidad y, por ende, el tema no integraba la litis ni era cuestión de debate para resolverlo en la sentencia. Por lo tanto, la resolución devino firme y la cuestión tratada precluída.  Aun cuando el juez esté facultado para examinar de oficio el cumplimiento de los presupuestos de la demanda contencioso administrativa y rechazar in limine la pretensión cuando aquéllos no concurran, tales presupuestos no podían tratarse nuevamente en la sentencia de fondo, sin violentar los principios procesales de preclusión y congruencia, así como su fuente constitucional, el debido proceso, tal como aconteció en el sub lite. El tribunal a quo, con grave afectación a los derechos y garantías que se dicen vulnerados, después de revisar los presupuestos de la demanda contencioso administrativa y declarar habilitada la instancia judicial y sin haber sido impugnado por la contraparte, en la sentencia de fondo desestimó la demanda por no reunir tales presupuestos. En ese sentido, una antigua jurisprudencia del Tribunal vincula el principio de congruencia con la garantía de la defensa en juicio y señala como regla que el pronunciamiento judicial que desconoce o acuerda derechos no debatidos es incompatible con las garantías constitucionales, pues el juzgador no puede convertirse en la voluntad implícita de una de las partes, sin alterar el equilibrio procesal de los litigantes en desmedro de la parte contraria. Esta es la doctrina general, por demás cierta, clara y conocida del alto Cuerpo. La resolución apelada afecta de manera directa e inmediata las garantías de defensa enjuicio y debido proceso, circunstancia que habilita a descalificarla como acto judicial válido.


    Barreyro, Bernarda Ramona c/ Municipalidad de Posadas


    B. 853, XXXVII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Multa administrativa


    Cuestión abstracta. Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa E. 92, XXXVII, "Empédoele, Juan Manuel s / Apelación art. 78 ley 11.683".


    June S.A. s/ Infracción Ley 11.683


    J. 9, XXXVII, 27 de febrero de 2003


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Cuestiones de competencia. Daños y perjuicios. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. 


    Remisión a los dictámenes de las causas C.1033, XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios" y M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/Daños y perjuicios".


    Burgos Inzunza Elsa Reynalda c/ Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios


    B. 4030, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Daños y perjuicios. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. 


    Remisión a los dictámenes de las causas C.1033, XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios" y M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/Daños y perjuicios".


    Calza, Leonor Irene Asunción c/ Autopistas del Sol S.A. y otro s/ Daños y Perjuicios


    C. 4116, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


     


    Empleo público. Resolución administrativa. Nulidad de la resolución. Reincorporación. Personal de planta permanente. Cesantía. Enfermedades. Indemnización. Cuestiones de hecho y prueba. Garantías constitucionales. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Aun cuando los planteos remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y de derecho local, temas ajenos -como regla y por su naturaleza- al recurso del  artículo 14 de la Ley 48, ello no es óbice para la procedencia de la vía intentada cuando lo resuelto por el a quo, con menoscabo de la garantía del derecho de defensa, conduce a la pérdida de derechos que cuentan con amparo constitucional. Sostuvo la Corte que siempre que la garantía de defensa se lesione y la interpretación que se esgrima cause indefensión, la sentencia recaída será descalificable por el carril del recurso federal, causal de arbitrariedad o de exceso ritual. Por medio de la doctrina de la arbitrariedad se tiende a resguardar las garantías de defensa en juicio y de debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. Si bien la actora había tenido amplio conocimiento y acceso a las actuaciones sumariales, no tuvo la oportunidad de alegar sobre la prueba producida ni sobre la que la administración municipal no consideró prudente producir. El a quo no reparó en que la irregularidad administrativa referida a la etapa soslayada privó arbitrariamente a la actora de la posibilidad de modificar o atenuar la resolución sancionatoria; máxime, cuando dicha omisión cobra relevancia desde el momento en que no está debatida la existencia de la enfermedad, existen informes de las Juntas Médicas que dan cuenta que la fecha de la última intervención coincide, en principio, con el lapso en que se habría incurrido en el abandono de servicio y que resulta importante probar la incapacidad de la causante de presentar ante la oficina municipal de manera personal y directa los pedidos formales de licencia por enfermedad. En este punto en sede administrativa se ha obviado una de las formas esenciales en el procedimiento, violación que conduce, en principio, a la nulidad del acto de cesantía.


    Cabral de Alarcón, Delia Alicia c/ Municipalidad de Resistencia s/ Demanda contencioso administrativo


    C. 1002, XXXVII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Contrato de obra pública. Prueba pericial. Sentencia definitiva. Resoluciones posteriores a la sentencia definitiva. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien las decisiones recaídas en los procesos de sentencia no son, en principio, susceptibles de revisión en esta instancia extraordinaria, pues no revisten el carácter de sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48, cabe hacer excepción a dicha regla, cuando, se configura un claro apartamiento de lo resuelto en el fallo, en especial si las cifras consignadas no guardan proporción con las estimadas en el informe pericial al cual la sentencia hizo referencia. Si bien el pronunciamiento en crisis es posterior a la decisión final de la causa, el a quo descartó, implícitamente el informe pericial ordenado en aquella decisión, criterio que mantuvo en la resolución apelada, razón por la cual, en cuanto concierne a la incidencia de dicho informe en la litis, cabe asignarle carácter definitivo al fallo recurrido. El tribunal a quo incurrió en autocontradicción que autoriza a descalificar a su decisorio como acto jurisdiccional, toda vez que dispone que deben adoptarse las cifras del certificado final, por ser inferiores a las de la pericial en lo que respecta a los "faltantes", después de haber resuelto en la aclaratoria que "se condena al municipio demandado a certificar y abonar el monto total de veredas reparadas, en el sentido de que tanto los metros faltantes de certificación como los ya certificados en concepto de adicionales deben liquidarse al precio del contrato", pues de aquel modo se frustra el fin perseguido de tomar en cuenta el total de lo ejecutado, independientemente de lo que restara de certificar, por ser este dato irrelevante.  En esas condiciones, el criterio de las actoras adoptado por el a quo en el pronunciamiento apelado, obligará a la demandada a abonar una suma superior a la que el propio tribunal tuvo en miras al decidir sobre la cuestión de fondo, razón por la cual, corresponde admitir el recurso extraordinario en este aspecto e invalidar lo resuelto, pues media relación directa e inmediata entre lo decidido y las garantías constitucionales que la apelante dice vulneradas. También se incurre en arbitrariedad al tratar la invocada aplicación de la Ley 23.982, ya que se la desestima con el único argumento de que los montos de condena estaban presupuestados, sin aludir, como era de rigor, a los fundamentos de la apelante atinentes a que la deuda estaba consolidada por ser anterior a la fecha de corte y por haber mediado controversia o reclamo judicial o administrativo ante un organismo del Estado. Es aplicable la doctrina que autoriza a revisar fallos que versen sobre cuestiones de naturaleza local, cuando consagren una interpretación de las normas con relación a las circunstancias del caso, en términos que equivalgan a su prescindencia, pues ello configura una lesión al derecho constitucional de la defensa en juicio. Máxime aún, si se tiene en cuenta, como ha dicho el Tribunal, respecto del alcance de los Arts. 1° y 2° de la Ley 23.982 en el ámbito federal, en concordancia con lo dispuesto por el Art. 2°, inc. d) del Dto 2140/91, que la causa de las obligaciones en el sentido de la citada ley la constituyen los hechos o actos que de modo directo e inmediato les hubiesen dado origen, de modo tal que son los hechos, actos o prestaciones los elementos relevantes a tal fin y no los contratos que aquéllos vinculen, extremo que privaría a lo resuelto de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa. Por el contrario, no resultan arbitrarios los argumentos del a quo para desestimar la aplicación de la Ley 24.283, al considerar que se había omitido la carga de acreditar la irrazonabilidad de los sistemas de indexación empleados, ni de evaluar la deuda al momento del pago, como tampoco que ella implique un valor notoriamente superior al "real y actual", toda vez que la Corte ha expresado que no corresponde aplicar la reducción dispuesta en aquella ley, si no se demostró que el mecanismo indexatorio utilizado distorsionó gravemente la relación inicial, y que "así como antes de la vigencia de la Ley 24.283, esta Corte ha prescindido de los resultados absurdos que conducía, en ciertos supuestos, la aplicación automática de fórmulas matemáticas, así tampoco la aplicación de la Ley 24.283 debe ser un procedimiento puramente mecánico sino que, como todo juzgamiento, corresponde aplicar el derecho vigente en las particulares circunstancias de la causa". El fallo exhibe fundamentos mínimos que lo ponen a resguardo de la tacha de arbitrariedad invocada, de tal modo que los agravios del apelante sólo traducen su desacuerdo con lo expresado por los jueces de la causa, sobre fundamentos no federales que al margen de su acierto o error, son suficientes para descartar la tacha invocada.


    Curi Tawe Cuadrado c/ Municipalidad de la Capital de Santiago del Estero


    C. 1292, XXXV, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Revisión judicial de actos administrativos. Acto administrativo firme. Interpretación y aplicación de la ley. Pronunciamiento inoficioso. Confirmación de sentencia. 


    La Corte sostuvo que los actos administrativos no impugnados judicialmente en el plazo que establece el art. 25 de la ley 19.549 devienen firmes e irrevisables a pedido del interesado debido a la caducidad operada, razón por la cual no es admisible la acción por cobro de pesos o el reclamo de los daños y perjuicios basados en el accionar ilícito de la administración. Asimismo, agregó que dicho conclusión es una consecuencia lógica de la naturaleza accesoria –en el ámbito del derecho administrativo- de pretensiones como las indicadas respecto de la acción de nulidad, en virtud de la presunción de legitimidad que tienen los actos administrativos, por cuyo mérito se presume que toda la actividad de la administración guarda conformidad con el ordenamiento jurídico, presunción que subsiste en tanto no se declare lo contrario por el órgano competente. Al no mediar declaración de ilegitimidad, no puede haber resarcimiento o pago de una suma de dinero alguna pues falta la causa de tales obligaciones.  También debe desestimarse el agravio referido a la omisión en que habría incurrido la Cámara al no tratar la aplicación del art. 32, inc. e) de la ley 19.549. Los magistrados no están obligados a seguir a las partes en todas sus argumentaciones sino sólo aquéllas estimadas conducentes para fundar sus conclusiones y, en el sub lite, del modo en que fue resuelta la cuestión, se tornó inoficioso pronunciarse al respecto. En efecto, la posibilidad que otorga dicha norma a los particulares sólo opera en la medida en que, por el objeto de la pretensión, resulten aplicables los arts. 30 y siguientes de la ley citada. Cabe recordar que la Corte distinguió entre la vía impugnatoria que presupone el agotamiento de las instancias administrativas reglamentadas en los arts. 23 y siguientes de la ley 19.549, cuyo resultado sería necesariamente la declaración de ilegitimidad del acto administrativo, de la reclamación del reconocimiento de un derecho basada en lo dispuesto por los arts. 30 y concordantes de ese mismo cuerpo legal, caso en el cual es posible prescindir del reclamo previo si se diera alguna de las circunstancias previstas en el art. 32.


    Bottaro, Oscar Eduardo c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y otro)


    B. 203, XXXVII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Expropiación. Indemnización. Declaración de utilidad pública. Defensa en juicio. Principio de contradicción. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    La sentencia admitió cuestiones que no fueron planteadas en tiempo oportuno por las partes, pese a que tuvieron la posibilidad de hacerlo y que ese proceder afectó su derecho de defensa. Máxime en situaciones como las del sub examine, en donde los temas así incorporados al proceso consistían en circunstancias fácticas cuya comprobación o ausencia incidían de modo decisivo en la resolución de la controversia. Y, si bien es cierto que el objeto de juicio es la averiguación de la verdad objetiva, ella no puede llevarse a cabo sino conforme a las pautas rituales que aseguran la igualdad de las partes en el proceso y la consiguiente garantía de defensa en juicio que, vale la pena recordarlo, en su aspecto más primario, se traduce en el principio de contradicción o bilateralidad, que supone, en sustancia, que las decisiones judiciales deben ser adoptadas previo traslado a la parte contra la cual se pide, es decir, dándole oportunidad de probar aquello que estime conducente para la mejor defensa de sus derechos. La sentencia recurrida también adolece de arbitrariedad, en tanto extiende los efectos de la renuncia al mayor valor del bien a la indemnización de los daños que resulten consecuencias directas e inmediatas de expropiación, que el Art. 10 de la ley 21.499 ordena resarcir a efectos de que aquélla sea integral, sin reparar ni refutar las razones dadas por la actora, en cuanto a que reclama por los daños de tal naturaleza en los que incurrirá para reinstalar su planta fabril.


    Hoechst Argentina S.A. c/ Municipalidad de Buenos Aires


    H. 67, XXXV, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de certeza. Tributos. Defectos en la fundamentación normativa. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 368, XXXV, “Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa de certeza", cuyos fundamentos fueron compartidos por la Corte.


    Cabe recordar que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia, no autorizan en principio la apertura del recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la Ley 48, toda vez que no constituyen sentencia definitiva, salvo que medie denegatoria del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada afecta, de manera no susceptible de reparación ulterior, un específico privilegio federal.


    Mondragon, Jesús c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa


    M. 624, XXXVII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Inconstitucionalidad. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Oliva, María Isabel y otra c/ Consejo de Salud Pública de la Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    O. 147, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


     


    Exportaciones. Contravalor de exportación. Juicios en que la Nación es parte. Interpretación de la ley. Ley de emergencia económica. Voluntad del legislador. Revocación de sentencia. 


    La cuestión central a dilucidar en el sub lite consiste en establecer si el régimen de “ajuste compensador”, establecido en el decreto 526/85, se encontraba alcanzando por las suspensiones establecidas en la ley 23.697 y en el decreto 824/89, por ser estas últimas, las disposiciones sobre las cuales se fundan las resoluciones ME-266/92 y SSC-314/90 para denegar la inscripción de la actora en el Registro de Contratos de Exportación.  Cabe señalar que el decreto 526/85, en el marco de la ley 23.101, con el propósito de incrementar las exportaciones, creó un Registro de contratos de operaciones celebrados en firme y de prestaciones de ofertas en licitaciones públicas internacionales o de presentaciones en concursos de precios de carácter público internacional convocados por entes de carácter públicos domiciliados en el exterior (art. 1), a la vez que instituyó el régimen de “ajuste compensador” para aquellos que se inscribieran en dichos registro, a los cuales se garantizaba un contravalor. (art. 2°, primera parte).  Según los conceptos que surgen de la motivación del decreto, resulta claro que le “ajuste compensador” tenía como finalidad garantizar que las condiciones económicas contractuales se mantuvieran en términos reales durante la vigencia total del contrato, mediante el empleo de fórmulas correctoras de los costos internos e internacionales de la producción.  En el citado régimen, implicaba una “erogación” a cargo del Estado para mantener en términos reales el contrato celebrado en firme.  Cabe señalar que en este aspecto de la cuestión adquiere particular relevancia, ya que conducirá a establecer si se encontraba o no alcanzado por la suspensión dispuesta en las normas de emergencia dictadas a partir de 1989, pues la naturaleza del "ajuste compensador" no fue tratado por la Cámara al considerarlo insustancial y constituye el planteo principal de la apelante. De la correlación con el art. 2° -Cap. II- de la ley 23.697 y el decreto 824/89, el ajuste compensador en cuanto implica erogación a cargo del Estado para equilibrar el desfase del contrato celebrado en firme, afecta directa o indirectamente los recursos del Tesoro Nacional y, por tratarse de un beneficio que obtiene los particulares en virtud de una contribución otorgada para promocionar las exportaciones, está alcanzado por la suspensión establecida en la ley al prever con carácter residual “cualquier otro compromiso del mismo carácter” al del subsidio. Abona este concepto el hecho de que el Estado no recibe contraprestación alguna, ya que no puede reputarse como tal el ingreso de divisas proveniente de las exportaciones, que era obligatoria en los términos del decreto 258/64.   Es así que, como consecuencia de interpretar el régimen en su conjunto y atender a los fines que se privilegiaron en oportunidad de su creación. Este propósito no puede ser obviado por los jueces con motivo de posibles imperfecciones técnicas en su instrumentación legal, toda vez que ellos, en cuanto servidores del derecho para la realización de la justicia, no deben prescindir de la ratio legis y del espíritu de la norma.  En este sentido, la Corte tiene dicho que las leyes “no pueden ser interpretadas sólo históricamente, sin consideración de las nuevas condiciones y necesidades de la comunidad, porque toda ley, por naturaleza, tiene una visión de futuro, está predestinada a recoger y regir hechos posteriores a su sanción”, de suerte que, como ha expresado un antiguo Procurador General de la Nación, una vez promulgada “cobran vida propia y autónoma”.  Por lo expuesto cabe concluir que al encontrarse alcanzado el ajuste compensador en la suspensión establecida en la ley 23.697 y sus prórrogas, resultan infundados los vicios atribuidos por el a quo de las resoluciones SSIC-314/90 y ME-266/92, que denegaron tal beneficio a la actora.


    Refinería Metales Uboldi y Compañía S.A.C.I.F.I. c/ Estado Nacional - Subsecretaría de Industria y Comercio s/ Juicio de Conocimiento


    R. 667, XXXV, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario federal


    Concurso de antecedentes. Universidades. Nulidad de la resolución. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación del acto administrativo. 


    Cabe recordar la doctrina tradicional de la Corte en materia de procesos de selección de profesores universitarios, pues ello condiciona tanto la admisibilidad de la vía intentada como la procedencia sustancial del recurso interpuesto. En tal sentido, la Corte ha señalado, desde antiguo, que las resoluciones que dictan las universidades en el orden interno, disciplinario, administrativo y docente que les es propio no son, como principio, susceptibles de revisión judicial, en tanto ellas respeten en sustancia los derechos y garantías establecidos en la Constitución Nacional y no constituyan un proceder manifiestamente arbitrario. También sostuvo reiteradamente,  que la designación y separación de profesores universitarios, así como los procedimientos arbitrados para la selección del cuerpo docente, no admiten, en principio, revisión judicial, por tratarse de cuestiones propias de las autoridades universitarias, aunque dicha regla no es obstáculo para que se ejerza judicialmente el control de legalidad de los actos administrativos dictados en el curso de los procedimientos de selección de los mencionados docentes, cuando sean manifiestamente arbitrarios. El Reglamento para la provisión de cargos de profesores regulares titulares, asociados y adjuntos de la UBA, aprobado por resolución 161/84 del Consejo Superior, en lo que aquí interesa, mediante su Art. 5° dispone que no se admitirá la presentación de nuevos títulos, antecedentes o trabajos con posterioridad a la clausura del plazo de inscripción, sin perjuicio de lo dispuesto en el Art. 30, en donde se impone el deber al jurado de "valorar también los méritos que los aspirantes hubieren acumulado desde la clausura del plazo de inscripción". Es decir, se prevé expresamente la posibilidad de que los participantes del concurso amplíen sus antecedentes durante el lapso que transcurre entre la fecha de cierre de inscripciones y el momento en que el jurado deba evaluarlos, seguramente como una forma de conciliar los efectos que produce el transcurso del tiempo que necesariamente demanda la tramitación de un concurso para proveer una plaza de profesor universitario sobre los méritos de los postulantes, al tiempo que permite al jurado cumplir fielmente su cometido y a la comunidad universitaria seleccionar al más apto para el desarrollo de las tareas asignadas al cargo en competencia. Para la concreción de esos loables objetivos, sin duda inspirados en el deseo común de que los mejores profesionales ocupen la cátedra universitaria, deben respetarse los procedimientos previstos en las normas que rigen el trámite de selección y para ello, precisamente, el reglamento bajo examen regula minuciosamente la actuación del jurado, tanto en lo que respecta a su conformación como a su labor evaluativa y los aspectos que debe contener el dictamen que emita, y prevé que las únicas causales para impugnarlo serán defectos de forma o de procedimiento y  manifiesta arbitrariedad. En síntesis, el acto de evaluación debe exponer los factores o variables que se tomaron en cuenta para discernir acerca los antecedentes y méritos de los postulantes. La importancia de este requisito también se advierte cuando se repara nuevamente en que el Reglamento para la provisión de cátedras de la UBA contiene previsiones expresas sobre la forma y el modo en que el jurado debe realizar su tarea, al descartar que se tomen como méritos la simple antigüedad en el dictado de cursos o la acumulación de publicaciones de escaso o nulo valor e imponer como requisito de validez del dictamen, que sea explícito y fundado, así como el detalle y valoración de los antecedentes, méritos y desempeño en las pruebas (oral y entrevista) de cada uno de los candidatos.


    Gerscovich, Carlos G. c/ Universidad de Buenos Aires Resolución 3582/00


    G. 2987, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 2987, L. XXXVIII, "Gerscovich, Carlos Gustavo c/ UBA - Resol. 3582/00" (puntos V y VI).


    El acto de evaluación debe exponer los factores o variables que se tomaron en cuenta para discernir acerca los antecedentes y méritos de los postulantes; La importancia de este requisito también se advierte cuando se repara en que el Reglamento para la provisión de cátedras de la UBA contiene previsiones expresas sobre la forma y el modo en que el jurado debe realizar su tarea, al descartar que se tomen como méritos la simple antigüedad en el dictado de cursos o la acumulación de publicaciones de escaso o nulo valor (artículo 32) e imponer como requisito de validez del dictamen, que sea explícito y fundado, así como el detalle y valoración de los antecedentes, méritos y desempeño en las pruebas (oral y entrevista) de cada uno de los candidatos (artículo 33). Aún cuando el objeto del concurso no es seleccionar a los candidatos con mejores antecedentes, o mayores títulos u honores, sino determinar cuáles de ellos contribuyen a valorar la capacidad del aspirante para la docencia e investigación -así lo indica el Consejo Directivo de la Facultad de Derecho en su resolución 10.121/98-, para ello es necesario, precisamente, que el Jurado explique en forma detallada cómo ponderó aquellos antecedentes a los fines indicados.


    Piaggi, Ana Isabel c/ Universidad de Buenos Aires s/ Resolución 3582/2000


    P. 2708, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


     


    Entes reguladores de servicios públicos. Gas natural. Aumento de tarifas. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Se discuten dos cuestiones vinculadas al régimen tarifario de las distribuidoras de gas: por un lado, la facultad de la empresa distribuidora de gas de limitar el traslado a las tarifas del costo del gas que aquéllas compran a los productores y, por el otro, si el incremento en el costo del gas retenido está comprendido en el sistema de ajuste general por variaciones en el precio del gas. Con relación al primero de aquellos temas, cabe recordar que la tarifa de gas que deben abonar los consumidores es el resultado del precio del gas en el punto de ingreso al sistema de transporte, que comprende el costo que representa para los distribuidores adquirir el fluido a los productores; la tarifa de transporte, que los distribuidores abonan a las transportadoras por el servicio de trasladar por sus redes el gas comprado y la tarifa de distribución, que retribuye a los distribuidores el suministro de gas hasta el domicilio de los consumidores (art. 37 de la ley 24.076). A su vez, "el precio de venta por parte de los distribuidores a los consumidores incluirá los costos de su adquisición que resulten de contratos celebrados con posterioridad a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, el Ente Nacional Regulador del Gas podrá limitar el traslado de dichos costos a los consumidores si determinarse que los precios acordados exceden de los negociados por otros distribuidores en situaciones que el ente considere equivalentes" (art. 38, inc. c). Por su parte, la reglamentación de la ley 24.076, aprobada por el decreto 1738/92, prevé que las variaciones del precio de adquisición del gas serán trasladadas a la tarifa final al usuario, de tal manera que no produzcan beneficios ni pérdidas al distribuidor ni al transportista, bajo el mecanismo, en los plazos y con la periodicidad que se establezca en la correspondiente habilitación (art.7, inc. 5°). De la misma manera, a fin de que la empresa de distribuidora de gas pueda ejercer la facultad de limitar el traslado de dicho costo, lo autoriza a requerir a los sujetos activos de la ley que informen sobre sus transacciones, incluso con la presentación de copias de los contratos de compraventa de gas y de transporte que celebren, al tiempo que fija criterios interpretativos sobre cómo ejercer esa atribución. En concreto, el ente no utilizará un criterio automático de menor costo, sino que, con fines informativos, deberá tomar en cuenta todas las circunstancias del caso, incluyendo los niveles de precios Vigentes en los mercados en condiciones y volúmenes similares. El ente podrá publicar, con fines informativos; los niveles de precios observados, en términos generales y sin vulnerar la confidencialidad comercial así como que, en ausencia de mala fe, los precios libremente negociados entre partes independientes se presumirán justos y razonables frente a tal presunción el impugnante soportara la carga de la prueba del exceso injustificado (art. 38, segundo y tercer párrafos). Es decir, el principio es que las variaciones en los precios se trasladan a la tarifa que abona el consumidor, sin que ello genere beneficios ni produzca perjuicios en el distribuidor. Sin embargo, la autoridad de control puede limitar ese aumento siempre y cuando pruebe que aquél actuó de mala fe en la contratación, sin que sea suficiente para ello la mera existencia de un menor costo.


    Gas Natural Ban S.A. c/ Resolución 506/97 Enargas


    G. 989, XXXVI, 18 de febrero de 2003


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo IX


    Derecho Procesal Civil  y Comercial


    Acción meramente declarativa


    Impuesto de sellos. Hidrocarburos. Coparticipación de impuestos. Formalidades procesales. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cabe recordar que "la declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un 'caso' que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental". La Corte en diversos precedentes definió los presupuestos formales de admisión de este tipo de acción: a) actividad administrativa que afecta un interés legítimo; b) que el grado de afectación sea suficientemente directo y c), que aquella actividad tenga concreción bastante. En el sublite no se configura un "caso" o "causa", previsto en el artículo  2° de la ley 27 -que, ciertamente, son los únicos en los que el Poder Judicial puede ejercer su jurisdicción- porque no se da una controversia actual y concreta entre la actora y la demandada que autorice a calificarlo como tal.


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa


    S. 368, XXXIV, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción reivindicatoria


    Indisponibilidad de los depósitos. Sentencia arbitraria. 


    Los agravios suscitan cuestión federal para habilitar la vía intentada, pues no obstante referirse a cuestiones de carácter procesal, ajenas como regla y por naturaleza al remedio del artículo 14 de la Ley 48, tal circunstancia no resulta óbice para la apertura del recurso cuando la solución incurre en un excesivo rigor formal incompatible con las reglas del debido proceso y el adecuado servicio de justicia. La resolución que consideró la indisponibilidad del depósito efectuado por el recurrente en el marco de lo previsto por el artículo 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Entre Ríos, porque no había sido realizado a nombre de la Sala del Tribunal, resulta objetable porque el sentenciador debió haber ponderado que si bien dicha suma no se encuentra a nombre de dicha Sala,  sí fue ingresada al Tribunal Superior de Justicia, y no puede ignorarse que la Sala Civil y Comercial integra tal órgano judicial. Cabe agregar que el Tribunal en el ejercicio de las facultades otorgadas por el artículo 31, inciso 5°, apartado b, del ordenamiento procesal local, a fin de cumplir con el principio de saneamiento procesal, pudo corregir el error formal de indicación con el objeto de evitar un agravio mayor cual es el de privar del acceso a las vías procedimentales al justiciable. Ello en el marco de una apropiada y razonable tutela judicial, dado que el proceso civil no puede ser conducido en términos estrictamente formales, ya que no se trata ciertamente del cumplimiento de ritos caprichosos, sino del desarrollo de procedimientos destinados al establecimiento de la verdad jurídica objetiva, que es su norte.


    Rochi de Manucci, Olga P. c/ Leguizamón, Ramón y otra s/ Ordinario - Reivindicación


    R. 517, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Aclaratoria (procesal)


    Exceso ritual manifiesto. Error material. Principio de congruencia. Sentencia arbitraria. 


    El Tribunal tiene establecido que la interpretación de dispositivos procesales no puede prevalecer sobre la necesidad de dar primacía a la verdad jurídica objetiva, de modo que su esclarecimiento se vea turbado por un excesivo rigor formal, incompatible con un adecuado servicio de justicia y las reglas del debido proceso, máxime cuando reconoce base constitucional la necesidad de acordar primacía a la primera, de modo de impedir su ocultamiento ritual, como exigencia del artículo 18 de la Constitución Nacional. Al tener presente esta doctrina, el hecho de que el tribunal de la causa, a raíz de una aclaratoria deducida por otros motivos, haya corregido un error material que luce evidente, no puede dar lugar al recurso extraordinario, ya que sería inadmisible que, por un apego estricto a las formas, subsista en la sentencia un error de hecho por el que se genera o lesiona un derecho. Dicho de otro modo, exigir que la Cámara, por rigurosa aplicación de términos procesales se vea impedida de corregir un defecto consistente en una notoria contradicción en el voto de uno de sus jueces (ya que, si adhirió a los fundamentos del voto que confirma la sentencia de grado, resulta incongruente que vote por su revocación), importaría tanto como desconocer la unidad de las sentencias judiciales, así como amparar el predominio de una solución formal, que resultaría sustancialmente opuesta al resultado al que el tribunal pretendió arribar en la sentencia.


    Gozza, Elio Mauricio c/ Kenia S.A. s/ Daños y Perjuicios


    G. 489, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Asociaciones civiles


    Cuota social. Falta de pago. Cesantía. Estatutos especiales. Recurso extraordinario. Cuestión de derecho común. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestión no federal. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho que el recurso extraordinario, no tiene por objeto revisar en una suerte de tribunal de tercera instancia, decisiones que encuentran sustento en la aplicación e interpretación de normas de derecho común, como sucede en el caso donde la cuestión gira en torno a la interpretación de la norma estatutaria de la asociación demandada.  La doctrina de la arbitrariedad tiene carácter excepcional y no puede pretenderse por su intermedio el re-examen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestran defectos graves de fundamentación. Tal tacha indica una grosera omisión que produce un pronunciamiento cuyo sustento es la sola voluntad del juez, mas el grado de opinabilidad acerca de una posible interpretación de las normas no es suficiente para descalificar la decisión.


    Yacht Club Argentina c/ Inspección General de Justicia


    Y. 31, XXXVII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Bienes inmuebles


    Titularidad del dominio. Acción reivindicatoria. Sentencia arbitraria. Exceso ritual manifiesto. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Las consideraciones que realiza el Superior Tribunal sobre la prueba rendida para revocar el pronunciamiento de la anterior instancia y resolver rechazar la demanda de reivindicación interpuesta por el actor, carecen del debido rigor de fundamentación por omitir la ponderación de pruebas conducentes, que no fueron objeto de impugnación por la contraria, e incurrir en afirmaciones dogmáticas que derivan en conclusiones que no constituyen una apreciación razonada y congruente de las constancias acreditadas en la causa. El decisorio de la Corte local que rechazó la demanda, se fundamentó en que el reivindicante presentó como título habilitante para ejercer la acción la escritura pública de compra de fecha posterior a la ocupación del bien por parte del demandado, y que la mensura era la que consignaba gráficamente el terreno adquirido, según los datos señalados en el instrumento; con lo cual a su criterio el inmueble comprado constaba de un solo polígono de 25.664,08 m2 de superficie y no de 39.226,12 m2, según lo referido por el vendedor y señalado en la citada escritura traslativa de dominio, concluyendo que el actor carecía de derecho a reclamar la superficie de 13.562,04 m2. Refiere asimismo que del citado documento se desprendía que el terreno que se pretende reivindicar no formaba parte del inmueble adquirido por encontrarse fuera de los límites señalados en el título, y mensura efectuada sobre el mismo, por lo que habiendo vendido a posteriori esa parcela, no quedaba al actor remanente que reivindicar. Para arribar a las conclusiones, ignoró el silencio de la accionada que no contesto demanda, ni ofreció prueba, ni impugnó las practicadas. Se encuentra acreditado que los actores compraron a una sucesión el excedente de la chacra 292, no mensurado y sujeto a la correspondiente ubicación técnico-topográfica. Dicha adquisición se formalizó mediante autorización judicial que legitimó su venta, y se instrumentó en el boleto de compraventa, y luego en la escritura traslativa de dominio. A posteriori, vendieron 25.664,08 m2, conforme certificado de dominio extendido por el Registro de la Propiedad y escritura pública, en la cual se deja constancia respecto de la existencia de un remanente a favor de los actores, todo lo cual no fue objeto de impugnación por la demandada. En igual sentido, del informe pericial practicado, cuyo valor de convicción fue desestimado por la Corte local, se desprende la existencia de la fracción de terreno objeto de la litis, como así también la compra original efectuada, su posterior venta parcial y el remanente, probanza que se encuentra respaldada por la documentación respectiva.  La sentencia incurrió en importantes defectos de fundamentación en la valoración de la prueba producida, cuando circunscribe la propiedad del actor a la mensura, concluyendo que ésta ascendía a una superficie de 25.664,08, que luego lo vendió, por lo que consideró que nada le quedaba por reivindicar, por falta de título, sosteniendo que lo referido es coincidente con los datos obrantes del Registro de la Propiedad por lo que descalificó la pericial practicada por el agrimensor, aludiendo dogmáticamente a las probanzas corroboradas en los en los expedientes judiciales traídos como prueba, sin identificar a cuales se refería, descalificando expresamente lo que surge de la escritura traslativa de dominio de donde se desprende que lo adquirido ascendía a 39.226,12 metros, en plena concordancia con el informe del Registro y la mensura 2975-M. El Superior Tribunal ha dejado de valorar pruebas de importancia con las cuales identificar la parcela que se pretende reivindicar, teniendo en consideración que se ha partido de un título de propiedad del cual solo se desprende la superficie, pero que expresamente alude a que lo adquirido correspondía al excedente de la chacra 292, no encontrándose mensurada la compra efectuada en dicha instancia, la que recién se materializó al vender la accionante parcialmente parte del citado terreno con la mensura 2944 y escritura con la mensura 2975-M, objeto de la litis. En lo relativo a la constancia de dominio del Registro de la Propiedad al que supuestamente alude la Corte local, consta la superficie total del inmueble y en la nota se menciona la parcela que los actores vendieron, incurriendo luego en el error material de no citar a los actores como titulares de dominio del saldo en la parte posterior, lo que no invalida lo señalado, situación que fue señalada en el informe pericial siendo posteriormente solucionada administrativamente, con lo cual quedaría totalmente desvirtuada la fundamentación del fallo del Superior Tribunal en cuanto a la inexistencia del terreno que se pretende reivindicar y del cual el titular de dominio es el actor. El Superior Tribunal no ha logrado desvirtuar con razonabilidad los sólidos argumentos del fallo de la Alzada, como así tampoco el derecho que le asiste al actor conforme la normativa legal vigente en la materia a reivindicar la parcela de terreno objeto de estas actuaciones.


    Danuzzo, Luis Humberto c/ Municipalidad de Paso de los Libres


    D. 349, XXXVII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Cobro de expensas comunes


    Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Consorcio de Propietarios Azopardo 1XXX Edificio XVI Torre II c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Ejecución de expensas


    C. 1875, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Consorcio de Propietarios Azopardo 1XXX Edificio XVI Torre II c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Ejecución de expensas


    C. 1876, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Consorcio de Propietarios Azopardo 1XXX Edificio XVI Torre II c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Ejecución de expensas


    C. 1877, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Consorcio de Propietarios Azopardo 1XXX Edificio XVI Torre II c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Ejecución de expensas


    C. 1878, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia


    Cuestión de competencia. Competencia federal. Derechos y garantías constitucionales. Acción de amparo. 


    Remisión a lo dictaminado por este Ministerio Público al expedirse, el 17 de abril de 2002, en la causa in re Comp. 131, XXXVIII "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y el 23 de mayo de ese año en la Comp.319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo", opiniones que fueron compartidas por la Corte en sus sentencias del 18 de julio de 2002.


    Aguirrezabala, Enrique Julio c/ Banco Bansud S.A. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 429, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado por este Ministerio Público al expedirse, el 17 de abril de 2002, en la causa in re Comp. 131, XXXVIII "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y el 23 de mayo de ese año en la Comp.319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo", opiniones que fueron compartidas por la Corte en sus sentencias del 18 de julio de 2002.


    Dominguez, Claudio R. y otra s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 674, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia Originaria. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Procesos de conocimiento. Estado de incertidumbre. Acción meramente declarativa. 


    Remisión  a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa in re P. 503 L. XXXIX, Originario"Petroquimica Comodoro Rivadavia S.a. C/ Mendoza, Provincia De S/ Acción Declarativa de Inconstitucionalidad".Remisión al fallo de la Corte en la causa in re E. 115, L. XXXIV, Originario, "El Condor Empresa De Transportes S.a. C/ Buenos Aires, Provincia De S/ Acción Declarativa", sentencia del 7 de diciembre de 2001, publicada en Fallos: 324:4226.


    
      

    


    Petrolera Santa Fe S.R.L.  c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa


    P. 517, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Impuesto de sellos. Coparticipación de impuestos. Coparticipación federal. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, según los Arts. 116  y 117 de la Constitución Nacional y 24, Inc. 1, del Decreto-Ley 1285/58, toda vez que se demanda a una Provincia y la causa tiene una manifiesto contenido federal, en tanto el impuesto de sellos sobre el que versa la pretensión de la actora se impugna por resultar contrario a la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos 24.538 y a preceptos de la Ley Fundamental, tal como lo ha entendido la Corte.


    Petroquímica Comodoro Rivadavia S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    P. 503, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Derechos y garantías constitucionales. Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. 


    Remisión al dictamen realizado por esta Procuración General en la causa  in-re S. 841, XXXVIII, Originario, "Servicios Portuarios Integrados S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Amparo", opinión que fue compartida por la Corte.Remisión a los fallos de las causas P. 2330, XXXVIII, Originario, "Pesquera Olivos y otra c/ Chubut, Provincia de s/ Acción declarativa"; P. 2418, XXXVIII, Originario, "Pesquera Santa Cruz y otros c/ Chubut, Provincia del s/ Inconstitucionalidad"; A. 2642, Originario, "Alpesca S. A. c/ Chubut, Provincia del y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa", del 26 de septiembre, 11 y 29 de octubre de 2002, respectivamente.


    
      

    


    Poseidón S.A c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    P. 518, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. Derechos y garantías constitucionales. Acción de amparo. Economía procesal. 


    Remisión a lo dictaminado por este Ministerio Público al expedirse, el 17 de abril de 2002, en la causa in re Comp. 131, XXXVIII "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y el 23 de mayo de ese año en la Comp. 319,


    A pesar de los reparos procedimentales que merezca la forma en que se trabó la contienda, se entiende que, razones de economía procesal autorizan a dejar de lado tales recaudos y dirimir la cuestión sin más trámite, dado el tipo de proceso que se trata y a fin de evitar un dispendio jurisdiccional innecesario.


    Racca, Ignacio Andrés c/ Banco Patagonia S.A. s/ Sumarísimo


    COMP. 1154, XXXVIII, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes realizados por esta Procuración General en las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp.319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Romero, Cristina s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 892, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al fallo de Corte Suprema de Justicia 320:46.


    Etchepare, Eduardo Víctor c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Medidas cautelares


    COMP. 253, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Alsinfrut S.R.L. y otro c/ Poder Ejectuivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1151, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del fallo de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    La Corte ha sostenido que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponde seguir entendiendo en el proceso.


    Antonini, Héctor Hugo c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1181, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Arguelles, Marcelino c/ Justo V. Zugazua y otros s/ Amparo


    COMP. 1373, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Arrojo García, Andrés c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1398, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Berinstein, Leonardo Javier c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1618, XXXIX, 17 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Biotay S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1662, XXXIX, 17 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Buki, Pedro Lázaro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1240, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al supuesto n° 2 del fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Castro Calvo, Carlos A. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1337, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del fallo de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Coris S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Medida cautelar


    COMP. 1307, XXXIX, 17 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Recurso de apelación. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa". Apelación consentida ante un tribunal de alzada.


    Sin perjuicio de la remisión que antecede, la Corte tiene dicho que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponde seguir entendiendo en el proceso.


    Curolan S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1343, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Juicio de desalojo. Inmuebles del dominio privado del Estado. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Si bien la demanda fue deducida ante el fuero civil y el juez interviniente consintió su competencia para entender en una demanda de desalojo fundada en normas de Derecho Civil, también lo es que, a posteriori, el actor reencauzó su pretensión con apoyo en una norma de Derecho Administrativo, con el propósito de imprimir al proceso el trámite especifico previsto en ella. En tales condiciones, no puede considerarse extemporánea la declaración de incompetencia del magistrado interviniente, previa vista a la Fiscal, quien sustentó igual criterio. Máxime, cuando los actos llevados a cabo por éste tuvieron por finalidad determinar en forma fehaciente quienes son los demandados, los que aún no están notificadas de la instauración del proceso y, por consiguiente, tampoco se ha trabado la litis. Cabe además tener en cuenta que la actora es una entidad nacional que reclama las prerrogativas que tienen origen en la citada ley. Para la determinación del juez que resulta competente, en principio, se debe atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda, como así también a la naturaleza de las pretensiones deducidas en ella. A pesar de que el reclamo no tiene su fundamento en un contrato de concesión, la Ley 17.091 resulta aplicable, toda vez que expresamente establece que “se podrá requerir a la justicia el inmediato desalojo del concesionario o de cualquier otro ocupante”. Por otra parte, tanto por las personas como por la materia, la justicia federal es la llamada por la ley para resolver la cuestión de fondo, toda vez que la actora es una entidad nacional, el inmueble que se pretende desalojar es un bien que integra el dominio público del Estado Nacional y está afectado, directa o indirectamente, a la prestación del servicio público de transporte ferroviario de personas y cargas, circunstancia esta última que la hace improrrogable. Y, dentro de éste fuero, el contencioso administrativo, ya que es el que está especialmente versado para conocer en las causas atinentes al uso de los bienes de dominio público, los que se hallan regulados prioritariamente por normas de Derecho Público, lo cual no se altera por la eventual o supletoria aplicación de normas de derecho común.


    Ente Nacional de Administración de Bienes Ferroviarios c/ Intrusos Estación Retiro s/ Desalojo


    COMP. 800, XXXVII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Curatela. Juez previniente. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Remisión al precedente de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).


    A., Fernando Oscar s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 1139, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Mutuo hipotecario. Cancelación de deudas. Títulos de deuda pública. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa “Zéneca S.A.I.C. c/ Vázquez, Arnaldo Norberto y otros s/ Daños y perjuicios” (Fallos 320:2023) y al dictamen Comp. 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ MEOSP y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Goldstein, Darío Fabián c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Medida cautelar (autónoma)


    COMP. 1040, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Golombek, Rafael c/ Banca Nazionale del Laboro S.A. s/ Amparo


    COMP. 1570, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Gómez Coll, Carlos Daniel y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1209, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al supuesto n° 2 del fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Goytea, Alejandra Viviana c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 y otros s/ Amparo


    COMP. 1477, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    Toda vez que se produjo un conflicto de competencia que fue dirimido por la Alzada del Tribunal que previno, conforme lo dispuesto por el artículo 24 inciso 7° del Dec-Ley 1285/58, no existe contienda en la que se deba intervenir.


    HR Construcciones S.A. Inmobiliaria Financiera c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1488, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Lanza, María Alejandra c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1660, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. Competencia civil y comercial federal. 


    Se produjo un conflicto de competencia que fue dirimido por la Alzada del Tribunal que previno, conforme lo dispuesto por el artículo 24 inc. 7° del Decreto-Ley 1285/58 por lo que a la fecha, no existe contienda en la que deba intervenir.


    Lartigue, Fabiana Susana c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1568, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Leclercq, Napoleón c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1846, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Prestación de servicios. Tasas retributivas de servicios. Determinación del monto. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda, y después, sólo en la medida que se adecue a ello, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. De tal exposición se desprende que la pretensión del actor consiste en obtener que se determine un precio justo a abonar en concepto de tasa retributiva de servicio de aguas y cloacas, por lo que la cuestión debatida en autos no se encuentra ceñida a una relación contractual entre particulares. Por el contrario, se encuentra en tela de juicio la aplicación del régimen de tarifas vigente como asi también normas vinculadas al contrato de concesión celebrado entre el Estado Nacional y Aguas Argentinas S.A. Resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos propios del derecho administrativo asumen para la solución del caso, sin perjuicio de que, además de la legislación especial, puedan llegar a aplicarse normas del derecho común, que pasarían a formar parte, por vía de integración subsidiaria, del plexo de principios de derecho público.


    Manzo, Félix c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1149, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Mini, Jorge Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1644, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al sujpuesto n° 2 del fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Morano, Gabriel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1350, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Competencia civil. 


    Esta controversia no debe ser resuelta por la Corte, pues, en atención a lo dispuesto por el artículo 24 inciso 7° del Decreto-Ley 1285/58, texto según Ley 21.708, la contienda quedó resuelta con el pronunciamiento de la Sala II de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal que resolvió el conflicto planteado entre dichos magistrados.


    Nuñez, Viviana Marcela c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1428, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Caruso, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 1180, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Remisión al precedente de la causa "Banco Exterior S. A. c/ Carlos Damm S.A.C.I. s/ Ejecución hipotecaria", (v. Fallos 315:2300).


    Compañía Hispano S.A. c/ Blumtritt, Margarita


    COMP. 453, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Pachano, Cristián Fabio y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1734, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Hábeas data. Partida de nacimiento. Registro del estado civil y capacidad de las personas. Competencia provincial. 


    Tiene dicho la Corte que a fin de resolver las cuestiones de competencia debe estarse a la exposición de los hechos realizada en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca. La acción impetrada por el actor persigue a la obtención de una certificación del acta de nacimiento como consecuencia de la denegatoria emanada de los empleados provinciales del Registro de Estado Civil y Capacidad de las Personas. En ese contexto la actividad judicial a realizarse se encuentra vinculada con la obtención de datos personales o actos administrativos emanados de autoridades públicas locales, ello de conformidad con los artículos 2° del Decreto Ley 8204/63; 62 de la Ley Nacional 17.671 y los decretos provinciales, de adhesión al régimen establecido por tales normativas relativas al funcionamiento de los registros locales, N° 1293/69; N° 3679/71 y N° 6099178 Dentro del limitado marco cognoscitivo en el que deben resolverse las cuestiones de competencia y dada la ausencia de aspectos que pudieran importar cuestiones federales en el marco de las Leyes N° 17.671; Art. 36 y 44 (último párrafo) de la ley N° 25.326; conforme los hechos y el derecho invocado por el pretensor, debe seguir conociendo en la causa el fuero de la justicia ordinaria de la provincia de Entre Ríos, a cuyo fin se devolverán los autos al magistrado local a los efectos que estime corresponder, dado que resulta ajeno a la Corte Suprema de Justicia de la Nación determinar qué tribunal provincial en concreto debe entender en el proceso cuya jurisdicción ejercen jueces locales.


    Paolini, Nicolás c/ Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas s/ Hábeas data - incidente de competencia


    COMP. 513, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al supuesto n° 2 del fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Smetniansky, Mónica Eugenia c/ Metropolitan Life Seguros de Retiro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1629, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Sucesión. Cámara federal de apelaciones. 


    Conforme la Corte dispuso en la Acordada 20/2002 mencionada en estos casos y cuando los pronunciamientos emanan de jueces de provincia, los expedientes serán enviados, sin perjuicio de lo que ulteriormente pudiere decidirse sobre la competencia, a la Cámara Federal de Apelaciones en cuya jurisdicción territorial tenga su sede el tribunal local mencionado.


    Funes, Antonio D.en J 123243 Funes, Antonio s/ Sucesión


    COMP. 347, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli Hugo Ariel c/ Banco Rio de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Gil, Graciela Inés c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1154, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Tribunal de alzada. Competencia provincial. 


    Conforme lo tiene resuelto en forma reiterada la Corte, en aquellos casos donde una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes.


    Iacobellis, Pablo y Juan c/ Ren Lin Guan s/ Ejecutivo


    COMP. 676, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Competencia civil. 


    Remisión al precedente de la causa "Banco Exterior S. A. c/ Carlos Damm S.A.C.I. s/ Ejecución hipotecaria".


    Lubeli S.A. c/ Scacchi, Osvaldo y otro s/ Ejecución Hipotecaria


    COMP. 241, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Inhibitoria. Presentación extemporánea. Domicilio del demandado. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Las diligencias realizadas por los demandados en sede provincial para acreditar su residencia en jurisdicción del juzgador local, como por ejemplo cambio de domicilio ante el Registro Nacional de las Personas, denuncia del cambio de domicilio en la empresa demandada, denuncia de uno de los codemandados ante la policía provincial sobre la perdida de las llaves de su domicilio en la provincia de Santa Fe, no alcanzan a desvirtuar el criterio expuesto.  Además, de las probanzas que acreditan el domicilio de los demandados en la provincia surge además que estos realizaron todos los cambios con posterioridad a la audiencia de mediación llevada a cabo, por lo que no resultan idóneas para privar de competencia al juzgado que debía entender en la causa de conformidad con lo que establece el Art. 4° de la Ley 24573 y art. 5° inc. 1 y 5 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Mendoza, Santa Haydeé y otro c/ Curtiembre Arlei S.A. y otros s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 971, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Exhortos. Cuestión abstracta. 


    Cuestión devenida abstracta.


    Ministerio de Trabajo c/ Via Bariloche S.R.L. s/ Sumario expediente 152/98 s/ Exhorto


    COMP. 437, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión al precedente de la causa Comp. 131, L. XXXVII, "Melli Hugo Ariel c/ Banco Rio de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar”.


    Rubino, David c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1130, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial. 


    No existe contienda en la que corresponda intervenir.


    Ansalone, Abelardo Daniel c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1348, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Decretos nacionales. Sucesiones. Régimen de consolidación. Competencia contencioso administrativo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    En el sub lite, no operaria el fuero de atracción de los juicios sucesorios, toda vez que no se da el supuesto contemplado en el artículo 3284 inciso 4° del Código Civil, desde que, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, en virtud de los artículos 4 y 5 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, ella no fue incoada por un acreedor contra el causante, sino por personas que revisten la calidad de herederas en el citado sucesorio, siendo el objeto principal del proceso obtener la intangibilidad y disponibilidad de los bonos de consolidación de deuda del Estado que integrarían parte del acervo sucesorio.


    Ávalo Almada, Susana Graciela y Avalo Almada, Cecilia Beatríz s/ Amparo


    COMP. 1034, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Concursos. Quiebra. Fallido. Ejecución fiscal. Deudas del fallido. Impuesto sobre los ingresos brutos. Juez del concurso. Competencia nacional. 


    La Corte ha sostenido que el juez del proceso concursal es el órgano habilitado por la ley para determinar en última instancia, si se trata de una deuda pre o post concursal, y en su caso para hacer lugar a la prosecución de la causa por la vía obligatoria de verificación para el reconocimiento del crédito y su posterior percepción.


    Azurix Buenos Aires S.A. s/ Denuncia cuestión de competencia


    A. 1372, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Resoluciones aduaneras. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca.


    Para que exista una correcta traba de la contienda, según el artículo 24 inciso 7° del Decreto-Ley 1285/58, resulta indispensable que los magistrados intervinientes se la atribuyan recíprocamente, por lo que no corresponde al Tribunal expedirse sobre la cuestión planteada.


    C.A.F. S.A. c/ Bolsa de Cereales de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 84, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Ley nacional. Decretos nacionales. Resolución ministerial. Circulares del Banco Central. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    En el sub examine se encuentra en tela de juicio el cumplimiento de dos contratos de mutuo, en los términos en que fueron pactados, por lo que su adecuada solución requiere la intervención de los tribunales especializados en temas contractuales y bancarios, los que deberán evaluar de qué modo las normas impugnadas inciden en el contrato que vincula a las partes. No obsta la circunstancia de que no hubiere intervenido la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal, toda vez que la Corte está facultada para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces competentes, aun cuando no hubiesen sido parte en la contienda.


    Aleluya S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 63, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Declaración de insania. Padecimientos mentales. Internación psiquiátrica. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa: "González, Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).


    C., L. A. s/ Artículo 482 Código Civil - Proceso especial


    COMP. 1596, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa. Competencia nacional. 


    Remision al fallo de la causa “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Elemco S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1582, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Conforme a lo normado por el artículo 21 inciso 1° de la Ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado. En consecuencia, la presente acción está comprendida en el instituto del fuero de atracción, toda vez que la demanda promovida está referida a un reclamo de contenido patrimonial que no se encuentra   comprendido en el trámite de ley especial previsto en el inciso 5° del artículo 21 de la Ley 24.522.


    Expreso Caraza S.A.C. s/ Concurso preventivo


    COMP. 314, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Cobro de sumas de dinero. Alumbrado, barrido y limpieza. Deudor. Muerte. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Toda vez que los períodos que se reclaman son posteriores al deceso del causante, este juicio queda excluido del fuero de atracción previsto por el artículo 3.284, inciso 4°, del Código Civil. Al no haberse dictado aún un acto jurisdiccional válido que permita radicar el proceso ante el tribunal que previno, tratándose de deudas devengadas con posterioridad al fallecimiento del causante y al estar su ejecución sometida a disposiciones de naturaleza local, cuya validez no se encuentra debatida en el caso, corresponde al Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires, continuar entendiendo en el presente juicio.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Bulla, Pablo Juan Bautista s/ Ejecución fiscal ABL


    COMP. 925, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Inexistencia de conflicto de competencia.


    No existe contienda en la que deba intervenir la Corte, pues el conflicto de competencia ha sido dirimido por la Alzada del Tribunal que previno, conforme lo dispuesto por el artículo 24 inciso 7° del Decreto-Ley 1285/58.


    Giebert, Carlos E. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1438, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Diferencias salariales. Concurso preventivo. Competencia laboral. Competencia provincial. 


    Remisión a Fallos: 325:154 y al fallo de la causa “Rodas, Marta c/ Club Atlético Deportivo Italiano”.


    González, Sara c/ U.T.E.D.Y.C. s/ Diferencia de sueldos


    COMP. 1123, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Declaración de inconstitucionalidad. Resolución ministerial. Competencia nacional. Competencia Civil y Comercial Federal. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    No obsta a dicha solución, la circunstancia de que el juez local hubiera dispuesto la concesión de la medida solicitada por las actoras, toda vez que las medidas cautelares, o sus modificaciones, dictadas por jueces incompetentes y apeladas por los interesados, pueden ser revisadas por un tribunal de grado de otro fuero, en el cual el juicio ha continuado ulteriormente su trámite. En virtud de lo resuelto en dicha oportunidad, aun cuando no fue parte en la contienda, corresponde a la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal continuar con el trámite de las actuaciones, pues la Corte está facultada para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces competentes pese a su falta de intervención en el conflicto.


    Hogg, Alicia María Luisa y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 953, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Declaración de insania. Padecimientos mentales. Internación psiquiátrica. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa: "González, Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).


    L., R. s/ Internación


    COMP. 1595, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dtos. 1570/01 y 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    No obsta a lo allí resuelto la circunstancia de que no hubiese intervenido la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal, toda vez que la Corte está facultada para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces competentes, aun cuando no hubiesen sido parte en la contienda.


    Manzanares, Lidia c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 (Citibank) s/ Proceso de conocimiento Ley 25.561


    COMP. 1271, XXXVIII, 09 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Muerte. Daños y perjuicios. Indemnización. Responsabilidad extracontractual del Estado. Servicio Penitenciario Federal. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Indemnización por daños y perjuicios derivados de la muerte de un interno alojado en unidades carcelarias.


    Para la resolución del sub lite se deberán aplicar, de manera sustancial, principios propios del derecho público, atento a que debe examinarse la responsabilidad extracontractual del Estado en el marco de su actuación a través del Servicio Penitenciario Federal. No empece a lo expuesto la circunstancia de que, ante la ausencia de normas propias del derecho público que regulen la materia, se apliquen subsidiariamente disposiciones de derecho común, toda vez que ellas pasan a integrarse en el plexo de principios de derecho administrativo en el que, prima facie se encuadra el presente caso. Al respecto, procede advertir que la Corte sostuvo que el mandato del alterum non laedere, vinculado a la idea de reparación, tiene raíz constitucional y la reglamentación que hace a su respecto el Código Civil -en cuanto a las personas y las responsabilidades consecuentes- no las arraiga con carácter exclusivo y excluyente en el derecho privado, sino que expresa un principio general que regula cualquier disciplina jurídica.


    Morea, Mariana Marcela c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derecjos Humanos s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1148, XXXVIII, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Responsabilidad civil. Daños y perjuicios. Cuestión de derecho común. Competencia provincial. 


    Del examen de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos cabe atender de modo principal para determinar la competencia, surge que el actor interpuso acción contra la Provincia de Tucumán reclamando el pago de una indemnización por daños y perjuicios, lesiones incapacitantes, derivadas del accidente sufrido como consecuencia del riesgo o vicio de las instalaciones del establecimiento medico asistencial mientras daba cumplimiento a la tarea asignada por dicho hospital provincial como profesional de la medicina en el marco de un contrato de locación de servicios celebrado entre ambos, por lo que fundó su reclamo sobre la base de los preceptos contenidos en los artículos 1109 y 1113 del Código Civil. Por lo expuesto, desde que el contrato referido se encuentra regido por el derecho común -civil-, ámbito en el que el demandante centra su pretensión cuyo objeto parece ser una reparación integral por responsabilidad derivada de actos ilícitos, no compete a la justicia federal, conocer en el juicio. En tal sentido y desde que en ningún momento el accionante enmarca su reclamo en la ley de accidentes de trabajo, ni en eventuales diferencias que pudieran adeudársele con motivo de una indemnización abonada en el marco de una relación laboral, dentro del limitado marco cognoscitivo en el que deben resolverse las cuestiones de este tipo, la presente demanda debe dilucidarse en el ámbito de la justicia local, a la que compete determinar los tribunales que en concreto deberán intervenir.


    Ríos, Pedro Pablo c/ Gobierno de la Provincia de Tucumán s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1604, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Pesificación. Derecho privado. Competencia civil y comercial federal. 


    Dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa":


    Para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda, y después, sólo en la medida que se adecue a ello, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión. La adecuada solución del pleito requiere la interpretación y aplicación de normas del derecho privado, así como también la intervención de los tribunales especializados en temas contractuales y bancarios, los que deberán evaluar de qué modo las normas impugnadas inciden en el contrato que los vincula. En el dictamen de referencia, se sostuvo que la emergencia, así como las normas dictadas en su consecuencia, deben ser examinadas en cada caso mediante la aplicación de los preceptos y principios de la rama del derecho que rija la relación que vincula a las partes en conflicto y por los jueces que, por su especial idoneidad en la materia, se encuentren en mejores condiciones para resolver la cuestión de fondo.


    Rodríguez, Atilina c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1344, XXXIX, 09 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Santanna, Gladys Alicia c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía del Banco Central s/ Amparo


    COMP. 1002, XXXVIII, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Waksberg, David Javier c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 1117, XXXVIII, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Internación. Tribunales de familia. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Competencia 619, L. XXII, "Caími, José Antonio s/ Internación" y Comp. 35, L. XXX. "Camino, Miguel, Ángel s/ Internación”.


    A., Gabriela s/ Internación


    COMP. 1131, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Quiebra. Despido. Fuero de atracción. Juez del concurso. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Procede destacar que la ley concursal dispone en su artículo 56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en el trámite regular del mismo y que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual si hubiere vencido la oportunidad para la primera, procedimiento que sin dudas, la ley califica de trámite de verificación, los que se deben dar con inevitable intervención del juez del concurso y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya. Es del caso señalar que el artículo 59 del citado cuerpo normativo establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo concursal y sus consecuencias respecto de la actuación del síndico; y la intervención que se da a otros funcionarios concursales y los efectos de la decisión de concluir los procedimientos derivados del cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesarían todos los efectos del concurso y habilitaría el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio. El presente juicio está afectado por el fuero de atracción, motivo por el cual deberá ser remitido al juez de la quiebra, quien asimismo deberá pronunciarse sobre la regulación de honorarios de los profesionales intervinientes.


    Alderete, Héctor Eduardo c/ Sanatorio Lanus S.A. s/ Despido y cobro de pesos


    COMP. 756, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Depósito a plazo fijo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 906, XXXVIII, "Buss, Antonio c/ Banco Bansud S.A. s/ Medida autosatisfactiva".


    La sanción de la ley 25.587, publicada en el Boletín Oficial el 26 de abril de 2002, derogó a partir de su promulgación -efectuada por decreto 676/02 publicado en tal fecha- el artículo 195 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación (conforme artículo 7) y dispuso en su artículo 8 que "En los supuestos en que se hubiera interpuesto recurso de apelación directamente ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en virtud de lo establecido en el art. 195 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que por el artículo anterior se deroga, la Corte Suprema de Justicia de la Nación remitirá a las respectivas Cámaras de Apelaciones las actuaciones que se encontraran pendientes de decisión a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. Las Cámaras de Apelaciones deberán resolver los recursos adecuando su trámite a lo establecido en los artículos precedentes.


    Amestoy, Carola Raquel c/ Banco Bansud S.A. s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 1084, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juicios contra el estado. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Cabe recordar que no existe cuestión de competencia pendiente de solución si la planteada fue resuelta por el tribunal instituido para hacerlo, ya que no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7 del decreto ley 1285/58 confiere a la Corte la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Candal Meizoso, Amador c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo – Solicita pronto despacho por riesgo de vida


    C. 308, XXXIX, 28 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Croce, Salvador y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561- Decretos 1.750/01 214/02 c/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    COMP. 296, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Si bien la presente demanda, tiene por objeto un reclamo de cobro de la participación accionaria del demandante, fundado en disposiciones de la ley 23.696, se alega en la pretensión que ello deriva de la ruptura del vínculo laboral y más allá de su admisibilidad como crédito laboral y de que el mismo llegue integrar por ello el pasivo concursal, según lo señala el Juez en lo Comercial, tal cuestión deberá ser resuelta por dicho juez que entiende en el proceso universal, toda vez que la referida demanda es de indudable naturaleza patrimonial y consecuentemente está comprendida en el instituto del fuero de atracción previsto en el artículo 21 de ley 24.522.


    Díaz, Hernán c/ Correo Argentino s/ Fondo Accionario


    COMP. 827, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Diesel Piñeyro S.R.L. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 80, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Ferrari, Miguel c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 221, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Gambacurta, Miguel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1226, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Withington, Pedro s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 71, XXXIX, 17 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fernández, José s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 136, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Azariu, Patricia Adriana s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 138, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Acreedor privilegiado. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    La ley concursal dispone en su artículo 56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en el trámite regular del mismo y que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual si hubiere vencido la oportunidad para la primera, procedimiento que la ley califica de trámite de verificación, que resulta ineludible y que se debe dar con inevitable intervención del juez del concurso y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya. Además, es del caso señalar que el artículo 59 del citado cuerpo normativo establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo preventivo y sus consecuencias respecto de la actuación del síndico y la intervención que se da a otros funcionarios concursales, de los efectos de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesarían todos los efectos del concurso y habilitaría el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio. Consecuentemente, más allá del carácter de acreedor privilegiado del actor y la circunstancia de no mediar en el caso la existencia de un acuerdo a su respecto tratándose "prima facie" de un crédito pre concursal y al no hallarse concluido el trámite del concurso preventivo, corresponde mantener el fuero de atracción del juicio universal sobre este proceso.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Lomas Sanatorial s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 612, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 765, XXXVIII, "Blanco Raúl Rafael c/ Banco del Chubut S.A. s/ Medida Autosatisfactiva".


    Gerosa Lewis, Ricardo T. c/ Banco Bansud S.A. s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 1164, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Indemnización. Daños y perjuicios. Derecho privado. Competencia nacional. Competencia civil y comercial federal. 


    Para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ello, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. De tal exposición se desprende que la pretensión de los actores consiste en solicitar un resarcimiento derivado de una relación entre particulares en la que se atribuye responsabilidad a los demandados por su accionar ilícito en la prestación del servicio de energía eléctrica, conflicto que se halla regido por normas de Derecho Privado.


    Goldsztein, Hugo Darío y otros c/ Edenor S.A. y otro s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 630, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Violencia familiar. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo 315:2963, "González, Hipólito s/ Protección de personas".


    G., S. E. c/ C., D. H. s/ Violencia doméstica


    COMP. 1030, XXXVIII, 08 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca con fundamento de su pretensión. Surge de las presentes actuaciones que el actor inició acción por cobro de indemnización por despido y accidente de trabajo, fundamentando su reclamo en normas de derecho común. Corresponde poner de resalto, que conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado. La presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que la demanda promovida está referida a un reclamo de contenido patrimonial, ello sin perjuicio de la procedencia de la inconstitucionalidad de la ley 24.557 solicitada por el actor; respecto de la cual corresponderá que se expida al tribunal que finalmente resuelva en la causa.


    Guerrero, Luis c/ Clínica Espora S.A. s/ Cobro Crédito Laboral


    COMP. 820, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución del convenio. Honorarios. Prórroga de la competencia. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que, con arreglo a lo dispuesto por el artículo 2°, primera parte, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la competencia territorial es susceptible de ser prorrogada por conformidad de los interesados, cuando se trata de asuntos exclusivamente patrimoniales.


    Hermida, Jorge Amércio y otro c/ Rojas, Juana Matilde s/ Ejecución de convenio


    COMP. 885, XXXVIII, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Cabe señalar que la Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca con fundamento de su pretensión. Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado. La presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que la demanda promovida está referida a un reclamo de contenido patrimonial, ello sin perjuicio de la procedencia de la inconstitucionalidad de la ley 24.557 solicitada por el actor; respecto de la cual corresponderá que se expida al tribunal que finalmente resuelva en la causa.


    López, José c/ Correo Argentino S.A. s/ Accidente de Trabajo


    COMP. 888, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Depósito a plazo fijo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 906, XXXVIII, "Buss, Antonio c/ Banco Bansud S.A. s/ Medida autosatisfactiva".


    La sanción de la ley 25.587, publicada en el Boletín Oficial el 26 de abril de 2002, derogó a partir de su promulgación -efectuada por decreto 676/02 publicado en tal fecha- el artículo 195 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación (conforme artículo 7) y dispuso en su artículo 8 que "En los supuestos en que se hubiera interpuesto recurso de apelación directamente ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en virtud de lo establecido en el art. 195 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que por el artículo anterior se deroga, la Corte Suprema de Justicia de la Nación remitirá a las respectivas Cámaras de Apelaciones las actuaciones que se encontraran pendientes de decisión a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. Las Cámaras de Apelaciones deberán resolver los recursos adecuando su trámite a lo establecido en los artículos precedentes.


    Lorenzo, Ana María c/ Banco Bansud S.A. s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 1082, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Sentencia definitiva. Competencia comercial. 


    Si bien se desprende que en la causa se ha dictado sentencia definitiva en el proceso ordinario, en el caso se configuran circunstancias sobrevinientes ya que los actores han promovido la ejecución contra el concursado de un convenio celebrado con posterioridad a dicho pronunciamiento en el que las partes precisaron el monto de lo adeudado y las formas de pago. Las particularidades de este caso, permiten sostener que, en el sub-lite, deviene necesaria la remisión de los presentes obrados al tribunal donde tramita el juicio universal, a los efectos de que intervenga en el proceso de verificación del crédito conforme a lo dispuesto por el artículo 32 y concordantes de la ley 24.522 con los elementos suficientes que sirven de base al reclamo.


    Ríos, Antonio y otro c/ Tommasi Autom S.A. s/ Medidas preparatorias para ejecución de salarios


    COMP. 1257, XXXVIII, 18 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Protección de personas. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas”, Fallos: 315: 2963.


    P., C. G. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 1167, XXXVIII, 08 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. suc Resistencia s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Parra, Mario Oscar c/ Debeza & Ferrari Acciones y Valores S.A.


    COMP. 1010, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución previsional. Competencia nacional. Competencia laboral. 


    Conforme lo dispuesto por la Corte en el punto 2 de la Acordada N° 75 del 26 de noviembre de 1996, resulta competente para seguir conociendo en esta causa el Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo a donde deberá remitirse, a sus efectos.


    Peñalva, Ricardo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución Previsional


    COMP. 743, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Quesada, Francisco Felipe c/ Metropolitan Life Seguros de Vida S.A. s/ Amparo


    COMP. 37, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Protección de personas. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al Fallo: 315:2963, "González, Hipólito s/ Protección de personas".


    R., Y. s/ Guarda Protección de Persona


    COMP. 825, XXXVIII, 08 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Cobro de honorarios. Economía procesal. Competencia por conexidad. Tribunales de familia. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que si los antecedentes de uno y otro juicio demuestran la conexidad de ambos en orden a su título y objeto (arts. 88- y -188 - de Código Procesal), resulta conveniente que se disponga su trámite ante un mismo juez, en atención a una elemental razón de economía procesal, procurando así salvaguardar el mejor desarrollo -de la función jurisdiccional, para una más adecuada prestación del servicio de justicia y protección de las garantías constitucionales que dichos propósitos involucran.


    Ríos de Ekmekdjian, Mercedes y otra c/ Borrini, Graciela s/ Cobro de Honorarios


    COMP. 773, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Incumplimiento del contrato. Acumulación de procesos por conexidad. Competencia nacional. Competencia civil y comercial. 


    No se dan en autos los presupuestos básicos que justifiquen la declinación de la competencia; ello es así porque no hay identidad de partes, puesto que si bien el actor inicia la acción a nombre propio ejerce un derecho ajeno; en segundo lugar son diferentes las causas que dan lugar a ambos procesos y el estado procesal de ellas; por tanto, no existe la posibilidad del dictado de sentencias contradictorias toda vez que el juzgado comercial ya ha resuelto la cuestión a través de un fallo que se encuentra firme y en plena etapa de cumplimiento. Cabe señalar que la Corte ha dicho que no procede la acumulación de procesos cuando éstos se encuentran en diferentes estados procesales, que impiden su sustanciación conjunta en especial cuando en uno de ellos se ha dictado sentencia criterio extensivo a supuestos como el de autos en que se pretende el desplazamiento de uno de ellos por conexidad.


    Rolpe S.A. c/ Biblioteca Nacional s/ Incumplimiento de Contrato


    COMP. 345, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Concursos. Fuero de atracción. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa "Roja, Claudia Luján c/ Línea 213 S.A. de Transporte y otro s/ Daños".


    Sanabria Fernández de Casco c/ Transportes Metropolitanos General Roca S.A.


    COMP. 686, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Mala praxis. Competencia civil. 


    La Justicia Nacional en lo Civil es competente para entender en los casos en que se demanda -como ocurre en autos- por responsabilidad civil derivada de la mala praxis y falta de ética de los profesionales médicos. Más allá de las normas en que se funde la demanda, es inobjetable que en el presente juicio se debate centralmente si hubo o no mala praxis por parte del facultativo que examinó al accionante, y no tratándose en ese marco de ninguno de los supuestos a que se refiere el artículo 20 de la ley 18.345, cabe descartar la competencia de los jueces del trabajo en el asunto.


    Sánchez, Luis c/ Clínica Dr. Antonio Silvestris y otro s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 670, XXXVIII, 19 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 


    Cuestiones análogas a las conisderadas en el fallo de la causa Comp. 1827, L.XXXVII, "Battaglia, Juana y otro c/ Jordán Pablo y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    El juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto sobre la base de que las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión son imperativas o de orden público. Estas disposiciones tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión.


    Santiago, Nelson Fidel c/ Guardado Rey s/ Cobro de pesos


    COMP. 344, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Competencia civil. 


    Remisión al fallo y dictamen de la causa “Casasa S.A. c/ Salvador Saiegh y otro s/ Ejecución hipotecaria”, Fallos: 319: 368”.


    Scotiabanck Quilmes c/ Reynoso s/ Ejecución


    COMP. 812, XXXVIII, 08 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa 315:2300: "Banco Exterior S.A. Uruguay c/ Carlos Damm S.A.C.I. s/ Ejecución hipotecaria".


    Volkswagen Compañia Financiera S.A. c/ Martín Motors S.A. y otros s/ Ejecución Hipotecaria


    COMP. 897, XXXVIII, 27 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar.


    Carlomagno, Lydia M. c/ BBVA Banco Francés s/ Cumplimiento de Contrato


    COMP. 1491, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Internación. Competencia nacional. 


    Remisión a los fallos de las causas Competencia 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación", Fallos: 312:1373 y Competencia N° 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".


    A., V. s/ Internación


    COMP. 798, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Ranko S.A. c/ Banco Bisel S.A. s/ Medidas Cautelares


    COMP. 1558, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Costa Transporte Vial S.A.I.C.C.I. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 809, XXXIX, 17 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. Competencia nacional. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa: Comp. 197 XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Propietario Pedro Ignacio Rivera 4324 s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1426, XXXIX, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Medidas Cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Luraschi, Alberto Gabriel c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561- Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Medida cautelar


    COMP. 1189, XXXIX, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Internación. Juez previniente. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa: “González, Hipólito s/ Protección de personas”, Fallos 315:2963.


    M., A. N. s/ Internación


    COMP. 1381, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Inhabilitación (civil). Juez previniente. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa: “González, Hipólito s/ Protección de personas”, Fallos 315:2963.


    M. P., M. L. s/ Inhabilitación


    COMP. 1497, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa: Fallos: 315: 2963.


    R., H. s/ Internación


    COMP. 1351, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Empleo público. Accidentes de trabajo. Cobro de la indemnización. Juicios en que la Nación es parte. Competencia civil y comercial federal. 


    El vínculo entre la actora y el Estado Nacional resulta inequívocamente calificable como empleo público, no cabe considerar que la demanda está fundada en un contrato de trabajo o que la causa sea relativa a un vínculo de esa especie. En consecuencia, por ser la Nación parte demandada, corresponde conocer en la causa por el cobro de las indemnizaciones derivadas del presente accidente de trabajo, a la Justicia Civil y Comercial Federal por resultar prima facie, en el caso de acuerdo a lo expuesto en la demanda y dentro del limitado marco cognoscitivo en el que deben dirimirse las cuestiones de competencia, prevalecientes los aspectos relativos al derecho privado.


    Ramírez, Omar c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1038, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Incapacidad. Juez previniente. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa: “González, Hipólito s/ Protección de personas”, Fallos: 315: 2963.


    S., C. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 1508, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Inhabilitación. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa: “González, Hipólito s/ Protección de personas”, Fallos: 315:2963.


    A. y L., M. V. s/ Inhabilitación


    COMP. 1070, XXXIX, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto N° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S. A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Audinac S.A. y otro c/ Banco Suquia S.A. s/ Amparo


    COMP. 1153, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Declaración de insania. Internación. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa: “González, Hipólito s/ Protección de personas”, Fallos: 315:2963.


    Dada la naturaleza cautelar que reviste este tipo de procesos en especial cuando la internación fue dispuesta con posterioridad al dictado de la sentencia de insania. En tales condiciones, nada obsta la tramitación conjunta de ambos juicios ante el juez que previno.


    B., C. E. s/ Insania


    COMP. 1134, XXXIX, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Títulos de crédito. Fuero de atracción. Competencia federal. 


    Corresponde poner de resalto que el pagaré es un título de crédito cuyos caracteres son la abstracción, literalidad y autonomía, lo que implica que su ejecución puede darse con independencia de la naturaleza y origen de la relación jurídica que se configura entre el emisor -deudor de la prestación- y el portador. Conforme lo que surge de las constancias de la causa el fallido no resulta demandado, por lo tanto no se configuran los presupuestos exigidos por los artículos 132 y 49 inc. k de la ley 24.522 y 21.526 respectivamente, para hacer aplicable el instituto del fuero de atracción.


    Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro s/ Ejecutivo


    COMP. 863, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Campaña publicitaria. Competencia civil. 


    Es oportuno recordar que para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda, y después, sólo en la medida que se adecue a ello, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.  Dado que la Corte tiene la facultad de otorgar el conocimiento de las causas a los jueces realmente competentes, aún cuando no hubiesen sido parte de la contienda, corresponde aplicar el art. 43, primer párrafo, del decreto ley 1285/58, que atribuye competencia genérica y residual a la Justicia Nacional en lo Civil para conocer en casos como en sub lite.


    Borcosque, Carlos Alberto c/ Coca Cola de Argentina S.A. s/ Amparo


    COMP. 836, XXXVIII, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Chiappe, Jorge Mario y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1274, XXXIX, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Inhabilitación. Juez previniente. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Remisión a Fallos: 315:2936.


    D., F. G. s/ Inhabilitación


    COMP. 1253, XXXIX, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa federal. 


    Remisión al fallo de la causa “Rezk Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Damelio, Viviana Noemí c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1017, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Fuero de atracción. Sucesiones. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa: “Caja de Subsidios para el Personal de la Industria c/ Jorge Omar Coberta s/ Sucesión”.


    Tiene dicho la Corte que el juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto sobre la base de que las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión son imperativas o de orden público. Estas disposiciones tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sanabria s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 277, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen en la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43 primer párrafo del decreto 1285/58, texto según ley 24.290, y teniendo en cuenta que, de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encontraba -ab initio- regida por leyes de naturaleza civil.


    Gueler, Edgardo Jorge y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1236, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 


    El fuero de atracción es una específica institución legal de orden público, y en materia sucesoria encuentra su sustento en el Art. 3284 del Código Civil, fundamentándose en la necesidad de concentración ante el mismo magistrado que entiende en el principal, de todos los juicios seguidos contra el causante, en resguardo de los diversos derechos crediticios, la Corte tiene dicho que es aplicable en los casos en que la sucesión es demandada y respecto de las acciones personales como la presente contra el causante, ya que ha decidido además el Tribunal que las acciones tendientes al cobro de honorarios profesionales pueden razonablemente ser delimitadas como personales de los acreedores del difunto y por lo tanto, comprendidas en el supuesto que prevé el Art. 3284, inc. 4° del Código Civil.


    Mazaira, Alfredo Osvaldo c/ Empresa Tandilense SACIFI y otros s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 792, XXXIX, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia Civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen en la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    En razón del artículo 43 del decreto 1285/58, texto según ley 23.637, y de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encontraba regida por leyes de naturaleza civil.


    Micoli, Amalia Adriana c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1251, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Miño, Juan Domingo c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1197, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Homologación del acuerdo. Divorcio. Competencia de menores. 


    Resultan de aplicación al presente las previsiones contenidas en el artículo 6°, inciso 3°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que contempla que en los casos de exclusión de cónyuge, tenencia de hijos, régimen de visitas, alimentos y litis expensas, será competente el tribunal donde esté radicado el juicio de divorcio mientras dura su tramitación, no obstante que aquellas acciones se hubieran iniciado con anterioridad a la de divorcio.


    Orellana, Silvia Cristina c/ Navarro, Sergio Osvaldo s/ Homologación de convenio


    COMP. 913, XXXIX, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Tribunal de alzada. Juez previniente. Competencia civil y comercial federal. 


    En atención a lo dispuesto por el artículo 24, Inc. 7° del Decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Sorrentino, Rafael Julio Cesar c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1128, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto N° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S. A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    No se le asiste razón al magistrado nacional en cuanto declara operativo el fuero de atracción que ejercería el proceso sucesorio radicado en extraña jurisdicción toda vez que no se da el supuesto contemplado por el legislador en el artículo 3284, inciso 4°, desde que conforme surge de los hechos expuestos en la demanda la misma no se dirige por un acreedor contra el causante sino que es incoada por una persona que reviste calidad de heredero en el citado sucesorio siendo el objeto principal del proceso obtener la disponibilidad de un depósito en dinero que integraría parte del acervo sucesorio.


    Vegara, Rita Roca c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 y otros s/ Amparo


    COMP. 1023, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen en la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Zubizarreta, Jorge c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y  214/02 s/ Amparo


    COMP. 1190, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Medidas de seguridad curativas. Internación. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Competencia n° 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación" y Competencia N° 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel si internación".


    A., J. R. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 123, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    La Corte ha sostenido que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponde seguir entendiendo en el proceso.


    Alfonso Martha, Maximiliano c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 309, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Competencia federal. 


    Cabe poner de relieve que, a los fines de resolver una cuestión de competencia se ha de tener en cuenta, en primer lugar, la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y después, sólo en la medida que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión.


    Castro Romero, Bladimir s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 1203, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas in re Comp. 451 XXXVII, "Barbagallo, Juan c/ G.C.B.A. s/ Daños y perjuicios" y Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"


    Fiplasto S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario) s/ Cobro de pesos


    COMP. 264, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Comercio exterior. Competencia civil y comercial federal. 


    Cabe señalar que, a los fines de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta en primer término la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos el derecho que invoca como fundamento de la pretensión. La cuestión puede ser prima facie encuadrada por extensión en lo normado por el artículo 2°, inciso 10 de la Ley 48, y Artículo 111, inciso 9° de la Ley 1893, teniendo en consideración que la dilucidación de la litis se encuentra en principio vinculada con los mecanismos de comercio internacional y control preventivo que debe ejercer el Servicio Aduanero, en especial las actividades aduaneras y de importación y exportación que admiten la jurisdicción federal en razón de la materia. Corrobora el criterio expuesto lo establecido en el Decreto 477/97, dictado por el Poder Ejecutivo Nacional, con relación a la regulación del Programa de Inspección de Pre embarque de Importaciones, dispone en la sección 111, del inciso k), referida a los procedimientos relativos a reclamos administrativos suscitados entre las empresas de inspección y los importadores, que una vez agotada la vía administrativa, quedará habilitada la instancia judicial federal.


    Moltomax S.R.L. c/ ITS Intertek Testing Services LTD s/ Sumario


    COMP. 886, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Ejecuciones especiales. Aportes a obras sociales. Competencia federal. 


    Remisión al los fallos de las causas "O.S.P.R.E.R.A. c/ Weyemberg, Carlos s/ Ejecución fiscal", in re Comp. 1826, L. XXXVII, coincidente con el dictamen de esta Procuración General de la Nación, punto 11, séptimo párrafo, y, "O.P.E.C.O.N. c/ CarosiS.A. s/ Ejecutivo", in re Comp. 366, L. XXXVIII.


    Obra Social U.O.M.R.A. c/ Metalúrgica Palermo S.R.L s/ Ejecución Ley 23.660


    COMP. 205, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Guarda de menores e incapaces. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).


    R., M. s/ Protección de persona


    COMP. 1071, XXXVIII, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Certificado de deuda. Ley nacional de tránsito. Competencia provincial. 


    La Ley Nacional de Tránsito 24.449 en atención a lo dispuesto en el artículo 1°, resulta aplicable en jurisdicción de las provincias y municipios siempre y cuando medie adhesión por parte de ellas.


    Trobiani, Ariel C. c/ Municipalidad de Monte Leña s/ Demanda inhibitoria


    COMP. 621, XXXVIII, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Medicina prepaga. Competencia civil y comercial federal. 


    Según jurisprudencia de la Corte, a los fines de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta en primer término la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión.


    Wraage, Rolando Bernardo c/ Omint S.A. s/ Amparo


    COMP. 182, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Ley de emergencia. Juicios contra el Estado. Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Competencia civil y comercial federal. 


    Son numerosos los conflictos de competencia que se han suscitado con motivo de las normas dictadas a raíz del estado de emergencia declarado por la ley 25.561. A fin de poner luz en esta situación, la ley 25.587 dispuso que todos los procesos judiciales de cualquier naturaleza en que se demande al Estado Nacional, a entidades integrantes del sistema financiero, de seguros o a mutuales de ayuda económica, en razón de los créditos, deudas, obligaciones, depósitos o reprogramaciones financieras que pudieran considerarse afectados por las disposiciones contenidas en la ley 25.561 y sus reglamentarias y complementarias, corresponden a la competencia de la Justicia Federal (arts. 1º y 6º). Sin embargo, es dable destacar que, en el ámbito de la Capital Federal, dado que se han planteado diversas hipótesis conflictivas, a raíz de que todos los jueces son nacionales, su solución corresponderá a los distintos fueros, de acuerdo con la materia que se debata y con los criterios tradicionales de delimitación de competencia entre ellos. En consecuencia, toda vez que se demanda a una de las entidades previstas en el art. 1 de las ley 25.587 o a una de éstas con el Estado Nacional -como órgano emisor de las normas-, en una relación jurídica entre particulares que se rige por el derecho privado, la causa corresponde a la competencia del fuero nacional en lo civil y comercial federal, por aplicación de los arts. 1 y 6 de la ley 25.587, a pesar de que no se demande al Estado Nacional, a un ente autárquico o descentralizado, ni se debata sobre el alcance de un acto administrativo, la pretensión consiste en despejar la incertidumbre que generan las normas impugnadas en un contrato celebrado entre dos particulares (uno de ellos una entidad financiera -art. 1 de la ley 25.587-) y sometido a las normas de derecho privado.


    Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 748, XXXVIII, 04 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Tribunal de alzada. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Se produjo un conflicto de competencia que fue dirimido por la Alzada del Tribunal que previno, por lo que a la fecha, no existe contienda en la que se deba intervenir.


    Pesaresi, Ana Maria y otro c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 315, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa "Banco Exterior S. A. c/ Carlos Damm S.A.C.I. s/ Ejecución hipotecaria" (v. Fallos 315:2300).


    HSBC Bank Argentina S.A. C/ Jurisic Ángel Gabriel


    COMP. 1205, XXXVIII, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Medida cautelar autónoma. Cámara de Apelaciones. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al precedente de la causa “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Cantero Juan Carlos y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Medida Cautelar (autónoma)


    COMP. 460, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Accidente de trabajo. Daños y perjuicios. Concursos. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la Ley 24.522, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado, con las únicas excepciones allí previstas, que son los juicios de expropiación y los fundados en relaciones de familia. En consecuencia y toda vez que el concursado reviste en el presente proceso el carácter de codemandado y atento a la opción ejercida por la actora, resulta aplicable la regla del fuero de atracción establecida en el citado cuerpo normativo.


    Rios Hinojosa, Gualdo Ryovani c/ Gualtieri Construcciones S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 569, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte.


    Curolan S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 19.986


    COMP. 1111, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Diligencias preliminares. Prueba anticipada. Solicitud de información. Ejercicio profesional. Consejo Profesional de Ciencias Económicas. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    La actora ha puesto en tela de juicio la validez de la ley 23.307 y de los decretos nacionales 2284/91 y 2293/92, pues habrían dado sustento a ciertos actos de la demandada, que conculcan, a su modo de ver, el reparto federal de competencias en lo atinente al ejercicio del poder de policía sobre las profesiones liberales y desconocen la supremacía constitucional. Habida cuenta de ello, toda vez que el juez competente para entender en las diligencias preliminares es el que deba conocer en el proceso principal, la solución del litigio exigirá, esencial e ineludiblemente, examinar dichos preceptos de carácter federal, como así también si la alegada actividad de las autoridades nacionales invade o no un ámbito que es propio de las autoridades locales al permitir la realización de actos profesionales relativos a entes domiciliados en la Provincia de Buenos Aires. Por ende, esta causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el Art. 2°, inc. 1°, de la Ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el gobierno federal, lo que determina que sea la justicia federal la única competente para entender en ellas. El juez federal debe continuar interviniendo en este proceso, pues el conflicto de competencia que se suscita entre la jurisdicción federal y la local para resolver la materia de fondo -actividad profesional y facultades de los colegios profesionales- involucra además una contienda acerca de la validez y constitucionalidad de normas federales de las cuales depende el resultado del pleito, por lo que tal cuestión debe ser resuelta por dicho magistrado, en virtud del principio de supremacía consagrado por el Art. 31 de la Constitución Nacional.


    Consejo Profesional de Ciencias Económicas de Buenos Aires c/ Consejo Profesional de Ciencias Ecónomicas C.A.B.A. s/ Diligencias preliminares


    COMP. 565, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acciones personales. Delitos. Cuasidelitos. Lugar del hecho. Domicilio del asegurador. Justicia nacional en lo civil. Competencia civil. 


    La cuestión es sustancialmente análoga a Fallos 312:477; 304:1672; 290:387.


    En casos de acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos, en las que se solicita la citación en garantía de una empresa aseguradora, los eventuales damnificados deben optar, para interponer la demanda, entre el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador. Desde que los demandantes, en base al domicilio de la empresa de seguros que invocan, eligieron los tribunales de la ciudad de Buenos Aires, jurisdicción consentida por la citada en garantía al contestar la demanda, el proceso debe quedar radicado en este ámbito territorial.


    Barrios, Francisco c/ Portillo, Ramón Modesto


    COMP. 783, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. COMFER. Competencia contencioso administrativa. 


    Según el artículo 5 inciso 7 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la voluntad del legislador fue otorgar al acreedor, en las ejecuciones fiscales, la elección del juez competente para deducir su pleito.


    Comité Federal de Radiodifusión c/ Heredia, Alejandro Daniel s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1037, XXXVIII, 19 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Concursos. Verificación de créditos. Seguridad jurídica. Fuero de atracción. Remisión del expediente. 


    Si bien es cierto que el legislador ha establecido en la ley 11.683, un trámite específico y los órganos competentes para entender en el procedimiento tributario en sus diversas fases, también lo que es la ley de concursos, ante una situación excepcional, cual es el estado de cesación de pagos de una persona física o jurídica que recurre o es llevada a un juicio de carácter colectivo donde se halla involucrada la totalidad del pasivo y del activo del deudor, establece procedimientos específicos y obligatorios para la totalidad de los acreedores, sin distinción de la naturaleza del crédito salvo las limitadas excepciones allí previstas. Las actuaciones resultan alcanzadas por el fuero de atracción previsto en el artículo 21 de la ley 24.522, debiendo incorporarse al procedimiento de verificación ya iniciado por la Dirección General Impositiva, para lo cual deben remitirse al tribunal donde tramita el concurso.


    Supercanal S.A. s/ Apelación


    COMP. 98, XXXIX, 19 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Guarda de menores e incapaces. Guarda preadoptiva. Interés superior del niño. Competencia de familia. 


    Como lo ha sostenido reiteradamente la Corte en casos análogos, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pedido. La Corte en oportunidad de resolver actuaciones cuyo objeto atañe al interés de menores, ha otorgado primacía al lugar donde éstos viven efectivamente, ya que consideró que la eficiencia de la actividad tutelar, toma aconsejable una mayor inmediación del juez de la causa con la situación de los mismos. Esta solución, contribuye a una mejor protección a los Intereses de la menor, ya que favorece un contacto directo y personal del órgano judicial con la niña, y con su adoptante, y a una mayor concentración y celeridad en las medidas que pudiere corresponder tomar en beneficio de la incapaz.


    A., A. A. s/ Guarda con miras de adopción


    COMP. 964, XXXVIII, 19 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1197, XXXVIII, "Alicia Oliveira - Defensora Del Pueblo De La Ciudad De Bs. As. C/ G.c.b.a. S/ Acción Meramente Declarativa(Art. 277 del CCAYT)".


    Hipódromo Argentino de Palermo S.A. c/ Lotería Nacional Sociedad del Estado s/ Medidas cautelares


    COMP. 1266, XXXVIII, 27 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Juegos de azar. Conexidad objetiva. Competencia federal. 


    Las causas bajo análisis se encuentran entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que le alude el Art. 2° inc. 1° de la Ley 48, pues en ellas se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas (en el caso la Ciudad de Buenos Aires que, aunque no reviste dicho carácter, tiene un "status constitucional especial") y el gobierno federal, que la Constitución confiere a éste último, lo que determina que sea la justicia federal la única competente para entender en ellas. Sobre tales bases, se considera que el juez federal debe continuar interviniendo en estos procesos, pues el conflicto de competencia que se suscita entre la jurisdicción federal y la jurisdicción local para resolver la materia de fondo -juegos de azar- involucra además una contienda acerca de la validez y constitucionalidad de normas federales de las cuales depende el resultado de esos pleitos, por lo que tal cuestión debe ser resuelta por el citado magistrado, en virtud del principio de supremacía consagrado por el art. 31 de la Constitución Nacional. Al respecto, corresponde también tener presente que las normas que regulan la competencia son de orden público y, salvo puntuales excepciones, no pueden ser modificadas o alteradas. Por otra parte, el Hipódromo Argentino de Palermo es un establecimiento en el que se practica una actividad declarada de interés nacional -el turf-, inmueble que es de dominio de la Nación y, por ende, sometido a la jurisdicción federal. El Tribunal en reiteradas oportunidades ha dicho sobre dicho lugares, que resulta aplicable la doctrina que establece que la competencia del Estado Nacional queda limitada a la materia específica del establecimiento y la potestad regulatoria y el poder de policía de la autoridad local subsisten, en tanto su ejercicio no obstaculice directa o indirectamente el fin de utilidad nacional que le fue asignado,  aunque la pauta principal a tener en cuenta no es la incidencia -porque siempre incide sino mas bien la compatibilidad que exista entre aquél ejercicio y dicho interés. Por último, también corresponde asignar la competencia federal en razón de la persona, toda vez que en ambas causas ha sido citado como tercero o resultará demandada la Lotería Nacional S.E., que fue quien otorgó las autorizaciones para habilitar el funcionamiento de las referidas máquinas, la cual es una entidad nacional con derecho al fuero federal.


    Alicia Oliveira – Defensora del pueblo de la Ciudad de Buenos Aires c/ G.C.B.A. s/ Acción Meramente declarativa


    COMP. 1197, XXXVIII, 27 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Control de productos alimenticios


    Código Alimentario Argentino. Eximentes de responsabilidad. 


    En la tarea de establecer la inteligencia de las normas federales, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones de los jueces de la causa y del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorga.  Del plexo normativo aplicable a estas actuaciones surge que no resulta exigible que el organismo de control acredite el carácter doloso de la conducta cuestionada ni requiere la comprobación de un perjuicio concreto al consumidor. Bastaría con corroborar que se incurrió en alguna de las conductas descriptas en el Código Alimentario Nacional, con prescindencia de la producción de un resultado, para que tal proceder pueda ser objeto de sanción. El infractor sólo podría exculparse alegando en su defensa la concreta y razonada aplicación al sub judice de alguna causal excusatoria admitida por la legislación vigente.


    Carrefour Argentina S.A. c/ Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica – Expediente 1996/94/2 s/ Proceso de conocimiento


    C. 1134, XXXVII, 04 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    



    Cuestión abstracta


    Denegatoria del recurso. 


    La cuestión debatida ha devenido abstracta, por lo que corresponde desestimar el recurso de hecho intentado.


    Quadri, Hernán Eugenio Eduardo c/ Ex - Muncipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Ejecución de alquileres


    Q. 141, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Acción de amparo. Competencia nacional. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    El artículo 24, inciso 7° del Decreto-Ley 1.285/58, texto según Ley 21.708, prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Cortiña, Hugo c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1613, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Cámara contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.


    No se presenta una cuestión de competencia que deba la Corte resolver, según el artículo 24, inciso 7°, del Decreto-Ley 1285/58, toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término.


    Fescina y Cia. Sociedad de Bolsa S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1281, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Tribunal de alzada. Competencia civil y comercial federal. 


    No existe contienda en la que deba intervenir la Corte.


    Hamburg, Jacobo c/ Poder Ejecutivo Nacional - Decreto 471/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 502, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Acción revocatoria concursal. Fuero de atracción. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    Es presupuesto de la admisibilidad de la acción que el acto susceptible de revocación se halle dentro del período de sospecha que depende de la fecha del estado de cesación de pagos que fije el Tribunal como inicial, así también que el acto haya provocado perjuicio a la masa de acreedores, cuestiones propias que sólo se encuentra en condiciones de evaluar y que en algún caso pudieron haber sido resueltas por el juez con competencia en la quiebra del Banco, cuyo acto se intenta revocar, ya que dicho magistrado tiene la dirección y el conocimiento de todo el trámite del proceso falencial, la determinación del activo y su composición. Además cabe tener en cuenta que la acción revocatoria concursal se dirige contra los otorgantes del acto que se pretende impugnar, motivo por el cual, el trámite debe continuar en la sede jurisdiccional donde se promovió la acción.


    Banco Extrader S.A. s/ Quiebra Banco Feigin S.A.


    COMP. 1251, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al supuesto n° 2 del fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa"..


    Antolice, Leda Haydee y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1383, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Araya R. Esther c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Proceso conocimiento


    COMP. 1687, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Buccafusca, Andrés José c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1718, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa", de conformidad con lo dictaminado por el Ministerio Público Fiscal.


    Carrere, Juan Carlos y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1357, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Se produjo un conflicto de competencia que fue dirimido por la Alzada del Tribunal que previno, conforme lo dispuesto por el Artículo 24 inciso 7° del Decreto-Ley 1.285/58 por lo no existe contienda en la que deba intervenir.


    Cañete, Ricardo Daniel c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 1347, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. Devolución del expediente. 


    No corresponde la intervención de la Corte, toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término.


    Céspedes Ferrada, Pablo c/ Poder Ejecutivo Nacional  y otro s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 1283, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    



    Competencia civil.


    Incorrecta traba de la contienda.


    Laviero, Jorge Omar y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02


    COMP. 304, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Resoluciones equiparables a definitiva. Desistimiento del recurso. 


    Las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la Ley 48, requisito que no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. El referido criterio es particularmente aplicable en autos, por cuanto al tratarse de un debate en el que se controvierte la competencia de Justicia Nacional en lo Comercial, y la Civil y Comercial Federal, sobre la base, no de una eventual competencia específica basada en la materia, sino solo en la personalidad del tercero, no podría invocarse el supuesto de excepción mencionado precedentemente.  Según lo tiene resuelto la Corte, los pronunciamientos que deciden respecto de la distribución de la competencia entre los tribunales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, son insusceptible de apelación extraordinaria. También ha sostenido, que la determinación de cuál de los tribunales de la capital resulta competente para entender en la causa, constituye una cuestión de derecho procesal que por no ocasionar agravio federal definitivo, tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada por el Art. 14 de la Ley 48, máxime cuando la índole del asunto no demuestra que en el caso se encuentren en juego las instituciones fundamentales que esta instancia de excepción pretende salvaguardar, más aún, cuando quien la invoca no demostró los extremos necesarios para hacerla surgir, deber ineludible a su cargo, que no surge acreditado en las actuaciones.


    Costa, Atilio Andrés y otro c/ Citibank NA s/ Ordinario


    C. 2228, XXXVIII, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil. Competencia nacional. 


    La controversia jurisdiccional no es de la que deba dirimir la Corte cuando, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7° del Decreto-Ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Curolan S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1346, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Se produjo un conflicto de competencia que fue dirimido por la Alzada del Tribunal que previno, conforme lo dispuesto por el artículo 24 inciso 7° del Decreto-Ley 1.285/58 por lo no existe contienda en la que deba intervenir.


    De Lorenzi, Jorge Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1384, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    De Martini, Horacio Pablo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1515, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Defensoría del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1471, XXXIX, 17 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Ediciones Colihue S.R.L. s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1205, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al supuesto n° 2 del fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    El Viejo Titi S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1442, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Eton S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1852, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Abraham, Marcela Patricia y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1058, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Aguirre, Julio César y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 922, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Alessandro de Cisano, Matilde María y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1232, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Alonso Castiñeira, Luis s/ Amparo


    COMP. 572, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Arienti, Pablo Eduardo c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561- Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 757, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Baio, Mario y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 738, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Galati, Gabriel Jorge c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1457, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Grdesic Lerka c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1321, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Herrera, Nelson c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1275, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Juicio sumarísimo. Cámara nacional de apelaciones. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    No se presenta una cuestión de competencia que toque a la Corte resolver, según el artículo 7° del Decreto-Ley 1285/58, toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término.


    Huegen S.A. c/ Nuevo Banco de Santa Fe s/ Sumarísimo


    COMP. 978, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Economía procesal. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Bankhouse S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1179, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Economía procesal. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Barbitta, Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Medida Cautelar (autónoma)


    COMP. 1248, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Lew Fanny c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1730, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    López, Daniel Rubén c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Medida cautelar - autónoma


    COMP. 1574, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Maigre, Julio Félix c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y otros s/ Amparo


    COMP. 1352, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Botto, Myriam Elena y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1263, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al supuesto n° 2 del fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Moreso, José Antonio c/ Metropolitan Life Seguros de Vida S.A s/ Cumplimiento de contrato


    COMP. 1288, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Mosquera, María Elena c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 1659, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Plazos procesales. Oportunidad procesal. Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción deber ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. La oportunidad del magistrado previniente para desprenderse de las actuaciones sólo puede darse al inicio de la acción, o al tiempo de resolver la excepción de incompetencia planteada por las partes.


    Norando, Rodolfo A. c/ Alam Metal A. Landetecheverri s/ Ejecutivo


    COMP. 1053, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia nacional. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Olega S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Medida cautelar


    COMP. 1293, XXXIX, 17 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Economía procesal. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Brill, Federico c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1147, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto N° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Buki, Pedro Lázaro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1044, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Cabadie, Marcos Horacio y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1025, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Cabrera Castilla de Olazabal Patricia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 523, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Cambiasso, Jorge Roberto c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo y otro s/ Acción Meramente Declarativa


    COMP. 1066, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Caruso, Ariel Maximiliano c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 1057, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Cau, Eduardo c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561


    COMP. 995, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Economía procesal. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Cejas, Noemí Nélida c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1045, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Chira de Trzewik Cora c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1095, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Conte, Rodolfo Pascual c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1236, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Crolli, Enrique Omar y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 240/02 - s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 1106, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente Declarativa".


    Curolan S.A. y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1033, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Dana, Adriana Graciela y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 893, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Danna, Mariano c/ Banco Citibank NA s/ Sumarisimo


    COMP. 799, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Delgado, Ana María c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 767, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Paladino, Héctor Orlando c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1517, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Pardo, Roberto Mario y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1579, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Desaloms, Roberto Daniel c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561  s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 518, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Pensotti, Patricia Andrea c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1845, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Pereira, Alfredo José y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1364, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Di Falco, Adriana Araceli c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 921, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Díaz, Daniel Eduardo c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561


    COMP. 1081, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Díaz de Calvo, María Inés c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decreto 1.570/01 - Decreto 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 892, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto N° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Djeredjian, Gerardo Fabián c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Amparo


    COMP. 716, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto N° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Dulce, Mirta Alicia c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1050, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Ramos, Yolanda María c/ Banco Itaú Buen Aire S.A. y otro s/ Amparo


    COMP. 1578, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Raviglione, Alberto Félix c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02


    COMP. 1308, XXXIX, 17 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Remolgao, Adolfo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1206, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Resonancia por Imágenes S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1252, XXXIX, 17 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Dypsa Desarrollos y Proyectos S.A. c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 580, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Román, Raúl Eduardo c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1418, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Rosenberg, José y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo ley 16.986


    COMP. 1661, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Sandoval, Hugo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1362, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al supuesto n° 2 del fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Santamarina, Miguel Raúl E. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Procesos de conocimiento


    COMP. 1554, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Tomasone, Héctor Luis c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1425, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al supuesto n° 2 del fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Torras, Rodolfo A. y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo y otro s/ Amparo


    COMP. 1393, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al supuesto n° 2 del  fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Villaver, Benjamín Osvaldo c/ Metropolitan Life Seguro de Vida S.A. s/ Medidas cautelares


    COMP. 1421, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Visani, Viviana c/ Citibank N.A. s/ Medidas cautelares


    COMP. 1367, XXXIX, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Zabludovich, Juan Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 1306, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Zabludovich, Juan Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1490, XXXIX, 17 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Zaremba, Gerardo Adolfo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1250, XXXIX, 17 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Elibo S.A. y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 688, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Juez previniente. Tribunal de alzada. 


    Toda vez que las declaraciones de incompetencia de autos emanan de jueces nacionales de primera instancia, no corresponde a la Corte dirimir la contienda; debiendo remitírselos a la alzada del magistrado que previno a esos fines.


    Epsa Electrical SAIC c/ Scotiabank Quilmes S.A. s/ Sumarisimo


    COMP. 1176, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto N° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Fernández de Marangoni, M. del Carmen c/ Poider Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 758, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Ferreyra de Martinuzzi, Ilda c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1137, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Fitipaldi, José Pedro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1151, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Ford Dalimier, Pablo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 975, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Gallegos, Raúl y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 697, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Gebrac, Elizabeth Mónica c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1041, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Goldaniga, Esther Silvia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 830, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    González Azcona, María Laura c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1116, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Grillo, Stella Maris c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 214/02 y 1.570/01 s/ Amparo


    COMP. 1199, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Grillo, Vicente y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 233, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Grosso, Miguel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1039, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Guber, Gustavo y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1172, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Gutierrez Colombo, Verónica y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 969, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen y fallo de la causa "Casasa S.A. c/ Salvador Saiegh y otro".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Luján Williams Automotores S.A. S/ Ejecución Hipotecaria


    COMP. 124, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Iturrieta, María Adela c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1262, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Keushgerian, Juan Rubén c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1156, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Label, Claudio Gustavo c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1032, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Fernández, Gloria Agustina c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 1269, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Lapetina de Romanelli, Carmen y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 985, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Ledersa S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otro s/ Amparo


    COMP. 976, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto N° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Lewintre, Marcelo Raimundo c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 763, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Losada, Mariano Alberto y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1034, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Lowi Klein, Lidia Beatriz c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 894, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Kulkín, Alejandro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1218, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Mac, Daniel Horacio c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 70, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Márquez, Juan Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1227, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Martínez, Asunción y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1217, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Masella, Miguel Oscar y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 519, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Melo, Aldo Ramón c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1021, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Monti, Guillermo Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 847, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Nadín, Rubén Marcelo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561


    COMP. 1007, XXXVIII, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Orsolini, Patricia Elena c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1057, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Outeda, Carmen Beatriz c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 824, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Parrotta, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1097, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramentedeclarativa".


    Pérez, Juan Carlos y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 952, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Pigni, Fernando Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 810, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Posteguillo, Félix Alberto y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y  214/02 s/ Proceso de Conocimiento - Ley 25.561


    COMP. 1112, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Primón, Ricardo Alfredo c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Proceso de Conocimiento - Ley 25.561


    COMP. 1115, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Pucheu, Alicia Noemí y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 214/02 y 1.570/01 s/ Amparo


    COMP. 826, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Rescala, Leonardo Martín c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Proceso de Conocimiento - Ley 25.561


    COMP. 808, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Rodríguez, José Antonio c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Sumarísimo


    COMP. 955, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Rodríguez, Raúl Omar y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 693, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Rosenkranz , Esther Sara y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 762, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Saccomano, Adrián Marcelo y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1003, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Salt, Marcos Gabriel c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 631, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Sasso, Fernando Luis c/ Bank Boston s/ Amparo


    COMP. 1046, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Scocca, Miguel Antonio Pascual c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561


    COMP. 1189, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Sobral, Ramón Eduardo y otros c/ Estado Nacional - Poder ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 1129, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa". Incorrecta traba de la contienda.


    Solari, Néstor Raúl y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 28, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia comercial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto N° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Spadone, Carlos Pedro y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 764, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Sterin Teramo, Rafael Gregorio José c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 651, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto N° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Taibo, Leila Susana c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1009, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Taibo, Leila Susana c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1039, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto N° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Taibo, Leila Susana c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1073, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto N° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Tarquini, Eduardo c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decreto 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 1103, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Vega, Juan José y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1239, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Vega, Juan José y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1240, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Vega, Juan José y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1273, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Veneroni, Rita María c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02  s/ Amparo sobre Ley 16.986


    COMP. 1020, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Vicente, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1109, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Wttke, Ana María y otros c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 1214, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Yezabel S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1238, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Ziccardi, Adriana Beatriz c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 800, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Zito, Adriana Edith y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 977, XXXVIII, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Alcalde Bernardo Francisco c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1854, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    No existe contienda en la que corresponda intervenir.


    Aloise, Juan s/ Amparo


    COMP. 1546, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Alta Plástica S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1416, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Alternativas Comerciales S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Medida cautelar


    COMP. 1147, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Arteditorial S.A. c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo y otros s/ Amparo


    COMP. 1443, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Ballester, Graciela Laura y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía s/ Amparo


    COMP. 1722, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Bambaci, Damián Andrés c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1431, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ De Armas, Enrique y otro s/ Demanda ejecutiva


    COMP. 1792, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Almada, Cristian


    COMP. 1976, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Banco Velox S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Banco Central de la República Argentina s/ Amparo


    COMP. 1459, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Yolanda Batalla y otro s/ Ejecutivo


    COMP. 1988, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Carrascal, Ricardo


    COMP. 875, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Iglesias, Silvia


    COMP. 1924, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Barrios, Walter


    COMP. 1979, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Adonis


    COMP. 1980, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Berón, Juan


    COMP. 1995, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Oreset, Juan s/ Ejecutivo


    COMP. 1987, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Brac, Ángela


    COMP. 877, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Morel, Guillermo


    COMP. 1904, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Maida, Marcelo


    COMP. 1940, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Álvarez, Enrique


    COMP. 1977, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Cardozo, Esteban


    COMP. 1982, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Delgado, Palmiro


    COMP. 1984, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Echeverría, Daniel


    COMP. 1985, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Gil, Víctor


    COMP. 1993, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Escoca s/ Ejecutivo


    COMP. 1994, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Acosta, María


    COMP. 1902, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Acosta, María


    COMP. 1905, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Rubeo, María


    COMP. 1909, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Funoll, René


    COMP. 1930, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Suarez Vázquez


    COMP. 1931, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Pozzi, Luis


    COMP. 1936, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Quizas, Víctor


    COMP. 1938, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Stradiot, Sandra


    COMP. 1944, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Pérez Bolson


    COMP. 1948, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Brucellaria, Norberto


    COMP. 1949, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Brassesco, Marcelo


    COMP. 1975, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Bellinato, Martín


    COMP. 1986, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Chernigay, Liliana


    COMP. 1989, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Arocha, Carmen


    COMP. 1990, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, "Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ González, María


    COMP. 1992, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Bertolini, Andrés c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1434, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Bordón, Rodolfo D. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Ministerio de Economía s/ Amparo


    COMP. 1137, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Bustamante, Juan José c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1726, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Medida cautelar autónoma. Cámara nacional de apelaciones. Competencia comercial. 


    Aplicación del criterio del fallo de la causa Comp N° 77, L. XXXV "Rezk, Sergio Rubén cl Ministerio de Economía obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento


    Cancela, Omar c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Medida cautelar autónoma


    COMP. 1721, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Carricaburu, Carlos M. y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Medida cautelar


    COMP. 1188, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Ciao Comunicaciones S.A c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1208, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar”.


    Colegio de Ingeniería de la Provincia de San Luis c/ Estado Nacional s/ Amparo s/ Inhibitoria en artículos 682/02


    COMP. 829, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Comerio Juan José c/ Orígenes Seguro de Retiro S.A. s/ Cumplimiento de contrato


    COMP. 1861, XXXIX, 16 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Conca S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Procesos de conocimiento Ley 25.561


    COMP. 1956, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Coppola, Sergio c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 (Siembra) s/ Amparo


    COMP. 1692, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    De Stefano, Cristián c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1461, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Dibar, María Cecilia y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1737, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    No corresponde la intervención de la Corte toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término, conforme lo dispuesto por el artículo 24 inciso 7° 1285/58 y la reiterada jurisprudencia del máximo tribunal.


    Ermacora, Marcela c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Ordinario


    COMP. 1129, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Fumero, Mariela L. y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 1424, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Causa civil. Ley civil. Competencia civil. Competencia Nacional. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43 primer párrafo del decreto 1285/58, texto según Ley 24.290, y teniendo en cuenta que, de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encontraba regida por leyes de naturaleza civil, la presente causa deberá continuar con su trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    Gallegos, Raúl Servando y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1403, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Gallo Argerich, Fernando c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1537, XXXVII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43 primer párrafo del decreto 1285/58, texto según Ley 24.290, y teniendo en cuenta que, de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encontraba – ab initio- regida por leyes de naturaleza civil, la presente causa deberá continuar con su trámite por ante el Juzgado nacional de Primea Instancia en lo civil N° 66.


    Guerin, Victoria c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1402, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Cámara contencioso administrativa. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    No corresponde la Intervención de la Corte cuando el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término, conforme lo dispuesto por el artículo 24 inciso 7° 1285/58 y la reiterada jurisprudencia del máximo tribunal.


    Ibarra, Ebelia Margarita s/ Amparo


    COMP. 1395, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Aplicación del criterio del fallo de la causa Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Interbands S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1853, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Leal, María Fátima c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 (Nación Seguro de Retiro) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1714, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción  meramente declarativa".


    Macri, Lorena Flavia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1869, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    No existe contienda en la que corresponda intervenir.


    Maito, Juan José y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1444, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Montoya, Jorge Oscar c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 1427, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Nardi, M. Juan c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 1855, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Renta periódica. Incapacidad permanente. Devolución del expediente. 


    Remisión al fallo de la causa: Comp. 1132, L. XXXVIII "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    En en fallo de referencia el Tribunal señaló que no resulta razonable la declaración de incompetencia de aquéllos magistrados fundada en el marco de los preceptos contenidos en el artículo 354, inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, cuando se trata de un conflicto propuesto por un juez en los términos del Decreto-Ley 1285/58, y no de una resolución judicial que hubiera resuelto una excepción previa deducida por las partes, que es el supuesto a que se refiere dicha norma.


    Painevill, Guillermo c/ Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Indemnización accidente de trabajo


    COMP. 1676, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    No corresponde la intervención de la Corte toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término, conforme lo dispuesto por el artículo 24 inciso 7° 1285/58 y la reiterada jurisprudencia del máximo tribunal.


    Prado, Gabriela Susana c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1392, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Redona, M. Jorgelina c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y otro s/ Medidas cautelares


    COMP. 1862, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Retamar, Rita Viviana c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1349, XXXIX, 16 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Riolo, Antonio c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1469, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Saettone, Fernando J. y otro c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 1423, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Inexistencia de contienda de competencia.


    Conforme lo dispuesto por el artículo 24 inciso 7° del Decreto-Ley 1285/58, no existe contienda en la que se deba intervenir, puesto que el conflicto fue dirimido por la alzada del Tribunal que previno.


    Sagasta, Hernán y otro c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1435, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Medidas precautorias. Juez previniente. 


    Corresponde a la Alzada del juez que previno.


    Toda vez que las declaraciones de incompetencia de autos emanan de jueces nacionales de primera instancia, no corresponde a la Corte dirimir la contienda; debiendo remitírselos a la alzada del magistrado que previno a esos fines.


    Sandrin, Luis Segundo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Medida precautoria


    COMP. 1638, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Sesano, Diego Hernán y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 (Principal Life) s/ Amparo


    COMP. 1693, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Sindus S.R.L. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1797, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Sorin, Florencia Paola y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1865, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción contencioso administrativa. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 469, L. XXXVIII, "Gazzia de Sanz, Adriana Edith c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contencioso administrativa".


    Sosa de Romero, Irma Ester c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Demanda contencioso administrativa


    COMP. 910, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43 primer párrafo del decreto 1285/58, texto según ley 24.290, y teniendo en cuenta que, de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte adora se encontraba -ab initio- regida por leyes de naturaleza civil, la presente causa deberá continuar con su trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    Svoboda, Emilio Carlos y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1719, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Tatarin, Mario Omar c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1207, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Times S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1310, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia federal. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    En el sub lite no se presenta una cuestión de competencia que deba la Corte resolver, según el artículo 24, inciso 7° del Decreto-Ley 1285/58, toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término.


    Tiodolini, Liliana Beatríz c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1561, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Transportes Unidos de Quilmes S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1133, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Ventrice, Andrea Fabiana c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y otro s/ Amparo


    COMP. 1707, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Von Bischoffshausen, Loreley Diana Elizabeth y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561- Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1655, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. Competencia nacional. 


    Cuestiónes análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43 primer párrafo del decreto 1285/58, texto según ley 24.290, y teniendo en cuenta que, de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte adora se encontraba -ab initio- regida por leyes de naturaleza civil, la presente causa deberá continuar con su trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    Weland S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1387, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Agüero, Arnaldo Rubén c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 172, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Albores, Manuel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    COMP. 122, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 765, XXXVIII, "Blanco Raúl Rafael c/ Banco del Chubut S.A. s/ Medida autosatisfactiva".


    Antipan, Mirtha Esther c/ Banco Bansud S.A. s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 1163, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 765, XXXVIII, "Blanco Raúl Rafael c/ Banco del Chubut S.A. s/ Medida autosatisfactiva".


    Banco Bansud S.A. s/ Medida cautelar


    COMP. 1142, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente declarativa”.


    Barros, Daniel Arturo c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Medida cautelar


    COMP. 25, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Bartalomey, Mario Cesar c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Amparo


    COMP. 151, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente declarativa”.


    Becerra, Ana Cecilia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 52, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”.


    Bianconi, José Antonio c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Acción de Amparo


    COMP. 1153, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Juicios sumarísimos. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 765, XXXVIII, "Blanco Raúl Rafael c/ Banco del Chubut S.A. s/ Medida autosatisfactiva".


    Bordon, Roque c/ Banco del Chubut s/ Sumarísimo


    COMP. 1219, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 820, L. XXXVIII, "Guerrero Luis c/ Clínica Espora S.A. s/ Cobro crédito laboral".


    Celleri, Claudia Ines c/ Clínica Espora S.A. s/ Accidente de Trabajo


    COMP. 884, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente declarativa”.


    Collasius, Daniel Federico c/ Banco de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 1253, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”.


    D'Orfeo, Juan c/ Banco Credicoop Cooperativo Limitado s/ Amparo


    COMP. 1090, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Mala praxis. Responsabilidad médica. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 494, L. XXII, "Hazrlin de Martín, Liliana c/ Obra Social para el personal de ENTEL s/ Ordinario y Comp. 747, L. XXIV, "Aguirre, Francisco c/ Unión Obrera Metalúrgica y otros s/ Responsabilidad Médica".


    Dramisino, Alicia Mabel c/ Sociedad Italiana de Beneficencia Hospital Italiano y otro s/ Diligencias preliminares


    COMP. 668, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Escuela Manuel Belgrano S.R.L. c/ Banco Sudameris Argentina S.A. s/ Amparo


    COMP. 915, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Fernández, Héctor Manuel c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 66, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Tasa municipal. Distribución por redes de gas natural. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 745, L. XX, "Consorcio de Propietarios Finca Av. Corrientes 745/51 c/ Reiss, Elisa C.E. s/ Cobro de expensas" y Comp. 802, L. XXII, "Consorcio Edificio Casali 'I' c/ Lingentti, Norma B. de s/ Cobro de expensas".


    Fiszman, Jorge c/ Rico Clementicio y otra s/ Cobro Ejecutivo


    COMP. 947, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Incapacidad. Declaración de insania. Curatela. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas”, Fallos: 315: 2963.


    G., P. G. s/ Insania y curatela


    COMP. 1194, XXXVIII, 08 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 765, XXXVIII, "Blanco Raúl Rafael c/ Banco del Chubut S.A. s/ Medida autosatisfactiva".


    Gerosa, Ricardo Luis c/ Banco  Bansud S.A. s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 1145, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 630, XXXVIII, "Goldsztein, Hugo Dario y otros c/ Edenor S.A. y otro s/ Daños y Perjuicios".


    Goldsztein, Hugo Darío y otros c/ Edenor S.A. y otro s/ Medida Cautelar


    COMP. 613, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el  dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Gutiérrez, Oscar Raúl y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570 214/02 s/ Medida cautelar autónoma


    COMP. 139, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Gagliardi, Iván Leonardo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1233, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 


    La corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión. Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.


    Ledezma, Delia c/ Lanin S.A. s/ Ordinario


    COMP. 5, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Hausemer, Martin Alejandro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 163, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa  Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente declarativa”.


    Importadora Europea Isea S.A. c/ Banco Credicoop Cooperativo Limitado s/ Consignación


    COMP. 1100, XXXVIII, 10 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Lagrotteria, Horacio Alberto y otro c/ Banco Hipotecario S.A. s/ Amparo


    COMP. 135, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Levin, Diana c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1198, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. 


    Remisión a los dictámenes de las causas C.1033, XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios" y M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Or. T. Alvarez y otros s/Daños y perjuicios".


    Libares, Marta Norma c/ Metrovias S.A. s/ Daños y Perjuicios


    L. 1820, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente declarativa”.


    Lledo, Tomás Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 86, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Remisión del expediente. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 827, L. XXXVIII, "Díaz Alcides c/ Correo Argentino S.A. s/ Fondo accionario”.


    Orlando López José c/ Correo Argentino S.A. s/ Acción laboral


    COMP. 845, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia 271, XXXVIII, "Jeich Marcelo y Otra c/ Banco Bansud S.A. s/ Amparo"


    Majul, Lucrecia c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Medida Autosatisfactiva


    COMP. 1161, XXXVIII, 07 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Mann, Susana Flora c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 290, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Percal, Verónica Lorena y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional. - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Medida cautelar


    COMP. 991, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”.


    Marco Aguad, Ricardo c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 1089, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar”, y Comp. 342, L. XXXVIII, “Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”, opinionescompartidas por el Tribunal.


    Mombello, Virginia A. y otro c/ Sociedad Militar - Seguros de Vida s/ Sumarísimo


    COMP. 367, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 765, XXXVIII, "Blanco Raúl Rafael c/ Banco del Chubut S.A. s/ Medida autosatisfactiva"


    Montani, Juan Omar c/ Banco del Chubut S.A. s/ Medida Autosatisfactiva


    COMP. 1159, XXXVIII, 07 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar"; y Comp. 637, L. XXXVIII, "Nudel, Cristina Rosa c/P.E.N. ley 25.561 dtos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo ley 16.986", opiniones compartidas por la Corte en su sentencias.


    Spertino, José Santiago c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561


    COMP. 874, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”.


    Murat Blanca Cristina c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 1103, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Muto, Gustavo Héctor c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 88, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Orioli, Juan César c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 57, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”.


    Peña, Nélida Haydee c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 1124, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Responsabilidad extracontractual. Competencia nacional. Competencia civil. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las cuestiones de competencia entre los tribunales de distintas jurisdicciones territoriales, deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento, como único medio razonable de mantener la coexistencia entre las diversas jurisdicciones dentro de una organización federal. En tal contexto, el artículo 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sienta como regla general que la competencia se determinará por la naturaleza de las pretensiones deducidas en la demanda y no por las defensas opuestas por el demandado; tal criterio debe conjugarse con lo dispuesto por el artículo anterior del citado ordenamiento así como por la jurisprudencia de la Corte, en el sentido de que corresponde estar a la exposición de los hechos que el actor haga en la demanda y sólo, secundariamente, en la medida en que se adecúe a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la acción. : El sustento de la acción reposa en una reparación integral por responsabilidad extracontractual derivada de actos ilícitos con fundamento en los articulos 1068, 1069, 1077, 1078, 1082, 1109 Y 1113 del Código Civil, y desde que en ningún momento el accionante encuadra su reclamo en la ley de accidentes de trabajo, ni en eventuales diferencias que pudieran adeudársele con motivo de una indemnización abonada en el marco de la relación de trabajo, dentro del limitado marco cognoscitivo en el que deben resolverse las cuestiones de competencia, la presente demanda debe enmarcarse en el ámbito del derecho civil. En tal sentido, la legislación vigente en materia de distribución de competencia de la justicia nacional, ha establecido de modo claro en el artículo 43, inciso b, del decreto-ley 1285/58, según texto del articulo 1° de la ley 24.290, que resulta competente en acciones de naturaleza como la presente la justicia nacional en lo civil.


    Videla, Dario Antonio c/ Coop. de Electricidad s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 634, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juicios contra el estado. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Bastan NA s/ Acción meramente declarativa".


    Pérez Doglio Walter Eduardo c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 171, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios contra el estado. Economía procesal. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Bastan NA s/ Acción meramente declarativa".


    Pérez Rifourcat, Cristina Beatriz y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 87, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Competencia ordinaria. 


    Remisión a los Fallos: 321:1865; y 322:456.


    Quiroga Sánchez, Roberto c/ Labor Cooperativa de Trabajo Ltda. y otro


    COMP. 1169, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juicios contra el estado. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Rampinini, Jose Andrés c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 979, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente declarativa”.


    Rodríguez, Eduardo Antonio c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Amparo


    COMP. 27, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 765, XXXVIII, "Blanco Raúl Rafael c/ Banco del Chubut S.A. s/ Medida autosatisfactiva".


    Sartori, Miguel Ángel c/ Banco Bansud S.A. s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 1158, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Demanda. Restitución de sumas de dinero. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. SUC Resistencia s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Sittner, Hugo c/ Sociedad Militar seguro de Vida


    COMP. 1029, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Aporte y contribuciones previsionales. Competencia federal. Seguridad social. 


    Conforme lo dispuesto por el artículo 24 de la Ley de Obras Sociales, 23.660 el cobro judicial de los aportes, contribuciones, recargos, intereses y actualizaciones de dichos entes y de las multas establecidas en esa ley se efectuará "por la vía de apremio prevista en el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sirviendo de suficiente título ejecutivo el certificado de deuda expedido por las obras sociales o los funcionarios en que aquéllas hubieran delegado esa facultad". Dicha norma prevé, además, a estos efectos, la competencia de la Justicia Federal de 1° Instancia en lo Civil y Comercial, en todo el territorio de la República, y de la Justicia Federal de la Seguridad Social, en Capital Federal (art. 2°, inciso "f” de la Ley 24.655). De todo lo anterior cabe concluir que, cuando se reclaman aportes y contribuciones supuestamente adeudados por la entidad financiera, el hecho que la parte actora haga uso de la opción que contempla el art. 521 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación no modifica la jurisdicción o competencia asignada por la ley en razón de la materia, la cual prevé para el supuesto de cobro de aportes y contribuciones (en este caso derivados de la ley 19.322) la radicación ante el fuero Federal de la Seguridad Social.


    Superintendencia de Servicios de Salud c/ Banco Frances del Rio de la Plata


    COMP. 689, XXXVIII, 08 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”.


    Tormes, Elsa Norma c/ Banco Provincia de Buenos Aires s/ Acción de amparo


    COMP. 1202, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado. Economía procesal. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Tormicron S.R.L. c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 164, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente declarativa”.


    Vailati, Roberto y otro c/ Estado Nacional c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Medidas Cautelares


    COMP. 49, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente declarativa”.


    Van Haaren, Cristina F. J. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 170, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Abella, María C. y otro s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 660, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Acedo, Lucinda Inés s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 678, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. 


    Cuando las declaraciones de incompetencia emanan de jueces nacionales de primera instancia, no corresponde a la Corte dirimir la contienda, más bien debe remitirse a la alzada del magistrado que previno.


    De Alba, Alejandra Adriana s/ Amparo


    COMP. 1279, XXXIX, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Incidente de acumulación. Notificación. Competencia civil y comercial. 


    Aquí cabe hacer la salvedad del principio de prevención que surge del Art. 189 del CPCC, el cual dispone que la acumulación se hará sobre el expediente en que primero se hubiese notificado la acción.


    Aguerre, Arnoldo Bautista c/ Alesandrello, Cayetano y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 95, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Alonso, Liliana M. s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 611, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen en la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Alonso, Oscar Gabriel y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo


    COMP. 754, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Tribunal de alzada. 


    Toda vez que las declaraciones de incompetencia de autos emanan de jueces nacionales de primera instancia, no corresponde a la Corte dirimir la contienda; debiendo remitírselos a la alzada del magistrado que previno a esos fines.


    Alvarez, Lucrecia c/ Alico compañía de Seguros S.A. s/ Cobro de pesos


    COMP. 768, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Anza, María Laura s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 390, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Arro, Leandro Gonzalo s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 649, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Audinac S.A. y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02  s/ Amparo sobre Ley 25.561


    COMP. 143, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte S


    Balda, Mónica Anabel s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 750, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Barbat, Pablo Javier s/ Recurso amparo s/ Apelación


    COMP. 414, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen en la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Beitone, Luis Blas c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo


    COMP. 770, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte S


    Belcastro, Carmelo s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 427, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto N° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S. A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Beristain, Cristina Alejandra c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 583, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Berkley Internacional Seguros S.A. c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 731, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Bessone, Osvaldo Francisco c/ Banco Francés Sucursal Cipolleti s/ Recurso de amparo s/ Apelación


    COMP. 558, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. 


    Toda vez que las declaraciones de incompetencia de autos emanan de jueces nacionales de primera instancia, no corresponde a la Corte dirimir la contienda; debiendo remitírselos a la alzada del magistrado que previno a esos fines.


    Biagiola, Rodolfo Augusto c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 821, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte S


    Bonacchi, Aida Santina s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 544, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Bonacchi, Aida Santina s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 556, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Bonardo, Luis Eugenio s/ Recurso de amparo s/ Apelación


    COMP. 730, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Bratulich, Ernesto s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 782, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”.


    Bravo, Luisa Zully s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 962, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/Plantea inhibitoria", opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Brondolo, Margarita A. c/ Citibank s/ Amparo


    COMP. 880, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Brunello, Ana María s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 886, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Bukstein, Alejandro Carlos s/ Amparo s/ Apelación inconstitucionalidad


    COMP. 735, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Cabaj, Dora Ester s/ Amparo s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 722, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Cabrera, Marta E. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 522, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Cabrera, Marta E. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 781, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen en la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Calabro, Rodolfo Alberto y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 s/ Amparo


    COMP. 759, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Cambarieri, Raúl Héctor c/ Banco Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 822, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Gómez, Norma Trinidad c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Proceso de conocimiento Ley 25.561


    COMP. 1358, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Cañumir, Elsa Mabel c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 928, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Carbonell, Miriam Edith s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 492, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, Inc. 7° del dec.-ley 1285/58  texto según ley 21708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Carnovale, Pedro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 804, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Casabonne, Eduardo A. s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 665, XXXIX, 02 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Casamiquela, Osvaldo y otra s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 484, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte S


    Casanova, Isaías s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 784, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”.


    Cassino, Atilio Antonio y otra s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 893, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Castelli, Juan Armando y otra s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 666, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Castronovo, Mónica Edtih s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 739, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Castro, Cruz Germán s/ Amparo s/ Apelación - inconstitucionalidad


    COMP. 419, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 342, XXXVIII "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Cataldo, Graciela c/ Banco Credicoop y otro s/ Amparo


    COMP. 434, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Cazayous, María y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 727, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Chironi, Juan Fernando s/  Interpone acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 617, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Cianis, Alejandra C. s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 786, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen en la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Ciotti, Franco Américo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 242, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Título de deuda pública. Seguridad jurídica. Economía procesal. Competencia civil. Competencia provincial. 


    Se debe decir, en primer término, que la presente contienda se debe resolver tomando en cuenta las normas del Código de rito Nacional. Conforme a ello, la Corte tiene reiteradamente dicho que la objeción a la competencia debe tener lugar en las oportunidades legales previstas al efecto, lo que reconoce fundamentos vinculados con los principios de seguridad jurídica y economía procesal.


    Cokljat, Antonio c/ Banco Hipotecario Nacional S.A. s/ Amparo


    COMP. 466, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Juicio sumarísimo. Tribunal de alzada. 


    En el sub lite no se presenta una cuestión de competencia que toque a la Corte resolver, según el artículo 7° del Decreto-Ley 1285/58, toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término.


    Margaroli, Josefina y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 1504, XXXIX, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Colpi, Edelmira s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 775, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Comba Belkis, E. y otro s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 500, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Malpeli, Jorge U. s/ Acción de amparo


    COMP. 788, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Martirena Cabrera, María C. y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1555, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Consorcio de Segundo Grado del Sistema de Riego del Alto Valle de Río Negro s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 723, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Consorcio de Segundo Grado del Sistema de Riego del Alto Valle de Río Negro s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 741, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Cooperativa de provisión de servicios telefónicos  y otros Sierra Colorada s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 669, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Coronel, Laura G. y otro s/ Amparo s/ Apelación inconstitucionalidad


    COMP. 726, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Corral, Miguel José s/  Recurso amparo s/ Apelación


    COMP. 476, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Correa, Guillermo Abel y otro c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 704, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Correa, Julio R. y otra s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 787, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Crespo, Zulma s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 604, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Cunsolo, José c/ Banco Bansud SA s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 410, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Cunsolo, José y otra c/ Banco Patagonia S.A. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 789, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Curolan S. A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 94, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Incapacidad. Juzgado de familia. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa "González Hipolito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).


    D., J. H. s/ Insania s/ Incidente de incompetencia


    COMP. 140, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Maluh, Luis Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 1345, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Daino, Miriam Nora s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 600, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Juez previniente. Tribunal de alzada. Competencia civil y comercial federal. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimirEn atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del decreto - ley 1285/58, texto según ley 21708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Diez, Adriana Cecilia c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02  s/ Amparo


    COMP. 896, XXXIX, 17 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Donadi, Roberto Omar c/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 621, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Dotzel, Zonia G. y otra s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 650, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Entraigas, Olga s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 391, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Entraigas, Gabriel E. s/ Amparo s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 737, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Esperon, Obdulia c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 900, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Esteban, Mario Pablo y otra s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 736, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. 


    Toda vez que las declaraciones de incompetencia de autos emanan de jueces nacionales de primera instancia, no corresponde a la Corte dirimir la contienda; debiendo remitírselos a la alzada del magistrado que previno a esos fines.


    Expreso Lomas S.A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 820, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Shinya, Luis Felipe Javier c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 1533, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Fajardo, Alberto Oscar s/ Amparo s/ Apelación inconstitucionalidad


    COMP. 779, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Stivala, Jorge Ángel c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 990, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Fernández, Oscar R. s/ Acción de amparo s/ Apelación inconstitucionalidad


    COMP. 477, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Fernández, Manuel Adrián y otra s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 797, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Fernández, Oscar R. s/ Acción de amparo s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 740, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Flensbor Toger Wellig y otra s/ Amparo  s/ Apelación


    COMP. 785, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”.


    Foglia, Elida s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 960, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Gadaleta, Ignacio Vicente c/ Banco Francés s/ Recurso de amparo s/ Apelación


    COMP. 559, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Responsabilidad médica. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa “Hazrlin de Martín Liliana c/ Obra Social para el Personal de Entel”.


    G., V. E. y otros c/ Universidad de Buenos y otros s/ Responsabilidad médica


    COMP. 216, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”.


    Garcia Choque, Pablo y Garcia Yanco, Georgia s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 957, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Gaspar, Pablo Ernesto c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561


    COMP. 587, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Gasperoni, Eduardo s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 655, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen en la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Gastaldi de Garcia, Noemi Yolanda c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 834, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”.


    Gauna Kroeger, Carlos A. del R. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 965, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa 1862, XXXVIII, "Meissner, lIda Elsa c/ G.C.B.A. s/ Cobro de pesos", opinión que fue compartida la Corte Suprema.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Editorial Atlántida S.A.  s/ Ejecución fiscal


    COMP. 231, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Geri, Ricardo Marino y otra c/ Banco Bansud S.A. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 389, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    González, Edilia Lily s/ Recurso de amparo s/ Apelación


    COMP. 743, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Grunthal, Evelina Margarita Juana s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 777, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”.


    Gubelin Haeger, Silvia A. s/ Amparo y medida cautelar s/ Apelación


    COMP. 964, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Hadad, Inés S. y otro s/ Amparo s/ Apelación inconstitucionalidad


    COMP. 560, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Hamm, Lilia Ana s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 885, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Heubert, Alejandro Herce y otra s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 416, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Iacovino, Marcelo y otra s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 539, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Iribarne, Juan C. s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 648, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Juez previniente. Tribunal de alzada. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7°  del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Jorge, Alberto Esteban c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02  s/ Amparo


    COMP. 801, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte S


    Karqui, Elizabeth y otro s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 393, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Kitaigorodzki, Mauricio s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 889, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”.


    Laborde, Fernando s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 891, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Lapalma, Miguel Ángel y otras s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 394, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Ledesma, Carlos Luis s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 478, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los fallos: “Rodas Marta c/ Club Atlético Deportivo Italiano”, y 325:154.


    Coppes de Rodríguez, Gloria Estrella c/ Transportes Metropolitanos Belgrano Sur S.A. s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 958, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    León, Alberto Bernabe s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 744, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    León, Guillermo R. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 424, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Declaración de incompetencia. Juez previniente. Tribunal de alzada. 


    Toda vez que las declaraciones de incompetencia de autos emanan de jueces nacionales de primera instancia, no corresponde a la Corte dirimir la contienda; debiendo remitírselos a la alzada del magistrado que previno a esos fines.


    Levy, Isaac Eduardo s/ Amparo


    COMP. 902, XXXIX, 17 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Linares, Marcelo F. s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 663, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria",opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Llano, Marío Ildefonso y Breglia Rodríguez, Elsa E. c/ Bansud S.A. s/ Amparo


    COMP. 751, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    López, Ana E. y otro s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 392, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Loson, Néstor E. s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 623, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Lutz, Alejandro Luis c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo y otros s/ Amparo


    COMP. 702, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Acción civil por accidente de trabajo. Competencia civil. 


    En el sub lite, la acción reposa vertebralmente en una reparación integral por responsabilidad extracontractual derivada de actos ilícitos con fundamento en los artículos 1068, 1069, 1077, 1082, 1109 y 1113 del Código Civil. Ello es así por cuanto el accionante pretende encuadrar su reclamo en el marco de las previsiones contenidas en el artículo 39, Inciso 4°.  En este caso en ningún momento el accionante encuadra su reclamo en la ley de accidente de trabajo, ni en eventuales diferencias que pudieran adeudársele con motivo de una indemnización abonada en el marco de una relación laboral, dentro del limitado marco cognoscitivo en el que deben resolverse las cuestiones de competencia.


    Frutos, Alicia Haydée c/ Finecor S.A. s/ Accidente - Acción Civil


    COMP. 1107, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Incidente de competencia. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° 127, L. XXXVI, “Alonso, Jorge s/ Curatela”, Fallos: 323: 1532.


    M., Jorge Zacarias s/ Incidente de competencia


    COMP. 548, XXXVIII, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Mares, Mabel s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 783, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. 


    Toda vez que las declaraciones de incompetencia de autos emanan de jueces nacionales de primera instancia, no corresponde a la Corte dirimir la contienda; debiendo remitírselos a la alzada del magistrado que previno a esos fines.


    Martínez, Alberto Daniel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 753, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Marucci, Mirtha E. y otro s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 425, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”.


    Marzal, Daniel Pablo s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 746, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Marzialetti, Clementina s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 387, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Mattaini, Carina y otro s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 428, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Mayoral, Omar Anibal y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional  s/ Amparo


    COMP. 762, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto N° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S. A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Mazacamp S.A.I.C. c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo


    COMP. 641, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto N° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S. A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    La Corte ha sostenido que cuando una causa se encuentra con apelación consentido ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponde seguir entendiendo en el proceso.


    Mazza, Claudio Marcelo y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 680, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”.


    Mazza, Leticia Noemi s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 963, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Mac Kinlay, Guillermo D. y otra s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 725, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa D. 181, L.XXXVIII, Originario "Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo", y a los fallos de las causas Comp. 418, XXXVIII. "Pizzi, Marcelo Daniel c/ Ministerio deSalud de la Nación y otros s/ Amparo" y Comp. 357, XXXVIII, "Ortiz, Ana María c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo”.


    Mendoza, Anibal c/ Estado Nacional s/ Amparo


    M. 804, XXXIX, 05 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cámara de apelaciones. Competencia civil. 


    Se produjo un conflicto de competencia que fue dirimido por la Alzada del Tribunal que previno, conforme lo dispuesto por el art. 24 Inc. 7°  del Decreto–Ley 1285/58 por lo que a la fecha, no existe contienda en la que se deba intervenir.


    Mietta, Juan Rafael c/ Poder Ejecutivo Nacional – Ley 25.561 – Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo  Ley 16.986


    COMP. 629, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Milczakowskyj. Olga s/ Recurso de amparo s/ Apelación


    COMP. 749, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Minichelli, Marcelo Luis y otra c/ Banco Bansud S.A. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 413, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”.


    Missiti, Zulema Belta y otro c/ Banco Patagonia S.A. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 790, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Recurso de apelación pendiente de resolución.


    La Corte tiene dicho que en aquellos casos donde una causa se encuentra con apelación concedida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes; sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.  El Tribunal también tiene prevista en sus precedentes que el fuero de atracción sólo podría operar después de la intervención del tribunal de alzada; oportunidad en que correspondería emitir el juicio al tribunal del concurso.


    Monsalva, José Humberto c/ Modart S.A.C.F.I. s/ Cobro de pesos - recurso de queja


    COMP. 1193, XXXVIII, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Morón, Liliana Esther s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 887, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec- ley 1285/58, texto según ley 21708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Morro Pou, Bernardino c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 805, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Motti, Ernesto Antonio s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 475, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Mourazos, Luis Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 - 214/02 s/ Amparo


    COMP. 761, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Acumulación de procesos. Competencia nacional. 


    La Corte tiene dicho que la acumulación debe cumplir, para ser procedente, con los supuestos previstos en los Arts. 188 y 190 del CPCC, los cuales señalan que se ordenará en cualquier etapa del proceso, hasta quedar en estado de sentencia dejando a salvo el hecho de que procederá siempre que fuere admisible con arreglo a lo dispuesto por el Art. 188 Inc. 4° del Código ritual, esto es que el estado de las causas lo permita en cuanto a su sustanciación conjunto sin producir demora perjudicial e injustificada en el trámite del o de los que estuvieren más avanzados.  Es opinión de este Ministerio Público que la eventual demora en el trámite de las causas radicada en jurisdicción nacional (Art. 188 inc. 4 del Código Procesal de la Nación), pierde relevancia frente a la necesidad de evitar el peligro del dictado de pronunciamientos contradictorios en juicios de identidad de hecho título y causa, es por ello que corresponde al magistrado nacional entender la causa.


    Malacisa, Hilario D. c/ Silva, Luis Alberto y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1026, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Muniagurria, Carlos s/ Amparo s/ Apelación s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 748, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Muñoz, Néstor s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 675, XXXIX, 02 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Nebiolo, Miguel Ángel s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 654, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Nuciari, Daniel Alberto c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 870, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Oliva de Vona, Nélida s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 738, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Derecho aeronáutico. Competencia civil y comercial federal. 


    En el estado actual del proceso y sin perjuicio de la situación que sobrevenga cuando se integre definitivamente la Litis se advierte que de la demanda surge que sólo se dirige a obtener una sentencia declarativa de derecho para que se intime a la concursada a adecuar su funcionamiento interno societario a lo establecido por el artículo 99 inc. 4 del Código Aeronáutico.  La demanda no contiene ninguna pretensión económica y por lo tanto carece del contenido patrimonial que exige la ley, ya que no concierne, en lo inmediato, a un reclamo creditorio, por lo que no se justifica la radicación de estas actuaciones ante el tribunal del concurso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 21, inciso 1°, de la ley 24.522.


    Rizzi, Luis Alejandro c/ Aerolíneas Argentinas S.A. y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 682, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Otero, Nélida E. c/ Banco Francés s/ Amparo


    COMP. 608, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Ouet, Hugo J. y otra s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 614, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen en la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Ouzande, Nélida c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 705, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Oviedo, Héctor s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 602, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Palma, Hugo Jorge c/ Banco Bansud S.A. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 776, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Paradiso, Eduardo Rafael s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 774, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”.


    Pardo, Susana del Carmen y otros s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 961, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Passoni, Emilia Antonia c/ Banco Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 899, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Pavicevich, Emilia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Medidas cautelares


    COMP. 145, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Peralta, Zulema L. s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 742, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Pérez Blas, Nicanor y Hube, Elisa s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 888, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte S


    Pérez Casal, Horacio y otra s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 673, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Perosa, Rosa Electra s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 401, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec- ley 1.285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Perrotti de Urricelqui, Marta Zulema c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 806, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Petto, Elena Susana s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 677, XXXIX, 02 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Pieroni, Carlos Luis s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 734, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Pintos, Luis María s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 780, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Pope, Hugo s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 773, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte S


    Quiles, Cristina s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 470, XXXIX, 02 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Ranucci, Nora Ida c/ Banco Patagonia S.A. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 662, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Rapp de Garcia, Silvia y otro s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 597, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Rayeb, María Cristina s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 658, XXXIX, 02 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto N° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S. A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Riesgo, Gustavo Ángel y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 637, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. 


    Toda vez que las declaraciones de incompetencia de autos emanan de jueces nacionales de primera instancia, no corresponde a la Corte dirimir la contienda; debiendo remitírselos a la alzada del magistrado que previno a esos fines.


    Rizzo, Juan José c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 718, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Roche, Oscar Edgardo y otros s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 733, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Rodríguez, Sergio Gustavo s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 653, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa D. 181, L.XXXVIII, Originario "Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo", y a los fallos de las causas comp. 357, XXXVIII, “Ortiz, Ana María c/Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo”; Comp. 418, XXXVIII, "Pizzi, Marcelo Daniel c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo"; Comp. 685, XXXVIII, “Díaz, Brigida c/ Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación y otro s/ Amparo”; Comp. 751, XXXVIII, Galarza, Florinda c/ Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación y otro s/ Amparo”.


    Rogers, Silvia Elena c/ Buenos Aires, Provincia de y otros (Estado Nacional) s/ Acción de amparo


    R. 671, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Romero, Laura Gisela s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 671, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Ronconi, Gloria y otra s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 493, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Sambueza, Susana del Carmen s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 890, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Sánchez Rodríguez, Hermógenes s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 418, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Juez previniente. Tribunal de alzada. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Saraelal S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 796, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Scagnolari, Liliana y otro s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 375, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Serra, Fernando P. s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 651, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen en la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Soria, Stella Maris c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 212, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Sosa, María Alejandra y otro c/ Banco Bansud S.A. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 411, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Sparacino, Fabián Emilio s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 523, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Stupniki, Miguel R. s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 530, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto N° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S. A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Suárez, Carlos Alberto c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 643, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto N° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S. A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Sueño Fueguino S.A. c/ Scotiabank Quilmes S.A. s/ Medida cautelar


    COMP. 833, XXXIX, 17 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Tassara, Jorge A. s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 371, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Tignanelli, Juan Carlos s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 533, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Tosar, María c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 699, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Tourn, Rubén Darío s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 372, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Travesino, Roberto Oscar s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 547, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Tripailao, Gabriela Soledad s/ Recurso de amparo s/ Apelación


    COMP. 724, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen en la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Tropiano, Ricardo Norberto c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo


    COMP. 772, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Apell, Osvaldo Heino c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Jackson National Life - J Berkley - Berkley s/ Medida Cautelar


    COMP. 1249, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Uriarte, Alberto Rubén s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 538, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto N° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S. A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Vaitech International S.R.L. c/ Estado Nacional s/ Medidas cautelares


    COMP. 357, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen en la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Valicenti, Josefina c/ Ley - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 867, XXXIX, 17 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Vecchi, María Ester y otro s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 778, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte S


    Verdinelli, Rubén y otra s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 647, XXXIX, 02 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Vergara, Elizabeth Norma y otro s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 745, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Viotti, Armando D. y Gerarduzzi, Alejandra s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 672, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX. “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Martínez, Nélida B. y otro s/ Demanda ejecutiva


    COMP. 843, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Tribunal de alzada. 


    Toda vez que las declaraciones de incompetencia de autos emanan de jueces nacionales de primera instancia, no corresponde a la Corte dirimir la contienda; debiendo remitírselos a la alzada del magistrado que previno a esos fines.


    Virdo, Analia Claudia c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 717, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX. “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco Nación c/ Díaz Patrao, Amelia y otro s/ Demanda ejecutiva


    COMP. 844, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX. “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Zalazar, Adrián y otro s/ Demanda ejecutiva


    COMP. 848, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte S


    Vita, Susana Rosalia s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 374, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX. “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ González, Luis María y otro s/ Demanda ejecutiva


    COMP. 849, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte S


    Volponi, Amelia s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 652, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX. “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Giammugnani, Claudia y otro s/ Ejecutivo


    COMP. 850, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Witkin, Héctor Sergio s/ Promueve acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 668, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX. “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Saucedo, Omar y otro s/ Demanda ejecutiva


    COMP. 852, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX. “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco Nación c/ Pacheco, Mario y otro s/ Demanda ejecutiva


    COMP. 853, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Zaragoza, Adrián y otra s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 370, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte S


    Zaragoza, Adrián Eduardo y otra c/ Banco Bansud S.A. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 894, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX. “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Lombardi, Carlos y otro s/ Demanda Ejecutiva


    COMP. 854, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Zeni, Carlos Antonio s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 386, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX. “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Sosa, Gladys E. y otro s/ Demanda ejecutiva


    COMP. 855, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Zuljevich, Griselda y otro s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 661, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX. “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Dei Cas, Jorge y otro s/ Ejecutivo


    COMP. 856, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX. “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Agüero Díaz, Jorge L. y otro s/ Ejecutivo


    COMP. 859, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX. “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Suárez, Miguel y otro s/ Demanda ejecutiva


    COMP. 860, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX. “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Albarce, Graciela y otro s/ Ejecutivo


    COMP. 861, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX. “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Molina, Daniel y otro s/ Demanda ejecutiva


    COMP. 862, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX. “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Esquivel, Jose Alberto y otro s/ Demanda ejecutiva


    COMP. 864, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX. “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Trejo, Stella Maris y otro s/ Demanda Ejecutiva


    COMP. 865, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Basso, Horacio Alejandro y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1204, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto N° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S. A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Bautec S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1077, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto N° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S. A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43 primer párrafo del decreto 1285/58, texto según ley 24.290, y de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encontraba regida por leyes de naturaleza civil.


    Cortiña, Leonardo Gabriel c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1120, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Juez previniente. Tribunal de alzada. 


    En atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Feigelman, David y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 795, XXXIX, 17 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen en la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Murana Vicente y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 206, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al supuesto N° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S. A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Sólo la Corte está facultada para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces que resultan verdaderamente competentes, aún cuando no hubiesen sido parte en la contienda.


    Egitto, Juan Antonio y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 (Citi Hipotecario) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1158, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen en la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43 primer párrafo del decreto 1285/58, texto según ley 24.290, y teniendo en cuenta que, de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encontraba -ab initio- regida por leyes de naturaleza civil.


    Lecherbauer, Jorge Alfredo y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1198, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen en la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    En razón del artículo 43 del decreto 1285/58, texto según ley 23.637, y de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encontraba regida por leyes de naturaleza civil.


    Muscio, Rosa Angela c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1168, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Obligación principal. Competencia laboral. 


    La Corte tiene dicho que el pedido de concesión del beneficio de litigar sin gastos, a raíz de la interposición de un recurso de queja por apelación extraordinaria denegada, no puede ser radicado ni sustanciado ante el Tribunal Superior, pues importa un procedimiento de índole ajena a su competencia y propia de los jueces de la causa que debe someterse al juez del proceso principal.


    Navarro, Héctor Jorge c/ Fisco Nacional s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COMP. 802, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Medidas Cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Olega S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 (BBVA) s/ Medida Cautelar (Autonoma)


    COMP. 1177, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar”.


    Sanmarti, Esteban y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1065, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto N° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S. A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Silva, Ricardo Alejandro y otro c/ Citibank NA y otro s/ Amparo


    COMP. 1152, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto N° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S. A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Subiza, Mario Eduardo Ezequiel c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1131, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Aciar, Estela F. y otro s/ Amparo s/ Apelación – Inconstitucionalidad


    COMP. 521, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Aguirrezabala, Enrique Julio c/ Banco Patagonia S.A. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 610, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Aiello, Verónica Beatríz c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1136, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/acción de amparo".


    Alberto, Alfredo José y otra c/ Banco Bansud S.A. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 417, XXXIX, 07 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Alé, José Antonio s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 474, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Alejandro, Pedro R. y otro s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 400, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Alfaro, Julio Alberto s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 499, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Alonso, Elba Susana s/ Recurso de amparo s/ Apelación


    COMP. 543, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestiones análogas al supuesto n° 3 del dictamen de la causa S.C. Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Almada Egle, Ana c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 166, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Alonso Castiñeira, Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 339, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Alonso, Graciela Sivia c/ Citibank NA s/ Sumarísimo


    COMP. 82, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Alonso Castiñeira, Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 200, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Alonso, Mirta Haydee y otros s/ Recurso de amparo s/ Apelación


    COMP. 524, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Alonso, Valeria c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otro s/ Amparo


    COMP. 349, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Amiano S.R.L. c/ Banco Bisel S.A. s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 487, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Antón, José Francisco de Javier s/ Acción de amparo


    COMP. 467, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Antu Hue S.A. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 550, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Archanco, José s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 422, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Arizcuren, Alejandro Abel y otros s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 622, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Azcurra, Rodolfo Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 188, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Beccar Exclusivo c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 243, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Competencia 1862, XXXVII "Meissner, Ilda EIsa c/ G.C.B.A. s/ cobro de pesos” opinión que fue compartida por la Corte en su sentencia del 10 de octubre de 2002.


    Bendersky, Gustavo Horacio c/ Instituto Municipal de Obra Social (IMOS) s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 251, XXXVIII, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Berakha, Rafael c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 173, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al supuesto n° 2 del  dictamen en la causa S.C. Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Bernhardt de Meyer, Liliana Cristina c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 238, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"


    Berntz, Ángel Gustavo c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 263, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Blanco, Verónica Mariel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 691, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Blustein, Débora Ruth c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 574, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Boj Asquini, Maria del Carmen s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 520, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Boornell Company S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 244, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Bucci, Cosma s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 618, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Bugiolacchio, Pedro s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 603, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Bukstein, Alejandro Carlos s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 552, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Cabrera, Edith s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 542, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Caccamo, Mario S. s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 616, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Caivano, Omar Alfredo c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 703, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Calderón, Gustavo Hipólito c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 317, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Campodónico, Liliana Andrea c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 286, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Pago por consignación. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa S.C. Comp. 643; L. XXXVIII "Pérez Mariano Emilio c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo".


    Campodónico, Mario Alberto y Galizia de Campodónico, Patricia Adriana c/ Banco de Corrientes S.A. s/ Pago por consignación


    COMP. 115, XXXIX, 19 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Cañibano, Pablo c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía s/ Amparo


    COMP. 1134, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Capozzuca, Jorge Aníbal c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 701, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Carrasco Palmer, Constanza c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 706, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Carrera, Edith y otra s/ Amparo s/ Apelación - inconstitucionalidad


    COMP. 403, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Carro, Carlos Agustín y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 355, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Carzino, Guillermo A. y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 382, XXXIX, 19 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Caversazzi, Carlos Alberto c/ Banco Francés del Río de la Plata S.A. s/ Amparo


    COMP. 192, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Chiandoni, Marina c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 358, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Cinto, Ernesto Roque c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1146, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Cogningni, Jorge Hugo y otro c/ Banco Patagonia S.A. y otro s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 728, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    La Corte ha sostenido que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponde seguir entendiendo en el proceso.


    Colom, Julio César y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 148, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Castro, Eduardo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 281, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Conti, Nelly Susana s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 528, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Cooperativa de Provision Coprosur c/ Banco Provincia de Buenos Aires (Sucursal Tornquist) s/ Amparo


    COMP. 153, XXXIX, 07 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Corribolo, Aldo c/ Banco Patagonia S.A. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 551, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Entidades financieras. Competencia comercial. 


    Conforme lo dispone el artículo 5° apartado 1° del Código Civil y Comercial de la Nación la competencia debe determinarse, atendiendo a la naturaleza de las pretensiones invocadas por el actor en su demanda, y en orden a ello debe tenerse especialmente en cuenta que los accionantes reclaman la indemnización de daños y perjuicios generados por la actividad de una entidad financiera relativa a la apertura y control de una cuenta corriente bancaria, acto inherente a la actividad propia de la entidad demandada y de indudable naturaleza comercial. Por otra parte, más allá de la invocación efectuada por la actora de las normas de derecho civil para fundar la acción de daños y perjuicios y de la comisión de actos ilícitos que se imputa a la demandada (único motivo por el cual se pretende asignar la causa a la justicia civil, con remisión a lo dispuesto en el artículo 43 del decreto-Ley 1285/58, texto según ley 24.290 artículo 1°) cabe recordar que tal norma debe relacionarse con el principio general contenido en el apartado 1° que se refiere a las leyes civiles.


    Cottiz, Pedro y otros c/ HSBC Bank Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 411, XXXVIII, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Juicio sumarísimo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Crespo, Marta Beatríz c/ Banco Patagonia S.A. s/ Sumarísimo


    COMP. 353, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Crespo, Marta Beatríz s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 555, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Curolan S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 100, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    De La Pina, María Eugenia c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 176, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Degano de Chiesa, Ana Luisa y otro c/ Sociedad Militar Seguro de Vida s/ Amparo


    COMP. 380, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Deli, Silvia Angélica c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 77, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Juicio sumarísimo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Di Center S.A. c/ Banco HSBC Bank Argentina S.A. s/ Sumarísimo


    COMP. 443, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Di Laudadioi, Sergio Alejandro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1141, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Domínguez, Federico Guillermo c/ Poder Ejecutivo Nacional – Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02  s/ Proceso de conocimiento – Ley 25.561


    COMP. 201, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Dumas, Elena y otra s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 615, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Elibo S.A. y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 454, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Elibo S.A. y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1185, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Embalpack c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 275, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Esponda, Héctor y O. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 613, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Expreso Lomas S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 234, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Expreso Lomas S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1139, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Falappa, Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 430, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Fassino, Emiliano y otro s/ Amparo


    COMP. 351, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Favoto, Oscar Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 447, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Fernández, Alberto Marcelino c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 445, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Fernández, Annette Gesina c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1215, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Fernández, Pedro y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561- Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 266, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Ferreyra, Luis Nicolás A. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 526, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Financiera Cregan S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y otros s/ Amparo


    COMP. 1093, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Financiera Cregan Sociedad Anónima c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decreto 1570 s/ Amparo


    COMP. 1213, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Francioni, José Raúl s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 473, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Francioni, Mario A. s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 612, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Fridkin, Daniel s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 490, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Fundación Jean Piaget Desarrollo Educación y C. Nordeste c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 102, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Gaitán, María Carolina s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 395, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Gallart Bove, Antonio c/ Estado Nacional y otro


    COMP. 121, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juez previniente. 


    Toda vez que las declaraciones de incompetencia de autos emanan de jueces nacionales de primera instancia, no corresponde a la Corte dirimir la contienda.


    García de Rivas, Alicia Norma s/ Amparo


    COMP. 692, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    García, Elsa Cristina c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 214/02 y 1570/01 s/ Amparo


    COMP. 103, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    García, Silvia y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional  Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 261, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Garnica, Mercedes s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 562, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Obras sociales. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas 315: 2292; Comp. N° 138, L. XXIV, "Talarico, Manuela c/ Clínica Privada Banfield y otro s/ Responsabilidad médica" y 320: 1328.


    Garrafa, Norma Beatríz c/ Obra social de Conductores de camiones y personal del transporte automotor de cargas s/ Laboral


    COMP. 58, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Geri, Ricardo Marino s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 481, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Geri, Ricardo Marino s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 489, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Homologación del acuerdo laboral. Competencia laboral. 


    Atañe esencialmente a los jueces del tribunal del trabajo pronunciarse en orden a los asuntos de derecho laboral común e interpretar los alcances de los acuerdos homologados ante su sede, sin que obste a ello la presencia de eventuales ítems de derecho federal que, en caso de disconformidad interpretativa, podrán ser objeto de revisión por la vía del Artículo 14 de la Ley n° 48.


    Gerosa, Juan C. y Roux Ocefa S.A. s/ Homologación


    COMP. 973, XXXVIII, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Gerstein, Jorge Daniel c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1133, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Gesell, Santiago Matías c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 340, XXXIX, 18 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Giner, César Mario c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 352, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia comercial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Gobet, Norma Mabel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 289, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Juez previniente. Tribunal de alzada. 


    Toda vez que las declaraciones de incompetencia emanan de jueces nacionales de primera instancia, no corresponde a la Corte dirimir la contienda; debiendo remitírselos a la alzada del magistrado que previno a esos fines.


    Gómez, Aurora Teresa c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 695, XXXIX, 19 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Gómez de Alasino, Irma A. y Alasino, Elsa Noemi s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 601, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    González, Marcela Claudia s/ Recurso de amparo s/ Apelación


    COMP. 729, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    La Corte ha sostenido que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponde seguir entendiendo en el proceso.


    González, Olga Inés c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 228, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Guaraieb, Adriana c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 214, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Guerrero de Castro, Agustina Elisa c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 279, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Guidi, Clorinda Susana s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 667, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Herrero, Mónica y otro c/ Banco Bansud S.A. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 369, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Idiart, Dardo Agustín y otra s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 496, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/acción de amparo".


    Iribarne, Julio H. s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 469, XXXIX, 07 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Iribarne, Julio s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 540, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Jacobs, Luisa Josefa c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 152, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Jalabert, Marisa Lidia y Buckland, Alejandro s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 405, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Jalabert, Marisa Lidia y otro s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 468, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/acción de amparo".


    Joannas, Mirta Sara y otro s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 409, XXXIX, 07 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Joison, José y otra s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 599, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Jospe, Elizabeth Karen y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1138, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Kahane, Patricia Ruth s/ Banco Hipotecario Nacional S.A. s/ Amparo


    COMP. 147, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    La Corte ha sostenido que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponde seguir entendiendo en el proceso.


    Kaploean Arguello, Mirna Isabel y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional – Ley 25.561- Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 488, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Karqui, Elizabeth y otro s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 596, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Kulkin, Alejandro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo - Ministerio de Economía s/ Amparo


    COMP. 1135, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Kussrow, Juan Alberto y otro s/ Amparo


    COMP. 165, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Lapsenson, Frida Raquel s/ Amparo


    COMP. 1160, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Larrea Amoros, Gonzalo Matías y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 586, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Lattes, Alfredo y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1065, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Lazzaro, Oscar Antonio y otro c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 208, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    León de Rousiot, Nilda Esther s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 397, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    León, Miguel Ángel s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 619, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Leoni Olivera, Carlos Eduardo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 191, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Levy, Marcelo David c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 449, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Lew Fanny c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 90, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia civil. 


    Más allá de que el Tribunal de Alzada de los magistrados intervinientes, a la que se elevó la presente causa para que dirima la contienda, carezca de las facultades propias de la Corte para atribuir el conocimiento a un tercer magistrado ajeno al conflicto jurisdiccional, razones de economía y celeridad procesal, como así también, a fin de evitar una posible privación de justicia, toma aconsejable que la Corte, deba avocarse a dirimir la cuestión de competencia aquí traída a debate. En tal concepto y dada la naturaleza de la presente demanda, se opina,  que no se configura en el caso ninguno de los supuestos contemplados por las Leyes N° 18.345, N° 24.463, N° 24.655 y Artículos 43 bis del Decreto-Ley 1285/58 y 8 del Código de Comercio que atribuyen competencia a la justicia del trabajo, seguridad social y comercial, respectivamente. En tal orden de ideas y toda vez que no surge con claridad qué juez tiene competencia para decidir en la presente acción, al estar ésta basada, centralmente, en el cobro de sumas de dinero, puede -integrarse en a las previsiones contempladas el Artículo 43, primer párrafo, del Decreto- Ley 1285/58, que atribuye a la justicia nacional en lo civil competencia genérica y residual para conocer en casos de tal índole.


    Liberty A.R.T. S.A. c/ Sanatorio Argentino S.A. s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1031, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Licera, Ovidio Roberto y otra s/ Acción de amparo  s/ Apelación


    COMP. 494, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Curatela. Competencia provincial. 


    Respecto de la materia en debate cabe recordar, en primer lugar, que la Corte tiene reiteradamente dicho que la intervención del fuero federal en provincia es de excepción, es decir que se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. También se recuerda, en segundo lugar, que la Corte sostuvo que la curatela del penado reviste en principio carácter tuitivo y se trata de una incapacidad restringida de hecho, regida por el derecho civil -común-cuyo objeto es evitar perjuicios en los bienes del condenado. En condiciones tales, toda vez que la materia y el objeto del presente proceso no se vincula con cuestiones federales cabe descartar la intervención de esa justicia especial en este proceso, conclusión que no se modifica por el hecho que la causa penal haya tramitado ante ella, desde que ambos juicios resultan autónomos y su único vínculo eventual será la conclusión de la curatela cuando termine la condena aspecto, que no logra desvirtuar lo expuesto.


    L., Luis Alberto s/ Curatela


    COMP. 512, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    López Meyer, César B. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 498, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Mac Daniel, Horacio y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 78, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    La Corte ha sostenido que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponde seguir entendiendo en el proceso.


    Mac Daniel, Horacio c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 79, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Sucesiones. Acumulación de procesos. 


    La Corte admitió la acumulación de distintas sucesiones, cuando se trata de la misma masa hereditaria, existe identidad de herederos y no se realizó la partición, condiciones que sumadas a razones de economía procesal, convalidan que continúe entendiendo en un proceso sucesorio un juez que no es el correspondiente al último domicilio del causante. Esta excepción debe interpretarse, por sus mismas características singulares con criterio restrictivo y haciendo mérito en cada caso, de las circunstancias particulares que la tornan aplicable.


    Madaj, Olga Angélica s/ Sucesión ab-intestato


    COMP. 997, XXXVIII, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Mansilla, Rubén Antonio c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 162, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Manso, Uriel Carlos y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 316, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Margens S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 149, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Margiotta, Víctor y otra s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 485, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Martín, David Ian c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 1027, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Martini, Federico Damián y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 213, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Mazzioti, Laura Betina s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 620, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Juicio sumarísimo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Mazzittelli, Patricia c/ Banco de Galicia y Buenos Aires s/ Sumarísimo


    COMP. 81, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Mc Call, Guillermo Juan c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 220, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Medina, Carlos Oscar y otra  s/ Amparo  s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 399, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    AFIP. Asociaciones sindicales. Acto administrativo. Competencia laboral. 


    Por tratarse el cuestionamiento de un acto administrativo, el criterio para determinar la atribución de competencia debe ser referido al encuadramiento normativo que presumiblemente tenga influencia decisiva para la solución del litigio, extremo que, como ocurre en la causa sub examine, aparece fuertemente comprometido en cuestiones directa y básicamente vinculadas con aspectos colectivos del derecho del trabajo en el marco del Artículo 20 y 21, inciso a), de la Ley 18.345.


    Méndez y Petrillo S.R.L. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos


    COMP. 528, XXXVIII, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa "Roja, Claudia Luján c/ Línea 213 S.A. de Transporte y otro s/ Daños" fallada por la Corte el 12 de diciembre de 2002.


    Mendoza, David y otros c/ Frigorífico Ríoplatense


    COMP. 46, XXXIX, 07 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa.


    Merenzón, Alberto Saúl c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 181, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Merodo, Rubén José s/ Recurso de amparo s/ Apelación


    COMP. 534, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Minoli, Juan Ernesto y otro c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 144, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Mistorni, Juan Diego s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 491, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Molina, Vilma I. y otro s/ Amparo s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 404, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Montes, Juan René c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 131, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa: S.C. Comp. 643; L. XXXVIII "Pérez Mariano Emilio c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo".


    Montesanto, María Antonia c/ Banco Boston s/ Amparo


    COMP. 354, XXXIX, 27 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Morales, Raúl Héctor y Aguirre, Eva Argentina s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 598, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Moresco, Carmen Herminia y otro s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 609, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Morro Pou, Bernardino c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 197, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Mucciarone, Enrique c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 207, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Muñoz, Javier s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 525, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Muñoz, María Teresa y otro s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 554, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Mussini, José Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 160, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Nahmod, Amelia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 209, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Nardín, Jorge Mariano c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1143, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia comercial. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Naveiro, Luis c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 698, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Nievas, Analí Andrea s/ Amparo s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 557, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Nolting, Juan Teodoro y otra c/ Banco Francés s/ Medida autosatisfactiva s/ Apelación


    COMP. 545, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa S.C. Comp. 387, l. XXXIV "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento", con remisión a los fundamentos del dictamen del Procurador General de la Nación.


    Nuccetelli Gustavo Alberto y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y servicios Públicos PPP y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 53, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Ocejo, Ricardo Cipriano c/ Banco Bansud S.A. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 396, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Ochoa, María Luisa c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 150, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Medidad cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Olivera, Lilia Dora c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Medida cautelar autónoma


    COMP. 141, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Ose, Viviana Alejandra s/ Recurso de amparo s/ Apelación


    COMP. 536, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Paniagua Molina, Liliana c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 133, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Quiebra. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    El artículo 101 de la Ley 24.522 dispone que en caso de incompetencia la causa debe ser remitida al juzgado pertinente. Del texto de dicha norma, no surge distinción  alguna en cuanto a que el envío del expediente sólo corresponda dentro de la misma jurisdicción y no a otra distinta de la originaria, por lo que el trámite del presente deberá continuar normalmente por ante el tribunal a quien compete territorialmente. Es criterio de la Corte que la competencia por razón del lugar del juez a quien corresponda entender en el trámite universal conforme al domicilio del presunto fallido es de orden público e improrrogable por el tribunal que debe entender en ella.


    Parada Rioseco, Cecilia Marcela s/ Quiebra


    COMP. 551, XXXVIII, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/acción de amparo".


    Paradiso, Silvana s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 398, XXXIX, 07 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Percivaldi, Hugo Daniel c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 177, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Pérez Cabral, Jorge s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 495, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Pfefferman, Rubén Julio c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 175, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Piccioni, Ruth Alejandra María c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 92, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Piccolo, Filomena s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 497, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimientos. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la  causa S.C. Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Piersanti, Gustavo Osvaldo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional – Ley 25.561 decretos1570/01 y 214/02  s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1210, XXXVIII, 07 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Pilovich, María Susana s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 368, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/acción de amparo".


    Pilovich, María Susana s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 546, XXXIX, 07 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/acción de amparo".


    Piñero, Francisco y otra s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 420, XXXIX, 07 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Piñeiro, Luis Héctor c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 482, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Sucesión ab- intestato. Prescripción adquisitiva. Fuero de atracción. Competencia civil. 


    Tiene dicho la Corte que si la acción se dirige contra coherederos y vincula a bienes al proceso sucesorio que pueden incidir en el cálculo de la legítima y su entrega, la cuestión puede considerarse como concerniente a bienes hereditarios y consecuentemente comprendida en el fuero de atracción previsto por el artículo 3284 inciso 1° del Código Civil.


    Pini de Vázquez, Délia S. s/ Sucesión ab intestato


    COMP. 857, XXXVIII, 19 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Pisani, Ada s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 479, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Pitchon, Adriana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 214/02 y 1570/01 s/ Amparo


    COMP. 381, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Prada Fernández, Manuel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 104, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Priano, Oscar Juan y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 591, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Ramírez, Gabriel Mario s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 605, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Ranucci, Nora Ida c/ Banco Bansud S.A. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 376, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Acreedor laboral. Fuero de atracción. Juez del concurso. 


    Resulta de aplicación a la situación dada en la especie, lo normado por el artículo 32 de la Ley 24.522 que establece que todos los acreedores por causa o título anterior a la presentación del concurso deben formular al síndico el pedido de verificación o reconocimiento de sus créditos.


    Reinoso, Ana c/ Skuy S.A. s/ Ordinario


    COMP. 939, XXXVIII, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Resmacon S.R.L. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 187, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Respic, Jorge Andrés c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 159, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Rial, María de los Angeles s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 480, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Rial, María Elisa s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 531, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Ridella, María Alejandra c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otros s/ Amparo


    COMP. 337, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Riestra, Dora María del Carmen y Crivelli, Ernesto Santino s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 537, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/acción de amparo".


    Rincón, José E. y otra s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 373, XXXIX, 07 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Risso Patrón, Eduardo Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 350, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Roca, Concepción Dolores y Roca, Rafael Joaquín s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 527, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Rojas Matas, Carlos Alberto y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 174, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Contienda de competencia ya dirimida.


    Romero, Mariana Andrea c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 265, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Romero, Miguel Ángel s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 561, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/acción de amparo".


    Rousiot, Marcela s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 421, XXXIX, 07 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Rubina, Leticia s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 606, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Ejecución hipotecaria. Fuero de atracción. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa "Casasa S.A. c/ Salvador Saiegh y otro", donde la Corte adhirió a los fundamentos del procurador  (Fallos: 319: 368).


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la Ley 24.522, que regula los efectos que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, los juicios ejecutivos de garantías reales se encuentran entre los excluidos de radicación, exigiendo solamente como requisito, para continuar su trámite, la presentación del pedido de verificación, con lo cual, la nueva ley aplicable al caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, que entendió que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y deben continuar su trámite ante el juzgado de origen, lo cual fue admitido sin reparos, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada de la Corte.


    Rubio, Norma c/ Andino Norberto s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 1014, XXXIII, 19 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Russo, Beatríz Mónica c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 161, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución del contrato. Competencia civil y comercial. 


    En la presente causa no se ha trabado conflicto de competencia alguno que deba ser resuelto por la Corte, toda vez que el último de los magistrados intervinientes, no ha hecho ninguna declaración respecto a su competencia para entender en los presentes autos, con lo cual no se ha configurado el supuesto de atribución recíproca que esta Corte Suprema ha señalado, repetidas veces, como recaudo a esos efectos. Sin perjuicio de lo expuesto precedentemente se advierte que esta contienda jurisdiccional no es de las que debe dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el Art. 24, inciso 7° del decreto -Ley 1285/58, texto según Ley 21.708, el cual prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Sanclemente, Jorge José c/ Bankboston s/ Cumplimiento de contrato


    COMP. 1128, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Santoianni, Antonio c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1140, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Santorelli, Miguel Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1092, XXXVIII, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Sardelic Siric, Norma Santiaga Ludmila c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 178, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Quiebra. Indemnización por accidente de trabajo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Cabe señalar que la Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, se debe atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca con fundamento de su pretensión.  Conforme a lo  normado por el artículo 132 de la Ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la declaración de quiebra, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.


    Sartori, Marcelo c/ Lebon S.A. s/ Accidente


    COMP. 1017, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Savino, Francisco y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 219, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Scampa, Adriana s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 548, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/acción de amparo".


    Schereschevsky, Mauricio y otros s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 541, XXXIX, 07 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Sella Alarcón, Mirta s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 483, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Serafini, María Josefa c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 831, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Seratti, Dante y Muela, Maria Esther s/ Amparo (Banco Bank of Boston) s/ Apelación


    COMP. 549, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Silenzi, Alfredo Damián y otro s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 471, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Silenzi, Alfredo Damian y otra s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 472, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Silvia, Norma Amalia y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 577, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Sin Par S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional  Ley 25561 Decretos 1570/01 214/02  s/ Medida cautelar autónoma


    COMP. 327, XXXIX, 19 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Subizar, María de las Mercedes c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 448, XXXIX, 19 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Tarrio Cabaleiro, Manuel s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 563, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Teramo Farald, Haydee Ester G. c/ Poder Ejecutivo Nacional  Ley 25561 - Decretos1570/01 y 214/02


    COMP. 276, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia comercial. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    The Capita Corporation de Argentina S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 690, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Times S.A. c/ Scotiabank Quilmes S.A. s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1171, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Tizado, Javier s/ Amparo


    COMP. 697, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Trional S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 91, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Trubodisel S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 300, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Valli, María Gabriela c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 179, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Vara, Vasco Rosa y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 578, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Vázquez, Luis Alberto y otra c/ Banco Bansud S.A. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 402, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Vicente, Judit s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 529, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Vichich, Leandro s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 426, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/acción de amparo".


    Vicente, Gloria y Vicente, Judit s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 532, XXXIX, 07 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Vitale, Esther D. y otra s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 388, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Wolf, Fabián Andrés y otro s/ Amparo


    COMP. 105, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Competencia n° 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Zabaleta, Pedro y otra s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 553, XXXIX, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Zendrini de Alonso, Gladys Hebe c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 696, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Zenga, María Inés c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 158, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar"; Comp. 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Ziliani, Ana M. s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 670, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”.


    Piedra, Carlos César c/ Banco Provincia de Buenos Aires s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 1175, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 765, XXXVIII, "Blanco Raúl Rafael c/ Banco del Chubut S.A. s/ Medida autosatisfactiva".


    Sarsa, Olga c/ Banco del Chubut S.A. s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 1220, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar"; Comp. 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo".


    Travesino, Roberto Oscar y Gonzáles, Gladys Mirians B. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 535, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Linares, María Gabriela y otra s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 659, XXXIX, 02 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norma C. s/ Acción de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la CorteSuprema.


    Linares, Pedro y otra s/ Acción de amparo s/ Apelación


    COMP. 679, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar"; y Comp. 319, XXXVIII, "Bratulich, Norman C. s/ acción de amparo",opiniones compartidas por la Corte en su sentencias.


    Mas, Silvia E. s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 1014, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Gallo Argerich, Fernando c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1537, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    No corresponde la intervención de la Corte, toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término, conforme lo dispuesto por el artículo 24 inciso 7° 1285/58, y la reiterada jurisprudencia del máximo tribunal.


    Baldas, Carlos Diego y otro c/ Scotiabank Quilmes S.A. s/ Amparo


    COMP. 1394, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Cuestas Garzón, Fernando E. y Otra c/ Bank Boston Sucursal Tres Arroyos s/ Amparo


    COMP. 127, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Mondrik, Silvia Violeta y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    COMP. 198, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios


    Excepción de prescripción. Menores. Interés del menor. Representación de incapaces. Querella. Suspensión de la prescripción. 


    Los agravios traídos por el apelante relativos a la inteligencia asignada por el a quo al cumplimiento del plazo de prescripción como al momento en que ha de comenzar su cómputo asignado al trámite de mediación obligatoria realizado en el marco de la ley 24.573, conducen al examen de cuestiones de hecho y prueba e interpretación de normas de derecho procesal y común, ajenas, en principio, a la instancia extraordinaria; máxime cuando aquéllos sólo traducen la mera discrepancia con la solución dada por el juzgador, la que al margen su acierto o error, importa una interpretación posible de los hechos y normas no federales aplicables a la especie, que resultan suficientes para sustentar el fallo impugnado como acto jurisdiccional válido. El decisorio del Tribunal de Alzada de no declarar operativo los efectos suspensivos de la querella criminal deducida por el padre de los menores aquí actores y en consecuencia declarar prescripta la presente acción contra éstos últimos con fundamento en la negligencia operada por su progenitor al no invocar, en el momento de interponer dicha acción criminal, la debida representación que le exige el ordenamiento ritual, importó un excesivo rigorismo formal por parte del sentenciador, desde que tal decisorio sólo se traduce en un grave perjuicio sobre la persona y los intereses de los menores sometidos al presente proceso. El juzgador debió haber ponderado no sólo que el derecho de los hijos menores está sujeto a un régimen especial vertebrado en la titularidad y ejercicio de la patria potestad por parte de sus progenitores derivado, fundamentalmente, de los preceptos contenidos en los Artículos 57, 59 y 274 del Código Civil, cual es la representación necesaria, universal, indelegable e irrenunciable de sus hijos menores de edad, que se extiende a todos los actos en que los mismos estén interesados sean éstos personales, patrimoniales, judiciales o extrajudiciales que a aquellos les cabe respetar; sino, además, los principios que dimanan de los diversos Tratados Internacionales, y, en los que aquí interesa poner de relieve, la Convención sobre los Derechos del Niño, de naturaleza federal y supra legal, de donde se desprende que el niño tiene derecho a una protección especial, cuya tutela debe prevalecer como factor primordial de toda relación jurídica, de modo que, ante un conflicto como ocurre en la especie, el interés moral y material de los niños debe tener una relevante prioridad sobre cualquier otra ponderación que implique de manera alguna conculcar el acceso a la jurisdicción por parte de aquéllos, toda vez que éste es un deber que el Estado debe garantizar a través de sus órganos competentes. Sobre la base del interés superior de los niños y del familiar, como lo es en este caso el derecho a poder ejercer un reclamo indemnizatorio como consecuencia de la muerte de unos de sus hermanos menores derivado de un presunto hecho ilícito, el efecto suspensivo de los plazos de la prescripción alcanzado por la querella criminal incoada oportunamente por el padre de los menores en los términos del artículo 3.982 bis de la norma de fondo –quien ejercía la acción, dado su condición de responsable de la patria potestad de los niños, también en su representación- debe hacerse extensiva a favor de esto últimos.


    Q., Milton Julio y otros c/ Caporaletti, Juan y otros


    Q. 21, XXXVII, 16 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Declaración de incompetencia


    Acción de amparo. Remisión de expediente. 


    Toda vez que las declaraciones de incompetencia de autos emanan de jueces nacionales de primera instancia, no corresponde a la Corte dirimir la contienda; debiendo remitírselos a la alzada del magistrado que previno a esos fines.


    Piragini, Stella Maris c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 693, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Remisión del expediente. 


    Toda vez que las declaraciones de incompetencia emanan de jueces nacionales de primera instancia, no corresponde a la Corte dirimir la contienda; debiendo remitírselos a la alzada del magistrado que previno a esos fines.


    Tarsa Construcciones S.A. c/ Banco Provincia de Buenos Aires s/ Acción declarativa


    COMP. 359, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Diligencias preliminares


    Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Adobe Systems Inc. c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Medidas preliminares


    A. 2585, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución de alquileres


    Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Quadri, Hernán Eduardo Eugenio c/ Ex - Muncipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Ejecución de alquileres


    Q. 31, XXXVII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal


    Actos y diligencias procesales. Vistas y traslados. 


    Con este proceder, se conciliarán, por un lado, el debido proceso legal -principio cardinal por el cual se debe velar, de la Ley 24.946- y, por el otro, la jurisprudencia de la Corte en cuanto a que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten, con el fin de evitar pronunciamientos inoficiosos.


    Municipalidad de la Ciudad de Salta c/ Gasnor S.A. s/ Ejecución fiscal


    M. 3068, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003

Ver dictamen



    Cobro de sumas de dinero. Inexistencia de deuda. Resoluciones equiparables a definitiva. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 208, L. XXXIV, "Tucumán, Provincia de c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos s/ Ejecución fiscal”.


    Tiene dicho el tribunal que, si bien en principio los juicios ejecutivos no reúnen el requisito de la existencia de una sentencia definitiva a los fines del recurso previsto en el artículo 14 de la Ley 48, debido a la posibilidad que cabe a las partes de plantear nuevamente la cuestión, sea por parte del Fisco librando una nueva boleta de deuda, o por el lado del ejecutado, mediante la vía de repetición, cabe hacer excepción a ello cuando el tema articulado fue decidido de manera tal que frustra todo replanteo ulterior a su respecto en un juicio ordinario, o bien cuando la inexistencia de la deuda reclamada resulta manifiesta, pues lo contrario importa privilegiar un excesivo rigorismo formal con grave menoscabo de garantías constitucionales. Por aplicación de dicha doctrina, se debe declarar mal denegado el remedio extraordinario y revocar la sentencia recurrida, pues resulta manifiestamente improcedente el cobro de la deuda reclamada.  Ello es así, toda vez que la autoridad local carece de potestad constitucional para aplicar el tributo en cuestión sobre la actividad que realiza la demandada, como ha sostenido este Ministerio Público en el dictamen citado en referencias.


    Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos


    M. 1257, XXXVI, 04 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Aguas Argentinas S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Ejecución fiscal


    A. 2161, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Aguas Argentinas S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Ejecución fiscal


    A. 2841, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia


    Falta de integración de la Litis. 


    La regla general en materia de competencia surge del art. 5 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según la cual debe determinarse por la naturaleza de las pretensiones y exposición de hechos que el actor efectúe en su demanda y no por las defensas opuestas por el demandado. Toda vez que en el sub lite los actores alegaron que existió una relación contractual entre ellos y la Provincia y entre ésta y la Nación, a fin de evitar que se produzca un supuesto de privación de justicia, previo a dictaminar sobre la excepción deducida, debe correrse traslado de la demanda a la Provincia de Buenos Aires y al Estado Nacional, para terminar de integrar la Litis.


    Benítez, Gabriel Ezequiel y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y Perjuicios


    B. 563, XXXVII, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Falta de notificación


    No se notificó a la demandada lo resuelto por la Cámara de Apelaciones, en cuanto reenvía el juicio para conocimiento de la Justicia Federal de Primera Instancia. El proceso deberá devolverse al Tribunal mencionado a fin del cumplimiento de dicha diligencia.


    Jauge, Juan Antonio y Urrutia, Milda c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 1041, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Gastos del proceso


    Regulación de honorarios. Honorarios del perito. 


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado -art. 29, ley 20.305- y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios de la perito.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Susana Mabel Fij (idioma francés)


    S. 143, XXIV, 19 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    



    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del Decreto 2284/91, se considera que las estimaciones propuestas por la interesada  resultan adecuadas a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado conforme las pautas establecidas en el cuadro de aranceles correspondiente.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Andrea Jimena Álvarez (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 05 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Honorarios


    Regulación de honorarios. Traductores públicos. 


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios de la perito.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Susana Mabel Fij (idioma francés)


    S. 143, XXIV, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios de la perito.


    Incidente de Regulación de honorarios promovido por Fernanda Laura Salem (Idioma Ingles)


    S. 143, XXIV, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios de la perito.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Nora Edith Woll


    S. 143, XXIV, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Inhibitoria


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 971, L. XXXVIII, “Mendoza Santa Haydee y otro c/ Curtiembre Arlei S.A. y otro s/ Daños y Perjuicios".


    Leiser, Arturo y otros c/ Mendoza Santa y otros s/ Inhibitoria


    COMP. 1053, XXXVIII, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Integración del tribunal


    Reglas para dictar sentencia. Voto de los jueces. Firma de la sentencia. Firma del juez. 


    De acuerdo con doctrina de la Corte la constitución e integración de los tribunales de la causa es materia ajena al recurso extraordinario, al igual que las cuestiones vinculadas con las formalidades de la sentencia y el modo en que dichos tribunales emiten sus votos. No obstante, cabe hacer excepción a dicho principio y habilitar esta instancia excepcional cuando la sentencia apelada no fue suscripta por el juez cuyo voto supuestamente resolvió la causa, y los otros cuatro que la firmaron no agregaron más fundamentos que los expuestos por el primero, pues se limitaron a adherir a su voto. Tal deficiencia basta para privar al pronunciamiento de aquello que debe constituir su validez, cual es la firma del autor del voto que constituye su exclusiva fundamentación.  Lo dicho es suficiente para invalidar el acto impugnado, pues se han omitido en él las formalidades sustanciales, lo que determina su inexistencia como sentencia de un tribunal en violación al artículo 18 de la Constitución Nacional.


    Moreno, Delfín Samuel s/ Contencioso administrativo de plena jurisdicción


    M. 311, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Juicio de desalojo


    Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Comisión Municipal de la Vivienda c/ Andia Solis, Eraclia o Eraclita Andia Solis y otros s/ Desalojo


    C. 4072, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo


    Embargo. Bienes del estado. Cosa juzgada. Doctrina de la arbitrariedad. Presentación extemporánea. 


    Aunque el apelante invoca que se encuentra en tela de juicio la aplicación e interpretación de normas de carácter federal, lo cierto es que su argumento principal se basa en que no es parte en el proceso y, por lo tanto, que no debe afrontar la deuda por honorarios que reclama el actor. Esta cuestión, así como la referida a la ampliación del embargo que aquí se recurre, por su índole procesal, no son, en principio, susceptibles de habilitar la vía extraordinaria. Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos no revisten el carácter de sentencia definitiva en los términos del Art. 14 de la Ley 48 y, en el sub lite, tampoco es posible considerar que se configura un agravio de imposible reparación ulterior, pues mal puede invocar dicha excepción a la regla quien consintió diversas decisiones judiciales referidas a aspectos que, al haber adquirido firmeza, ya no pueden ser tratados y, por ende, resultan extemporáneos. Tal circunstancia es la que, por otra parte, impide hacer lugar a la pretensión del apelante fundada en que la resolución adolecería de arbitrariedad, doctrina de carácter excepcional que no tiene por objeto abrir una tercera instancia, sino que atiende sólo a los supuestos de omisión o desaciertos de gravedad extrema tales que determinan que las sentencias puedan ser descalificadas como actos judiciales válidos. Ya se había dispuesto con anterioridad la integración del pleito con el Estado Nacional, pues el juez de grado ponderó expresamente que éste había adquirido la empresa demandada en liquidación por encontrarlo conveniente, y resolvió que la demandada y la Secretaría de Seguridad Social constituyen una misma parte "a los fines de la presente litis", al entender que el Estado no puede "ponerse en contradicción con sus propios actos". Esta resolución quedó firme cuando la Cámara concluyó que la condición en la que actúa el recurrente no es un asunto que quepa en el marco del Art. 496 del CPCCN. Habida cuenta de tales decisiones y de que, según constancias de la causa, el Estado Nacional ya abonó el monto reclamado en concepto de capital e intereses calculados al 17 de mayo de 1997, no es posible endilgar arbitrariedad a la resolución del a quo, que rechazó la pretensión del apelante de desvincularse del litigio, cuando sólo quedaba pendiente el pago de los intereses restantes. La Corte tiene dicho que la cosa juzgada configura uno de los pilares sobre los que se asienta la seguridad jurídica y un valor de primer orden que no puede ser desconocido con invocación de argumentos insustanciales y con la pretensión de suplir omisiones o corregir yerros en cualquier momento, pues ataca las bases mismas del sistema procesal y afecta la garantía el debido proceso, cuyo respeto es uno de los pilares del estado de derecho. No resulta aplicable al caso de autos la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, ni la establecida por la Corte en Fallos: 324:4026, toda vez que, aun cuando fuera procedente el argumento referido a que la obligada al pago era la sociedad en liquidación, tal defensa no fue opuesta en tiempo oportuno por el Estado Nacional, quien debió haber utilizado todas las vías procesales pertinentes a los efectos de no consentir -ni expresa ni implícitamente- la resolución que declaró a la demandada y a la Secretaría de Seguridad Social una misma parte a los fines de la presente litis.


    Jalil, Hipólito Enrique c/ Compañía Azucarera Bella Vista S.A. (en liquidación) s/ Sumario


    J. 300, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Lotería Nacional de Beneficencia y Casinos


    Remuneraciones accesorias. Propinas. Doctrina de la arbitrariedad. Errónea interpretación de la ley. Confirmación de sentencia. 


    Cabe recordar que, en la tarea de establecer la inteligencia de normas de índole federal, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni por los argumentos de las partes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue. La Corte ha señalado que la bonificación compensatoria que percibe el personal de "Administración, servicios y maestranza" fue instituida por la Resolución N° 7097/56 del Ministerio de Hacienda -ratificada por el Decreto 6010/56- en virtud de la necesidad de revisar la forma de distribución, entre los empleados de ciertos casinos, de los fondos provenientes de la Caja de Empleados y por considerarse que: a) en atención al origen de los referidos fondos procedía disponer que, a partir del 4 de febrero de ese año, se distribuyeran entre el personal de juego que se desempeñaba en aquellos casinos b) de conformidad con las disposiciones vigentes, el personal administrativo y técnico, obrero, de maestranza y de servicio, había venido participando de dicha distribución, circunstancia por la cual y a fin de evitarle un perjuicio, procedía otorgarle otro medio de compensación c) en ese sentido, se estimó equitativo acordar al referido personal una suma global igual al trece por ciento del total del ingreso que registrara la Caja de Empleados, para lo cual deberían efectuarse las respectivas previsiones en el presupuesto correspondiente a la explotación de los casinos. La reglamentación de la liquidación y pago del beneficio fue efectuada, primero por el Decreto 13.950/56, y luego, por el Decreto 15.375/60. Al propio tiempo, en lo atinente a quien debe hacerse cargo del pago de las contribuciones patronales, sostuvo que la bonificación compensatoria merece el mismo tratamiento asignado a las propinas recibidas a través de la Caja de Empleados y recordó la conexidad que media entre ambos conceptos, pues la primera se otorgó al personal -excluido el de juego- para evitar el perjuicio derivado de repartir los fondos provenientes de esta última sólo entre el personal de juego. Para garantizar el cumplimiento de las normas relacionadas con los ingresos que se percibían en concepto de propina por parte del personal de juego el Decreto 864/68 dispuso que dicho organismo se hiciera cargo de la recaudación y distribución de tales fondos que conformaban la Caja de Empleados. Por su parte, el Decreto 2115/85 -que derogó el 15.375/60- establece que tienen derecho a la bonificación compensatoria todos los agentes que integren la planta de personal de los casinos administrados por la Lotería Nacional, cualquiera fuere el carácter de sus servicios, excluido el que revista en la rama "juego" y que el monto de la bonificación se determina mediante la asignación de puntos, de acuerdo con la escala que detalla. Asimismo, dispone que el valor del punto será igual al cociente resultante de dividir el trece por ciento del monto proveniente de la recaudación mensual en concepto de "Caja de Empleados" por la cantidad de puntos asignados al personal administrativo, de servicios y maestranza y que cada agente percibirá la suma resultante de multiplicar el valor del punto obtenido a través de este procedimiento, por la cantidad de puntos que le corresponda a cada agente. Aun cuando la bonificación compensatoria y la caja de empleados se hallan articulados de manera interdependiente, el fin perseguido por el Poder Ejecutivo al implementar la primera no fue establecer una equivalencia rígida entre la remuneración del personal perteneciente a cada una de las "ramas", sino que pretendía sustituir la participación que tenían los agentes que se desempeñaban en los casinos -excepto el personal de juego- en la denominada Caja de Empleados. Al no encontrarse garantizado por disposición legal alguna -en forma positiva y expresa- que la relación entre el porcentaje sobre el monto total que ingresa a la caja de empleados y la cantidad de puntos a distribuir deba ser preservada, ello determina que el valor del punto sea una cuestión básicamente fáctica, por lo que no existe impedimento alguno para su alteración o variación. Tampoco se ha previsto una pauta permanente para su modificación, que obligue a adecuar el valor de los puntos a los efectos de mantener la relación originaria, circunstancia que habilita al Poder Ejecutivo y a las autoridades competentes a adoptar, dentro de los límites de la propia discrecionalidad, la medidas que estimen pertinentes en lo que hace a la política salarial del sector y a la conformación de los cuadros, en cuanto a jerarquía, ingresos, egresos y asignación del personal a cada una de las "ramas". En efecto, resulta indiscutible su competencia para disponer la modificación o reestructuración de los puntos a asignar y sus respectivos coeficientes y los criterios que utilice a tales efectos ingresan en una materia en la cual, con excepción de las hipótesis de arbitrariedad o irrazonabilidad manifiesta, procede respetar las opciones valorativas y el margen de discrecionalidad indispensable de las autoridades administrativas, cuando actúan válidamente en la esfera de sus atribuciones constitucionales. En tales condiciones, la particular modalidad del régimen instituido por el poder administrador difícilmente puede ser tachado de inconstitucional ya que para que sea viable la alegada violación del derecho de igualdad, se requiere que el distinto tratamiento provenga de la ley misma y no de su aplicación, puesto que no surge del propio texto de las normas que se impugnan distinción alguna que pueda considerarse arbitraria o irrazonable, antes bien, se buscó un mecanismo que permitiera compensar a unos por el ingreso adicional percibido por los otros en virtud de la liberalidad de quienes concurren a los casinos administrados por la Lotería Nacional. Una correcta exégesis de las normas federales en juego impide considerar que resultan violatorias del Art. 14 bis de la Constitución Nacional y, en este sentido, no resulta ocioso recordar que la Corte tiene dicho que el derecho de los agentes estatales a una remuneración justa no significa el derecho a un escalafón pétreo, a la existencia de adicionales invariables o a un porcentaje fijo de bonificaciones, siempre que se respeten los principios constitucionales de igual remuneración por igual tarea y que tales variaciones no importen una disminución de haberes. Asimismo, sostuvo que la garantía constitucional de igualdad no puede considerarse vulnerada si la norma no fija distinciones irrazonables o inspiradas con fines de ilegítima persecución o indebido privilegio de personas o grupos de personas.


    Diarte, José Alberto y otros c/ Lotería Nacional Sociedad del Estado


    D. 372, XXXV, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Medianería


    Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Consorcio de Propietarios Acoyte 5XX/XX/XX/XX c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Medianeria


    C. 2150, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Banco Piano S.A. c/ Carabajal, Miguel Ángel s/ Ejecutivo


    COMP. 193, XXXIX, 07 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T. - Expediente N° 28.637/02


    S. 1771, XXXIX, 12 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Althabe, Sofía y otros s/ IUNA - Resoluciones 758/99 y 64/2000


    A. 2289, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    González Lima, Guillermo Enrique c/ UNLP s/ Recurso adminiatrativo direto


    G. 3255, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Unidad Nefrológica Belgrano S.A. c/ Instituto Nacional Servicios Jubilaciones y Pensiones s/ Daños y perjuicios


    U. 143, XXXVIII, 10 de julio de 2003


    Ver dictamen


    



    Solicita medidas para mejor dictaminar


    Medina, Juan Carlos s/ Sucesión Ab Intestato


    COMP. 996, XXXIX, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Excepción de incompetencia. Jurisdicción internacional. Prórroga de la competencia. Sentencia definitiva. Resoluciones anteriores a la sentencia. Doctrina de la arbitrariedad. Meras discrepancias. Denegatoria del recurso. 


    Privación de la jurisdicción de los tribunales argentinos para hacer valer los derechos.


    La Corte tiene dicho que si bien, como regla, los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencia definitiva a los fines del artículo 14 de la Ley 48, cabe hacer excepción a dicho principio cuando la decisión impugnada importa privar al apelante de la jurisdicción de los tribunales argentinos para hacer valer sus derechos y, por consiguiente, de obtener el eventual acceso a la instancia federal por agravios de naturaleza constitucional. Respecto a la invocada arbitrariedad de la decisión, las conclusiones del a quo no son refutadas mediante argumentos conducentes. Las críticas del quejoso, además de reiterar asertos ya vertidos en instancias anteriores, sólo trasuntan una opinión diversa a la sostenida por el juzgador, insuficiente, por ende, para demostrar que ésta adolezca de una decisiva carencia de fundamentación. Los agravios relativos a que no se trataría de un asunto internacional, a que las partes son argentinas y se domicilian en este país, y a la conveniencia de ser demandado ante los tribunales del propio domicilio, encuentran suficiente respuesta en la amplitud de lo libremente estipulado y la incorporación de socios financieros internacionales, lo que llevaban a juzgar procedente la prórroga de jurisdicción pactada.  La objeción concerniente a la extemporaneidad del planteo de nulidad de la cláusula de prórroga, no fue decisiva para arribar a la solución que propició el a-quo, toda vez que tal requerimiento de nulidad se basó en la aseveración de que el asunto sometido a juicio no era internacional sino puramente interno, argumento que mereció adecuada réplica en la sentencia sobre la base de fundamentos que el apelante no logra rebatir. En cuanto al reproche relativo a la omisión de considerar que el artículo 8 apartado “f” del acuerdo, autorizaría la promoción de cualquier acción legal ante los Tribunales Comerciales Ordinarios de la Ciudad de Buenos Aires de conformidad con la Convención de Nueva York para Reconocimiento y Ejecución de Laudos de Arbitraje Extranjeros, conforme a la jurisprudencia de la Corte, el juez no está obligado a expedirse sobre todos los argumentos expuestos por las partes sino solo respecto de aquellos que fueren conducentes para fundar sus conclusiones y resultaren decisivos para la solución de la controversia.  Este argumento resulta impropio para variar el resultado del conflicto, toda vez que, según el artículo 8, apartado “f, la intervención de los tribunales comerciales locales se encuentra circunscrita a los términos de la Convención de Nueva York sobre el Reconocimiento y Ejecución de Sentencias Arbitrales Extranjeras, y no se advierte en la especie la existencia de sentencia o laudo arbitral alguno que pretenda ser reconocido o ejecutado ante los tribunales argentinos.


    Goijman, Mario Daniel c/ Gomer S.A.C.I.


    G. 2600, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Prescripción. Suspensión de la prescripción. Falta de fundamentación autónoma. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso extraordinario deducido no cumple con el requisito de fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la Ley 48, toda vez que en el escrito de interposición se reiteran afirmaciones que fueron desestimadas en las instancias anteriores y que no alcanzan para constituir una crítica concreta y razonada de los fundamentos de hecho y de derecho desarrollados por el a quo para arribar a la solución impugnada. Para la recta determinación del plazo de prescripción aplicable, se presentaba como cuestión decisiva establecer cuál fue el hecho que dio origen al daño, pues sobre esa base se determinaría el momento a partir del cual debía iniciarse el cómputo del plazo de la prescripción. En este sentido, la apelante insiste en que el hecho que le dio origen fue la "reconstrucción" del canal en 1992 y no su "construcción" en 1986, porque "no se trata de si el canal llevaba agua 'en mayor o menor medida'. Se trata de si esa 'menor medida' alcanzaba o no a producir un perjuicio resarcible. Lo que no sucedió hasta el momento en que la accionada decidiera la reconstrucción del canal. Ésta operó como causa del nuevo perjuicio que se reclama, pues fue inocuo durante años el mero discurrir de las aguas en forma tan limitada que no generó daño alguno.  Ninguna de estas consideraciones que ya habían sido vertidas en las instancias anteriores, son suficientes para desvirtuar los fundamentos que sirven de base al decisorio impugnado. En efecto, el planteo de la actora soslaya las categóricas y concretas razones detalladas por la Alzada y compartidas por la Corte local para negar esa postulación. La prueba no fue aludida ni menos aún controvertida por la apelante. Idéntica insuficiencia revela el recurso ante la aserción de la Cámara. Tales aseveraciones que no fueron controvertidas en el escrito recursivo, imponían a la actora un adecuado desarrollo argumental que lograra demostrar acabadamente que el canal efectivamente había sido "reconstruido", sin que el agravio fundado en la pretendida omisión del a quo de valorar el dictamen de la perito en ingeniería hidráulica baste para descalificar al fallo como arbitrario, toda vez que dicho informe no sólo no fue desconocido por los jueces intervinientes, sino que, además, no es posible inferir de ese peritaje la demostración de tales afirmaciones, pues en ese aspecto el informe alude a comentarios de terceros. También la pretendida omisión del a quo de considerar el argumento de que "fue inocuo durante años el mero discurrir de las aguas en forma tan limitada que no generó daño alguno”, tampoco puede sostenerse válidamente, desde que tal argumento fue expresamente tratado por la Alzada, aunque con una inteligencia opuesta a la asignada por la apelante.  La Corte en instancia originaria, ha desestimado la defensa de prescripción en algunos casos, sobre la base de entender que "Si la apertura de las compuertas efectuada por la Dirección de Hidráulica fue el hecho determinante de las inundaciones ocurridas en el campo de los actores, constituyendo una etapa nueva, escindible de los procesos de inundación que anteriormente lo habrían efectuado y que admite un curso de prescripción independiente, el reclamo efectuado no se encontraba prescripto al tiempo de iniciarse la demanda", dicha doctrina sólo habría resultado aplicable al sub examine, si se hubieran demostrado los extremos fácticos allí enunciados. Los agravios traídos a esta instancia extraordinaria fueron tratados y con suficientes fundamentos en las diversas etapas del juicio, sin que la apelante lograra rebatirlos de manera adecuada, esgrimiendo argumentos que sólo revelan una diferencia de criterio con el juzgador, por lo cual, deben ser desestimados. Máxime cuando conducen a la discusión de aspectos de hecho y prueba que, por su naturaleza, están reservados a los jueces de la causa, sin que baste cuestionar el acierto con que tales circunstancias han sido valoradas para justificar la tacha de arbitrariedad que se invoca. Desde esa perspectiva, no es ocioso recordar que el recurso extraordinario no tiene por objeto sustituir a dichos magistrados en la decisión de cuestiones que le son privativas, ni corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales. Finalmente, tampoco cabe atender a los argumentos introducidos por la apelante en oportunidad de la interposición del recurso directo, atinentes a la pretendida violación a lo dispuesto en el artículo 3956 del Código Civil toda vez que las cuestiones articuladas en el escrito de apelación extraordinaria limitan la competencia de la Corte cuando conoce por esa vía y excluyen aquéllas que se formulan por primera vez en la queja, más aun cuando se controvierte, como en este agravio, la interpretación de normas de derecho común que también, por regla y principio, son ajenas a la revisión de la Corte.


    Lespray S.R.L. c/ Provincia de Buenos Aires


    L. 43, XXXVII, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Representación procesal. Gestor judicial. Acreditación de la personería. Desestimación del recurso. 


    El recurso debe ser desestimado, pues por un lado media la postura de la accionante tendiente a demostrar que su inacción fue motivada por el actuar del tribunal, y por el otro, la de los integrantes de éste cuyo sustento es el contenido de la norma que establece la dispensa procesal, por lo que debe prevalecer la sostenida por estos últimos.  Ello es así, pues tal posición se fundamenta en una ajustada exégesis de la norma, en tanto resalta una circunstancia indiscutible cual es que si bien es cierto que el artículo 48 del CPCCN permite, bajo ciertas condiciones invocar la representación de un tercero, también lo es que obliga, dentro de un plazo perentorio, acompañar el instrumento acreditante que lo justifique o a que tal actuar sea ratificado por el representante. A lo sostenido, cabe agregar, siguiendo la doctrina de la Corte Suprema, que si bien es plausible la intención de mitigar el rigorismo de la ley en materia previsional cuando lo consienta una razonable interpretación del derecho aplicable, no cabe decir lo mismo cuando tal propósito solo puede cumplirse al precio del apartamiento de la norma en debate. Privilegiar el razonamiento de la accionante, llevaría a fragmentar el contenido de la norma, en tanto justifica los términos que la favorecen y desecha los que no lo hacen.  Tampoco la posición de los jueces implica que el interesado quede sin cobertura ante la contingencia que sufrió, en tanto no le veda ocurrir en demanda de la prestación que, por los servicios con aportes que prestó, contemple la norma vigente en el momento en que cesó, no siendo ocioso señalar que resulta cuando menos dudoso su criterio de que por imperio del contenido de una norma local y por haber ejercido un cargo electivo en su provincia, pueda acceder a un beneficio que, aún en su espectro más amplio se defiere exclusivamente a las personas que la ley enumera.


    Páez, Ernesto Ohel c/ Unidad de control previsional y administración nacional de la seguridad social


    P. 1976, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia. AFIP. Resoluciones generales. Multa. Fuero de atracción. Resoluciones equiparables a definitiva. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Apelación consentida ante un tribunal de alzada.


    Si bien la decisión atinente al fuero de atracción no constituye sentencia definitiva o equiparable a tal, ha señalado la Corte que tal requisito se cumple cuando media denegatoria del fuero federal. La Corte tiene reiteradamente dicho, que en aquellos casos donde una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes; sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso. El fuero de atracción sólo podría operar después del tratamiento del recurso pendiente, y en el supuesto de que se confirmara la resolución ya dictada, se habilitaría el fuero de atracción y correspondería remitir el juicio al tribunal del concurso.


    Vida Servicios Médicos S.A. c/ AFIP


    V. 115, XXXVIII, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Sentencia arbitraria. Defectos den la fundamentación normativa. Procedencia del recurso. 


    El Tribunal ha resuelto, en reiteradas oportunidades, que las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son, por su naturaleza, ajenas -como regla- a la apelación extraordinaria, así como, que la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia, y que la parquedad del auto regulatorio no comporta por sí sola, un supuesto de tal carácter. Sin embargo, la Corte tiene dicho, por otra parte, que se justifica la excepción a esta doctrina, en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o cuando la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, pues, de otro modo, el pronunciamiento se toma descalificable como acto jurisdiccional. En la doctrina de Fallos: 308:1079, quedó establecido que es arbitrario el auto regulatorio que no ha considerado los argumentos oportunamente planteados y, en el caso de que se entendieran rechazados implícitamente, no hay fundamentos que permitan avalar la solución, máxime cuando las pautas dadas por el juzgador no permiten asegurar que los estipendios profesionales respeten el mínimo establecido en las normas arancelarias.


    América TV S.A. -Incidente medida cautelar- c/ Comité Federal de Radiodifusión COMFER s/ Medida cautelar (autónoma)


    A. 197, XXXVII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Daños y perjuicios. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. 


    Remisión a los dictámenes de las causas C.1033, XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios" y M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Or. T.Alvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Cavalieri, Carlos Alberto c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Daños y Perjuicios


    C. 3715, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Defectos en la fundamentación normativa. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    El Tribunal ha resuelto, en reiteradas oportunidades, que los problemas atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias constituyen materia ajena al recurso del art. 14 de la ley 48, toda vez que la determinación del monto del litigio, la apreciación de los trabajos cumplidos y la interpretación y aplicación de las normas arancelarias no son, como regla, debido al carácter fáctico y procesal de tales cuestiones, susceptibles de tratamiento en la instancia extraordinaria. Sin embargo, la Corte tiene dicho, por otra parte, que se justifica la excepción a esta doctrina, en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, cuando la resolución respectiva utiliza pautas de excesiva latitud y omite pronunciarse sobre articulaciones serias y conducentes para la decisión, formuladas oportunamente por los interesados o cuando la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, pues, de ese modo, el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial. La resolución carece de debido rigor de fundamentación, toda vez que se limitó a enunciar la facultad del art. 13 de la ley de Aranceles y omitió precisar fundadamente las razones de la reducción de los honorarios. No son suficientes las genéricas alegaciones manifestadas en el pronunciamiento en el sentido de que al adoptarse el monto del juicio como base regulatoria y aplicar la escala mínima se arriba a cifras excesivas y que tendría en consideración el mérito, eficacia y extensión de las tareas. La sola alusión al mérito o importancia de los trabajos constituye una pauta de excesiva latitud que no permite establecer la relación existente con los valores en juego. Por imperio del art. 13 de la ley 24.432, el a quo debió fundar explícita y circunstanciadamente la rebaja que propició, ya que la disposición permite a los jueces prescindir de los montos o porcentajes mínimos establecidos en los regímenes arancelarios.


    Municipalidad de Avellaneda c/ Obras Sanitarias de la Nación en liquidación s/ Ejecución fiscal


    M. 353, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Conciliación. Homologación del acuerdo. Sentencia definitiva. Resoluciones posteriores a la sentencia definitiva. Ejecución de sentencias. Inadmisibilidad del recurso. 


    Las resoluciones recaídas en los procedimientos de ejecución de sentencia no son, como principio, susceptibles de apelación por aquella vía de la apelación extraordinaria, aunque tal regla no es absoluta, ya que admite excepciones cuando lo decidido causa un gravamen irreparable. La sentencia impugnada sólo dispone que el demandado debe elaborar una propuesta de acuerdo sobre las bases fijadas por el la Corte en la resolución 60/94, pero nada resolvió acerca del procedimiento de pago, porque consideró que ello debía establecerse en dicho convenio que, a su vez, deberá ser homologado por el juez de la causa. Es decir, simplemente reiteró la obligación que pesa sobre aquél de cumplir con lo ordenado por la Corte y señaló expresamente que podía velar por su correcto cumplimiento. Estas afirmaciones son concluyentes para demostrar que la resolución cuestionada no causa al recurrente un daño irreparable, pues el a quo no se apartó ni de la sentencia ni de lo dispuesto por la Corte en la mencionada resolución, que aceptó la propuesta formulada por los actores e instruyó a la Dirección General de Asuntos Jurídicos y Relaciones Institucionales del Ministerio de Justicia a elaborar un acuerdo sobre tales bases. Es relevante destacar que el propio Estado asevera que nunca tuvo la intención de revisar el criterio de la Corte, sino de colaborar con el Poder Judicial, expresiones que corroboran su falta de agravio con relación a lo decidido. Por otra parte, también es preciso tener en cuenta que el pronunciamiento impugnado nada dice sobre el procedimiento de pago que debe contener el acuerdo conciliatorio, porque expresamente consideró que ello debía ser sometido al juez de la causa. Es decir que, en tales aspectos, los perjuicios que alega son conjeturales e hipotéticos.  Los demás agravios que se desarrollan en el recurso extraordinario carecen de relación directa con lo resuelto y, en cuanto al cálculo numérico que arrojan las liquidaciones, cabe señalar que la Cámara ordenó que se practiquen unas nuevas, ajustadas a la propuesta que presentaron los actores y contemplen las objeciones del demandado proceder que, en cierta medida, importó admitir su pedido, aunque luego haya estimado ajustadas a derecho las que practicó la Dirección de Administración Financiera del Consejo de la Magistratura.


    Rawson Paz, Oscar A. y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Educación y Justicia) s/ Amparo Ley 16.986


    R. 679, XXXV, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución de sentencia. Discrepancia del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. Improcedencia del recurso. 


    Las resoluciones recaídas en los procedimientos de ejecución de sentencia no son, como regla, susceptibles de apelación extraordinaria, aunque tal principio no es absoluto, ya que admite excepciones cuando lo decidido causa un gravamen irreparable. Las críticas del apelante solo traducen su discrepancia con lo resuelto por el a quo en materias cuya decisión corresponde a los jueces de la causa. La sentencia impugnada se funda en la interpretación que los magistrados efectuaron tanto de la sentencia que acogió el amparo como de los efectos de la conducta desplegada por el Estado que concluyeron en el pronunciamiento de la Corte, sin que se advierta en ello un apartamiento de la sentencia que resolvió el fondo del asunto debatido en el sub lite, ni la existencia de un supuesto de arbitrariedad. Tanto la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis, como el alcance de las peticiones de las partes, es materia propia del tribunal de la causa y ajena al recurso del art. 14 de la ley 48, así como que tampoco incumbe a la Corte revisar las decisiones por las que los tribunales de la causa, razonablemente, hacen efectivos sus propios fallos, con el alcance que a criterio de ellos debe atribuírseles. Las cuestiones de derecho procesal y fáctico, tampoco habilitan el tratamiento por la vía del remedio federal.


    Rawson Paz, Oscar A. y otro c/ Estado Nacional (Ministerio de Educación y Justicia ) s/ Amparo Ley 16.986


    R. 680, XXXV, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Excepción de prescripción. Prescripción. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la Corte tiene dicho que las resoluciones recaídas en los juicios ejecutivos no son, en principio, susceptibles de recurso extraordinario, por no revestir el carácter de sentencias definitivas, en los términos del artículo 14 de la Ley 48, ello no resulta óbice decisivo para invalidar lo resuelto cuando el tribunal provocó con su decisión un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. El pronunciamiento de la Alzada resulta arbitrario en lo relativo a las excepciones de nulidad y pago documentado, defensas opuestas que no fueron objeto de tratamiento por parte del a quo. Al respecto, cabe señalar que la Cámara se limitó a reiterar las manifestaciones del Inferior, sin efectuar un estudio de los agravios formulados por los recurrentes: no se pronunció sobre los pagos efectuados por éstos en la cuenta abierta en la entidad bancaria actora, para abonar el mutuo hipotecario que hoy se les ejecuta, incurriendo en afirmaciones dogmáticas sin fundamento jurídico alguno, para confirmar el decisorio del juez de grado, y mandar llevar adelante la ejecución incoada, sosteniendo a tal fin que el rechazo de las excepciones no fue rebatido adecuadamente por los recurrentes, cuando expresamente los accionados fundaron sus agravios en el recurso de apelación deducido, los que no fueron objeto de tratamiento. En este contexto, ha omitido el fallo en recurso considerar los agravios interpuestos respecto de las fechas señaladas, por ambas partes, en lo relativo a la mora en que supuestamente incurrieran los quejosos, y los pagos que éstos efectuaron. Asimismo tampoco fue objeto de pronunciamiento el referido silencio de más de tres años, en que los quejosos refieren incurrió la actora, a posteriori del reclamo de fecha 30 de noviembre de 1998, que manifiestan le efectuaron a la oficial del Banco, a quien le peticionaron la entrega de la escritura liberatoria no habiendo recibido en ningún momento intimación por la aludida deuda, siendo la primer notificación la de las presentes actuaciones. Por ello, en autos les asiste razón a los quejosos. El fallo se sustentó en pautas de excesiva latitud, omitiendo la consideración de aspectos conducentes, que no permiten arribar a una razonable interpretación del derecho aplicable en la causa. En tal sentido, y no obstante que los agravios reseñados remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, materias ajenas a la instancia del artículo 14 de la Ley 48, la Corte tiene dicho que ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable, y la prueba rendida, habiendo establecido, además, que, si los argumentos expuestos por el a quo han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido.


    Banco Francés del Rio de la Plata c/ Alena Romelio, Víctor Arsenio y otra


    B. 3771, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Falta de legitimación para obrar. Sentencia definitiva. Gravamen irreparable. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Tiene dicho la Corte, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la Ley 48 cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de la causa. No obstante, también ha expresado que es condición de validez de los veredictos que sean fundados, exigencia que, al decir del Tribunal, no se satisface cuando se omite un análisis razonado de cuestiones conducentes para la dilucidación del pleito. En este sentido, dijo que la doctrina de la arbitrariedad no se propone convertir al Tribunal en una tercera instancia, ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que solo tiende a resguardar casos excepcionales en los que deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden sostener que el decisorio es una sentencia fundada en ley. Cabe atribuir a la sentencia carácter de definitivo por causar un agravio de insusceptible reparación posterior, ya que lo cuestionado es la falta de legitimación pasiva del Estado Nacional en autos y lo decidido sella definitivamente la cuestión sin posibilidad de que pueda ser planteada en adelante. La relación sustancial que da origen a esta ejecución de sentencia está constituida por el vínculo que existía entre la actora y su empleadora, la Compañía Azucarera Bella Vista S.A, sin que el Estado Nacional integre el vínculo obligacional a pesar de ser propietario de las acciones de la sociedad anónima. La falta de legitimación sustancial se configura cuando alguna de las partes no es el titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, con prescindencia de la fundabilidad de ésta. No corresponde calificar de parte adversa al Estado Nacional como para efectuar el requerimiento de pago en tanto no es el deudor de los créditos acerca de los cuales se esgrime la pretensión. Este aserto, no se ve modificado por el hecho de que el Estado Nacional haya transferido a su favor las acciones de la sociedad, toda vez que ésta, en principio, sigue manteniendo su personalidad jurídica. La afirmación precedente tiene su sustento en lo resuelto por la Corte en la causa "Sucesión Rotundo, Luis c/ Compañía Azucarera Bella Vista S.A. y otro s/ Ordinario".


    Basualdo de Romano, Teresa María y otros c/ Estado Nacional


    B. 701, XXXVII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Medida cautelar innovativa. IVA. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La viabilidad de las medidas precautorias se halla supeditada a que se demuestre la verosimilitud del derecho invocado y el peligro en la demora, como así también que, dentro de aquellas, la innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado en razón de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia en los recaudos que hacen a su admisión. De este modo, los jueces deben tomar los mismos o mayores recaudos en el caso de concederlas.  El fallo es arbitrario desde el momento que el a quo, luego de citar jurisprudencia sobre la necesaria verificación de la verosimilitud del derecho, únicamente se remite a los argumentos dados por la actora, sin que exista consideración alguna sobre su mérito. Más aún, la resolución apelada incurrió en un grave defecto de fundamentación al considerar, en un balance entre el daño a la comunidad y el que se le ocasiona a quien demanda la suspensión, que éste era el afectado y omitió tener en cuenta que la percepción de las rentas públicas en el tiempo y modo dispuestos por las respectivas normas es condición indispensable para el funcionamiento regular del Estado, ya que el régimen de medidas cautelares en materia de reclamos y cobros fiscales debe ser analizada con particular estrictez. Máxime, cuando está en juego, además de la consideración del interés público, el principio de presunción de validez de los actos de los poderes públicos. El argumento basado en el posible menoscabo de la defensa en juicio, ante la necesidad del pago previo de las obligaciones fiscales como requisito para la intervención judicial, no resulta ajustado a los hechos de la causa ni al derecho aplicable. En efecto, el procedimiento de impugnación previsto en el Art. 23, inc. a), de la Ley 19.549 no requiere de aquel pago como requisito de acceso a la instancia judicial.


    Compañía de Circuitos Cerrados S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva


    C. 1157, XXXVIII, 03 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Filiación extramatrimonial. Excepción de cosa juzgada. Interés del menor. Derechos del niño. Derecho a la identidad. Falta de fundamentación autónoma. Inadmisibilidad del recurso. 


    Un examen estricto de los términos del recurso, lleva a concluir que no cumple con el requisito de fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la Ley 48, toda vez que no se hace cargo como es debido de los argumentos conducentes en que se apoya el pronunciamiento recurrido, y no los rebate mediante una crítica prolija como es exigible en la teoría recursiva, máxime en virtud de la excepcionalidad del medio que se intenta. En efecto, los agravios evidencian tan solo discrepancias con fundamentos no federales del decisorio, a la par que reiteran asertos ya vertidos en instancias anteriores que fueron desechados sobre la base de argumentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculados a cuestiones de hecho, y derecho común y procesal, suficientes, al margen de su grado de acierto o error, para descartar la arbitrariedad invocada. Específicamente sobre el tema, el Tribunal ha dicho que la crítica respecto a la negación por el a quo de los efectos de la cosa juzgada de la sentencia recaída en el anterior juicio de filiación, no resulta suficiente para habilitar el recurso extraordinario si los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal. El recurso no alcanza a rebatir los fundamentos expuestos por el juzgador, en especial los relativos a la prioridad del interés superior del niño, reconocido por la Convención respectiva, máxime cuando se trata del derecho a la identidad del menor. Debo señalar al respecto, que esta Procuración ha tenido permanentemente un especial cuidado en salvaguardar este derecho, que se encuentra no solamente en la base de lo que denominamos acciones de estado, sino en la personalidad misma del individuo; esto es, en otros términos, el derecho a ser uno mismo y no otro, a encontrarse sustentado sobre las raíces que dan razón al presente, a la luz del pasado, que permite vivir una historia única e irrepetible, lo que resulta esencial y de inestimable valor en las etapas de la vida en las cuales la personalidad se consolida y estructura y que, precisamente, por su carácter substancial, determina como dañosa cualquier restricción que impida su ejercicio. El Tribunal, en su precedente de Fallos: 318:2518 sindicó el derecho a la identidad personal como uno de los derechos fundamentales comprendidos en el marco tutelar del artículo 33 de la Constitución, agregando que el normal desarrollo psicofísico exige que no se trabe la obtención de respuesta a esos interrogantes vitales. La dignidad de la persona está en juego, porque es la específica verdad personal, es la cognición de aquello que se es realmente, lo que el sujeto naturalmente anhela poseer como vía irreemplazable que le permita optar por un proyecto de vida, elegido desde la libertad. El fallo impugnado constituye una aplicación razonada del derecho en orden a los antecedentes particulares del caso, y resulta acomodado a las disposiciones de la Convención sobre los Derechos del Niño, cuyos principios básicos, inmediata operatividad y supremacía normativa sobre la legislación procesal, de patronato nacional, y toda otra disposición legal que la contraríe, he asumido la responsabilidad de sostener, en oportunidad del dictado de la Resolución PGN 30/97.


    D., P. R c/ R., D. A. s/ Filiación


    D. 2152, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Caducidad de instancia. Quiebra. Gravamen irreparable. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien lo relativo a la caducidad de la instancia es materia procesal ajena a la vía del artículo 14 de la Ley 48, cabe hacer excepción a esa doctrina cuando lo resuelto satisface sólo de manera aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a los hechos de la causa, tal como acontece en el caso.  La Corte tuvo oportunidad de desestimar el acuse de caducidad de la instancia formulado por la demandada sobre la base de que las diligencias realizadas por la contraria, vinculadas a la determinación de la tasa de justicia, carecían de eficacia interruptiva o suspensiva del curso de la caducidad de la instancia, pues correspondía a la actora formar el incidente respectivo a fin de evitar caer en la perención. Corresponde dejar sin efecto el pronunciamiento que declara operada la caducidad de instancia si omite considerar que la parte actora había sido en origen intimada a pagar esos montos, de los que carecía por su condición de fallida, motivo por el que, en el marco de lo dispuesto por el artículo 9 de la Ley de tasas judiciales 23.898 y dado la permanencia del juicio en otras sedes judiciales, pudo verse impedida de peticionar, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 11 in fine de dicho precepto legal. Corresponde dejar sin efecto el pronunciamiento que no tuvo en cuenta lo dispuesto por el artículo 182 de la Ley de Quiebras, que establece que los fallidos pueden proseguir los juicios sin necesidad de previo pago de impuestos, tasa de justicia o cualquier otro gravamen. A pesar de ello se había intimado a pagar a la fallida, razón por la cual, constituyó un exceso de rigor formal de la Cámara la exigencia que hubiera solicitado la formación de un incidente cuando de un lado, le asistía razón en su planteo contrario a la intimación de pago, y de otro, a los fines de considerar esa cuestión, el juicio salió del juzgado de origen; es más la demandante debió solicitar su búsqueda en varias oportunidades en primera instancia. También carece de razonabilidad imputarle negligencia en su actuar procesal, por no pedir la formación de un incidente, ya que dicho requerimiento que pudo obstaculizar aún más el ya dilatado trámite de la causa en su propio perjuicio y demorar el normal desenvolvimiento de recursos ante el Máximo Tribunal. La caducidad de la instancia sólo halla justificación en la necesidad de conferir un instrumento al Estado para evitar la indefinida prolongación de los juicios, pero no constituye un artificio tendiente a impedir un pronunciamiento sobre el fondo del pleito o a prolongar el trámite o situaciones de conflicto con el tiempo.  La Corte ha resuelto que por ser la caducidad de instancia un modo anormal de terminación de los procesos y cuyo fundamento reside en la presunción de abandono del proceso, debe interpretarse con carácter restrictivo. De ahí que la aplicación que de ella se realice debe adecuarse a esas características sin llevar con excesivo ritualismo el criterio que la preside más allá de su propio ámbito. En cuanto a la oportunidad del planteo de arbitrariedad la Corte tiene dicho que, en principio, el requisito de la intromisión oportuna sólo rige respecto de las cuestiones federales previstas en el artículo 14 de la Ley 48, que deben ser resueltas de modo previo por los jueces de la causa a fin de dar lugar a la intervención de Tribunal, último intérprete de las mismas. Más la arbitrariedad, no es una cuestión federal de las efectivamente aludidas en la reglamentación del recurso extraordinario, sino, la causal de nulidad del fallo por no constituir a raíz de sus defectos de fundamentación o de formas esenciales, la sentencia fundada en ley a que se refiere el artículo 18 de la Constitución Nacional. De allí que las partes no tienen por qué admitir de antemano que el juzgador podría incurrir en ese fundamental defecto. Y por eso es que la Corte ha sido muy amplia al respecto, y solo ha exigido el planteo previo en el supuesto en que la Cámara confirma por iguales fundamentos la sentencia del juez de grado y ante ésta no se hubiera invocado la tacha, desde que ello importa un consentimiento de validez que luego no permite introducirla tardíamente. Porque, de lo contrario, habría que reservarla siempre, como un mecanismo indispensable, respecto de la eventual desatención de la totalidad de las propuestas de derecho no federal o de hecho y prueba debatidas en la causa, desde que cualquiera de ellas, es previsible, podrían ser decididas de modo arbitrario. Empero, el requisito de la reserva, como el Tribunal lo tiene dicho, no existe, en realidad, en el marco del recurso extraordinario, sino que la exigencia que debe cumplirse es el oportuno planteo de la cuestión federal, a fin de que los jueces puedan decidirla, planteo que incluso no requiere de fórmulas sacramentales. No se trata, por consiguiente, de reservar sino de introducir. Y la arbitrariedad, como se dijo, no es una cuestión a decidir, que, por ende, deba ser introducida, sino el defecto de invalidez jurisdiccional del que resguarda el artículo 18 de la Constitución Nacional, y que siempre ha de nacer, de modo indefectible, con el dictado del acto inválido.


    Goldadler de Pleszowski, Delia c/ Kleidermacher, Arnoldo


    G. 660, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Pericia médica. Daño moral. Daño psíquico. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Admisibilidad del recurso. 


    El Tribunal ha dicho que, si bien es cierto que los criterios para fijar el resarcimiento de los daños remiten al examen de una cuestión de hecho y derecho común, la tacha de arbitrariedad resulta procedente cuando la solución se sustenta en afirmaciones meramente dogmáticas, que le dan al fallo un fundamento sólo aparente que lo descalifican como acto jurisdiccional. El juzgador al considerar que la enfermedad del actor pudo desencadenarse abruptamente a raíz del accidente, significa avanzar, sin fundamento alguno, sobre el informe de la perito médica, cuyas conclusiones consignan que se trata de una patología con curso progresivo y carente de terapéutica eficaz, que no guarda relación con el hecho de autos. Que el accidente haya "despertado" la dolencia, constituye una afirmación dogmática del juzgador que carece del debido fundamento científico, toda vez que, si bien el tribunal puede apartarse de las conclusiones del peritaje, en el caso ha sustituido a la experta, emitiendo opinión sobre aspectos médicos que no habían sido sometidos a dictamen, y que tampoco fueron objeto de pedido de explicaciones por los interesados, lo cual afecta seriamente al derecho de defensa. En consecuencia, el parecer del juzgador en este aspecto, no puede configurar el cumplimiento de la debida fundamentación que debe contener una sentencia judicial. No se advierten las razones justificantes para elevar el monto del daño moral a ocho veces más que la suma admitida en Primera Instancia, ya que no se aclara cuál fue el cálculo o método seguido para extraer de bases similares montos tan diversos. Tiene dicho la corte que el pronunciamiento que eleva el monto de condena por daño moral en forma exorbitante y desproporcionada, sólo satisface en apariencia la exigencia de una adecuada fundamentación al utilizar pautas genéricas que no permiten verificar cuál ha sido el método seguido para fijar aquel importe. La elevación del rubro de daño psíquico diez veces más que el establecido en Primera Instancia, sólo sobre la base -dogmática de tener en cuenta lo traumático que ha resultado el accidente para el joven de 23 años y su lenta recuperación, sin sustento en la opinión de ningún experto-, dista de constituir el debido basamento que exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Máxime cuando tampoco se indica que el actor haya debido someterse a un tratamiento en tal sentido, circunstancia que impide determinar un daño cierto indemnizable. Finalmente, la Cámara tampoco explica las razones que tuvo en cuenta para elevar la tasa de interés, por lo que el pronunciamiento en ese aspecto, también carece de la debida fundamentación.  El fallo en recurso debe ser dejado sin efecto en los referidos aspectos, a fin de que otros jueces se dediquen a analizar en plenitud las circunstancias de hecho y prueba de esta causa para que puedan ofrecer el debido basamento sobre lo que en definitiva estimen al respecto, sin que, obviamente, el señalamiento de dichos defectos de fundamentación importe abrir juicio alguno sobre cuál ha de ser, en definitiva, el monto de la condena, desde que ello implicaría inmiscuirme en una potestad exclusiva de las instancias competentes en tales materias, ajenas a la jurisdicción federal del Art. 14 de la Ley 48. En cuanto a la oportunidad del planteo, la Corte tiene dicho que, en principio, el requisito de la introducción oportuna sólo rige respecto de las cuestiones federales previstas en el Art. 14 de la Ley 48, que deben ser resueltas de modo previo por los jueces de la causa a fin de dar lugar a la intervención del Tribunal, último intérprete de las mismas. Mas la arbitrariedad, como lo ha definido la Corte, no es una cuestión federal de las efectivamente aludidas en la reglamentación del recurso extraordinario, sino, en rigor, la causal de nulidad del fallo por no constituir, a raíz de sus defectos de fundamentación o de formas esenciales, "la sentencia fundada en ley" a que se refiere el Art. 18 de la Constitución Nacional. De allí que las partes no tienen por qué admitir de antemano, que el juzgador podría incurrir en ese fundamental defecto. Y por eso es que la Corte ha sido muy amplia al respecto, y sólo ha exigido el planteo previo en el supuesto en que la cámara confirma por iguales fundamentos la sentencia del juez de grado y ante ésta no se hubiera invocado la tacha, desde que ello importa un consentimiento de validez que luego no permite introducirla tardíamente. Porque, de lo contrario, habría que reservarla siempre, como un mecanismo indispensable, respecto de la eventual desatención de la totalidad de las propuestas de derecho no federal o de hecho y prueba debatidas en la causa, desde que cualquiera de ellas, es previsible, podrían ser decididas de modo arbitrario.  Empero, el requisito de la reserva, como el Tribunal lo tiene dicho, no existe, en realidad, en el marco del recurso extraordinario, sino que la exigencia que debe cumplirse es el oportuno planteo de la cuestión federal, a fin de que los jueces puedan decidirla, planteo que incluso no requiere de fórmulas sacramentales. No se trata, por consiguiente, de reservar sino de introducir. Y la arbitrariedad, como se dijo, no es una cuestión a decidir, que, por ende, deba ser introducida, sino el defecto de invalidez jurisdiccional del que resguarda el Art. 18 de la Constitución Nacional, y que siempre ha de nacer, de modo indefectible, con el dictado del acto inválido.


    González, Eduardo Andrés c/ Trenes de Buenos Aires S.A.


    G. 187, XXXIX, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Sentencia definitiva. Denegatoria del fuero federal. Improcedencia del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que las decisiones dictadas en materia de competencia no autorizan la apertura de la instancia extraordinaria, por no constituir sentencias definitivas, con excepción de los casos en que media denegación del fuero federal, extremo que no acontece en autos. También, ha sostenido que la ausencia de dicho requisito no puede suplirse mediante la invocación de garantías constitucionales, supuestamente vulneradas, ni por la pretendida arbitrariedad del pronunciamiento. En igual sentido, ha resuelto que las sentencias que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importa decisión contraria al privilegio federal a que refiere el artículo 14 de la Ley 48. Los agravios introducidos tardíamente por el quejoso no pueden ser objeto de tratamiento en esta instancia.


    Instituto Municipal de Obra Social c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    I. 130, XXXV, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Ómnibus de transporte de pasajeros. Responsabilidad objetiva. Presunciones. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Devolución del expediente. 


    La doctrina de las sentencias arbitrarias exige la existencia de graves falencias o irregularidades en los resolutivos atacados, siendo necesario que produzcan una ruptura en la necesaria conexión lógico-jurídica de los temas que deciden, implicando por ello la lesión de garantías constitucionales tales como la defensa en juicio y del debido proceso. No obstante que los agravios reseñados remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, materias ajenas a la instancia del artículo 14 de la Ley 48, la Corte tiene dicho que ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable, y la prueba rendida, habiendo establecido, además, que, si los argumentos expuestos por el a quo han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido, al haberse omitido considerar elementos conducentes para decidir la controversia relativa a la responsabilidad. El fallo se sustentó en pautas de excesiva latitud que no conducen a una razonable interpretación del derecho aplicable en la causa, pues, el pronunciamiento de la Alzada no llega a conmover los sólidos fundamentos del fallo de primera instancia. Los elementos de juicio obrantes en la causa no reflejan que se den en la especie los requisitos necesarios para eximir de responsabilidad a los demandados. A dicho resolutorio arribó la Sala en base a deducciones efectuadas, no surgiendo del expediente que la demandada haya probado su falta de responsabilidad en el accidente reconocido por ésta en la contestación de demanda.  Conforme lo ha receptado la doctrina y jurisprudencia vigente en la materia, quien explota un servicio de transporte de pasajeros está asumiendo una actividad riesgosa susceptible de causar daños a sus transportados, resultando de aplicación la responsabilidad objetiva. La obligación resarcitoria que pesa sobre las empresas de transporte es de naturaleza objetiva, impuesta por la legislación en virtud de razones de política en materia de transportes, con el objeto de inducir a aquellas a extremar las precauciones respecto de la buena calidad, perfecto estado y funcionamiento del material, además de la capacitación y buen desempeño de su personal y el estricto cumplimiento de las leyes y reglamentos, instituidos, asimismo, en amparo de las posibles víctimas, para quienes el resarcimiento resultaría ilusorio, en la mayoría de los casos, si tuvieran que probar la culpa del transportista. Al respecto el dueño o guardián de la cosa, para eximirse de su responsabilidad, o disminuir la que se le atribuye, deberá demostrar que de su parte no hubo culpa, o que la hubo en menor grado, por que la ley presume que él es el único responsable. Se debe privilegiar el derecho del transportado, quien habiendo subido en perfectas condiciones físicas, sufrió en el transcurso del viaje un accidente, respecto del cual no resultó culpable. El principio de responsabilidad objetiva y de conformidad con la normativa vigente en la materia, debe recaer sobre la demandada, quien no probó en autos encontrarse eximida de la misma, y a quien le asiste conforme lo normado por el artículo 184 del Código de Comercio el deber de efectuar la conducción segura del pasajero y trasladarlo sano y salvo hasta su lugar de destino. Las conclusiones del a quo, que parten de una base meramente presuncional, distan de constituir una derivación razonable del derecho vigente de acuerdo con circunstancias fácticas efectivamente comprobadas en el juicio.


    Ippolito, Claudia Analía c/ Cooperativa de provisión de servicios para transporte, construcción y crédito limitada


    I. 80, XXXVII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Desalojo. Fundamentación de sentencias. Procedencia del recurso. 


    Cabe señalar de inicio que si bien las cuestiones atinentes a la apreciación que realizan los jueces de los hechos y pruebas incorporadas a la causa y la aplicación e interpretación de normas de derecho común, no son por principio susceptibles de ser revisadas por medio del recurso extraordinario, no es menos cierto que ha hecho excepción al criterio, cuando la sentencia apelada no reúne los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional.  El fallo apelado incurre en contradicción con sus propios fundamentos, desconoce constancias obrantes de la causa y se aparta sin motivo valedero de la prueba conducente a la solución ajustada del presente litigio.


    Galarraga, Sergio Ignacio y otros c/ San Martín, Arminda Jacinta


    G. 351, XXXVII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Responsabilidad objetiva. Responsabilidad subjetiva. Fundamentación de sentencias. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Las consideraciones para atribuir responsabilidad al fabricante, han sido formuladas por el juzgador de manera genérica, sin referirlas adecuada y concretamente a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que el pronunciamiento aparece sustentado sobre pautas de excesiva latitud, insuficientes para satisfacer el requisito de debida fundamentación exigible en las decisiones judiciales.  No es potestad de la Corte terciar como un juzgador de una tercera instancia en la valoración de las cuestiones de hecho y derecho común que rodean al sub lite sino tan sólo advertir que la invocación dogmática de la Ley de Defensa al Consumidor como elemento prioritario de atribución de responsabilidad, sin el paralelo estudio de los elementos obrantes en las constancias de sub examine, importa por sí, una ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario,  exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Porque si bien es cierto que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos del pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados toma inoficioso hacerlo con los restantes, pero en cambio no es un principio válido cuando la aplicación de fórmulas demasiado genéricas, dista de convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada.


    Llop, Omar Mateo c/ Autolatina Argentina S.A.


    L. 780, XXXVI, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Daño moral. Indemnización. Cuestiones de hecho y prueba. Derivación razonada del derecho vigente. Denegatoria del recurso. 


    Examinados los términos de la sentencia, y los agravios que se invocan en el escrito de impugnación, éste no cumple con el requisito de fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la Ley 48, toda vez que no se hace cargo de los argumentos conducentes en que se apoya el pronunciamiento recurrido, advirtiéndose que las críticas del quejoso, expuestas en su generalidad de manera dogmática, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar sus consideraciones, pues no las rebate mediante una crítica prolija, como es exigible frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Se observa, asimismo, que reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común.


    Perelmuter, Isaac Gabriel y otro c/ Arte Radiotelevisivo Argentino S.A.


    P. 638, XXXVII, 25 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Novación. Fundamentación de sentencias. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. 


    La sentencia impugnada carece del adecuado fundamento fáctico y legal que permita considerarla derivación razonada del derecho vigente con sujeción a las circunstancias comprobadas de la causa. En efecto, el a-quo entendió, dogmáticamente, que en la especie se ha operado una novación subjetiva por delegación imperfecta (Art. 814 del Código Civil). Pero, como bien lo expresa la recurrente, la novación no se presume. Según el artículo 812 del Código Civil, es preciso que la voluntad de las partes se manifieste claramente en la nueva convención, o que la existencia de la anterior obligación sea incompatible con la nueva. Ninguno de estos supuestos concurren en el caso, sencillamente porque no ha existido una "nueva convención"; es decir, no ha existido la "transformación de una obligación en otra", según la definición de novación del artículo 801 del mismo Código. Esto significa, más precisamente, que para que haya novación debe operarse la sustitución de la obligación originaria por una nueva obligación, cosa que no ha ocurrido en autos.  La Corte tiene establecido que es condición de validez de los fallos judiciales que ellos sean fundados y constituyan derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. Ha dicho además que, careciendo la sentencia de la fundamentación mínima que la valide como acto judicial o incurriendo en errores de gravedad que la descalifiquen como tal, debe ser declarada arbitraria, pues en ambos supuestos se encuentra desprovista de la fundamentación que es recaudo de su validez y que tiene base constitucional.  En el auto denegatorio del recurso extraordinario, se alude a la omisión del apelante de introducir oportunamente la cuestión federal. En ese sentido, la Corte tiene dicho que, en principio, el requisito de la introducción oportuna sólo rige respecto de las cuestiones federales previstas en el artículo 14 de la ley 48, que deben ser resueltas de modo previo por los jueces de la causa a fin de dar lugar a la intervención del Tribunal, último intérprete de las mismas. Mas la arbitrariedad, como lo ha definido la Corte, no es una cuestión federal de las efectivamente aludidas en la reglamentación del recurso extraordinario, sino, en rigor, la causal de nulidad del fallo por no constituir, a raíz de sus defectos de fundamentación o de formas esenciales, “la sentencia fundada en ley” a que se refiere el artículo 18 de la Constitución Nacional. De allí que las partes no tienen por qué admitir de antemano, que el juzgador podría incurrir en ese fundamental defecto. Y por eso es que la Corte ha sido muy amplia al respecto, y sólo ha exigido el planteo previo en el supuesto en que la cámara confirma por iguales fundamentos la sentencia del juez de grado y ante ésta no se hubiera invocado la tacha, desde que ello importa un consentimiento de validez que luego no permite introducirla tardíamente. Porque, de lo contrario, habría que reservarla siempre, como un mecanismo indispensable, respecto de la eventual desatención de la totalidad de las propuestas de derecho o de hecho y prueba debatidas en la causa, desde que cualquiera de ellas, es previsible, podrían ser decididas de modo arbitrario.  Sobre el requisito de la reserva,  la Corte  tiene dicho, no existe en el marco del recurso extraordinario - sería, obviamente, un excesivo rigorismo -, sino que la exigencia que debe cumplirse es el oportuno planteo de la cuestión federal, a fin de que los jueces puedan decidirla, planteo que incluso no requiere de fórmulas sacramentales. No se trata, por consiguiente, de reservar sino de introducir. Y la arbitrariedad, como se dijo, no es una cuestión a decidir, que, por ende, deba ser introducida, sino el defecto de invalidez jurisdiccional del que resguarda el artículo 18 de la Constitución Nacional, y que siempre ha de nacer, de modo indefectible, con el dictado del acto inválido.


    Elías, Carlos Fabián y otro c/ Asociación de supervisores de la Industria Metalmecánica de la República Argentina y otros


    E. 228, XXXVIII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Sucesiones. Inscripción de dominio. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Vale recordar que la Corte tiene reiteradamente dicho que para que proceda el recurso extraordinario, se requiere que la resolución apelada revista el carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48. Tal es el caso de las decisiones que ponen fin al pleito, impiden su continuación o causan un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. La Corte estableció que la invocación de cláusulas constitucionales no excusa la falta de aquel requisito cuando los agravios pueden encontrar remedio en las mismas instancias o por vía de intervención de la Corte al dictarse la sentencia final de la causa.


    Garay Román y otra s/ Declaratoria de Herederos


    G. 1678, XXXVIII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Embargo. Cesión de créditos. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Denegatoria del recurso. 


    Es doctrina de la Corte que si bien, como regla, las resoluciones dictadas en materia de medidas cautelares no constituyen sentencia definitiva a los fines del recurso extraordinario, ello es así en tanto su mantenimiento no genere, en virtud de las particularidades del caso, consecuencias de imposible o insuficiente reparación ulterior, como ocurre en el sub lite, en el que la medida precautoria ha devenido en ejecutoria, ya que los fondos embargados a la recurrente salieron de su patrimonio y fueron por orden judicial depositados en el expediente.  En primer lugar, como lo indica la Cámara, la resolución n° 25.429 de la Superintendencia de Seguros de la Nación, para autorizar a entes mutuales como la quejosa a operar en el seguro de transporte público de pasajeros, exigía el requisito de que debían recibir a título de cesión los activos y pasivos de aseguradoras existentes a la fecha.  Por otra parte surge la íntima vinculación que existe entre ambas empresas en cuestión, por lo que la decisión que afecta el patrimonio de uno, más allá de las consideraciones jurídicas vertidas por los jueces de la causa, no es arbitraria, pues razonablemente tiende a proteger los derechos de terceros ajenos a la situación descripta situación irregular.


    Lacarra, José O. c/ Lage, Oscar R. y otros


    L. 310, XXXVIII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Juegos de Azar. Doctrina de la arbitrariedad. Confirmación de sentencia. 


    Ante todo, cabe destacar que, no pueden ser examinados en la presente instancia los agravios atinentes a la aducida falta de legitimación del actor, a la omisión de tratamiento de los presupuestos de admisibilidad del amparo y a la ineptitud de la vía intentada, dado su carácter fáctico y procesal, toda vez que el recurso extraordinario fue denegado respecto de la tacha de arbitrariedad, sin que el apelante haya deducido la correspondiente queja. Asimismo, en lo que respecta a la falta de reclamo administrativo previo, además de remitir a una cuestión de hecho, ajena -por principio y naturaleza- al recurso extraordinario, se opina que no fue oportuna su introducción, ya que la inteligencia de la Ley 19.549 sometida a conocimiento del a quo, resulta distinta de la planteada ante el Tribunal. En tales condiciones, la jurisdicción queda abierta en la medida en que la otorgó la alzada, es decir, circunscripta al alcance e interpretación de normas federales. Desde esa perspectiva, el recurso extraordinario es admisible, ya que los agravios involucran la inteligencia de normas de esa índole y la decisión es contraria al derecho que el apelante funda en ellas. Por lo demás, la Corte ha señalado que la colisión de normas emanadas de un poder local con las dictadas en el orden nacional, importa siempre, por sí misma, una cuestión de suma gravedad que, independientemente de que trasunte un conflicto de competencia jurisdiccional o un conflicto de poderes, autoriza la apertura de la vía del Art. 14 de la Ley 48. Se debe señalar que, numerosas son las causas suscitadas a raíz de los conflictos de jurisdicción y de poderes en materia de juegos de azar. Ello aconseja, unificar el criterio que debería regir, a fin de evitar disparidad en situaciones análogas. Así, pues con tal objeto, se recuerdan las palabras de, el procurador general José Nicolás Matienzo -citadas en el dictamen del 27 de abril del año 2000 in re: Comp.599, LXXXV "Casino Estrella de la Fortuna s/ Allanamiento"- al expresar que "En nuestro sistema federal de gobierno, no sólo dos, sino tres jurisdicciones pueden subsistir sobre las mismas personas, cosas y lugares: la nacional, la provincial y la municipal, sin que entre ellas se produzcan choques si cada una limita su acción a lo que le corresponde". Para poder dilucidar si las autoridades nacionales tienen competencia para regular la materia de juego de azar en la Ciudad de Buenos a la luz del nuevo marco constitucional creado por la reforma de 1994, es preciso destacar que, en la tarea de esclarecer la inteligencia de normas de carácter federal, la Corte no está limitada por las posiciones de los jueces intervinientes ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue. La Corte ha remarcado, en lo atinente a la distribución de competencias sobre la materia en debate, el carácter eminentemente local de su regulación. Así lo viene sosteniendo, en particular y desde antiguo, respecto de la ley de Lotería Nacional aplicada a la Capital Federal, cuando en un precedente de 1942 dijo que "...Ia sentencia, registrada en T. 152, pág. 197, de su colección de fallos, es la última de una serie de pronunciamientos que se remontan en el tiempo hasta el año 1898, en que fue cuidadosamente examinada acerca de una cuestión semejante la ley 3313 de la Lotería Nacional sancionada el el año 1895. Que en esa oportunidad se llegó a la conclusión de que esa ley había sido dictada para la Capital y los territorios nacionales y tenía, por consiguiente, el carácter de un estatuto local que ponía en juego facultades o poderes inherentes al gobierno de la Capital Federal a que alude el art. 67, inc. 27, de la Constitución Nacional-Fallos: 74,267 y 340; 85, 391; 87, 315, y 152,197. Que en efecto, así resultaba de los hechos, pues la susodicha ley fue sancionada a raíz de un conflicto producido en momentos en que la lotería revestía carácter municipal y así resultaba también del contenido del art. 2069 del Código Civil, que expresa a este propósito que las loterías y rifas, cuando se permitan, serán regidas por las respectivas ordenanzas municipales o reglamentos de policía. El Código Civil partía, pues, de la base de que la facultad de autorizar el juego en algunas de sus formas, hallábase comprendido en el poder de policía de cada provincia y que su ejercicio, como es obvio, correspondía a los gobiernos respectivos. Que por último la técnica empleada por la ley núm. 3313 para organizar mediante el juego le lotería una beneficencia que trascienda los límites del territorio de la Capital ha permitido conservarle el carácter de ley local, como resulta: a) de que la ley se dictó sólo respecto de la Capital y territorios nacionales, donde no pueden circular ni venderse otros billetes de lotería que los emitidos con arreglo a su autorización y previsiones, art. 9; b) de que el propio Congreso por el art. 14 implícitamente reconoció el poder de las provincias para autorizar nuevas loterías o prorrogar los contratos existentes sobre ellas. Si, pues, aquél se hallan facultadas, según la propia Ley, para permitir jugadas de lotería dentro de los límites de su territorio, la Ley 3313 no estuvo nunca destinada, según la intención de los autores, a regir con carácter obligatorio fuera de la Capital y territorios nacionales. Que de esto resulta que la Ley 3313 no nacionalizó la susodicha lotería en el año 1895. Ni la circunstancia de denominarla nacional ni la de distribuir los beneficios líquidos que resulten entre la Capital Federal y las provincias pueden producir tal efecto. Lo primero, porque nacional y federal no son términos equivalentes en nuestro sistema político de gobierno; lo segundo, porque los Arts. 7 y 8, además de establecer por adelantado que tales beneficios serán exclusivamente aplicados a los fines que ella determina, vedan por consiguiente su confusión con el patrimonio de la Nación". Tal criterio conserva actualidad, toda vez que las normas en vigor, dictadas por el Congreso después de 1895 y relacionadas con la Lotería Nacional, no han modificado la condición básica de aquella antigua ley. Desde esa perspectiva, se estima que el Congreso, cuando emitió el Régimen de la Lotería de Beneficencia Nacional y Casinos -Ley 18.226, citada por el decreto 494/01-, al facultar al Poder Ejecutivo Nacional para convenir con los gobiernos provinciales la participación que las provincias tendrán en el producido de los casinos a cargo de la Lotería de Beneficencia Nacional y Casinos existentes o a crearse en sus respectivos territorios, le asignó un carácter eminentemente local, tal como lo tenía su predecesora 3313. Así, pues, dicho aserto se ve corroborado por las disposiciones contenidas en el decreto 1688/94 -dictado el 23/9/94, previo a la vigencia de la Ley 24.588 y del Estatuto Constitucional de la Ciudad- en cuanto establece, de modo expreso, que la Lotería Nacional S.E. tiene a su cargo, en jurisdicción de la Capital Federal y demás ámbitos sujetos a jurisdicción nacional, el ejercicio del poder de policía en materia de juegos de azar y apuestas mutuas y el control del funcionamiento de locales, comercios y personas en general que intervengan en su comercialización. El Art. 129 de la Constitución Nacional dispone: "La Ciudad de Buenos Aires tendrá un régimen de gobierno autónomo, con facultades propias de legislación y jurisdicción y su jefe de gobierno será elegido directamente por el pueblo de la ciudad. Una ley garantizará los intereses del Estado nacional, mientras la ciudad de Buenos Aires sea capital de la Nación". Al respecto, cabe recordar que la delimitación concreta de competencias entre la Nación y la Ciudad de Buenos Aires no fue realizada por el constituyente de 1994, circunstancia demostrativa de que las relaciones entre ambas en este proceso de transición no surgen de la Constitución Nacional, sino que, por el contrario, ésta delegó tal delimitación a los poderes ejecutivo y legislativos federales y a la convención estatuyente de la ciudad. En ese marco de institucionalización del "status constitucional especial" de la Ciudad, la Ley 24.588 reglamentó dicho precepto y declaró de modo especial la tutela de los intereses federales, por el hecho de conservar el Congreso de la Nación poderes legislativos residuales sobre la Ciudad de Buenos Aires, mientras sea capital de la Nación. En efecto, el Art. 75 inc 30 de la Constitución Nacional puntualiza que el Poder Legislativo federal dicta una "legislación exclusiva" sobre el territorio capitalino, pero la cláusula transitoria séptima del texto constitucional aclara que esas atribuciones legislativas las ejerce sobre la Ciudad de Buenos Aires en tanto sea capital, siempre que las conserve con arreglo al Art. 129, esto es, en cuanto las retenga de acuerdo a la ley de resguardo de los "intereses federales". Por otra parte, el Art. 140 del Estatuto Constituyente, declara <abolidas> "todas las normas que se le opongan", "lo que permite entender que quedan derogadas las normas municipales opuestas al primero, pero también las reglas nacionales de derecho local que vayan en contra del estatuto, en las materias propias de la Ciudad de Buenos Aires según el Art. 129 de la Constitución Nacional y la Ley 24.588". De lo reseñado, surge que el principio general de distribución de jurisdicciones entre el Gobierno Federal y las Provincias, según el cual "las provincias conservan todo el poder no delegado por la Constitución a la Nación", en la Ciudad de Buenos Aires se invierte, pues en su ámbito "la Nación conserva todo el poder no atribuido por la Constitución al gobierno autónomo de la Ciudad". También de ello se deriva que, en dicho ámbito, el Estado Nacional retuvo los asuntos de índole federal y es titular de todos aquellos bienes, derechos, poderes y atribuciones necesarios para el ejercicio de sus funciones, a la vez que continúan bajo su jurisdicción los inmuebles situados en la Ciudad que sirvan de asiento a los poderes de la Nación, así como cualquier otro bien de propiedad de la Nación o afectado al uso o consumo del sector público nacional.  A fin de arbitrar una justa solución a esta controversia se estima que es menester tener presente la doctrina de la Corte, según la cual ninguna de las normas de la Ley Fundamental de la Nación puede ser interpretada en forma aislada, desconectándola del todo que la compone, y que la interpretación debe hacerse, al contrario, integrando las normas en la unidad sistemática de la Constitución, comparándolas, coordinándolas y armonizándolas, de forma tal que haya congruencia y relación entre ellas. Por lo demás, la obra genuina de los intérpretes, y en particular de los jueces, es permitir el avance de los principios constitucionales, que es de natural desarrollo y no de contradicción, consagrando una inteligencia que mejor asegure los grandes objetivos para los que fue dictada la Constitución Nacional. También, la Corte se ha pronunciado sobre la necesidad de que la Ley Fundamental y el ordenamiento jurídico del que es base normativa sean examinados como un todo coherente y armónico en el cual cada precepto recibe y confiere su inteligencia de y para los demás. De modo tal que ninguno pueda ser estudiado aisladamente sino en función del conjunto normativo, es decir, como partes de una estructura sistemática, considerada en su totalidad. Esta interpretación debe tener en cuenta, además de la letra, la finalidad perseguida y la dinámica de la realidad. Por otra parte, los intereses federales sobre la Capital Federal se encuentran debidamente resguardados por el art. 1° de la Ley 24.588, que los garantiza mientras la Ciudad de Buenos Aires sea Capital de la República para asegurar el pleno ejercicio de los poderes atribuidos a las autoridades del Gobierno de la Nación, tal como lo establece el Art. 129, segundo párrafo, de la Ley Fundamental. Es menester recordar que la Corte ha insistido en que los Jueces no pueden prescindir, en la interpretación y aplicación de las leyes, de las consecuencias que derivan de cada criterio, pues ellas constituyen uno de los índices más seguros de verificar su razonabilidad y coherencia con el sistema en que está engarzada la norma.


    Alimena, Atilio Domingo c/ Poder Ejecutivo Nacional - Decreto 494/01 s/ Amparo Ley 16.986


    A. 1168, XXXVIII, 27 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Quiebra. Honorarios. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es del caso poner de resalto que si bien la Corte tiene dicho que el recurso extraordinario no procede respecto de decisiones de los jueces de la causa en materia de honorarios, por constituir materia de derecho común y procesal propia de sus facultades y ajena por principio al remedio excepcional, no es menos cierto que ha hecho excepción a tal doctrina, cuando la resolución cuestionada, carece de los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional.


    Castelar S.A.I.A. s/ Quiebra


    C. 691, XXXVII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Administrador del consorcio. Juicio por rendición de cuentas. Caducidad de instancia. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cabe señalar, que aún cuando los agravios del quejoso remiten al examen de cuestiones de hecho y de derecho procesal, ajenas -como regla y por su naturaleza- al recurso del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para habilitar la vía intentada cuando, con menoscabo del derecho de defensa en juicio, artículo 18 de la Constitución Nacional, la Alzada ha desatendido los planteos de aquélla que tendían a demostrar la improcedencia del planteo formulado por la actora, y omitido ponderar elementos de la causa y disposiciones legales conducentes para la correcta solución del caso. Ha sostenido reiteradamente la Corte, que por ser la caducidad de instancia un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga, debe adecuarse a ese carácter sin llevar ritualistamente el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio; Por ello, refiere que no cabe extender al justiciable actividades que no le son exigibles en tanto la ley adjetiva no se las atribuya, sin riesgo de incurrir en una delegación no prevista legalmente, razón por la cual ha entendido la Corte, que cuando la parte queda exenta de su carga procesal de impulso, su inactividad no puede ser presumida como abandono de la instancia, pues ello importaría imputarle las consecuencias del incumplimiento de las obligaciones legales por parte de los funcionarios judiciales responsables. Cabe observar al respecto, que el artículo 135, inciso 5) del Código Procesal dispone la notificación por cédula de las providencias que se dicten entre el llamamiento para la sentencia y ésta, circunstancia que no surge cumplida por el a quo, y respecto de lo cual se agravia el recurrente.


    Consorcio Propietarios calle Formosa 463 c/ Luppino, Saverio


    C. 944, XXXVII, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Deserción del recurso. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho, derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa, máxime, cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial conclusión que, por cierto, cabe extender a aquellas en que se debate el alcance de la competencia de los tribunales de alzada cuando conocen por vía de recursos deducidos ante ellos y a las decisiones que establecieron la insuficiencia de los escritos de expresión de agravios y la consiguiente deserción del recurso. Resulta oportuno señalar, la índole particular que atañe a la doctrina pretoriana de la arbitrariedad, la que al decir del Alto Tribunal, no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como "la sentencia fundada en ley..." a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema.


    Esab Aktiebolag c/ Esab S.A.


    E. 194, XXXVIII, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Tiene dicho la Corte que la arbitrariedad es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia cuando deciden recursos de orden local) y que es extraña a la instancia federal la revisión de las decisiones vinculadas con los requisitos que deben reunir los recursos ante los tribunales de la causa aunque tal doctrina admite excepción cuando el pronunciamiento impugnado no atiende a los términos de los preceptos cuya aplicación se pretende, por lo que la declarada inadmisibilidad del remedio federal puede generar una indebida restricción del derecho de defensa que asiste al recurrente. Cabe tener muy en cuenta que, como sostenidamente dijo la Corte Suprema, el amparo no está destinado a reemplazar los medios normalmente instituidos para la decisión de las controversias judiciales y que la existencia de un procedimiento para la efectiva tutela del derecho que se dice vulnerado -en el sub lite, el recurso de casación- basta para el rechazo de la acción de amparo.


    Estado provincial s/ Amparo


    E. 263, XXXVII, 09 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Rescisión del contrato. Indemnización. Arbitrariedad de sentencia. Denegatoria del recurso. 


    La Corte ha dicho que corresponde rechazar la tacha de arbitrariedad esgrimida si los fundamentos suscitan el análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho público local respecto de los cuales el recurso exhibe una mera discrepancia de criterio , sin que su acierto o error pueda ser examinado por el Tribunal en atención a que "la doctrina de la arbitrariedad tiene un carácter estrictamente excepcional, y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa" , ya que dicha doctrina "no tiene por objeto corregir/al/os equivocados o que se consideren tales sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impidan considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido". No cabe tener por configurada una excepción de dicho principio, toda vez que los agravios del apelante sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho, prueba y derecho público local, expresadas por el a quo. En efecto, no se advierte arbitrariedad en la sentencia apelada por apartamiento de la ley 23.696, pues, más allá de la discrecionalidad, que según aduce la apelante, le compete para apreciar la emergencia económica, la Cámara desestimó aplicar tal cuerpo legal por entender que las causas que provocaron la paralización de la obra ya se habían verificado mucho antes de su vigencia, circunstancias fácticas cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena a su revisión por la vía del art. 14 de la ley 48. Respecto a la valoración de las pruebas; también, cabe recordar que los jueces no están obligados a tratar una por una todas las producidas, ya que basta con que se mencionen aquellas que a su juicio sean decisivas para la solución adoptada. Por último, es aplicable la doctrina de V.E., según la cual "Si las argumentaciones que desarrolla el recurrente no fueron oportuna y suficientemente propuestas a los jueces de grado, ello impide su consideración en la instancia extraordinaria"


    Grasso Raineri Nobati S.R.L. c/ Muncipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    G. 915, XXXVII, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Responsabilidad profesional. Daños y perjuicios. Defectos en la fundamentación normativa. Arbitrariedad de sentencia. Admisibilidad del recurso. 


    Según jurisprudencia reiterada de la Corte, se ha considerado que la tacha de arbitrariedad debe considerarse de manera particularmente restrictiva en los casos en los que las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia, en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el orden local, tal como ocurre en el sub examine. La doctrina de las sentencias arbitrarias exige, la existencia de graves falencias o irregularidades en los resolutivos atacados, siendo necesario que produzcan una ruptura en la necesaria conexión lógico-jurídica de los temas que deciden o deben decidir, implicando por ello -al no contar con respaldo fáctico o jurídico- la lesión de garantías constitucionales tales como la defensa en juicio y del debido proceso. En tal sentido, y no obstante que los agravios reseñados remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, materia ajena a la instancia del Artículo 14 de la Ley 48, la Corte tiene dicho que ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable, y la prueba rendida, habiendo establecido, además, que, si los argumentos expuestos por la Corte local han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido.


    Lubo, Ricardo Nicanor c/ Pugliese, Canio y otro


    L. 95, XXXVII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cajas de previsión. Abogados. Discriminación. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La sola invocación de preceptos constitucionales no basta para la viabilidad del recurso extraordinario, si el agravio de la quejosa se ha fundado directamente en la interpretación y alcance de una norma de derecho local, y sólo indirectamente en el texto constitucional. De otro modo la jurisdicción de la Corte sería ilimitada pues no hay derecho que en definitiva no tenga raíz y fundamento en la Constitución, aunque esté directa e inmediatamente regido por el derecho común o procesal. Por último, no se advierte que la cuestión resuelta por el a quo pueda configurar un supuesto de gravedad institucional, ya que sólo se encuentra en juego el interés particular de la parte involucrada.


    Moure, Ricardo Alberto c/ Caja de Previsión Social para abogados de la Provincia de Buenos Aires


    M. 1244, XXXVI, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Servicio telefónico. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Corresponde señalar que, si bien las decisiones que resuelven cuestiones de competencia no autorizan en principio la apertura del recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la Ley 48, en tanto no constituyen sentencia definitiva, cabe hacer excepción a tal principio cuando comportan denegación del fuero federal. En cuanto a la cuestión de competencia bajo examen, surge de las constancias de autos que la pretensión de los actores presenta una estrecha vinculación con el funcionamiento y organización del servicio público telefónico, lo que importa la aplicación e interpretación de normas federales, como lo es la Ley Nacional de Telecomunicaciones 19.798, en especial, los artículos 40, 41 y 42, por lo que se entiende que cabe asignar igual carácter a la materia del pleito.


    Roig, Juana Isabel y otros c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios


    R. 296, XXXVII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Extensión de la responsabilidad. Responsabilidad solidaria. Arbitrariedad de sentencia. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que los jueces no están obligados a seguir a las partes en todas las argumentaciones, ni a ponderar una por una y exhaustivamente todas las pruebas agregadas a la causa, sino sólo aquellas estimadas conducentes para fundar sus conclusiones. Ha establecido, asimismo, que no surten cuestión de arbitrariedad los agravios que sólo muestran la discrepancia del recurrente con el criterio de selección y valoración de las pruebas aplicados por los jueces de la causa, ni la circunstancia de que el tribunal apelado haya dado preferencia a determinado elemento probatorio sobre otro. En cuanto a las críticas relativas a la interpretación de la Ley 22.250, además de tratarse solamente de diferencias en el entendimiento de normas de derecho común, es principio aceptado por nuestra doctrina y jurisprudencia que la exclusión del Artículo 2°, inciso b, de la ley citada, sólo opera cuando el propietario se vincula en forma directa con los trabajadores que ocupa, mas no cuando se vale de contratistas. En tal supuesto, la responsabilidad solidaria emanada del Artículo 32 de la misma ley, no deriva del carácter de empleador del propietario, sino de un defecto de contratación, al no haberle exigido al contratista, la constancia de inscripción en el registro respectivo.


    Sánchez, Horacio Enrique c/ Bustos, Julio y otros s/ Accidente – Ley 9688


    S. 315, XXXVII, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Impuesto a las ganancias. Excepción de pago. Intereses compensatorios. Arbitrariedad de sentencia. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien en principio las sentencias en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el artículo 14 de la Ley 48, debido a la posibilidad que asiste a las partes de plantear nuevamente el tema, ya sea por parte del Fisco librando una nueva boleta de deuda, o por el ejecutado, mediante la vía de repetición, en la presente causa el a quo hizo lugar a la excepción de pago total documentado y ello no podrá replantearse posteriormente. Se trata de una sentencia que resulta inapelable en virtud de la reforma introducida por la Ley 23.658 al artículo 92 de la Ley de Procedimientos Tributarios y, por ende, emanada del superior tribunal de la causa.  El fallo es arbitrario porque se apartó de las constancias de la causa y de las posiciones asumidas por las partes, que resultaban conducentes para una adecuada solución del litigio. Si bien es cierto que las cuestiones de hecho y prueba son ajenas, como regla, a la vía del artículo 14 de la Ley 48, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción al principio, con base en la doctrina de la arbitrariedad. Máxime, cuando el a quo no ha dado a la cuestión un tratamiento adecuado al tenor de los temas controvertidos en la litis, toda vez que aquél resolvió que la caducidad del plan de facilidades de pago que prevé el artículo 17 de la RG 4.065 (DGI) no se había operado porque el contribuyente habría pagado fuera de término dos cuotas no consecutivas, pero, como lo alegó la ejecutante en realidad, aquélla se produjo por la falta de pago de dos cuotas consecutivas.


    Fisco Nacional Dirección General Impositiva c/ Rulli, Carlos Alberto


    F. 631, XXXVII, 03 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Mala praxis. Responsabilidad médica. Sentencia absolutoria. Errónea apreciación de la prueba. Error judicial. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La impugnación de la absolución debe prosperar aun cuando ésta se haya basado en el artículo 3° del Código Procesal Penal. Si bien la causal de arbitrariedad resulta restringida en ese caso por referirse al fuero íntimo del juez, no es menos cierto que a través del principio in dubio pro no puede cohonestarse la falta de ponderación de pruebas esenciales para la resolver del caso. El a quo arribó a la absolución a partir del valor probatorio asignado a los dichos del acusado. No es posible conocer los términos en que la versión fue brindada durante el debate, pues en el acta respectiva no se transcribió ese aspecto de la declaración. Aun cuando la prueba incorporada durante la audiencia oral y pública sea la única relevante a la hora de fallar, y sin desconocer que la valoración de las cuestiones de hecho y prueba resultan por principio ajenas al recurso extraordinario, cabe hacer excepción a esa regla no obstante tratarse de un supuesto del artículo 3° del Código Procesal Penal, ante la arbitrariedad que exhiben los fundamentos de la absolución. Aun cuando el mismo juez plantea sus propias dudas en cuanto a la versión, se inclinó por admitirla y restar valor probatorio a otros elementos que nítidamente desvirtúan aquéllos dichos. Pese a que ambos elementos fueron examinados por el a quo, el fundamento allí utilizado para restarles eficacia probatoria no se ajusta a las reglas de la sana crítica que exigen los artículos 405 y 398 del Código Procesal Penal. Aun cuando en el actual ordenamiento procesal no existan normas que regulen de modo taxativo el valor que cabe asignar a los distintos elementos de juicio, el mérito que surge de la convergencia de dos medios directos como el instrumental y el testimonial, no puede ser razonablemente desvirtuado a partir de meras inferencias o suposiciones que no reconocen apoyo alguno en circunstancias concretas acreditadas en la causa. La Corte ha descalificado por arbitraria la sentencia que absolvió al imputado de lesiones culposas haciendo prevalecer indebidamente sus dichos sobre el cuadro indiciario reunido.  El cuadro probatorio valorado por el mismo magistrado al dictar la absolución de uno de los coimputados, no difirió, en lo esencial, del que se había acreditado durante la instrucción y merced al cual había resuelto el procesamiento del otro coimputado. Ese criterio adverso al interés de la defensa, si bien puede variar al final del proceso y arribarse entonces a una conclusión diferente, cuando el nuevo temperamento resulta opuesto al anterior es razonable que en la sentencia se expliquen los motivos de ese cambio, más aún cuando tampoco éste encuentra sustento en nuevos elementos conocidos en el debate, pues de lo contrario la suerte del proceso parecería quedar librada a la total discrecionalidad del juez quien primero puede admitir una imputación y más tarde, con las mismas pruebas, rechazarla. En tales condiciones, al ser incompatibles ambos criterios, resultaba adecuado para la buena prestación del servicio de justicia y para evitar la perplejidad de los litigantes, brindar los fundamentos de ese cambio. La actitud del Ministerio Público guardó coherencia con el criterio de la Corte en cuanto ha admitido que la necesidad de que el Estado pruebe por los medios establecidos en las normas rituales, todas las circunstancias que determinan que una acción sea un delito, no lleva a que deba hacerse cargo de cualquier excusa alegada por los imputados, sino sólo de aquéllas que resulten verosímiles. Esta inteligencia sobre la falta de acreditación de ese extremo, permitiría sostener que tampoco respecto del juez pesaba el deber de investigar los hechos y circunstancias referidos por el imputado, pues la ley procesal lo ha limitado a lo que resulte "pertinente y útil". Sin embargo, es claro que a su criterio revestía esas cualidades y, en consecuencia, debió proceder de aquel modo aún durante el debate e incluso de oficio ante la inacción de las partes, ejerciendo así la facultad que reconoce el artículo 388 del mismo cuerpo legal. Este temperamento es el que mejor armoniza con lo resuelto por la Corte, en cuanto a que las reglas atinentes a la carga de la prueba deben ser apreciadas en función de la índole y características del asunto sometido a la decisión del órgano jurisdiccional, principio éste que se encuentra en relación con la necesidad de dar primacía, por sobre la interpretación de las normas procesales, a la verdad jurídica objetiva, de modo que su esclarecimiento no se vea perturbado por un excesivo rigor formal El juez no podría prescindir del uso de los medios a su disposición para alcanzarla y evitar que el proceso se convierta en una sucesión de ritos caprichosos, pues de ser ello así, la sentencia no constituiría la aplicación de la ley a los hechos de la causa, sino la frustración ritual de la aplicación del derecho. Respecto de la queja por recurso extraordinario denegado deducida por el señor Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal, la inadmisibilidad resuelta por dicha Cámara, se ha fundado en una arbitraria interpretación del inc. 1° del artículo 458 del Código Procesal Penal de la Nación, desde que introduce en la escala de penas que allí se contempla, un excluyente orden de prelación que en modo alguno ha sido previsto por el legislador, lo cual significa una mayor restricción a los límites allí reconocidos para los recursos del Ministerio Público Fiscal, afectándose así las garantías del debido proceso y defensa en juicio que también amparan a esta parte. La Corte ha admitido la validez constitucional de esos límites, pero ello no autoriza a extenderlos mediante una indebida exégesis fundada en el orden de la enumeración allí contenida y según la gravedad de las distintas clases de penas previstas. Si ya el inc. 1° del artículo 458 constituye una limitación al derecho a recurrir, no se advierten razones válidas para que del mero orden enumerativo de los diversos supuestos allí contemplados pueda extraerse una mayor restricción recursiva para el fiscal. Este criterio, por importar la aplicación extensiva de esa norma a un supuesto diverso a aquél para el que está destinada, merece ser descalificado por imperio del citado artículo 2° del propio ordenamiento ritual, pues esa analogía conduce a una mayor limitación del derecho a recurrir reconocido al Ministerio Público. Adviértase que la propia letra del inciso abona lo propuesto en virtud de los términos disyuntivos de las tres hipótesis de pedidos de condena que prevé: a más de tres años de pena privativa de libertad, a multa de doscientos mil australes, o a inhabilitación por cinco años o más. Habida cuenta que el representante del Ministerio Público solicitó la pena de tres años de prisión y diez de inhabilitación especial, resulta claro que por el monto de la segunda de las penas requeridas, encuadra en el último de los supuestos de aquella norma, pues prevé la impugnabilidad de la sentencia absolutoria cuando el pedido de condena haya sido de cinco o más años de esa especie. La Corte ha resuelto que si bien el contenido de las normas rituales posee su reconocida e indiscutible importancia que exige su riguroso cumplimiento, su desnaturalización, su sobredimensionamiento por encima de su razón de ser, termina por convertir a esos imprescindibles preceptos en una suerte de trampas o valladares tendientes a frustrar el derecho constitucional del debido proceso, lesionando gravemente la garantía de la defensa. Cabe hacer excepción al principio según el cual el rechazo de los recursos por parte de los tribunales de la causa, por remitir al examen de cuestiones de naturaleza común y procesal, no es materia de recurso extraordinario, pues como consecuencia de un excesivo rigor formal y en detrimento del adecuado servicio de justicia, la Cámara de Casación Penal no abordó el tratamiento de cuestiones propias de su competencia. Resulta contradictorio el argumento basado en la duda respecto de la existencia de una persona a cuyo hipotético error se ha atribuido la muerte de la víctima, para fundar la absolución de una de las coimputadas, para luego fundar la condena de otra en los dichos “ciertos” de la persona cuya existencia se pone en duda. Mediante la invocación del principio de confianza, el a quo descartó que se deba responder por lesiones culposas sufridas a consecuencia de la intoxicación, pues juzgó que no es posible responsabilizarla por la omisión impropia culposa derivada de la endilgada inobservancia de su deber legal de vigilar la preparación y expendio de medicamentos. Para ello, el magistrado no sólo prescindió de ese texto legal, sino que además incurrió en afirmaciones dogmáticas que también deben descalificarse por arbitrarias. En la sentencia se ha afirmado que la droga es utilizada para el tratamiento de enfermedades sexuales masculinas, y su comercialización se efectúa en forma reservada, evitando el interesado ser atendido por una mujer y que por ello, cabía la posibilidad de aplicar el principio de confianza. Ese razonamiento, además de dogmático, importa una arbitraria e incluso discriminatoria limitación del ámbito de responsabilidad que fija el artículo 25 de la ley aplicable, con exclusivo fundamento en el particular concepto del a quo sobre la cuestión y que llevaría a juzgar los casos según el destino del medicamento irregularmente expedido y el sexo de quien oficie como responsable del establecimiento. Si como se ha reconocido en la sentencia, el comercio carecía de farmacéuticos auxiliares para cubrir las ausencias momentáneas de la responsable técnica y durante ellas sólo es posible expedir productos de venta libre, es razonable exigir que frente a la dinámica propia del comercio adoptara los mayores recaudos para asegurar el deber de cuidado que la ley le impone en aras de la salud pública. La ponderación de ese extremo que complementa el invocado principio de confianza, resulta insoslayable para abrir juicio acerca de un obrar diligente acorde a la aludida imposibilidad.  La citada norma impone al profesional la obligación de dejar constancia firmada en el libro recetario del horario se salida y regreso. La falta de valoración de esas circunstancias también contribuye a la descalificación del pronunciamiento impugnado.


    T., E.; S., C. A.; Y., J. por Artículo 84 del Código Penal. Damnificada: D., N. L. (fallecida)


    T. 967, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa Q. 162 L. XXXVIII.


    D. Líneas Aéreas s/ Causa N° 4.996


    D. 1050, XXXIX, 17 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Incidente de nulidad. Notificación. Demanda. Defensa en juicio. Denegatoria del recurso. 


    Corresponde rechazar in Iimine el planteo de nulidad por la quejosa contra la diligencia de notificación, toda vez que ratificando el fallo del Inferior, la interesada no expresó el perjuicio sufrido, ni mencionó las defensas que no pudo oponer, en un todo de conformidad con lo normado por el artículo 172 de CPCCN, ya que conforme lo señalado por la Corte, no basta para satisfacer tales exigencias la mera invocación de que la accionada ha sido privada del derecho de defensa en juicio. Si no se indica concretamente de qué modo habría influido el vicio alegado en el ejercicio de aquel derecho, omitiendo indicar las defensas que no pudo articular en el marco del traslado conferido.


    Aller, Norma c/ Mercado de Liniers S.A. y otro s/ Daños y Perjuicios


    A. 16, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Jubilación por invalidez. Discrepancia del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso interpuesto no debe prosperar toda vez que no logra refutar los argumentos que llevaron al a-quo a conceder el beneficio solicitado. El quejoso se limitó a decir que no se ha aplicado la legislación vigente y que por tal razón la sentencia en crisis se tomaría arbitraria, agregando luego que de repetirse tal circunstancia se pondría en crisis el sistema configurándose una situación de gravedad institucional. Empero nada dijo respecto al argumento central usado por el sentenciador para dar fundamento a su decisión, cual es la doctrina de la Corte sentada en el caso "Melo" Fallos: 323:2235 la que aplicó a la causa tomando en cuenta las particulares circunstancias que de ella surgen, como ser la profesión que el actor ejercía y que según las distintas peritaciones ya no podrá cumplir, o la baja capacitación con la que cuenta. El quejoso no ha realizado una crítica razonada de los argumentos de la sentencia y sólo se ha limitado a indicar algunos aspectos relacionados con el tema que nos ocupa, no logrando demostrar la alegada arbitrariedad, sin que resulte ocioso advertir, por lo demás, que las soluciones puntuales como la presente están, como es obvio, distantes de las invocadas afectaciones al sistema de que se trata.


    Sagrera, Miguel Ángel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    S. 555, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII “Georgevich, Jorge Alberto y Georgevich, Nancy Beatriz s/ Causa n° 4172”.


    O., Horacio s/ Causa N° 4.337


    O. 38, XXXIX, 17 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 1157, L. XXXVIII, "Compañía de Circuitos Cerrados SA. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ Contencioso-inconstitucionalidad (incidente de apelación de medida cautelar)".


    Compañia de Circuitos Cerrados S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva


    C. 1156, XXXVIII, 03 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Caducidad de instancia. Cuestiones de hecho y prueba. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso federal es inadmisible y fue correctamente denegado, pues los agravios de la apelante, vinculados con la caducidad de la instancia decretada por el a quo, remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias del tribunal de la causa y ajenas -como regla y por su naturaleza- al remedio del artículo 14 de la Ley 48 y la decisión se sustenta en argumentos suficientes que, más allá de su acierto o error, bastan para excluir la tacha de arbitrariedad. Resulta aplicable al caso lo declarado por la Corte en torno a que no obsta a la declaración de caducidad de las actuaciones "lo actuado en orden a las medidas cautelares solicitadas, ni el término transcurrido por la remisión del expediente a otros juzgados, por carecer ambos de efectos interruptivos de la caducidad de la instancia, y a que no cabe atribuir a las actuaciones atinentes a la determinación de la tasa de justicia y a su pago, efectos suspensivos o interruptivos de la perención de la instancia por cuanto no constituyen un presupuesto necesario para que aquélla avance.


    Andrés Mazza S.R.L. c/ Ente Regulador del Gas s/ Resolución 36/01


    A. 2533, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Régimen disciplinario administrativo. Empleo público. Resoluciones equiparables a definitivas. Procedencia del recurso. 


    Remisión al precedente de Fallos: 324:1070


    En cuanto a la procedencia formal del recurso, cabe señalar que las resoluciones en materia de competencia no autorizan en principio la apertura de la instancia extraordinaria, pues no constituyen sentencia definitiva a los fines del recurso federal previsto en el artículo 14 de la Ley 48. A tal efecto, se considera que tienen dicho carácter aquellos pronunciamientos que ponen fin al pleito e impiden su continuación, como así también, los que causan un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior. La resolución apelada es asimilable a definitiva, toda vez que, al disponer el archivo de las actuaciones, no habría oportunidad en adelante para volver sobre lo resuelto, vedando así, en forma definitiva, el acceso a la jurisdicción.


    Depaoli, Ismael Félix c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    D. 1254, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Empleo público. Estabilidad laboral. Diferencias salariales. Resoluciones equiparables a definitivas. Procedencia del recurso. 


    Remisión al precedente de Fallos: 324:1070


    En cuanto a la procedencia formal del recurso, cabe señalar que las resoluciones en materia de competencia no autorizan en principio la apertura de la instancia extraordinaria, pues no constituyen sentencia definitiva a los fines del recurso federal previsto en el artículo 14 de la Ley 48. A tal efecto, se considera que tienen dicho carácter aquellos pronunciamientos que ponen fin al pleito e impiden su continuación, como así también, los que causan un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior. La resolución apelada es asimilable a definitiva, toda vez que, al disponer el archivo de las actuaciones, no habría oportunidad en adelante para volver sobre lo resuelto, vedando así, en forma definitiva, el acceso a la jurisdicción. Los agravios deducidos en relación a la presunta aplicación del plazo de caducidad propio del proceso administrativo provincial, resultan inadmisibles por ser de carácter prematuro, puesto que el apelante aún no cuenta con un pronunciamiento al respecto.


    Diotto, Mario Aníbal c/ Provincia de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    D. 1987, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Honorarios. Cuestión federal. Falta de fundamentación autónoma. Presentación extemporánea. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    Los agravios relacionados con la falta de aplicación del Código Procesal Civil y Comercial, al que remite el art. 106 del decreto n° 1759/72, que en definitiva conducen al examen de los alcances del principio de gratuidad en el procedimiento administrativo, en especial cuando un ente regulador resuelve una controversia entre dos particulares, no pueden ser admitidos formalmente en esta instancia, toda vez que dicha cuestión no fue oportunamente introducida. Resulta aplicable al sub lite la doctrina del Tribunal que indica que, si bien no se requieren fórmulas sacramentales, la cuestión federal debe plantearse de manera oportuna para que los jueces puedan decidirla, sin que se den los presupuestos que permitan apartarse del principio. Máxime cuando, la resolución apelada interpreta los alcances de la condena en costas impuesta en la sentencia de fondo y, desde tal óptica, también podría sostenerse que su queja es tardía, porque, en realidad, fue esta última decisión la que le produjo los agravios que esgrime. Es distinta la solución respecto de las críticas que formula contra la sentencia con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad, pues, si bien las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son, por su naturaleza, ajenas a la apelación extraordinaria, y aquella doctrina es de aplicación especialmente restringida en estos temas, cabe hacer excepción a ello en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o cuando la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, pues de otro modo el pronunciamiento se toma descalificable como acto judicial.


    Camuzzi Gas Pampeana S.A. c/ Ente Nacional Regulador del Gas


    C. 1022, XXXVI, 05 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Improcedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Aguas Argentinas S.A. c/ Propietario de Acosta Mariano - Capital Federal  s/ Ejecución fiscal


    A. 2714, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Juicio de desalojo. Sentencia definitiva. Improcedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Comisión Municipal de la Vivienda c/ Neyra de Rodíiguez, Faustina y otros s/ Desalojo: instrusos


    C. 3688, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Cobro de expensas comunes. Improcedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Consorcio de Propietarios E104 B General Savio Pedro Andrés García 5819 c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Ejecución de expensas


    C. 587, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Interrupción de la prescripción. Improcedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Moya Claros Aida Luz y otro c/ Valenzuela, Gerardo Hipólito y otro s/ Interrupción de prescripción (Art. 3.986 Código Civil)


    M. 964, XXXVII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Adopción. Medidas para mejor proveer. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    S., C. s/ Adopción


    S. 1801, XXXVIII, 10 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Sentencia no firme. Improcedencia del recurso. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    A. V., Epifanía c/ Empresa Metrovías (Premetro interno 13) y otro s/ Daños y perjuicios – accidente de tránsito c/ Lesiones o muerte


    A. 239, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Rop. Río Cuarto s/ Ejecución fiscal


    A. 619, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    A, C. H. c/ Vittone, Susana Patricia y otro s/ Daños y perjuicios - Responsabilidad profesional médicos y auxiliares


    A. 591, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    Benedit, María Génoveva c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Escrituración - sumario


    B. 3453, XXXVIII, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    Consorcio de Propietarios de Avenida Entre Ríos 9XX/XXX  c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - ex Municipalidad de Buenos Aires s/ Ejecución de expensas


    C. 428, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    De Donato, María Luisa c/ Dirección General de Cementerio del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    D. 1965, XXXVIII, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    Garibotto, Silvia Esther c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Daños y perjuicios


    G. 168, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Figueras, Fernando Marcelo y otro s/ Cobro de sumas de dinero - Sumario-


    G. 531, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    I., P. c/ Hospital Dr. Teodoro Alvarez y otros  s/ Daños y perjuicios – Responsabilidad profesional médicos y auxiliares


    I. 454, XXXVIII, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    Jardi, Jorge Omar c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito c/ Lesiones o muerte) - Sumario-


    J. 33, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Mihovilcevich, Ana y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990


    M. 592, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Sentencia no firme. Improcedencia del recurso. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    Negruzzi, Elida Olga c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios - accidente de tránsito c/ Lesiones o muerte


    N. 101, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    P., J. c/ Senesi, Juan  s/ Daños y perjuicios - Responsabilidad profesional médicos y auxiliares


    P. 67, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    Quadri, Alejandro Pablo Hernán c/ Ex- Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Ejecución de alquileres


    Q. 137, XXXVIII, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    Rafaelli, Cleolinda Marta c/ Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    R. 558, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    Richards, Juan Miguel c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Información sumaria


    R. 559, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    Russo, Juan Carlos c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    R. 234, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    Salgado, Raúl Claudio c/ Dufka, Inés Beatriz s/ Daños y perjuicios - Sumario


    S. 340, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    S., T. c/ R., A. F. s/ Daños y perjuicios - Responsabilidad profesional médicos y auxiliares


    S. 78, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    Suica, Jorge Alfredo c/ Peizomburu, Amalia y otros s/ Daños y perjuicios - Sumario


    S. 265, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    Varrone, Delia Concepción c/ Aguas Argentinas S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    V. 139, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa L. 310, L. XXXVIII, “Lacarra, José O. c/ Lage Oscar”.


    Olivero, Raúl c/ Lage, Raúl Oscar


    O. 109, XXXVIII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa S.C. A. 2351, L. XXXVIII "Aranda Elena Ramona y otros c/ Caja Retiros Jubilaciones y Pensiones Policía Federal s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad.


    Arellano, Luis Alberto y otros c/ Caja Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    A. 2396, XXXVIII, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S.C. A. 2351, L. XXXVIII "Aranda Elena Ramona y otros c/ Caja Retiros Jubilaciones y Pensiones Policía Federal s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad.


    Fayo, Rodolfo Jorge c/ Caja Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    F. 1545, XXXVIII, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S.C. A. 2351, L. XXXVIII "Aranda Elena Ramona y otros c/ Caja Retiros Jubilaciones y Pensiones Policía Federal s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad.


    Florida, Domingo Osvaldo c/ Caja Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    F. 1564, XXXVIII, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S.C. A. 2351, L. XXXVIII "Aranda Elena Ramona y otros c/ Caja Retiros Jubilaciones y Pensiones Policía Federal s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad.


    Rojas, Rubén Sotelo c/ Caja Retiros Jubilaciones y pensiones Policía Federal s/ Personal Militar de las Fuerzas Armadas y de seguridad


    R. 1917, XXXVIII, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S.C. A. 2351, L. XXXVIII "Aranda Elena Ramona y otros c/ Caja Retiros Jubilaciones y Pensiones Policía Federal s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad".


    Vidart, Horacio Luis y otros c/ Caja Retiros Jubilaciones y Pensiones Policía Federal


    V. 1111, XXXVIII, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Sentencia no firme. Improcedencia del recurso. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    C., S. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios – Responsabilidad profesional médicos y auxiliares


    C. 4010, XXXVIII, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux – sumario”.


    N., P. M. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros  s/ Daños y perjuicios - Responsabilidad profesional médicos y auxiliares


    N. 109, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cesación de cuota alimentaria. Mayoría de edad. Arbitrariedad de sentencia. Admisibilidad del recurso. 


    Tiene dicho la Corte para situaciones similares, que si bien la determinación del alcance de las peticiones de las partes y de las cuestiones comprendidas en la litis remiten al examen de extremos de índole fáctico y procesal extraños a la instancia del Artículo 14 de la Ley 48, ello no resulta óbice  para que pueda conocer en un planteo de esa naturaleza cuando, la decisión de los tribunales de la causa, traduce un apartamiento de las constancias del expediente, y de la adecuada interpretación de los principios que informan el debido proceso adjetivo consagrado en el Articulo 18 de la Constitución Nacional. Cabe señalar, que no es potestad de la Corte terciar como un juzgador de una tercera instancia en la valoración de las cuestiones de hecho y prueba que rodean al sub lite, mas no es ello lo que en verdad propicio, sino tan solo advertir la inoficiosidad de la cuestión en el marco de la doctrina de la Corte.


    A. D. K., C. L. c/ K., E. G. s/ Incidente de cese de cuota alimentaria


    A. 636, XXXVII, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Admisibilidad del recurso. Doctrina de la arbitrariedad. Resoluciones equiparables a definitiva. 


    La admisión del remedio excepcional con fundamento en la doctrina de arbitrariedad, supone la existencia de una decisión jurisdiccional primero definitiva y luego descalificable como tal, por apartamiento inequívoco de la solución normativa conducente a la solución del litigio, de las constancias comprobadas de la causa o notoria carencia de fundamentos que impliquen una sentencia de naturaleza dogmática con el sólo sustento de la voluntad de los jueces. Tiene dicho la Corte que el recurso extraordinario no resulta procedente en aquellos supuestos donde la resolución impugnada no tiene el carácter de sentencia definitiva sobre las cuestiones planteadas, y, en particular, cabe considerar de tal modo a las que recaen en los juicios ejecutivos, respecto de los cuales el régimen legal vigente habilita expresamente al ejecutado a iniciar un proceso de conocimiento donde puede hacer valer las defensas y excepciones que por ley no fueren admisibles en el juicio ejecutivo. La admisión del recurso exige en defecto de ausencia de sentencia definitiva, que se alegue y pruebe la existencia de un gravamen irreparable, o bien de imposible reparación ulterior.


    Promotora Fiduciaria S.A. c/ Frigorífico Gargiulo S.A.


    P. 578, XXXVII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Sentencia interlocutoria. Inadmisibilidad del recurso. 


    El remedio extraordinario deducido es formalmente inadmisible, toda vez que el pronunciamiento apelado no constituye la sentencia definitiva emanada del superior tribunal de la causa, que exige el artículo 14 de la ley 48.  Ello es así, por cuanto la resolución que apela la actora no es la que dictó la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, sino la dictada por el tribunal de primera instancia, que no tiene el carácter requerido a los efectos de producir la apertura de esta instancia excepcional. Por otra parte, tampoco se resolvió el fondo del litigio sino sólo el planteo de incompetencia esgrimido por la actora, sin que pueda considerarse que tal pronunciamiento sea equiparable a sentencia definitiva, puesto que no implica la denegatoria del fuero federal, ni se configura un supuesto de privación de justicia, hipótesis en las cuales, eventualmente, se hubiera admitido una excepción a la regla.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Veigas, Carlos Alberto y otros s/ Cobro de sumas de dinero


    G. 616, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 305, L. XXXVIII, “Establecimientos Oeste S.A. s/ Acción de amparo”.


    ABC Maderas S.A. s/ Acción de Amparo


    A. 1487, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Lesiones en acto de servicio. Fallos de la Corte Suprema. Interpretación y aplicación. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Corresponde hacer lugar al recurso extraordinario cuando el juzgador ha sustentado su decisión únicamente en el precedente de Fallos 321:3363 citando, para ello, párrafos completos del mismo, sin emprender siquiera un mínimo esfuerzo argumentativo que justifique su aplicación al sub-lite, máxime cuando prima facie, las circunstancias fácticas de uno y otro casi aparecen como disímiles.


    Aragón, Raúl Enrique c/ Estado Nacional Ministerio del Interior Gendarmería Nacional s/ Daños y Perjuicios


    A. 1372, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Indemnización. Daño moral. Inhabilitación comercial. Cuenta corriente bancaria. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Admisibilidad del recurso. Devolución del expediente. 


    El Tribunal tiene establecido que son descalificables en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad, las sentencias que, con menoscabo de los derechos de defensa en juicio y de propiedad, omiten tratar cuestiones oportunamente planteadas por las partes y conducentes para la correcta decisión de la causa. El reproche a la falta de resolución expresa para la inhabilitación por el BCRA, fue reiteradamente formulado por el actor en el escrito de apelación, sin que haya merecido el debido tratamiento en la sentencia impugnada, más que una afirmación dogmática –“es sabido que el BCRA no adoptaba una formal decisión sancionatoria, sino que el sistema operaba simplemente en vía de computación, sin ser actuado en una formal vía administrativa"-.  El a quo omitió tratar esta cuestión oportunamente planteada, y que podría resultar conducente para una adecuada solución del litigio.  Por otra parte, las reflexiones del juzgador acerca de la aplicación de la amnistía resultante de las circulares "A" 2400 y 2403, se muestran contradictorias con las conclusiones posteriores formuladas en el contexto de la insuperable duda" sobre la adecuación a derecho de la conducta seguida en el caso por el BCRA, y de otro, no se ajustan al marco temporal que surge de las mismas, toda vez que, según la comunicación "A" 2400, dicha circular amnistiaba a los cuentacorrentistas inhabilitados entre el 2 de enero y el 21 de diciembre 1995, en tanto que el actor fue inhabilitado con posterioridad al período de amnistía, razón por la cual, no se alcanza a entender su aplicación al caso. Ni el BCRA en su comunicación, ni la Cámara en el pronunciamiento impugnado, explican la persistencia en el tiempo de las referidas circulares.  La situación de duda insuperable que señaló el juzgador a partir de la ignorancia sobre el momento en que fue aplicada la sanción, lo que impedía determinar con suficiente certeza si la inhabilitación había sido bien o mal impuesta por el BCRA, no puede configurar el cumplimiento de la debida fundamentación exigible a la sentencia para confirmar la absolución del demandado. Máxime si se tiene presente que no es el actor quien tenía a su alcance precisar la fecha de su inhabilitación, sino el Banco Central que impuso la sanción, y que, ni en su respuesta al pedido de explicaciones de aquél, ni en ninguna de las etapas del juicio, indicó el día a partir del cual incluyó sus datos identificatorios en la Base de Datos de Cuentacorrestistas Inhabilitados y tampoco precisó la fecha de su rehabilitación.  Ello sin perjuicio de las facultades ordenatorias que, ante la situación de duda, hubiera podido ejercer el a-quo conforme al Art. 36, inc. 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. La omisión en la consideración de algunos elementos que podrían resultar conducentes para decidir la controversia, así como la formulación de argumentos carentes del debido sustento en circunstancias comprobadas de la causa, conducen a descalificar el pronunciamiento como acto jurisdiccional válido.


    Bachrach, Pedro c/ Banco Central de la República Argentina


    B. 947, XXXVII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Costas. Astreintes. Sentencia arbitraria. Defensa en juicio. Defectos en la fundamentación normativa. Cuestiones de hecho y prueba. Procedencia parcial. Revocación de sentencia. 


    Los agravios atinentes a la interpretación y aplicación de las normas de derecho común y procesal, al igual que la revisión de las sanciones impuestas por los jueces, remiten a cuestiones ajenas, como principio, a la instancia extraordinaria del artículo 14 de la Ley 48. Sin embargo, tales circunstancias no constituyen óbice para invalidar lo resuelto, cuando con menoscabo a la defensa en juicio, el tribunal superior de la causa, al aplicar las medidas conminatorias se apartó de los criterios aceptados en la materia, sin considerar la finalidad propia del instituto, al punto de desnaturalizar su condición de medio de coerción y prescindir de que actúa como presión psicológica sobre el deudor, pues sólo se concretan en una pena cuando se desatiende injustificadamente el mandato judicial. Por tales motivos, resultan procedentes los agravios del apelante referidos al carácter conjetural y dogmático de las consideraciones efectuadas por el a quo para aplicarlas, ya que no se basan en la existencia de un perjuicio concreto y actual sino que solo presuponen una actitud renuente de la demandada en acatar el fallo y la imposibilidad de hacerlo efectivo. De esta manera se ha podido ponderar que dichas medidas alcanzan a quien, después de dictadas, persiste en su desafuero, de modo que mientras no se verifique el incumplimiento de la manda judicial por resolución firme y ejecutoriada, no tienen eficacia ni pueden cumplir con su finalidad propia. El a quo al imponer el pago de astreintes desde la notificación del pronunciamiento, sin otorgar un plazo para su cumplimiento ni verificar la reticencia del deudor a acatarla, desatendió la naturaleza del instituto, con afectación al derecho de defensa del demandado, toda vez que las medidas conminatorias suponen la existencia de una sentencia condenatoria previa que imponen un mandato que el deudor no satisface deliberadamente y que, recién ante tal circunstancia, procuran vencer la porfia del obligado mediante una presión psicológica que lo mueva a cumplir. Al mediar nexo directo e inmediato entre lo resuelto y las garantías constitucionales invocadas, corresponde descalificar el pronunciamiento apelado en este aspecto. Distinta es la posición que debe aceptarse respecto de los agravios referidos a la imposición de costas, habida cuenta de que remiten al tratamiento de cuestiones de hecho y de derecho público local y procesal, materias propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso deducido, en especial, cuando el fallo se basa en fundamentos fácticos y jurídicos que, más allá de su acierto o error, excluyen la tacha de arbitrariedad invocada, sin que las divergencias del apelante tengan entidad para demostrar lesión alguna de carácter constitucional.


    Bagialemani, Cayetano c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    B. 1042, XXXVII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Defensa del consumidor. Principio de legalidad. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Devolución del expediente. 


    Corresponde rechazar los agravios vinculados a la incompetencia de las autoridades nacionales para realizar el procedimiento y aplicar sanciones, que conducen a la inteligencia de la Ley de Defensa al Consumidor, así como los referidos a la lesión del artículo 121 de la Constitución Nacional, a las garantías de la supremacía constitucional y del juez natural, si no han sido debidamente mantenidos en todas las instancias del proceso, conforme la tradicional doctrina de la Corte. En efecto, si bien la apelante, al momento de formular su descargo en sede administrativa cuestionó la competencia de las autoridades nacionales, no hizo lo propio al interponer el recurso de apelación ante la cámara federal, razón por la cual este agravio y los efectos que de él derivan no pudieron ser revisados en la sentencia del a quo, por lo que debe inferirse que la nombrada ha hecho abandono de la cuestión. En cuanto al agravio referido a la violación del principio de legalidad consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional (nullum crimen, nulla poena sine lege), aun cuando constituye obstáculo a la procedencia del recurso extraordinario el hecho de que la cuestión federal no se haya introducido oportunamente, cabe igualmente admitirlo, si se ha configurado un supuesto de arbitrariedad sorpresiva, que surgió para la apelante con el dictado del fallo que impugna. Ha expresado el Tribunal que del principio de legalidad consagrado por el Art. 18 de la Constitución Nacional nace la necesidad de que haya una ley que mande o prohíba una conducta, para que una persona pueda incurrir en falta por haber obrado u omitido obrar en determinado sentido, y que además se establezcan las penas a aplicar. Por ende, de tal norma constitucional se desprende que la ley no puede aplicarse retroactivamente. Ello, en función del Art. 3 del Código Civil y del principio de benignidad consagrado en los artículos 2 del Código Penal, 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 15:1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aplicable, prima facie, al ordenamiento contravencional. La alzada, al sancionar a la apelante sobre la base de hacer extensiva su responsabilidad contravencional por solidaridad del vendedor con la conducta del fabricante prevista en el Art. 13 de la Ley 24.240 ha violado de modo directo aquel principio constitucional, por lo que corresponde invalidar parcialmente el fallo. Por otra parte, la cuestión relativa a la construcción del tipo contravencional, debe ser analizada por la Cámara teniendo en cuenta que ya no resulta aplicable la norma mencionada en el párrafo anterior.


    Cencosud S.A. c/ Secretaría de Industria Comercio y Minería s/ DNCI 274/00


    C. 904, XXXVII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Ombudsman. Legitimación procesal. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 859, L. XXXVI, "Defensoría del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires c/ Secretaría de Comunicaciones - Resolución  2926/99 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Defensoría del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires c/ Poder Ejecutivo Nacional – Ministerio de Economía e Interino I y V Secretaría de Comunicación Resolución 253/01 s/ Amparo Proceso sumarísimo (Artículo 321 inciso 2 Código Procesal Civil y Comercial))


    D. 1711, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Permisos de pesca. Medida de no innovar. Autoridad de aplicación. Facultades del gobierno nacional. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el artículo 14 de la Ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario, aunque dicho principio no es absoluto, ya que cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional, de acuerdo con los criterios y alcances de la jurisprudencia del Tribunal reseñados en el dictamen de esta Procuración General en la causa de Fallos: 323:337. La sentencia es arbitraria y le impide a la apelante ejercer las atribuciones que le asigna la Ley 24.922, porque proyecta sus efectos más allá de las partes involucradas en la contienda judicial y afecta directamente las facultades que la Secretaría de Agricultura, Ganadería y Pesca debe ejercer en su carácter de autoridad de aplicación de ley antes mencionada. En efecto, cuando intentó limitar los efectos de la cautelar a las actividades del demandado tendientes a disminuir su patrimonio, el a quo igualmente confirmó la medida dispuesta por el magistrado de primera instancia para asegurar el cumplimiento de una eventual sentencia favorable a la actora, sin hacerse cargo de los argumentos del apelante, que se mostraban conducentes para una adecuada solución del conflicto. La resolución impugnada, adoptada a fin de que la actora haga efectivo el posible derecho que se le reconozca en el juicio, también beneficia al demandado poseedor del permiso de pesca, toda vez que   coloca en una posición privilegiada al permitirle seguir operando los buques bajo la protección de una medida cautelar, sin estar sujeto al poder de policía de la autoridad de aplicación en la materia y, todo ello, en perjuicio del interés general y en desmedro de las facultades legales del recurrente. La decisión aparece desprovista de sustento, no constituye una derivación razonada del derecho vigente, con particular aplicación a las constancias de la causa, y pasible de ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    Fernández de Balbiano, Esther c/ Costa Brava S.R.L.


    F. 142, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuerpo de abogados del Estado. Regulación de honorarios. Sentencia arbitraria. Derecho a la justa retribución. Revocación de sentencia. 


    Si bien lo atinente a las regulaciones de honorarios en las instancias ordinarias constituye materia de derecho procesal, sujeto a la legislación local y extraño al remedio previsto por el Art. 14 de la Ley 48, ello no es óbice para que la Corte pueda conocer en el asunto por la vía intentada, cuando, por medio de la doctrina de la arbitrariedad, se tiende a hacer efectiva la garantía de la defensa en juicio, exigiendo que las sentencias constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, pues el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial, especialmente si la solución afecta el derecho a la justa retribución de los profesionales y los priva de derechos definitivamente incorporados a su patrimonio como consecuencia de las tareas realizadas. La ley provincial 479 en su artículo 21 establece que: "La representación del Fisco en los juicios en que éste tenga interés o estén radicados fuera de la jurisdicción Provincial, será ejercida por el Fiscal de Estado, por el Procurador del Tesoro, por los Ahogados Asesores o por el represen/ante especial que designe el P.E, a cuyo efecto les otorgará el correspondiente mandato. En este caso, cuando el representante de la provincia no percibe sueldo, tendrá derecho al cobro íntegro de los honorarios que se le regulen por su actuación”. Cabe poner de resalto que el decreto-ley 100 (publicado en el Boletín oficial de  la provincia de Corrientes el 10/11/00) dispone en su artículo 3°  que "La actividad profesional de los abogados y procuradores se presume de carácter oneroso en la medida de su oficiosidad, salvo en los casos que conforme excepciones legales pudieran o debieran actuar gratuitamente; se presume gratuito el patrocinio o representación de los ascendientes, descendientes o cónyuge del profesional".


    Fisco de la Provincia de Corrientes c/ Juan Alberto Penzo y/o titular Adrema V3-00427-3 y/o Q.R.R. s/ Apremio


    F. 834, XXXVIII, 03 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Gastos del proceso. Beneficio de litigar sin gastos. Resoluciones equiparables a definitiva. Inadmisibilidad del recurso. 


    Según la jurisprudencia de la Corte, las cuestiones relativas a la competencia de los tribunales para entender en determinados procesos cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la Ley 48, requisito que no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. Los pronunciamientos que deciden respecto de la distribución de la competencia entre los tribunales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, son insusceptibles de apelación extraordinaria. La determinación de cuál de los tribunales de la Capital resulta competente para entender en la causa, constituye una cuestión de derecho procesal que por no ocasionar agravio federal definitivo, tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada por el artículo 14 de la Ley 48, máxime cuando la índole del asunto no demuestra que en el caso se encuentren en juego las instituciones fundamentales que esta instancia de excepción pretende salvaguardar. Tal criterio adquiere particular relevancia cuando la nulidad de un fallo con fundamento en la eventual incompetencia de los jueces que la dictaron, no planteó dicha defensa en tiempo propio, más aun consintió expresamente la jurisdicción con sus presentaciones, por lo que extemporáneo el planteo efectuado.


    Sasson, José c/ Administración General de Puertos s/ Beneficio de litigar sin gastos


    S. 2671, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Tarjeta de crédito. Arbitrariedad de sentencia. Admisibilidad del recurso. 


    Es doctrina de la Corte que son descalificables por arbitrariedad las sentencias que omiten el examen de alguna cuestión oportunamente propuesta, siempre que así se afecte de manera sustancial el derecho del impugnante y lo silenciado pudiere resultar conducente para la adecuada solución de la causa.


    Banco de la Nación Argentina c/ Monti, Aldo Horacio y otros s/ Cobro de pesos


    B. 3885, XXXVIII, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios


    Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    La Corte tiene dicho que si bien el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar las sentencias de los jueces de la causa en orden a la consideración que han efectuado de cuestiones de hecho o la interpretación de normas de derecho común, como sucede en el caso en punto a la desestimación de regulación de honorarios profesionales, no es menos cierto que ha hecho excepción a tal criterio cuando la decisión cuestionada carece de los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional. La sentencia impugnada, no obstante reconocer de modo expreso la actividad realizada por el síndico con posterioridad a la regulación de honorarios efectuada en autos, mas allá de que admita o no la procedencia del reclamo, incurre en una afirmación dogmática, al sostener que la pretensión invocada no encuentra sustento legal positivo, ignorando lo dispuesto en el artículo 265 inciso 3° de la Ley 24.522, o en su caso el artículo 286 inciso 3° de la Ley 19.551. De igual manera resulta dogmática por constituir una afirmación sin sustento fáctico alguno, y tan sólo una conjetura, sostener que la primera regulación preveía la ulterior actividad de la sindicatura, ya que ella está sujeta a situaciones procesales de imposible determinación y aparece en contradicción con la disposición legal que prevé la existencia de más de una oportunidad para la regulación de honorarios y en particular respecto a la actividad posterior a la presentación del informe final. La arbitrariedad del fallo aparece manifiesta, en el propio reconocimiento que efectúa el tribunal al fundamentar el rechazo del recurso extraordinario, cuando afirma que "ciertamente el síndico tendría derecho a honorarios complementarios", en contradicción con los argumentos que sostienen la resolución apelada.


    S.A. Canteras El Sauce s/ Quiebra


    S. 1690, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Absurdo. 


    Si bien la Corte tiene dicho que el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar en una tercera instancia decisiones de los tribunales de la causa relativas al alcance e interpretación de normas de derecho común, no es menos cierto que ha hecho excepción a tal criterio cuando el decisorio impugnado carece de los requisitos mínimos que lo sustenten como acto jurisdiccional, al carecer de fundamentación válida suficiente o expresar un apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso. Tales circunstancias se configuran en el fallo apelado, si se atiende a que el a-quo se limita a citar su propio criterio expuesto en distintos precedentes, sin hacer mención alguna a los argumentos desarrollados por el apelante, ni dar razón respecto de los motivos que lo llevan a apartarse de la doctrina establecida en la sentencia de la Corte referida a si la norma aplicable es la genérica del artículo 33 o la especial del artículo 31 de la Ley 21.839, cuya inteligencia fue otorgada por el Alto Tribunal en el precedente de Fallos: 310:1833. Esta doctrina de la Corte no se ve modificada por los ulteriores cambios legislativos desde que en dicho aspecto no se han configurado alteraciones sustanciales.  Es plenamente aplicable en el caso, la doctrina de la Corte que señala que si bien sólo decide en los procesos concretos que le son sometidos, y su fallo no resulta obligatorio para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a aquélla, y que carecen de fundamento las sentencias de los tribunales inferiores que se apartan de los precedentes del Alto Tribunal, sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar las posiciones sustentadas en ellos, ya que aquélla reviste el carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia. El fallo cuestionado resulta también arbitrario por resultar incongruente y contradictorio y por tanto debe ser descalificado como acto jurisdiccional, ya que sin dar fundamentación objetiva alguna, más que la alusión genérica a los principios generales establecidos en el artículo 6° de la Ley 21.839, reduce los honorarios regulados a límites muy inferiores inclusive a los mínimos previstos en el artículo 33 de la ley de arancel local que cita como aplicable al caso con lo cual además de resultar incongruente con su afirmación de que la base para la regulación de honorarios es el monto reclamado en la pretensión de verificación oportunamente declarada admisible, vino a apartarse de las previsiones legales que darían sustento a su decisión.


    Finmark S.A. del Mercado Abierto s/ Quiebra s/ Incidente de Revisión por la concursada contra el crédito del Citibank


    F. 533, XXVII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Base regulatoria. Paridad cambiaria. Doctrina de la arbitrariedad. Defectos en la fundamentación normativa. Sentencia arbitraria. 


    La Corte ha resuelto, en reiteradas oportunidades, que las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son por su naturaleza ajenas -como regla- a la apelación extraordinaria, así como que, la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia. Sin embargo, la Corte tiene dicho, por otra parte, que se justifica la excepción a esta doctrina, en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o cuando la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, pues, de otro modo, el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial. Ambos supuestos excepcionales concurren en el sub lite tornando aplicable al caso la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que se alega que los honorarios regulados fueron significativamente superiores a los que por ley corresponden, y el auto regulatorio no contiene fundamentos suficientes que permitan determinar la manera en que fueron aplicadas las normas y las pautas que dijo tener en cuenta, para relacionarlas con el importe regulado. En efecto, si bien es cierto que el a quo manifestó que a los efectos de la regulación cabía tener presente el monto del bien transmitido, también lo es que dicha estimación fue realizada en dólares estadounidenses en el tiempo en que se hallaba vigente la ley de convertibilidad, es decir, cuando regía la paridad de un peso igual a un dólar. Se advierte, en consecuencia, que el auto regulatorio omitió explicar si mantuvo dicha paridad, o si tomó la base regulatoria establecida en dólares a su cotización en pesos en el mercado, supuesto en el que habría soslayado revelar cuál fue dicha cotización, o cuáles fueron las operaciones que realizó para arribar al importe regulado. El juzgador prescindió de proporcionar los fundamentos que permitan referir sus conclusiones a las cláusulas del arancel correspondiente, no bastando para ello la mera cita de disposiciones arancelarias.


    Ratowiecki, Mauricio s/ Sucesión ab intestato


    R. 2414, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remuneración


    Reducción salarial. Control de razonabilidad. Errónea apreciación de la prueba. Debido proceso. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. 


    Si bien, como regla, las discrepancias del apelante con el criterio del tribunal concernientes a la selección y valoración de los distintos elementos probatorios no habilitan la vía del artículo 14 de la Ley 48, pues ella no tiene por objeto sustituir a los jueces del litigio en la decisión de las cuestiones que le son privativas, ello no impide a la Corte conocer en un planteo de esa naturaleza cuando la decisión impugnada rebasa los límites de la razonabilidad a que está subordinada la valoración de la prueba y omite aspectos decisivos para la dilucidación del pleito, lo que importa evidente menoscabo de la garantía del debido proceso. La Cámara, al desconocer el valor de las pruebas aportadas y omitir un análisis adecuado de los problemas conducentes a su solución, menoscaba la garantía constitucional de la defensa en juicio, circunstancia que, pese a referirse a cuestiones de hecho y prueba -ajenas en principio a la vía del artículo 14 de la Ley 48-, torna al pronunciamiento en descalificable como acto judicial, a la luz de la doctrina de la arbitrariedad. La Alzada no tomó en cuenta los agravios vertidos por la demandada en su escrito, tendientes a demostrar que los actores no acreditaron disminución alguna en sus salarios, sino que, por el contrario y sin más, de manera puramente dogmática, se limitó a revocar la sentencia del juez de grado y declarar la nulidad parcial de las ordenanzas en cuestión. Tampoco se expidió con respecto al agravio relativo a la diferenciación que efectúa el juez de grado entre el sueldo y los adicionales especiales, limitándose exclusivamente al análisis de éstos últimos, sin tener en cuenta la remuneración total de los agentes. En tales condiciones, las garantías constitucionales que se dicen vulneradas guardan relación directa e inmediata con lo resuelto, según lo exige el artículo 15 de la Ley 48, sin que ello implique emitir juicio sobre la solución que en definitiva deba adoptarse sobre el fondo del asunto.


    Méndez De Del Viso, María Blanca y otros c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    M. 589, XXXVII, 04 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo X


    Derecho Procesal Constitucional


    Acción de amparo


    Demanda. Convenios interjurisdiccionales. Territorio. Límites jurisdiccionales. Parques nacionales. Parque Nacional Nahuel Huapi. Dominio público. 


    La Ley 24.302 modificó los límites de la reserva nacional, que rodea al parque propiamente dicho. Esta delimitación incluye al río Limay en territorio de la Reserva Nacional Nahuel Huapi, pues la ley menciona con toda claridad que el límite corre por la costa. Este del curso de agua hasta su nacimiento en el lago Nahuel Huapi. En tales condiciones, tanto los terrenos comprendidos entre los límites legales como el río mismo, pertenecen al domino público del Estado Nacional, asignados a la Administración de Parques Nacionales, según lo dispone la Ley 23.351 hasta tanto no se resuelva su desafectación, organismo al que también se le atribuyen facultades para autorizar la realización de actividades deportivas, comerciales e industriales, explotaciones agropecuarias y de canteras, quedando prohibida cualquier otra explotación minera.  En efecto, el tratado de creación de la autoridad interjurisdiccional nada dice sobre los bienes públicos nacionales incluidos en el parque y la reserva nacional Nahuel Huapi y, en cuanto a las competencias que le asigna a la mencionada Autoridad interjurisdiccional, y aclara que actuará como organismo de información y representativo de la región ante el Estado Nacional cuando éste actúe en uso de las atribuciones conferidas por el art. 67 (actual art. 75) de la Constitución Nacional". Es decir que, para el caso, sus funciones son consultivas e informativas cuando el Estado Nacional ejerza las mencionadas atribuciones constitucionales, sin que resulte ocioso señalar que el propio demandado reconoce que el parque nacional es un establecimiento de utilidad nacional, aunque pretenda extraer diferentes conclusiones de esta particular situación. Asimismo, el procedimiento conciliatorio que prevé el Estatuto para examinar y eventualmente resolver las controversias que se susciten entre las partes, es facultativo para cualquiera de las partes signatarias del tratado, las que podrán llevarlas ante la Autoridad interjurisdiccional. En cuanto a la Ley 18.501, si bien es cierto que estableció que el límite entre las provincias de Río Negro y Neuquén seguirá por la línea media de los cursos actuales de los ríos Neuquén y Limay, ello es así en todo aquello que no pertenezca a otro ente, tal como sucede en el caso con el último de los ríos mencionados, en el tramo que forma parte del parque y la reserva natural Nahuel Huapi. Máxime cuando, todas estas tierras, lugares y ríos pertenecían al Estado Nacional, tanto es así que el parque y la reserva son anteriores en el tiempo a la creación de los estados provinciales. De donde se deduce que aquéllos poseen el dominio y ejercen jurisdicción "en la medida de lo permitido por la legislación sobre Parques Nacionales".


    Administración de Parques Nacionales c/ Neuquén, Provincia del s/ Sumario


    A. 105, XXXV, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad


    Sistema electoral. Partidos políticos. Ley de lemas. Juicios en que es parte una provincia. Rechazo parcial de la demanda. 


    Si bien la Constitución Nacional no enuncia de manera sistemática las facultades de la nación y de las provincias, puede sostenerse que las facultades de la Nación son definidas y las de las provincias indefinidas, desde el momento en que conservan el poder no delegado al gobierno federal. Sin embargo, en materia electoral la Constitución Nacional establece una clara distribución de potestades: le compete a la Nación la fijación de las reglas relacionadas con la elección de autoridades nacionales -ello surge de la delegación realizada por las provincias a su favor para la elección de diputados nacionales (art. 45), senadores nacionales (art. 54) y presidente y vicepresidente de la Nación (art. 94 y siguientes); mientras que garantiza a las provincias el establecimiento de sus instituciones y la elección de sus autoridades sin intervención del gobierno federal y las sujeta a ellas y a la Nación al sistema representativo y republicano de gobierno. En este derecho de las provincias está involucrado el de establecer un régimen propio en materia de partidos políticos y régimen electoral y abarca la facultad de establecer el sistema de elecciones. La ley provincial 10.524 y su modificatoria han sido sancionadas como resultado del ejercicio de competencias constitucionales propias del poder legislativo local. En este sentido, la Constitución de la Provincia de Santa Fe establece en el art. 29 que "La Legislatura de la Provincia dicta la ley electoral con las garantías necesarias para asegurar una auténtica expresión de la voluntad popular... Los partidos políticos concurren a la formación y expresión de la voluntad política del pueblo"; por otro lado, legislar en materia electoral figura en la enumeración de las competencias de su Legislatura. Sin embargo, si bien es cierto que "como lo determina el art. 122 de la Constitución Nacional, las provincias se dan sus propias instituciones y se rigen por ellas. Eligen sus gobernadores, sus legisladores y demás funcionarios de provincia 'sin intervención del Gobierno federal' con la obvia salvedad de que en este precepto la palabra 'Gobierno' incluye a la Corte Suprema, a la que no le incumbe 'discutir la forma en que las provincias organizan su vida autónoma conforme al art. 105 de la Constitución Nacional'... ". Lo dicho no empece a que la legislación provincial, dictada con apoyo en el art. 122 de la Constitución Nacional, también respete las estipulaciones supremas de ésta. La Corte ha dicho que "la Constitución Nacional garantiza a las provincias el establecimiento de sus instituciones y la elección de sus autoridades sin intervención del gobierno federal (art. 5° y 122), las sujeta a ellas y a la Nación al sistema representativo y republicano de gobierno (arts. 1 y 5) y encomienda a esta Corte el asegurarla (art. 116) con el fin de lograr su funcionamiento y el acatamiento a aquellos principios que todos en conjunto acordaron respetar al concurrir a la sanción de la Constitución Nacional”. Con relación al sistema denominado ley de lemas o de doble voto simultáneo se han sostenido indistintamente ventajas y desventajas de su implementación: por un lado se ha dicho que combina la representación interna del partido con su representación externa y, de ese modo, profundiza una genuina representación; refleja el pluralismo ideológico de la sociedad y, como tal, marca un avance en el sistema representativo; fortalece la estructura de los partidos políticos y, en tanto la oferta electoral es más amplia, se respeta mucho mejor la voluntad popular. Por el otro, se apunta que un candidato que ha obtenido menos votos en la elección general puede triunfar sobre el que logró, individualmente considerado, más sufragios y provocar una afectación del principio de transparencia representativa; traslada a la sociedad el conflicto interno de los partidos políticos; se niega la democracia partidaria y fomenta el fraccionamiento de las instituciones políticas al provocar su atomización. En este orden de ideas, la conveniencia de adoptar un determinado sistema electoral, escapa al control judicial de constitucionalidad. En efecto, la adopción de uno u otro procedimiento, se traduce en un examen de conveniencia o mérito, extremo que no le compete al Tribunal juzgar desde el momento en que el control de constitucionalidad no comprende la facultad de sustituir a la administración en la determinación de las políticas o en la apreciación de los criterios de oportunidad. En cuanto al planteo de inconstitucionalidad, no se advierte que las previsiones contenidas en la ley que se impugna hagan a la esencia de la forma republicana y representativa de gobierno en el sentido que da al término la Constitución Nacional y que constituye uno de los pilares de su contenido. Es claro que el art. 10 de dicha ley, al decir que se adopta la forma de gobierno representativa y republicana, indica la participación del pueblo en las decisiones de gobierno; lo mismo que el art. 22, al expresar que el pueblo no delibera ni gobierna sino por medio de sus representantes; La opción de la Legislatura provincial por determinado sistema electoral en desmedro de otro, no anula ni debilita el derecho a votar, sólo fija un mecanismo para su ejercicio. Con relación al argumento referido a la falta de correlación de la ley provincial de lemas a la ley nacional de partidos políticos 23.298, la ley provincial de lemas, en la medida que constituye una legislación electoral razonable, no trasgrede los principios y garantías de la Constitución Nacional que el actor alega vulnerados, sólo podría sostenerse una falta de legitimación del proceso eleccionario a través de este sistema si los electores no tienen una cIara conciencia de que la ley de lemas implica un doble voto simultáneo y su falta de cognición lo transforma en un régimen confuso, incierto o inseguro. Por otro lado, asiste razón al actor en lo que respecta a la desigualdad establecida por la ley entre los partidos políticos y las alianzas electorales como contraria al art. 16 de la Constitución Nacional. No existe ninguna norma que impida, en principio, que un partido político pueda conformar una alianza. La formación de convenios, alianzas, acuerdos y coaliciones representa un modo habitual de participación de las agrupaciones políticas en las contiendas electorales. Este mecanismo, mediante el cual dos o más partidos reconocidos suspenden sus antagonismos y un cierto grado de autonomía, coincidiendo en el interés programático o electoral de aliarse con el fin de acrecentar las posibilidades electorales en los comicios, se encuentra comprendida en el status libertatis de los propios partidos políticos y nace del derecho constitucional de asociarse con fines útiles. A su vez, esta facultad está contemplada, en el orden nacional, en la ley 23.298 -de partidos políticos- y, en lo que hace al sub lite, tanto en la Ley Provincial de Partidos Políticos 6808 (t.o. 1982) como en la propia Ley de Lemas 10.524 y su modificatoria 12.079. En tales condiciones, la limitación reflejada en la ley de doble voto acumulativo para las alianzas es, en puridad, más un artilugio legal para contrarrestar el caudal de votos que un frente pueda obtener en el acto electoral, que una razonable reglamentación del derecho de asociarse. Se trata, tal vez, de una situación engañosa que la misma ley se encarga de consagrar.


    Partido Demócrata Progresista c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    P. 2778, XXXVIII, 15 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa


    Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 501, L. XXXV, “Pérez Companc S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa”.


    Pan American Energy LLC (Sucursal Argentina) c/ Neuquén, Provincia del y otro s/ Acción Declarativa


    P. 135, XXXV, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 501, L. XXXV, “Pérez Companc S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa”.


    Pluspetrol Exploración y Producción S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción Declarativa


    P. 134, XXXV, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Aclaratoria (procesal)


    Aclaración de error material en la fecha de dictamen.


    R., Edgar Orlando s/ Su denuncia


    COMP. 1404, XXXIX, 29 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales


    Cuestión federal. Fundamentación del recurso. Sentencia arbitraria. 


    Es insostenible la razón que esgrimió el sentenciador para no haber tratado en la sentencia la cuestión de carácter federal que articuló, cuál es, que como no mantuvo tal agravio en oportunidad de presentar el memorial en esa jurisdicción, tal omisión impidió su tratamiento. No resulta suficiente para reivindicar ese actuar, máxime en casos que, como este, se dilucidan temas relacionados con beneficios de la seguridad social y cuando resultaba claro que ningún hecho posterior al momento en que se incoara la acción pudo hacer suponer que abandonaba su petición tendiente a obtener la declaración de invalidez de la norma que pone trabas a que se le otorgue el beneficio que pretende. La recurrente mantuvo en el memorial la cuestión federal, en tanto, explicitó claramente los perjuicios que le ocasionaba la disposición que impugnaba, hecho que demuestra que la postura de aquéllos, no se adecua a la amplitud de criterio con que deber interpretarse las peticiones en esta materia donde, como bien lo sostuvo el Tribunal, más allá de exigirse el rigor en el empleo de las palabras, ha de estarse a la substancia de la pretensión y su finalidad última, cual es en el caso, acceder a un beneficio de carácter alimentario. La razón esgrimida por el sentenciador para no tratar el agravio de la recurrente, aparece teñida de un formalismo que lesiona los derechos garantizados por los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional y no condice con la doctrina de Fallos: 247:111; 253:463; 311:1337.


    Strauch, Susana y otras c/ Superior Gobierno de Entre Ríos


    S. 1607, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia


    Recurso extraordinario. Inadmisibilidad del recurso. 


    Resoluciones no equiparables a definitiva.


    Los autos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencia definitiva a los efectos del recurso extraordinario, en tanto no medie denegación del fuero federal ni una efectiva privación de justicia. La ausencia de definitividad no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ New Model School S.A.


    C. 1582, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Acción de amparo. Juez previniente. Tribunal de alzada. Competencia nacional. 


    En atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec.- ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Cabrera, Víctor Gerardo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1060, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen

Accionistas.Remisión del expediente.Cámara federal de apelaciones.

Incorrecta traba de la contienda.

El artículo 24 inciso 7° del decreto - ley 1285/58, texto según ley 21.708, prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.

Testa, Raquel Esther y otros c/ Sindicato de Accionistas Clase "C" de Telecom Argentina S.A.

COMP.1013,XXXVIII,27 de febrero de 2003

Ver dictamen

Tribunal de alzada. Competencia contencioso administrativa. 


    Conforme lo tiene resuelto en forma reiterada la Corte, en aquellos casos donde una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes.


    Faija de Saccomano, Luisa c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 1001, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Amparo. Recurso de apelación. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Barrio, Mariano Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561 - Decretos 1570/01, 214/02 s/ Amparo


    COMP. 931, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. SUC Resistencia s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Quiniento, Armando y otra c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 68, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Juicio ordinario. Competencia federal. 


    Remisión a los fallos de las causas: Fallos: 314: 848; 315: 631; T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria”.


    Herrera, Enrique c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Ordinario


    COMP. 1451, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Medidas Cautelares. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 687, L. XXXVIII, “Obra Social Bancaria Argentina c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Nulidad de acto jurídico”.


    Obra Social de Agentes de Propaganda Médica de la República Argentina y otros c/ Estado Nacional - Decretos 446/00, 1140/00 - Ministerio de Salud - Superintendencia de Servicios de Salud s/ Medida cautelar


    COMP. 1059, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Diferencias Salariales. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa: Comp. 62, L. XXXVIII, “González, Elpidio Abilio c/ Universidad de Buenos Aires s/ Reintegro por refrigerio”.


    Pérez, María Elvira y otros c/ Universidad de Buenos Aires s/ Reintegro por refrigerio


    COMP. 1096, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Acumulación de procesos. Sentencias contradictorias. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    La acumulación de procesos tiene su fundamento en la necesidad de evitar el escándalo jurídico que podría representar el dictado de sentencias contradictorias en causas que poseen conexidad. Sabido es que la acumulación de autos sólo puede invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales, supuesto que no se presente en el sub judice, en tanto el conflicto se plantea entre un juez local y un juez nacional.


    García, Marcial c/ Gobierno de la Cuidad de Buenos Aires (Dirección General de Rentes y Empadronamiento Inmobiliario) s/ Demanda contra la autoridad administrativa


    COMP. 931, XXXVIII, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juez previniente. Competencia civil. 


    El conflicto de competencia fue dirimido por la Alzada del Tribunal que previno, conforme lo dispuesto por el Art. 24 inc. 7° del decreto ley 1285/58, no existe contienda en la que se deba intervenir.


    Transportes Gargano S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1082, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Consumación del delito. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que el delito de falsificación de instrumento público se consuma cuando se confecciona el documento falso.


    G. de C., María Teresa s/ Asociación ilícita


    COMP. 48, XXXIX, 12 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    No se presenta en el caso una cuestión de competencia que corresponda a la Corte resolver.


    R., Carlos Adrián s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 1070, XXXVIII, 25 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En la medida en que no se ha determinado el lugar donde se produjo la falsedad instrumental, corresponde al Juzgado con jurisdicción sobre el domicilio de la entidad donde se presentó al cobro el documento apócrifo investigar la falsificación, así como la estafa que se habría intentado con su utilización, delitos que concurrirían en forma ideal.


    D., Ricardo Raúl y otra s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP. 308, XXXVIII, 30 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de marca o designación. Propiedad intelectual. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723- que concurrían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    E., O. S. por Ley 11.723


    COMP. 1169, XXXIX, 15 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa: “Rezk Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Branca de Tripodi Antonia c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1271, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Contrato de trabajo


    Empresa de servicios eventuales. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Expresión de agravios. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación. 


    La Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social, denegó el recurso extraordinario de la recurrente con fundamento en que los agravios expuestos remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba, ajenas, por principio, a la instancia del artículo 14 de la ley 48 y en que la crítica no excede la mera disconformidad o discrepancia interpretativa. La impugnante asintió a que la baja de los trabajadores sobre cuya continuidad laboral se discute no consta documentada mediante telegrama de renuncia o despido ni por medio del registro de la liquidación final en el libro respectivo, limitándose a defender la subsunción del supuesto en el último párrafo del artículo 241 del Régimen de Contrato de Trabajo, a la luz de las particularidades que refiere a la actividad desarrollada por las empresas de servicios eventuales.  La a quo hizo hincapié en que atañe al empleador acreditar la condición de trabajador eventual del dependiente, así como también registrar la finalización del vínculo; extremos ambos que la Juzgadora estimó no evidenciados. Desde ese punto, comienza a perder sustento la resolución de la alzada, desde que, no es dado razonablemente colegir si, en el estricto marco de revisión provisto por los artículos 6.4.2 de la Resolución General AFIP n° 79/98 y 11 de la ley n° 23.473, la Sala se ciñó a reexaminar y confirmar lo decidido en sede administrativa; o bien si, teniendo a la vista los elementos probatorios aportados por la impugnante en esa instancia judicial, descartó su eficacia convictiva en orden a lo resuelto. La a quo enumera algunos de los elementos referidos; sin verificar, empero, ninguna consideración ulterior, positiva o negativa, a su respecto que permita indagar en torno a la índole de razones tenidas en miras al tiempo de inclinarse por el rechazo del recurso; o meramente apreciar si lo decidido tuvo o no el examen de aquéllas como posible eje; ni, mucho menos, conocer las motivaciones que, en su caso, la condujeron a abstenerse de ejercitar la potestad prevista en el artículo 11 de la ley n° 23.473. Los agravios pertinentes objeto de desarrollo por el presentante merecen ser atendidos por el Alto Cuerpo, lo cual no implica anticipar juicio sobre la solución que, en definitiva, proceda adoptar sobre el fondo de la causa, extremo que es potestad exclusiva de las instancias competentes en tales materias, ajenas a la vía del artículo 14 de la ley n° 48.


    Faster S.R.L. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva


    F. 299, XXXVII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Las demandas deducidas carecen de objeto actual, toda vez que las acciones entabladas se circunscribieron, exclusivamente, a la pretensión de que se declarara la inconstitucionalidad de la ley 1182, afirmación que también puede corroborarse con las manifestaciones de los actores cuando, al solicitar la medida de no innovar, argumentaron que sólo podrían intentar el recupero de lo descontado, tras obtener una sentencia favorable en esta causa. Ello implica que lo aquí pretendido es obtener un pronunciamiento declaratorio y no de condena. En este caso ingresar al conocimiento del fondo de la Litis equivaldría a pronunciarse en abstracto sobre la constitucionalidad de la ley cuestionada, contrariando aquel principio que reclama para el ejercicio de la jurisdicción de la Corte la existencia actual de una controversia.


    Gauna de Vanioff, Amanda Rosa y otros c/ Provincia de Formosa s/ Demanda inconstitucionalidad de la Ley 1182


    G. 18, XXXVIII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Resulta inoficioso pronunciarse ahora sobre las cuestiones planteadas en el remedio federal, ante la falta de un interés o agravio concreto y actual del apelante en defender la validez del régimen de facilidades implementado por la resolución general (AFIP) 793, pues sus ventajas cancelatorias han perdido virtualidad para los posibles empleadores beneficiados por un pronunciamiento favorable.  La Corte ha sostenido que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.


    La Buenos Aires Compañia Argentina de Seguros S.A. c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Acción de amparo


    L. 180, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones de competencia


    Acción de amparo. Medida de no innovar. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que toque a la Corte resolver, puesto que la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal no ha tomado conocimiento de la decisión del Juez Federal y, por ende, tampoco se expidió respecto de la decisión tomada. Toda vez que para que exista una correcta traba de la contienda, según el art. 24, inc. 7 del decreto-ley 1285/58, resulta indispensable que los magistrados intervinientes se la atribuyan recíprocamente y que, en caso de que el juez contencioso también se declare incompetente la cuestión debería ser resuelta por la Cámara Federal del que primero previno, ya que se trata de dos jueces federales, no corresponde al Tribunal expedirse sobre la cuestión planteada.


    Alonso c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 85, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    No existe contienda en la que la Corte deba intervenir.


    Botto, Victorio Pierino y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1110, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes y fallos de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, “Melli Hugo Ariel c/ Banco Rio de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar”; y Comp. 319, L. XXXVIII,  “Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo”.


    Coric, Marcos s/ Acción de Amparo s/ Apelación


    COMP. 1087, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Competencia nacional. 


    No existe contienda en la que la Corte deba intervenir.


    D'Angelo, Jorge Eduardo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 1117, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Amparo. Economía procesal. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 748 L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ acción meramente declarativa".


    Si bien la contienda de competencia no está debidamente planteada en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-Iey 1285/58, texto según ley 21.708, razones de economía procesal y de un buen servicio de justicia autorizan a dejar de lado reparos procedimentales y a dirimirla sin más trámite, en virtud del tipo de proceso de que se trata y a fin de evitar un dispendio jurisdiccional innecesario.


    Maiorana, Sebastián c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y otros s/ Amparo


    COMP. 977, XXXIX, 18 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juez previniente. Tribunal de alzada. 


    Toda vez que las declaraciones de incompetencia de autos emanan de jueces nacionales de primera instancia, no corresponde a la Corte dirimir la contienda, debiendo remitírselos a la alzada del magistrado que previno a esos fines.


    Manzanelli, Luis Cristina c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1167, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. Competencia nacional. 


    No existe contienda en la que la Corte deba intervenir.


    Orfali, Roberto c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 992, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. Acción de amparo. Medidas cautelares. Medida de no innovar. Depósito en moneda extranjera. Juez previniente. Cámara federal de apelaciones. 


    No existe conflicto de competencia que deba dirimir la Corte. Toda vez que subsiste un recurso de apelación concedido, que deberá ser resuelto por la alzada del magistrado de Ushuaia, de conformidad a lo reiteradamente dicho por esa Corte. Por otro lado, de subsistir el conflicto de competencia entre los Jueces Federales de Primera Instancia luego de haberse resuelto la apelación referida, se debería girar la causa a la alzada del  juez previniente.


    Pagnoni de Bruni, Susana Beatriz c/ Estado Nacional y otro s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 511, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. 


    No existe contienda en la que la Corte deba intervenir.


    Sosa, Victoria del Carmen c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 988, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Cuestión de derecho público local. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    El sub lite no corresponde a la competencia originaria de la Corte, ni a la Justicia Federal provincial, sino que resulta propio de la Justicia de la Provincia de Buenos Aires. En efecto, en primer lugar, no debe tramitar ante la instancia originaria de la Corte porque para que ella proceda, de conformidad con los arts.116 y 117 de la Constitución Nacional y el art.24, inc.1° del decreto-ley 1285/58, no basta que una Provincia sea parte en el pleito, ya que resulta necesario, además, examinar la materia sobre la que éste versa, esto es, que se trate de un causa de naturaleza federal, o de carácter civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Quedan excluidos de dicha instancia aquellos procesos que incluyen temas de índole local y de competencia de los poderes locales, ya que el respeto de las autonomías provinciales requiere que se reserve a sus jueces el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre cuestiones propias del derecho provincial y dictadas en uso de facultades reconocidas en los arts. 121, 122 y siguientes de la Constitución Nacional. Esta última situación es la que aquí se presenta, en tanto, según se desprende de los términos de la demanda y de la naturaleza de las pretensiones que en ella se deducen, a los que se debe atender de modo principal para determinar la competencia, los actores intentan obtener una declaración de certeza respecto de la validez de una norma dictada por la Provincia de Buenos Aires que regula la habilitación de juegos de azar, materia regida por normas de derecho público local. La Corte ha dicho reiteradamente que, si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, la causa no es del resorte de la Corte Suprema. Ello es así, en tanto las provincias conservan por el pactum foederis competencias diversas que no han sido delegadas en el Gobierno Federal. Es dable recordar que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva e insusceptible de ser ampliada ni restringida.


    Aranda, Omar y otro c/ Gobierno de la Provincia de Buenos Aires s/ Demanda meramente declarativa


    COMP. 459, XXXIX, 10 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 232, L. XXXIX, "Pescasur S.A. y otro c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Arbumasa S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción ieclarativa de inconstitucionalidad


    A. 179, XXXIX, 08 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Partidos políticos. Cuestiones procesales. Competencia provincial. 


    La pretensión de amparo -distinta de la que se deduce en una acción declarativa de certeza- se dirige contra un acto de autoridad provincial, la sentencia del Juzgado Electoral y de Minas de la provincia en cuestión, circunstancia que excluye la competencia de la Justicia Federal. Sabido es que la acción de amparo no es admisible cuando existan recursos o remedios judiciales o administrativos que permitan obtener la protección del derecho o garantía constitucional de que se trate (art. 2 inc. a) de la ley 16.986 (Fallos: 308:76 y 2078: 310:1542 y 1548) ya que no tiene por fin obviar los trámites legales ni alterar las jurisdicciones vigentes ni autoriza a los jueces a irrumpir en asuntos ajenos a la competencia que por ley tienen conferida, o cuando la determinación de la eventual invalidez del acto requiere de una mayor amplitud de debate o de prueba (art. 4 inc. 4 de la citada ley), como se da en las acciones declarativas de certeza, distintas, por su naturaleza a esta acción expedita y rápida que sólo persigue salvaguardar el derecho constitucional desconocido en forma palmaria.


    Barrionuevo, José Luis c/ Juzgado Electoral y de Minas de Catamarca y otro s/ Amparo


    COMP. 117, XXXIX, 11 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 3955, L. XXXVIII, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Catamarca, Provincia de s/ Ejecución fiscal".


    Caja Complementaria de Previsión para la actividad docente c/ Misiones, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C. 264, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Efraín, Alberto Leonardo c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    COMP. 835, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Alegre, Miguel Ángel y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 1261, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Antonioli, Mario c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 924, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Arias, Cristina Aida c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 916, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente declarativa".


    Bardal, Ángel Manuel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 20, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente declarativa".


    Barmat de Mines, Alicia Beatriz y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    COMP. 379, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Battaglia, Analía Verónica y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 930, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Bianco, Luis Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1060, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Bosco, Claudia Analía c/ Poder Ejecutivo Nacional. - Ley 25.561 Decreto 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561


    COMP. 841, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Botana, Cristián Fernando c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 1120, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Castello, Gonzalo Hernán s/ Medidas cautelares


    COMP. 1180, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Economía procesal. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Cateura, Daniel Rubén c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1002, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. Juez previniente. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar"; y Comp 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ plantea inhibitoria",opiniones compartidas por la Corte en su sentencia.


    Ceballos, Ricardo Omar c/ Banco Francés s/ Amparo


    COMP. 1, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Cherio, Liliana Celia c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 938, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    C.M.R Falabella S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 (Citibank) s/ Amparo


    COMP. 989, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Juicio ordinario. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que el otro litigante tenga distinta vecindad respecto al Estado local demandado. En estos supuestos, dicho requisito es esencial. A su vez, en los casos de pluralidad de litigantes -como el de autos-, de conformidad con el art.10 de la ley 48, la procedencia del fuero federal está supeditada a que cada uno de los actores y demandados tenga, respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, la condición de vecindad o nacionalidad que le permita invocarlo. Al estar en juego bienes del dominio público provincial y de considerar la posibilidad de que el juez que deba resolver tenga que interpretar normas de aquél carácter, el proceso tampoco correspondería a la instancia originaria del Tribunal, toda vez que quedan excluidos aquellos pleitos que se rigen por el Derecho Público local, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza. En tales condiciones y, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos  el proceso resulta ajeno a esa instancia.


    Entre Ríos, Provincia de c/ Municipalidad de Paraná y otro s/ Ordinario


    E. 517, XXXVIII, 28 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Córdova, Hugo Julio c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional. s/ Amparo


    COMP. 1059, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Corradi, Susana Alicia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1200, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Cowes, Margarita Victoria c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561 Decretos 1.570/01, 214/02 s/ Amparo


    COMP. 968, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    De Elizalde, Rafael Miguel c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y  214/02 s/ Amparo


    COMP. 1044, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Di Brico, Carlos Alberto c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 971, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el estado. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Habida cuenta de que en el sub-examine el actor co-demanda al Estado Nacional y a la provincia en cuestión, dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional, respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional-o a una entidad nacional-, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia. Esta demanda corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae.


    Gómez, Julio Manuel c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    G. 2647, XXXVIII, 28 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Domínguez, Susana Alicia y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1178, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Juez previniente. Tribunal de alzada. 


    No corresponde a la Corte dirimir la contienda.


    Etchegaray Acuña, Ramón Teodoro c/ CIRSA s/ Amparo


    COMP. 229, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Fontana, Alejandro c/ Estado Nacional - Superintendencia de Seguros de la Nación y otro


    COMP. 903, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Francisco Cervellera S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1176, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente Declarativa".


    Fridt, Jacobo Héctor y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1152, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Galliano, María Fernanda c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 904, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción Meramente declarativa".


    Ginestet, Irma Leonor c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 (Citibank) s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    COMP. 1006, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Giordamo, Luis Dante Segundo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1006, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. Juez previniente. 


    No corresponde a la Corte dirimir la contienda.


    Grimau, Alicia Susana c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 944, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Guirriere, Edgardo Rubén y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional. s/ Amparo


    COMP. 992, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Klimczuk, Clelia Estefania c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 39, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Kuziw, Pablo Marcelo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 924, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Leguizamón, María Elizabeth c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 883, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Luraschi, Francisco Javier c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 990, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Martínez Chas, Juan Manuel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1216, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Merco Import S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Sumarísimo


    COMP. 288, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Muzzapapa, Darío Oscar c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decreto 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 1190, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Nicolini, Graciela Susana y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 983, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Pereira Díaz, Julia c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1003, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Quiroga, Juan José c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    COMP. 926, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Saladino, Verónica Beatriz c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1005, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Montiel, Zunilda Delfina c/ Banco Francés BBVA s/ Amparo


    COMP. 67, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. Juez previniente. Remisión del expediente. 


    El presente conflicto de competencia fue dirimido por la alzada del tribunal que previno, por lo que, no subsiste contienda en la que la Corte deba intervenir.


    Saporito, José c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 873, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 3 del dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Seery, Daniel Jorge y otro s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 901, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Simonsen, Sonia Elisabet c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 946, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Soriano, Alberto Francisco y otro c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 991, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Thompson, Mónica Adriana c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 943, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Torres, Rodrigo Alfredo c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 54, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Vela, José Eduardo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561 Decreto 214/02 s/ Amparo


    COMP. 948, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Incompetencia. 


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación, carece de atribuciones para dirimir el conflicto suscitado entre tribunales de la misma provincia, en tanto se refiere a la organización y funcionamiento de los poderes públicos provinciales, es decir, a situaciones que no exceden el ámbito normativo local en los términos de los artículos 121 y siguientes de la Constitución Nacional.


    N.N. o hijo de M., G. s/ Guarda


    COMP. 985, XXXVIII, 08 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Diligencias preliminares. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. En primer lugar, toda vez que el actor dirige su pretensión, entre otros, contra un hospital de una provincia, organismo que pertenece a la Administración Central de la provincia en, es dicho Estado local quien tiene un interés directo en este proceso, por lo que corresponde tenerlo como parte sustancial en las actuaciones. Respecto a la naturaleza civil de la causa, si bien el Ministerio Público, en procesos análogos al presente, en el que se pretende reclamar daños y perjuicios derivados de la falta de servicio de funcionarios dependientes del Estado provincial, ha sostenido la naturaleza administrativa del pleito, al estar regidos sustancialmente por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En tales condiciones, de considerar la Corte probada la distinta vecindad del actor respecto de la Provincia demandada con la constancia agregada en autos, el sub judice corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Noble, Horacio Maximiliano c/ Clinica Mayo S.R.L. - Ex Clínica Mayo S.H. - y otros (Hospital zonal 9 de julio de Entre Rios) s/ Diligencias Preliminares


    N. 408, XXXVIII, 08 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Acción de a mparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Vial Tamborini S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1237, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Wetzel Ruiz, Federico Adolfo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 942, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 253, L. XXXIX, "Etchepare Eduardo Vítor c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Medidas cautelares".


    Zvicer de Lakovich, Emilia c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Amparo


    COMP. 694, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    El presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y el art. 24, inc. 1° del decreto-ley N° 1285/58. En efecto ello es así toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos corresponde atender de modo principal para determinar la competencia la pretensión de las actoras se dirige contra una provincia y la materia en debate tiene un manifiesto contenido federal, toda vez que la ley y el decreto locales son cuestionados por colisionar con leyes emanadas del Estado Nacional -como la Ley de Pesca 22.922-, como así también por violar derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional y así lo medular del planteo remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resulta esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. Asimismo, resulta del caso señalar que, si en el sub-lite se exige esencial e ineludiblemente determinar si la alegada actividad legislativa de la Provincia invade el ámbito que le es propio a la Nación en materia de pesca, ello implica que la presente acción declarativa se encuentre entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art.2, inc. 1° de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella y, en autos, a la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Es dable recordar también que es doctrina reiterada del Tribunal que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie. Cualquiera que sea la vecindad de la actora, el caso se revela como de aquéllos que deben tramitar ante los estrados del Tribunal en instancia originaria.


    Pescasur S.A. y otro c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    P. 232, XXXIX, 08 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 765, XXXVIII, "Blanco Raúl Rafael c/ Banco del Chubut S.A. s/ Medida autosatisactiva".


    Rolante, Susana Beatriz c/ Banco del Chubut S.A. s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 323, XXXIX, 08 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Juicio sumarísimo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "MeIli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 271, XXXVIII, "Jeich Marcelo y Otra c/ Banco Bansud  S.A. s/ Amparo".


    Sbriller, Jorge Hernán c/ Banco Provincia del Neuquén s/ Sumarísimo


    COMP. 1038, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La competencia originaria, prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc.1° del decreto ley 1285/58 procede, en los juicios en que es parte una provincia si a la distinta vecindad de la contraria se une la naturaleza civil de la materia en debate. En el sub-lite, de los términos de la demanda a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia, se desprende que la actora dirige su pretensión contra la Provincia en cuestión en tanto la emisora mencionada integra la Administración Central de ese Estado local pues depende de la Secretaría de Gobierno y por ende se identifica con ella con fundamento en normas de derecho común, por lo que cabe asignar naturaleza civil a la materia sobre la que versa el pleito. En consecuencia de considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora con la constancia obrante en el expediente, la causa debe tramitar ante los estrados del Tribunal. en instancia originaria.


    Sociedad Argentina de Autores y Compositores de Música (S.A.D.A.I.C.) c/ Chubut, Provincia del s/ Cobro de Pesos


    S. 2990, XXXVIII, 03 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Superintendencia de Servicios de Salud. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia Originaria. 


    Cabe señalar que la Superintendencia de Servicios de Salud, de conformidad con el decreto nacional n° 1615/96, se constituyó al fusionarse la Administración Nacional del Seguro de Salud (ANSSAL), creada por la ley 23.661, el Instituto Nacional de Obras Sociales (INOS), creado por ley 18.610 y la Dirección Nacional de Obras Sociales (DINOS), creada por ley 23.660 (art. 1). Dicha entidad es un organismo descentralizado de la Administración Pública Nacional, en la órbita del Ministerio de Salud y Acción Social, con personalidad jurídica y con un régimen de autarquía administrativa, económica y financiera, que tiene a su cargo la supervisión, fiscalización y control de los agentes que integran el Sistema Nacional del Seguro de Salud (art. 2). En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub judice corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, dado que la Superintendencia de Servicios de Salud es una entidad autárquica nacional y que fue citada como tercero a juicio la provincia en cuestión, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia. En tales condiciones, estas actuaciones deben tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Superintendencia de servicios de salud c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Cobro de pesos


    S. 2841, XXXVIII, 28 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 10 del decreto ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.


    Tecnopax S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Daños y Perjuicios


    T. 731, XXXVIII, 27 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 342, L. XXXVIII, “Juzgado Federal N° 4 con asiento en Ciudad de la Plata s/ Plantea inhibitoria”.


    Toy Aguayo Eduardo c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 110, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el estado. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Tiene dicho reiteradamente el Tribunal que, en principio, cuando son demandados una Provincia y el Estado Nacional, la causa corresponde a la instancia originaria de la Corte, toda vez que esa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Ley Fundamental respecto de las Provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional. Sin embargo, también es cierto que tanto la Provincia como la Nación deben ser parte en el pleito no sólo en sentido nominal, sino también sustancial, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte. De los términos de la presente demanda, a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306: 1056; 308:2230, surge que nada se concreta en dicho escrito respecto de actos u omisiones en que pudieran haber incurrido las autoridades nacionales para dar origen a la demanda que intenta promover contra la Nación. En consecuencia, ésta no resulta sustancialmente demandada en este proceso. De ahí que, descartada la participación en autos del Estado Nacional, cabe señalar que no basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, toda vez que para ello resulta necesario, además, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal, o en una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria. Sentado lo expuesto, en el sub lite no se cumple con el recaudo señalado, toda vez que la actora declara tener su domicilio en la Provincia demandada, lo que impide que el pleito tramite en la instancia originaria del Tribunal, debido a que se hallan enfrentados un Estado local con sus vecinos, resultando la causa propia de los jueces locales. Este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Unión Industriales de Quilmes c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y Perjuicios


    U. 93, XXXVI, 28 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios contra el estado. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Tiene dicho reiteradamente el Tribunal que, en principio, cuando son demandados una Provincia y el Estado Nacional, la causa corresponde a la instancia originaria de la Corte, toda vez que esa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Ley Fundamental respecto de las Provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art 116 de la Constitución Nacional. Sin embargo, también es cierto que tanto la Provincia como la Nación deben ser parte en el pleito no sólo en sentido nominal, sino también sustancial, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte, la cual, por ser de raigambre constitucional, es taxativa e insusceptible de extenderse a casos no previstos. De los términos de la presente demanda, a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306: 1056; 308:2230, surge que nada se concreta en dicho escrito respecto de actos u omisiones en que pudieran haber incurrido las autoridades nacionales para dar origen a la demanda que intenta promover contra la Nación. En consecuencia, ésta no resulta sustancialmente demandada en este proceso. De ahí que, descartada la participación en autos del Estado Nacional, cabe señalar que no basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, toda vez que para ello resulta necesario, además, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal, o en una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria. Sentado lo expuesto, en el sub lite no se cumple con el recaudo señalado, toda vez que la actora declara tener su domicilio en la Provincia demandada, lo que impide que el pleito tramite en la instancia originaria del Tribunal, debido a que se hallan enfrentados un Estado local con sus vecinos, resultando la causa propia de los jueces locales. Por lo expuesto, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Unión Industriales de Quilmes c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y Perjuicios


    U. 94, XXXVI, 28 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVllI, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria",


    Zotta, María Cristina c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 366, XXXIX, 29 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Inhibitoria. Obligación principal. Desplazamiento de la competencia. Competencia federal. 


    La cuestión tiene relevancia institucional, porque la interpretación y aplicación del ordenamiento jurídico federal, corresponde por razón de la materia exclusivamente a los tribunales federales y en ningún caso en que la competencia federal sea procedente podrá ser prorrogada en favor de los tribunales locales.  Corresponde destacar que las medidas cautelares pueden ser ordenadas dentro de un proceso principal, es decir que aquel en el que se actuara el derecho que se intenta cautelar o mediante un trámite autónomo antes de iniciar dicho proceso, y en el caso no se trata de una cautelar tendiente a asegurar la eficacia de la actuación futura de un derecho subjetivo, sino el decreto de un embargo en un concurso preventivo, donde no podría promoverse la declinatoria dirigida a que el tribunal se desprenda de dichas actuaciones principales.  Cabe advertir que, conforme a lo dispuesto por el artículo 196 párrafo tercero, aún en el supuesto de una medida precautoria haya sido decretada por el juez incompetente, ello no produce la radicación de las actuaciones, ni la prorroga en su favor, razón por la cual nada obsta a que el afectado recurra al juez competente para solicitar la inhibitoria.  El tribunal provincial, al dictar la cautelar, excedió las facultades jurisdiccionales otorgadas por la ley 24.522, y la competencia universal que surge del instituto del fuero de atracción, ello en virtud de que tal mecanismo permite un desplazamiento excepcional y de interpretación restrictiva de la competencia del juez natural, que tiene raigambre constitucional y sólo en supuestos donde la concursada sea demandada, pero no en aquellos casos donde la misma es actora o pueda llegar a serlo, como ocurre en este caso.  En tales condiciones, no se pueden verificar en el estado de la cuestión suscitada en el sub lite, en virtud de que por tratarse de un reclamo donde la actora es la concursada, contra una entidad autárquica del Estado Nacional, y en materia tributaria, la acción principal que hubiera permitido habilitarla, no era de conocimiento del juez con competencia ordinaria en el concurso, sino del juez federal por razón de la persona y la materia, y si bien en el marco de la normativa procesal pudiera admitirse excepcionalmente que la decretara un juez incompetente, por mediar razones de urgencia, una vez trabada la medida debió desprenderse de las actuaciones inmediatamente que fue requerido y remitirla al asignado por la ley para intervenir.


    AFIP s/ Planteo de inhibitoria


    COMP. 567, XXXIX, 08 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juez previniente. Tribunal de alzada. 


    No corresponde a la Corte dirimir la contienda.


    Álvarez, Ernesto Oscar c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1368, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Devolución del expediente. 


    Ausencia de pronunciamiento por parte del magistrado provincial.


    La Corte tiene dicho que para tener por trabado un conflicto de competencia se requiere la actuación válida de los órganos jurisdiccionales entre los que se suscita la contienda, extremo que, de acuerdo a lo indicado precedentemente, no ocurre en la especie.


    Avila, Silvia Karina c/ Andrada, Victor Hugo y otros s/ Accidente de Trabajo


    COMP. 1527, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juez previniente. Tribunal de alzada. 


    No corresponde a la Corte dirimir la contienda.


    Bello, María Raquel c/ Metropolitan Life Seguros de Vida S.A. s/ Amparo


    COMP. 1458, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Juicio de apremio. Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 2148, XXXVII, “Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Instituto Municipal de Obra Social s/ Apremio”.


    Buenos Aires, Provincia de c/ Instituto Municipal de Obra Social s/ Apremio


    B. 3864, XXXVIII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Medidas Cautelares. Juez previniente. Tribunal de alzada. 


    No corresponde a la Corte dirimir la contienda.


    Cáceres González, Nubel Darío c/ Bank Boston National Association s/ Medidas cautelares


    COMP. 1391, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juez previniente. Tribunal de alzada. 


    No corresponde a la Corte dirimir la contienda.


    Cauda, Rodolfo Humberto y otro c/ Banco de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 1389, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas: Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norman C. s/ Acción de Amparo”,opiniones compartidas por la Corte en sus sentencias.


    Chañapi, Susana Beatriz s/ Amparo s/ Apelación


    COMP. 1408, XXXIX, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 300, XXXVIII, “Currao, Carmen Alcira c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Accidente –acción civil”.


    Fernández, Marta Estela c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - Secretaría de Educación s/ Accidente Acción Civil


    COMP. 348, XXXVIII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa. Remisión del expediente. 


    No existe contienda en la que la Corte deba intervenir.


    IGGAM SAI c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1247, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Juez previniente. Tribunal de alzada. 


    No corresponde a la Corte dirimir la contienda.


    López Murane, Fernando Atilio c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1355, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas: Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 342, XXXVIII, “Juzgado Federal N°4 con asiento en la Plata s/ Plantea inhibitoria”,opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    
      

    


    Merizzi, Sergio Fabian c/ Banco Bansud S.A. s/ Reclamo


    COMP. 1286, XXXIX, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juez previniente. Tribunal de alzada. 


    No corresponde a la Corte dirimir la contienda.


    Misled S.A. s/ Amparo


    COMP. 1468, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Mónaco de Voci, Rosa Margarita c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1388, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia contencioso administrativa. 


    No existe contienda en que la Corte deba intervenir.


    Perrachione, Susana Beatriz c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 1013, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    No existe una cuestión de competencia que la Corte deba resolver.


    Postiglione, Luis Miguel c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 1272, XXXVIII, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    No se presenta una cuestión de competencia que la Corte deba resolver.


    Sociedad Rural Argentina c/ Poder Ejecutivo de la Nación s/ Amparo


    COMP. 700, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. 


    No corresponde a la Corte dirimir la contienda, debiendo remitírselo a la alzada del magistrado que previno a esos fines.


    Aiello, Jose Luis y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1182, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cabe recordar que no basta que una Provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1° del decreto ley 1285, pues para ello es necesario además examinar la materia sobre la que versa el pleito, esto es, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal, o en una de naturaleza civil en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Es así que quedan excluidos de dicha instancia aquellos pleitos que se rigen por el derecho público local, toda vez que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese tipo.  En el sub-lite, la materia del pleito no es exclusivamente federal, en consecuencia, la cuestión exige que sean los jueces locales los que traten previamente la contradicción de la referida norma con la Constitución provincial, lo que no constituye un tema de derecho público y ajeno, por su naturaleza, al ámbito de la Corte.


    Asociación Trabajadores del Estado (A.T.E.) c/ San Juan, Provincia de s/ Inconstitucionalidad


    A. 2811, XXXVIII, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX. “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Torales, Cristino y otro s/ Demanda ejecutiva


    COMP. 842, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX. “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Fernández, Martin y otro s/ Demanda ejecutiva


    COMP. 851, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX. “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Aguilera, Norma B. y otro s/ Demanda ejecutiva


    COMP. 858, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX. “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Lai, Mirta Noemi y otro s/ Demanda ejecutiva


    COMP. 876, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX. “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Delgado, Irma Odilia y otro s/ Demanda ejecutiva


    COMP. 878, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Calidad de parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cabe recordar que para que proceda la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es preciso que una provincia participe en el pleito, tanto en forma nominal -ya sea como actora, demandada o tercero- como sustancial, esto es, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Corresponde a quien solicita la citación del tercero acreditar que se trata de alguno de los supuestos que autorizan a disponerla, debiendo desestimarse si no se invoca concretamente la presencia de una comunidad de controversia, toda vez que dicho instituto es de carácter excepcional y su admisión debe ser interpretada con criterio restrictivo.  En el sub lite tal intervención no resulta procedente, toda vez que tiene su fundamento en que la Provincia es el órgano emisor de la norma, hecho que, según tiene dicho la Corte, no la convierte, por esa sola circunstancia, en parte sustancial del proceso, ya que la actividad legislativa provincial sólo determina el marco jurídico aplicable y su cuestionamiento debe ser encauzado entre quien se dice afectado por el régimen que se impugna y quien resulta su beneficiario.  Ello es así, en tanto una conclusión distinta importaría admitir las acciones directas de inconstitucionalidad por vía de demanda o acción, extremos que no ha aceptado el Tribunal, y transformar en parte procesal a los Estados locales en todos los pleitos en que se tachase de inconstitucionalidad una norma dictada por ellos, a pesar de no mediar un vínculo directo entre éstos y quien interpone la pretensión.


    Consejo Profesional del Ciencias Económicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Provincia de Buenos Aires (Citada como tercero la Provincia de Buenos Aires) s/ Acción Declarativa de Certeza


    C. 704, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil. Competencia nacional. 


    No existe contienda en la que se deba pronunciar.


    El Conflicto de competencia fue dirimido por la Alzada del Tribunal que previno, conforme lo dispuesto por el art. 24 inc. 7° del decreto ley 1285/58.


    Curolan S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo y Sumarisimo


    COMP. 1000, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Juez previniente. Tribunal de alzada. Competencia civil. 


    El conflicto de competencia fue dirimido por la Alzada del Tribunal que previno, conforme lo dispuesto por el art. 24 inc 7 ° del dec-ley 1285 por lo que no existe contienda en la que se deba intervenir.


    Hemesani de Kemeny, Sara c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1155, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda.


    Leibiker, Daniel Omar c/ Graffigna Patricia Isabel s/ Incidente de competencia


    COMP. 1950, XXXVII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Mac, Israel León y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 891, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el supuesto n° 2 del dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Renoldi, Maria Nazarena y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 922, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios


    Procurador general. Fallos de la Corte Suprema. Improcedencia del recurso. 


    Cabe recordar que tiene dicho reiteradamente la Corte que las partes carecen del derecho a realizar ante el Tribunal observaciones al dictamen del Procurador General, máxime cuando dicha opinión ha sido compartida por la Corte con remisión a sus fundamentos y conclusiones, como sucede en autos.


    Pohlmann, Jens Dietrich c/ Córdoba, Provincia de y otros s/ Daños y Perjuicios


    P. 542, XXXIX, 29 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    No obstante que los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden acerca de los recursos locales que son llevados a su conocimiento, no son susceptibles de revisión por la vía prevista en el art. 14 de la Ley 48. La Corte tiene establecido que cabe hacer excepción a esta regla, cuando lo resuelto implica un exceso de rigor formal que lesiona las garantías constitucionales y conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada, sin fundamentación idónea o suficiente. Corresponde revocar la sentencia que declaró inadmisible el recurso de casación ya que el examen de los recaudos pertinentes para determinar si el recurso alcanzaba las condiciones de admisibilidad, fue realizado por el a-quo con un injustificado rigor formal, que conduce a la frustración de los derechos invocados, con evidente menoscabo de la garantía de defensa en juicio; sin que ello implique emitir parecer alguno acerca de cómo deberá dirimirse la cuestión en su aspecto sustancial. Cabe recordar, a mayor abundamiento, que la Corte ha resuelto, a partir del precedente "Di Mascio", que en los casos aptos para ser conocidos por el Tribunal según el art. 14 de la Ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del art. 31 de la Constitución, de modo que la legislatura local y la jurisprudencia de sus tribunales, no pueden vedar el acceso a aquél órgano en tales supuestos.


    De Reyes Balboa, Manuel c/ Editorial Río Negro s/ Daños y perjuicios


    D. 1904, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad


    Solve et repete. Recurso extraordinario. Falta de agravio concreto. 


    Es doctrina inveterada del Tribunal que el escrito de interposición del recurso extraordinario debe contener la enunciación concreta de los hechos de la causa, de la cuestión federal en debate y de la relación que existe entre ésta y aquéllos. La invocación genérica y esquemática de agravios no basta a ese fin, dado el carácter autónomo del recurso extraordinario, siendo insuficiente la aserción de determinada solución jurídica en tanto ella no esté razonada con referencia dichas circunstancias y a los términos del fallo que la resuelve. Ese requisito no puede considerarse cumplido con las meras invocaciones acerca de la restricción al debido proceso y la violación del derecho de defensa en juicio, máxime si la pretensión implica declarar inconstitucional un principio -solve et repete- o regla cuya validez fue ratificada por la constante jurisprudencia de la Corte, destacándose que el requisito de previo pago no importa, por sí mismo, violación al Art. 18 de la Ley Fundamental. Tampoco merece acogida la impugnación basada en la arbitrariedad de la negativa del a quo a producir la prueba ofrecida cuando no se indica, en forma concreta, su pertinencia para modificar la solución del litigio. Cierto es que la Corte ha morigerado la exigencia del solve et repete en aquellos casos en los que existe una desproporcionada magnitud entre la suma que el contribuyente debe ingresar y su concreta capacidad económica o su estado patrimonial, a fin de evitar que el pago previo se traduzca en un real menoscabo de garantías que cuentan con protección constitucional. Pero, en estos casos, el apelante debe, además de alegar la desproporción del monto intimado o la falta inculpable de los medios necesarios para hacer frente al pago del tributo, aportar elementos de juicio que constituyan índices reveladores de su estado patrimonial. El actor no intenta siquiera explicar, como era menester ante esta instancia, la forma como los medios probatorios ofrecidos permitirían demostrar la desproporción del monto intimado en relación a su patrimonio, o la falta inculpable de los medios necesarios para hacer frente al pago requerido. Por ello, no se rebaten adecuadamente los argumentos en los que se apoya el sentenciante para arribar a una conclusión opuesta a la pretendida, lo que hace que el recurso carezca en este aspecto de los recaudos que en orden a una adecuada fundamentación exige la jurisprudencia de la Corte.


    Larrufa, Miguel Ángel c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva


    L. 499, XXXVI, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Error materia. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Remisión al dictamen de la causa: O. 38, L. XXXVII, “Obra Social para la Actividad Docente c/ Chaco, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Los agravios vinculados con la existencia de errores materiales en la liquidación implican valorar cuestiones de hecho y prueba, ajenas a la materia de este dictamen.


    Obra Social para la Actividad docente c/ Chaco, Provincia del s/ Ejecución Fiscal


    O. 133, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Devolución del expediente


    Incidente elevado por error a la Corte.


    S., Ricardo Hernán y otros s/ Robo con armas


    COMP. 1055, XXXIX, 18 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Discriminación


    Establecimientos educacionales. Leyes provinciales. Recurso extraordinario. Trámites judiciales. Hechos nuevos. Doctrina de la arbitrariedad. Interpretación restrictiva. 


    Procedimiento ante la Corte Suprema.


    El Alto Tribunal ha establecido que los litigantes que comparecen ante la Corte Suprema por la vía del recurso extraordinario no tienen derecho para producir prueba alguna, en virtud de lo dispuesto por el artículo 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Esta norma, al regular el  procedimiento ante la Corte, señala que si ésta conociere por dicha apelación, la recepción de la causa implicará el llamamiento de "autos" y dispone que  en ningún caso se admitirá la apertura a prueba ni la alegación de hechos nuevos".  El carácter excepcional de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias impone un criterio particularmente restrictivo y el decisorio del a quo no parece que pueda ser descalificado como acto judicial, pues no traduce la invocación de meros óbices formales, sino que encuentra sustento suficiente en las normas locales aplicables al sub examine y en el hecho de que la falta de eficacia de la norma de alcance general cuya inconstitucionalidad se pretende por no haber sido publicada, impide cualquier examen de validez al respecto por la vía procesal intentada, toda vez que los comportamientos materiales de las autoridades educativas deben cuestionarse por las vías aptas que contempla el ordenamiento local en orden a la protección de los derechos y no habilitan a ampliar la jurisdicción constitucional de la Corte.


    Asociación de los Testigos de Jehová c/ Consejo Provincial de Educación de Neuquén s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 639, XXXV, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal


    Validez de la ley. Igualdad ante la ley. Reconocimiento de derechos. Estado de emergencia. Rechazo de la demanda. 


    Los agravios relativos a la invalidez de las leyes 25.561 y 25.565, Art. 10, los decretos 214/02, 471/02 Y 1873/02 Y la Resolución N° 638/02, resultan improcedentes por un doble orden de razones. En primer lugar, al momento de dictarse dichas disposiciones los letrados de la demandada aún no habían iniciado el trámite para el pago de sus acreencias y, por lo tanto, no habían ejercido el derecho a optar por recibir bonos en dólares estadounidenses o en moneda nacional, sino que su pretensión estaba dirigida a obtener los honorarios regulados en efectivo, lo cual impide considerar que aquellas ocasionan un gravamen, puesto que, como tiene dicho la Corte, la diferencia existente entre las situaciones anteriores y posteriores a la sanción de un nuevo régimen legal no configura agravio a la garantía de igualdad, porque de lo contrario toda modificación legislativa importaría desconocerla y, asimismo, que no existe un derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentaciones. En segundo término, la declaración de invalidez de una norma requiere que se encuentre violado algún derecho concreto cuya efectividad aquella obstare  y, en la especie, no se ha acreditado que el régimen en cuestión ocasione los supuestos perjuicios que invocan los interesados, toda vez que se trata de agravios meramente hipotéticos o conjeturales referidos al valor que, en el futuro, pudiera obtenerse por la entrega de los bonos de consolidación en moneda nacional, aspecto sustancialmente variable en virtud de cuestiones fácticas -cotización en el mercado, índices de actualización que fijen los órganos competentes, etc.- que, por otra parte, escapan al control judicial. En cuanto a la alegada inconstitucionalidad de la ley 25.344 y su reglamentación, estimo que resulta aplicable la doctrina sentada por la Corte acerca de la suspensión de los derechos personales como recurso propio del poder de policía de emergencia, en particular las consideraciones efectuadas en oportunidad de examinar la validez de la anterior ley de consolidación de deudas 23.982, a la cual remite el Art. 13 de la 25.344. En este sentido, cabe recordar que los derechos reconocidos por la Constitución Nacional no son absolutos y están sujetos a las leyes que reglamenten su ejercicio (Art. 28), por lo que en momentos de perturbación social y económica es posible el ejercicio del poder del Estado en forma más enérgica que la admisible en períodos de sosiego y normalidad, pues acontecimientos extraordinarios justifican remedios también extraordinarios. Asimismo, la Corte ha dicho que el régimen de consolidación instaurado por la ley no priva a los particulares de los beneficios patrimoniales derivados de la sentencia, sino que reconoce las obligaciones del Estado, evidenciando su voluntad de cumplirlas, entre otras consideraciones que no fueron desvirtuadas por los letrados.


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impopsitiva c/ La Rioja, Provincia de y otros s/ Ejecución Fiscal


    A. 543, XXXIV, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Expropiación irregular


    Desapoderamiento. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cabe recordar que la Corte ha sostenido que no corresponde la condena de intereses en los juicios de expropiación indirecta, cuando no existe efectivo desapoderamiento ni, en consecuencia, retardo de pago en concepto de indemnización previa a aquél, ya que la indisponibilidad del bien en la que se sustenta el reconocimiento de los intereses, aún cuando habilita la acción de expropiación irregular, no alcanza a configurar la desposesión del inmueble que exige el artículo 20 de dicho cuerpo legal para computar los accesorios, pues sólo a raíz de este hecho el expropiado pierde toda posibilidad de uso y goce.  Toda vez que la única apelante no puede ver perjudicada su posición por efecto  de su propio recurso, ya que la aplicación lisa y llana de la jurisprudencia de la Corte implicaría una reformatio in pejus de la posición de la actora, en violación de las garantías de defensa en juicio y de propiedad es que no cabe más que confirmar la sentencia del a quo y desestimar la apelación extraordinaria.


    Ramognino de Celesia, Teresa (Sucesión) c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Expropiación Irregular


    R. 175, XXXIV, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Juicios universales


    Caducidad de instancia. Acción revocatoria judicial. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien la Corte tiene dicho que el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones de los jueces que en el ejercicio de facultades propias, aprecian cuestiones de hecho e interpretan normas de derecho común, no es menos cierto que ha admitido la vía excepcional en el marco de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia acuñada por el Alto Tribunal, cuando la decisión cuestionada carece de los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional, y de ello se genere la afectación de las garantías del debido proceso y la defensa en juicio de los derechos. Surgen elementos de juicio suficientes para tener por configurada la arbitrariedad que hace procedente la vía excepcional, ya que media en el caso un notorio apartamiento de las constancias comprobadas de la causa y de la normativa conducente a la solución del litigio, con afectación a la garantía del debido proceso, y los derechos de propiedad y defensa en juicio del recurrente. La acción ordinaria de revocatoria promovida por la sindicatura se encuentra alcanzada por las previsiones de la Ley 24.522, ya que la citada acción se tuvo por presentada el día 29 de noviembre de 1995, hallándose ya vigente la nueva Ley de concursos que fue sancionada el día 20 de julio del mismo año. No cabe tener por válida la primera presentación efectuada el 18 de julio de 1995, ya que la misma fue devuelta a quien la promovió el mismo dia de su inicio y fue nuevamente ingresada en el juzgado el dia 21 de noviembre de dicho año, sin que durante ese lapso mediara trámite alguno hasta el proveído que da curso a la misma y le otorga los efectos de interrumpir la prescripción, esto es meses despues de hallarse en vigencia la nueva Ley de concursos y de vencido el plazo previsto no solo por la Ley 24.522, sino también por la anterior norma legal 19.551, y ello aún si se computara el plazo, desde que la sentencia de quiebra firme. Por otra parte, dicha presentación recién fue impulsada mediante la ampliación en sus fundamentos siete meses despues de presentada por segunda vez, es decir cuando ya se había producido la caducidad del segundo intento de iniciar el procedimiento, ya sea que se compute el plazo especial o el general de la Ley 24.522. Cabe advertir que la presente acción, tiene por objeto la recuperación para el activo del deudor de un bien salido de su patrimonio en acto celebrado con un tercero con anterioridad a su estado de falencia y durante el período de sospecha, y puede importar la afectación de situaciones jurídicas consolidadas y derechos adquiridos. Por dicha razón quien la promueve, exige la ley, que debe probar el conocimiento por el tercero, del estado de cesación de pagos esto es la ausencia de buena fe en el actuar, razón por la que resulta evidente que la aplicación de la normativa en cuanto al alcance de la acción y el cumplimiento de los plazos fijados por el legislador, deben apreciarse con carácter restrictivo, con el objeto de preservar el principio liminar de la seguridad jurídica.


    Aceros Bragado S.A. s/ Quiebra c/ Procesamiento Industrial de Laminados Argentinos Residuales S.A.


    A. 2015, XXXVIII, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Medida cautelar autónoma


    Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Noya, Miguel c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Medida cautelar autónoma


    N. 178, XXXVII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Incidente de apelación de denegatoria de medida cautelar en autos c/ Schluter, Gerardo c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo Ley N°16.986


    S. 2582, XXXVIII, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Cadelago, Armando Jorge c/ Camino del Indio S.A. s/ Interdicto de recobrar


    COMP. 1452, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Crucero del Norte S.R.L. s/ Cuestión de Competencia


    COMP. 657, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Lua Aseguradora de Riesgos del Trabajo


    S. 1530, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    G. R. de P., E. E. y otros s/ Sustracción de menores de 10 años


    G. 1015, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Silos Areneros Buenos Aires Sociedad Anónima Comercial c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    S. 3154, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Gonzalez D'Annunzio, Albino y otro c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados


    G. 1531, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Se solicitan medidas para mejor dictaminar.


    Iaconis Anunciación c/ Meprin S.A. s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 1289, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    S., E. solicita alimentos. Tenencia de hijos y régimen de visitas a G., H.


    COMP. 1511, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Colegio de Escribano - Rial Elva Maria - Vieytes, Juan B. y otros s/ Denuncian al Escribano Santiago Garcia Calvo


    C. 3442, XXXVIII, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    García, Julio Héctor y otros c/ Estado Nacional - Estado Mayor General del Ejercito y otros


    G. 390, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Principio de contradicción. 


    Se solicita el traslado a la atora, a los fines de salvaguardar el principio de bilateralidad procesal.


    Grimoldi S.A. y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Amparo


    G. 106, XXXVII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Oyuela, Jose María y otra c/ Corrientes, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    O. 711, XXXVIII, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Sanaviron S.A. c/ Fisco Nacional - Administración Nacional de Aduanas s/ Ordinario


    S. 1177, XXXVI, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Dirección General de Fabricaciones Militares c/ Malacalza, Alberto Andrés s/ Cobro de pesos


    D. 1705, XXXVIII, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Principio de inmutabilidad


    Cosa juzgada. Discrepancias del recurrente. 


    En la apelación, el recurrente, para criticar la aseveración de los jueces, solo repite las objeciones que sobre el tema alegó en la anterior instancia, es decir, no las rebate, omisión ésta que obsta a la procedencia del recurso extraordinario. En atención a las pautas que sobre el tema de la inmutabilidad del principio de la cosa juzgada expusieron los Señores Conjueces en la sentencia publicada en las páginas 3133/3139 del Tomo de Fallos 322 (III), corresponde confirmar la sentencia.


    Vera, Jesús Faustino y otros c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    V. 840, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Procesal Constitucional


    Recurso Extraordinario Federal. Requisitos de admisibilidad. Requisitos Objetivos. Decisiones recurribles. Decisiones Judiciales. Sentencia definitiva. Decisiones equiparables a sentencia definitiva. 


    Recurso extraordinario federal. Defensor oficial que pretende estar legitimado para representar a familiares de desaparecidos que no solicitaron la investigación de su paradero. Sentencia que rechaza dicha pretensión:equiparable a definitiva. Interés institucional en la cuestión.


    Si el defensor oficial, con base en el artículo 60 de ley 24.946 y normas de rango constitucional, pretende que se le reconozca legitimación para representar en el proceso a las personas desaparecidas cuyos familiares no han solicitado la investigación de su destino, la sentencia que rechaza dicha pretensión no es la sentencia definitiva de la causa, pero debe equiparársela en sus efectos, a los fines del artículo 14 de la ley 48.    La aplicación de un criterio sumamente estricto en la apreciación de los aspectos formales no resulta aconsejable frente al interés institucional que podría tener la cuestión que se intenta someter a decisión, y que comprende, por un lado, la extensión del objeto de este tipo de procesos a partir de la inteligencia que se pretende asignar a las normas internacionales que se invocan y, por otro, el alcance de las atribuciones para intervenir en esta causa de un órgano de raíz constitucional en defensa de intereses que se dicen amparados por normas de ese carácter.


    Defensor Público Oficial ante la Cámara federal de apelaciones de Mendoza s/ Recurso de casación - Búsqueda del destino de personas desaparecidas.


    D. 256, XXXVII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Si bien las decisiones que versan sobre recusación de los jueces son ajenas al recurso extraordinario por no tratarse de sentencias definitivas, la Corte ha hecho excepción a esa regla cuando se comprueba, por los antecedentes de la causa, que ésta es la oportunidad para la adecuada tutela del derecho de defensa en juicio del apelante cuya salvaguarda exige asegurar una inobjetable administración de justicia Si lo que se intenta someter a la revisión del a quo son las condiciones que aseguren la imparcialidad de los magistrados que deben llevarlo a cabo, el agravio que la decisión causa a los apelantes es insusceptible de reparación ulterior y resulta así equiparable, en este aspecto, a la sentencia definitiva por regla general.  Si bien el recurso extraordinario no procede contra los autos que resuelven sobre la procedencia del recurso de casación, también lo es que la Corte ha hecho excepción a ese principio cuando el a quo ha denegado el recurso ante ella interpuesto sobre la base de fórmulas dogmáticas y genéricas en violación a las reglas del debido proceso. Al no controvertir el a quo el criterio establecido por la Sala IV del mismo tribunal en un caso anterior, invocado por los recurrentes en apoyo de su pretensión, el apartamiento de la solución allí establecida acerca de la procedencia del recurso de casación, con base en circunstancias que de acuerdo con esa misma doctrina no constituyen una excepción razonable, priva al pronunciamiento de fundamento suficiente que lo sustente y basta para descalificarlo como acto jurisdiccional válido


    O., Marcela Victoria y otros s/ Recurso extraordinario


    O. 172, XXXVII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Expropiación. Declaración de utilidad pública. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho público local. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho que corresponde rechazar la tacha de arbitrariedad esgrimida si los fundamentos suscitan el análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho público local respecto de los cuales el recurso exhibe una mera discrepancia de criterio, sin que su acierto o errar pueda ser examinado por el tribunal.  La doctrina de la arbitrariedad tiene un carácter estrictamente excepcional, y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, ya que no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas razonamiento lógico en que sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impidan considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido.


    Simmons de Argentina S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    S. 1051, XXXVI, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Corresponde resolver la cuestión aquí planteada en el expediente de autos C. 1471, L. XXXIX.


    C., Alejandra; B., José Daniel s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    C. 48, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Pago con cheques sin provisión de fondos. Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B. 320, L. XXXVII, "Banco Nación sobre averiguación defraudación".


    A., Javier O. s/ Causa N° 4330


    A. 2655, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Aplicación de las consideraciones expuestas por el procurador en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Andino, Avelino c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    A. 1449, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Aplicación de las consideraciones expuestas por el procurador en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Asade, Eduardo y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional


    A. 833, XXXVII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Aplicación de las consideraciones expuestas por el procurador en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Becena de Rivadera, María Margarita c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    B. 2692, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Retiro policial. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Aplicación de las consideraciones expuestas por el procurador en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Bengochea, Julio Cesar y otros c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policia Federal


    B. 2699, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B.715, L.XXXVII, "Benítez Nydia Mabel, Sobol de Barrios Aidee María y Barrios de Defrancesco Irma c/ Instituto de Previsión Social y/o Instituto de Seguridad Social, Seguros y Préstamos".


    Bittel, Raúl y otros c/ Instituto de Previsión Social y/u otro


    B. 799, XXXVII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Aplicación de las consideraciones expuestas por el procurador en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Driussi, Carlos Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Prefectura Naval Argentina


    D. 1098, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Retiro militar. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Aplicación de las consideraciones expuestas por el procurador en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Frankenberger, Eduardo Federico c/ Estado Nacional - Instituto de ayuda Financiera para el pago de retiros y pensiones militares


    F. 915, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 90, L. XXXVIII, "Defensor del Pueblo de la Nación c/ E.N.-Dec. 1738/92 y otro s/ Proceso de conocimiento".


    La legitimación sustancial activa y pasiva, en el proceso cautelar, debe coincidir con la necesaria para intervenir en el proceso principal definitivo. Es el titular del derecho que necesita aseguramiento quien, mediante el anticipo de la garantía jurisdiccional, es el legitimado para pedir las medidas cautelares.


    Defensor del Pueblo de la Nación Incidente Med. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Decreto 1.738/92 y otro s/ Proceso de conocimiento


    D. 89, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Retiro militar. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencias. 


    Aplicación de las consideraciones expuestas por el procurador en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    García Solórzano, Juan Luis c/ Ministerio de Defensa - Instituto de Ayuda financiera para el pago de Retiros y Pensiones Militares


    G. 1668, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Aplicación de las consideraciones expuestas por el procurador en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Gugliotta, Luis Cayetano c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    G. 1674, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Ley procesal. Defensa en juicio. Procedencia del recurso. 


    Si bien la Corte tiene dicho que no procede el recurso extraordinario, contra decisiones que tienen por objeto la aplicación e interpretación de normas procesales y en particular de aquellas referidas a la no admisibilidad de los recursos deducidos por ante los tribunales provinciales, por tratarse de cuestiones atinentes a la organización de las instancias judiciales locales, ha señalado también que tal doctrina admite excepciones cuando la decisión impugnada revela la existencia de un excesivo rigor formal, susceptible de lesionar la garantía de defensa en juicio o causar una frustración a los derechos federales invocados en el caso.


    García, Juan Carlos c/ Servicio Penitenciario de la Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    G. 39, XXXVI, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 715, L. XXXVII, "Benítez, Nydia Mabel; Sobol de Barrios Aidee María; y Barrios de Defrancesco Irma c / Instituto de Previsión Social y/o Instituto de Seguridad Social, Seguros y Préstamos”.


    Jarque Eduardo y otros c/ Instituto de Previsión Social y/o Instituto de Seguridad Social Seguros y Préstamos


    J. 58, XXXVII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Aplicación de las consideraciones expuestas por el procurador en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Lazo, Guido Washington c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    L. 721, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Ley Provincial. Declaración de inconstitucionalidad. Cuestión no federal. Improcedencia del recurso. 


    Resolución contraria.


    Esta Procuración General, al dictaminar en los autos "Gigena, Julio César y otros c/ Provincia de Mendoza", sostuvo que" el recurso extraordinario deducido en estos autos es improcedente, al no darse uno de los requisitos propios indispensables para su aceptación, cual es el de la resolución contraria. En efecto, desde antiguo ha sido un supuesto imprescindible para la viabilidad del recurso del art. 14 de la Ley 48, que la cuestión federal haya sido resuelta en forma contraria al derecho federal invocado, conforme a la fuente que inspiró el contenido de este recurso de excepción, desde que, como siempre se dijo, la razón de ser de esta apelación excepcional radica en la necesidad de asegurar la supremacía de la Constitución, tratados y leyes nacionales que consagra el art. 31 de la Constitución Nacional. Es cierto que la Corte con el tiempo consideró que tal requisito se cumple de hecho en todos los casos de los incisos 1) y 3) del citado art. 14 de la ley 48, pero tratándose de cuestiones federales complejas, es decir de la incompatibilidad de normas o actos locales con la Constitución Nacional, dijo la Corte en el mentado caso de 189:308 que, en tal supuesto “rige el inc. 2° del art. 14 de la Ley 48, que limita la jurisdicción apelada de esta Corte a los caos en que la decisión haya sido a favor de la validez de la ley o autoridad de Provincia”. Este criterio ha sido sostenido sin variedad en Fallos: 271:140, 280:142; 287:124; 295:79, en este caso la Corte textualmente dijo que lo atinente a la declaración de inconstitucionalidad de leyes locales no constituye cuestión federal que sustente el recurso extraordinario, ya que no existe resolución favorable a la validez de la norma local cuestionada. Por otra parte, el Tribunal también ha sostenido de manera reiterada que el cumplimiento de los requisitos legales condicionantes del ejercicio de la jurisdicción extraordinaria de la Corte Suprema, a los efectos de la apertura del recurso, debe ser observado cualquiera sea la importancia de la cuestión debatida; en igual sentido había dicho antes, en Fallos: 281:267, que es preciso observar los requisitos que la ley ha instituido como inexcusables para admitir la competencia apelada de la Corte Suprema.


    Magistrados y Funcionarios del Poder Judicial de Jujuy c/ Estado Provincial


    M. 1477, XXXVI, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Aplicación de las consideraciones expuestas por el procurador en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Malvicino, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ministerio de Economía - Instituto de Ayuda Financiera - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    M. 2006, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la cuasa L. 116, L. XXXVIII, "López, Ramón c/ Estado Nacional-Ministerio de Defensa".


    Mangini de Navarro, Nélida Ester c/ Estado Nacional - Instituto de Ayuda Financiera


    M. 2011, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Aplicación de las consideraciones expuestas por el procurador en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Morales, Raul Osvaldo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    M. 2005, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Retiro policial. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Aplicación de las consideraciones expuestas por el procurador en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Nievas, Carlos Guillermo y otro c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    N. 344, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Aplicación de las consideraciones expuestas por el procurador en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Penco, Jorge Américo y otros c/ Dirección Nacional del Servicio Penitenciario Federal s/ Amparos y Sumarisimos


    P. 498, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Demanda laboral. Recurso de inaplicabilidad de la ley. Plazo. Denegatoria del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que en casos como el presente, en el que la presunta arbitrariedad de la sentencia interlocutoria no ha sido demostrada, ese Alto Tribunal no es competente para conocer en quejas dirigidas contra la denegatoria de un recurso de inaplicabilidad de la ley previsto en el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En relación al recurso de inaplicabilidad de la ley en el orden nacional, la Corte tiene dicho que el plazo para deducir la apelación extraordinaria no se interrumpe con motivo de la interposición del recurso de inaplicabilidad de la ley que ha sido declarado improcedente.


    Porley Orfilio c/ Centro Argentino de Ingenieros y otros


    P. 473, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Retiro policial. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Aplicación de las consideraciones expuestas por el procurador en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Rota, Eduardo José c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policia Federal


    R. 961, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Apreciación de la prueba. Mantenimiento del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las cuestiones que se suscitan acerca de la forma en que fue apreciada la prueba constituyen, por vía de principio, una materia propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a esta instancia extraordinaria. Sin embargo, ello no impide que ante las particularidades que presentan determinados casos, su análisis permita la excepción posible a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas y existentes en la causa. Esto último es lo que acontece en el sub judice, en la medida que el pronunciamiento apelado se apoya en argumentos carentes de razonabilidad y objetividad, pues presenta omisiones y falencias acerca de la verificación del hecho y de la consecuente participación que le cupo al encausado, prescindiéndose de una razonada valoración en conjunto de todos los elementos indiciarios y de su necesaria armonización con el resto de las probanzas existentes en el legajo. Si bien es cierto que los jueces no están obligados a tratar todas las cuestiones articuladas por las partes, sino aquéllas que estimen conducentes para la solución del caso, ello no implica que pueda desvirtuarse la esencia de la prueba presuncional conformada por diversas constancias relevantes regularmente incorporadas a la causa y cuya eficacia probatoria depende, según lo tiene establecido la Corte, de la valoración en conjunto de todos las constancias obrantes en el proceso, teniendo en cuenta su diversidad, correlación y concordancia. Lo expuesto, en manera alguna pretende sustituir el criterio de los jueces de las instancias ordinarias por el de la Corte para resolver cuestiones que, insisto, por regla, son ajenas al recurso extraordinario. Por el contrario, lo que resulta indispensable y encuentra directa vinculación con las garantías constitucionales invocadas, atento las particularidades que presenta el caso y a la etapa procesal en que se encuentra, es la consideración de todas y cada una de las cuestiones de esa naturaleza, oportunamente introducidas por el recurrente y conducentes para la adecuada solución de la causa, de tal forma que su defectuoso tratamiento autoriza a descalificar el fallo sobre la base de la alegada doctrina de la arbitrariedad.


    S., Vicente y otros s/ infracción Arts. 127 bis, 142 bis y 258 del Código Penal -Causa N° 3007-


    S. 3139, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Superintendencia de riesgo de trabajo. Medidas Cautelares. Decisiones Administrativas. Fundamentación de la resolución. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Cabe señalar de inicio que si bien las resoluciones que se refieren a medidas precautorias, no autorizan como principio la admisión del recurso extraordinario, tal doctrina cede en los supuestos en que aquellas causen un agravio que por su magnitud puedan ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, ya que ello acuerda al fallo el carácter definitivo a los efectos del artículo 14 de la ley 48. Corresponde poner de resalto en primer lugar que, el objeto y razón de ser de las medidas precautorias es asegurar y resguardar de manera previa a una decisión definitiva, un derecho o un interés que se invoca está siendo afectado, es por ello que deben guardar necesaria adecuación y debida proporción con el objeto que se persigue. Es de destacar asimismo que las cautelares tienen carácter provisional, razón por la cual pueden ser suspendidas, modificadas o suprimidas si se ha invocado y justificado la variación de las circunstancias de hecho o de derecho existentes en el momento en que fueron dispuestas. Cabe señalar por otra parte que, de las constancias de la causa, surge que el tribunal a-quo confirmó la medida cautelar dispuesta por la Superintendencia de Seguros, con el fundamento de que el apelante no cuestionó las facultades del organismo, ni la validez u oportunidad de la decisión que finalmente se incumplió, situación que consideró verificada a partir del pedido de prórroga y que resultaba lógico y razonable exigir información en tiempos más breves por cuanto ello facilitaba el cumplimiento de la función de control. Las decisiones de los órganos administrativos no pueden sustentarse, ni encontrar su razón de ser en su mera voluntad, sino que ellas deben contener causa, motivación y fundamento suficiente que las justifiquen. De igual manera, no puede significar, el mencionado ejercicio de la facultad de adoptar medidas preventivas, una especie de decisión definitiva sobre la suerte de la entidad aseguradora, situación esta que se produce, al ordenar la cautelar no sólo la prohibición de realizar actos de disposición, sino también la suspensión de la actividad propia del ente asegurador, lo que por necesaria y lógica consecuencia le generara un daño de imposible reparación ulterior. El a-quo, no ha tratado el punto esencial traído a su conocimiento, cual es si la medida adoptada guarda relación y proporción razonable con el objeto que persigue (facilitar la función de control que supuestamente se estaría obstruyendo), y si se adecua o no con la norma federal que la habilita, ya que se ha invocado con sustento en ella, que en sí misma no constituye una medida de prevención sino una especie de sanción por no haber cumplido la exigencia técnica, lo cual prima facie generara un grave e innecesario daño al afectado. En orden a ello, es del caso recordar, que la Superintendencia y el propio tribunal, han reconocido que la medida de control exigida (la presentación de balances trimestrales) no es una obligación que surja de la ley (art.40), sino que tiene carácter excepcional para situaciones determinadas que debe apreciar el organismo, y es de rigor, que por tal razón, el órgano se halla obligado a invocar y fundamentar de modo suficiente las razones que la llevan a adoptarla. Surge también de la ley (art.86) que la Superintendencia de Seguros puede disponer medidas precautorias de diversa índole, cuando se dieren determinado tipo de situaciones que enuncia de modo puntual, lo cual exigía para tomar razonable y fundada la decisión de adoptar la totalidad de las medidas precautorias autorizadas por la ley -como lo hizo-, que se invocara como mínimo haber verificado la existencia de algún supuesto diverso y agregado al que mencionó de no presentar los estados contables, de modo de cumplir con el requisito de adecuación y proporcionalidad, evitando perjuicios innecesarios. A lo expuesto cabe agregar que con motivo de la notoria y más que evidente situación de emergencia económica que afectaba al Estado Nacional, se habían dictado normas tales como la ley 25.561 que así lo reconocían y puntualmente el decreto 558/02, de referencia expresa a situaciones como la suscitada en el caso (Art.2, inciso "e" apartado 6to. que autorizó al órgano de control a admitir excepciones a las normas de relaciones técnicas, sin que sea necesario ordenar la prohibición de nuevas contrataciones) y resoluciones del ente de control como la N° 28.568, que autorizaban la prórroga para la presentación de los estados contables de las empresas aseguradoras, o la circular 4530 que autorizaba la prórroga de modo general. Es del caso poner de relieve que la Corte tiene dicho que es facultad y deber de los jueces determinar el régimen legal pertinente y vigente para la solución del litigio, con prescindencia de los argumentos jurídicos expresados por las partes, razón por la cual la decisión se torna descalificable al omitir analizar la aplicación o no al caso de la normas vigentes que expresamente regulaban la situación en análisis. Sin perjuicio de la situación puntual que pudiera afectar a la apelante y justificara la adopción de medidas precautorias de la más diversa índole, el afectado en su apelación había manifestado que en otros supuestos se había eximido de tal obligación a otras entidades en similar situación, lo que obligaba al tribunal a revisar la decisión del ente, mediante una consideración circunstanciada de los hechos y a dar una fundamentada resolución que justificara mantener la medida cautelar de prohibición de contratar que se justificó en no haberse cumplido con la presentación contable trimestral (exigencia que había sido suspendida de modo general, por las normas dictadas a ese tiempo). Por tal razón, el tribunal debió expedirse sobre tales circunstancias y si la revocación solicitada era admisible por el invocado desajuste con el objeto expreso perseguido por el ente cuya decisión al dictar la cautelar se había impugnado de excesiva y arbitraria al habérsele imputado carecer de causa y motivación o bien determinar si existía adecuación de la medida cautelar con la normativa en vigor.


    Superintendencia de Seguros de la Nación c/ Lua Seguros La Porteña S.A.


    S. 2702, XXXVIII, 08 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Aplicación de las consideraciones expuestas por el procurador en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Tangorra, Vicente y otros c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina


    T. 555, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Banco Central de la República Argentina. Defensa en juicio. Partes del proceso. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien en lo formal el recurso resulta admisible al haberse alegado por el recurrente que se encuentra en tela de juicio la aplicación e interpretación de normativa de indudable naturaleza federal, cuales son las disposiciones reglamentarias del Banco Central de la República Argentina, al haberse también invocado arbitrariedad en la decisión, estimo que corresponde tratar en primer lugar tal argumentación, por cuanto de admitir la Corte la existencia de tal anomalía, no habría en rigor sentencia propiamente dicha. Si bien el recurso extraordinario no tiene por fin revisar en una instancia excepcional, cuestiones referidas a la interpretación que cabe acordar a normas de derecho común y procesal aplicables para la solución de la cuestión litigiosa, porque ellas son por principio facultad propia de los jueces de la causa, no es menos cierto que la Corte, ha hecho excepción a tal criterio, cuando la sentencia carece de los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional válido y de ello se derive la violación a derechos o garantías de especial resguardo constitucional. Tales extremos se verifican en el sub-lite en tanto la sentencia recurrida, al admitir el recurso de inaplicabilidad de ley interpuesto por la demandada, con el único argumento de que la acción promovida no había sido integrada con las partes que era necesario estuvieran en la litis a los fines de dictar una sentencia útil, decidió el rechazo de la demanda sin respetar el orden regular de un proceso ya concluido con sentencia definitiva de segunda instancia y con violencia a los principios de igualdad de las partes en el proceso y de defensa en juicio de los derechos. De modo manifiestamente arbitrario y dogmático, con el sólo sustento de su propio criterio, y sin mayores fundamentos, expresó que debió incorporarse al proceso al inversor que aportó los títulos de deuda externa El sentenciador incurrió en arbitrariedad, al considerar que la intervención del tercero inversor en el proceso como litis consorte necesario se imponía en auxilio de su derecho de defensa y por la naturaleza del negocio jurídico del cual participaron sujetos múltiples, sin agregar a ello ningún argumento de orden normativo o fáctico que sustentara tal postura. Es del caso poner de relieve que conforme lo sostiene doctrina calificada, la intervención de terceros en un proceso debe ser admitida con carácter restrictivo, ya que siempre importa una alteración de la normalidad del juicio y por ello, está sujeta a que se dé una relación jurídica sustancial que vincule de manera actual o posible al citado, con alguna o ambas partes de la causa en relación a las pretensiones invocadas, o cuando el convocado sea integrante subjetivo y legitimado activa o pasivamente de la relación jurídica que se debate en el pleito. Tal decisión por tanto, debe encontrar su razón de ser en previsiones legales o en la naturaleza de la obligación que habilite el ejercicio de la acción por varios legitimados, producto de lo cual, la sentencia a dictarse los alcanzaría a todos por igual y por ello, al no haber sido incorporados oportunamente se generara una actividad jurisdiccional inútil, ya que la introducción al proceso del tercero tendría sustancial relación con dicha decisión, o con derechos que este pudiera invocar ulteriormente frente a algunas de las partes del juicio, o de estas contra el tercero, aspectos no debidamente fundamentados por la resolución recurrida, que sólo predica de modo genérico la posible afectación de la defensa en juicio del tercero.


    Té del Valle S.A. c/ Banco de la Provincia de Misiones


    T. 344, XXXVI, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Aplicación de las consideraciones expuestas por el procurador en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Toplikar, Danilo José c/ Instituto de Ayuda Financiera - Poder Ejecutivo Nacional


    T. 560, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Retiro militar. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Aplicación de las consideraciones expuestas por el procurador en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Villanueva, Carlos Elias c/ Estado Nacional - Instituto de Ayuda Financiera para el pago de Retiros y Pensiones Militares


    V. 248, XXXVII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Interpretación de leyes federales. Aplicación temporal de la ley. Extinción del derecho. Igualdad ante la ley. Admisibilidad del recurso. 


    En el sub lite, la cuestión a resolver es la validez o nulidad del acto que dispone el cese del actor en sus cargos de profesor universitario por haber cumplido la edad de setenta años. Corresponde precisar de qué modo operan las normas en juego, en particular lo relativo al ámbito de aplicación temporal y subjetivo.  La Corte tiene dicho que la fijación de los límites temporales para el nacimiento o la extinción de los derechos, cuando se produce un cambio en el régimen jurídico, es un recurso legítimo, con el que no se vulnera la igualdad constitucional y que la modificación de las normas por otras posteriores no da lugar a cuestión constitucional alguna, pues nadie tiene derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentos, ni a su inalterabilidad.  El actor fue designado bajo el imperio de las normas vigentes en 1987, en lo que aquí interesa, el régimen jurídico fue modificada en dos oportunidades. (Art. 55 del Estatuto Universitario, dictado en virtud de la Ley de Educación Superior n° 24.521 y Art. 2 del Anexo de la Resolución n° 11/96, dictada por el Consejo Superior de la UNT.) Habida cuenta de ello, resulta inadmisible invocar un derecho adquirido a mantenerse en los cargos docentes o la violación de garantías constitucionales, en razón de la doctrina de la Corte ya citada y porque concluir en el sentido que pretende el actor aceptado por el a quo, implicaría la aplicación parcial del ordenamiento jurídico, que sólo produciría efectos en aquellos aspectos que conlleva beneficios y no en aquellos que perjudican su situación.  La aparente contraposición normativa no puede ser resuelta del modo en que lo hizo la Cámara, pues importa el desconocimiento de elementarles principios hermenéuticos, ya que frente a la diversidad de situaciones que prevén las reglas universitarias en juego, debió buscar la interpretación que conciliara el alcance de las normas aplicables, dejándolas a todas con valor y efecto y evitar darles un sentido que las pusiera en pugna, destruyendo las unas por las otras.  La adecuada exégesis permite concluir que  gozarán del beneficio previsto por el Art. 55 del Estatuto quienes se encuentre en la situación allí descripta siempre que no hubieran cumplido la edad de setenta años, circunstancia que, sin perjuicio del tiempo que reste para completar el período, lleva a que se produzca el cese en las funciones docentes.  No obsta a esta solución, la distinta jerarquía de las normas en juego, pues la Resolución n°11/96 integra el Estatuto en la medida que no se observa que hubiera incurrido en exceso, máxime cuando ello no fue invocado por el interesado y el órgano dotado de potestad reglamentaria se encuentra habilitado para establecer condiciones, requisitos, limitaciones o distinciones que respeten el espíritu de la norma, sirvan razonablemente a su finalidad, no rebasen el ámbito en que la interpretación es opinable y posible la solución entre varias alternativas. Tales límites jurídicos previstos para la actividad reglamentaria del Poder Ejecutivo, son aplicables a otros órganos de la Administración, la Corte tiene establecido que la razonabilidad con que se ejercen tales facultades el principio que otorga validez a los actos de los órganos del Estado y que permite a los jueces, ante planteos concretos de la parte interesada, verificar el cumplimiento de dicho presupuesto.


    Argüello, Luis Rodolfo c/ Universidad Nacional de Tucumán


    A. 449, XXXVII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Si bien es cierto que, por principio, no procede el recurso extraordinario respecto de decisiones recaídas en procesos ejecutivos, al no constituir la misma sentencia definitiva, la excepción a tal criterio surge cuando la decisión impugnada configura un perjuicio no susceptible de reparación ulterior. Así es como sucede en este caso, si se advierte que el fallo recurrido, tras realizar una interpretación inaceptable de las disposiciones de la ley concursal, coloca a la actora en situación de imposibilidad de continuar con esta acción y de ejercer válidamente su reclamo en el concurso de los coobligados, por cuanto hace lugar a la excepción de incompetencia con fundamento en la aplicación del instituto del fuero de atracción, basado en un hecho inexistente.  Cabe agregar que la aplicación del citado instituto del fuero de atracción genera el desplazamiento de la competencia de origen, siempre y cuando el demandado haya promovido su juicio universal y tiene como principal efecto la suspensión del trámite del proceso, su radicación ante el tribunal del concurso para su ulterior trámite y/o la obligación de la parte actora de promover una acción de naturaleza ordinaria (cual es el procedimiento de verificación) ambas circunstancias que en el sub-lite jamás se podrán configurar, por cuanto por un lado, no se trata de ninguna de las acciones susceptibles de ser atraídas por falta de concurso de la demandada (artículo 21 de la ley 24.522) y el procedimiento que obliga a la parte actora a realizar (demanda de verificación) está destinado indefectiblemente al rechazo con los efectos propios de producir cosa juzgada material y formal, justamente por no existir el ya mencionado concurso de la accionada, requisito necesario para que proceda (conforme artículo 32 de la ley 24.522).


    Banco de la Nación Argentina c/ Costa, Edith Isabel


    B. 927, XXXVII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Quiebra. Doctrina de la arbitrariedad. Fundamentación de sentencias. Procedencia del recurso. 


    Cabe señalar en primer término que si bien la Corte tiene dicho que el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar en una tercera instancia la interpretación dada por los jueces de la causa a normas de derecho común, ha hecho excepción a tal criterio cuando la decisión impugnada carece de los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional en el marco de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia acuñada por el Alto Tribunal. En el caso se configura tal supuesto, por cuanto el tribunal sin más argumento que el crédito reclamado no se trata de una pretensión laboral, niega el derecho a su pronto pago, sin realizar análisis alguno de los argumentos del acreedor expresados en el conteste al memorial de apelación, ni dando razón alguna que lo lleve a apartarse de la disposición legal (artículo 183 de la ley 24.522) invocada por el juez de primera instancia en su sentencia y por el propio reclamante al solicitar el pronto pago.


    Banco de Italia y Río de la Plata S.A. s/ Quiebra


    B. 711, XXXVII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Modificación del estatuto universitario. Interpretación de la ley. Facultades reglamentarias. Procedencia del recurso. 


    En cuanto al fondo del asunto, la Resolución N°926/89, dictada por el Consejo Directivo de la Facultad de Medicina de la UNT, no fue tácitamente derogada a partir de la sanción de la Ley de Educación Superior y de la aprobación del nuevo Estatuto Universitario, sino que mantiene su vigencia hasta tanto el Consejo Superior dicte la reglamentación correspondiente o la derogue en forma expresa.  Cabe recordar que, en ejercicio de la competencia atribuida por el Art. 75, inc. 19, de la Constitución Nacional, el Congreso dictó la ley 24.521, según la cual la educación superior tiene por finalidad proporcionar formación científica, profesional humanística y técnica en el más alto nivel y debe garantizar crecientes niveles de calidad y excelencia en todas las opciones institucionales del sistema. En lo que aquí interesa, el Art. 29 define, en general, la autonomía académica e institucional de las universidades al expresar que comprende, entre otras atribuciones, la de establecer el régimen de admisión, permanencia y promoción de los estudiantes (inc. J) y el Art. 50 in fine prescribe que dicho régimen será definido por cada facultad cuando las universidades cuenten con más de cincuenta mil estudiantes Si bien resulta claro que, de acuerdo con tales disposiciones, a partir de la sanción de la ley citada y de la aprobación del Estatuto Universitario en 1995 es el Consejo Superior de la UNT el órgano competente para dictar la reglamentación pertinente. En efecto, el régimen que se aplicó durante el período lectivo 1998, en el cual los hijos de los actores aspiraban a ingresar a la Facultad de Medicina, tuvo su origen en el ejercicio de la potestad reglamentaria atribuida al Consejo Directivo por el Estatuto que regía en aquel momento, se incorporó al ordenamiento jurídico específico de la Universidad y, por lo tanto, pienso que mantiene su vigencia mientras el nuevo órgano competente no lo derogue en forma expresa o, en su caso, dicte la reglamentación que lo sustituya.


    Brito, Guilermo Octavio y otros c/ Universidad Nacional de Tucumán


    B. 405, XXXVI, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Indemnización. Interpretación de la ley. Defecto legal. Interpretación sistemática. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Con respecto de la vigencia de la ley 25.471, el derecho que le asiste al actor se tornó estéril, remisión al dictamen de la causa G. 670, L. XXXVII, “Gerry Roberto Ernesto y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro”


    La ley 25.471 determina de modo expreso un reconocimiento general de deuda, opinión abonada por la demanda en su presentación al considerar que la discusión ha devenido en abstracto, y que la indemnización a favor de los ex agentes tiene un carácter sustitutivo frente al imposible cumplimiento in natura de la obligación.  Resulta oportuno destacar que el decreto 1077/03, si bien establece que su anexo un sistema de cálculo que admite determinadas premisas para arribar a una cifra ponderada promedio inferior a la fijada en la condena objeto del recurso, la norma no postula que tal metodología se imponga imperativamente a los beneficiarios de la reparación indemnizatoria.  Es importante señalar que la ley 25.471, amén de reconocer explícitamente un derecho adquirido de los ex agentes de la empresa demandada contribuye a facilitar la solución de los litigios presentes y futuros proponiendo una respuesta a los temas debatidos en los actuados de referencia que debe ser interpretada en armonía con las disposiciones de la ley 23.696 que modifica y demás regulaciones que participan el plexo normativo relacionado con el programa, incluyendo las ya mencionadas opciones que ofrece el propio decreto reglamentario.  La técnica legislativa de algunas disposiciones se presenta como el producto del debate y la negociación política habida en el Parlamento en pos de un consenso alcanzado, a veces, con cierto desmedro de su claridad. En ese sentido, no debe soslayarse que los programas de propiedad participada aparecen como instrumento eficaz en orden de tornar efectivos los derechos consagrados a favor de los trabajadores en el Art. 14 bis de la Constitución Nacional. Y también que a partir de tales premisas la interpretación que haya de realizarse deberá tener en cuenta que la inconsecuencia o la falta de previsión del legislador no se supone y por esto se reconoce como principio inconcuso que la exégesis de las normas debe hacerse siempre evitando que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras y adoptando como verdadero el que las concilie y suponga la integral armonización de sus preceptos. (Precedente “Antonucci”).


    Buteler Oliva, Luis Alberto c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro


    B. 4135, XXXVIII, 17 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Peaje. Responsabilidad del cesionario. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    En primer término procede señalar, que si bien en el caso, se discute la interpretación y aplicación de normas de derecho común y el alcance de cuestiones de hecho y prueba, todo lo cual resulta materia propia de los jueces de la causa y ajenas al remedio previsto en el artículo 14 de la ley 48, cabe hacer excepción a tal principio, cuando la decisión resulta descalificable como acto jurisdiccional válido por incurrir el fallo en algunas de las causales que abonan la doctrina de arbitrariedad acuñada por la Corte.  En el caso se configura el mencionado supuesto por cuanto el a quo sin dar razones valederas se aparta de la doctrina consagrada por la Corte en el precedente "Salvador Colavita y otro el Provincia de Buenos Aires y otros"  en orden al encuadramiento que cabe otorgar a la relación jurídica que surge entre el usuario y el concesionario con motivo de la utilización de una vía de comunicación mediante pago de peaje, la que, se destacó, debe interpretarse en el contexto de las obligaciones propias del ente concesionario consistentes en la remodelación, conservación y explotación del corredor vial conferido, y enderezadas exclusivamente al mantenimiento y señalización de calzadas y banquinas y a la oferta de servicios auxiliares al usuario.


    Caja de Seguros S.A. c/ Camino del Atlantico


    C. 745, XXXVII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Fundamentación de sentencias. Doctrina de la arbitrariedad. Gravamen irreparable. 


    Cabe recordar que la Corte es custodia e intérprete final de la Constitución y de los derechos en ella consagrados, deben ser entendida no sólo en el sentido de que sus decisiones son irrevisables, sino también en el de que son últimas, esto es que proceden sólo luego de agotadas por las partes todas las instancias, lo cual supone su aptitud jurisdiccional para expedirse sobre tales aspectos de modo previo a su revisión por vía del remedio federal.  La Corte dejó sentada que si bien es facultad no delgada por las provincias al Gobierno Nacional, la de organizar su administración de justicia y, por ello la tramitación de los juicios es de su incumbencia exclusiva, por lo que pueden establecer las instancias que estimen convenientes, tal ejercicio es, desde todo punto de vista inconstitucional si impide a los magistrados locales considerar y aplicar en su integridad la totalidad del orden jurídico del Estado.  En el sub lite el a-quo  se limitó a desestimar el recurso con el sólo fundamento de que no se trataba de una sentencia definitiva, lo que toma descalificable a la sentencia en el marco de la doctrina de la arbitrariedad, en especial pues deja firmes pronunciamientos anteriores, susceptibles de provocar al recurrente agravios de imposible o insuficiente reparación ulterior.


    Ciancio de Deluchi, Estela c/ Guesalaga, Francisco y otros s/ Cobro de Arrendamientos


    C. 1458, XXXVI, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    En el caso se configura tal circunstancia por cuanto el fallo cuestionado conforma, tanto en lo referente a que la acción no se hallaba prescripta, cuanto a la afirmación de la existencia de responsabilidad solidaria de los directores, una decisión arbitraria al no atender, por un lado, los planteos referidos al alcance que cabía otorgar a la norma que establece el plazo de prescripción de la acción, ni las restantes normas invocadas por el apelante, por otro, respecto de la solidaridad que invoca ya que, la resuelve con el sólo apoyo de la presunción de la presencia de supuestos de mal desempeño e incumplimiento de los deberes en los términos del artículo 59 de la ley 19.550, que sólo sustenta en una apreciación genérica de la pasividad del órgano, sin atribución o distinción particular alguna respecto de la conducta de cada uno de sus miembros integrantes. El fallo cuestionado constituye una decisión de naturaleza dogmática, que cuenta con el sólo apoyo de la voluntad del juzgador y por ello se torna descalificable como actor jurisdiccional válido a la luz de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia.


    Crédito Argentino de Ahorro y Préstamo para la Vivienda c/ Campos Antonio y otros


    C. 1571, XXXVI, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Litisconsorcio. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    La Corte tiene dicho que el recurso extraordinario no proceden, en aquellos supuestos en que no medie la existencia de sentencia definitiva, o un agravio de imposible o tardía reparación ulterior.  En este caso sólo existen circunstancias meramente conjeturales.  Así también que la arbitrariedad imputada a la decisión que se impugna, no aparece demostrada, ya que la misma cuenta con argumentos que más allá de su acierto o error, alcanzan para sostenerla como acto jurisdiccional válido y las objeciones del recurrente sólo revelan su discrepancia con el alcance que el juez de la causa otorgó a los hechos alegados y pruebas incorporadas por las partes y la interpretación dada a disposiciones legales de la naturaleza común y procesal para resolver sobre la integración de la litis.


    Equipamientos Mecánicos Damcar Limitada c/ Empresa  de Transportes Nihuil


    E. 231, XXXVI, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Falta de legitimación para obrar. Excepción de prescripción. Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Aún cuando la “falta de legitimación activa” no se encuentra detallada en el Art. 553 y 544 del CPCCP, es doctrina de la Corte que ello no obsta a su introducción en toda clase de juicios, incluso ejecuciones fiscales, toda vez que la misma, por hacer la irregularidad del proceso, debe tenerse por admisible, figure o no legislada como tal.  La declaración de inadmisibilidad del recurso intentado por el superior tribunal provincial tiene fundamento en que la decisión de la Cámara no reviste el carácter de definitiva, en este sentido, esta conclusión se aparta de lo fijado por el Art. 553 del CPCCP, pues resulta evidente que ha quedado vedada la discusión de las interpretaciones legales efectuadas por la sentencia ejecutiva en torno a la prescripción decenal y la falta de legitimación de la actora.  Por ello, ante la claridad de los Arts. 544 y 553 del código ritual provincial, y la omisión deliberada del tribunal en considerar la cuestión sometida a fallo, es pertinente el agravio, ya que lo resuelta priva al recurrente de la posibilidad de rever un punto sustancial de la Litis, en que funda su derecho para oponerse a la condena de que ha sido objeto.  La sentencia recurrida no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que correspondería atender los agravios del apelante en cuanto a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto.  En lo concerniente a la inadmisibilidad del recurso de inaplicabilidad de ley frente a la omisión del recurrente en “acreditar” que el monto del litigio supera el mínimo exigido por la ley. La Corte ha puntualizado que si lo que se cuestiona no es la interpretación de una norma de derecho común o procesal, sino que se aduce su aplicación inadecuada, que la desvirtúa y torna inoperante, la tacha de arbitrariedad debe prosperar.


    Municipalidad de Santiago de Liniers c/ Irizar, José Manuel


    M. 1585, XXXVIII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Cuestión de derecho común. Improcedencia del recurso. 


    La sentencia apelada no carece de argumentos, ni se encuentra ausente de consideración de los hechos y pruebas invocados y producidas en la causa, ni de fundamentación normativa, cuyo alcance o inteligencia más allá de su acierto o error la ponen al abrigo de la tacha articulada. El sustento esencial del fallo con apoyo en normas de derecho común, es que los mandatarios en supuestos como el verificado en el sub-lite (mandato a varias personas conjuntamente) deben responder en la medida de las consecuencias generadas por su acción personal, y que en el caso, el hecho dañoso es reprochable al apoderado que actuó en segundo término y no al primero, argumentos estos que no tuvieron una crítica puntual concreta y razonada por parte del apelante, lo que obsta a la procedencia del recurso.


    Palka, Ernesto Bruno c/ Paredes, Rodolfo y otro


    P. 509, XXXVII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Fundamentación del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho que las resoluciones que declaran la admisibilidad de los recursos deducidos por ante los tribunales de la causa no pueden reverse como regla en la instancia prevista en el artículo 14 de la ley 48. De igual manera ha señalado que la tacha de arbitrariedad no tiene por objeto la corrección de fallos equivocados o que se estime tales, sino que atienden a supuestos de omisiones o desaciertos de gravead extrema.  En el caso y a la luz de tal doctrina no procede la admisión del recurso extraordinario, en virtud de que conforme se desprende de las constancias de autos y de la sentencia recurrida, la objeción del recurrente se refiere a los fundamentos del tribunal para declarar mal concedido el recurso de apelación en orden al alcance de los agravios alegados, los que vuelven a discutir cuestiones que ya habían sido objeto de decisión por el tribunal de primera instancia y de recurso de apelación declarado desierto por el tribunal de alzada pronunciamiento que por ello se encuentran consentidos y firmes.


    Pirelli Cables S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    P. 107, XXXVII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Iura novit curia. Sentencia ultra petita. Principio de congruencia. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    La Corte debe intervenir cuando las elaboraciones del a quo con fundamento en el principio del iura novit curia llevan a un pronunciamiento ultra petita que lesiona la garantía de defensa en juicio.  El decisorio de la alzada que revoca el anterior por invocación del principio iura novit curia, se revela falta de congruencia con los términos de la demanda, de tal forma que lejos de limitarse a suplicar una omisión del litigante, viene a modificar la acción originariamente deducida. Si bien es cierto que los jueces no se encuentran vinculados por la calificación jurídica que las partes dan a sus pretensiones y pueden enmendar o reemplazar el derecho mal invocado por aquellas, ello es así en la medida que no alteren las bases fácticas del litigio y la causa petendi.  La decisión de la Alzada, al fundarse en un hecho que no fue objeto de demanda se aparta del principio de congruencia, con mengua del derecho de defensa en juicio de las recurrentes, lo que hace pasible de la tacha de arbitrariedad.


    Sorba, Luis Esteban y otros c/ Superintendencia de Seguros de la Nación y Estado Nacional s/ Daños y Perjuicios


    S. 995, XXXVI, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Juicio de desalojo. Gravamen irreparable. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene dicho que si bien las decisiones en las que se admiten o deniegan nulidades procesales no constituyen –como regla general- sentencia definitiva  a los fines de la apelación extraordinaria, cabe hacer excepción a este principio si con lo resuelto se ocasiona un agravio que, por su magnitud y de acuerdo con las circunstancias de hecho, resulta de imposible reparación ulterior.  Tal es lo que ocurre en el sub lite, toda vez que la sentencia entraña el desalojo y la eventual pérdida de la vivienda que habita la demanda, mujer de avanzada edad, que si bien es cierto que en el instrumento de cesión de derechos manifestó tener conocimiento de convenio de desocupación luego homologado sin su citación, también lo es que en ningún momento suscribió dicho convenio, antecedente que torna arbitraria y dogmática, la argumentación del Máximo Tribunal local que se limita a desestimar las defensas ante él interpuestas con el solo fundamento que la sentencia atacada no es definitiva.


    Viviendas Personal Municipal Almirante Brown Sociedad Civil c/ Vallejos, Margarita


    V. 210, XXXVIII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Tratamiento de Nación más favorecida. Gravamen irreparable. Sentencia no firme. Inadmisibilidad del recurso. 


    Con respecto a la admisibilidad formal del recurso, la Corte ha sostenido que la ausencia de carácter definitivo de los fallos dictados en proceso de amparo, y reconocido que ello no obsta para admitir la procedencia del remedio federal cuando lo resuelto causa un agravio de difícil o imposible reparación posterior. En estos supuestos, resulta particularmente necesario que el recurrente demuestre que el pronunciamiento impugnado posee carácter definitivo.  En el sub lite resulta inadmisible, pues no se dirige contra una sentencia definitiva ni asimilable a tal, en los términos exigidos por la jurisprudencia de la Corte para habilitar la vía del Art. 14 de la ley 48.


    Adidas Argentina S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Resolución 252/2000 s/ Amparo


    A. 138, XXXVII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución de sentencia. Aplicación de la ley. Inconstitucionalidad. Gravedad institucional. Procedencia del recurso. 


    La Corte ha sostenido que el embargo, aún el ejecutorio, no consagra automáticamente derechos. Su ámbito es por naturaleza instrumental. Aquél sirve al fin del cumplimiento de la ley que es la única fuente esencial de derechos. Si el contenido de esta fuente se altera no cabe que por un mero juego de relaciones temporales de índole procesal, ciertos derechos se petrifiquen al margen del cambio legislativo y asegurar a quien no es sino titular de una disposición de tal carácter instrumental, el goce de un derecho de fondo que ha cesado de asistirle.  Las apreciaciones de los interesados sobre la invalidez constitucional de la ley 25.344 no son atendibles. Al respecto, no es ocioso recordar que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto legal es un acto de suma gravedad institucional, que debe ser considerado como última ratio del ordenamiento jurídico. En ese sentido, la Corte ha declarado con relación a la ley 23.982 –y resulta plenamente aplicable a la ley 25.344- que, a fin de analizar su validez constitucional, es imprescindible tener en cuenta su carácter de legislación de emergencia, así como que la restricción que aquélla imponen al ejercicio normal de derechos patrimoniales tutelados por la Constitución debe ser razonable, limitada en el tiempo y constituir un remedio a la grave situación excepcional, sin provocar la mutación en la sustancia o esencia del derecho reconocido.


    Antonelli, Juan Marcos c/ Armada Argentina Hospital Naval y otros


    A. 375, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Efecto suspensivo. Sentencia no firme. Procedencia del recurso. 


    La Corte Suprema tiene dicho de manera reiterada que el recurso extraordinario suspende, como regla, la ejecución del pronunciamiento impugnado, salvo el supuesto del art. 258 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, hipótesis que no se da en autos, toda vez que la sentencia de cámara por la cual se concede la medida cautelar, no es confirmatoria de la de primera instancia.  En virtud del art. 499 segundo párrafo del código de rito, sólo son ejecutable aquellas sentencias que hubieren quedado firmes. Por lo tanto, en el sub exámine, no sólo es ajeno al a especie el art. 258 del CPCC, sino que, además, la medida no se encuentra firme ni consentida, desde el mismo momento en que es el propio a quo quien, pese a tratarse de una medida cautelar que, por principio, no reviste carácter de sentencia definitiva y es ajena al recurso extraordinario, lo declaró procedente.  Al haberse concedido dicho remedio contra el pronunciamiento de la alzada que hizo lugar a la cautelar, ésta no resultaría susceptible de ejecución, contrariamente a lo dispuesto por el a quo.


    Asociación de Importadores y Exportadores de la República Argentina c/ Poder Ejecutivo Nacional


    A. 450, XXXIX, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Deducciones salariares. Decreto de necesidad y urgencia. Interpretación de la ley. Exceso ritual manifiesto. Control de razonabilidad. Inconstitucionalidad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El decreto no produjo disminución del gasto público por ello torna inconstitucional.


    La Corte ha declarado la validez constitucional del decreto 290/95 -ratificado por la ley 24.624- en el citado precedente “Guida”, sobre la base de considerar que la decisión del Poder Ejecutivo Nacional –con fundamento en razones de emergencia- de reducir las remuneraciones en forma generalizada no resulta un ejercicio irrazonable de la facultad del Estado frente a la situación de grave crisis económica que atravesaba el país, toda vez que aquél goza de prerrogativas que le permiten reducir los salarios sin desvirtuar la relación de empleo público, ni lesionar la garantía del art. 17 de la Constitución Nacional, con la salvedad de que tal reducción adoptada ante situaciones excepcionales de emergencia sea razonable y limitada en el tiempo, que sea un remedio y no una mutación en la sustancia o esencia del derecho adquirido por sentencia o contrato y que esté sometida al control jurisdiccional.  El decreto 290/95, en cuanto dispuso reducción generalizada de la retribución del personal de todo el Sector Público Nacional comprendido en los alcances del art. 8 de la ley 24.156 –sin excluir organismo alguno- deviene inconstitucional para el caso particular sub examine, porque no se cumplió con el claro propósito de la norma de obtener un ahorro en las rentas generales que redundara en beneficio del Tesoro Público Nacional. Ello es así, pues la ley 24.076, de creación del ENARGAS (art. 50), organismo autárquico (art. 51) prevé que sus recursos se forman con los ingresos provenientes de la tasa de inspección y control abonada por los almacenadores, transportistas, comercializadores y distribuidores y a ellos se les asignan los excedentes presupuestarios mediante su imputación al ejercicio siguiente.  Conviene tener presente que es regla en la interpretación de las leyes dar pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional. La exégesis de la ley requiere la máxima prudencia, cuidando que la inteligencia que le asigne no pueda llevar a la pérdida de un derecho o el excesivo rigor de los razonamientos no desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción. En esa tarea, no es siempre método recomendable el atenerse estrictamente a las palabras de la ley, ya que el espíritu que la nutre ha de determinarse en procura de una aplicación racional, que elimine el riesgo de un formalismo paralizante, es necesario buscar en todo tiempo una interpretación valiosa de lo que las normas jurídicamente han querido mandar, de suerte que la admisión de soluciones notoriamente injustas cuando es posible arbitrar otras de mérito opuesto, no resulta compatible con el fin común de la tarea legislativa y de la judicial. En tal sentido, no debe prescindirse de las consecuencias que derivan de cada criterio, pues ellas constituyen uno de los índices más seguros para verificar su razonabilidad y su coherencia con el sistema en que está engarzada la norma.


    Badino, Jorge Enrique c/ Ente Nacional Regulador del Gas


    B. 1098, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción contencioso administrativa. Impuestos sobre los ingresos brutos. Base imponible. Empresa distribuidora de gas. Subsidio estatal. Interpretación de la ley. Facultades del Poder Legislativo. Bienestar general. Competencia nacional. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Revocación de sentencia. 


    En primer lugar, es oportuno recordar que el inc. d) del art. 105 del Código Fiscal vigente durante los períodos de la litis (ley 480 y modificaciones), excluía de la base imponible a los ingresos provenientes de subsidios y subvenciones otorgadas por el Estado Nacional, el ex Territorio, o las municipalidades. En lo concerniente al régimen de subsidios para consumo de gas, la recurrida, sin desconocer la naturaleza de "subsidio" de las sumas giradas por la Nación, afirma que tal precepto no es aplicable a la empresa, para quien los montos recibidos representaron un precio por la actividad  De acuerdo al art. 48 de la ley 24.076 y el decreto 2635/92 en sus arts. 1°, 3°, 4° y 5°, el subsidio era un ingreso de las empresas prestatarias, no de los consumidores. Para ratificar lo expuesto, se estableció que el monto transferido por la Nación a las Provincias sólo podía ser aplicado al subsidio de los consumos residenciales, debiendo atender las provincias con otros recursos los gastos que demanden su distribución, administración y control (art. 1°, resolución N° 154/94 del Ministerio de Economía). Cabe señalar que los conceptos quedaron claramente excluidos de la base imponible del impuesto sobre los ingresos brutos, conforme lo establece el inc. d) del art. 105 del Código Fiscal, al tratarse de ingresos propios de la licenciataria, por subsidios abonados directamente por el Estado, para compensar la tarifa diferencial dispuesta para la región, que sólo podían ser aplicados a tal fin. Por ello, al ser la licenciataria quien recibió los subsidios en forma directa del Estado, es claro  que se trata de ingresos excluidos de la base imponible del impuesto sobre los ingresos brutos, conforme lo establece el inc. d) del art. 105 del Código Fiscal. Para finalizar, que la Nación hubiere girado no sólo el subsidio sino también el correspondiente importe del impuesto sobre los ingresos brutos calculado sobre aquél, no aparece decisivo  para extender la potestad tributaria provincial sobre ingresos normativamente excluidos de su base imponible, atento el principio de reserva de ley que impera en la materia.  En tal caso, se tratará de pagos en exceso que la Nación deberá recuperar de la licenciataria por las vías previstas, pero que en modo alguno poseen entidad para convalidar la pretensión provincial. Es jurisprudencia de la Corte que, de acuerdo a las especiales características con que la Constitución Nacional ha revestido la configuración político institucional de naturaleza federal, la regla y no la excepción consiste en la existencia de jurisdicciones compartidas entre la Nación y las Provincias, debiendo en consecuencia ser interpretadas las normas de aquélla de modo que las autoridades de la una y de las otras se desenvuelvan armoniosamente, evitando interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes de gobierno central en desmedro de las facultades provinciales y viceversa, y procurando que actúen para ayudarse y no para destruirse.  Aún cuando estrictamente no esté discutido el tema en este expediente, debe quedar sentado que la facultad conferida al Poder Ejecutivo para otorgar los subsidios sub examine ha sido dada por el Congreso con sustento en las atribuciones que posee por el art. 75, inc. 18, de la Constitución Nacional, para proveer lo conducente a la prosperidad del país.  Siendo así, resulta manifiesto entonces que la Nación actúa con plena jurisdicción y en ejercicio de un derecho emanado de su naturaleza constitucional, fundado a su vez en el deber de "promover el bienestar general" establecido en el Preámbulo. Si bien es cierto que todo aquello que involucre el peligro de limitar las autonomías provinciales ha de instrumentarse con la prudencia necesaria para evitar el cercenamiento de los poderes no delegados, no lo es menos que el ejercicio por parte de la Nación de las facultades referidas en el párrafo precedente no puede ser enervado por aquéllas, so pena de convertir en ilusorios los propósitos y objetivos de las citadas facultades, que radican en la necesidad de procurar eficazmente el bien común de la Nación toda, en el que necesariamente se encuentran engarzadas y del cual participan las provincias.  En este orden de ideas, debe subrayarse que, conforme al principio de quien tiene el deber de procurar un determinado fin tiene el derecho de disponer de los medios necesarios para su logro efectivo y habida cuenta que los objetivos enunciados en el Preámbulo y los deberes-facultades establecidos en el art. 75, ¡nc. 18, de la Constitución Nacional tienen razón de causa final y móvil principal del Gobierno Federal, no cabe sino concluir que éste no puede ser enervado en el ejercicio de esos poderes delegados, en tanto se mantenga en los límites razonables de los mismos conforme a las circunstancias. Ese es, por lo demás, el principio de supremacía que consagra el art. 31 de la Constitución Nacional.  Por ello, las facultades provinciales no pueden amparar una conducta que interfiera en la satisfacción de un interés público nacional, ni justifiquen la prescindencia de la solidaridad requerida por el destino común de la Nación toda. El sistema federal importa asignación de competencias a las jurisdicciones federal y provincial; ello no implica subordinación de los estados provinciales al gobierno central, pero sí coordinación de esfuerzos y funciones dirigidas al bien común general, tarea en la que ambos han de colaborar, para la consecución eficaz de aquel fin. En este marco, es oportuno destacar que todas las jurisdicciones provinciales poseen disposiciones similares al inc. d) del art. 105 del Código Fiscal, mediante las cuales eximen, o excluyen de la base imponible del tributo, a los ingresos que reconocen su origen en subsidios estatales. Por ello, estos preceptos resultan de toda lógica pues, frente a la extraordinaria franquicia que representa el subsidio para los usuarios residenciales y jubilados de la Provincia, el cual es soportado por la Nación toda, justo parece que aquella resigne -al menos- su pretensión tributaria sobre tales conceptos, como una razonable contribución de su parte al bien común que se procura en su propio territorio y a sus mismos habitantes. Sostener lo contrario, por otro lado, implicaría aceptar que una actividad gubernativa propia del Estado Nacional (la concesión de subsidios) podría quedar sometida a la incidencia directa de un tributo local, lo cual implicaría una palmaria interferencia del poder provincial sobre el federal, junto a una inadmisible limitación de su independencia. La actora pues, si bien excluyó del debate lo relativo a la deuda por el impuesto devengado por las "comisiones por cobranzas por cuenta de Gas del Estado", no lo hizo respecto de la multa, la cual expresamente cuestionó por un vicio esencial en su procedimiento de aplicación y por la falta de culpabilidad en su accionar. La omisión del tribunal en expedirse sobre estas cuestiones sometidas a fallo priva al recurrente de la posibilidad de rever un punto sustancial de la litis, en que funda su derecho para oponerse a la condena de que ha sido objeto, motivo por el cual -con arreglo a la doctrina de esta Corte Suprema sobre arbitrariedad de las sentencias- que la decisión impugnada resulta descalificable como acto jurisdiccional.


    Camuzzi Gas del Sur S.A. c/ Provincia de Tierra del Fuego


    C. 1137, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Ley de emergencia económica. Ejecución de honorarios. Ley de orden público. Finalidad de la ley. Admisibilidad del recurso. Revocación de setencia. 


    La sentencia se apartó de las disposiciones de la ley 25.344 y, en especial, de su decreto reglamentario n° 1116/00, que claramente prevé que la consolidación dispuesta por la ley también alcanza a los efectos no cumplidos de las sentencias, laudos arbitrales y demás actos jurisdiccionales, administrativos o transaccionales, dictados o acordados con anterioridad a la promulgación de la ley respecto a obligaciones consolidadas, “…aunque hubiesen tenido principio de ejecución, o sólo reste efectivizar la cancelación”.  No resulta acertado el fundamento de la alzada de hacer predominar principios procesales y de equidad por sobre una norma de orden público, máxime si se tiene en cuenta que la Corte ha declarado -acerca del régimen de consolidación de deudas dispuesta por le ley 23.982, al que remite expresamente la ley 25.344- que, a fin de analizar su validez constitucional, es imprescindible tener en cuenta su carácter de legislación de emergencia. Cabe recordar que el nuevo régimen de consolidación, al igual que el anterior, implicó la extinción de todos los efectos legales inmediatos, mediatos o remotos que la imposibilidad de cumplir sus obligaciones por cualquiera de los organismos, pudiera provocar o haber provocado por lo cual no es válido concluir que el hecho de estar los fondos disponibles a la orden del juez genere una suerte de excepción basada en aspectos procesales incompatibles con los efectos buscados por la norma de emergencia.


    Hulytego S.A. c/ Fisco Nacional - Dirección General Impositiva


    H. 132, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Costas. Violación al debido proceso. Gravamen irreparable. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Corresponde señalar que si bien la Corte tiene dicho que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos locales deducidos ante los tribunales de la causa no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria en virtud del carácter fáctico y procesal de las cuestiones que suscitan, cabe hacer excepción a ese principio cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el art.18 de la Constitución Nacional.  Tal situación se ha configurado en el sub lite, dado que al desestimar la Corte local los recursos extraordinarios locales sobre la base de que lo decidido no constituía sentencia definitiva, no se ha hecho cargo del reparo que formula el interesado acerca del agravio de imposible reparación ulterior que le produce lo resuelto en la anterior instancia con respecto a las costas. Y en ese contexto tampoco valoró cuestiones conducentes tales como los efectos del principio de cosa juzgada defectos en la emisión de la sentencia de grado y su condición o no de vencida en la cuestión de competencia, lo cual descalifica el fallo con sustento en la doctrina de arbitrariedad.


    Mangudo, Ramón y otros c/ Empresa Hipica Argentina y otro


    M. 594, XXXVII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Sentencia definitiva. Gravamen irreparable. Acumulación de procesos. Exceso ritual manifiesto. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cabe recordar que uno de los requisitos que hacen a la admisibilidad formal del recurso extraordinario, conforme lo normado por el artículo 14 de la ley 48, es que éste haya sido interpuesto contra una sentencia definitiva, esto es, respecto de aquellas decisiones que dirimen la controversia poniendo fin al pleito o haciendo imposible su continuación. La Corte también ha admitido que cabe dar por cumplido dicho recaudo y hacer excepción a ese principio cuando se trate de una resolución que sin, ser de esa naturaleza, origine al apelante un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior.  El rechazo de la alzada resulta un exceso ritual manifiesto, desde que el supuesto consentimiento tácito de la actora admitiendo la acumulación peticionada en las actuaciones que corren por cuerda, fue, cabe presumir al solo efecto de acelerar y facilitar el trámite de la causa, y obtener un pronunciamiento más expeditivo en el menor tiempo posible, dadas las condiciones psicofísicas en que se encuentra la accionante, lo que no ocurrió, produciéndose por el contrario una demora injustificable como la ocasionada actualmente.


    Marcatelli, Natalia c/ Movil Sar S.A. y otros s/ Daños y Perjuicios


    M. 983, XXXVII, 01 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 690, L. XXXVII, “Municipalidad de la Capital c/ ENTEL y Estado Nacional s/ Ejecutivo”.


    Municipalidad de Catamarca c/ Empresa Nacional de Telecomunicaciones


    M. 685, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Control de razonabilidad. Ley vigente. Derechos adquiridos. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene dicho que las cuestiones referentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias, a la determinación del interés comprometido en el juicio y a las bases consideradas a tal fin, así como la interpretación y aplicación de las normas arancelarias, son materia extraña a la vía del Art. 14 de la ley 48 y, en consecuencia, ajenas al recurso extraordinario. La Corte tiene dicho, por otra parte, que se justifica la excepción a esta doctrina cuando se omita la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, pues el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial, o cuando la resolución respectiva utiliza pautas de excesiva latitud y omite pronunciarse sobre articulaciones serias y conducentes para la decisión. Las pautas que la Alzada manifestó ponderar, como la invocación de sus propios pronunciamientos y jurisprudencia de tribunales inferiores, resultan insuficientes como sustento de su resolución y no son bastantes como para rechazar el planteo de la recurrente acerca de la irrazonabilidad de los emolumentos fijados. Máxime, cuando con ello se aparta injustificadamente de los precedentes de la Corte respecto de la no integración, a los fines regulatorios, de intereses al monto del juicio, dada su naturaleza accesoria respecto del capital, así como su carácter esencialmente indemnizatorio de la privación temporaria de éste. En cuanto al agravio según el cual debió aplicarse la ley 24.432, dado que los trabajos profesionales se regularon durante su vigencia, sólo traduce la discrepancia del apelante sobre lo decidido por los jueces de la causa con fundamentos de derecho común y de hecho y prueba que, más allá de su acierto o error, bastan para descartar la existencia de arbitrariedad. La Corte en su precedente estableció "En el caso de los trabajos profesionales el derecho se constituye en la oportunidad en que se los realiza, más allá de la época en que se practique la regulación" por lo cual si fueron llevados a cabo con anterioridad a la entrada en vigencia de la nueva disposición legal, mal pueden ser ésta aplicada sin afectar derechos amparados por garantías constitucionales.


    Municipalidad de la Ciudad de Catamarca c/ Empresa Nacional de Telecomunicaciones y Estado Nacional


    M. 690, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Reducción de contribuciones patronales. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. Interpretación literal. Facultades del Poder Legislativo. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Los agravios relativos a la improcedencia de la vía elegida por el amparista y admitida por el a quo, no puede prosperar, toda vez que conducen al examen de cuestiones procesales ajenas al recurso extraordinario, cuya resolución es propia de los jueces de la causa, sin que se advierta un caso de arbitrariedad que permita hacer excepción a tal principio.  En cuanto al fondo del asunto y en relación con los métodos de interpretación de la ley, la Corte ha dicho que la primera regla consiste en respetar la voluntad del legislador y, en tal sentido, cabe estar a las palabras que ha utilizado. Si la ley emplea determinados términos, la regla de interpretación más segura es la de que esos términos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito, por cuanto, en definitiva, la misión de los jueces es dar pleno efecto a las normas vigentes sin sustituir al legislador ni juzgar sobre el mero acierto o conveniencia de disposiciones adoptadas por aquél en el ejercicio de sus propias facultades.  En el caso no se trataría de suponer que la voluntad del legislador haya estado en hacer una derogación orgánica y por lo tanto tácita del último párrafo del art. 16 de la ley 23.660 (modificación introducida por el art. 23 de la ley 25.239), ya que no se derogó todo un sistema, sino simplemente se introdujo una modificación al inciso destinado  a supuestos generales (art. 16, inc. a), dejando sin alterar el resto del cuerpo normativo que reconoce la existencia de regímenes diferenciados. Resulta claro que si el legislador hubiese querido modificarla lo habría hecho expresamente, circunstancia que revela su intención de mantener vigente dicho porcentaje, la inconsecuencia o imprevisión no se supone en la tarea legislativa.


    Obra Social de la Unión del Personal Civil de la Nación c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional


    O. 241, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    El planteo atinente a la supuesta afectación de garantías constitucionales por la condena que le impuso el a quo con sustento en la existencia de un subsidio otorgado, no guarda relación directa con la interpretación de las normas federales invocadas, se vincula exclusivamente con las circunstancias fácticas de la causa. Los argumentos invocados a fin de sostener que el logotipo en discusión pertenece a la empresa extrajera y no a la empresa nacional remiten a cuestiones de hecho y prueba, ajenos a la competencia excepcional de la Corte por la vía del art. 14 de la ley 48


    Primera Red Interactiva de Medios Argentinos S.A. c/ Advance Telecomunicaciones S.A. y otro s/ Amparo


    P. 604, XXXVI, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Expropiación irregular. Regulación de honorarios. Cuestiones de hecho y prueba. Improcedencia del recurso. 


    La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir en tercera instancia pronunciamientos equivocados o que el recurrente considere como tales, según su divergencia con la interpretación asignada por los jueces a los hechos y leyes comunes, incluso respecto de normas que se estiman claras. Tal doctrina es excepcional y, por tanto, su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso, o una decisiva carencia de fundamentación.  La aplicación de esta doctrina resulta particularmente restringida en materia de honorarios, teniendo en cuenta que las normas que rigen las regulaciones conceden amplio margen a la razonable discrecionalidad judicial, y que la Corte no puede sustituir a los magistrados de la instancia ordinaria, por vía de principio.


    Quintero Palacios, Gabriel y otra c/ Dirección de Energía de Buenos Aires s/ Expropiación Irregular


    Q. 51, XXXVI, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestiones procesales. Improcedencia del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que si bien los pronunciamientos recaídos en juicios ejecutivos no revisten, en principio, el carácter de sentencia definitiva en los términos del Art. 14 de la ley 48, cabe dar por cumplido aquél recaudo cuando, como en el caso, aunque en teoría sea susceptible de modificarse la resolución a través de un posterior proceso de conocimiento, las circunstancias puedan originar un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior.  La Cámara Civil ha fundado su resolución en preceptos de naturaleza común y procesal, y en cuestiones de hecho y prueba que resultan suficientes para la solución del caso, y que más allá de la conformidad de los contendientes con su resultado, descartan la arbitrariedad conforme los términos que al respecto tiene elaborada la Corte.


    Sevel Argentina S.A. c/ Automotores Loubre S.A.


    S. 618, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Resoluciones judiciales. Gravedad institucional. Gravamen irreparable. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. 


    Cabe recordar que, si bien en principio las decisiones de índole procesal, que no resuelven el fondo de la cuestión controvertida, no son impugnables por la vía del recurso extraordinario, cabe hacer excepción a ese principio cuando concurre un supuesto de privación de justicia que afecta en forma directa e inmediata el derecho de defensa en juicio.  El rechazo de la inhibitoria planteada en autos constituye para la recurrente un gravamen de imposible reparación ulterior, pues carecerá en adelante de otra oportunidad procesal para cuestionar la competencia del Tribunal de Arbitraje al que no se sometió voluntariamente. La sentencia recurrida no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias concretas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    Telefónica de Argentina S.A. s/ Medida Precautoria


    T. 900, XXXVIII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones de hecho y prueba. Cuestiones procesales. Sentencia no firme. Deserción del recurso. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Cabe recordar que para que se pueda habilitar la vía del art. 14 de la ley 48, el pronunciamiento apelado debe ser definitivo o equiparable a esa categoría, y es sabido que no revisten aquel carácter las resoluciones que permiten al recurrente reiterar eficazmente su reclamo en las instancias ordinarias. Asimismo, por regla, tampoco son revisables por la vía extraordinaria las resoluciones que declaran desierto un recurso ante el tribunal de alzada, en razón de su naturaleza fáctica y procesal.  En el sub lite, las objeciones suscitan el examen de cuestiones de hecho y derecho procesal, cuya resolución es propia de los jueces de la causa y, aunque excepcionalmente se admita la revisión de resoluciones que declaran improcedente o desierto un recurso ante el tribunal de alzada, cuando el pronunciamiento apelado revelan un exceso ritual susceptible de frustrar el derecho federal invocado en el caso. En este caso, no concurren tales supuestos, desde que la sentencia impugnada se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.


    Universidad de Buenos Aires c/ Club de Arquitectura


    U. 52, XXXVI, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Conflictos interadministrativos. Denegación al fuero federal. Revocación de sentencia. Resolución pendiente. 


    Remisión a los autos principales.


    Cabe señalar que la decisión que aquí se impugna resolvió aplicar la ley 19.983 al entender que se trata de la especia de un conflicto interadministrativo. El pronunciamiento no sólo implica la denegación del fuero federal oportunamente invocado por el apelante sino que, además veda directamente el acceso de la actora a la jurisdicción de los tribunales, extremos que, como ha dicho la Corte tornan a dicha resolución en equiparable, por sus efectos, a una de carácter definitivo.


    Universidad de Buenos Aires - Incidente Med c/ Jefe de Gabinete de Ministros s/ Amparo


    U. 75, XXXVI, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Una resolución que no restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, no ocasiona, más allá del que irroga un proceso penal, un perjuicio de imposible reparación ulterior, que la torne susceptible de ser equiparada a una sentencia definitiva.


    M., Enrique s/ Causa N° 5.621


    M. 994, XXXIX, 01 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Calumnias e injurias. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Inadmisibilidad del recurso. 


    Al tratarse de la interpretación de normas del derecho público local -la misma constitución provincial-, resulta aplicable la doctrina del Tribunal según la cual éstas son, como regla, cuestiones irrevisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48 en virtud del debido respeto a las atribuciones de las provincias en darse sus propias instituciones y regirse por ellas. Así lo ha establecido la Corte en números precedentes donde consideró que la declaración de inconstitucionalidad de normas locales no constituye cuestión federal apta para sustentar el recurso extraordinario por no darse el requisito indispensable para su aceptación: la resolución contraria al derecho federal invocado.


    C., Carlos A. s/ Calumnias e Injurias


    C. 339, XXXVIII, 27 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Daño moral. Incapacidad sobreviniente. Error material. Procedencia del recurso. 


    Remisión a los fallos de las causas Fallos: 319:3071; 323:506; 324:667,3729.


    Cabe destacar que constituye potestad de los jueces de la causa pronunciarse en orden a tiempo y modo de introducción de la cuestión federal, y es carga de la quejosa dejar en evidencia la sin razón de lo resuelto al respecto. Los agravios de la actora no se sustentan del modo que es menester, desde que no dejan expuesto el error o la falta de razonabilidad de lo decidido en torno a la deficiente introducción del caso federal, ni critican la tesis de la Sala en lo que hace a los alcances de la continuidad de la empresa.  Para cuestiones de hecho, prueba y derecho común, son por regla ajenos a la instancia del artículo 14 de la ley 48. En este caso, sobre el daño material que la disminución se funda, entre otros ítems, en un error evidente, como es la edad del actor a la fecha del infortunio.


    Primerano Nazareno c/ Servicios eléctricos del gran Buenos Aires


    P. 457, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos principales.


    Piaggi, Ana Isabel c/ Universidad de Buenos Aires Resolución 3582/2000 s/ Recurso de queja


    P. 2623, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Acción de amparo. Gravedad institucional. Presentación extemporánea. Inadmisibilidad del recurso. 


    Resulta inadmisible, a los fines de la procedencia del recurso extraordinario deducido, el agravio relativo a que en el sub examine se configura un supuesto de gravedad institucional, toda vez que se omitió su oportuna inclusión en el recurso extraordinario y recién fue invocado en la presentación directa, por lo que su interposición devino tardía.  Tiene dicho la Corte que las sentencias deben limitarse a los agravios que se expresan en el recurso extraordinario, no pudiendo considerarse los planteos efectuados sólo en oportunidad del recurso de queja deducido por denegatoria de aquél.


    López, Esteban Daniel y otros s/ Acción de Amparo - Inconstitucionalidad


    L. 1651, XXXVIII, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII "Q., Edgardo Oscar s/ Causa n° 4.302".


    M. L., Liliana Cristina s/ Causa N° 20.471


    M. 1028, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII "Q., Edgardo Oscar s/ Causa n° 4.302".


    M., Marcelo Isaac Enrique y S. S., Jorge Alberto s/ Causa N° 4.689


    M. 930, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII "Q., Edgardo Oscar s/ Causa n° 4.302".


    S., Mariana Karina s/ Estafa - causa N° 20.971


    S. 703, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII.


    D., S.A. s/ Recurso


    D. 921, XXXIX, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Hábeas corpus. Justicia militar. Procedencia del recurso. 


    Por su incorporación a los cuerpos armados, los ciudadanos sin perder su derecho a la protección de las leyes civiles y generales, asumen obligaciones especiales quedando sometidos a ciertas formas de contralor en la conducta y en su vida a las cuales no se hallaban sujetos en aquella condición. La fundamental de tales obligaciones es la de obedecer a las disposiciones de los códigos y leyes militares, admitiendo para el caso de violación o desconocimiento la jurisdicción de los tribunales de ese orden creados especialmente por esas leyes. Los planteos tendientes a demostrar lo injustificado de la detención por autoridad competente, o las falencias en el procedimiento, no pueden resolverse por la vía del hábeas corpus e incumben a los jueces propios de la causa, respecto de cuyas resoluciones, en caso de existir agravio, deberán hacerse valer los medios legales correspondientes. Se torna extralimitado la evaluación de una singular restricción de la libertad, acudiendo a una declaración de inconstitucionalidad, recurso de ultima ratio a que lo habilita el art. 6° de la ley que se trata, que no atiende el espíritu y la finalidad con que el legislador lo proveyó. Hacer cesar una sanción disciplinaria castrense impuesta por autoridad competente con sustento en las leyes y los reglamentos que la rigen, a la vez que desnaturaliza los fines para los cuales se la ha dictado, importa una intromisión extemporánea e inadecuada del Poder Judicial en contextos no admitidos por la Constitución Nacional, toda vez que se trata de castigos vinculados a la jurisdicción disciplinaria militar, impuestos por funcionarios habilitados para ello y que alcanzan a los integrantes de la fuerza como consecuencia de ese régimen particular que libremente aceptaron al momento de su incorporación a la institución. Las correcciones disciplinarias no importan el ejercicio de la jurisdicción criminal ni del poder ordinario de imponer penas, razón por la cual carece de pertinencia pasar la norma por el tamiz del art. 18 de la Constitución Nacional, que dispone que ningún habitante de la Nación puede ser penado sin juicio previo, al menos sin toda consideración del particular ámbito al que cabe adecuar sus mandatos. La imposición de una sanción disciplinaria ante la comprobación objetiva de la infracción es inherente al mantenimiento del orden que con esas potestades se persigue, esencial en el ámbito militar, sin que quepa la exigencia de formalidades sacramentales.


    R. Mariano y V., Daniel s/ Hábeas Corpus a favor de Roberto Carlos M.


    R. 2332, XXXVIII, 25 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Recurso de queja


    Desistimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 551, L. XXXVII, "Aguas Argentinas S.A. c/ Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios".


    Aguas Argentinas S.A. c/ Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios


    A. 376, XXXVII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, “G., Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4172”.


    Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Causa N° 3.583


    B. 4207, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Aeropuertos. Gravedad institucional. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente declarado que las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o revoquen, no revisten carácter de sentencia definitiva en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario. No obstante, dicho principio reconoce excepción cuando la medida dispuesta causa un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, puede ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, circunstancia que se presenta, por ejemplo, cuando la resolución impugnada puede llegar a frustrar la aplicación de disposiciones de carácter general, dictadas en ejercicio de facultades privativas de uno de los poderes del Estado y, de resultar rechazada la acción de fondo en que se sustenta la cautela, la magnitud de los daños que habría ocasionado aquella, revestiría características de excepción. De los diversos criterios y alcances con que la jurisprudencia de la Corte le da pauta valorativa de la gravedad institucional, es posible reconocer, como principio, que se ha querido aludir a aquellas situaciones que exceden el interés de las partes y atañen al de la comunidad  o que ponen en juego instituciones básicas de la Nación, o la buena marcha de las instituciones, o cuando la cuestión incide en la prestación de un servicio público o lo decidido puede afectar la percepción de la renta pública. Más allá de que tales expresiones adolecen, de vaguedad terminológica, cabe aceptar, que  la expresión gravedad institucional alude a las organizaciones fundamentales del Estado, Nación o Sociedad, que constituyen su basamento y que se verían afectadas o perturbadas en los supuestos en que se invoca, en los cuales la Corte Suprema, para conservar nuestro sistema institucional y mantener la supremacía de la Constitución Nacional, se consideró habilitada por el orden jurídico para seleccionar los problemas que la trascendencia de los intereses que afectan no pueda escapar a su control constitucional mediante la alegación de obstáculos de índole formal o procesal. Como lo ha sostenido la Corte, si bien el dictado de medidas precautorias no exige un examen de certeza sobre la existencia del derecho pretendido, pesa sobre quien la solicita la carga de acreditar prima facie la verosimilitud en el derecho invocado y el peligro irreparable en la demora, ya que resulta exigible que se evidencien fehacientemente las razones que las justifiquen. De igual modo, los jueces deben tomar los mismos o mayores recaudos en el caso de concederlas. En efecto, al admitirse una cautelar, debe tener el tribunal especial cuidado en lo atinente a la gravitación económica de la medida, sea que se trate de la aplicación de las disposiciones impugnadas como de su suspensión. Nada impide que el perjuicio invocado por los actores se pueda hacer valer a través de la afectación de la garantía mencionada sin que con ello se altere la ecuación económica financiera del contrato ni la sustentabilidad de la concesión como modo de evitar una posible incidencia negativa en la prestación de un servicio público.


    Asociación Vecinal Belgrano C. y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional Decreto 577/02 y otro


    A. 83, XXXIX, 16 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII.


    L., Leonardo Fabián s/ Causa N° 4923


    L. 1044, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII.


    Maguna, Nora Leonor s/ Recurso de queja


    M. 1657, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, "G., Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa n° 4.172".


    C., Alejandra y otro s/ Recurso de Queja


    C. 1471, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, "G., Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa n° 4.172".


    C., Martín Alejandro s/ Recurso de Queja


    C. 1359, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Q. 162 L. XXXVIII.


    Pasaje Mirasol N° --- (ocupantes) s/ Causa N° 4994


    P. 1334, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Servidumbre de electroducto. Indemnización. Prescripción. Sistema de gobierno. Sistema federal. Jerarquía constitucional. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales local no son, en principio, revisables por la vía extraordinaria, por vincularse con cuestiones de naturaleza común y procesal, procede hacer excepción a dicha regla cuando media alguna causal de arbitrariedad que descalifique el pronunciamiento. La denegatoria del recurso de queja en razón del monto del pleito desconoce garantías conferidas por el artículo 18 de la Constitución Nacional y efectúa una interpretación errónea de los principios que emanan del artículo 31. Ello es así, toda vez que la cuestión de fondo consiste en determinar, ante la ausencia de preceptos específicos en la legislación provincial, si el derecho del actor a obtener indemnización por la servidumbre de electroducto se encontraba prescripto, lo que requiere verificar, a su vez, la invocada violación del principio de supremacía constitucional, así como la eventual afectación de los derechos consagrados en el artículo 17 de la Constitución Nacional. Tales cuestiones son potencialmente aptas para ser sometidas a la instancia federal, una vez que se hubiese obtenido el pronunciamiento final por parte del superior tribunal provincial, sin perjuicio de lo que, en definitiva, corresponda resolver.  Según doctrina del Alto Tribunal, no compatibiliza con el régimen federal de gobierno la zona de reserva jurisdiccional de las provincias y el principio de la supremacía constitucional consagrado en el artículo 31 de la Constitución Nacional, el hecho de que un tema en el que se encuentra planteada una cuestión federal no merezca el conocimiento del órgano máximo de una provincia y que, en cambio, sea propio de la Corte Suprema de Justicia de la Nación si el perjudicado ha dado cumplimiento a la exigencia del debido agotamiento de las instancias provinciales con explícita invocación de la cuestión federal. Toda vez que el pronunciamiento apelado no se ajusta a las pautas emergentes de la citada doctrina, presupuesto de ineludible cumplimiento para que sean eventualmente tratadas por la Corte, las cuestiones federales involucradas corresponde dejarla sin efecto. No resulta ocioso señalar que esta solución de manera alguna implica la creación de "recursos inexistentes", sino que solo permite el acceso a la Corte Suprema Nacional por la vía extraordinaria de la ley 48, reglamentaria del artículo 31 de la Carta Magna, a los efectos de que tome conocimiento y resuelva aquellos casos en los que se encuentre planteada una cuestión federal, para lo cual se requiere que la limitación por el monto -u otros conceptos- que contienen las normas procesales locales deba ser obviada, toda vez que sólo así es posible compatibilizar la facultad no delegada por las provincias al Gobierno Nacional de organizar su administración de justicia, estableciendo las instancias que estimen convenientes, con el control de constitucionalidad que actualmente nos rige, para cuya eficacia y uniformidad se requiere su ejercicio por parte de todos y cada uno de los jueces y la existencia de un tribunal supremo especialmente encargado de revisar las decisiones que interpretan y aplican la Constitución y las leyes de la Nación.


    Quesada de Martelli, Silvia Raquel c/ Empresa Social de Energía de la Provincia de Buenos Aires


    Q. 125, XXXII, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII "G., Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa n° 4.172".


    F., Marina Josefa y otros s/ Robo


    F. 780, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, "G., Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa n° 4.172".


    K. I., Silvina Patricia s/ Recurso de Queja


    K. 113, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII "G., Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa n° 4.172".


    M., Celina Edith s/ Recurso de Queja


    M. 1344, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII "Q., Edgardo Oscar s/ Causa n° 4.302".


    M., Teresa y M., Luis s/ Causa N° 4810


    M. 1370, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII "Q., Edgardo Oscar s/ Causa n° 4.302".


    O. S.A. s/ Causa N° 4.893


    O. 341, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, "G., Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa n° 4.172".


    P. de M., Margarita Antonia y otros s/ Recurso de Queja


    P. 832, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII, "Q., Edgardo Oscar s/ Causa n° 4.302".


    P. R. S.A. s/ Causa N° 4895


    P. 968, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII "G., Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa n° 4.172".


    R. de B., Laura s/ Recurso de Queja


    R. 988, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII.


    A., Mario Daniel s/ Recurso de queja


    A. 971, XXXIX, 04 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa L. 155, L. XXXIX, "L. A. Privadas Argentinas s/ Infracción Ley 11.683".


    L. S.A. s/ Infracción Ley 11.683


    L. 1072, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII.


    L., César A. s/ Recurso de casación e inconstitucionalidad- Causa N° 5082


    L. 1263, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII.


    M., Alex c/ Causa N° 4583


    M. 438, XXXIX, 04 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII.


    N.N. s/ Ley 23.737 - Causa N° 5078


    N. 406, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII.


    V., Víctor José s/ Recurso de queja


    V. 462, XXXIX, 04 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, “Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4172”.


    A., Ricardo Alvaro s/ Causa N° 4.205


    A. 124, XXXIX, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, “Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4172”.


    B., Augusto Miguel Ángel s/ Causa N° 4.332


    B. 161, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII.


    B. Banco F. s/ Defraudación en la calidad de las cosas - Causa N° 19.758 -


    B. 4130, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII.


    B., Eduardo Pablo s/ Causa N° 4.540


    B. 332, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII.


    C., Adriana Carolina s/ Causa N° 4.550


    C. 241, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, “Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4172”.


    C., Asunción s/ Causa N° 4.223


    C. 367, XXXIX, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII.


    C., s/ Defraudación por retención indebida -causa N° 20.268-


    C. 121, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, “Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4172”.


    C., Damián Marcelo y E., Pablo s/ Causa N° 4.351


    C. 284, XXXIX, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII.


    C., Jorge Horacio s/ Causa N° 4.265


    C. 384, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, “Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4172”.


    C., Oscar Daniel s/ Causa N° 4.229


    C. 4041, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVII “Georgevich, Jorge Alberto y Georgevich, Nancy Beatriz s/ Causa n° 4172”.


    C., Raúl Cristian s/ Homicidio Agravado con Ensañamiento - Causa N° 19.907 -


    C. 201, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII "G., Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa n° 4.172".


    C. O., Daniel Oscar y otro c/ Causa N° 4.337


    C. 962, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta.


    C., Enrique Gerardo s/ Causa N° 3.490


    C. 651, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII.


    F., Carlos Alberto y D. G., Edgardo Egidio s/ Causa N° 4.360


    F. 309, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 2113, L. XXXVIII.


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional


    D. 2035, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, “Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4172”.


    L., Alfonso Alberto s/ Causa 19.669


    L. 137, XXXIX, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII.


    L., Analía y P., Juan Carlos s/ Causa N° 4.330


    L. 268, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII.


    L., Cristián Alejandro s/ Causa N° 4.462


    L. 1902, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII.


    L., Jose Luis s/ Causa N° 4.574


    L. 215, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, “Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4172”.


    L., María del Carmen s/ Causa N° 4.213


    L. 1892, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 171, L.XXXVII, "OCA c/ Estado Nacional (PEN- Secretaría de Comunicaciones Expte. 7455/98)".


    Liberman, Samuel c/ Poder Ejecutivo Nacional - Secretaria de Comunicaciones - s/ Medida Cautelar Autónoma


    L. 346, XXXVII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa O. 171, L.XXXVII, "OCA c/ Estado Nacional (PEN- Secretaría de Comunicaciones Expte. 7455/98)".


    Liberman, Samuel - Incidente Med II - c/ Poder Ejecutivo Nacional - Secretaría de Comunicaciones s/ Medida Cautelar


    L. 399, XXXVII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII.


    M., Adrian David s/ Robo - Causa N° 19.283 -


    M. 3679, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, “Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4172”.


    M. C., Nicasio Benjamín s/ Causa N° 4.082


    M. 3743, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII.


    M., Daniel Esteban y otros s/ Causa N° 4.438


    M. 3683, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII.


    M., Héctor Edgardo s/ Causa N° 4.405


    M. 3707, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII.


    M., Miriam y D., Carlos s/ Causa N° 4.449


    M. 3682, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, "Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4172".


    N., Adelina Mercedes s/ Causa N° 4.106


    N. 631, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, "Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4172".


    N. Ferrocarriles S.A. s/ Causa N° 19.475


    N. 609, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, “Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4172”.


    O., Santos Damián s/ Causa N° 4.279


    O. 719, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII.


    P. de L., Juan G. s/ Causa 4.327


    P. 270, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, “Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4172”.


    P., Sergio Daniel s/ Causa N° 3.520


    P. 2730, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el  dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII.


    R. M., Marta C. s/ Causa N° 4.448


    R. 2311, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVII “Georgevich, Jorge Alberto y Georgevich, Nancy Beatriz s/ Causa n° 4172”.


    R., Mabel Susana s/ Recurso de queja


    R. 33, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, “Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4172”.


    R., Néstor Eduardo s/ Robo - Causa N° 19.715 -


    R. 2310, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, “Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4172”.


    S. C., Rodolfo s/ Causa N° 4.123


    S. 3191, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, “Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4172”.


    S. y otros s/ Estafa - Causa N° 19.787 -


    S. 3150, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, “Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4172”.


    S. Seguros de Retiro s/ Causa N° 3.527


    S. 3001, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Q. 162, L. XXXVIII.


    T. Argentina S.A. s/ Causa N° 4571


    T. 60, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, “Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4172”.


    T. & F. y otro s/ Causa N° 19.512


    T. 1075, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, “Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4172”.


    T., Silvio Alejandro y D., Patricia Rita s/ Causa N° 4.442


    T. 1114, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, “Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4172”.


    W., Roberto s/ Causa N° 4.117


    W. 190, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa L. 155, L. XXXIX, "L. A. Privadas Argentinas s/ Infracción Ley 11.683".


    A. de M. S.R.L. s/ Infracción Ley 11.683 - Causa N° 49.479


    A. 498, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Q. 162 L. XXXVIII.


    A. Z., Enrique y G., Sandra Marcela s/ Causa N° 4.665


    A. 617, XXXIX, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 2601, L. XXXVIII, “Argencard S.A. c/ Provincia de Salta”.


    Argencard S.A. c/ Provincia de Salta


    A. 2587, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 155, L. XXXIX, "L. A. Privadas Argentinas s/ Infracción Ley 11.683".


    C. Y., R. s/ Infracción Ley 11.683 - Causa N° 2078/2002/3325


    C. 665, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 1711, L. XXXVIII, “Defensoría del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires –inc. med.- c/ Poder Ejecutivo Nacional – Ministerio de Economía e Interino I y V –Sec. Comunicación- Resol. 253/01 s/ Amparo. Proceso sumarísimo”.


    Defensoría del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires c/ Poder Ejecutivo Nacional - Secretaría de Comunicaciones


    D. 1622, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 155, L. XXXIX, "L. A. Privadas Argentinas s/ Infracción Ley 11.683".


    El N. S.R.L. s/ Infracción Ley 11.683


    E. 37, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa L. 155, L. XXXIX, "L. A. Privadas Argentinas s/ Infracción Ley 11.683".


    G., Aída Delia s/ Infracción Ley 11.683 - Causa N° 49.785


    G. 917, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga dictamen de la causa Q. 162 L. XXXVIII.


    G., Luis Rodrigo s/ Causa N° 4.830


    G. 1100, XXXIX, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Fundamentación del recurso. Denegatoria del recurso. 


    El escrito mediante el cual se formaliza la presentación directa no lleva una crítica concreta y razonada de los argumentos expuestos por la Cámara para denegar dicho remedio excepcional, cual es la extemporaneidad de su intento. La Corte Suprema ha declarado que la obligación de fundar la queja guarda la misma exigencia que para el recurso extraordinario y que debe rechazarse de plano la presentación directa que omite rebatir acabadamente las razones de la denegación que la origina En este sentido, dijo que si el auto de denegatoria del recurso extraordinario expuso razones de las que los recurrentes no se hicieron cargo al entablar la queja, ello obsta a la presentación directa, toda vez que resulta así privada del fundamento mínimo tendiente a demostrar su procedencia. Es facultad del Superior Tribunal de la Causa decidir si el recurso extraordinario ha sido interpuesto en término y, en tanto se tratan de pronunciamientos que versan sobre cuestiones procesales no puede traerse a decisión de la Corte por la vía del recurso extraordinario, ni en su caso, por la del recurso de queja. La mencionada regla no regirá si fuera manifiesto que lo resuelto constituyera un medio para frustrar el ejercicio de la jurisdicción del Tribunal, circunstancia que no ocurre en el sub lite, toda vez que al momento en que el a quo suspendió los términos procesales, más allá del acierto o error de su resolutorio, el plazo para la interposición del recurso extraordinario ya se encontraba fenecido.


    Martire, Hugo y otros c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos


    M. 445, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 155, L. XXXIX, "L. A. Privadas Argentinas s/ Infracción Ley 11.683".


    P. S., Marcelo y R. Ary s/ Infracción Ley 11.683


    P. 826, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 967, L. XXXVIII, "T., Eduardo y otros, por Artículo 84 del Código Penal".


    S., Claudia Andrea s/ Homicidio Culposo - Causa N° 4139


    S. 3000, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa L. 155, L. XXXIX, "L. A. Privadas Argentinas s/ Infracción Ley 11.683".


    S. de M., Rosa Elide s/ Infracción Ley 11.683


    S. 245, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa L. 155, L. XXXIX, "L. A. Privadas Argentinas s/ Infracción Ley 11.683".


    T. S.R.L. s/ Infracción Ley 11.683


    T. 448, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa S. 738, L. XXXVII, "Staudt, Juan Pedro Guillermo c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires".


    Tapera Arteche S.A. c/ Provincia de Buenos Aires


    T. 1040, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Q. 162 L. XXXVIII.


    Y., Horacio Carlos s/ Causa N° 3.275


    Y. 24, XXXIX, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Defensa en juicio. Jerarquía constitucional. Debido proceso. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    La denegatoria del recurso de queja, fundada en que el pronunciamiento de la Sala Especial no es recurrible ante la Corte local por encontrarse en debate una cuestión ajena al derecho civil, desconoce garantías conferidas por el art. 18 de la Constitución Nacional y efectúa una interpretación errónea de los principios que emanan del art. 31.  Cabe recordar que, según la doctrina de la Corte el hecho de que un tema en el que se encuentra planteada una cuestión federal no merezca el conocimiento del órgano máximo de una provincia y que, en cambio, sea propio de la Corte suprema de justicia de la Nación si el perjudicado ha dado cumplimiento a la exigencia del debido agotamiento de las instancias provinciales con explícita invocación de la cuestión federal. Asimismo, sostuvo que, si bien las provincias son libres de crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, no pueden vedar ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional.  Lo resuelto por el a quo lesiona de manera directa e inmediata al derecho de defensa y, en consecuencia, habilita a descalificar el fallo impugnado como acto judicial válido, según conocida jurisprudencia del Tribunal sobre arbitrariedad de sentencias.


    Dellagiovanna, Jorge Alberto s/ Recurso Ley 9.671 - Colegio de Médicos de la Provincia de Buenos Aires


    D. 84, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiena la queja interpusta.


    O., Mario Daniel s/ Tentativa de Robo de Automotor dejado en la vía pública y Hurto de automotor en grado de Tentativa - Causa N° 1.285/1.181


    O. 298, XXXIX, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII.


    Orona Bruzzone, Alberto Javier: Iturrez, Carlos Alberto s/ Recurso de queja


    O. 372, XXXIX, 17 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVIII, “Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4172”.


    F., Alberto s/ Causa N° 19.521


    F. 1875, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 393, L. XXXVIII, “Saralegui, Francisco c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo”.


    Barboza, Carlos Felipe c/ Estado Nacional Ministerio de Economía Decreto 894/01 s/ Amparo Ley 16.696


    B. 3560, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. 


    Atento a que la Corte Provincial invocó su sometimiento a las directivas de la Corte, son los miembros de esa Exma. Corte Suprema, en su carácter de intérprete máximo y final de sus propios dichos, a quienes compete expedirse en el problema, dado que esta Procuración General de la Nación no tuvo participación en el primero de los pronunciamientos del Alto Tribunal en la presente causa, ni opinión consonante con el último.


    Castro, Juana Teresa c/ Jorge Alberto Guevara s/ Ordinario


    C. 2, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Improcedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital  General de Agudos Dr. T. Alvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Álvarez, José Ceferino c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    A. 812, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 891,891, L. XXXVIII, "Asociación de Esclerosis Múltiple de Salta c/ Ministerio de Salud-Estado Nacional s/ Acción de amparo-medida cautelar".


    Asociación de esclerosis múltiple de Salta c/ Ministerio de Salud - Estado Nacional


    A. 257, XXXVIII, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa M. 58, L. XXXVIII "Machado, Pedro José c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ Personal Militar y Civil de las FF.AA. y de Seguridad".


    Flamini, Oscar c/ Estado Nacional s/ Cobro de pesos


    F. 343, XXXVIII, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Resoluciones equiparables a definitiva. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso extraordinario es formalmente inadmisible, cuando por virtud de la reiterada jurisprudencia del Alto Tribunal, las resoluciones dictadas en materia de competencia, no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del artículo 14 de la ley 48, salvo cuando media denegatoria del fuero federal o en otras hipótesis excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos. No se encuentra configurada ninguna de las situaciones a habilitan la apertura de la instancia de excepción, pues la circunstancia de que el decisorio apelado haya dispuesto la incompetencia del superior tribunal local no pone fin al proceso, sino que dispuso la competencia de la justicia federal por aplicación de las normas del Convenio de Transferencia. En caso de que este último fuero, eventualmente, también se inhibiera de entender en la causa, recién en esa oportunidad la Corte tendría que emitir un pronunciamiento al respecto para dirimir el conflicto, en los términos del artículo 24 inciso 7°, del Decreto-Ley 1285/58, mas no corresponde que lo haga ante un recurso planteado por esta vía excepcional, en la que no se acredita el cumplimiento de los requisitos propios.


    Gil, Carlos Ismael c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de San Luis s/ Demanda contencioso administrativa


    G. 2134, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Inadmisibilidad del recurso. 


    El escrito de recurso no contiene ningún argumento tendiente a controvertir las ilustradas consideraciones expuestas por aquellos que configuran un exhaustivo examen de los planteamientos articulados en el caso.


    Leguizamón, Romero Abel y otra c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Ordinario


    L. 1567, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa P. 1638, L. XXXVIII, "Puentes, Alberto José c/ Estado Nacional- Decreto 894/01 s/ Amparo Ley 16.986".


    Puentes, Alberto José c/ Estado Nacional - Decreto 894/01 s/ Amparo Ley 16.986


    P. 1637, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 393, L. XXXVIII, "Saralegui, Francisco c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo".


    Puentes, Alberto José c/ Estado Nacional - Decreto 894/01 s/ Amparo Ley 16.986


    P. 1638, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad. Derecho de defensa. Debido proceso. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar las decisiones de los jueces de la causa respecto de la interpretación que han acordado a cuestiones de hecho y a normas de derecho común, salvo que medie arbitrariedad que descalifique la decisión con el consecuente agravio al derecho de defensa y al debido proceso legal.


    Quintero, Walter Norberto c/ Club Atlético Defensores de Belgrano


    Q. 175, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 393, L. XXXVIII, "Saralegui, Francisco c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo".


    Ramírez, Damacio c/ Estado Nacional – Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto – Decreto 894/01 s/ Amparo Ley 16.696


    R. 1174, XXXVIII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Presentación extemporánea. Denegatoria del recurso. 


    El remedio federal no se dedujo directamente contra la sentencia del tribunal arbitral según acta n° 1664, sino contra el pronunciamiento que desestimó el recurso de revisión articulado por la entidad bancaria.  Por tal motivo, y como tiene reiteradamente dicho la Corte, que el recurso intentado fue extemporáneamente deducido contra la resolución del ex Tribunal Arbitral de Obras Públicas que determinó la condena al pago de la liquidación de que se trata, al ser ésta la "única decisión que cabe considerar en la especie, pues es la que provocó el agravio del apelante, y que reviste el carácter de definitiva a los fines del recurso previsto por el artículo 14 de la Ley 48. Asimismo, toda vez que el término para deducir la apelación extraordinaria (artículo 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) es fatal y perentorio y no se suspende por la interposición de recursos declarados improcedentes, cabe entender que en el sub examine el de revisión interpuesto no tuvo virtualidad suspensiva de dicho término. No obstan a lo expuesto las disposiciones del Art. 19 de las Normas para el Procedimiento ante el Tribunal Arbitral de Obras Públicas de la Nación -que remiten al artículo 241 de la Ley 50- ya que solo la ley nacional puede regular las apelaciones ante la Corte. Tampoco puede entenderse tempestivo el remedio procesal aún si se considerara su intento contra la denegatoria del recurso de revisión.


    Ramiro Reynaldo Toubes Construcciones c/ Banco de la Nación Argentina


    R. 610, XXXVII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 368, L. XXXVIII, "Empresa Distribuidora y Comercializadora Norte S.A. c/ Resolución N° 591/2000 - ENRE".


    Empresa distribuidora y comercializadora norte S.A. c/ Ente Nacional Regulador de la electricidad


    E. 542, XXXVIII, 04 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa J. 75, L. XXXVII, "Juez Pérez, Antonio s/ Recurso de Apelación - Causa N° 1.672 – Resolución 213 - Tribunal de Faltas - Municipalidad de Monteros".


    Giménez, Juan Carlos s/ Infracción Ley Nacional de Tránsito - Recurso de apelación contra la resolución sancionatoria del Juzgado de Faltas de la Municipalidad de Monteros


    G. 868, XXXVII, 16 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa I. 6, L. XXXVIII, "Itapesca S.A.C.I. – Proyesur S.A. U.T.E. (T.F. 9848) c/ D.G.A.".


    Giorno Pesquera Barillari - P Moscuza E H UTE (TF 9843) s/ Dirección General de Aduana


    G. 34, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa I. 6, L. XXXVIII, "Itapesca S.A.C.I. – Proyesur S.A. U.T.E. (T.F. 9848-A) c/ D.G.A.".


    J. y M. S.A. (TF 10268 A) c/ Dirección General de Aduana


    J. 6, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Multa. Normas de tránsito. Sentencia definitiva. Inadmisibilidad del recurso. 


    Resulta óbice para la admisibilidad del remedio extraordinario articulado la doctrina de la Corte, según la cual, a los efectos del artículo 14 de la Ley 48, no es definitiva la sentencia que, al admitir el recurso de casación anula el pronunciamiento apelado y dispone que se dicte uno nuevo. En el sub examine ello es así, toda vez que la posibilidad de que la sentencia final de la causa sea absolutoria y, por ende, torne abstracto el agravio que ahora se invoca hace improcedente -por prematuro- su tratamiento y, en la hipótesis opuesta, puede ser llevado a conocimiento de la Corte por vía del recurso extraordinario contra la sentencia que cierre el caso. Tampoco existen razones que autoricen a admitir la procedencia de la apelación intentada por vía de excepción, pues el apelante no demuestra, ni siquiera invoca, un agravio de imposible reparación ulterior y sólo se limita a aducir la existencia de gravedad institucional, pero sin que el punto sea objeto de un serio y concreto razonamiento que demuestre de manera indudable la concurrencia de aquella circunstancia, ni se advierte que la intervención de la Corte tenga, en el caso, otro alcance que el de remediar eventualmente los intereses de su parte.


    J. P., Antonio s/ Recurso de apelación - Causa N° 1672/98 Resolución 213 - Tribunal de Faltas Municipalidad de Monteros


    J. 75, XXXVII, 16 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa I. 6, L. XXXVIII, “Itapesca S.A.C.I. Proyesur S.A. U.T.E. (T.F. 9848-A) c/ D.G.A.”.


    Pesquera Santa Elena S.A. Fish Management S.A. UTE TF 9847 c/ Dirección General de Aduanas


    P. 1960, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa I. 6, L. XXXVIII, "Itapesca S.A.C.I. – Proyesur S.A. U.T.E. (T.F. 9848-A) c/ D.G.A.".


    Pesquera Sur S.A. (TF 8798 A) c/ Dirección General de Aduanas


    P. 2435, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 474, L. XXXV, "Rodríguez, Inocencio c/ Ministerio del Interior – Art. 3° Ley 24.043".


    Raviolo, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Artículo 3° Ley 24.043 (Resolución 331/01)


    R. 23, XXXVIII, 16 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Toda vez que la sentencia recurrida resultaría equiparable a definitiva, existiría cuestión federal suficiente y, en principio, ésta habría sido dictada por el tribunal superior de la causa, por ello se mantiene el recurso interpuesto.


    A., Néstor Fabián y otros s/ Secuestro extorsivo


    A. 104, XXXIX, 15 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Defensa en juicio. Debido proceso. Igualdad ante la ley. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien la Corte tiene dicho que las decisiones recaídas en juicios ejecutivos por principio no son susceptibles del recurso extraordinario, y que el remedio no resulta procedente en aquellos supuestos donde se hallen en juego cuestiones de derecho común y procesal o aspectos referidos a la apreciación de hechos y pruebas, por ser propias de los jueces ele la causa, no es menos cierto que también ha hecho excepción a tal doctrina, cuando la sentencia carece de los requisitos mínimos que la sustenten como un acto jurisdiccional que pueda conducir a la frustración de un derecho federal. En el caso se verifica tal circunstancia pues resulta notorio que el procedimiento, la sentencia recaída en el proceso y el fallo apelado revisten una irregularidad manifiesta y este último, mediante una fundamentación sólo aparente y meramente formal, lleva finalmente a conculcar el derecho de defensa en juicio, la garantía del debido proceso, y la igualdad de las partes ante la ley.


    Banco Quilmes S.A. c/ Maceda Cosme


    B. 1119, XXXVI, 28 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa O.158, L.XXXVII, "Oharriz, Martín Javier c/ Ministerio de Justicia y DDHH - ley 24.411 (Res. 111/00)"


    Campos, Marta y otros c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Ley 24.411 (Resolución 240/01)


    C. 1718, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux.- sumario".


    Club Yacimientos Petrolíferos Fiscales  c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Interdicto


    C. 1766, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 3377, L. XXXVIII, "Moncho, Vicente c/ Banco Macro S.A. - B.C.R.A. - Estado Nacional s/ Acción de amparo - inconstitucionalidad – medida cautelar”.


    Fili, Antonio; Fili, Miguel y Ballato de Fili, Petrona c/ Estado Nacional Banco de la Nación Argentina s/ Amparo


    F. 1668, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Pronunciamiento innecesario. Los agravios ya fueron tenidos en cuenta en el dictamen emitido en los autos principales.


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional


    D. 2030, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Pronunciamiento innecesario.


    Defensor del Pueblo de la Nación - Inc. Decreto 1.316/02 c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional. Decretos 1.570/01 y 1601/01 s/ Amparo Ley 16.986


    D. 2113, XXXVIII, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 3377, L. XXXVIII, "Moncho, Vicente c/ Banco Macro S.A. - B.C.R.A. - Estado Nacional s/ Acción de amparo - inconstitucionalidad – medida cautelar”.


    Gamez de Ibarra, Sara c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Acción de Amparo


    G. 3117, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia,. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 2012 L. XXXVIII, "Miglierini, Hilda Aurora y otros c/ Provincia de Río Negro (IPROSS) s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley".


    Kreder, Pedro Juan c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de la Ley


    K. 91, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 72, L. XXXVIII "Di Carli Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Acción de amparo".


    Luttemberger, José y otra c/ Administración Nacional de la Seguridad Social y Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo - medida cautelar


    L. 1518, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Despido sin causa. Reincorporación. Inconstitucionalidad. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En cuanto a la inconstitucionalidad del art. 7 del convenio colectivo de trabajo 56/92 “E”, aprobado por el laudo 16/92, remisión al dictamen de la causa R. 129, L. XXXVII, “Ruiz, Emilio David c/ D.G.I. Dirección General Impositiva s/ Despido”.


    La jurisprudencia señala que el recurso extraordinario no procede cuando se discute el alcance e interpretación que los jueces de la causa hicieron de las cuestiones de hecho, prueba y de las normas de derecho común y procesal atinentes a la solución de la litis, admitiéndose la vía excepcional sólo en aquellos supuestos donde la sentencia configure un manifiesto apartamiento de las normas conducentes a la solución del caso, de prueba relevante o de hechos acreditados en la causa.


    Madorran, María Cristina c/ Administración Nacional de Aduanas s/ Reincorporación


    M. 1488, XXXVI, 10 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Nulidad de la resolución. COMFER. Adjudicación. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien es cierto que la acción de amparo no está destinada a reemplazar los medios ordinarios para la solución de las controversias, también lo es que su exclusión por la necesidad de mayor debate y prueba, derivada de la complejidad de la causa, no puede fundarse en una apreciación meramente ritual, sino que debe responder a un examen atento de los particulares pormenores del caso, toda vez que aquel instituto tiene por objeto una efectiva protección de los derechos constitucionales involucrados en la litis. Desde esta perspectiva, la decisión del a quo de desestimar la vía por entender que el tema debatido exigía mayor amplitud de debate y prueba importa la adopción de un criterio extremadamente formalista, que atenta contra el concreto restablecimiento de los derechos esenciales afectados que el amparo busca asegurar y se despreocupa de las concretas circunstancias planteadas en el sub discussio y de la posición de las partes. En efecto, aun cuando en términos generales pueda sostenerse que tema de fondo discutido en autos -alcances de la potestad revocatoria de la Administración en supuestos de estabilidad de actos regulares o irregulares- resulta complejo y su dilucidación requiera la producción de prueba, tal juicio no se puede efectuar en forma abstracta, sino atendiendo a los recaudos señalados precedentemente. Esto es, no es suficiente afirmar la necesidad de mayor debate y prueba, sino que es necesario, a fin de fundar la decisión, indicar de modo concreto cuáles eran los elementos probatorios que no se pudieron utilizar para resolver la cuestión, así como la incidencia que éstos hubieran podido tener sobre el resultado final del proceso, máxime en supuestos como el de autos, en donde la demandada sólo se limitó genéricamente a señalar aquella cuestión para oponerse al progreso del amparo, pero no mencionó los medios de los cuales se vio privada para ejercer su defensa ni su utilidad y, por el contrario, acompañó copia certificada del expediente administrativo por el cual tramitó el pedido de adjudicación de la licencia, donde posteriormente se dictó el acto recurrido Respecto del segundo de los fundamentos esgrimidos por la Cámara para revocar la sentencia de primera instancia -la ausencia de arbitrariedad e ilegalidad manifiestas en el acto impugnado-, cabe recordar que la Corte ha señalado de manera reiterada que la apertura del amparo exige de aquellas circunstancias muy particulares, criterio que no ha variado con la sanción del nuevo art. 43 de la Constitución Nacional, pues reproduce el art. 10 de la ley 16.986, e impone los mismos requisitos para su procedencia. No obstante, tal como se advierte en Fallos: 316:2997, si bien los jueces deben prevenir todo empleo inapropiado del amparo, para evitar su degradamiento como garantía de derechos constitucionales lesionados con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, por actos u omisiones de autoridad pública; la actividad judicial que lleve al exceso el rigor de las formas, corre el seguro riesgo de desnaturalizar tan potente garantía, tomándola de casi imposible actuación ante los estrados judiciales. Lo que sucede en el sub lite, porque el a quo funda su razonamiento en que el acto de adjudicación era irregular y los derechos subjetivos que surgían de él no se estaban cumpliendo, circunstancias que facultaban al COMFER para revocarlo cuando, en rigor, el amparista alega que dicho acto era regular y, por consiguiente, gozaba de la estabilidad que le confiere el art. 18 de la Ley de Procedimientos Administrativos, aspecto que constituye el centro de la controversia y que incide directamente al momento de determinar si la nulidad del acto cuestionado es o no manifiesta, en la medida que la ley 19.549 prevé diferentes requisitos para que la Administración pueda ejercer su facultad revocatoria y, en consecuencia, ceda el carácter de estabilidad de los actos administrativos (conf. arts. 17 y 18).


    Miragaya, Marcelo Horacio c/ Comité Federal de Radiodifusión s/ Amparo Ley 16.986


    M. 530, XXXVII, 25 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En cuanto a la inconstitucionalidad del art. 2° del decreto 214/02 remisión al dictamen de la causa B. 2507, L. XXXVIII, “Beratz, Mirta Ester c/ P.E.N. s/ Amparo – medida cautelar” y también es aplicable el fallo de la causa S. 173, L. XXXVIII, “San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo”.


    En virtud de la jurisprudencia de la Corte sus sentencias deben atender a las modificaciones introducidas por las nuevas normas sobre la materia discutida, en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las cuales no es posible prescindir.


    Moncho Vicente s/ Banco Macro S.A. Banco Central de la República Argentina s/ Acción de amparo - inconstitucionalidad medida cautelar


    M. 3377, XXXVIII, 25 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Control de constitucionalidad. Declaración de inconstitucionalidad. Falta de agravio concreto. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto normativo constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia ya que configura un acto de suma gravedad que debe ser considerado como la última ratio del orden jurídico, por lo que no debe recurrirse a ello, sino cuando una estricta necesidad lo requiera y no exista la posibilidad de una solución adecuada del juicio a la que cabe acudir en primer lugar. El planteo de inconstitucionalidad exige de un sólido desarrollo argumental y fundamentos suficientes para que pueda ser atendido, y por tanto, debe contener no sólo el aserto de que la norma impugnada causa agravio sino la demostración del mismo en el caso concreto, pues no compete a los jueces hacer declaraciones generales abstractas, al ser de la esencia del Poder Judicial decidir colisiones efectivas de derechos. La Corte también ha reiteradamente que el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen, para lo cual es menester que se precise y acredite suficientemente en la causa, el perjuicio que le origina la aplicación del precepto que se ataca, pues la invocación de agravios meramente conjeturales resulta inhábil para abrir la instancia extraordinaria. El recurrente se limita a plantear la inconstitucionalidad de la norma con el sólo argumento genérico de que el Poder Ejecutivo ha excedido sus facultades constitucionales de reglamentación sin hacer una crítica concreta a los argumentos de la sentencia que sostienen lo contrario.  El fallo apelado, más allá de sostener la constitucionalidad de la norma, declaró la nulidad de la sentencia y ordenó encarrilar el procedimiento, reconociendo la oportunidad que tiene el quejoso de acreditar los extremos requeridos en el decreto 2076/93, con lo cual no ha rechazado la pretensión y por tanto no existe decisión definitiva que desestime el derecho reclamado, razón por la que el requisito de agravio concreto no se halla configurado, razones que, además de las señaladas ut-supra, obstan a la procedencia del recurso.


    Ortiz, Francisco M. y otra c/ Banco Central s/ Cobro de australes


    O. 89, XXXVII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 3377, L. XXXVIII, "Moncho, Vicente c/ Banco Macro S.A. - B.C.R.A. - Estado Nacional s/ Acción de amparo - inconstitucionalidad – medida cautelar”.


    Pioli Bouvier, Marcelo Bernardo c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Acción de amparo


    P. 2695, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Improcedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 679, L. XXXV.


    Rawson Paz, Oscar Alfredo y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Educación y Justicia)


    R. 307, XXXVI, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    AFIP DGI. Despido. Nulidad del acto jurídico. Inconstitucionalidad. Estabilidad laboral. Salarios adeudados. Falta de fundamentación autónoma. Confirmación de sentencia. 


    Sobre la base de tales pautas hermenéuticas, la sentencia apelada se ajusta a derecho, toda vez que la norma en cuestión, que rige las relaciones de la DGI con su personal, en cuanto contempla de modo permanente la posibilidad de despedir empleados sin causa y con el sólo requisito de una indemnización sustitutiva, atenta contra la garantía de la estabilidad del empleado público, consagrada en el art. 14 nuevo de la Constitución Nacional. En efecto, a diferencia de aquellas leyes de prescindibilidad que, en forma excepcional, permitían remover a los agentes públicos contra el pago de una indemnización, la disposición del art. 11, inc. c) del convenio colectivo de trabajo 46/75 "E" contempla como un procedimiento habitual la remoción sin causa de los empleados de la 001, sin mayores recaudos que la conformidad con dicha medida de los secretarios de Economía e Ingresos Públicos (cfr. art. 11, inc. c, ap. 2). Así, su carácter permanente, destinado a regir en tiempos normales, es violatorio de la política legislativa correspondiente a situaciones de normalidad, orientada a desterrar la arbitrariedad en la administración pública y al establecimiento de factores de equilibrio y seguridad en la carrera de los empleados estatales, tendientes a asegurar el correcto desempeño de la actividad. No obstante lo expuesto, asiste razón a la recurrente cuando sostiene que el a quo desconoció el criterio de la Corte según el cual no corresponde abonar salarios por trabajos no realizados, pues, más allá de lo escueto de su afirmación, lo cierto es que los jueces se apartaron de esa conocida jurisprudencia sin brindar razones para ello, circunstancia que descalifica su pronunciamiento en ese aspecto. En efecto, la Corte ha sostenido desde antiguo que no corresponde el pago de remuneraciones por funciones no desempeñadas durante el período que media entre la separación del agente público dado ilegítimamente de baja y su reincorporación, salvo disposición expresa y especifica y en este punto la sentencia recurrida carece de todo fundamento de orden jurídico y fáctico, ya que se limita a una mera afirmación dogmática.


    Ruiz, Emilio David c/ Dirección General Impositiva s/ Despido


    R. 129, XXXVII, 10 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa T. 186, L. XXXVII, “Tamane, Silvia Adriana c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero”.


    Russo, Ana María c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    R. 182, XXXVII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 384, L. XXXVI, "Sontag, Bruno y otro c/ Banco de Galicia y Buenos Aires".


    Sontag, Bruno y otro c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Ordinario


    S. 1247, XXXVI, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En su apelación, el recurrente, para criticar la aseveración de los jueces, sólo repite las objeciones que sobre el tema alegó en la anterior instancia, es decir, no las rebate, omisión ésta que obsta a la procedencia del recurso extraordinario.


    Alderete Oliver Ricardo y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Ordinario


    A. 1752, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 969, L. XXXVIII, "Bravo, Julio Argentino c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa”.


    Barros Clides, Mercedes y otros c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa


    B. 3292, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX, “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro c/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Angilello, Raúl Oscar Cayetano y otros c/ Provincia de Río Negro (Unidad de Control Previsional) s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    A. 237, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Abrameto, Eva Elena y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de la Ley


    A. 429, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Acevedo, Felipe y otra c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96 s/ Inaplicabilidad de Ley


    A. 505, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Acuña, Héctor Gabriel y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990 s/ Inaplicabilidad de Ley


    A. 508, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Agrati de Oliva, Silvia y otros c/ Consejo Provincial de Educación s/ Inconstitucionalidad del Artículo 5 Ley 2.990/96


    A. 507, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Aguirre, Marta Rosa y otros c/ Provincia de Río Negro – Unidad de Control Previsional s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    A. 286, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 627 L. XXXVI.


    Delbes, Cecilia Laura y otros c/ Municipalidad del Partido de Puán


    D. 610, XXXVI, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Alcota, Patricia Isabel y otros c/ Unidad de control previsional s/ Contencioso administrativo


    A. 600, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Almazabal, Horacio y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administratico s/ Inaplicabilidad de Lley


    A. 504, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Almendra, Mirta y otros c/ Unidad de control previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    A. 288, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Andrada, Claudia Mabel y otros c/ Unidad de control previosonal de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    A. 280, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Angulo, Myrtha G. y otra c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    A. 506, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Antilef, Ana M. y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96 s/ Inaplicabilidad de Ley


    A. 470, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Aqueveque, Olga N. y otros c/ Provincia de Río Negro (Unidad de Control Previsional) s/ Contencioso administrativo


    A. 223, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Arce, Nélida Beatriz y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo  s/ Inaplicabilidad de Ley


    A. 427, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Arenas, Ricardo L. y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990


    A. 472, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Arriagada, Juan Ángel y otros c/ Departamento Provincial de Aguas Provincia de Río Negro  s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990


    A. 469, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Arriguria, Patricia E. y otros c/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990 s/ Inaplicabilidad


    A. 510, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Seguridad social. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    En orden al examen de las condiciones requeridas para habilitar la vía del Art. 14 de la Ley 48, cabe recordar que, como criterio general, es ajeno a la instancia extraordinaria el examen de temas regidos por el derecho público local, cuya decisión corresponde a los tribunales provinciales, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas. Dicho principio no es absoluto y admite excepciones cuando la decisión impugnada adolezca de arbitrariedad o se configure un supuesto de gravedad institucional. El recurso fue incorrectamente concedido, ya que por su intermedio se pretende someter a consideración de la Corte cuestiones resueltas por el Superior Tribunal provincial sobre la base de la interpretación que le asignó a las normas de derecho público que rigen el caso, acerca de las que el recurrente solo traduce su disconformidad. Cabe señalar que las provincias pueden crear y reglamentar regímenes de seguridad social dentro del ámbito de los agentes de la administración pública, de los magistrados y funcionarios de sus tribunales, de los integrantes de las legislaturas y, también, en virtud del ejercicio del poder de policía retenido, sobre la práctica de las profesiones liberales, tal como lo recordó la Corte. Las cuestiones involucradas en el sub lite participan del carácter de temas que deben quedar sometidos al conocimiento de los jueces provinciales que aplican las normas del derecho público local. Lo expuesto, claro está, no impide que la Corte pueda revisarlos cuando se configuren los requisitos que habilitan su intervención excepcional, los que no se presentan en el sub discussio.


    Asin, María Crisitna c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de Ley


    A. 236, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Baglietto, Mabel Olga y otros c/ Poder Judicial de la Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad del Artículo 5 Ley 2.990


    B. 540, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Accidente de trabajo. Régimen de consolidación de deudas. Estado provincial. Facultades no delegadas. Autonomía provincial. Sentencia arbitraria. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho que las resoluciones por las cuales los tribunales superiores de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la Ley 48 y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva.  No puede endilgarse arbitrariedad a lo decidido acerca de la aplicación al caso de la doctrina de los actos propios, puesto que las quejas de los apelantes sólo traducen su discrepancia con el criterio expuesto y no alcanzan a rebatir, en particular, el fundamento referido a la carencia de validez del Convenio de Pago, que requería la aprobación del Concejo Deliberante, la homologación judicial del tribunal y la ratificación del Intendente de la Municipalidad y tampoco se acreditó la realización de gestiones tendientes a obtener el cumplimiento de tales condiciones. En cuanto a la cuestión federal, el recurso extraordinario interpuesto es formalmente admisible, toda vez que se ha puesto en tela de juicio la validez de la Ley Provincial 11.756 bajo la pretensión de ser contraria a la Constitución Nacional y la decisión del superior tribunal de la causa fue favorable a la norma impugnada. En la tarea de establecer la inteligencia de las normas federales la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal y del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado, según la interpretación que ella rectamente le otorga. Si bien el tribunal a quo sostuvo la constitucionalidad de la ley cuestionada, en cuanto establece un régimen de consolidación de deudas municipales, con fundamento en que le son aplicables los mismos principios que en materia de emergencia económica, fueron elaborados al examinar la Ley Provincial 11.192, ésta fue dictada a raíz de la habilitación que el Congreso Nacional confirió a las provincias mediante el artículo 19 de la Ley 23.982, circunstancia que difiere sustancialmente de la que se plantea en autos, pues la Ley 11.756 no implica la adhesión a norma nacional alguna, sino que traduce el ejercicio de atribuciones propias por parte de la legislatura local. En este sentido, la Corte Suprema tiene dicho que las provincias conservan todo el poder no delegado por la Constitución al gobierno federal y que poseen la plenitud normativa correspondiente a su calidad de estado autónomo, que incluye la atribución de darse sus propias instituciones y de regirse por ellas. En cuanto a la ejecución de las sentencias dictadas en contra de las provincias, la Corte sostuvo que cualesquiera que sean las disposiciones que contengan las leyes locales tendientes a substraer de la acción de los acreedores los bienes, recursos y rentas del Estado contrariando los derechos y garantías que acuerda la ley civil, no pueden ser válidamente invocadas, pues las relaciones entre acreedor y deudor son de la exclusiva legislación del Congreso Nacional. Asimismo, en instancia originaria, la Corte se ha pronunciado a favor de la aplicación de normas locales de consolidación, en la medida que no se presentara un conflicto con el Art. 31 de la Constitución Nacional, circunstancia que entendió configurada siempre que las provincias las hubieran dictado en virtud de la adhesión que posibilita el artículo 19 de la Ley 23.982 y sin incluir disposiciones más gravosas que la norma nacional. Habida cuenta de lo expuesto, la ley 11.756, que dispone la consolidación de las obligaciones a cargo de los municipios de la Provincia de Buenos Aires, sin contar con la previa habilitación de una norma nacional, no fue dictada dentro del marco de atribuciones propio de la Legislatura local, sino que involucra cuestiones vinculadas al modo en que se cancelarán las acreencias que se encuentren en las condiciones que la norma establece. Por otra parte, tampoco se ha demostrado que los fondos necesarios para atender la deuda pendiente resulten indispensables para la vida y normal desarrollo de la comuna, pues la demandada se limitó a solicitar la aplicación de la norma mencionada, sin esgrimir argumento alguno al respecto. No obsta a dicha solución lo expuesto en el precedente de Fallos: 322:2817, pues el Alto Tribunal, para admitir la validez constitucional de la Ley 11.373 de la Provincia de Santa Fe -que declaró la emergencia del sistema jubilatorio local- tuvo especialmente en consideración que las provincias, en ejercicio del poder no delegado por la Constitución al gobierno federal, pueden crear y reglamentar regímenes de seguridad social dentro del ámbito de los agentes de la administración pública, de los magistrados y funcionarios de sus tribunales, de los integrantes de las legislaturas, y también, en virtud del ejercicio del poder de policía retenido, sobre la práctica de las profesiones liberales. Tales circunstancias no concurren en la especie, pues aunque la deuda que se pretende consolidar está a cargo del municipio -ya que el accidente ocurrió cuando el causante se trasladaba al lugar de trabajo- encuentra su fuente en el artículo 1113 del Código Civil. En tales condiciones, cabe admitir la tacha de inconstitucionalidad alegada por la actora, puesto que la ley local que se impugna no se compadece con el esquema institucional en el que pretende insertarse.


    Delbes, Cecilia Laura y otros c/ Municipalidad del Partido de Puán s/ Incidente de Ejecución


    D. 627, XXXVI, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Baiz, Amira Viviana y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990


    B. 491, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Baquero Lazcano, Silvia y otros c/ Poder Judicial de la Nación Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    B. 369, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Barria, Federico y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    B. 492, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Bartolomé, Graciela y otros c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia de Río negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990


    B. 362, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Baumgartner, Laura L. y otros c/ Provincia de Río Negro / (Poder Judicial) s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de la Ley


    B. 323, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Benavidez, Alejandra y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990


    B. 370, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Betancourt, Daniel Teodoro y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    B. 565, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Binaghi, Vanesa V. y otros c/ Provincia de Rio Negro  s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96 s/ Inaplicabilidad de Ley


    B. 407, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Blanes, Sergio y otros c/ Poder Judicial de la Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    B. 371, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Bonfiglioli, Adriana y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990


    B. 496, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Boscovich, Marina y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    B. 408, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Buonaventura, Dardo A. y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    B. 499, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Buonaventura, Dario Alberto y otros c/ Policía de la Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990


    B. 541, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Cabello, Cecilia y otros c/ Provincia de Río Negro -Poder Judicial- s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de la Ley


    C. 457, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Cabrera, Jorge A. y otras c/ Provincia de Río Negro (Poder Judicial) s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de Ley


    C. 468, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Caldas, Inés M. y otros c/ Consejo Provincial de Educación Provincia de Rio Negro  s/ Contencioso administrativo s/ Inconstitucionalidad


    C. 347, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Calfin, Ercilla Gladys y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990 s/ Inaplicabilidad


    C. 456, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 365, L. XXXIII, "Moro Hué S.A. c/ Empresa Social de Energía Eléctrica de la Provincia de Buenos Aires (ESEBA) s/ Servidumbre de electroducto”.


    Gallastegui, Mariano y otro c/ Empresa Social de Energía de la Provincia de Buenos Aires (ESEBA) s/ Servidumbre Administrativa de electroducto


    G. 144, XXXVII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Candiotti, Gabriela y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990


    C. 500, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Capellan, Mirta Graciela y otros c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia de Rio Negro  s/ Contencioso administrativo


    C. 715, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Carabajal, José A. y otros c/ Provincia Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    C. 538, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Carbia, Susana Sara y otros c/ Consejo Provincial de Educación de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990


    C. 494, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Carrasco, Eva Alejandra y otros c/ Poder Judicial - Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990 s/ Inaplicabilidad de Ley


    C. 445, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Recurso de inaplicabilidad de ley. Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa M. 2012, XXXVIII, "Miglierini, Hilda Aurora y otros c/ Provincia de Río Negro (IPROSS) s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley".


    Carriqueo, Juan c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley


    C. 835, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Cativiela, Mónica Patricia y otros c/ Consejo Provincial de Educación de Río Negro   - Unidad de Control Previsional  s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    C. 348, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Centurión, Juan C.  y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96 s/ Inaplicabilidad de Ley


    C. 540, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Cid, Paula Andrea y otros c/ Unidad de control previsional s/ Contencioso administrativo


    C. 834, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Contreras, Beatriz del C. y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    C. 499, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Corsanico, Cristina I. y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990


    C. 653, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Cossutta, Ana E. c/ Consejo Provincial de Educación s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990 s/ Inaplicabilidad de Ley


    C. 539, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX, “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro c/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Croceri, Susana Concepción Catalina y otros c/ Unidad de Control Previsional de la Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    C. 360, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Daniszewki, Nora y otros c/ Consejo Provincial de Educación Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    D. 1989, XXXVIII, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    De Haro, Graciela y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96 s/ Inaplicabilidad de Ley


    D. 298, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX, “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro c/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    De Nuccio, Elsa Candida y otros c/ Consejo Provincial de Educación de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    D. 1988, XXXVIII, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    De Olazabal, Ana María y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990 s/ Inaplicabilidad de Ley


    D. 273, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    De Tomasi, Carlos A. y otros c/ Provincia de Rio Negro  s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990


    D. 349, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Degano, Alicia Ofelia y otros c/ Consejo Provincial de Educación de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    D. 299, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Del Río, Delia Inés y otros c/ Unidad de Control Previsional de Rio Negro  s/ Contencioso administrativo


    D. 366, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Di Marco, Oscar D. y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96 s/ Inaplicabilidad de Ley


    D. 256, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Dithurbide, Aida Mirta c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    D. 374, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa “Bravo, Julio Argentina c/ Instituto de la Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa”.


    Romero, Guillermina C. y otros c/ Instituto de la Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa


    R. 1549, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Eduards, Liana N. y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990 s/ Inaplicabilidad de Ley


    E. 101, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Enchuleo, Gloria D. y otros c/ Poder Judicial de la Provincia de Río Negro  s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990


    E. 91, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Escudero, Mirta y otros c/ Provincia de Río Negro  s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    E. 121, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Esquef, Osmar Claudio y otros c/ Consejo Provincial de Educación de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    E. 59, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Falasconi, Nieve del Valle y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de Ley


    F. 305, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Faure, Patricia M. y otros c/ Provincia de Río Negro  s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990


    F. 388, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Ferro, Elena y otros c/ Consejo Provincia de Educación - Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96 s/ Inaplicabilidad de Ley


    F. 337, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX, “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro c/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Figueroa Delmira y otros c/ Unidad de Control Previsional de la Provincia de Rio Negro  s/ Contencioso administrativo


    F. 281, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Flores, Norma Edelmira y otros c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia de Rio Negro  s/ Contencioso administrativo


    F. 402, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Fogliata, Eliza Cristina y otros c/ Unidad de Control Previsional de la Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de Ley


    F. 280, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX, “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro c/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Galera, Alicia Beatriz y otros c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990


    G. 362, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    García Berro, Juan Manuel y otro c/ Poder Judicial de la Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    G. 499, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    García Barros, Mario Raúl c/ Caja Previsión Social de la Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    G. 573, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Giaig, Andrés Miguel y otros c/ Poder Judicial Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990 s/ Inaplicabilidad de Ley


    G. 462, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Ginnobili, Elda Clelia c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de Ley


    G. 371, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Godoy, José Hernán y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    G. 549, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Gómez, Nélida y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96 s/ Inaplicabilidad de Ley


    G. 500, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Gómez, Marcelo c/ Gobierno de la Provincia de Río Negro y otros s/ Contencioso administrativo


    G. 422, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Goñi, Mariana y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    G. 498, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Grodsinsky, Horacio y otros c/ Poder Judicial de Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    G. 421, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Guerrero, Mirta y otras c/ Ministerio de Economía de la Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    G. 574, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX, “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro c/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Gutiérrez, María Cristina y otros c/ Unidad de Control Previsional s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.992/96


    G. 374, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Hoffmann, Cora I. y otros c/ Poder Judicial de la Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990 s/ Inaplicabilidad de Ley


    H. 70, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Ante todo, cabe recordar que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. En el sub lite, la sanción de la ley 25.239 introdujo modificaciones sustanciales en el marco normativo de la cuestión en debate.  Por ello, la Corte puntualizó que la reforma de los Arts. 96, 97 y 98 de la ley 11.683 -dispuesta por la citada ley 25.239- traduce la superación del conflicto, en los términos en que había sido sometido a consideración del Tribunal, por lo que carece de objeto que éste emita un pronunciamiento ante la falta de interés jurídico en dirimir la cuestión.


    Acosta, Amalia Yolanda y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - DGI s/ Acción Declarativa de Certeza


    A. 1216, XXXVIII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Honik, Alberto B. y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990


    H. 81, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Iachetti, Haydee María  y otros c/ Consejo Provincial de Educación de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inconstitucionalidad


    I. 39, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Iapolo, Lucia y otros c/ Consejo Provincial de Educación de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de Ley


    I. 41, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Pronunciamiento inoficioso. 


    Cabe recordar que la doctrina de la Corte sobre los requisitos jurisdiccionales ha subrayado que la inexistencia de éstos es comprobable de oficio y que su desaparición importa la del poder de juzgar. Ello está en consonancia con aquella otra que indica que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.  Por ello, resulta inoficioso que la Corte se expida sobre el recurso extraordinario interpuesto (Conf. Artículo 1° y 2° del decreto 1819/02).


    Balconi, Silvia Marcela c/ Estado Nacional - Ministerio de Salud - Hospital Nacional Profesor Dr. Alejandro Posadas s/ Acción de Amparo


    B. 4065, XXXVIII, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Konoff, Nélida y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    K. 29, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Korell, Leticia Analía y otros c/ Consejo Provincial de Educación – Provincia de Río Negro s/ Contencioso Administrativo s/ Inconstitucionalidad


    K. 355, XXXVIII, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Lamuniere, Sara C. y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    L. 333, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Lasaga, Corina y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso s/  Inaplicabilidad de Ley


    L. 175, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Lemone, Norma Beatriz y otros c/ Consejo Provincial de Educación de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de Ley


    L. 1819, XXXVIII, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Lencina, Elma Nelda y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990


    L. 357, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Lenzi, Mariella y otros c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    L. 176, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Leoni, César A. y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    L. 330, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Leskovar Garrigos, Guillermo c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    L. 280, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Letón, Gabriel AB y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad


    L. 305, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Libaak, Vilma Liliana y otros c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    L. 375, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    López, José Luis y otros c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Inconstitucionalidad del Artículo 5 Ley 2.990


    L. 384, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Loscar, Margarita y otros c/ Consejo Provincial de Salud Pública s/  Inconstitucionalidad del Artículo 5 Ley 2.990/96 s/ Inaplicabilidad de Ley


    L. 331, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Loy, Adriana Beatriz y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad del Artículo 5 Ley 2.990


    L. 358, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Mac Mullen, María I. y otros c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad del Artículo 5 Ley 2.990 s/ Inaplicabilidad de Ley


    M. 480, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Magistrali, Héctor y otros c/ Poder Judicial de Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad del Artículo 5 Ley 2.990


    M. 479, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Mansilla, Enrique J. y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad del Artículo 5 Ley 2.990


    M. 591, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX, “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro c/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Marinelli, Silvia Susana y otros c/ Unidad de Control Previsional Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inconstitucionalidad


    M. 308, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Mastrocola, Teresa y otros c/ Unidad de Control Previsional de la Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    M. 316, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones similares a las examinadas en el fallo de la causa: L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional-Ministerio de Defensa”.


    Giménez, Arturo Rafael c/ Estado Nacional - Instituto de Ayuda Financiera


    G. 1673, XXXVIII, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Apartamiento de las constancias de la causa. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    Cabe señalar de inicio que si bien el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones de los jueces de la causa, respecto a la aplicación e interpretación que han hecho de normas de derecho común y procesal o del alcance otorgado a cuestiones de hecho que son propias de sus facultades, no es menos cierto que ha admitido el remedio excepcional en aquellos supuestos donde la decisión impugnada carece de los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional en los términos y alcances de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia. En el sub-lite se configura tal supuesto, en virtud de que la sentencia impugnada, resuelve la controversia aplicando normativa no conducente a la solución del litigio, al admitir la defensa de prescripción opuesta por la demandada con fundamento en las disposiciones de la ley 17.418, como si se tratara en el caso de una las acciones derivadas de la existencia de un contrato de seguro y no obstante surgir de las constancias de autos que el reclamo tiene justamente su razón de ser en la inexistencia de dicha relación jurídica. El fallo desconoce las constancias de la causa y se aparta sin fundamento alguno del objeto del juicio, desnaturalizando de tal manera la acción administrativa instaurada, si se atiende a que del propio escrito de demanda surge expresamente que la actora alegó que demandaba a la Municipalidad, para que hiciera efectiva la responsabilidad que le cabe por no dar cumplimiento a su obligación de mantener asegurados a sus empleados para la cobertura de los riesgos previstos por ley y que si la empleadora no contrató o dejó rescindir los convenios celebrados por falta de pago de las primas, debía asumir por sí las responsabilidad y obligación de pago de los siniestros.


    Gutierrez, Carlos c/ Municipalidad de Makalle s/ Demanda contencioso administrativa


    G. 618, XXXVII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Montero, Eva y otros c/ Unidad de Control Previsional s/ Contencioso administrativo


    M. 648, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Morales, Eliana del Carmen y otros c/ Unidad de Control Previsional de la Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de Ley


    M. 318, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Concesión parcial del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa: M. 377, L. XXXVII, “Municipalidad de Resistencia c/ Lubricom S.R.L. s/ Ejecución fiscal”.


    Respecto del agravio fundado en la falta de tratamiento del planteo de inconstitucionalidad de la notificación por edictos, cabe señalar que la materia a decidir por el a quo se encontraba acotada a la extensión del recurso presentado por la actora, así como a lo resuelto en la instancia anterior.


    Municipalidad de Resistencia c/ Biolchi, Rodolfo Eduardo y Biolchi, Luis Ángel s/ Ejecución Fiscal


    M. 376, XXXVII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Excepción de prescripción. Cuestión federal. Concesión parcial del recurso. 


    En cuanto al fondo del asunto, las cuestiones son análogas a las consideradas en el dictamen de la causa F. 194, L. XXXIV, “Filcrosa S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de verificación de Municipalidad de Avellaneda”.


    En lo relacionado al rechazo de la prescripción planteada, la apelación deducida resulta formalmente admisible, ya que, si bien según conocida jurisprudencia de la Corte, las decisiones recaídas en juicios ejecutivos y de apremio no constituyen como regla la sentencia definitiva a la que alude el Art. 14 de la ley 48, en el caso cabe hacer la excepción a dicho principio, pues el fallo apelado desestimó la defensa, lo que supone dar curso a la ejecución fiscal, sin que el agravio que de ello resulte pueda ser revisado en el tramite ulterior, donde no sería ya admisible.  Cabe agregar también que le pronunciamiento ha sido dictado por el Superior Tribunal de la causa, conforme al Art. 163, inc. 3° de la Constitución Provincial, y los agravios formulados por la recurrente suscitan cuestión federal suficiente para ser considerada por la vía intentada.  El agravio de la demanda donde estima que  la decisión del a quo sobre la tasa de interés aplicable y la orden que se le dirige para confeccionar planilla la liquidación, cuando dicha cuestión no ha sido objeto de planteo ante esa instancia extraordinaria.  Es doctrina de la Corte que la jurisdicción de apelación de los tribunales de alzada, en materia civil, está limitado por la extensión de los recursos concedidos para ante ellos, que determina la competencia devuelta, así como el ámbito de lo resuelto, con carácter firme, en primera instancia. De tal manera que, como es doctrina de la Corte, la prescindencia de tales límites importa agravio del a garantía del Art. 17 de la Constitución Nacional.


    Municipalidad de Resistencia c/ Lubricom S.R.L. s/ Ejecución Fiscal


    M. 377, XXXVII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Nacci Cosme, Andrés y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley


    N. 97, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Obreque, Claudia Mariela y otros c/ Consejo Provincial de Educación de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    O. 75, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Oliva Tagle, Guillermo y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990 s/ Inaplicabilidad de Ley


    O. 128, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Olivares, Julia Norma y otra s/ Consejo Provincial de Educación de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990


    O. 129, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Olivera, Martha y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo Artículo 5 Ley 2.990/96 s/ Inaplicabilidad de Ley


    O. 127, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Olsiewicz Bosch, Gabriela P. y otros c/ Consejo Provincial de Salud Pública de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    O. 155, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Osorio, Graciel Edith y otros c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inconstitucionalidad


    O. 78, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Medidas cautelares. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    El recurso intentado no puede prosperar, en virtud de la reiterada doctrina de la corte que sostiene que las cuestiones de competencia de los tribunales no constituyen, en principio, sentencia definitiva que habiliten la instancia extraordinaria, salvo que exista denegatoria del fuero federal, excepción que no se verifica en el caso, donde por el contrario la actora pretende la intervención de un tribunal local.  Lo alegado por el recurrente en cuanto a su incapacidad de recursos para litigar en una jurisdicción distinta a la de su domicilio, en tanto ello implicaría afectar el propio principio del juez natural que invoca, que en el caso es el juez Federal por expresa disposición de la ley, máxime cuando no existe obstáculo para que el recurrente solicite las medidas previstas en la legislación vigente que le permitan subsanar la incapacidad económica o de representación legal para actuar en juicio.


    Sociedad Inversora de Trabajadores del Banco del Chaco S.A. c/ Banco Central de la República Argentina s/ Acción de amparo y medida cautelar


    S. 595, XXXVII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Paillalef, María L. y otros c/ Poder Judicial de la Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96 s/ Inaplicabilidad de Ley


    P. 334, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Palazzo, Norma Liliana y otros c/ Consejo Provincial de Educación de Río Negro s/ Contencioso adminsitrativo


    P. 2451, XXXVIII, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Piacenza, Alicia Zoe y otros c/ Consejo Provincia Educación de la Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96 s/ Inaplicabilidad de Ley


    P. 304, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Pianovi, Alfredo Silvio y otros c/ Consejo Provincial de Educación de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inconstitucionalidad


    P. 215, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Pignataro, Graciela y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    P. 413, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Polanco, Mario Pascual y otros c/ Unidad de Control Previsional y otro s/ Contencioso administrativo s/ Inconstitucionalidad


    P. 235, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Polenta, Marcela y otros c/ Consejo Provincial de Salud Pública de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96 s/ Inaplicabilidad de Ley


    P. 335, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa P. 2291, XXXVIII “Haucke de Bosco, Margarita y otros en autos: Provincia del Chaco c/ Parra de Bosco y otros s/ Expropiación -inhibitoria”.


    Provincia del Chaco c/ M. Nydia Barberan de Zuliani, M. Luisa Barberan de Duran y Carlos A. Barberan s/ Expropiación s/ Inhibitoria


    P. 2292, XXXVIII, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Quaranta, Élida Beatriz y otros c/ Unidad de Control Previsional y otro s/ Contencioso administrativo


    Q. 31, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Inconstitucionalidad. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso.


    Ramírez Cabrera, Víctor y otro c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley


    R. 306, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Ramos Mejía, Alejandro c/ Poder Judicial Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96 s/ Inaplicabilidad de ley


    R. 382, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Raponi, Noemí Cristina c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    R. 383, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Real, Paula Andrea y otros c/ Consejo Provincial de Educación de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    R. 2252, XXXVIII, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Rebaudo, Juan Alberto y otros c/ Provincia de Río Negro c/ Contencioso administrativo s/ Inconstitucionalidad Art. 5 Ley 2990/96


    R. 449, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Resumil, Omar Hugo y otros c/ Provincia de Río Negro (Unidad de control previsional) s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de Ley


    R. 244, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX, “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro c/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Ribba, Nelly Agustina y otros c/ Consejo Provincial de Educación de Río Negro - Unidad de Control Previsional  s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    R. 264, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Romero, Ricardo y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad del Artículo 5 Ley 2.990


    R. 496, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Sánchez Damelio, Claudia Elena y otros c/ Unidad de Control Previsional de la Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    S. 268, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Santibañez, Elvira y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Sumarísimo por cobro de haberes - Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96 s/ Inaplicabilidad de Ley


    S. 388, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Saquero, Lois Julio c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    S. 478, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Sierra, Mirta Inés c/ Unidad de Control Previsional de la Provincia de Río Negro s/ Contencioso admisitrativo


    S. 554, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Simonetta, Martía Betty Mabel y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    S. 321, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Smidt de Court, Elena y otros c/ Poder Judicial Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990 s/ Inaplicabilidad de Ley


    S. 359, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Speroni, Mauricio y otros c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 de la Ley 2.990/96 s/ Inaplicabilidad de Ley


    S. 387, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Tealdi de Arceo, Patricia y otros c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inconstitucionalidad


    T. 118, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Thumann, Margarita María c/ Ministerio de Gobierno de la Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inconstitucionalidad


    T. 98, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de ejecución. Comienzo de ejecución de sentencia. Embargo. Pronunciamiento inoficioso. 


    Las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución de sentencia no configuran el pronunciamiento definitivo requerido por el art. 14 de la ley 48, ello admite excepciones cuando pone fin a lo discutido o decide una cuestión ajena a la sentencia que se pretende ejecutar y causa gravamen de imposible reparación ulterior, extremo que se verifica en autos, toda vez que el a quo, al afectar los recursos del Estado para el pago de la condena, le causa un perjuicio no susceptible de posterior reparación.  Es reiterada doctrina de la Corte, “sus pronunciamientos deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque ellas fueran sobrevinientes al recurso interpuesto”, motivo por el cual corresponde aplicar al sub lite el nuevo régimen previsto en la ley 25.344 y su decreto reglamentario 1116/00, cuyas disposiciones son de orden público.  Resulta inoficioso pronunciarse sobre la legitimidad del embargo ordenado en el sub lite, aún cuando el nuevo régimen no incorporó la primera parte del art. 4 de la ley 23.982 en cuanto disponía el “levantamiento de todas las medidas ejecutivas o cautelares dictadas”.  La mayoría de la Corte en Fallos 315: 2999 señaló, con relación al régimen de consolidación de deudas dispuesta por ley 23.982 –al que remite expresamente la ley 25.344-, que la distinción entre los créditos de causa o título anterior a la fecha de corte –a los que consolida- y los de causa o título posterior a esa fecha –respecto de los cuales establece un sistema de pago diverso- no autoriza la existencia de una suerte de “tercer régimen” para el cobro de créditos mediante un procedimiento diverso a los previstos legalmente, “por el sólo hecho de haber motivado, en algún momento, una medida cautelar o ejecutoria anterior a la vigencia de la ley”.  Cabe recordar lo sostenido por la Corte en el sentido de que “el embargo, aún el ejecutorio, no consagra automáticamente derechos. Su ámbito es por naturaleza instrumental. Aquél sirve al fin de cumplimiento de la ley que es la única fuente esencial de derechos. Si el contenido de esta fuente se altera no cabe que por un mero juego de relaciones temporales de índole procesal, ciertos derechos se petrifiquen al margen del cambio legislativo y asegurar a quien no es sino titular de una disposición de tal carácter instrumental, el goce de un derecho de fondo que ha cesado de asistirle”.


    Almanza, José Waldo incidente de ejecución de sentecia y otro c/ Estado Nacional (Instituto de Ayuda Financiera) s/ Proceso de ejecución


    A. 145, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Confirmación de la sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 599, L. XXXVII, “San José A.F.J.P. S.A. c/ Estado Nacional -Administración Federal de Ingresos Públicos- s/ Proceso de conocimiento”.


    Arauca Bit Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Estado Nacional – Administración Federal de Ingresos Públicos Ley 25.085 s/ Procesos de conocimiento


    A. 541, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 969, L. XXXVIII, “Bravo, Julio Argentino c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa”.


    Aravena, José Hipólito y otros c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción Procesal Administrativa


    A. 2037, XXXVIII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Comfer. Licencia de radiodifusión. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Corresponde examinar si subsisten los requisitos para que la Corte se pronuncie en esta causa, pues es bien sabido, por un lado, que sus sentencias deben ajustarse a las circunstancias existentes a ese momento, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario y, por otro, que debe verificarse que se mantenga las exigencias que hacen a su jurisdicción, ya que su extinción importa la de poder de juzgar.  Resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte, por ausencia de gravamen en el recurrente. En efecto, su falta de interés surge tanto de su propia conducta como de sus manifestaciones, a tenor de las cuales la disposición invalidada por la Cámara no se aplicará más en el futuro, y sea porque se revocaron administrativamente todas las licencias otorgadas en el concurso en que aquélla rigió, o porque en el próximo que se llame se requerirán exigencias distintas a las ahí contempladas.


    Astroga Brachit, Sergio y otro c/ COMFER - Decreto 310/98 s/ Amparo Ley 16.986


    A. 937, XXXVI, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Urra, Yolanda Patricia del Carmen y otros c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    U. 17, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Recurso de inaplicabilidad de ley. Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa M. 2012, XXXVIII, "Miglierini, Hilda Aurora y otros c/ Provincia de Río Negro (IPROSS) s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley".


    Valenzuela, Gustavo A. c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley


    V. 287, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa M. 2012, XXXVIII, "Miglierini, Hilda Aurora y otros c/ Provincia de Río Negro (IPROSS) s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley".


    Vecchi, Leonilda Mabel y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    V. 286, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Vera, Cecilia y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990


    V. 233, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Villegas, Juan Carlos y otros c/ Unidad de Control Previsional Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo


    V. 244, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX, “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro c/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Vivas, María del C. y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de Ley


    V. 164, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Vujassin, Vera y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Art. 5 Ley 2.990/96


    V. 235, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Zarate, Isabel y otros c/ Provincia de Río Negro  s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990/96


    Z. 80, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Zuntini, Eduardo Amleto y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990


    Z. 78, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Zunzunegui, Ana María y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 29.990/96


    Z. 79, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa L. 116, XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional-Ministerio de Defensa”.


    Burgos, René Antonio c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa de la Nación - Estado Mayor del Ejército s/ Amparo


    B. 666, XXXVII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Arbitrariedad o ilegalidad manifiestas. Procedencia del recurso. 


    Las cuestiones en debate resultan de mayor complejidad y por lo tanto ajenas al proceso de amparo.


    Cabe recordar que la Corte señaló que la acción de amparo es inadmisible cuando media ilegalidad o arbitrariedad manifiesta y la determinación de la eventual invalidez del acto requiere mayor amplitud de debate y prueba, criterio que no ha variado con la sanción del nuevo art. 43 de la Constitución Nacional.  El a quo advirtió que el alcance que cabe asignar al concepto “obligaciones” mencionado en el art. 14 del decreto reglamentario resulta discutible.  La circunstancia de que la norma citada admita criterios diversos impide considerar que la conducta asumida por las entidades demandas padezca de un vicio manifiesto, toda vez que encuentra sustento suficiente en la exégesis opuesta –no restrictiva- de las normas en juego. Cabe señalar que, aun cuando la obligación de abonar la prestación del servicio de vacunación no se encuentra prevista en forma expresa en la normativa (ley 24.305 y su decreto reglamentario 643/96, modificado por el 1324/98), ello no autoriza a concluir –como lo ha hecho el a quo- que la omisión que se le imputa a la demanda adolezca de los vicios que requiere el art. 43 de la Constitución Nacional y el art. 1 de la ley 16.956, pues la conducta que se cuestiona encuentra fundamento bastante en una interpretación posible basada en que aquel servicio no puede obtenerse en forma gratuita, sino que, por el contrario, la vacunación del ganado presupone que los gastos deben ser afrontados por quienes se benefician con ella, máxime cuando esta clase de programas nacionales de lucha sanitaria es llevada a cabo por organismos o entes que no persiguen un fin de lucro y el pago de los aranceles sólo se requiere a los efectos del sostenimiento económico financiero que posibilite su eficaz funcionamiento.  No se encuentra reunidos los requisitos propios de la vía intentada, puesto que, al no surgir en forma palmaria la ilegalidad o arbitrariedad en la omisión del organismo demandado que pretende la actora, ello condujo al tribunal a efectuar una indagación jurídica que resulta más propia de cuestiones de cierta complejidad ajenas al proceso del amparo.


    Caceres Teofilo, María c/ Fucosa y Senasa


    C. 1559, XXXVI, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. Radiodifusión. Inconstitucionalidad. 


    En cuanto al fondo del asunto remisión al dictamen de la causa C. 822, L. XX, “Comité Federal de Radiodifusión c/ Provincia del Neuquén s/ inconstitucionalidad-radiodifusión”.


    La jurisprudencia de la Corte en la materia indica que la acción declarativa de inconstitucionalidad debe responder a un “caso”, ya que dicho procedimiento no tiene carácter simplemente consultivo ni importa una indagación meramente especulativa. En efecto, la acción debe tener por finalidad precaver las consecuencias de un acto en ciernes –al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal- y fijar las relaciones legales que vinculan a las partes en conflicto.  Por aplicación de tales parámetros el planteo no puede prosperar, toda vez que en el sub discussio el COMFER, en su carácter de autoridad de aplicación de la ley federal 22.285, procura que se declare la inconstitucionalidad de la ley 12.338 de la Provincia de Buenos Aires, por vulnerar normas de carácter federal que regulan el sistema de radiodifusión. Y, en tales condiciones, no caben dudas de que la situación debatida en autos se ajusta al principio expuesto, pues se trata, nada más ni nada menos, que de establecer si el acto legislativo emitido por el Estado provincial invadió o no un ámbito que es de la competencia exclusiva del Estado Nacional y si avanza sobre facultades propias del organismo actor.


    Comité Federal de Radiodifusión c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C. 1082, XXXV, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Falta de causa. Calidad de parte. Debido proceso. Revocación de sentencia. 


    La existencia de un “caso” o “causa” presupone la de “parte”, es decir, de quien reclama o se defiende y, por ende, la de quien se beneficia o perjudica con la resolución adoptada al cabo del proceso. La Corte ha expresado que “al decidir sobre la legitimación resulta necesario determinar si hay un nexo lógico entre el status afirmado (por el litigante) y el reclamo que se procura satisfacer”, el cual “resulta esencial para garantizar que (aquél) sea una parte propia y apropiada que puede invocar el poder judicial federal”. En síntesis, la “parte” debe demostrar la existencia de un “interés especial” en el proceso o, como lo ha dicho nuestra jurisprudencia, que los agravios alegados la afecten de forma “suficientemente directa” o “substancial”, esto es, que posean “suficiente concreción e inmediatez” para poder procurar dicho proceso.  En el sub judice, el examen de la legitimación de la actora obliga a detenerse en el objeto de la demanda, que no es otro que el interés de que se le garantice el debido proceso.


    Commerce Internacional Group Limited c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ Proceso de Conocimiento


    C. 224, XXXVIII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 969, L. XXXVIII, “Bravo, Julio Argentino c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa”.


    Córdoba, Elida Enilde y otros c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa


    C. 2869, XXXVIII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa L. 310, L. XXXVIII, “Lacarra, José O. c/ Lage Oscar”.


    Correa, Ramón Norberto c/ Lage, Oscar Raúl


    C. 612, XXXVIII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 236, L. XXXIX “Asin, María Cristina c/ Unidad de Control Previsional de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley”.


    Rojas, Luisa Inés y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Inconstitucionalidad Artículo 5 Ley 2.990


    R. 479, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de retrocesión. Interpretación y aplicación de la ley. Derechos adquiridos. Aplicación temporal de la ley. Retroactividad de la ley. Confirmación de sentencia. 


    El tema decidendum consiste en determinar si resulta aplicable al sub judice la ley 21.499 o, como peticiona la recurrente, la ley 13.264.  Sobre la validez temporal de las leyes, la Corte ha decidido en forma reiterada “que la Constitución Nacional no impone una versión reglamentaria en materia de validez intertemporal de leyes, por lo que el legislador o el juez, en sus respectivas esferas, podrán establecer o resolver que la ley nueva destruya o modifique un mero interés, una simple facultad o un derecho en expectativa ya existente. Pero, en cada oportunidad en que se ha sentado dicho principio, la Corte ha expresado con particular énfasis que ni el legislador ni el juez podrían, en virtud de una ley nueva o de su interpretación, arrebatar o alterar un derecho patrimonial adquirido al amparo de la legislación anterior, pues en este caso el principio de la no retroactividad deja de ser una norma infraconstitucional para confundirse con la garantía de la inviolabilidad de la propiedad reconocida por la ley Suprema”, “es necesario recordar que la Corte ha señalado que para que exista derecho adquirido y, por tanto, se encuentre vedada la aplicación de la nueva ley, es necesario que su titular haya cumplido –bajo la vigencia de la norma derogada o modificada- todas las condiciones sustanciales y los requisitos formales previstos en esa ley para ser titular del derecho de que se trata, aun cuando falte la declaración formal de una sentencia o acto administrativo. En cambio, no existe afectación de derechos adquiridos cuando la aplicación de la nueva norma tan sólo afecta los efectos en curso de una relación jurídica, aun nacida bajo el imperio de la ley antigua; es decir que la ley derogada sólo rige respecto de los actos o hechos ocurridos durante ese tiempo, y hasta la fecha en que entra en vigor la nueva ley, lo que descarta la inconstitucionalidad de una norma por su aplicación inmediata”. Y que, “en consecuencia, es necesario en cada caso indagar el momento o la época en que se cumplió el hecho, acto o relación jurídica que engendró y sirvió de fundamento a la obligación, ya que esta circunstancia determinará cuál es la legislación aplicable”.  Ante la inexistencia de derechos adquiridos que pudiesen resultar afectados y por aplicación del principio de efecto inmediato de las leyes, la acción entablada debería regirse por la ley 21.499 y sus institutos.


    De La Fuente de Suárez Josefa Blasina c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Acción de Retrocesión


    D. 1108, XXXVIII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Fundamentación de la resolución. Debido proceso. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    Cabe recordar que lo atinente a los honorarios regulados en las instancias ordinarias es también materia extraña, por principio, a la vía del art. 14 de la ley 48, toda vez que la determinación del monto del litigio, la apreciación de los trabajos cumplidos y la interpretación y aplicación de las normas arancelarias no son, como regla en razón del carácter fáctico y procesal, susceptible de tratamiento en la instancia extraordinaria. También la Corte ha sostenido que se justifica la excepción a esta doctrina, en aquellos casos en que –como acontece en el sub lite- se ha omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa y cuando la solución del a quo no permite referir concretamente la regulación al arancel, pues de ese modo el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial.  Corresponde descalificar el fallo en los términos de la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que la falta de fundamento del decisorio impugnado traduce la violación de la garantía del debido proceso del justiciable.


    Dragados y Obras Portuarias S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    D. 425, XXXVII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Cabe recordar que la Corte tiene dicho que las cuestiones referentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias, a la determinación de interés comprometidos en el juicio y a las bases adoptadas para tal fin, así como la interpretación y aplicación de las normas arancelarias, son –en virtud del carácter fáctico, de derecho común y procesal- materia extraña a la vía del art. 14 y de la ley 48 y, en consecuencia, ajenas al recurso extraordinario. Tal circunstancia no constituye óbice para invalidar lo resuelto cuando –como acontece en el sub lite-, con menoscabo de garantías que cuentan con amparo constitucional, se ha prescindido de un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo con las constancias de la causa y las normas aplicables.  La Corte sostuvo en Fallos 322: 723 que el art. 13 de la ley 24.432, al facultar a los jueces a regular honorarios sin atenderse a  montos o porcentajes mínimos, exige que la resolución que lo disponga exprese “bajo sanción de nulidad” el fundamento circunstanciado de las razones que lo justifican.  La exigencia impuesta por la norma y la jurisprudencia de la Corte no ha sido adecuadamente cumplida en el sub lite, toda vez que el a quo omitió señalar los motivos por los cuales consideraba carente de importancia el asunto debatido en la etapa de ejecución de sentencia.


    Dragados y Obras Portuarias S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    D. 431, XXXVII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución de sentencia. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa D. 425, L. XXXVII,  “Dragados y Obras Portuarias S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires”.


    Dragados y Obras Portuarias S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Ejecución de Sentencia


    D. 442, XXXVII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 969, L. XXXVIII, “Bravo, Julio Argentino c/ Instituto de Seguridad Social de Neuquén s/ Acción procesal administrativa”.


    Duschek, Luis Argentino c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquen s/ Acción Procesal Administrativa


    D. 566, XXXVII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa: E. 368 L. XXXVIII, “Empresa Distribuidora y Comercializadora Norte S.A. c/ Resolución N° 591/2000 ENRE”.


    Edenor S.A. c/ Resolución 1184/99 (Ente Nacional Regulador de la Electricidad)


    E. 31, XXXVII, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Distribución de energía eléctrica. Interpretación de la ley. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La correcta interpretación del régimen tarifario del servicio de distribución de energía eléctrica no permite sostener que  todo consumo destinado al alumbrado público siempre deba abonar la tarifa T1 AP, la ubicación del usuario en una y otra de las categorías que ahí se establecen se define por la demanda máxima de potencia en el punto de suministro.  La tarifa T1 AP, destinada al alumbrado público, no constituye una categoría especial, diferente de las T1, T2 y T3, sino que se incluye en la primera de aquéllas, pues ello surge claramente del mencionado sub-anexo cuando señala que las distintas categorías se aplican para cualquier uso de la energía eléctrica y aun cuando, en el caso particular de la tarifa T1, efectúa un distinción por el destino que se le dé, si el consumo supera el valor máximo previsto, el usuario quedará comprendido en otra categoría.  Respecto a los demás agravios, en particular con aquellos que intentan demostrar la imposibilidad de aplicar otra tarifa al consumo destinado al alumbrado público, así como que nunca superará el valor máximo si se midiera el consumo en cada torre de iluminación, ello, no modifican lo expuesto, ya que, con relación al primero, el régimen tarifario es claro en torno a la ubicación en las distintas categorías que prevé y, en cuanto al segundo, no incide en lo resuelto, ya que se trata de una cuestión fáctica vinculada con el modo en que el concesionario cumple con su obligación, sólo dispone que la  distribuidora debe encuadrar el consumo del usuario en la tarifa “que corresponda en función de la demanda máxima verificada en cada punto de suministro”.


    Edenor S.A. c/ Resolución 664/99 - ENRE - (Expediente 57.522/97)


    E. 124, XXXVII, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Servicios eléctricos. Perpetuatio jurisdictionis. Ley vigente. Encuadramiento legal de los hechos. Admisibilidad del recurso. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    La queja relativa a la declaración de incompetencia de oficio formulada por la Cámara no puede ser admitida, por las siguientes razones.  El principio de la perpetuatio iurisdictionis indica que la competencia se determina de acuerdo con las normas vigentes al momento de iniciarse el proceso –atendiendo a la situación de hecho existente al tiempo de la demanda- y queda fija e inmutable hasta el final del pleito, aunque sobrevengan otras circunstancias de hecho que, de haber estado presentes con anterioridad, hubieran podido modificar la situación. Las mutaciones a las que se refiere el aludido principio son exclusivamente las de hecho y la Corte ha consagrado desde antiguo la regla de que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia de los jueces son de orden público y, en consecuencia, aun en caso de silencio de ellas, se aplican de inmediato incluso a las causas pendientes, siempre que no importe privar de validez a los actos procesales ya cumplidos conforme a las leyes anteriores.  En autos no subiste ningún acto jurisdiccional válido que permita radicar el proceso ante la Justicia Nacional en lo Civil, dado que la Cámara revocó la cautelar dispuesta por la magistrada de primera instancia. El tribunal pudo declarar la incompetencia de dicho fuero para entender en esas actuaciones, sin violentar el principio de la perpetuatio iurisdictionis. En el caso constituye una controversia de contenido federal, cuya decisión está reservada a los jueces federales por aplicación del principio de supremacía del Art. 31 de la Constitución Nacional.  La Corte ha sostenido que si la solución de la causa depende esencialmente de la aplicación e interpretación de normas de derecho federal, debe tramitar en la justicia federal, así como que cuando la competencia federal surge ratione materiae es improrrogable, privativa y excluyente de los tribunales provinciales, sin que el consentimiento ni el silencio de las partes sean hábiles para derogar esos principios.  Y, con relación específica a la prestación del servicio de electricidad, la Corte ha resuelto que es competente la justicia federal si el reclamo de la actora encuadra en los términos de la ley 24.065, de naturaleza federal, complementaria y modificatoria de la ley 15.336, normas que fijan como objetivo de la política nacional, lo referido al abastecimiento, transporte y distribución de electricidad.


    Edesur S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Incidente Civil


    E. 43, XXXVII, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Distribución de energía eléctrica. Generación de energía eléctrica. Interpretación de la ley. Jurisdicción. Competencia nacional. Revocación de sentencia. 


    Corresponde, en primer lugar, analizar las críticas de los recurrentes contra el criterio utilizado por el a quo para determinar la jurisdicción local de la LAT (Línea de alta tensión) en cuestión. En ese sentido la Cámara sustentó su posición en que la línea no traspasa los límites provinciales, está destinada a abastecer localidades del interior de la Provincia y, por ello, que los flujos de energía que transporta se consumen localmente. En lo que aquí interesa, en cumplimiento de la delegación efectuada por el Art. 35 del decreto 1398/92 (reglamentario de la ley 24.065), la Secretaría de Energía dictó la resolución 137/92, en donde se definió al Sistema Argentino de Interconexión (SADI) como el conjunto de las instalaciones de transporte de energía eléctrica que integran el Sistema de Transporte de Alta Tensión y el de Transporte por Distribución Troncal (Art. 6°).   De acuerdo el análisis del Art. 6° del Reglamento de Conexión y Uso del Sistema de Transporte (Anexo 16 de los Procedimientos -aprobado por resolución SEN 137/92- ) y  los Arts. 6° inc. e y 35, incs. a y e,  de la ley 15.336, surge que las provincias solo tienen potestades sobre las redes de distribución eléctrica.  La ley 24.065, después de caracterizar como servicio público a la actividad de transporte de energía eléctrica (Art. 1°), establece que el transportista es aquel sujeto, titular de una concesi6n de transporte de energía eléctrica, que es responsable de la transformación y transmisión a esta vinculada, desde el punto de entrega de dicha energía por el generador hasta el punto de recepción por el distribuidor o un gran usuario (Art. 7°). Dicho sujeto debe contar con un certificado de aprobación del ENRE para construir o ampliar sus instalaciones (Art. 11). Sobre la base del marco legal indicado, se le asiste la razón a los recurrentes cuando sostiene que aquélla debe estar sujeta a jurisdicción nacional.  Ello es así, pues, si bien la línea se desarrolla dentro de la Provincia, se conecta con el SADI, sirve al comercio interprovincial y constituye una ampliación de la capacidad de transporte. Por consiguiente, pienso que debe quedar sujeta a la jurisdicción federal (Art. 6° inc. e, de la ley 15.336). A su vez, lo expuesto se sustenta en el hecho de que la LAT integra el área concesionada a la empresa (admitido como tercero), que presta con exclusividad el servicio público de transporte por distribución troncal en la región del Noroeste del territorio nacional y es responsable por su desarrollo, pudiendo, por ello, recibir sanciones por incumplimientos, de tal forma que se halla sujete a diversas limitaciones y a las resoluciones del ENRE.  Es oportuno recordar que la Corte ha sostenido que la generación, transporte y consumo de la energía eléctrica se inscribe en un marco de regulación federal, incorporado al concepto abarcativo que supone la recordada interpretación del Art. 75 inc. 13) de la Constitución Nacional. En esa inteligencia, el Congreso dictó las leyes 15.336 y 24.065, destinadas a planificar, establecer pautas generales y ordenar la política energética. Esas facultades inspiran el régimen legal vigente y se justifican si se advierten las modalidades asumidas por la explotación de la energía que integran el llamado Sistema Argentino de Interconexión, en donde los puntos de generación y consumo pueden originarse en diversas jurisdicciones.  Por otra parte, en el dictamen de la entonces Procuradora Fiscal ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación se recordó que en materia de competencias para regular esas actividades no cabe aceptar el criterio puramente territorial, pues esta última condición no solo no faculta a ejercer dicha potestad, sino que es sabido que no pueden los Estados provinciales invocar la titularidad territorial para poner trabas de índole alguna a las actividades que, en su esencia, se vinculan al tráfico interprovincial e internacional. Las peculiaridades de la actividad, en cambio, aconsejan que sea la Nación la encargada de administrar el servicio de energía eléctrica, en el ámbito territorial de que se trata.  En lo  atinente a la circunstancia de que la obra en cuestión sea financiada con recursos provenientes del (FEDEI) no implica necesariamente el ejercicio de la jurisdicción local, por cuanto dichos fondos se destinan, entre otros supuestos, a la ampliación de la capacidad de transporte de energía eléctrica en las provincias y la resolución 208/98 (Anexo IX) de la Secretaría de Energía, si bien dictada con posterioridad al planteo de autos, no hizo sino regular de manera uniforme dichas ampliaciones, que siempre estuvieron sujetas a las normas y jurisdicción federales. Por lo demás, la alegada titularidad provincial sobre la LAT para cuestionar la mencionada jurisdicción, es un criterio que lleva a confundir dominio con jurisdicción que, como es bien sabido, son cuestiones independientes.  Tampoco es pertinente, para enervar el ejercicio de la jurisdicción federal, el llamado "Pacto Federal Eléctrico" celebrado entre la Nación y las provincias, toda vez que, no sólo es anterior en el tiempo, sino que contradice las disposiciones del actual marco regulatorio eléctrico regido por la ley 24.065, de carácter federal (Art. 98 ley 24.065), a la que la Provincia se adhirió mediante la ley 6054. Por otra parte, el citado pacto no reúne las condiciones legales exigidas por el ordenamiento jurídico para considerarlo constitutivo del derecho intrafederal.  Acerca de la supuesta contradicción con la resolución 691/98 del ENRE se trataba de una autorización conferida por la Secretaría de Energía anterior al marco regulatorio vigente, sin que comprometa por lo tanto, el principio constitucional de igualdad.  Por último, resulta contradictorio someter la LAT a la jurisdicción local pero al mismo tiempo, establecer que debe cumplir con las exigencias técnicas prescriptas por las normas federales, porque el ENRE es el único órgano competente para velar por el cumplimiento de las normas federales en materia de energía eléctrica, tanto por mandato legal (Art. 56 Incs. a, b. y k, de la ley 24.065) como constitucional (Art. 42 Ley Suprema).


    Ente Regulador de la Electricidad de la Provincia de Santiago del Estero c/ Resoluciones 535/97 - 1108/97 - ENRE - (Expediente 1.232/95 - 3.482/97) y otro


    E. 167, XXXVII, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Aplicación analógica de la ley. Cuestiones de hecho y prueba. 


    No existen cuestiones federales que requieran una opinión.


    La Corte ha sostenido en casos similares que si el objeto del convenio fue la entrega gratuita de una fracción de terreno por parte de una provincia al Estado Nacional a fin de que ésta construyera en dicho predio cuarteles militares, el fin público perseguido, unido al carácter de las personas intervinientes, permite concluir que el convenio es regido por el régimen público y, ante la laguna normativa para reglamentar dicho supuesto, son aplicables por vía analógica los preceptos del Código Civil en materia de donaciones que constituyen un régimen jurídico adecuado al caso.  Los temas planteados por las partes remiten al examen de materias regidas por el derecho común, al tiempo que involucran cuestiones de hecho y prueba.  Respecto de la aducida vinculación con la ley federal 23.895, es imprescindible dilucidar las cuestiones individualizadas previamente, ya que podrían transformar en inoficioso un pronunciamiento de la Corte al respecto, también porque la aplicación de las facultades conferidas por esa ley requiere que el Estado tenga el dominio perfecto de los inmuebles sobre los que pretende disponer.


    Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    E. 254, XXXVI, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 393, L. XXXVIII, “Saralegui Francisco c/ Estado Nacional –Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo”.


    Facio, Juan Antonio E. c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Decreto 894/01 s/ Amparo


    F. 359, XXXVIII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa: S. 599, L. XXXVII, “San José A.F.J.P. S.A. c/ Estado Nacional – Administración Federal de Ingresos Públicos – s/ Proceso de conocimiento”.


    Futura AFJP S.A. c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos - Ley 25.085 s/ Proceso de Conocimiento


    F. 1568, XXXVIII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Ofensas cometidas por medio de la prensa. Libertad de prensa. Doctrina de la real malicia. Funcionarios públicos. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    De los términos de la sentencia y los agravios que se invocan, se advierte, como primera cuestión, que mientras que el juzgador consideró comprobado el obrar antijurídico de la demandada en virtud de haber difundido una información falsa en cuanto atribuye al actor doble percepción de remuneraciones, la recurrente se empaña a aseverar que la publicación no le atribuyó la referida doble percepción.  En este sentido, se la asiste la razón al a-quo cuando manifiesta que la interpretación del texto de la noticia por parte del apelante, se presenta como una simple discrepancia con la llevada a cabo por el tribunal. El agravio en tal sentido no resulta suficiente para rechazar, so color de arbitrariedad, las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, toda vez que la lectura de la nota periodística cuestionada conduce a estimar razonable la conclusión a la que arribó el juzgador acerca de su contenido.  En cuanto a la doctrina de la real malicia, y su aceptación en nuestro derecho positivo, esta procuración ha sostenido que el “standard” jurisprudencial creado por la Corte Suprema de los Estados Unidos en el caso “New York Times vs. Sullivan”, ha sido adoptado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación integrando su propia línea de jurisprudencia. Precisamente, uno de sus ministros, el doctor Carlos S. Fayt, en su publicación “La Corte Suprema y sus 198 sentencias sobre comunicación y periodismo” bajo el subtítulo: “Ramos (319: 3428) y la consolidación de la doctrina de la real malicia”, expone que, en el fallo aludido, la Corte adopta por unanimidad “los estándares jurisprudenciales de la Corte Suprema de los Estados Unidos, toda vez que alude a que tratándose de informaciones referidas a funcionarios públicos, figuras públicas o particulares involucrados en cuestiones de esa índole, aun si la noticia tuviere expresiones falsas e inexactas, los que se consideran afectados deberán demostrar que quién emitió la expresión o imputación conocía la falsedad y obró con real malicia, esto es, con el exclusivo propósito de injuriar o calumniar o no con el de informar, criticar, o incluso, de generar una conciencia política opuesta a aquél a quien afectan los dichos”. Y prosigue manifestando que “En este entendimiento es que se pronunció la Corte Suprema pues, aun cuando hubiese revocado la sentencia condenatoria impugnada, en base a la violación de la garantía de la igualdad, receptó en plenitud la doctrina de la real malicia a lo largo de sus consideraciones”.  De lo dicho se desprende, por un lado, que no es verdad que la sentencia no haya examinado la causa atendiendo a los postulados de la real malicia, y por otro que, en cuanto al obrar culposo o al dolo eventual del medio de prensa, las críticas del apelante sólo traducen una diferencia de criterio con el juzgador en la valoración de la prueba. En el sub lite el medio de prensa no puede eludir su responsabilidad por haber citado la fuente de la noticia, esto es la publicación de la Procuración del Tesoro en internet donde menciona al actor como uno de los beneficiarios de jubilaciones especiales, pero no lo incluye en la lista de beneficiarios con doble percepción.   El argumento de que la imputación de doble percepción no es disvaliosa por estar avalada legalmente en la provincia de Tucumán, además de constituir solamente otra discrepancia con el criterio del juzgador, de un lado, no resulta convincente en el contexto de una noticia que afirma que tal circunstancia plantea dudas desde el punto de vista ético, y de otro, no subsana la falsedad de la información por la cual se agravia el actor.


    Guerineau, Horacio Laurindo c/ La Gaceta S.A. s/ Daños y perjuicios


    G. 3122, XXXVIII, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Ley de emergencia económica. Comienzo de ejecución de sentencia. Declaración de inconstitucionalidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El a quo se apartó de las disposiciones de la ley 25.344 y, en especial, de su decreto reglamentario 1116/00 que claramente prevé que la consolidación dispuesta por la ley también alcanza a: “…los efectos no cumplidos de las sentencias, laudos arbitrales y demás actos jurisdiccionales, administrativos o respecto a obligaciones consolidadas, aunque hubiesen tenido principio de ejecución o sólo reste efectivizar su cancelación”.  La declaración de inconstitucionalidad de un precepto legal es un acto de suma gravedad institucional, que debe ser considerado como la última ratio del ordenamiento jurídico, y que su procedencia requiere que el pedido pertinente tenga un sólido desarrollo argumental y contar con fundamentos de igual carácter.  La Corte tiene declarado que a fin de analizar la validez constitucional, es imprescindible tener en cuenta su carácter de legislación de emergencia, así como que la restricción que aquélla impone al ejercicio normal de derechos patrimoniales tutelados por la Constitución debe ser razonable, limitada en el tiempo y constituir un remedio a la grave situación excepcional, sin provocar la mutación en la sustancia o esencia del derecho reconocido.


    Lapadu, Oscar Eduardo c/ Estado Nacional - Dirección Nacional de Gendarmería


    L. 568, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Escrituración. Fundamentación de sentencia. Debido proceso. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene establecido en numerosos precedentes que, si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos planteados ante los tribunales locales no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, cabe hacer excepción a ese principio cuando la sentencia frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea suficiente, lo que se traduce en una violación de garantía del debido proceso consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional.  Tal situación se ha configurado en el sub lite, dado que el Superior Tribunal Provincial, a partir de afirmaciones genéricas y dogmáticas respecto de la ausencia de arbitrariedad del pronunciamiento recurrido, omitió hacerse cargo puntualmente de agravios conducentes del apelante.


    Liceda, Víctor c/ Liceda de Muñoz, Sara


    L. 169, XXXVIII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Economía procesal. Procedencia del recurso. 


    Si bien la sentencia recurrida no es, en principio definitiva, por cuanto el juzgador se limitó a rechazar la vía procesal utilizada, por razones de economía procesal se aconsejan la admisión del recurso y decidir que la Cámara trate el fondo de la cuestión ya que lo contrario sería ir en desmedro de la expeditiva y eficaz protección judicial que exige la garantía de defensa en juicio.


    Maglie, Roberto Ángel c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Amparo


    M. 2294, XXXVIII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa L. 116, XXXVIII “López, Ramón c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa”.


    Medrano, Raul Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa de la Nación - Estado Mayor del Ejército - s/ Amparo


    M. 719, XXXVII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Defensa en juicio. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    Cabe señalar que de los dos fundamentos del recurso extraordinario –aplicación de la ley 25.344 de carácter federal y ser la sentencia arbitraria- corresponde considerar en primer término este último, pues de existir arbitrariedad no habría sentencia propiamente dicha.  La garantía de la defensa en juicio, en su aspecto más primario, se traduce en el principio de contradicción o bilateralidad que supone, en sustancia, que las decisiones judiciales deben ser adoptadas previo traslado a la parte contra la cual se pide, dándole oportunidad de defensa.  Lo resuelto por el a quo guarda nexo directo e inmediato con las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas, por lo que debe ser descalificado como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias.


    Méndez Casariego, Fernando del C. de Jesús c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Despido


    M. 503, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Distribución de gas. Tarifa de gas. Interpretación de la ley. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El thema decidendum consiste en determinar si las diferentes tarifas del servicio general ("P") deben ser aplicadas a los volúmenes consumidos mensualmente, sin perjuicio de que la facturación sea bimestral, tal como sostiene la empresa  o si, por el contrario, de acuerdo al criterio del Ente Nacional Regulador del Gas  -confirmado por el a quo-, aquéllas se aplican a cada factura, con independencia de que sea mensual o bimestral. En lo que ahora importa, el reglamento del servicio define al "servicio general 'P'" como aquel para usos no domésticos (excluyendo estaciones GNC y subdistribuidores) en donde el cliente no tendrá una cantidad contractual mínima y no es atendido bajo un contrato de servicio de gas (punto 2, inc. gg). Tanto la lectura de los medidores como las facturas por servicios de 150 m3 por mes o menos se efectuarán bimestralmente, mientras que las que superen esa cantidad por mes podrán realizarse en forma mensual (cfr. punto 14, incs. g] e i). Finalmente, se establece que por este servicio el cliente pagará a la distribuidora, según la tarifa correspondiente: a) el cargo fijo por factura; b) el cargo por metro cúbico de gas multiplicado por los metros cúbicos de consumo y c) los restantes cargos que resulten aplicables según 10 establecido en las condiciones generales del reglamento (cfr. Condiciones especiales del servicio general "P", punto 5). En cuanto a las tarifas -tal como se indicó-, el anexo III del decreto 2459/92 aprobó el primer cuadro tarifario y, en lo que es relevante para el sub lite, estableció un cargo por metro cúbico de gas consumido decreciente a medida que aumentaba el consumo, en distintos rangos: de 0 a 1.000 m3, de 1.001 a 9.000 m3 y más de 9.000 m3. El ENARGAS, considera que las distintas tarifas del gas consumido deben aplicarse con independencia de si la facturación es mensual o bimestral, sin admitir diferencias derivadas de esta circunstancia, ésta es la interpretación correcta del marco regulatorio, pues no deben confundirse el período de facturación con el precio del gas consumido.  En efecto, tanto la lectura de medidores como la facturación pueden ser bimestral o mensual, de acuerdo con el consumo mensual del cliente, pero ello no incide en el precio del gas consumido, que se rige por otros parámetros, distintos de la forma de facturar y cobrar el servicio.  Cabe examinar si las notas 221/92 y 246/92 de la Subsecretaría de Combustibles, emitidas durante el proceso de privatización de Gas del Estado S.E., otorgan fundamento a la posición de la actora cuando sostiene que aquélla configuran una interpretación integradora del marco regulatorio y, desde tal perspectiva, estaba habilitada a percibir del modo en que lo venía haciendo hasta que se dictó la orden regulatoria del 6 de octubre de 1995. En este sentido no se le asiste la razón al respecto, ni que la decisión del Ente constituya una reinterpretación retroactiva del marco regulatorio, que afecte sus derechos adquiridos.  Ello es así, porque la primera de aquellas misivas es del 4 de diciembre de 1992, es decir, anterior tanto al decreto 2255/92 como al que le otorgó la licencia a la actual empresa de gas (decreto 2459/92), circunstancia que aventa toda duda en cuanto a cuál es el régimen jurídico aplicable al proceso de privatización, al que tenían que sujetarse todos los participantes.


    Metrogas S.A. s/ Resolución Regulatoria 6/10/95 - ENARGAS - Expediente N° 1.242/95


    M. 198, XXXVII, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Honorarios. Obligaciones consolidadas. Inembargabilidad de fondos. Obligaciones vencidas. Comienzo de ejecución de sentencia. Interpretación y aplicación de la ley. Voluntad del legislador. Confirmación de sentencia. 


    La Corte ha establecido que la inembargabilidad de los fondos que prevé el art. 19 de la ley 24.624 no obsta a la ejecución de las sentencias que se encuentra en las condiciones descriptas en el art. 22, de la ley 23.982 o que encuadren en las hipótesis del Art. 20, primera parte, de la ley 24.624, en el primer caso el acreedor está legitimado para ejecutar su crédito en virtud de una habilitación expresa de la ley, en tanto que en el segundo supuesto cuenta con una partida presupuestaria afectada al cumplimiento de la sentencia.  La ley 25.344 -Capítulo V- consolidó, con los alcances y en la forma dispuesta por la ley 23.982, las obligaciones del Estado Nacional que consistan o se resuelvan en el pago de sumas de dinero. Asimismo, estableció que quedan comprendidas aquellas vencidas o de causa o título posterior al 31 de marzo de 1991 y anterior al 1° de enero de 2000, aunque fijó otra fecha para las obligaciones previsionales. El decreto reglamentario N° 1116/00 determina que son obligaciones vencidas aquellas que hubieran resultado exigibles con anterioridad a la "fecha de corte" por haber vencido el plazo establecido para su cumplimiento y, en lo que aquí interesa, sean posteriores al 31 de marzo de 1991. También dispone que la consolidación alcanza a "los efectos no cumplidos de las sentencias, laudos arbitrales y demás actos jurisdiccionales, administrativos o transaccionales, dictados o acordados con anterioridad a la promulgación de la ley respecto a obligaciones consolidadas, aunque hubiesen tenido principio de ejecución, o sólo reste efectivizar su cancelación" y a "los saldos a cargo del Estado Nacional, que se prevén en el artículo 22 de la ley".  En tales condiciones, si la primera regla de interpretación es dar pleno efecto a la intención del  legislador, no parece razonable esgrimir que los créditos que debían obtenerse a través del procedimiento previsto en el Art. 22 de la ley 23.982 hubieran quedado excluidos, pues resulta evidente la voluntad de legislar en el sentido contrario. Tampoco resulta admisible el agravio relativo a la aplicación de la ley 25.237, que habría efectuado la previsión presupuestaria para atender la deuda de los letrados. No sólo es inexistente la supuesta "contradicción" que alegan, sino que la única exclusión que dispone en forma expresa el art. 13, segundo párrafo, de la ley 25.344, respecto de "las obligaciones previsionales originadas en el régimen general cuya cancelación se hubiera previsto realizar en efectivo en la ley 25.237, hasta el importe autorizado por la misma ley", importa que los créditos como el de autos, precisamente, quedan comprendidos en el primer párrafo de dicha norma y, por ende, su percepción debe ajustarse a los procedimientos que establece el régimen de consolidación de deudas.


    Murchison S.A. Estibajes y Cargas IC c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Aduana – Resolución 2.403/97 s/ Amparo Ley 16.986


    M. 646, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Carrera militar. Denegatoria de inscripción. Ciudadanía por naturalización. Reglamentación de la ley. Control de razonabilidad. Confirmación de sentencia. 


    La Corte señalo en casos análogos que el otorgamiento de la nacionalidad Argentina a los extranjeros que reunieran las condiciones establecidas en el art. 20 de la Constitución Nacional y las exigidas por el congreso al dictar leyes generales para toda la Nación sobre naturalización y ciudadanía, no impide que el Poder Legislativo o el Poder administradora el ejercicio de su facultad constitucional de reglamentar las leyes efectúen las distinciones entre argentinos nativos o por opción y argentinos naturalizados para el ejercicio de determinadas funciones vinculadas con la soberanía y seguridad de la República, en tanto mediante ellas no se infrinjan los límites de la razonabilidad o no se concreten propósitos persecutorios o de hostilidad. También se debe considerar que en nuestro sistema constitucional no hay derechos absolutos. Ellos deben ejercerse conforme con las leyes que los reglamentan, las cuales pueden establecer -con la limitación que prevé el art. 28 de la Constitución Nacional- requisitos exigibles para el desempeño de empleos y funciones.


    Nogales Tapia, Charles Anthony c/ Estado Nacional - Ministerio de defensa s/ Amparo 16.986


    N. 232, XXXVI, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Diferencias salariales. 


    Remisión al dictamen de la causa H. 132, L. XXXVII, “Hulytego S.A. c/ Fisco Nacional -DGI- s/ Incidente cobro de honorarios”.


    Olarieta, Daniel Eduardo c/ Empresa Lineas Maritimas Argentinas S.A. s/ Diferencia de salarios


    O. 218, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Confirmación de la sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa: S. 599, L. XXXVII, “San José A.F.J.P. S.A. c/ Estado Nacional -Administración Federal de Ingresos Públicos- s/ Proceso de conocimiento”.


    Orígenes AFJP S.A. c/ Estado Nacional - Ley 25.085 s/ Proceso de Conocimiento


    O. 613, XXXVIII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 393, L. XXXVIII, “Saralegui Francisco c/ Estado Nacional –Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo”.


    Peretti Mireya, Matilde c/ Estado Nacional - Comisión Nacional de Energía Atómica  - Decreto 894/01 s/ Amparo


    P. 1483, XXXVIII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Confirmación de la sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa: S. 599, L. XXXVII, “San José A.F.J.P. S.A. c/ Estado Nacional -Administración Federal de Ingresos Públicos- s/ Proceso de conocimiento”.


    Profesión + Auge Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Estado Nacional – Administración Federal de Ingresos Públicos Ley 25.085 s/ Proceso de Conocimiento


    P. 774, XXXVIII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Monotribuno. Doble imposición. Derechos adquiridos. Agravio concreto. Falta de legitimación para obrar. Pronunciamiento inoficioso. Confirmación de sentencia. 


    La Corte negó que estuviese en la órbita del Poder Judicial de la Nación la facultad de expedirse en forma general sobre la constitucionalidad de las normas emitidas por los poderes Legislativo y Ejecutivo, el fin y las consecuencias del control encomendado a la Justicia sobre las actividades ejecutiva y legislativa suponen que este requisito de la existencia de “caso” o “controversia judicial” sea observado rigurosamente para la preservación del principios de la división de poderes, según lo expone el juez Frankfurter con fundamentos en la jurisprudencia norteamericana.  Es por tales motivos que el art. 2° de la ley 27 preceptúa que la Justicia nacional nunca procede de oficio y sólo ejerce jurisdicción en los casos contenciosos en que es requerida a instancia de parte. Así lo ha entendido la Corte, en su invariable doctrina, según la cual “si para determinar la jurisdicción de la Corte y de los demás tribunales de la Nación no existiese la limitación derivada de la necesidad de un juicio, de una contienda entre partes, entendida ésta como un ‘un pleito o demanda en derecho instituida con arreglo a un curso regular de procedimiento’, según el concepto Marshall, la Suprema Corte dispondría de una autoridad sin contralor sobre el gobierno de la República, y podría llegar el caso en que los demás poderes del Estado le quedaran supeditados con mengua de la letra y del espíritu de la Carta Fundamental.  La Corte ha expresado en sus fallos, que, como lo ha destacado acertadamente la jurisprudencia norteamericana, “al decidir sobre la legitimación resulta necesario determinar si hay un nexo lógico entre el status afirmado (por el litigante) y el reclamo que se procura satisfacer”, el cual “resulta esencial para garantizar que (aquél) sea una parte propia y apropiada que puede invocar el poder judicial federal”. En síntesis, la “parte” debe demostrar la existencia de un “interés especial” en el proceso o, como lo ha dicho nuestra jurisprudencia, que los agravios alegados la afecten de forma “suficiente directa” o “sustancial”, esto es, que posean “concreción e inmediatez” bastante para poder procurar dicho proceso.


    San José Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos Ley 25.085 Decreto 863/98 s/ Proceso de Conocimiento


    S. 599, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Concesión errónea del recurso. 


    El recurso fue incorrectamente concedido, por aplicación de la doctrina de la Corte que señala que las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten en principio el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el Art. 14 de la ley 48 para la procedencia del remedio extraordinario.  La decisión impugnada no causa un perjuicio con las características exigidas por la jurisprudencia de la Corte para asimilarla a definitiva, a efectos de habilitar la instancia de excepción del Art. 14 de la ley 48, ni los apelantes consiguen demostrar lo contrario. Tampoco se configura un supuesto de gravedad institucional, en las condiciones requeridas para hacer excepciones al principio indicado.


    Scellato, Juan Carlos - Incidente Med. c/ Estado Nacional -  Ministerio de Defensa - Decreto 896/01 - Ley 25.453 s/ Medida Cautelar (Autónoma)


    S. 106, XXXIX, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Expropiación. Declaración de inconstitucionalidad. Ley provincial. Cuestión de derecho público local. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso  deducido es inadmisible, toda vez que lo atinente a la declaración de inconstitucionalidad de las leyes locales no constituye cuestión federal apta para sustentar el remedio articulado, por no darse uno de los requisitos indispensables para su aceptación, cual es el de la resolución contraria al derecho federal invocado.


    Simmons de Argentina S.A.I.C. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Expropiación


    S. 1064, XXXVI, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa L. 116, XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa”.


    Tejada, Walter Bartolomé c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa de la Nación – Estado Mayor del Ejército s/ Acción Meramente Declarativa de inconstitucionalidad - incidente medida de no innovar


    T. 216, XXXVII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Presupuesto. Cuestiones de competencia. Denegación del fuero federal. Revocación de sentencia. Resolución pendiente. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 1, L. XXXV, “Universidad Nacional de Mar del Plata c/ Banco Nación Argentina por daños y perjuicios”.


    Tiene dicho la Corte que las resoluciones en materia de competencia no autorizan, en principio, la apertura del recurso del art. 14 de la ley 48 por no constituir sentencias definitivas, con excepción de los casos en que media denegatoria del fuero federal y, además, aquellos en que las cuestiones debatidas remiten a la consideración de puntos regidos por disposiciones constitucionales, situaciones ambas que se verifican en el sub lite. El punto debatido consiste en determinar si, a partir de la Reforma Constitucional de 1994 y la sanción de la ley 24.521, se trata la presente de una causa judicial, que debe tramitar ante el fuero federal, o de un conflicto interadministrativo, que deberá resolver el Procurador del Tesoro de la Nación o del Poder Ejecutivo Nacional, en su caso, en los términos de la ley 19.983.


    Universidad de Buenos Aires c/ Jefe de Gabinete de Ministros s/ Amparo Ley 16.986


    U. 7, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Medidas cautelares. Gravamen irreparable. Constitucionalidad. Admisibilidad del recurso. 


    Las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario, aunque dicha regla no es absoluta, ya que cede cuando aquélla causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, puede ser tardía, insuficiente o de imposible reparación ulterior, o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional de acuerdo a los criterios y alcances establecidos por la jurisprudencia de la Corte reseñados en el dictamen de esta Procuración General. La presunción de validez que debe reconocerse a los actos de las autoridades constituidas, impone como requisito ineludible para admitir la pertinencia de medidas cautelares como la decretada en autos, una especial prudencia en la apreciación de los recaudos que tornen viable su concesión. No se ha sustentado adecuadamente, lo que concierne al peligro que generaría la demora, máxime cuando la pretensión fue encauzada por la vía de la acción de mera certeza y no puede desconocerse que ella está destinada, por su índole a agotarse en la declaración del derecho, limitación que, en principio, obsta a que pueda configurarse aquel recaudo. Habida cuenta de ello, no existen razones suficientes para adoptar la decisión de eximirla de soportar las consecuencias de la reasignación integral de los créditos presupuestarios, hasta tanto se resuelva sobre su validez constitucional, pues aun cuando mediare la posibilidad de un perjuicio irreparable, una análisis de esta índole implicaría una meditada valoración de la totalidad de los datos conducentes, apreciación que no puede llevarse a cabo en el actual estado del proceso y, por lo demás, configuraría un prejuzgamiento sobre el fondo del litigio.


    Universidad Nacional del Litoral c/ Estado Nacional s/ Sumario


    U. 83, XXXVI, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Contrato de obra pública. Honorario del perito. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    De la simple lectura del artículo 2°, ap. 4° del decreto 546/93 se desprende que las deudas que no asumirá el Estado Nacional son aquellas por honorarios generados en la actuación de profesionales o peritos designados por exclusiva decisión de la entonces sociedad anónima estatal para su propia defensa, representación o asesoramiento, circunstancia común a todos ellos que se diferencia de la del sub lite, donde el perito fue designado por el juez de la causa para actuar como auxiliar de la justicia en aras de tratar de establecer la verdad objetiva y no para asesorar sólo a una de las partes en el litigio.


    Unola de Argentina Limitada c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales y Banade s/ Contrato de Obra Pública


    U. 46, XXXVII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa L. 310, L. XXXVIII, “Lacarra, José O. c/ Lage Oscar”.


    Veltri, Francisco c/ Lage, Oscar Raúl


    V. 243, XXXVIII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Cámaras de casación. Superior Tribunal de la Causa. Concesión errónea del recurso. 


    La Cámara de Casación Penal tiene el carácter de "tribunal intermedio", y fue creada para cimentar las condiciones necesarias para que satisfaga el alto ministerio que le ha sido confiado, sea porque ante ella pueden encontrar las partes la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores sin necesidad de recurrir ante la Corte Suprema, sea porque el objeto a revisar por ésta ya sería un producto más elaborado. El recurso extraordinario es erróneamente concedido, cuando la resolución impugnada no emana del tribunal superior de la causa.


    Administrador de la Aduana de Campana s/ Denuncia


    A. 1170, XXXIX, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 1170, L. XXXIX, "Administrador de la Aduana de Campana s/ Denuncia".


    R., Enrique Augusto s/ Su denuncia


    R. 985, XXXIX, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa A. 560, L. XXXIII, “Asociación de Trabajadores del Estado c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Ejecución”.


    Asociación de Trabajadores del Estado A.T.E. c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Cobro de pesos


    A. 165, XXXV, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Prescripción de la pena. Sentencia firme. Improcedencia del recurso. 


    Con lo decidido por la Corte, que desestimó la reposición de la defensa en la consideración de que las sentencias de la Corte dictadas en los recursos extraordinarios no son susceptibles de reposición o revocatoria -salvo supuestos de excepción que advirtió no se presentaban en el sub lite-, quedó firme la condena y definitivamente zanjada la cuestión que se intentaba introducir, al propio tiempo que, además finiquitó el juicio con su respectiva acción penal. Obsérvese que el tema incluido en la revocatoria fue, precisamente, el de la prescripción con lo cual, al resolver la Corte que no lo tuvo como un supuesto de excepción. Lo decidido por la Corte Suprema reviste carácter obligatorio en cuanto configura el ejercicio de la función casatoria del derecho federal y no podría ser desoído ni atacada en modo alguno, por ser la decisión última y definitiva admitida en el ordenamiento jurídico argentino.


    S., Tomas Miguel s/ Calumnias


    T. 717, XXXVI, 10 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 2946, L. 38, “Castro, Alfredo Enrique c/ Ambulancias Médicas San Cristóbal y otro”.


    Benítez, Diego Orlando c/ Ambulancias Médicas San Cristóbal y otros


    B. 3745, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Agotamiento de la vía judicial. Desistimiento del recurso. 


    No existe una jurisdicción habilitada para el avocamiento del tribunal, cuando la parte recurrente no agotó la vía recursiva intentada en la instancia casatoria.


    C., J. Y. s/ Recurso de Casación


    C. 467, XXXIX, 16 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario local


    Improcedencia del recurso. Sentencia definitiva. Denegatoria del fuero federal. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden acerca de los recursos extraordinarios de orden local, resultan regularmente insusceptible de revisión en la instancia del artículo 14 de la Ley 48, y la tacha de arbitrariedad es especialmente restrictiva respecto de aquéllos. Tal resolución no reviste el carácter de sentencia definitiva a los efectos del recurso extraordinario, desde que no ha mediado denegatoria del fuero federal en orden a la doctrina de la Corte en Fallos: 310:1425; 311:605 y 314:853, ya que el juzgador hizo hincapié en un convenio suscripto por las partes en el que pactaron la prórroga de jurisdicción a favor de la justicia nacional.


    Pujol, Ignacio Miguel c/ Lloyds Bank (BLSA) Limitada


    P. 516, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Devolución del expediente. Competencia laboral. 


    Resulta prematuro pronunciarse sobre la operatoria del fuero de atracción.


    Ramírez, Juan c/ Industrias Viauro S.A. s/ Accidente de Trabajo


    COMP. 702, XXXVIII, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios


    Traducción de documentos. 


    La propuesta de la interesada resulta adecuada a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado -artículo 29 de la ley 20.305-.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Ana María Merlino (idioma portugués)


    S. 143, XXIV, 22 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Ana María Merlino (idioma portugués)


    S. 143, XXIV, 22 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Requerimiento de elevación a juicio


    Recurso extraordinario. Improcedencia del recurso. Insuficiencia del agravio. 


    El recurso interpuesto es improcedente pues el impugnante, al desarrollar su tesis, se ha limitado a una mera exposición teórica y abstracta de los aspectos institucionales del tema, vinculados con el sentido y alcances de la autonomía del Ministerio Fiscal, pero sin fundamentar debidamente cuál sería el perjuicio concreto que le habría ocasionado a su parte el procedimiento por el cual se adoptó en el caso la decisión de requerir la elevación de la causa a juicio.  Tampoco ha intentado siquiera refutar el argumento por cual el a quo consideró improcedentes sus recursos de casación y de inconstitucionalidad, y demostrar la definitividad de la decisión del tribunal de juicio que no hizo lugar a sus planteos de inconstitucionalidad y nulidad, sin que a ese respecto constituya fundamentación suficiente la invocación genérica de gravedad institucional. El escrito que contiene la apelación carece de la adecuada fundamentación que exige el artículo 15 de la Ley 48, toda vez que la Corte tiene reiteradamente dicho que para la procedencia del recurso extraordinario no basta la aserción de una determinada solución jurídica, si ella no está razonada, constituye agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya y da lugar a agravios.


    G. S., Jorge Alberto s/ Recurso de casación


    G. 1129, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Robo calificado


    Operatividad del arma. Arma impropia. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    No existió una adecuada ponderación de las constancias de la causa que razonablemente permitirían tener por acreditado la operatividad del arma, a pesar de no haberse secuestrado el arma ni efectuado disparos, así como tampoco haberse determinado su uso como arma impropia, todo ello, de acuerdo con la doctrina establecida por la Corte.  Es viable descartar la utilización del arma porque de la versión del damnificado en autos no surgía referencia alguna acerca de su aptitud para el disparo, a pesar de haber realizado, incluso, una descripción aproximada de sus características, importa una exigencia sobre aspecto técnicos o científicos ajenos a aquellos que pudo percibir por sus sentidos.


    D., José Ángel s/ Robo calificado


    D. 579, XXXVII, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XI


    Derecho Procesal Penal


    Clausura de la instrucción


    Elevación a juicio. Autonomía del Ministerio Público. Nulidad de la resolución. Resoluciones equiparables a definitiva. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 320, L. XXXVII, "Banco de la Nación Argentina s/ Defraudación”.


    Si bien es cierto que, según la jurisprudencia del Tribunal, las decisiones que resuelven nulidades no constituyen sentencias definitivas, también lo es que la Corte ha hecho excepción a esa regla y ha admitido el recurso extraordinario cuando el agravio federal articulado no podría ser objeto de reparación ulterior, ante la flagrante violación del debido proceso, cuya salvaguarda exige asegurar una inobjetable administración de justicia. Es innegable que para cuando tenga lugar el dictado de la sentencia definitiva la autonomía funcional del Ministerio Fiscal -fundamento último de la inaplicabilidad que se pretende del párrafo segundo del Art. 348 de la ley procesal- se habrá visto ya irremediablemente perjudicada por la mera sustanciación de una acusación compelida por la instrucción vinculante de la Cámara de Apelaciones. La cuestión de fondo que verdaderamente se halla en debate, relativa a la vigencia del Art. 348 del Código Procesal Penal, trasciende del marco de la causa para proyectarse sobre la buena marcha de la administración de justicia, pues descansa en el conflicto suscitado entre el Ministerio Fiscal y el Poder Judicial en torno al modo en que se ha de entender delimitadas sus funciones, luego de la reforma de la Constitución Nacional y la sanción de la Ley 24.946, en un aspecto crucial para la válida tramitación del juicio previo que es, a su vez, condición constitucional para la aplicación de la ley penal.  Por lo tanto, el caso reviste interés institucional, circunstancia frente a la cual no resulta aconsejable aplicar un criterio en extremo restrictivo acerca de los recaudos formales de la apelación federal, en aras de la pronta obtención de una resolución de la Corte que ponga fin a la discusión. De los fundamentos del dictamen citado precedentemente se desprende que el párrafo segundo del Art. 348 ha de entenderse derogado en cuanto somete al Ministerio Fiscal, en el ejercicio de su función, a las instrucciones emanadas de un órgano ajeno a su estructura (Art. 1 de la Ley 24.946). Pero esa derogación, con sustento y límites en lo estrictamente necesario para materializar la autonomía externa del Ministerio Fiscal, en modo alguno puede ser interpretada como una decisión del legislador en favor de la ausencia de control del requerimiento conclusivo del fiscal que actúa durante la instrucción. Expresado en forma breve, la derogación se refiere al órgano, pero no el sistema de control. A falta de una nueva regulación específica en la ley, por aplicación de los principios de jerarquía, unidad y coherencia de actuación que rigen la organización y funcionamiento del Ministerio Fiscal (Art. 1 de la Ley .24.946), y a la luz de los antecedentes existentes en la legislación procesal nacional, es el fiscal ante la respectiva cámara de apelaciones quien deberá evacuar la consulta prevista en el Art. 348, párrafo segundo, del Código Procesal Penal.


    C. d. C., María Alejandra s / Estafa - Causa N° 1.229


    C. 891, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Sobreseimiento. Facultades jurisdiccionales. Ministerio Público Fiscal. Facultades del fiscal. Facultades del Poder Judicial. Autonomía del Ministerio Público. Deber de imparcialidad. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 320, L. XXXVII, "Banco de la Nación Argentina s/ Defraudación".


    La cuestión de fondo que se halla en debate, relativa a la vigencia del artículo 348 del Código Procesal Penal, trasciende del marco de la causa para proyectarse sobre la buena marcha de la administración de justicia, pues descansa en el conflicto suscitado entre el Ministerio Fiscal y el Poder Judicial en torno al modo en que se ha de entender delimitadas sus funciones, luego de la reforma de la Constitución Nacional y la sanción de la Ley 24.946, en un aspecto crucial para la válida tramitación del juicio previo que es, a su vez, condición constitucional para la aplicación de la ley penal.  El caso reviste interés institucional, circunstancia frente a la cual no resulta aconsejable aplicar un criterio en extremo restrictivo acerca de los recaudos formales de la apelación federal, en aras de la pronta obtención de una resolución de la Corte que ponga fin a la discusión.


    V., Raquel Silvia s/ Recurso de queja


    V. 620, XXXIX, 17 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Contenda negativa de competencia


    Estafa. Cheque. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa -el cual concurriría matelialmente con el de falsificación-, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidoscabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fue presentado al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para determinar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en ese sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro de los valores y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso asentado en el reverso de los documentos.


    E., Romano s/ Robo


    COMP. 1226, XXXIX, 25 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    M., Luis Alberto s/ Estafa


    COMP. 1879, XXXIX, 20 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Quiebra fraudulenta. Competencia provincial. 


    Remisión a Fallos: 297:318; 306:369; 310:2124, y Comp. N° 128, L. XXXVII "Divel S.A. s/ Quiebra fraudulenta".


    P., Alfredo Hugo s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1512, XXXIX, 16 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. Competencia criminal y correccional. 


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    T. B., María Rosa s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 64, XXXIX, 04 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de medicamentos. Delitos contra la salud pública. Competencia federal. 


    Aplicación de la doctrina de Fallos: 315: 1872; 320:1997, y Competencias N° 814, XXXIX “Ricci, Jonathan Sebastiáns/ Robo calificado en grado de tentativa y otros" y N° 1228, XXXIX in re "Rivero, Héctor Ignacio y otros s/causa 195505”.


    Si el objeto de la causa es determinar si resultó afectada la salud pública como consecuencia de una comercialización indiscriminada de medicamentos que pudieron ponerla en peligro, es la justicia federal la que debe entender en ella.


    P., Carlos Mario s/ Infracción artículo 204 del Código Penal


    COMP. 1409, XL, 30 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 959, XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo”.


    C., Jorge Javier y otros s/ Infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP. 1219, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 959, L. XXXIX, “P., Antonio Sebastián s/ Denuncia Secuestro extorsivo”.


    G., Leonardo Rodolfo s/ Infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP. 1220, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia de instrucción. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Acerca del hecho restante, relativo al hallazgo del vehículo en poder del imputado, los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para calificar, con el grado de certeza requerido, el delito que aquél habría cometido. En este sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido respecto de la sustracción, especialmente teniendo en cuenta el escaso lapso que medió entre el robo del vehículo y su secuestro, y las demás circunstancias que rodearon la detención.


    A., Carlos Gabriel s/ Encubrimiento


    COMP. 1095, XXXIX, 20 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia de armas de guerra. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la causa Competencia n° 869, L. XXXVI in re "Ponce, BIas Ceferino s/ Artículo 42 bis ley 20.429 ref. Ley 25.086 y 189 bis Código Penal".


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    A., Carlos Alberto s/ Tenencia de arma y munición de guerra


    COMP. 1163, XXXIX, 22 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Concurso ideal. Hecho único. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    A., Claudio Rubén s/ Presunta infracción Ley 22.362


    COMP. 1277, XXXIX, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Robo. Competencia de instrucción. 


    Tiene resuelto la Corte, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. También tiene resuelto la Corte que las declaraciones, tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente. Cabe recordar que la Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en el delito de robo, circunstancia que no se presenta en el caso.


    A., Daniel Víctor s/ Denuncia robo calificado y privación ilegítima de la libertad


    COMP. 947, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Competencia provincial. 


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber.


    A., Daniel y otro s/ Defraudación


    COMP. 1840, XXXIX, 28 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Identificación del imputado. Juez previniente. Competencia federal. 


    Atento que aún no se ha podido identificar a los autores del hecho, no es posible abrir juicio acerca de su motivación, y por lo tanto, corresponde a la justicia federal, que previno, continuar con la investigación de esta causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    A., Fernando Gabriel s/ Denuncia infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP. 906, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Si el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, corresponde que el magistrado provincial que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorpore los elementos necesarios para darle precisión y resuelva, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    A., Israel s/ Encubrimiento


    COMP. 1502, XXXIX, 03 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Amenazas. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Los hechos materia de investigación, se encuentran en principio comprendidos en las previsiones del artículo 149 bis del Código Penal, en cuanto se observa que la amenaza habría tenido por objeto alarmar o amedrentar a una o más personas. Para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación, debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal.


    A., Julieta Andrea s/ Denuncia


    COMP. 1436, XXXIX, 24 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Desbaratamiento de derechos acordados. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    El desbaratamiento de derechos acordados es un delito que se perfecciona en el momento en que se torna imposible el cumplimiento de la promesa en las condiciones pactadas en el acto preliminar. Aunque es posible atribuir competencia a los jueces de cualquiera de los lugares en que se desarrolló el proceso ejecutivo  corresponde, sin embargo, dar preferencia a los tribunales con jurisdicción en el lugar donde se consumó el delito ya que la competencia penal en razón del territorio, por imperativo constitucional, se establece prioritariamente en atención a esa circunstancia.  Por aplicación de estos principios, corresponde declarar la competencia del titular del Juzgado de Garantías sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    A., Manuel Ignacio s/ Denuncia


    COMP. 96, XXXIX, 18 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n°  27, L. XXXVIII in re "H., María Estela s/ Amenazas".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    A., Matías Daniel s/ Infracción  Ley 20.429


    COMP. 1098, XXXIX, 21 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    A., Roberto Ramón y otros s/ Robo agravado


    COMP. 1379, XXXIX, 10 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia de instrucción. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.  Sobre la base de estas consideraciones, corresponde a la justicia en lo criminal de instrucción de esta ciudad, profundizar la investigación respecto de la sustracción del vehículo a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial, aunque no haya sido parte en la contienda, y sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    A., Roberto Horacio s/ Encubrimiento


    COMP. 1531, XXXIX, 27 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    A. S., Roberto y otros s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 1342, XXXIX, 15 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Economía procesal. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una eficaz investigación, mayor economía procesal y defensa de los procesados.


    A., Javid s/ Defraudación


    COMP. 1377, XXXIX, 27 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Contrabando. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 359 L. XXXV, "Ayechú, Carlos Bernardo s/ denuncia".


    Administrador de la Aduana de Campana s/ Su denuncia


    COMP. 1328, XXXIX, 29 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Supresión del estado civil. Competencia provincial. 


    El delito de supresión de estado civil, contemplado en el artículo 139, inciso 2°, del Código Penal es de competencia de la justicia local, y es distinguible de aquel otro que se comete al lograrse la expedición de documentos falsos destinados a acreditar la identidad de las personas respecto del cual debe conocer el fuero federal.


    B., Claure Aymara s/ Infracción Artículos 139 y 293 del Código Penal


    COMP. 645, XXXIX, 11 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza requerido, la conducta en que habría incurrido el procesado. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    B., Fernando Gabriel s/ Incidente de comeptencia


    COMP. 1507, XXXIX, 24 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de alimentos. Cuestión no federal. Competencia provincial. 


    Teniendo en cuenta que no se advierte en el caso circunstancia alguna que surta la jurisdicción federal, corresponde que el juzgado provincial intervenga en la causa.


    B., John s/ Denuncia


    COMP. 837, XXXIX, 06 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la causa Competencia n° 869, L. XXXVI in re "Ponce, BIas Ceferino s/ Artículo 42 bis ley 20.429 ref ley 25.086 y 189 bis Código Penal":


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    B., Julio David s/ Infracción artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 1536, XXXIX, 10 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Delitos contra el honor. Injurias. Competencia correccional. 


    Si en el caso no se ha establecido dónde habrían sido exteriorizados los términos presuntamente agraviantes, esa deficiencia debe ser suplida por el juez del juzgado que previno, ya que la dilucidación de ese aspecto resulta imprescindible a los efectos de establecer adecuadamente la competencia territorial. Esto es así ya que en ese lugar es donde habrá de estimarse cometido el delito de previsto y reprimido en el artículo 110 del Código Penal.


    B., Manuel Juan y G. Carlos Hugo s/ Querella


    COMP. 1075, XXXIX, 11 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B., Raúl Oscar s/ Su denuncia


    COMP. 984, XXXIX, 17 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Tenencia ilegítima de armas de guerra. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en los fallos de las Competencias n°1204 L. XXXVI in re "Jara, Ernesto Eduardo s/ Tenencia arma de guerra y resistencia a la autoridad" y n° 915 L. XXXVI  "Amarilla, Jorge Rafael y otro s/ Infracción artículo 189 bis C.P."


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    B., Rodrigo Gabriel y otros s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1242, XXXIX, 23 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII "H., María Estela s/ Amenazas".


    B., Sergio Gustavo s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 1701, XXXIX, 21 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de moneda. Competencia provincial. Falsificación de documentos. Devolución del expediente. 


    No existe una cuestión de competencia que la Corte deba resolver.


    En relación con la falsificación de los documentos nacionales de identidad y el sello, el incidente debe ser devuelto al juzgado de origen, a esos efectos, especialmente teniendo en cuenta que se encuentran cumplidos los requisitos a los que el juzgado federal condicionó la aceptación de su competencia.


    B., Silvia Mónica s/ Infracción Artículos 292, 285, 282 y 288 del Código Penal


    COMP. 1313, XXXIX, 17 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 27, L. XXXVIII "H., María Estela s/ amenazas".


    C., Alberto s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 1061, XXXIX, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Aborto. Investigación inconclusa. Domicilio del imputado. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Con los elementos acumulados en el legajo, no ha podido establecerse todavía con precisión el lugar en el que se sucedieron los actos típicos de la maniobra delictiva objeto de investigación y, consiguientemente, el juez a quien le corresponde su conocimiento. En tal sentido, cabe destacar que los dichos de la imputada, no resultan congruentes respecto de las circunstancias de modo y lugar en que fueron adquiridas e ingeridas las sustancias supuestamente abortivas, sin que se hayan realizado las medidas necesarias para precisar esos aspectos. Tampoco se encuentra determinado el momento en que se produjo la muerte del feto, ni existe certeza acerca de las causas que lo provocaron.


    C., A. G. s/ Aborto


    COMP. 1318, XXXIX, 08 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los hechos que motivaron esta causa, ni su presunta calificación legal. Por lo tanto, corresponde al juzgado provincial, que previno, continuar investigando en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    C. C., Ernesto y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 994, XXXIX, 11 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia nacional. 


    De acuerdo a lo establecido en el artículo séptimo del Convenio de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires -ley 25.752-, la vigencia de la norma se encuentra supeditada a la constitución del fuero contravencional y de faltas de la Ciudad de Buenos Aires, en las condiciones establecidas en la Disposición Complementaria y Transitoria Tercera de su Ley n° 7.


    C., Carlos Antonio s/ Infracción Artículo 189 bis, 3° párrafo del Código Penal


    COMP. 1513, XXXIX, 15 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Lealtad comercial. Competencia federal. 


    Aplicación de la doctrina establecida en Fallos: 261:249 y en la Competencia n° 330 L.XXXVIII, in re "Patri, Héctor L. s/ Infracción artículo  294 Código Penal".


    Si en el caso, más allá de la calificación que en definitiva corresponda atribuirles a los sucesos pesquisados, éstos han provocado una obstrucción al buen servicio de una institución nacional, así como también han perjudicado los intereses de la Nación, corresponde atribuir la competencia a la justicia federal.


    C. S.A, s/ Ley de lealtad comercial


    COMP. 1380, XXXIX, 05 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Abuso sexual calificado por parentesco. Exhibiciones obscenas. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido por la Corte en Fallos: 311:695; 312:645 y 313:970,


    Si los abusos sexuales presuntamente cometidos por el imputado constituyen hechos independientes de las exhibiciones obscenas que habrían tenido lugar en otra ciudad, resulta aplicable la doctrina según la cual los delitos deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecen cometidos. Creo oportuno recordar, además, que ello es así pues la distribución de competencias judiciales entre las provincias o entre éstas y la Nación -materia regida por los artículos 102 y 67, inciso 11, actualmente 118 y 75, inciso 12, de la Constitución Nacional- escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada po las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden ser invocadas. en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    C., F. s/ Abuso sexual calificado por el vínculo cometido en forma reiterada en concurso real entre sí


    COMP. 747, XXXIX, 03 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, deben ser tenidos en cuenta a los fines de discernir la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal.


    C., Gerardo Héctor s/ Estafa


    COMP. 1598, XXXIX, 13 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia de instrucción. 


    Es doctrina de la Corte que cuando el acto perjudicial en violación del deber constitutivo del delito de administración fraudulenta, consiste en la rendición de una cuenta falsa para provocar el error del administrado y consumar con ello el perjuicio patrimonial, será relevante para determinar la competencia el lugar donde aquélla debía rendirse.


    C., Héctor s/ Defraudación


    COMP. 714, XXXIX, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Automotores. Prenda. Domicilio contractual. Competencia provincial. Enajenación de bienes embargados. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resulta relevante para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control y que, en ausencia de prueba en concreto en ese sentido, debe presumirse por tal el domicilio donde debió estar el bien objeto de la prenda, de acuerdo a lo establecido contractualmente. En relación con las posteriores enajenaciones del vehículo prendado, corresponde al juez que previno profundizar la investigación, en atención a que no puede establecerse por el momento donde se habrían concretado, en qué condiciones, y en su caso, si presentan carácter delictivo, especialmente en relación al posible ocultamiento del gravamen que lo afectaba.


    C., Jorge Luis s/ Defraudación por estelionato


    COMP. 1270, XXXIX, 08 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebia. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 550, L. XXXVIII "Badaloni, Oscar s/ denuncia infracción art. 173, inc. 2°, del Código Penal".


    C., Nora Marisa s/ Denuncia defraudación


    COMP. 1456, XXXIX, 20 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Si el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, corresponde que el magistrado que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorpore los elementos necesarios para darle precisión, y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    C. P. S.A.s/ Robo


    COMP. 1385, XXXIX, 20 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Abuso de armas. Competencia provincial. 


    Si el juez provincial no cuestionó la competencia ordinaria y se limitó a manifestar que correspondía su investigación a la justicia correccional o de paz, corresponde a aquél magistrado conocer en la causa, sin perjuicio, claro está, de que si entiende que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    C., Raúl Remigio s/ Abuso de armas


    COMP. 1243, XXXIX, 23 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Falsificación de marca o designación. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido que esultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Rolando s/ Denuncia


    COMP. 1160, XXXIX, 24 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Causa n° 70.904 - "PC 2XXX s/ Infracción Ley 11.723 y 22.362"


    COMP. 1298, XXXIX, 09 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las  declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien  compete investigarlo y juzgarlo.


    Causa n° 70.901 - "PC T. s/ Infracción Ley 11.723 y 22.362"


    COMP. 1299, XXXIX, 09 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Causa n° 70.895 - "Video Club I. s/ Infracción Ley 11.723 y 22.362"


    COMP. 1300, XXXIX, 09 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Causa n° 70.905 - "N. Computación s/ Infracción Ley 11.723 y 22.362".


    COMP. 1301, XXXIX, 10 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser  atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Causa n° 70.899 - "L. s/ Infracción Ley 11.723 y 22.362"


    COMP. 1302, XXXIX, 09 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Causa n° 70.902 - "C. Computación s/ Infracción Ley 11.723 y 22.362"


    COMP. 1303, XXXIX, 09 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Falsificación de documentos. Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    Según doctrina de la Corte, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido respecto de la sustracción, sin que el tiempo transcurrido y la distancia entre el lugar en que se realizaron el desapoderamiento y su incautación constituyan pautas que autoricen, sin más, a desechar su participación en aquel delito.  En relación con la presunta supresión de la numeración de un objeto registrado de acuerdo con la ley, atento si de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde conocer a la justicia en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado cuya chapa identificatoria había sido cambiada. Respecto de la presunta falsedad documental, también corresponde a ese juzgado, que previno, profundizar la investigación en tal sentido y luego, resolver acerca de la competencia, según el carácter de la falsedad - ideológica o material- que pudiera comprobarse.


    C., Ángel y otros - Comisaría 29 Las Grutas s/ Secuestro automotor


    COMP. 568, XXXIX, 11 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Tránsito automotor. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que para otorgar el conocimiento de la causa a la justicia de excepción, resulta necesaria la interrupción efectiva del servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole.  De las escasas constancias agregadas al incidente, no surge que esos extremos se hayan verificado en momento alguno de la movilización  sino que, por el contrario, sólo se habría obstruido el tránsito de vías pertenecientes a la jurisdicción provincial que no reúnen aquella característica. Por lo tanto, corresponde declarar la competencia de la justicia local para continuar con la presente investigación.


    Comisaría Primera de Avellaneda s/ Presunta infracción Artículo 194 del Código Penal


    COMP. 1004, XXXIX, 19 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Economía proesal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá conforme a razones de economía procesal.


    D. C., Diego Eleodoro y otros s/ Estafa


    COMP. 1331, XXXIX, 15 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 


    La consumación del delito de falsificación de instrumento público está constituida por la fabricación del documento, su alteración o supresión, sin que sea necesario para integrar el delito que la pieza falsificada sea efectivamente empleada. En este sentido la falsificación de documento público constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con su contenido.


    D., Carlos Rodrigo s/ Delito contra la administración pública


    COMP. 1162, XXXIX, 23 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Tenencia de armas de guerra. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en los fallos de las Competencias n°1204 L. XXXVI in re "Jara, Ernesto Eduardo s/ Tenencia arma de guerra y resistencia a la autoridad" y n° 915 L. XXXVI in re "Amarilla, Jorge Rafael y otro s/ Infracción artículo 189 bis C.P."


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    D. Enio Washington s/ Ley 20.429 y modificaciones


    COMP. 1285, XXXIX, 23 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial. 


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    D., Héctor Manuel s/ Denuncia robo y privación ilegítima de la libertad


    COMP. 1031, XXXIX, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Falsificación de marca o designación. Competencia provincial. 


    Si el hecho investigado sólo encuadraría en las previsiones de la ley 11.723, corresponde declarar la competencia del magistrado local, sin perjuicio de que si de la investigación por él practicada surge la existencia de conductas constitutivas de delitos federales, decline su conocimiento a favor del fuero de excepción.


    D. Mariano y G. R. María Cecilia s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1187, XXXIX, 23 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Registro de la propiedad automotor. Competencia provincial. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    D. R., Osvaldo Ceferino s/ Infracción artículo 292 Código Penal


    COMP. 1548, XXXIX, 11 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de moneda. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 583, L. XXXVIII, "Núñez, Carlos Alberto s/ su denuncia circulación de moneda falsa en su perjuicio".


    D., Rubén Ernesto y otros s/ Infracción Artículo 282 en función del Artículo 285 y 42 del Código Penal


    COMP. 1317, XXXIX, 10 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 27, L.XXXVIII, "H., María Estela s/ amenazas".


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces. Por aplicación de este principio, el caso se encuentra, en principio, comprendido en las previsiones del artículo 42 bis de la ley 20.429 -según ley 25.086- atento que, dada la falta de municiones, no puede afirmarse que el arma se encontrara en condiciones de uso inmediato.


    D. S., José Luis s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 710, XXXIX, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Hurto de linea telefónica. Competencia federal. 


    Si en el caso existió una efectiva interrupción del servicio público de telecomunicaciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para conocer en las actuaciones.


    D. S., Javier Alejandro s/ Hurto


    COMP. 1585, XXXIX, 17 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Si de las constancias reunidas en la causa no surgen los elementos de juicio suficientes para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva el proceso, cabe concluir el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    E., Bernardo Horacio y otros s/ Averiguación presunta comisión del delito de encubrimiento


    COMP. 1621, XXXIX, 11 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Si de las constancias reunidas en la causa no surgen los elementos de juicio suficientes para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    E. Bernardo y otros s/ Averiguación presunta comisión del delito de encubrimiento


    COMP. 2033, XXXIX, 12 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterios establecido en fallos Competencia n° 1452, XXXVI in re "González Fernández, Ramón s/ Denuncia falsificación” y Competencia n° 540, L. XXXVI in re "Aguirre, Pedro Oscar s/  Infracción ley 25.086".


    Si el juez local no ha desconocido el carácter común del suceso, corresponde declarar su competencia para conocer en el hecho.


    E., Claudio Alejandro s/ Infracción artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 1715, XXXIX, 24 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Robo calificado. Contrabando. Competencia nacional. 


    Aplicación de los fundamentos del fallo de la Competencia n° 359 L. XXXV, "Ayechú, Carlos Bernardo s/ Denuncia".


    F. A., Edison Marcondes s/ Denuncia por robo calificado


    COMP. 1724, XXXIX, 10 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Armas. Hecho único. Competencia provincial. 


    Si además del arma de uso civil, fueron secuestrados proyectiles nueve milímetros, que constituyen munición de guerra de conformidad con lo establecido en los artículos 4 y 5, del decreto n° 395/75 -reglamentario de la ley 20.429- y sus modificatorias, debe considerarse que la tenencia de esos elementos integra un hecho único.


    F., Alberto José s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1244, XXXIX, 03 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de la administración.


    F., Alberto Pedro y otros s/ Estafa


    COMP. 1422, XXXIX, 27 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Concurso de delitos. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.  Asimismo, la Corte ha resuelto que la presunta conexidad que pudiera existir entre unas y otras infracciones no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.


    F., Alfredo Luis y A., Alejandro s/ Presunta infracción Artículo 194 del Código Penal


    COMP. 832, XXXIX, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Con los elementos acumulados en el legajo no han podido establecerse las concretas circunstancias que rodearon e hicieron posible la celebración del contrato, ni tampoco la razón por la que esta firma rehusaría el pago reclamado, a lo que se agrega la dificultad para obtener información de las fotocopias de la documentación anexa a la denuncia, atento que varias de sus piezas resultan ilegibles. Estas precisiones son indispensables para establecer la adecuada calificación legal del hecho, que permita abrir juicio sobre su lugar de su comisión y, consiguientemente, respecto del juez a quien compete investigarlo. En tales condiciones, corresponde al tribunal provincial, que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de una posterior investigación.


    F., Benjamín s/ Denuncia


    COMP. 907, XXXIX, 01 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Coacción. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte que cuando las declaraciones del denunciante sobre el lugar de comisión del hecho son verosímiles y no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre esa base.


    F., Héctor Osvaldo s/ Coacción


    COMP. 1842, XXXIX, 21 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia de armas de guerra. Municiones. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces. El arma y las municiones secuestradas son de las denominadas de guerra, de conformidad con los artículos 4° y 5° del decreto 395/75 -reglamentario de la ley 20.429- y sus modificatorias. En esta inteligencia, corresponde a la justicia común de provincia aunque no haya sido parte en la contienda entender respecto de este hecho, atento que allí se comprobó el delito.


    F., Javier Humberto y otros s/ Competencia


    COMP. 1037, XXXIX, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Concurso ideal. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    F., Juan José s/ Infracción ley 22.362


    COMP. 1338, XXXIX, 08 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. También es doctrina de la Corte que la falsificación de un documento nacional de identidad resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél.


    F., Pablo y otros s/ Infracción al Artículo 296 en función del art. 292 del Código Penal


    COMP. 923, XXXIX, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Aplicación de los fundamentos del dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII "H., María Estela s/ Amenazas".


    F. T., Mauro Matías s/ Tenencia de arma


    COMP. 1521, XXXIX, 19 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    F. S.A. s/ Defraudación


    COMP. 1230, XXXIX, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Delito de incendio. Universidades nacionales. Competencia federal. 


    La  Corte tiene establecido que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar en el perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, su juzgamiento al fuero de excepción, si no se afectaron intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Rosario s/ Sumario infracción artículo 186 del Código Penal


    COMP. 1663, XXXIX, 20 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Apropiación de prenda. Estelionato. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. Sobre la base de estas consideraciones y habida cuenta que, según surge de las escasas constancia del incidente, la presunta conducta delictiva investigada afectaría intereses nacionales, corresponde a la justicia federal entender a su respecto. En relación con el delito de estelionato, en el caso concurriría idealmente con la defraudación prendaria motivo de este incidente, atento que ambas infracciones reconocerían la misma base fáctica. Cuando existe concurso ideal entre un delito común y otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde continuar con la investigación.


    G., Alberto Carlos s/ Denuncia


    COMP. 1336, XXXIX, 31 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 583, L. XXXVIII, "Núñez, Carlos Alberto s/ Su denuncia circulación de moneda falsa en su perjuicio".


    G., Carlos Alberto s/ Presunta infracción artículo 296 Código Penal


    COMP. 1700, XXXIX, 21 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Lesiones agravadas. Amenazas. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    G., Carmelo s/ Lesiones agravadas - Amenazas


    COMP. 1875, XXXIX, 11 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Juzgado de garantías. Competencia prpovincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 550, L. XXXVIII, "Badaloni, Oscar s/ denuncia infracción art. 173, inc. 2°, del Código Penal".


    G., Elsa Raquel s/ Denuncia defraudación


    COMP. 1454, XXXIX, 20 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Armas de guerra. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    G., Ernesto s/ Encubrimiento y tenencia ilegal de arma y munición de guerra


    COMP. 1514, XXXIX, 31 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que ante la multiplicidad de lugares de perpetración del delito, corresponde determinar la jurisdicción competente de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de losimputados, atento que, por otra parte, no puede establecerse el lugar en que se llevaron a cabo las amenazas y la sustracción del teléfono celular.


    G., Fabio s/ Privación ilegal libertad personal


    COMP. 1885, XXXIX, 01 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Falsificación de instrumento público. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél.   Es doctrina de la Corte que el delito de falsificación de instrumento público se consuma cuando se confecciona el documento falso. Por otra parte, en lo relativo al delito previsto en el artículo 172 del Código Penal, tiene resuelto la Corte que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    G., Guido Hugo s/ Homicidio


    COMP. 816, XXXIX, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Administración fraudulenta. Competencia provincial. 


    Según doctrina de la Corte, ya sea que el hecho se subsuma en el inciso 2° o en el inciso 7°, ambos del artículo 173 del Código Penal, para resolver la cuestión planteada, hay que tener en cuenta dónde ocurrieron los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos, considerando tambien las exigencias del principio de economía procesal y una mejor administración de justicia, a los que debe atenderse para discernir la competencia.


    G., Guillermo Pedro s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 1631, XXXIX, 20 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público Inscripción de dominio. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es dotrina de la Corte que corresponde a la justicia federal entender en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional, porque con ello se obstruye el normal desenvolvimiento del citado organismo y el buen servicio de sus empleados. Atento que de las constancias obrantes en el presente incidente no surge que los formularios de transferencia con la certificación notarial de firma falsa, hayan sido presentados ante esa dependencia nacional, corresponde declarar la competencia del magistrado local, que previno.


    G., Hernán en representación del Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires


    COMP. 1225, XXXIX, 03 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida.


    S. S.A. s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 1201, XXXIX, 22 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Extorsión. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Los hechos materia de investigación se encuentran en principio comprendidos en las previsiones del artículo 168 del Código Penal, atento que la coacción tuvo por objeto obligar a la víctima a entregar sumas de dinero, lo que además así habría ocurrido. Al respecto, el perjuicio patrimonial y la ilegitimidad de lo exigido, constituyen los elementos distintivos de este delito, sin que la justicia o injusticia del mal amenazado resulte un aspecto relevante para su configuración.


    G., Joaquina Mercedes s/ Denuncia amenazas


    COMP. 974, XXXIX, 16 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Retenciones salariales. Competencia federal. 


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.  Por otra parte, las constancias agregadas al incidente resultan insuficientes a fin de lograr una conclusión definitiva acerca de la competencia en razón del territorio, en tanto no se ha determinado dónde se producirían las retenciones, ni en qué lugar usualmente ellas se integraban.


    G., Luis Héctor s/ Denuncia


    COMP. 154, XXXIX, 10 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII "H., María Estela s/ amenazas".


    G., Mario Julián s/ Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1557, XXXIX, 03 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ amenazas".


    Tiene resuelto la Corte que las infracciones al articulo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria.


    G., Pablo Abel y otros s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. 1051, XXXIX, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Concurso ideal. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    G., Pablo Sebastián s/ Infracción ley 11.723


    COMP. 1340, XXXIX, 08 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 550, L. XXXVIII "Badaloni, Oscar s/ Denuncia infracción art. 173, inciso 2°, del Código Penal".


    G., Rubén Carlos A. s/ Denuncia artículo 172 Código Penal


    COMP. 516, XXXIX, 20 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Causas excluidas de la competencia federal. Competencia de instrucción. 


    Toda vez que de las constancias del incidente no se advierte que las presuntas irregularidades descriptas en la denuncia hayan producido un perjuicio directo a las rentas de la Nación o corrompido el buen servicio de sus empleados, como para provocar la intervención del fuero de excepción, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional de instrucción de la Capital Federal para entender en esta causa, aunque no haya sido parte en la contienda, atento que fue en esta ciudad donde tuvieron lugar los hechos motivo de investigación.


    G., Sara y otros s/ Defraudación contra la administración pública


    COMP. 911, XXXIX, 18 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia del tribunal de casación. 


    De conformidad con lo establecido por la Corte en la Comp. n° 93, L. XXVI, "Bilardo, Carlos s/ infracción ley 23.771", la presente contienda debe ser dirimida por la Cámara Nacional de Casación Penal.


    Grupo B. V. Argentina y otro s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 1397, XXXIX, 21 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Habeas corpus preventivo. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la índole renunciable del fuero federal por razón de las personas obliga a pronunciarse a favor del ordinario, siempre que subsistan dudas en torno a los recaudos condicionantes del excepcional, cuya prueba ha de examinarse restrictamente, en congruencia con el principio de interpretación restrictiva de toda excepción legal.


    H., Cristian Carlos Eduardo s/ Habeas corpus


    COMP. 1973, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeracion de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Respecto de la adulteración de los números de motor y chasis, es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge donde se cometió la infracción, también corresponde al tribunal provincial conocer a su respecto, y además deberá profundizar la investigación acerca de la posible falsedad de la cédula de identificación del automotor secuestrada, sin perjuicio de resolver luego lo que corresponda acerca de la competencia según lo que surja del trámite ulterior.


    H., Héctor Fabián y V., Damián Alejandro s/ Encubrimiento


    COMP. 884, XXXIX, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Hurto. Buques pesqueros. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que no basta la sóla circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. Asimismo, tiene resuelto el máximo tribunal que la jurisdicción federal sobre ríos navegables surge en la medida en que resulte lesionado o se ponga en peligro la seguridad del tráfico fluvial .


    H., Jorge César s/ Denuncia por hurto a bordo buque pesquero "A. B. J."


    COMP. 1573, XXXIX, 16 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Competencia provincial. 


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida. Al respecto, cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de ser exigida la restitución.


    H., Sergio Casimiro s/ Defraudaciones


    COMP. 1415, XXXIX, 14 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En lo relativo al posible encubrimiento, si los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para calificar, con el grado de certeza requerida, el delito que habría cometido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación del imputado respecto del delito presuntamente encubierto.


    I., Carlos Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 1836, XXXIX, 24 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas".


    I., Julio César y otro s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. 1681, XXXIX, 24 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    No es posible para la Corte ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los hechos que motivaron esta causa, ni su presunta calificación legal. Por lo tanto, corresponde al juzgado provincial, que previno, continuar investigando en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    I., María Ester s/ Encubrimiento y hallazgo de automotor Fiat Uno


    COMP. 982, XXXIX, 18 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Ello es así pues, de las constancias reunidas hasta este momento, no surgen los elementos de juicio suficientes para determinar el juez que en definitiva deberá conocer de este hecho. En este sentido, no se ha determinado dónde se ha producido el desapoderamiento del camión, lo que resulta imprescindible a fin de fijar la competencia territorial.


    Incidente de competencia por hallazgo de automotor


    COMP. 765, XXXIX, 11 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que ya sea que el hecho se subsuma en el inciso 2° o en el inciso 7°, ambos del artículo 173 del Código Penal, para resolver la cuestión planteada, hay que tener en cuenta dónde tuvieron lugar los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos. También es oportuno recordar, que es doctrina de la Corte que las cartas documento, a las que hace mención el juez nacional en su declinatoria, no pueden ser consideradas sin más como prueba del lugar de rendición de cuentas, pues sólo exteriorizarían la pretensión de los denunciantes sobre ese punto.


    Julio A. U. Sociedad de hecho y otros por administración fraudulenta


    COMP. 932, XXXIX, 11 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 27, L. XXXVIII "H., María Estela s/ amenazas".


    L., Javier Hernán y A., Sergio Ramón


    COMP. 1284, XXXIX, 31 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia de instrucción. 


    Resultan competentes para conocer en los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del tribunal que conocerá deberá hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    L., Jorge Alberto y otro s/ Robo calificado


    COMP. 1335, XXXIX, 20 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Portación ilegítima de armas. Competencia nacional. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. N° 542, L.XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal".


    L., José Sebastián s/ Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1704, XXXIX, 21 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de marca o designación. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L. R. s/ Infracción Leyes 11.723 y 22.362


    COMP. 1622, XXXIX, 17 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Si los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza requerido, la conducta en que habría incurrido el procesado, corresponde que el juzgado que previno profundice la investigación respecto de la sustracción del vehículo a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    L., Walter Julio s/ Supuesto encubrimiento


    COMP. 1309, XXXIX, 05 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia nacional. 


    La necesidad de asegurar un temperamento coherente en relación con la competencia de acuerdo con el lugar de comisión de los hechos que, además, respete los principios de economía procesal y buena administración de justicia, resultan suficientes para asignar a la justicia nacional el conocimiento del hecho que motivó esta contienda. Ello claro está, sin perjuicio de la aplicación de las reglas de conexión previstas en los artículos 41 y 42 del Código Procesal Penal de la Nación que, en virtud de la insuficiencia de elementos, no resultan de posible determinación en esta instancia.


    La P. A. S.A. s/ Estafa


    COMP. 1108, XXXIX, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Recurso de apelación (procesal). Devolución del expediente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que, si se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta por la defensa, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido, más aún cuando la alzada provincial no podría pronunciarse sobre cuestiones resueltas por un magistrado de otro fuero.


    M. C., Fernando Daniel y C. R., Adrián Jesús s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. 1149, XXXIX, 20 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte mas conveniente desde el punto de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    M., Jorge s/ Delito de acción pública


    COMP. 628, XXXIX, 03 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Tenencia ilegítima de armas. Competencia nacional. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia provincial,. 


    Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L. XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal".


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    M., Devora Natalia y otros s/ Delito de acción pública


    COMP. 1216, XXXIX, 23 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Responsabilidad profesional. Violación al deber de cuidado. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Competencia n° 36, L. XXXIX, “Reina, Franco Nicolás s/ Incidente de competencia”.


    En el caso de delitos culposos, las características del delito determinan que deba conocer el juez con jurisdicción en el lugar donde se habrían omitido los deberes de cuidado cuando son justamente esos presuntos descuidos los que han de resultar materia de análisis frente al resultado comprobado.


    M., E. P. s/ Suicidio


    COMP. 1079, XXXIX, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Falsificación de marca o designación. Competencia federal. 


    Aplicación del criterio establecido en los fallos de las Competencias n° 713, L.XXXIX in re "Malandra, Javier Gustavo s/ Infracción Ley 11.723" y n° 1083. L.XXXIX in re "Ditullio, Roberto Oscar s/ Artículo 31 inciso “d” de la ley 22.362”.


    Es doctrina de la Corte, que corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    M., Gabriela s/ Denuncia


    COMP. 1218, XXXIX, 21 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Por otro lado, cabe recordar que la Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional , razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    M., Jorge Humberto s/ Encubrimiento


    COMP. 1541, XXXIX, 03 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acopio de municiones. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que as cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. Atento la cantidad y características de las municiones secuestradas, así como también las circunstancias que rodearon al hecho objeto de análisis, no se advierte que, en principio, se trate en el caso del delito de acopio. Por lo tanto, teniendo en consideración que algunas de las municiones secuestradas se hallan comprendidas entre las denominadas de guerra, de conformidad con lo establecido en los artículos 4 y 5 del decreto 395175 -reglamentario de la ley 20.429 y sus modificaciones-, resulta competente la justicia provincial.


    M., José s/ Acopio de munición de guerra


    COMP. 1731, XXXIX, 09 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII "H., María Estela s/ Amenazas".


    M. M., Cristian Bernardo s/ Ley 25.086


    COMP. 2008, XXXIX, 09 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Superior Tribunal de la Causa. Competencia en lo penal económico. 


    Si la contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada entre dos tribunales nacionales, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la misma debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en la incidencia.


    M., Marcelo s/ Denuncia de robo


    COMP. 915, XXXIX, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ amenazas".


    M., Miguel y otro s/ Infracción Ley 25.086 s/ Competencia


    COMP. 1243, XXXVIII, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Retención indebida. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. Asimismo, también tiene resuelto la Corte que cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse al domicilio del deudor según lo dispuesto por el artículo 747, in fine, del Código Civil.


    M., Vera Minervino E. s/ Estafa


    COMP. 1417, XXXIX, 31 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia, que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. La Corte tiene establecido que, si no resulta con absoluta nitidez que los imputados por encubrimiento han sido ajenos a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    M., José Anibal s/ Encubrimiento


    COMP. 2005, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Supresión y suposición de estado civil. Competencia provincial. Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


    Tiene establecido la Corte, que el delito de supresión de estado civil es distinguible de aquel otro que se habría cometido al lograrse la expedición de documentos falsos destinados a acreditar la identidad de las personas. También tiene resuelto el Tribunal, que tratándose de delitos de supresión de estado civil en concurso ideal con la falsificación del acta de nacimiento y de falsedad ideológica de documento público, y al haberse suscitado la contienda de competencia entre un juzgado federal y otro provincial, corresponde, respectivamente, la intervención de ambos; el provincial en relación con el primero de esos hechos, y el federal respecto de la falsedad ideológica de los documentos públicos destinados a acreditar la identidad de las personas, por su carácter nacional.


    N., E. y otros s/ Infracción artículo 139 bis y 292 Código Penal


    COMP. 1495, XXXIX, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria el lugar en que se habría producido el hecho.


    Ñ. Z., Vicente s/ Robo


    COMP. 1036, XXXIX, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Líneas ferroviarias. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    N.N. s/ Robo. Damnificado H., Walter Darío


    COMP. 945, XXXIX, 11 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Contrabando. Competencia en lo penal económico. 


    Si uno de los jueces en conflicto cita jurisprudencia de la Corte, el otro debe ponderarla, y no limitarse, sin aportar nuevos elementos de juicio, a elevar las actuaciones.  Corresponde, si la Corte así lo estima adecuado, hacer notar al magistrado que procedimientos similares al que originó la presente incidencia provocan un perjuicio a la buena administración de justicia y deben ser evitados en el futuro.


    N.N. s/ Infracción Ley 22.415


    COMP. 1030, XXXIX, 08 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Robo con armas. Privación ilegal de la libertad. Juez previniente. 


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    N.N. s/ Robo con armas damnificado: C., Germán Diego


    COMP. 1291, XXXIX, 30 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Lugar del hecho. Falsificación de instrumento privado. Concurso ideal. Competencia nacional. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla.


    N.N. s/ Defraudación


    COMP. 1478, XXXIX, 22 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Licencia de conducir. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que si no se puede acreditar donde fue creado el instrumento público falso, ha de estarse al lugar en que fue usado.


    O., Carlos Héctor s/ Falsificación documentos públicos


    COMP. 1710, XXXIX, 24 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Falsificación de marca o designación. Competencia federal. 


    Aplicación del criterio establecido en los fallos de las Competencias N°  713, L.XXXIX in re "Malandra, Javier Gustavo s/ Infracción ley 11. 723" y N° 1083. L.XXXIX in re "Ditullio, Roberto Oscar s/ Artículo 31 inciso d de la ley 22.362".


    Si el material secuestrado presentaba etiquetas que eran copia de las originales, corresponde al juez federal conocer en las presentes actuaciones.


    O., Gabriela y otros s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1720, XXXIX, 01 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto.


    O., Gastón Fernando s/ Encubrimiento


    COMP. 1200, XXXIX, 23 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. Competencia de instrucción. 


    La presente contienda se encuentra mal planteada, pues el debate entre los magistrados que intervinieron en ella carece de congruencia, atento que el juzgado local rechazó el conocimiento de la causa con base en que aún no se había resuelto una incidencia anterior promovida por esa jurisdicción a favor de la aquí declinante, sin que el juez nacional se hiciera cargo de ese argumento. En tales condiciones, corresponde devolver las actuaciones al juzgado nacional de instrucción, el que deberá seguir interviniendo en ella hasta tanto se subsane el defecto antes señalado.


    P., Alejandro s/ Estafa


    COMP. 981, XXXIX, 05 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Pagaré. Falsificación de documentos. Estafa procesal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual, si lo vinculado a la presunta falsificación del documento cuya presentación constituiría estafa procesal, concurre formalmente con este último delito, ambas infracciones deben ser investigadas en el lugar donde fue presentado el pagaré.


    P., Alejandro Eduardo y otro s/ Defraudación


    COMP. 1186, XXXIX, 01 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Juez previniente, Competencia nacional. 


    Si el delito a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. A la luz de ese principio, es también la justicia nacional la que debe continuar con la presente investigación, en tanto ha sido la que previno, instruyó el sumario durante aproximadamente dos años, y ante la cual acudió la denunciante a hacer valer sus derechos.


    P., Ángel Alberto s/ Estafa


    COMP. 756, XXXIX, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Municiones. Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan los jueces en conflicto.


    P., Antonio Walter Armando s/ Infracción Artículo 5, inciso c), de la Ley 23.737


    COMP. 970, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Falsificación de instrumento público. Lugar del hecho. Competencia nacional. Alquileres. Haber jubilatorio. Competencia provincial. 


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales. En lo vinculado al manejo del dinero proveniente de los haberes jubilatorios y la locación de dependencias de la casa de la denunciante, resulta oportuno recordar que, según doctrina de la Corte, ya sea que el hecho se subsuma en el inciso 2° o en el inciso 7°, ambos del artículo 173 del Código Penal, para resolver la cuestión planteada, hay que tener en cuenta dónde tuvieron lugar los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.


    P., Cecilia Raquel s/ Estafa


    COMP. 1273, XXXIX, 10 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Portación de armas. Privación ilegal de la libertad. Competencia nacional. 


    La Corte tiene resuleto que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    P., Eduardo s/ Denuncia robo con armas


    COMP. 1627, XXXIX, 12 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Atentado y resistencia a la autoridad. Competencia federal. 


    Si mediante la conducta que se le atribuye, el imputado habría obstruido el normal desarrollo de un procedimiento vinculado a la investigación de un delito de competencia federal, corresponde a la justicia de excepción conocer a su respecto.


    P., Gabriel Sergio s/ Artículo 238 del Código Penal


    COMP. 1960, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Cigarrillos. Certificado de importación. Código aduanero. Competencia en lo penal económico. 


    Al carecer los artículos importados del estampillado de importación, corresponde a la justicia en lo penal económico aumque no haya sido parte en la contienda conocer acerca de la presunta infracción al Código Aduanero, sin perjuicio de la intervención que ese fuero nacional pudiera dar a la autoridad aduanera si estimare que deben aplicarse las reglas jurisdiccionales o de procedimientos.


    P., Héctor Eliazer s/ Contrabando e infracción Artículo 189 del Código Penal


    COMP. 966, XXXIX, 12 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Armas. Competencia de paz. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. n° 542, L.XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/robo calificado".


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    P., Héctor Mario s/ Infracción Artículo 43 incisos A, B Ley 8.031 s/ Incidente de competencia


    COMP. 1024, XXXIX, 24 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Competencia correccional. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. n° 542, L,XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/robo calificado" (Fallos: 323 :3289).


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces. El caso se encuentra comprendido en las previsiones del artículo 42 bis de la ley 20.429 -según ley 25.086- atento que, dada la falta de municiones, no puede afirmarse que el arma se encontrara en condiciones de uso inmediato.


    P. L., Horacio s/ Ley 20.429 y modificatorias


    COMP. 1484, XXXIX, 31 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Registro de la propiedad automotor. Competencia federal. 


    Corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    P., Marta Susana s/ Denuncia hurto de automotor


    COMP. 1413, XXXIX, 20 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Inscripción de dominio. Registro de la propiedad automotor. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    P., Miguel Ángel s/ Denuncia


    COMP. 646, XXXIX, 10 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Si a partir de las constancias del incidente no es posible estabIecer dónde se habría confeccionado el instrumento presuntamente falsificado, corresponde a la justicia del lugar donde se descubrió la falsificación, continuar conociendo en la causa.


    P., Omar Hugo s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 1530, XXXIX, 03 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Registro de la propiedad automotor. Competencia federal. 


    La presentación del formulario ideológicamente falso ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación. En este sentido, la Corte ha resuelto que cabe concluir que se ha pretendido esa obstrucción cuando el documento presuntamente falso, forma parte del legajo correspondiente al vehículo.


    P. R. S.A. s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP. 1084, XXXIX, 22 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


    Al resultar de la declaración prestada por la inspectora de la ANSES, que los poderes adulterados habrían sido presentados a la institución, sin perjuicio de que tal accionar no alcanzó a afectar el patrimonio de la Nación, tuvo entidad suficiente para afectar o corromper el buen servicio que tiene a su cargo un organismo nacional.


    A., Jorge Pascual s/ Denuncia falsificación de firma


    COMP. 167, XXXIX, 21 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Resolución PGN 72/02.


    En los casos de presunta infracción a la ley 24.051, la competencia del fuero federal sólo se justifica en los casos en los que se hubieren comprobado los supuestos de excepción contemplados por el artículo 1°. Si de la lectura de las constancias del legajo no surge que se corrobore en el caso alguno de esos extremos habilitadores de la excepcional intervención de la justicia nacional, corresponde intervenir a la justicia local.


    A., Omar Eduardo s/ Denuncia


    COMP. 240, XXXIX, 14 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII "H., María Estela s/ Amenazas".


    Q., Claudio Ramón y C., Jorge Gabriel s/ Privación ilegítima de la libertad


    COMP. 1991, XXXIX, 19 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N°27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal conocer en esta causa.


    R., Carlos Daniel s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 1140, XXXIX, 19 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Incumplimiento de resolución judicial. Competencia provincial. 


    Debe atribuirse la competencia a la justicia provincial por el delito de desobediencia, cuando la orden incumplida es emitida por un juez local.


    R. de Á., Marta s/ Denuncia


    COMP. 1586, XXXIX, 03 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Si el conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, corresponde que el juzgado que previno incorpore los elementos necesarios para darle precisión a la notitia criminis, y resuelva, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    R., Fabián Daniel s/ Falsificación o adulteración de numeración registral


    COMP. 1713, XXXIX, 21 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos en alguna figura determinada con el grado de certeza requerida, y de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    R., Gloria Rosa y otros s/ Estafa


    COMP. 1968, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la causa Competencia n° 869, L. XXXVI in re "Ponce, BIas Ceferino s/ Artículo 42 bis ley 20.429 ref ley 25.086 y 189 bis Código Penal".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    R., Hermenegildo s/ Infracción artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 1563, XXXIX, 10 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas".


    R., Jesús Eduardo s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 1967, XXXIX, 17 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Masa concursal. Domicilio legal. Juazgado de garantías. Competencia provincial. 


    Los hechos que dieron origen a estas actuaciones, de constituir delito, configurarían la infracción prevista y reprimida en el artículo 176 del Código Penal. En efecto, de existir tal como fueron denunciados por el síndico, los sucesos habrían provocado una disminución fraudulenta de la masa concursal que perjudicaría a los acreedores. Sentado ello, y habida cuenta que, conforme lo manifiestan el síndico, el fiscal y juez nacional tanto el domicilio legal, como la sede de la administración, se encontraría en territorio bonaerense, sin que esa circunstancia haya sido cuestionada por el magistrado local, corresponde declarar la competencia del Juzgado de Garantías para conocer en estas actuaciones.


    R., Luciano s/ Denuncia por defraudación por desbaratamiento


    COMP. 872, XXXIX, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Homicidio culposo. Lesiones culposas. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte que si la cámara de apelaciones intervino en la declinatoria, es este tribunal el que tiene que resolver sobre su insistencia. Sin embargo, también ha resuelto que la forma defectuosa en que se ha planteado la contienda no obsta su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, como la que concurren en el presente caso, autorizan a prescindir de ese reparo formal.


    R., Marcelo Oscar s/ Homicidio culposo y lesiones culposas


    COMP. 1516, XXXIX, 07 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia de armas de guerra. Competencia federal. 


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la causa  competencia n° 540, L.XXXVI in re "Aguirre, Pedro Oscar s/ Infracción ley 25.086".


    La Corte tiene establecido que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    R., Matías y C., Osvaldo Raúl s/ Portación ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1227, XXXIX, 22 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Domicilio del banco. Domicilio del girado. Competencia nacional. 


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica, en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. Corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    B., Carlos y R., Claudio Adolfo s/ Estafa


    COMP. 336, XXXIX, 16 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. En este sentido, si en atención a la cantidad y características de las municiones secuestradas, así como también a las circunstancias que rodearon al hecho objeto de análisis, no se advierte que, en principio, se trate en el caso del delito de acopio, corresponde atribuir la competencia a la justicia provincial.


    R., Raúl Gastón s/ Tenencia de arma


    COMP. 1672, XXXIX, 21 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Uso de documento falso. Cheque. Competencia provincial. 


    Según doctrina de la Corte, la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de maniobras que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación, lo que hasta ahora no se aprecia en el caso que, en principio, tendría origen en relaciones comerciales entabladas entre particulares.


    R., Rubén Darío s/ Uso de documento falso


    COMP. 1257, XXXIX, 15 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. 


    La Corte tiene establecido que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia, que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede en el caso, pues la magistrado local sostuvo que debía intervenir otro tribunal de su misma provincia. En tales condiciones, corresponde que el juzgado de garantías quesiga conociendo en la causa, sin perjuicio de que si éste considera que su investigación corresponde a otro juez bonaerense, se la remita de conformidad con las normas de derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    S., Alfredo Salvador s/ Estafa


    COMP. 986, XXXIX, 05 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas".


    S., Alicia s/ Denuncia


    COMP. 950, XXXIX, 17 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan los jueces en conflicto. Por aplicación de este principio, y teniendo en cuenta que, las municiones calibre veintidós secuestradas tenían su punta perforada, este hecho resulta comprendido tanto por las previsiones del último apartado del artículo 189 bis del Código Penal, como por lo establecido por el artículo 42 bis de la ley 20.429.


    S., Armando Félix s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 1056, XXXIX, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en la sustracción.


    S., Gabriel Omar s/ Encubrimiento


    COMP. 1376, XXXIX, 24 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Competencia federal. Ejercicio ilegal de la medicina. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación el criterio de la Corte según el cual, cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal, de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. En tales condiciones, y habida cuenta que el magistrado federal ha afirmado la existencia de sustancias psicotrópicas en la medicación suministrada por el imputado a los pacientes, corresponde declarar si competencia para conocer de la posible infracción al artículo 5 inciso e) de la ley 23.737, mientras que el juzgado local, deberá continuar entendiendo del delito de ejercicio ilegal de la medicina, de carácter común.


    S., Héctor Eduardo s/ Denuncia


    COMP. 949, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    S., Hernán Pablo s/ Encubrimiento


    COMP. 1851, XXXIX, 21 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Estafa. Cédula verde. Registro de la propiedad automotor. Competencia provincial. 


    No es competente la justicia de excepción para conocer en relación con la falsificación de certificados de verificación técnica de vehículos si no surge, que se haya presentado en alguna institución nacional. También corresponde a la justicia local conocer respecto de la presunta estafa de la que hubiera sido víctima el denunciante, atento que resulta escindible de la falsificación de los documentos públicos utilizados para su consumación.


    S., Jorge Claudio s/ Su denuncia por infracción artículo 292 del Código Penal


    COMP. 1634, XXXIX, 14 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Lesiones culposas. Afectación del funcionamiento de los servicios públicos. Competencia federal. 


    Si como consecuencia del hecho se produjo una efectiva interrupción del tráfico ferroviario, corresponde a la justicia federal proseguir con el trámite de las actuaciones.


    Juan Adalberto S. s/ Lesiones culposas


    COMP. 1981, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Código aeronáutico. Delitos contra la propiedad. Cuestión de derecho común. Competencia provincial. 


    De acuerdo a lo establecido en el artículo 198 del Código Aeronáutico, solo provocan la intervención de la justicia federal aquellos delitos que puedan afectar directamente la navegación o el comercio aéreos. También tiene resuelto la Corte que no basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. Atento que en la causa se investiga un delito contra la propiedad y, que de las constancias del incidente no surge que se haya visto afectada la aeronavegación, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en esta causa.


    S, Miguel Alejandro s/ Su denuncia


    COMP. 993, XXXIX, 18 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Afectación del funcionamiento de los servicios públicos. Telecomunicaciones. Competencia federal. 


    Si de las constancias de la causa surge que existió una efectiva obstrucción del servicio público de telecomunicaciones, sin perjuicio de la calificación que en definitiva se adopte, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para conocer en esta causa.


    T. de A. S.A. s/ Denuncia infracción artículo 197 del Código Penal


    COMP. 2007, XXXIX, 17 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Competencia provincial. 


    Si el juez provincial no cuestionó la competencia ordinaria, a él corresponde continuar conociendo en la causa, sin perjuicio, claro está, de que si este magistrado entiende que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    T. y otros s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. 1637, XXXIX, 19 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Fraude a la Administración Pública. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La Corte tiene establecido que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.


    U., María Concepción s/ Estafa - Defraudación contra la administración pública


    COMP. 987, XXXIX, 19 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Si el caso no se halla precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos, "prima facie", en alguna figura penal, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    U.T.E.V.I. s/ Estafa


    COMP. 1597, XXXIX, 11 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que según doctrina de la Corte, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de los antecedentes obrantes en el incidente surge que el certificado presuntamente apócrifo fue presentado -con motivo de la celebración de la operación de compra venta del automóvil- en provincia, corresponde al juzgado local conocer en esta causa.


    V., Genaro Carmelo s/ Defraudación


    COMP. 1089, XXXIX, 20 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe en el caso una concreta contienda negativa de competencia -que presupone que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa - toda vez que el juez provincial no cuestionó la competencia ordinaria.


    V., Norma Elizabeth s/ Comercialización de estupefacientes


    COMP. 1564, XXXIX, 07 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Si a partir de las escasas constancias reunidas en el expediente, no resulta posible calificar con razonable certidumbre el hecho que motiva la causa, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    V., Pedro Roberto s/ Estafa


    COMP. 1652, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia provincial,. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. La totalidad de las armas y municiones fueron secuestradas en el mismo allanamiento, circunstancia que autoriza a considerar que habría existido una unidad fáctica caracterizada por la tenencia o portación prohibida de los diversos objetos descriptos en el artículo 189 bis del Código Penal, sin que dicha situación tenga por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas.


    Y., Octavio Víctor s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 898, XXXIX, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia provincial,. 


    Ante la posible comisión del delito de encubrimiento, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido respecto del delito presuntamente encubierto, sin que el tiempo transcurrido entre el delito principal y la incautación de la mercadería presuntamente sustraída constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél.


    Z., Rubén Amadeo s/ Averiguación ilícito


    COMP. 2004, XXXIX, 16 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    A partir de la investigación realizada hasta el momento, no es posible determinar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la veracidad de los hechos denunciados, los cuales de ser reales, impedirían afirmar la posibilidad de una estafa a la compañía de seguros. Por ello, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción profundizar la investigación con los nuevos elementos recabados con motivo del secuestro del camión. Si resultara falsa la denuncia, correspondería igualmente a ese juzgado conocer a su respecto, sin perjuicio de la decisión que, acerca de la competencia, pudiera adoptar en relación con la estafa de seguro.


    Actuaciones remitidas por el Juzgado Correccional n° 1 de Villa Mercedes, San Luis s/ Presunta falsa denuncia en concurso ideal con tentativa de estafa


    COMP. 1766, XXXVII, 04 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Competencia provincial. 


    Si de las constancias de la causa no surge que el material secuestrado carezca de autenticidad en sus sellos o marcas, el hecho en cuestión sólo quedaría aprehendido en las previsiones de la ley 11.723, cuyo conocimiento corresponde a la justicia local.


    B., Sergio Daniel s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 914, XXXIX, 03 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Consumación del delito. Competencia provincial. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    S., Carlos Fabián s/ Denuncia robo con armas


    COMP. 929, XXXIX, 07 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Malversación de caudales públicos. Competencia provincial. 


    Si la actividad jurisdiccional fue instada con el objeto de determinar la presunta ilicitud de la conducta desplegada por quien fue designado como depositario judicial de un vehículo y surgiera de las constancias del legajo que la orden de secuestro del bien fue impartida por la justicia de determinada localidad, que el depositario judicial fue instituido en tal carácter en aquella sede y constituyó domicilio en ese ámbito, es al magistrado con jurisdicción en la misma al que corresponde asignar competencia.


    C., Gustavo s/ Infracción Ley 12.962 (Artículo 44)


    COMP. 335, XXXIX, 15 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Protección de la flora y fauna silvestre. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la ley de protección y conservación de la fauna silvestre N° 22.421, en materia de delitos, no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión.


    C., Hugo Eduardo s/ Denuncia infracción Ley 22.421


    C. 423, XXXIX, 15 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Falso testimonio. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1035, XXXVIII, “H., Norma s/ Falso testimonio”.


    C., María Cristina s/ Falso testimonio


    COMP. 237, XXXIX, 24 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Bancos. Domicilio del girado. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita, se la atribuyan recíprocamente. Habida cuenta que el magistrado provincial no cuestiona la calificación legal de los hechos adoptada por el declinante , ni su competencia material para juzgarlos, sino que, solamente, se limita a rechazarla por que no se habría determinado el lugar donde se desarrollaron, corresponde a este último, en cuya jurisdicción territorial se encuentran las entidades bancarias giradas evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6 de la ley 24.452.


    Cooperativa de vivienda crédito y consumo R. s/ Infracción Artículo 302


    COMP. 408, XXXIX, 25 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Falsificación de documentos. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal. Tiene resuelto la Corte que para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, resulta competente el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, si no es posible establecer dónde fue creado, debe estarse al lugar en que fue usado o se comprobó la existencia del delito. Con relación a las infracciones vinculadas con maniobras relativas a la identificación de automotores -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal-, la Corte tiene decidido que carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal desenvolvimiento; y que cuando no es posible establecer el lugar donde las patentes fueron cambiadas, corresponde atribuir competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.


    D., Marcelo Mariano s/ Encubrimiento


    COMP. 1258, XXXVIII, 15 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Las infracciones vinculadas con maniobras relativas a la identificación de automotores -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal- carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal desenvolvimiento. Corresponde asignar competencia al juzgado provincial para continuar con el trámite de la causa en la que se originó este incidente.


    D. P., Juan Alberto s/ Infracción Artículo 292 y 196 Código Penal


    COMP. 332, XXXIX, 24 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondo. Domicilio del girado. Bancos. Competencia provincial. 


    En los supuestos en que la fecha del cheque resulte postdatada, la acción del imputado no debe ser encuadrada, en un principio, en el delito del art. 172 del Código Penal sino en el art. 302 del mismo, por lo que no corresponde declarar competente al juez del lugar en que se habría realizado la operación, sino al magistrado con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    E., Gabriel s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 346, XXXIX, 21 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1062, L. XXXVIII, “Gendarmería Nacional s/ Averiguación infracción Ley 24.051”.


    Empresa Pan American Fueguina s/ Averiguación infracción Ley 24.051


    COMP. 325, XXXIX, 24 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    F., Sebastián Ernesto s/ Encubrimiento


    COMP. 306, XXXIX, 15 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Retención indebida. Domicilio del deudor. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La defraudación por retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. En el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales, la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor.


    G. S., Luis H. s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 345, XXXIX, 21 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. Competencia provincial. 


    La competencia, en todos los casos, depende exclusivamente del carácter de la disposición legal y el Congreso no puede alterar ese principio por vía de reglamentación. Así lo ha establecido el Tribunal en reiteradas ocasiones al sostener que el presupuesto necesario para la procedencia del fuero de excepción, estriba en que el derecho que se pretende hacer valer esté directa e inmediatamente fundado en un artículo de la Constitución Nacional, de una ley federal, o de un tratado. Esa doctrina, es complementada, por numerosos precedentes de la Corte según los cuales, la intervención de la justicia federal en las provincias se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. Debe tenerse en cuenta, que la legislación, no ha restringido la aplicación de la figura en análisis en torno a determinados delitos primarios sino que, por el contrario, cualquier infracción del Código Penal o de sus leyes represivas especiales puede ser considerada a los efectos de su configuración típica. Así, el lavado de activos de origen delictivo ha sido legislado como una forma especial de encubrimiento, y no con carácter autónomo. Incluso, se lo ha incorporado dentro de los delitos contra la administración pública y, más específicamente, en los que entorpecen la acción de la justicia.  Resulta claro, que los legisladores no pretendieron reservar el juzgamiento del delito previsto y reprimido en el artículo 278 del Código Penal, al fuero de excepción pues, en ese caso, lo hubiesen dispuesto expresamente. Tampoco, que haya sido intención del Poder Ejecutivo Nacional excluir a las jurisdicciones provinciales del conocimiento de aquella infracción, sino que, por el contrario, la  observación que realizó a través del artículo 8°, del decreto 370/2000, se fundó precisamente en el debido respeto a los poderes reservados por la Constitución Nacional a las provincias. Lo expuesto, conduce a descartar que la ley 25.246 se trate de una norma nacional en los términos del artículo 116 de la Constitución Nacional y del artículo 2°, inciso 1°, de la ley 48, ya que no resulta de aquellas dictadas por el Congreso Nacional en el ejercicio de las facultades expresamente delegadas por las provincias y conferidas, en razón de ello, por el artículo 75 de esa Norma Fundamental, con la reserva de su inciso 12°.


    Fiscal Federal "ad hoc" Alejandro Daniel Franco s/ Requiere diligencias


    COMP. 142, XXXIX, 15 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Falso testimonio. Tribunal de alzada. Cámara nacional de apelaciones. 


    Cuando la contienda negativa de competencia se traba entre dos jueces nacionales de primera instancia, corresponde que sea dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido la causa.


    H., Norma s/ Falso testimonio


    COMP. 581, XXXIX, 24 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Ardid. Lugar del hecho. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Si de las probanzas agregadas al incidente se vislumbra "prima facie" la presunta comisión del delito de estafa, y  tanto el ardid y la disposición patrimonial perjudicial, típicos de esa figura, habrían tenido lugar en determinada localidad, corresponde al magistrado con jurisdicción en la misma continuar con el trámite de la causa.


    M., Rodolfo Eduardo y M., Mariana s/ Denuncia estafa


    COMP. 360, XXXIX, 24 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Seguridad pública. Competencia federal. 


    Si bien normalmente este tipo de ilícitos actualmente obedece a motivos estrictamente particulares -la percepción, por parte de delincuentes comunes, de una suma de dinero a cambio de la promesa de liberar con vida al rehén- si se configura el otro supuesto que asigna carácter federal a la competencia de los tribunales que deben investigarlos, cual es la afectación a la seguridad del Estado. Y ello ocurre, más allá de los parámetros ceñidos al estudio de cada caso.  El concepto "seguridad del Estado", entendido en el marco de la subsistencia de las instituciones que lo gobiernan, incluye, además, la preservación de aquellas condiciones que hacen a la convivencia pacífica de sus integrantes, como es el pleno resguardo de sus garantías individuales, entre las cuales la libertad personal -que es el bien que se ve amenazado primordialmente por esta modalidad delictiva además de la propiedad y que pone en riesgo la incolumidad psicofísica de la víctima y sus parientes- es una de las más eminentes. Aun cuando los valores directamente tutelados por la ley penal al reprimir esta forma de delincuencia, sean, la libertad y la propiedad, es la misma seguridad del Estado nacional la que se ve afectada frente a cada nuevo caso que se perpetra en el territorio de la República. Los legisladores coinciden en que frente al auge de este delito es necesario que el Estado garantice la seguridad de los ciudadanos. A partir de estas consideraciones, y más allá de las particularidades del caso, en virtud de la alarma e inseguridad colectiva que genera este tipo de delitos en la sociedad por su reiteración y peligrosidad, la conducta denunciada significa un riesgo para la seguridad del Estado nacional, que éste debe custodiar por ser inherente a su existencia.


    P., Antonio Sebastián s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 959, XXXIX, 18 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, cuando no es posible establecer el lugar donde se cometió la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde atribuir competencia al juez con jurisdicción en el lugar en que se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    N., Omar Ramón s/ Infracción Artículo 289 del Código Penal


    COMP. 433, XXXIX, 21 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Coacción. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Tiene dicho la Corte que cualquiera que sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en el que aparecen cometidos, en tanto la distribución de competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    P. K., Nelson y otros s/ Coacción


    COMP. 446, XXXIX, 24 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 134, L. XXXIX, “M., Agustín s/ Averiguación secuestro extorsivo”.


    R. C., Iván s/ Secuestro extorsivo agravado


    COMP. 385, XXXIX, 21 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    R., Claudio Luis s/ Denuncia


    COMP. 329, XXXIX, 21 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Abuso deshonesto. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    R., J. s/ Abuso deshonesto


    COMP. 452, XXXIX, 24 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    R., Nalfa s/ Encubrimiento


    COMP. 310, XXXIX, 15 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia nacional. 


    Lugar de la entrega.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    R. S., José María s/ Denuncia estafa


    COMP. 73, XXXIX, 24 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Derecho ambiental. Economía procesal. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Desde el punto de vista formal, no se ha observado la regla que establece que para la correcta traba de una contienda de competencia resulta necesario que el tribunal que la promovió haya tenido oportunidad de insistir o desistir de la cuestión. A tal efecto, el rechazo del juez provincial debió haber sido puesto en conocimiento de la cámara federal de apelaciones y, sólo en el supuesto de una posterior insistencia por parte de ésta, se habría suscitado una contienda que deba resolverse de acuerdo a lo normado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Si bien el tribunal federal no fundó su incompetencia en las disposiciones de la ley 25.612, no puedo dejar de advertir, que los representantes del Ministerio Público de las instancias inferiores, basaron su apelación en las instrucciones que el suscripto cursara a los señores fiscales penales del fuero, en cuanto debían mantener y promover su competencia respecto de las acciones criminales que deriven de la ley mencionada, conforme al capítulo IX de la ley 24.051.


    S. S.A. N. C. S.A. s/ Presunta infracción Ley 24.051


    COMP. 180, XXXIX, 09 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Bancos. Domicilio del girado. Competencia provincial. 


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. Corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    U., Cristian Darío s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 361, XXXIX, 25 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Incumplimiento de resolución judicial. Personal penitenciario. Competencia federal. 


    Tiene resuelto la Corte que en el delito de desobediencia corresponde entender en la investigación al juez del lugar donde se ha omitido el cumplimiento de la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones.  Por su parte, incumbe a la justicia federal investigar los delitos cometidos en las provincias que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación -artículo 3, inciso 3° de la ley 48.


    Complejo Penitenciario Federal N° -  s/ Coacción


    COMP. 1405, XXXIX, 25 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    Inexistencia de contienda de competencia.


    Para resolver en los términos del artículo 24 inciso 7° del decreto ley 1285/58 es necesario que haya mediado algún rechazo generador de controversia de alguna de las partes.


    F., Dardo Alfredo s/ Denuncia


    COMP. 1136, XXXIX, 25 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Robo calificado. Privación ilegal de la libertad. Juzgado de garantías. 


    Habida cuenta que la juez de la provincia de Buenos Aires no cuestiona su competencia respecto del hecho cuya investigación se le atribuye, sino que la rechaza por el incumplimiento de formalidades procesales y por presunta falta de claridad de las circunstancias que lo rodearon, corresponde atribuir el conocimiento del proceso a esta última, en cuya jurisdicción.se habrían consumado la privación ilegítima de la libertad y el robo.


    G., Carlos Daniel y otros s/ Robo calificado y privación ilegítima de la libertad


    COMP. 1237, XXXIX, 23 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Delitos contra el Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia federal el juzgamiento de los delitos previstos en el capítulo III de la ley 24.241, sin que obste a ello la posibilidad de aplicar una norma del Código Penal, en la medida en que resultaría igualmente afectado el sistema nacional integrado de jubilaciones y pensiones, aspecto este último que es el que justifica, en definitiva, la intervención del fuero de excepción.


    H. Q., Jorge Arnaldo s/ Falsificación y destrucción de documentos


    COMP. 1414, XXXIX, 23 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Robo de automotor. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal. En este sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado en relación al delito presuntamente encubierto, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    J., Raul Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 1412, XXXIX, 23 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Planes trabajar. Competencia federal. 


    El plan de trabajo llamado proyecto "Equidad" fue implementado por la Resolución N° 58 del Ministerio de Trabajo, del 3 de febrero del año 2000, en el marco de la Resolución N° 30 de ese organismo; de los Decretos 10/99, 20/99 y 4/99 del Poder Ejecutivo Nacional y las leyes 24.013 y 25.233, con la finalidad de brindar ocupación y capacitación laboral a desocupados  a través de la ejecución de proyectos tendientes a crear en forma directa y a apoyar la generación de empleo productivo en el sector urbano o rural. Por su parte, las irregularidades denunciadas del proyecto  dependiente de la facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de Buenos Aires y la "Cooperativa 12 de Diciembre" , además de perjudicar efectivamente las rentas nacionales, pues se impedía que el subsidio llegara incólume a sus legítimos beneficiarios, habrían afectado el normal desenvolvimiento del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, y obstruido el buen servicio que presta el organismo, en tanto se obstaculizó la consecución del plan social perseguido por el Estado Nacional en este emprendimiento.


    M., Candia s/ Estafa


    COMP. 1217, XXXIX, 23 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 959, XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    P., Carlos Daniel s/ Averiguación secuestro extorsivo


    COMP. 1439, XXXIX, 25 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Delitos contra la salud pública. Expendio de medicamentos. Competencia federal. 


    La Corte tiene resuelto que del contexto de la ley 23.737 se infiere que el legislador decidió penalizar no sólo los hechos relacionados con el comercio de estupefacientes - y a los que, en principio, apuntarían la mayoría de las conductas previstas - sino también aquellos otros en los que, por algún medio, se lesione o afecte la salud pública en general como consecuencia de una comercialización indiscriminada de medicamentos que pueda ponerla en peligro.


    R., Héctor Ignacio y otros s/ Causa N° 195.505


    COMP. 1228, XXXIX, 25 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Desbaratamiento de derechos acordados. Competencia provincial. 


    Resulta relevante para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    S., Patricia Andrea s/ Defradación por desbaratamiento


    COMP. 1432, XXXIX, 25 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Extorsión. Competencia provincial. 


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto que las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales.


    T., Mateo y R., Miguel Angel s/ Extorsión


    COMP. 1400, XXXIX, 23 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    A. B., José y otros s/ Robo de automotor


    COMP. 644, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Robo. Competencia provincial. 


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    A., Daniel s/ Robo calificado


    COMP. 760, XXXIX, 13 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Administración fraudulenta. Competencia provincial. 


    Si se imputa el delito de defraudación por administración fraudulenta, debe tenerse en cuenta a efectos de la competencia territorial el domicilio donde se encuentra la administración de la firma, máxime si además allí se habrían llevado a cabo parte de los actos presuntamente infieles.


    A., Guillermo Eduardo s/ Defraudación


    COMP. 364, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N° 27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal el conocimiento de este proceso.


    A., Gustavo Alberto s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 630, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de moneda. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si la declinatoria resulta prematura, corresponde que el juzgado que previno continúe entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    A., Ramón Esteban s/ Falsificación de moneda


    COMP. 732, XXXIX, 24 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Competencia federal. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII in re "H., María Estela s/ amenazas", la justicia federal resulta competente para entender en el delito de tenencia ilegítima de arma de uso civil.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria. Por otra parte, cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. También es doctrina de la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    A., Ricardo Gumercindo s/ Infracción artículo 42 bis del Código Penal


    COMP. 441, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Competencia provincial. 


    La administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    A. S.A. s/ Estafa


    COMP. 576, XXXIX, 28 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la causa Competencia n° 550, L.XXXVIII, "Badaloni, Oscar s/ denuncia infracción artículo 173, inc. 2°, del Código Penal".


    Actuaciones por denuncia formulada por Hugo Rolando B. y Matilde Honoria C. s/ Actuaciones investigativas


    COMP. 1181, XXXVIII, 15 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Doping. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Asociación de Fútbol Argentino s/ Denuncia infracción Ley 24.819


    COMP. 311, XXXIX, 02 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Economía procesal. Competencia de instrucción. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá conforme a razones de economía procesal.


    B., Basilia s/ Denuncia


    COMP. 271, XXXIX, 15 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N°27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal conocer en esta causa.


    B., Carlos Gabriel y otro s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP. 866, XXXIX, 25 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N° 27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal conocer en la causa.


    B., Daniel Valentín s/ Tenencia ilegal de arma de fuego de uso civil


    COMP. 278, XXXIX, 25 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el fallo de la causa Competencia N° 10, L. XXXVII, “Yusef Neme, Sergio s/ Defraudación por administración fraudulenta”, corresponde a la justicia local continuar con las actuaciones.


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se plantea se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede si uno de los magistrados se limita a manifestar que debía intervenir otro juez de su misma provincia.


    B., Guillermo s/ Denuncia


    COMP. 811, XXXIX, 30 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Tenencia de municiones de guerra. Competencia provincial. 


    De acuerdo al criterio establecido en el fallo de la causa Competencia N° 869, L. XXXVI, “Ponce, Blas Ceferino s/ Art. 42 bis Ley 20.429 ref Ley 25.086 y 189 bis C.P.”, corresponde a la justicia local conocer en las actuaciones.


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    B., María Antonia s/ Infracción Artículo 42 Ley 20.429


    COMP. 256, XXXIX, 28 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Amenazas. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte que cuando las declaraciones del denunciante sobre el lugar de comisión del hecho son verosímiles y no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre esa base.


    B., Mirta s/ Coacción


    COMP. 116, XXXIX, 08 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII "H., María Estela s/ amenazas".


    B., Néstor Juan s/ Infracción artículo 42 bis de la Ley 20.429


    COMP. 512, XXXIX, 28 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N°27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal conocer en esta causa.


    B., Rubén Alberto y E, Juan Miguel s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 292, XXXIX, 28 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. En esta inteligencia, corresponde al juzgado provincial entender respecto de la supresión de la numeración de un objeto registrado de acuerdo con la ley.


    A., Dario Nicanor s/ Infracción Artículo 42 Bis Ley 20.429


    COMP. 119, XXXIX, 27 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Competencia N°488, L. XXXVIII, “Torres de Rivero, Mirta Lilian s/ Defraudación”.


    C., Basilio Luis s/ Supuesta denuncia


    COMP. 1042, XXXVIII, 16 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Homicidio. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales, por ello, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para que continúe entendiendo respecto d ellos hechos motivo de esta contienda.


    C., Carlos Alberto s/ Homicidio calificado y robo calificado


    COMP. 302, XXXIX, 29 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. Investigación inconclusa. Falsificación de documentos. Cédula Verde. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior. Respecto al secuestro de los vehículos, los escasos elementos reunidos no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habrían cometido los procesados. En este sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto de las sustracciones, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar sus posibles participaciones en aquellas. La Corte tiene establecido a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que, de acuerdo a lo antes expuesto, no se presenta en el sub examine. Sobre la base de estas consideraciones corresponde declarar la competencia de los juzgados nacionales que han intervenido en aquellas sustracciones acaecidas en esta ciudad, aunque no hayan sido parte en la contienda, profundizar la pesquisa a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro en sede provincial, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. Finalmente, en relación con el secuestro de la cédula verde aparentemente adulterada, debe ser el juez federal del lugar donde se descubrió la falsificación quien profundice la investigación en ese sentido.


    A., Ricardo César y otros s/ Encubrimiento Agravado


    COMP. 120, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio de los fallos Comp. n° 1204 L. XXXVI in re "Jara, Ernesto Eduardo s/ Tenencia arma de guerra y resistencia a la autoridad"  y n° 915 L. XXXVI  in re "Amarilla, Jorge Rafael y otros s/ Infracción artículo 189 bis C. P”.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    C., Diego y otros s/ Infracción Ley 20.429


    COMP. 439, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual, si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. En igual sentido, el Tribunal ha resuelto que la estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que se ha realizado alguna parte de la acción típica y que para discernir la competencia debe estarse a la aplicación de los principios enunciados en el párrafo anterior.


    B., Eduardo s/ Estafa


    COMP. 1096, XXXVIII, 12 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII "H., María Estela s/ amenazas".


    B., Marcelina y otros s/ Tenencia ilegal de armas de guerra o materiales peligrosos


    COMP. 1121, XXXVIII, 19 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. Robo. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Si los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para encuadrar, con el grado de certeza requerido, la conducta en que habrían incurrido los imputados, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los prevenidos respecto del delito presuntamente encubierto.


    C., Duilio Javier; M., Héctor Abel y F., Francisco Luis s/ Encubrimiento


    COMP. 51, XXXIX, 03 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Incongruencia. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Corresponde devolver las actuaciones al juez nacional, que previno, quien deberá además, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y determinar las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues solo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B., Mario Héctor, Cámara del Software Digital Interactivo s/ Denuncia de infracción Ley 11.723


    COMP. 1012, XXXVIII, 10 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la causa Competencia n° 540, L. XXXVI in re "Aguirre, Pedro Oscar s/ Infracción ley 25.086".


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.


    B., Ricardo Aníbal y V., Nancy Cristina s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1018, XXXVIII, 05 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Superior Tribunal de la Causa. Competencia criminal y correccional. Competencia federal. 


    Si la contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado en el art. 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la misma debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 1067, XXXVIII, 10 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.  También tiene resuelto que las declaraciones, tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia aunque no estén plenamente  corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente. Sobre la base de lo expuesto, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional de la ciudad donde se ubica el nosocomio en el cual le habrían brindado la atención inadecuada, y por ende, donde cabe presumir que se encontrarían la mayoría de los elementos probatorios y desempeñarían sus funciones los imputados.


    Banco Río de la Plata, Bank Boston y Banco de Galicia y Buenos Aires s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 1174, XXXVIII, 07 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro de bienes. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en los Fallos: 306:1272 y 1997; 308:275; 311:528.


    La contienda no se encuentra precedida por una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58. Ello es así, pues con los elementos acumulados en el legajo no ha podido establecerse todavía ningún hecho concreto con relación al cual pronunciarse acerca de su calificación legal, el lugar de su comisión y, consiguientemente, respecto del juez a quien compete investigarlo.


    C., Marcelo Hugo s/ Denuncia


    COMP. 514, XXXVIII, 05 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Individualización de la pena. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Ese requisito no se encuentra cumplido en esta incidencia, pues no obstante las investigaciones realizadas, no ha sido posible establecer con la certeza necesaria que en el domicilio indicado se haya cometido el delito materia de investigación.


    www.C.sitio.net s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1196, XXXVIII, 07 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia de instrucción. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento la justicia federal con jurisdícción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    D., César Ramón s/ Encubrimiento


    COMP. 23, XXXIX, 10 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al magistrado local en cuya jurisdicción se secuestró el rodado, y se descubrió además la sustitución de las chapas identificatorias. Ello sin perjuicio, claro está, de que si este magistrado entiende que su investigación corresponde a otro tribunal de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Falsificación, alteración o supresión de número registro


    COMP. 775, XXXVIII, 17 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Corresponde a la justicia ordinaria entender en los casos en que la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular, y que no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    Dirección General Investigaciones Judiciales Oficina de Coordinación Quilmes Uno s/ Privación Ilégítima de la Libertad - Extorsión - Robo Calificado


    COMP. 56, XXXIX, 17 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 27, L. XXXVIII "Herrera, María Estela s/ amenazas".


    E., Mateo s/ Portación de arma de fuego de uso civil


    COMP. 155, XXXIX, 25 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Armas. Competencia provincial. Tenencia de material explosivo. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan los jueces. Atento que la ley 25.086 ha establecido sanción para la tenencia no autorizada de arma de uso civil, a la vez que introdujo modificaciones al artículo 189 bis del Código Penal, en defensa del mismo bien jurídico, por aplicación de la doctrina sentada por la Corte, no puede concluirse que a partir de los distintos tipos de armas secuestradas, exista un caso de multiplicidad de conductas delictivas.  En esta inteligencia, con relación a este suceso, el conflicto debe ser resuelto a partir de la preponderancia de la tenencia del material explosivo como punto determinante para la calificación del hecho, aún cuando de su unidad contextual surja que también concurre la figura prevista en el artículo 42 bis de la ley 20.429.  Ello es así, en razón de que la protección que se intenta para la seguridad pública se enuentra suficientemente cumplida por el supuesto del párrafo 1° del artículo 189 bis del Código Penal, dada la mayor gravedad de la pena allí prevista.


    E. Z., Diego Fabián y otro s/ Secuestro Extorsivo


    COMP. 137, XXXIX, 26 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Tiene establecido la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una conflicto, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En el caso no concurren los elementos señalados pues, de la escasa pesquisa realizada hasta el momento, no resulta posible determinar fehacientemente la calificación legal de los sucesos. En tales condiciones, corresponde a la justicia nacional, que previno y a la que acudió el denunciante a hacer valer sus derechos, continuar con el trámite de las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    F. M., Federico Guillermo María s/ Denuncia de estafa


    COMP. 186, XXXIX, 27 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Morosidad del proceso. Certificado de transferencia de automotores. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia provincial. 


    En primer lugar, la demora que se aprecia en el trámite de esta cuestión que se originó aproximadamente hace cinco años, lo que ha provocado un perjuicio a la buena administración de justicia. El desbaratamiento de derechos acordados es un delito que lesiona el patrimonio del primer adquirente, víctima del segundo convenio. La consumación se perfecciona en el momento en que se torna imposible el cumplimiento de la promesa en las condiciones pactadas en el acto preliminar. Aún de reputarse que el delito ha sido cometido en ambas jurisdicciones, deberá igualmente intervenir en la pesquisa el juzgado previniente. Cabe recordar que, aunque es posible atribuir competencia a los jueces de cualquiera de los lugares en que se desarrolló el proceso ejecutivo, corresponde, sin embargo, dar preferencia a los tribunales con jurisdicción en el lugar donde se consumó el delito ya que la competencia penal en razón del territorio, por imperativo constitucional, se establece prioritariamente en atención a esa circunstancia. Por aplicación de estos principios, y toda vez que el tribunal formoseño no cuestiona que la firma del segundo formulario 08 y su correspondiente inscripción hayan tenido lugar en su provincia, corresponde declarar su competencia para continuar con la presente investigación.


    F., Walter Gustavo c/ M., Silvia Rosanna s/ Incompetencia


    COMP. 878, XXXVIII, 27 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegal de armas de guerra. Seguridad pública. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. En atención a la cantidad y características de las municiones secuestradas, así como también a las circunstancias que rodearon al hecho objeto de análisis, no se advierte que, en principio, se trate en el caso del delito de acopio. Asimismo y habida cuenta que, en el automóvil además de las armas de uso civil, fueron secuestradas otras, que se hallan comprendidas entre las denominadas de guerra, de conformidad con lo establecido en los artículos 4 y 5 del decreto 395/75 -reglamentario de la ley 20.429- y sus modificatorias, el conflicto debe ser resuelto a partir de la preponderancia de la figura de la tenencia ilegal de arma de guerra como punto determinante para la calificación del hecho, en tanto la mayor gravedad de su escala penal importa un grado de protección de la seguridad pública que excede el previsto para la hipótesis de los artículos 189 bis, tercer párrafo del Código Penal y 42 bis de la ley 20.429. En consecuencia, corresponde declarar la competencia del magistrado provincial, quien además deberá investigar el hecho vinculado al hallazgo de la escopeta y las chapas patente que registran pedido de secuestro, así como también la posible infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    G., Ariel Manuel y otros s/ Tenencia ilegítima de arma de guerra


    COMP. 35, XXXIX, 25 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Derecho de autor. Falsificación de marca o designación. Competencia federal. 


    Si el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta, corresponde atribuir la competencia a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento.


    C., Hernán s/ Denuncia Ley 11.723.


    COMP. 457, XXXIX, 02 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. Competencia provincial. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N°27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal conocer en esta causa.


    Tiene resuelto la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria.  También es doctrina del tribunal que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    C., Lidia Inés Kamel s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 333, XXXIX, 28 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Competencia por el territorio. Competencia nacional. 


    Si en el caso, ya sea que los hechos se califiquen como una infracción al artículo 2° o 7° del artículo 173 del Código Penal, los actos con relevancia típica habrían tenido lugar en un mismo domicilio, corresponde que intervenga el juzgado de esa jurisdicción.


    G., Delio Julio; D., Felicitas; N., María Isabel s/ Estafa, asociación ilícita y falsificación de documentos públicos


    COMP. 978, XXXVIII, 12 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N°27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal conocer en esta causa.


    C., María Victoria y D., Gerónimo Mohamed s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 295, XXXIX, 28 de abril de 2003


    Ver dictamen


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N°27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal conocer en esta causa.


    C., Miguel Ángel y otros s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. 830, XXXIX, 24 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N° 27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal conocer en la causa.


    C., Pablo s/ Infracción al Artículo 42 bis de la ley 20.429


    COMP. 224, XXXIX, 21 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Inscripción de dominio. Automotores. Competencia provincial. 


    Corresponde a la justicia federal entender en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional, porque con ello se obstruye el normal desenvolvimiento del citado organismo y el buen servicio de sus empleados. Atento que de las constancias obrantes en el presente incidente no surge que ello hubiera acontecido, corresponde entender en la causa al magistrado local.


    G., Gastón Rodolfo s/ Adulteración de documento público


    COMP. 108, XXXIX, 24 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 27, L. XXXVIII "Herrera, María Estela s/ Amenazas".


    G., Juan s/ Amenazas agravadas por el empleo de armas


    COMP. 1269, XXXVIII, 20 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII in re "H., María Estela s/ amenazas".


    C., Víctor Hugo s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 412, XXXIX, 07 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Robo calificado. Competencia criminal y correccional. 


    Si la contienda negativa de competencia queda finalmente trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la misma debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    G., Sergio Walter s/ Infracción artículo 167 inciso 5° y artículo 142 del Código Penal


    COMP. 864, XXXVIII, 19 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia de menores. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1276, L. XXXVI "Subiabre, José Miguel s/ delito contra la seguridad pública".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan los jueces.


    H., W. D. s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 26, XXXIX, 10 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.


    D., Federico s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 897, XXXIX, 11 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Concurso aparente de leyes. Subsidiariedad. Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, los magistrados intervinientes le atribuyen a los sucesos. No se presentan en el sub exámine los supuestos del artículo 54 del Código Penal, en tanto que la infracción prevista en el artículo 33, inciso d), de la ley 20.974 es, en el caso, subsidiaria de la figura de estafa, según surge de la misma redacción de esa normal especial.  El artículo 33 de la ley 20.974, en su primer párrafo, condiciona su aplicación a la circunstancia de que el hecho no constituya un delito más severamente penado.  Se puede sostener que a diferencia de lo que sucede en el concurso ideal en que el contenido delictivo de una acción sólo es comprendido en todos sus aspectos mediante varios tipos, en los casos como el que es materia de estudio se configura un concurso de leyes o aparente que se caracteriza porque ese contenido es totalmente determinado mediante la aplicación de uno sólo de los tipos, que elimina a los restantes.


    D., Griselda Adriana s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP. 590, XXXIX, 26 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que corresponde a la justicia ordinaria entender en los casos en que la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular, y que no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    D., Néstor Gustavo y P., Dante Daniel s/ Averiguación secuestro extorsivo


    COMP. 719, XXXIX, 13 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Calumnias. Injurias. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en que se exteriorizan los términos presuntamente agraviantes, y cuando ellos son reproducidos por la prensa, corresponde atribuir la competencia al magistrado del lugar donde se realizó la impresión de las expresiones cuestionadas. Asimismo tiene dicho la Corte que corresponde entender en la querella por injurias, al juez del domicilio desde donde se generó y divulgó la información agraviante. El criterio propuesto no implica preterir la disposición constitucional del artículo 118 de la Constitución Nacional, sino que, al contrario se funda en la interpretación que la Corte ha dado al verbo “cometer” empleado en el texto constitucional, de forma tal que pueda predicarse que, en tanto alguna parte de la acción o del resultado han tenido lugar en la jurisdicción elegida, allí puede estimarse cometido en delito en los términos de aquella norma.


    D. P., Marcos s/ Infracción Artículos 109 y 110 del Código Penal


    COMP. 1108, XXXVIII, 11 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cuando la defraudación es susceptible de consumarse con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecuta la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de instrumentos privados que concurriría idealmente con aquélla.


    D. R. C., Ignacio s/ Denuncia estafa


    COMP. 917, XXXIX, 27 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Denuncia. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la causa Competencia n° 550, L.XXXVIII, "Badaloni, Oscar s/ denuncia infracción art. 173, inc. 2°, del Código Penal".


    D., Roberto s/ Denuncia


    COMP. 204, XXXIX, 15 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Corresponde conocer al juzgado federal conocer respecto de la tenencia ilegítima de arma de uso civil. Tiene resuelto la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria. También es doctrina de la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. En esta inteligencia, corresponde al juzgado provincial entender respecto de la supresión de la numeración de un objeto registrado de acuerdo con la ley.


    I., Ernesto Raúl s/ Tenencia ilegal de arma de uso y munición civil


    COMP. 1068, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de marca o designación. Tribunal de alzada. Juez previniente. Cámara federal de apelaciones. 


    Si la contienda negativa de competencia quedó trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la misma debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    Denuncia (A. S.R.L) por infracción Artículo 289, inc. 1° del Código Penal


    COMP. 202, XXXIX, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de documento. Registro de la propiedad automotor. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que las falsificaciones se consuman cuando éstas se producen, y en caso de desconocerse donde se materializaron, debe estarse al lugar en que se utilizó el documento, o donde se pretendió hacerlo valer.


    Denuncia formulada por Jorge Valentín S.


    COMP. 297, XXXVIII, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Abuso deshonesto. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58. Debido a que las declaraciones de la denunciante no alcanzan para discernir la competencia territorial, atento su falta de precisión sobre el lugar de comisión del hecho, corresponde al Juzgado Nacional, que previno, continuar investigando en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    I., R. A. s/ Exhibiciones obscenas


    COMP. 60, XXXIX, 27 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Tarjeta de crédito. Lugar del hecho. Falsificación de instrumento privado. Competencia nacional. 


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla.


    J., Silvia Dora s/ Estafa


    COMP. 1119, XXXVIII, 17 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Competencia por el territorio. Competencia de instrucción. 


    Según doctrina de la Corte, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    L., Alberto Rafael s/ Robo de Automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. 101, XXXIX, 28 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. Robo. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En relación al hallazgo del vehículo en poder del imputado y de la chapa patente perteneciente a otro automóvil que tenía pedido de secuestro, si los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza requerido la conducta en que aquél habría incurrido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación respecto del delito presuntamente encubierto.


    E., Néstor s/ Encubrimiento


    COMP. 130, XXXIX, 09 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Tenencia de armas. Concurso ideal. Competencia nacional. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con la prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    F. D., Héctor Armando s/ Tenencia ilegal de arma de fuego


    COMP. 114, XXXIX, 08 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Marcas. Propiedad intelectual. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Si el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta, corresponde atribuir la competencia a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa.


    F., Liliana Estela s/ Denuncia


    COMP. 882, XXXIX, 11 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que ya sea que el hecho se subsuma en el inciso 2° o en el inciso 7°, ambos del artículo 173 del Código Penal, para resolver la cuestión planteada, hay que tener en cuenta dónde tuvieron lugar los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.


    L., Salvador s/ Defraudación


    COMP. 45, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII in re "H., María Estela s/ amenazas".


    F., Susana Beatríz s/ Infracción Ley 20.429


    COMP. 406, XXXIX, 07 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en las Competencias n° 1204, L. XXXVI in re "Jara, Ernesto Eduardo s/ Tenencia arma de guerra y resistencia a la autoridad", y n° 915, L. XXXVI in re "Amarilla, Jorge Rafael y otros s/ Infracción artículo 189 bis Código Penal.".


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto.


    M., Darío Agustín s/ Infracción artículo 42 bis de la Ley Nacional de Armas y Explosivos


    COMP. 1118, XXXVIII, 19 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.


    Facultad de Arquitectura diseño y urbanismo s/ Averiguación presunto robo


    COMP. 514, XXXIX, 06 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 27, L. XXXVIII "Herrera, María Estela s/ Amenazas".


    M., Orlando Javier s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 1268, XXXVIII, 20 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Investigación inconclusa. Competencia de menores. Competencia provincial. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el imputado. Esa deficiencia impone, la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del procesado respecto de la sustracción y, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en aquélla.  Tiene dicho la Corte que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación no constituye una pauta que autorice, sin más, a desechar la participación del imputado en aquél, tanto más cuando todavía no se lo ha interrogado acerca de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que habría tomado posesión del rodado.


    N., Gustavo Daniel s/ Encubrimiento


    COMP. 21, XXXIX, 07 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Contrabando. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 359 L. XXXV, "Ayechú, Carlos Bernardo s/ Denuncia".


    O., Ricardo César Vicente s/ Denuncia Contrabando


    COMP. 125, XXXIX, 27 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Competencia por el territorio. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina del Tribunal que ya sea que el hecho se subsuma en el inciso 2° o en el inciso 7°, ambos del artículo 173 del Código Penal, para resolver la cuestión planteada, hay que tener en cuenta dónde tuvieron lugar los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos. Finalmente sólo resta recordar, que es doctrina de la Corte que las cartas documento, no pueden ser consideradas como prueba respecto del lugar de rendición de cuentas, pues sólo exteriorizarían la pretensión de los denunciantes sobre ese punto.


    O., Tomás Juan s/ Defraudación por retención Indebida


    COMP. 1150, XXXVIII, 12 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N°27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal conocer en esta causa.


    G., Antonio s/ Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 246, XXXIX, 15 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Individualización de la pena. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Al respecto, pese a las medidas de investigación realizadas, no resulta posible establecer fehacientemente aún si en el domicilio indicado, se cometía el delito objeto de investigación, ya que no se ha practicado el allanamiento que permita determinar sus circunstancias de tiempo, modo y lugar.


    P. CD's Copias de Audio s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1170, XXXVIII, 07 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N° 27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal conocer en la causa.


    G., Blanca Rosa s/ Tenencia ilícita de arma de uso civil


    COMP. 251, XXXIX, 09 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 27, L. XXXVIII "Herrera, María Estela s/ amenazas".


    P., Eduardo Omar Galindez y G., Marcela s/ Infracción Ley 20.429


    COMP. 1229, XXXVIII, 17 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Aplicación de los criterios establecidos en las Competencias n° 1204 L. XXXVI in re "Jara, Ernesto Eduardo s/tenencia arma de guerra y resistencia a la autoridad"; n° 915 L. XXXVI in re "Amarilla, Jorge Rafael y otros s/ infracción artículo 189 bis C. P."


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    G., Enrique Omar s/ Presunta infracción artículo 42 bis del Código Penal


    COMP. 377, XXXIX, 05 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    P., Julia Teresa s/ Artículo 5to inciso "C" de la Ley 23.737 y Artículos 189 bis 5to y 6to párrafo del Código Penal


    COMP. 1230, XXXVIII, 28 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Municiones calibre veintidós. Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces. Tiene también resuelto la Corte que que la cantidad de objetos descriptos en el último párrafo del artículo 189 bis del Código Penal, no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido.


    G., Enrique Oscar s/ Infracción artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 564, XXXIX, 30 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 27, L. XXXVIII "Herrera, María Estela s/ amenazas".


    R., Antonio s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 1249, XXXVIII, 17 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 27, L. XXXVIII "Herrera, María Estela s/ Amenazas".


    R., Donato s/ Presunta infracción Artículo 42 bis de la Ley 20.429


    COMP. 1270, XXXVIII, 20 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. n° 27, L. XXXVIII "Herrera, María Estela s/ amenazas"


    R., Enrique Alberto y otra s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 10, XXXIX, 20 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Robo. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Si los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para calificar, con el grado de certeza requerido, el delito que habría cometido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido respecto del delito presuntamente encubierto. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto.


    G., Javier s/ Encubrimiento


    COMP. 118, XXXIX, 25 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que si no se puede acreditar el lugar de creación del instrumento público falso, ha de estarse al lugar donde fue usado.


    G. Jesús Antonio Roque s/ Falsificación de documentos, uso de documento o certificado falso


    COMP. 1208, XXXVIII, 13 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Amenazas. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Tiene resuelto la Corte que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos. Habida cuenta que las declaraciones del denunciante no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa y que de ellas surge que habría recibido las amenazas motivo de esta contienda en Capital Federal, es el juez nacional quien debe conocer en la investigación del hecho allí ocurrido.


    R., José Pablo


    COMP. 1245, XXXVIII, 25 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cuando el acto perjudicial en violación del deber constitutivo del delito de administración fraudulenta, consiste en la rendición de una cuenta falsa para provocar el error del administrado y consumar con ello el perjuicio patrimonial, será relevante para determinar la competencia el lugar donde aquélla debía rendirse.


    G., Jorge Omar y R. P. S.A. s/ Defraudación


    COMP. 582, XXXIX, 25 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Tenencia de municiones de guerra. Competencia provincial. 


    De acuerdo al criterio establecido en el fallo de la causa Competencia N° 869, L. XXXVI, “Ponce, Blas Ceferino s/ Art. 42 bis Ley 20.429 ref Ley 25.086 y 189 bis C.P.”, corresponde a la justicia local conocer en las actuaciones.


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    G., Juan Pablo c/ S., María Silvina s/ Infracción Artículo 42 bis


    COMP. 222, XXXIX, 28 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Hurto calificado. Competencia provincial. 


    Corresponde a la justicia ordinaria entender en los casos en que la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular, y que no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    R., Ricardo Ariel y otro s/ Hurto agravado de automotor


    COMP. 13, XXXIX, 13 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Concurso de delitos. Evasión fiscal. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso el criterio de la Corte, según la cual, cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal, de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    G., Mirta Consuelo (en representación de A. y P. S.R.L.) s/ Denuncia por infracción a la Ley 24.769


    COMP. 458, XXXIX, 20 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Supresión del estado civil. Competencia Provincial. 


    La Corte tiene establecido que el delito de supresión de estado civil, contemplado en el artículo 139, inciso 2°, del Código Penal -que concurre idealmente con la falsificación del certificado de nacimiento que da cuenta de una relación parental inexistente- es distinguible de aquel otro que se habría cometido al lograrse la expedición de documentos falsos destinados a acreditar la identidad de las personas.


    S., Franco Mario y A., Blanca Rosa s/ Falsificación de Documento


    COMP. 764, XXXVIII, 05 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    La contienda debe ser resuelta de acuerdo con el criterio establecido en el fallo de la causa Competencia N° 550, L. XXXVIII, “Badalon, Oscar s/ Denuncia infracción art. 173, inc. 2° del Código Penal”.


    G., Nicolás Andrés s/ Denuncia estafa


    COMP. 12, XXXIX, 02 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia criminal. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción,  corresponde investigarla a la justicia provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado cuya chapa identificatoria había sido cambiada, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior. Acerca del hecho restante, relativo al hallazgo del vehículo en poder del imputado, los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que aquél habría cometido. En este sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella. En esta inteligencia, cabe recordar que la Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo, circunstancia que no se presenta en el caso. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción profundizar la investigación respecto de la sustracción del vehículo a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial, aunque no haya sido parte en la contienda y sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    S., Juan Manuel s/ Encubrimiento


    COMP. 109, XXXIX, 27 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria. También es doctrina de la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. En esta inteligencia, corresponde al juzgado provincial entender respecto de la supresión de la numeración de un objeto registrado de acuerdo con la ley.


    S., Rubén Antonio s/  Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 1186, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ amenazas".


    T., Alejandro s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 691, XXXVIII, 20 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Apoderamiento. Competencia de instrucción. 


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. La Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que no se presenta en el sub examine.


    T., Antonio s/ Encubrimiento


    COMP. 22, XXXIX, 10 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 27, L. XXXVIII, "Herrera, María Estela s/ amenazas".


    T., Aurelio Leonor y otro s/ Presunta infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 1267, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Usurpación. Competencia federal. 


    Actividad cumplida como consecuencia de una concesión otorgada y reglamentada por la Nación.


    Si bien el hecho motivo de investigación, que ha sido "prima facie" calificado como constitutivo del delito de usurpación por la justicia federal, habría perjudicado una servidumbre de la que es titular una empresa privada, no puede pasarse por alto que ese derecho fue constituido para que aquélla pueda cumplir sus obligaciones como concesionaria del servicio de transporte de hidrocarburos, que es el que en definitiva resultaría afectado. Por lo tanto, teniendo en consideración que se trata de una actividad cumplida en interés de la Nación, como consecuencia de una concesión otorgada y reglamentada por ella, corresponde declarar la competencia del magistrado federal para conocer en la causa.


    H., Paula Andrea s/ Denuncia


    COMP. 1245, XXXVII, 17 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas".


    I., Jorge Antonio s/ Infracción artículo 42 bis Ley 25.086


    COMP. 579, XXXIX, 28 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Allanamiento. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 583, L.XXXVIII, caratulada "N., Carlos Alberto s/ su denuncia circulación de moneda falsa en su perjuicio".


    Informe resultado allanamiento c/ Secuestro mand. 24 s/ Sumario


    COMP. 552, XXXVIII, 07 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con la prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Si los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza requerido, la conducta en que habría incurrido el procesado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto del delito presuntamente encubierto.


    L., Fernando Gustavo s/ Encubrimiento


    COMP. 363, XXXIX, 15 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N° 27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal conocer en la causa.


    L., José s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 260, XXXIX, 21 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que corresponde a la justicia ordinaria entender en los casos en que la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular, y que no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    L., Víctor Roberto s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 384, XXXIX, 14 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia de armas de guerra. Competencia federal. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia provincial. 


    En lo relativo al secuestro del arma de guerra y la granada, no puede concluirse que, a partir de los distintos tipos de armas secuestradas, exista en el caso una multiplicidad de conductas;  Por lo tanto, el conflicto debe ser resuelto a partir de la preponderancia de la tenencia del material explosivo como punto determinante para la calificación del hecho, aun cuando de su unidad contextual surja que también concurre la figura prevista en el artículo 189 bis, 4° párrafo, del Código Penal. Por otra parte, tiene resuelto el Tribunal que las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria. Sentado ello, es doctrina de la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    L., Walter Hugo s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1055, XXXVIII, 16 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N°27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal conocer en esta causa.


    M., Alejandra y otros s/ Infracción Ley 20.429


    COMP. 227, XXXIX, 28 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Homicidio culposo. Competencia nacional. 


    Enseña Hans Heinrich Jescheck que "La conducta que causa un resultado por imprudencia no es antijurídica por a producción de un resultado, sino por la infracción a la norma de cuidado por parte del comportamiento, pero el Derecho sólo considera que puede probarse dicha infracción cuando consta la efectiva producción del resultado... ". En igual sentido se ha pronunciado Ricardo Núñez al afirmar que "El resultado delictivo, que es el que hace que la acción u omisión culposa trascienda al campo penal...". De lo expuesto cabe concluir que, si bien el resultado es un requisito típico, la configuración de los delitos culposos exige, entre otras cosas, la valoración de las circunstancias que rodearon a la actividad del o los sujetos activos (conocimiento del riesgo, su afrontamiento e incumplimiento de un deber preexistente).


    M., Alejandro Horacio s/ Homicidio culposo


    COMP. 196, XXXIX, 07 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N° 27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal el conocimiento de este proceso.


    M., Antonio y otros s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. 840, XXXIX, 09 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que ante la multiplicidad de lugares de ejecución del delito resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de aquellos donde se produjeron los actos de relevancia típica, y la elección del tribunal que entenderá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de economía procesal.


    M., Darío Carlos s/ Secuestro extorsivo en grado de tentativa


    COMP. 283, XXXIX, 28 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Lugar del hecho. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que ya sea que el hecho se subsuma en el inciso 2° o en el inciso 7°, ambos del artículo 173 del Código Penal, para resolver la cuestión planteada, hay que tener en cuenta dónde tuvieron lugar los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos. Respecto del primero de ellos, aquél se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida, y, para el caso de no existir un acuerdo de voluntades acerca de tal extremo, debe estarse a lo dispuesto en los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.  De juzgarse el suceso investigado conforme las previsiones del artículo 173, inciso 7° del Código Penal, tiene dicho la Corte que la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de administración.


    M., Dora Teresa y otro p/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 383, XXXIX, 16 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia de armas de guerra. Competencia provincial. Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Conforme lo resuelto por el Tribunal en la Competencia n° 540, L. XXXVI in re "Aguirre, Pedro Oscar s/ Infracción ley 25.086", corresponde a la justicia local entender respecto del delito de tenencia de armas de guerra.Por otro lado, de acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la casua Competencia n° 27, L. XXXVIII in re "H., María Estela s/ amenazas", corresponde a la justicia federal entender en el delito de tenencia de arma de uso civil.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto.


    M., Eduardo s/ Infracción artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 507, XXXIX, 29 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N° 27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal conocer en esta causa.


    M., Margarita Esther y Quinteros, Raúl Alfredo s/ Simple portación de arma de fuego de uso civil


    COMP. 239, XXXIX, 11 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII in re "H., María Estela s/ amenazas".


    M. R., Juan s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 415, XXXIX, 06 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto del delito presuntamente encubierto, máxime si repara en las serias sospechas que surgen acerca de su posible participación en  aquél, a partir de las circunstancias que rodearon su detención.


    M., Ramón Foilan y S. E., Sergio Gabriel s/ Robo de automotor


    COMP. 635, XXXIX, 13 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N° 27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal conocer en la causa.


    O., Carlos Enrique y P. de A., Fátima s/ Infracción Artículo 42 Ley 20.429


    COMP. 226, XXXIX, 21 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Portación de armas. Competencia provincial. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa 323:3289. Aplicación del criterio del dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    O., Omar Ovidio s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 440, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Tenencia de municiones de guerra. Competencia provincial. 


    De acuerdo con el criterio establecido en los fallos de las causas Competencia N° 1204 L. XXXVI, “Jara, Ernesto Eduardo s/ Tenencia arma de guerra y resistencia a la autoridad” y Competencia N° 915 L. XXXVI, “Amarilla, Jorge Rafael y otros s/ Infr. art. 189 bis C. P.”, corresponde a la justicia local conocer en las actuaciones.


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    O., Saturnino Oscar s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 299, XXXIX, 28 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N°27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal conocer en esta causa.


    P., Alberto Aldo s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 303, XXXIX, 25 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N° 27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal conocer en la causa.


    P., Eduardo s/ Infracción al Artículo 42 bis de la Ley 20.429


    COMP. 252, XXXIX, 21 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia provincial. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa Competencia n° 542, L. XXXV, “Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado” y de acuerdo con el criterio establecido en el dictamen Competencia n° 1289, L. XXXVI, “S., Daniel Alberto s/ Infracción art. 189 bis del Código Penal”, corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    P., Marcos Fabián s/ Infracción Artículo 189 bis, 3° párrafo del Código Penal


    COMP. 910, XXXIX, 25 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N°27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal conocer en esta causa.


    P., Rogelio Rubén s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 815, XXXIX, 25 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N° 27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal el conocimiento de la infracción al artículo 42 bis de la ley 20.429.


    Tiene resuelto el Tribunal que las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria. También es doctrina de la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    R., Héctor Raúl s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 575, XXXIX, 02 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia de municiones de arma de guerra. Armas de uso civil. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en las Competencias n° 1204 L. XXXVI in re "Jara, Ernesto Eduardo s/tenencia arma de guerra y resistencia a la autoridad" y n° 915 L. XXXVI in re "Amarilla, Jorge Rafael y otros s/ infr. art. 189 bis C.P.", corresponde a la justicia local conocer respecto del delito de tenencia de municiones de guerra.


    De acuerdo al criterio establecido en el dictamen de la Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/inf. art. 189 bis del Código Penal", corresponde a la justicia provincial entender respecto al delito de tenencia de armas de uso civil.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto.


    R., Juan y otro s/ Infracción Ley 20.429


    COMP. 508, XXXIX, 28 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N°27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal conocer en esta causa.


    R., Susana Sinforina s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 298, XXXIX, 25 de abril de 2003


    Ver dictamen


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N°27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal conocer en esta causa.


    S., Beatriz Amelia y Z., Pablo Adrián s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 297, XXXIX, 25 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Prostitución de mayores. Competencia provincial. 


    Los hechos delictivos se reputan cometidos en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción o del resultado, por lo que es preciso que la elección de alguna de ellas se realice atendiendo a las exigencias planteadas por la economía procesal, la necesidad de favorecer la buena marcha de la administración de justicia y, en su caso, la defensa de los imputados.


    S., D. O. s/ Prostitución de mayores


    COMP. 254, XXXIX, 09 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez debe hacerse de acuerdo a lo que resulte conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    S., Javier s/ Estafa


    COMP. 937, XXXIX, 24 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. Competencia provincial. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N°27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal conocer en esta causa.


    Tiene resuelto la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria.  También es doctrina de la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    S., Juan Alberto s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 291, XXXIX, 28 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia de municiones de guerra. Competencia provincial. Tenencia ilegítima de armas. Competencia federal. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    S., Miguel Ángel y otros s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 236, XXXIX, 25 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Contrabando. Competencia nacional. 


    Resultan de aplicación los fundamentos del fallo de la causa Competencia n° 359 L. XXXV, "Ayechú, Carlos Bernardo s/ denuncia".


    T., Alberto José s/ Denuncia


    COMP. 686, XXXIX, 19 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si con los elementos acumulados en el legajo no ha podido establecerse ningún hecho concreto con relación al cual pronunciarse acerca de su calificación legal, el lugar de su comisión y, consiguientemente, respecto del juez a quien compete investigarlo, cabe concluir que contienda no se encuentra precedida por una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    T., Horacio y otros s/ Defraudación


    COMP. 217, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia nacional. 


    Contienda negativva de competencia. Presunta falsificación de documentos públicos. Lugar de comprobación.


    Si las constancias obrantes en la causa no autorizan siquiera a presumir con cierto grado de certeza el lugar donde se confeccionaron las escrituras presuntamente falsificadas, corresponde intervenir al magistrado con jurisdicción en el lugar en que se compruebe la existencia de la maniobra.


    T., Mirta Sofia s/ Denuncia falsificación de documentos públicos


    COMP. 183, XXXIX, 08 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si según surge de las constancias del incidente, tanto la conducta engañosa como el perjuicio patrimonial tuvieron lugar en la misma localidad, corresponde que intervenga el juzgado de esa jurisdicción.


    T., Ramón Armando y otros s/ Estafa


    COMP. 684, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Tenencia de municiones de guerra. Competencia provincial. 


    De acuerdo al criterio establecido en el fallo de la causa Competencia N° 869, L. XXXVI, “Ponce, Blas Ceferino s/ Art. 42 bis Ley 20.429 ref Ley 25.086 y 189 bis C.P.”, corresponde a la justicia local conocer en las actuaciones.


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    V., Graciana y C., Alejandro Rodolfo s/ Tenencia ilegítima de sustancias estupefacientes


    COMP. 223, XXXIX, 28 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa  Competencia n° 27, L. XXXVIII "H., María Estela s/ amenazas".


    V., Leonardo Daniel s/ Infracción artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 378, XXXIX, 05 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII in re "H., María Estela s/ amenazas".


    V., Mariano s/ Robo calificado


    COMP. 1228, XXXVIII, 07 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1522, L.  XXXIX, "V. O. Argentina y otros s/ Pta. infracción ley 24.051".


    A., Angelina s/ Denuncia presunta infracción Ley 24.051


    COMP. 1524, XXXIX, 14 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Robo. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cua  resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito.


    A., Antonio Armenio s/ Encubrimiento


    COMP. 2089, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Aplicación de la doctrina establecida en Fallos: 306: 1272 ; 323:2337; 325:41.


    Si el conflicto no se halla precedido de la investigación necesaria la Corte no puede ejercer las facultades que le confieren el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.


    A., Beatríz s/ Estafa


    COMP. 1617, XXXIX, 12 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Transporte automotor. Límites jurisdiccionales. Competenica federal. 


    Sin perjuicio de advertir que el "estireno monomero" constituye una sustancia peligrosa, regulada por la ley 24.653 -ley nacional del transporte automotor de carga- y su decreto reglamentario N° 1035/2002, no puede calificarse de residuo peligroso en los términos de la ley 24.051 y su decreto reglamentario 831/93, en la medida en que el producto vertido no fue "objeto de desecho o abandono" como resultado de la descomposición, utilización o transformación en un proceso industrial, energético o de servicios. No obstante, en atención a la característica interjurisdiccional del suceso, cabe declarar la competencia del juzgado federal para que determine si se configuró un hecho ilícito o, en su defecto, si corresponde remitir los antecedentes a la Secretaría de Transporte de la Nación, autoridad administrativa de aplicación de la ley del transporte automotor de carga.


    A., César Alejandro s/ Denuncia


    COMP. 1543, XXXIX, 14 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Devolución del expediente. 


    No existe cuestión de competencia pendiente de solución si la planteada fue resuelta por el tribunal instituido para hacerlo, y no se encuentra dentro de las facultades que el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58 acuerda a la Corte, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Á., Héctor Luis y otro s/ Encubrimiento


    COMP. 2006, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Sustracción de menores. Competencia provincial. 


    Toda vez que lel Juzgado de Garantías reconoce que la conducta a investigar se habría desarrollado en jurisdicción bonaerense, pues admite que tuvo comienzo de ejecución en el domicilio de la progenitora, corresponde declarar su competencia para conocer en estas actuaciones. Ello, sin perjuicio de que si esta magistrada entiende que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    A., M. V. s/ Sustracción de menores


    COMP. 1611, XXXIX, 31 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Presentación al cobro. Competencia provincial. Competencia de instrucción. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos -que concurriría idealmente con el de falsificación cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde fue entregado el documento, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    A. P., Oscar Alberto s/ Denuncia


    COMP. 1449, XXXIX, 03 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Hurto. Encubrimiento. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    A., Sebastián Oscar y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 1316, XXXIX, 11 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia federal. 


    Remisión a los fallos de las causas N° 327, L. XXXVIII "Zardi, Alejandro Walter s/ Dcia. inf. ley 24.051" y N° 505, L. XXXVIII "Curtiembre, Antonio Espósito s/ Iinfracción ley 24.051".


    Averiguación presunta infracción Ley 24.051 (Criadero Lombrices Lombrisur)


    COMP. 967, XXXIX, 04 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    B., Alicia s/ Robo


    COMP. 1738, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp.N° 697, XXXIV, "Bellido, Américo s/ Denuncia por estafa".


    B., Américo Norberto s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP. 1874, XXXIX, 19 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Tribunal de alzada. 


    Si la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    B., Carlos Francisco s/ Robo de automotor en vía pública


    COMP. 2119, XXXIX, 23 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal. Por su parte, si no es posible determinar el lugar donde se habrían producido la violación al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde que entienda el tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.


    B., David Osmar s/ Averiguación de ilícito


    COMP. 1052, XXXIX, 15 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 959, L.  XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    B., Diego Mauro s/ Denuncia


    COMP. 1601, XXXIX, 31 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Cheque de pago diferido. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que los títulos de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.


    B., Edgardo Néstor s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1607, XXXIX, 31 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Competencia nacional. 


    El delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    B., Fabián Omar s/ Estafa


    COMP. 1577, XXXIX, 16 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 959, L.  XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    B., María Lidia s/ Su secuestro extorsivo


    COMP. 1632, XXXIX, 31 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    B., Mario Raúl s/ Su denuncia


    COMP. 2072, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 959, XXXIX, “P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo”.


    B., Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1324, XXXIX, 05 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Tal como lo tiene resuelto la Corte, los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según puede apreciarse "prima facie" y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces en conflicto. Respecto a la infracción del artículo 289 del Código Penal  cuando no es posible establecer el lugar donde se produjo el reemplazo de las placas patentes, corresponde atribuir la competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo. En lo atinente a la comisión del delito tipificado en el artículo 277 del Código Penal cometido en la Capital de la República se dispuso que afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    B., Roberto y B., Karina s/ Robo de automotor en la vía pública


    COMP. 1615, XXXIX, 28 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Violación de correspondencia. Sellos postales. Competencia federal. 


    La Corte tiene resuelto que es competente la justicia federal para conocer respecto de la violación de piezas postales, toda vez que ello supone la comisión de uno de aquellos crímenes que violentan o estorban la correspondencia de los correos, de conformidad con lo previsto en el artículo 3°, inciso 30, de la ley 48 y el artículo 33, inciso c), del Código Procesal Penal de la Nación. Además, tiene dicho que el carácter público o privado de la empresa a cuyo cargo se encargue de la distribución de correspondencia no altera la determinación de la competencia de excepción, pues ella lo es en razón de la materia y no de las personas.


    C., Aida Aurora s/ Denuncia


    COMP. 1372, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1522, L.  XXXIX, "V. O. Argentina y otros s/ Pta. infracción ley 24.051".


    C., Arturo Hernán s/ Denuncia infracción Ley 24.051


    COMP. 1525, XXXIX, 14 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    C. C., Macarena s/ Tentativa de estafa


    COMP. 1332, XXXIX, 15 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia nacional. 


    Para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público resulta competente el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito.


    C., Claudio Hernán s/ Falsificación documentos públicos


    COMP. 1619, XXXIX, 28 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Robo. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según puede apreciarse a prima a facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces en conflicto. Por lo expuesto, corresponde al magistrado de Santa Fe expedirse en relación a la probable participación del imputado en el delito de robo.


    C., Félix Manuel s/ P.S.A. Encubrimiento agravado


    COMP. 1144, XXXIX, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Aún cuando el decreto 1343 vetara el artículo 60 de la ley 25.612, que derogaba la ley 24.051 y, en consecuencia, sus disposiciones mantuvieran vigencia, si del análisis de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte que se hubieren verificado los supuestos de excepción descriptos en el artículo 1 ° de la ley, no se justifica la intervención de la justicia federal.


    C. C. s/ Infracción Ley 24.051 y 25.612


    COMP. 1653, XXXIX, 12 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Contaminación de aguas. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1522, L.  XXXIX, "V. O. Argentina y otros s/ Pta. infracción ley 24.051".


    C., Delma Estela s/ Denuncia presunta contaminación aguas (Ley 24.051)


    COMP. 1480, XXXIX, 14 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Falsificación de marca o designación. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que la realización de medidas instructorias, con posterioridad al inicio de la contienda, implica asumir la competencia que fuera atribuida y que una declinatoria efectuada después importa el inicio de un nuevo conflicto.


    C., Héctor Ubaldo s/ Presunta infracción Ley 11.723


    COMP. 1996, XXXIX, 28 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido en numerosos precedentes que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    C., Leonardo Andrés s/ Encubrimiento


    COMP. 1658, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 959, XXXIX, “P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo”.


    C., Margarita s/ Supuesto secuestro extorsivo


    COMP. 1292, XXXIX, 01 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictámen de la causa Competencia N° 959, XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    C., Mario Alberto y otro s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1685, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1683, L.XXXIX, "G., Fernando Daniel s/ Infracción ley 11.723".


    C., Norma Ester s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 2085, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1683, L.XXXIX, "G., Fernando Daniel s/ Infracción ley 11.723".


    C., Reina Mariela s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1665, XXXIX, 13 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1683, L.XXXIX, "G., Fernando Daniel s/ Infracción ley 11.723".


    C., Walter s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 2087, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Encubrimiento. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    C., Pablo y otros s/ Robo calificado


    COMP. 1411, XXXIX, 29 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Hurto. Servicio telefónico. Competencia federal. 


    Si el servicio telefónico se habría interrumpido en diferentes oportunidades como consecuencia de las maniobras que habrían afectado la línea, la conducta denunciada afectaría la prestación del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones por lo que es la justicia federal quien debe continuar con la investigación de las actuaciones.


    D., Luis s/ Hurto


    COMP. 1341, XXXIX, 10 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    D., Mario Ramón s/ Su denuncia


    COMP. 1528, XXXIX, 19 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Tal como lo tiene resuelto la Corte, los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según puede apreciarse "prima facie" y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces en conflicto. Existen dos hipótesis delictivas a considerar para resolver este conflicto. La primera de ellas se refiere a la infracción al artículo 289 del Código Penal, respecto de la cual resultaría de aplicación la doctrina de la Corte en el sentido de que cuando no es posible establecer el lugar donde se produjo el reemplazo de las placas patentes, corresponde atribuir competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo. Por último, en lo atinente al delito tipificado en el artículo 277 del Código Penal, la Corte tiene establecido a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    E., Fernando s/ Encubrimiento


    COMP. 1549, XXXIX, 08 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1683, L.XXXIX, "G., Fernando Daniel s/ Infracción ley 11.723".


    E., Gustavo s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 2084, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Cheque. Estafa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos -que concurriría idealmente con su falsificación cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    E., Julio Alberto s/ Falsificación de documento privado - Hurto - Estafa


    COMP. 1671, XXXIX, 12 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según puede apreciarse "prima facie" y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces en conflicto. El ardid debe ser analizado a la luz de los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    E., Marcelo Luis s/ Estafa


    COMP. 1540, XXXIX, 28 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Competencia N° 959, XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    C., Ricardo s/ Su secuestro extorsivo


    COMP. 1867, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Automotores. Prenda. Domicilio contractual. Competencia provincial. 


    Resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    E., Walter Javier s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1297, XXXIX, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Renta pública. Personal militar. Competencia provincial. 


    La existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia federal, si ese perjuicio no se identifica con el resultado directo de una acción típica. Por aplicación de estos principios, y habida cuenta que del análisis de las constancias agregadas al incidente surge que la acción de violentar los cofres tuvo como fin inmediato el apoderamiento ilegítimo de prendas y otros bienes de poca monta, propiedad del personal militar, debe continuar interviniendo en la causa la justicia local, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    Ejército Argentino s/ Denuncia Artículo 164 del Código Penal


    COMP. 1544, XXXIX, 28 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Desobediencia a un funcionario público. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, la investigación del delito de desobediencia corresponde al juez del lugar donde se ha omitido el cumplimiento de la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones.


    Empresa de Colectivos Línea 59 s/ Resistencia o desobediencia a un funcionario público


    COMP. 1296, XXXIX, 15 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° 329, XXXIX, "Raffo, Claudio Luis s/  Denuncia".


    F., Alfredo s/ Denuncia secuestro extorsivo


    COMP. 2039, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Competencia nacional. 


    Al resultar de los elementos de juicio incorporados al incidente que el grupo familiar tenía su domicilio en esta ciudad, corresponde asignar competencia a la justicia nacional en lo correccional para seguir con la tramitación de la causa.


    F., A. E. s/ Denuncia


    COMP. 1565, XXXIX, 16 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° 329, XXXIX, "Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia".


    F., Gastón s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 2038, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Cheque de pago diferido. Competencia provincial. 


    La investigación del hecho que se habría desarrollado en el marco de una operación a crédito y como tal constitutiva del delito previsto por el artículo 302 del Código Penal corresponde al tribunal local, en cuya jurisdicción tiene domicilio la entidad bancaria, sin perjuicio de lo que puede surgir de la investigación posterior.


    F., Olga Ester s/ Infracción artículo 302 Código Penal


    COMP. 1366, XXXIX, 29 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Cédula verde. Registro de la propiedad automotor. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que las infracciones vinculadas con maniobras relativas a la identificación de automotores -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal- carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal desenvolvimiento.


    F., Pascual y Gutiérrez, Hugo Omar s/ Falsificación de documentos


    COMP. 1983, XXXIX, 28 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Robo con armas. Lesiones leves. Declaración de la víctima. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. También es doctrina del Tribunal, que las declaraciones tanto de la víctima como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    F., Ricardo s/ Robo con armas - Lesiones leves


    COMP. 1560, XXXIX, 16 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Falsa denuncia. Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El delito de falsa denuncia concurre materialmente con la defraudación intentada sobre la base de esa falsedad, no obstante la relación de medio a fin que pudiere existir entre ellos. La mera coincidencia subjetiva o final no basta, por si sola, para afirmar que dos conductas previstas en la ley penal constituyen un único hecho o concurso formal; en consecuencia, al tratarse de delitos que pueden ser juzgados separadamente, debe determinarse cuál ha de ser tenido como lugar de comisión de cada uno de ellos a efectos de establecer la competencia. Por aplicación de estos principios, y habida cuenta que la presunta falsa denuncia de extravío de los cheques se habría formulado en jurisdicción nacional, el juzgamiento de ambos delitos corresponde al juzgado nacional en lo criminal de instrucción que previno.


    G., Adolfo s/ Infracción Artículo 302


    COMP. 1592, XXXIX, 28 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia nacional. 


    Tiene resuelto la Corte que si los hechos que podrían configurar el delito de estafa se presentan prima facie como independientes deben ser investigados en las respectivas jurisdicciones en las que aparecen cometidos.


    G., Adrián s/ Delito de acción pública


    COMP. 1716, XXXIX, 24 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Facultades de la alzada. Competencia federal. 


    De acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, y artículo 44 del Código Procesal de la Nación, la contienda entre dos juzgados nacionales debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    G., Cristian Javier s/  Infracción Ley 23.737


    COMP. 1255, XXXIX, 13 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Falsificación de marca o designación. Competencia federal. 


    Si del peritaje se desprende que los productos secuestrados poseen impresas las marcas pertenecientes a las empresas discográficas editoras, no puede descartarse que el caso resulte aprehendido por dos disposiciones penales -la ley 22.362 y la ley 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    G., Fernando Javier s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1683, XXXIX, 13 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Competencia federal. 


    Las irregularidades denunciadas, en marco del Programa Jefes de Hogar - creado por el Decreto N°565/02 - además de perjudicar efectivamente las rentas nacionales, habrían afectado el normal desenvolvimiento del organismo nacional encargado de su instrumentación, en tanto se obstaculizó la finalidad asistencial perseguida por el Estado nacional en este emprendimiento.


    G., Marta Angélica y otra s/ Denuncia


    COMP. 1633, XXXIX, 03 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque de pago diferido. Domicilio del banco. Competencia en lo penal económico. 


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. En consecuencIa, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura prevista en el atiículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    G., Roberto y Martínez, Ana María s/ Estafa


    COMP. 1583, XXXIX, 28 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1522, L. XXXIX, "V. O. A. y otros s/ Presunta infracción Ley 24.051".


    H., Juan s/ Denuncia infracción Ley 24.051


    COMP. 1646, XXXIX, 10 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Contaminación de aguas. Competencia federal. Contaminación de suelos. Competencia provincial. 


    La competencia del fuero federal sólo se justifica en los casos en los que se hubieren comprobado los supuestos de excepción contemplados por el artículo 1° de la ley 24.051.


    H., Rubén s/ Denuncia Ley 24.051


    COMP. 1523, XXXIX, 21 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdiccióncompetente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    H. S.A. s/ Tentativa de estafa


    COMP. 2051, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Extorsión. Competencia federal. 


    El "Programa Jefes de Hogar" fue creado por Decreto N° 565/02 para brindar una ayuda económica a los desocupados -que reúnan determinados requisitos- con la finalidad de garantizarles el Derecho Familiar de Inclusión Social, asegurando escolaridad y salud para sus hijos, capacitación personal y su incorporación en proyectos productivos o en servicios comunitarios que promuevan el desarrollo y bienestar de la comunidad (artículos 3° y 7°). El Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, que tiene a su cargo el diseño, aplicación y control del programa (artículos 7 y 14), conjuntamente con el Ministerio de Desarrollo Social dictaron las Resoluciones 284/02 Y 91/02, que reglamentaron su aplicación. El proyecto se financia con los créditos asignados y que se asignen en el presupuesto nacional (artículo 1 S) y la Secretaría de Hacienda del Ministerio de Economía es la encargada de transferir los fondos correspondientes para solventar las ayudas económicas, que se pagan directamente al beneficiario. Asimismo, los organismos ejecutores, en ningún caso, podrán requerir de los beneficiarios aportes dinerarios ni contraprestaciones que no sean las originadas en el espíritu y texto del decreto 565/2002 (artículo 16). En el marco descripto, y en atención a que el imputado sea uno de los ejecutores del plan asistencial, parece razonable sostener que las irregularidades denunciadas, además de perjudicar efectivamente las rentas de la Nación afectaron el normal desenvolvimiento de los organismos nacionales encargados de la instrumentación del programa -.Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social y Consejo Nacional de Administración, Ejecución y Control- por cuanto al sustituirse por otras las contraprestaciones a realizar en favor de la comunidad, se desnaturalizó la finalidad perseguida por el Estado nacional con este emprendimiento.


    I., Susana Elena s/ Denuncia extorsión


    COMP. 2053, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    L., Richard Edward s/ Robo con armas


    COMP. 1670, XXXIX, 12 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Si los elementos de juicio incorporados al incidente, no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido


    L., Santiago María s/ Denuncia


    COMP. 1844, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1683, L.XXXIX, "G., Fernando Daniel s/ Infracción ley 11.723".


    M., Antonio s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 2086, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 959, L.  XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    M., Augusto Flavio s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1333, XXXIX, 16 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido.


    M. de C., Susana María s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1506, XXXIX, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    M. de O., Ángel Diego s/ Denuncia


    COMP. 1576, XXXIX, 21 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que del análisis de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte que se hubieren verificado alguno de los supuestos de excepción descriptos en el artículo 10 de la ley 24.051 que autorizan su aplicación, corresponde a la justicia provincial  seguir conociendo la causa.


    M. d S., Cecilia s/ Denuncia


    COMP. 1294, XXXIX, 11 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia nacional. Estafa. Competencia provincial. 


    Resulta aplicable la doctrina de la Corte según la cual la falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél. El Tribunal tiene establecido que el delito de falsificación de instrumento público se consuma cuando se confecciona el documento falso. En consecuencia, toda vez que en esta Capital tiene su asiento el registro del escribano interviniente en la primera de las actuaciones, corresponde a la justicia nacional entender a su respecto, en tanto que en lo vinculado a la certificación realizada por el notario con registro en San Vicente, es la justicia local la que debe juzgar ese hecho. Por lo demás, en lo atinente a las presuntas estafas cometidas mediante la utilización de los documentos apócrifos, tanto en el juzgado civil y comercial donde tramitó la sucesión, como en el juzgado en el que se homologó el convenio, el conocimiento de estos hechos corresponde al magistrado provincial.


    M., Francisco s/ Sucesión


    COMP. 1010, XXXIX, 01 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 959, L.  XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    M., Gabriel Gustavo s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1382, XXXIX, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Encubrimiento. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal


    M., Horacio Andrés s/ Encubrimiento


    COMP. 1258, XXXIX, 11 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte, que la realización de medidas instructorias, con posterioridad al inicio de la contienda, implica asumir la competencia que fuera atribuida y que una declinatoria efectuada después, importa el inicio de un nuevo conflicto.  También tiene decidido la Corte, en casos que guardan similitud con el presente, que la conduta a investigar constituye prima facie un delito de índole común, sin perjuicio de las disposiciones de carácter federal, cuya interpretación podría resultar necesaria para evaluar la naturaleza delictiva del hecho.


    M., José Reig s/ Infracción al Artículo 239 Código Penal


    COMP. 1264, XXXIX, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Automotores. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1150, L.XXXIX, "R., Roberto José s/ Falsificación documentos públicos".


    M., José Antonio s/ Falsificación de documento


    COMP. 1971, XXXIX, 28 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    De acuerdo con la doctrina de la Corte en Fallos: 325:269 y 823, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para seguir conociendo en la causa.


    En el caso que se hubiera verificado alguno de los supuestos de excepción descriptos en el artículo 1° de la ley 24.051 correpondería declarar la competencia a la justicia federal.


    M., Juan Froilan s/ Denuncia


    COMP. 1183, XXXIX, 04 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Falsedad ideológica. Competencia provincial. 


    Elección interna del "Partido Justicialista" de la provincia de Buenos Aires.


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia, que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. En atención a que la conducta reprochada a los imputados no habría afectado la elección nacional ni el servicio o patrimonio de los organismos vinculados a ésta, corresponde asignar el conocimiento de la causa al Juzgado de Garantías, sin perjuicio de que si su titular entiende que la misma corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    M., Mario Orlando s/ Denuncia


    COMP. 2079, XXXIX, 23 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 97, L. XXXIX "Espinola, Bárbara Inés s/ Incumplimiento de los deberes de funcionario publico".


    M., Miriam Nancy s/ Denuncia infracción Ley 24.051


    COMP. 1702, XXXIX, 10 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Tribunal de alzada. 


    Si la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido,


    M., Roberto Carlos s/ Encubrimiento


    COMP. 1492, XXXIX, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Competencia nacional. 


    El delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos -que concurriría idealmente con su falsificación cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    M., Roberto Rufino s/ Robo con armas


    COMP. 1657, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Si en el caso no se advierte que se hayan verificado los supuestos de excepción descriptos en el artículo 1° de la ley 24.051, que justifican la intervención de la justicia federal, corresponde que intervenga el juzgado local.


    Municipalidad de Pilar s/ Denuncia por infracción Ley 24.051


    COMP. 1841, XXXIX, 24 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Robo. Competencia federal. 


    Tiene establecido la Corte en numeros precedentes que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    N., Cristina Isabel s/ Encubrimiento


    COMP. 1589, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 959, L.  XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    N., Marcelo Antonio s/ Denuncia infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP. 1464, XXXIX, 01 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 959, L.  XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    M., Nilda del Valle s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1587, XXXIX, 16 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    N.N. s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1100, XXXIX, 11 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia nacional. 


    Corresponde entender a la justicia federal en las causas en las que se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando estos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio que prestan los empleados de la Nación.


    N.N. s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 1518, XXXIX, 16 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Aplicación del criterio establecido en Fallos: 315 :312; 319:2385; 323: 1808, 2337, 3867 y 324:2331.


    La ausencia de elementos relativos a los hechos sobre los cuales versa, obsta la posibilidad de determinar el lugar donde se desarrollaron y discernir, en consecuencia, al tribunal que corresponda investigarlo.


    N.N. s/ Secuestro


    COMP. 1703, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad calificada. Competencia provincial. 


    Resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    N.N s/ Privación ilegal de la libertad agravada


    COMP. 2026, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1683, L.XXXIX, "G., Fernando Daniel s/ Infracción ley 11.723".


    N.N. s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 2091, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    O., Javier Gerardo s/ Encubrimiento


    COMP. 1961, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Planes sociales. Competencia federal. 


    El "Programa Jefes de Hogar" fue creado por Decreto N° 565/02, para brindar una ayuda económica a los desocupados -que reúnan determinados requisitos- con la finalidad de garantizarles el Derecho Familiar de Inclusión Social, asegurando escolaridad y salud para sus hijos, capacitación personal y su incorporación en proyectos productivos o en servicios comunitarios que promuevan el desarrollo y bienestar de la comunidad (art. 3° y 7°). El Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, que tiene a su cargo el diseño, aplicación y control del programa (artículo 7 y 14), conjuntamente con el Ministerio de Desarrollo Social, dictaron las Resoluciones 284/02 y 91/02, que reglamentan su aplicación. El proyecto se financia con los créditos asignados y que se asignen en el presupuesto nacional (artículo 15) y la Secretaría de Hacienda del Ministerio de Economía es la encargada de transferir los fondos correspondientes para solventar las ayudas económicas (artículo 9° de la Resolución 312/02 del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social), que se pagan directamente al beneficiario (artículo 20 de la misma resolución). Si las conductas imputadas tuvieron entidad suficiente para afectar el normal desenvolvimiento de los organismos nacionales encargados de la instrumentación del programa -Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social y Consejo Nacional de Administración, Ejecución y Control-, así como para desnaturalizar la finalidad asistencial perseguida por el Estado nacional en este emprendimiento, corresponde entender las actuaciones a la justicia federal.


    O., Ricardo s/ Cambio de patente (M , Guillermo s/ Denuncia)


    COMP. 2102, XXXIX, 23 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Conexidad. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto que las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales.


    P. C., Daniel Cristián s/ Lesiones leves


    COMP. 1430, XXXIX, 09 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Hurto. Encubrimiento. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal. También resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción ocurrida, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    P., Diego Hernán s/ Encubrimiento


    COMP. 1191, XXXIX, 01 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Concurso de delitos. Ruidos molestos. Competencia contravencional. Prostitución. Competencia correccional. 


    La contravención consistiría en "perturbar el descanso, la convivencia o la tranquilidad pública, mediante ruidos que por su volumen, reiteración o persistencia, excedan la normal tolerancia" (art. 72 del Código Contravencional), y el delito en "sostener, administrar o regentear, ostensible o encubiertamente, casas de tolerancia" (art. 17 ley 13.221). Pues, tanto puede perturbar por ruidos molestos quien posee locales donde se ejerce la prostitución como quien no los posee, y por otro lado, el que incurre en este delito bien puede llevarlo a cabo observando la convivencia silente que protege la ley contravencional, lo que pone de manifiesto la distinta naturaleza y el carácter escindible de ambos hechos. Esta independencia entre las posibles conductas ilícitas no nos remitiría a un supuesto de concurrencia delictiva en el sentido del artículo 55 del código Penal (con lo que queda descartada de plano la posibilidad de una tramitación conjunta), toda vez que esta hipótesis del llamado concurso real o material estaría reservada exclusivamente a los delitos entre sí, teniendo en cuenta que su objetivo es aplicar un método de composición de las penas previstas en el artículo 5 de este cuerpo. Por otro lado, esta oposición -dentro de la estructura del derecho penal- entre delitos y contravenciones, permite suponer que no resulta aplicable aquí el mandato del artículo 4 del Código Penal.


    P., María Luz  s/ Infracción


    COMP. 1330, XXXIX, 29 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 959, L.  XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    P., Ricardo s/ Su secuestro extorsivo


    COMP. 1535, XXXIX, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Insolvencia fraudulenta. Competencia provincial. 


    Toda vez que los dichos de la denunciante, respecto a que la inscripción de la venta del inmueble se realizó en el Registro de la Propiedad Inmueble de la Provincia de Buenos Aires, resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa y sin perjuicio de la calificación que resulte en definitiva de la conducta a investigar -artículo 173, inciso 9°, o 179 del Código Penal- corresponde declarar la competencia del Juzgado de Garantías provincial.


    P. S.A. y otros s/ Insolvencia fraudulenta


    COMP. 1649, XXXIX, 10 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 959, L.  XXXIX, " P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    P., Solange s/ Víctima privación ilegal de la libertad


    COMP. 1830, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Residuos patológicos. Competencia provincial. 


    Toda vez que del análisis de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1 de la ley 24.051, que habilitan su aplicación corresponde declarar la competencia de la justicia provincial.


    Policía Federal Argentina s/ Solicita orden de allanamiento


    COMP. 1012, XXXIX, 01 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. Encubrimiento. Competencia federal. 


    En lo que se refiere a la infracción al artículo 289 del Código Penal, resultaría de aplicación la doctrina de la Corte, en el sentido de que si no es posible establecer el lugar donde se produjo el reemplazo de las placas individualizadoras ni la adulteración de los números de chasis y motor, corresponde atribuir competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.  En consonancia con estos principios, es el juzgado de Garantías el que debe conocer estos hechos.  En lo atinente al delito tipificado en el artículo 277 del Código Penal, la Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justifica nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    Q., Nelson Abel s/ Encubrimiento


    COMP. 1304, XXXIX, 12 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 959, XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ denuncia secuestro extorsivo".


    Q., Sabino Adolfo s/ Denuncia presunto secuestro extorsivo


    COMP. 1694, XXXIX, 09 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1683, L.XXXIX, "G., Fernando Daniel s/ Infracción ley 11.723".


    Q., Stella Maris s/ Ley 11.723


    COMP. 1684, XXXIX, 13 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    R., César Miguel Ángel s/ Encubrimiento


    COMP. 1339, XXXIX, 10 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal, aquél donde se presentaron al cobro. Cuando los elementos de juicio incorporados al incidente no alcancen para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor.


    R., Edgar Orlando s/ Denuncia


    COMP. 1404, XXXIX, 23 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cheque de pago diferido. Competencia provincial. 


    Los títulos de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una  contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.


    R. F. S.R.L. s/ Infracción artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1650, XXXIX, 10 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito encubierto.


    R., Fernando Rubén s/ Encubrimiento


    COMP. 1315, XXXIX, 15 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 1683, L.XXXIX, "G., Fernando Daniel s/ Infracción ley 11.723".


    R. M., Fernando s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 2082, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia 959, L. XXXIX “P., Antonio Sebastián s/ Secuestro extorsivo”.


    Es doctrina de la Corte que en delitos de carácter permanente, no hay razón de principio que imponga decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas jurisdicciones se ha desarrollado la acción delictiva, por lo que son determinantes para resolver el punto, consideraciones de economía y conveniencia procesal. Es por ello que, con prescindencia de consideraciones sobre el derecho de fondo que atañe a la configuración del tipo delictivo correspondería asignar competencia para conocer en el delito de secuestro extorsivo al juez de la jurisdicción donde la víctima fue retenida, se pagaría el rescate, se detuvo a los imputados y se produjo la liberación.


    R. G. y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1319, XXXIX, 11 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    R., Gustavo Andrés s/ Denuncia estafa


    COMP. 1327, XXXIX, 15 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Para poder ejercer las facultades que confiere el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, es necesario que el conflicto se halle precedido de una investigación suficiente que permita calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo; y cuando los elementos de juicio incorporados no alcanzan para esa finalidad, es el juez que previno el que debe continuar con su tramitación.


    R., Ricardo Andrés s/ Encubrimiento agravado


    COMP. 1241, XXXIX, 25 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la  Competencia N° 1633, L. XXXIX, in re "G., Marta Angélica y otra s/ Denuncia".


    R., Teodoro Timoteo s/ Denuncia


    COMP. 1529, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Desobediencia a un funcionario público. Competencia nacional. 


    El delito de desobediencia se consuma en el lugar donde se ha omitido el cumplimiento de la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones.


    Registro Nacional de la Propiedad Inmueble s/ Resistencia o desobediencia a la autoridad


    COMP. 1429, XXXIX, 09 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    S., Claudio s/ Robo


    COMP. 1697, XXXIX, 12 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Retención indebida. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida


    S., Hernán Dario s/ Estafa


    COMP. 1647, XXXIX, 24 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Registro de la propiedad automotor. Competencia federal. 


    Corresponde entender a la justicia federal en las causas en las que se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando estos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio que prestan los empleados de la Nación.


    S., Humberto s/ Denuncia


    COMP. 1669, XXXIX, 10 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Quiebra. Domicilio social. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Si puede seriamente sospecharse que el domicilio social es ficticio es competente para conocer en los delitos previstos en los arts. 176, 177 y 178 del Código Penal el juez de la jurisdicción donde se encontraban tanto el asiento de los negocios como la sede de la administración de la fallida.


    S. I. Refrescos S.A. s/ Quiebra


    COMP. 1460, XXXIX, 16 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 959, L.  XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    S., Norberto Ricardo y otros s/ Infracción al Artículo 170 del Código Penal


    COMP. 1509, XXXIX, 16 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juez previniente. Tribunal de alzada. 


    Frente a un conflicto negativo de competencia, trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, corresponde que la contienda sea dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiese conocido la causa, de acuerdo a lo reglado por el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58.


    S., Pablo Alberto s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1238, XXXIX, 01 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Incumplimiento de resolución judicial. Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    En materia penal, las reglas de conexidad sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales.


    S., Ricardo s/ Su denuncia


    COMP. 1575, XXXIX, 28 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Contaminación de aguas. Competencia provincial. 


    Si en el caso no se habrían verificado los supuestos de excepción descriptos en el artículo 1° de la ley 24.051, corresponde que intervenga la justicia local.


    S., Octavio Agustín s/ Denuncia


    COMP. 1965, XXXIX, 29 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Falsificación de cheque. Competencia nacional. 


    El delito de estafa, o su tentativa -que concurriría idealmente con la fasificación-, perpetrado mediante el uso de cheques estravíados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    Sindicato de L. y F. y M. s/ Infracción artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1732, XXXIX, 19 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la existencia de un perjuicio etectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia federal, si no se identifica con el resultado directo de una acción típica.


    SRT S.A. s/ Infracción artículo 173 del Código penal


    COMP. 1265, XXXIX, 24 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Falsificación de cheque. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos -que concurriría idealmente con su falsifícación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    T., Elías Mauricio s/ Falsificación documentos públicos


    COMP. 1735, XXXIX, 19 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Estafa. Competencia nacional. 


    La falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa por el uso de aquél. En lo atinente a la adulteración de los certificados de defunción, la Corte tiene establecido que las falsificaciones se consuman cuando éstas se producen y, en caso de desconocerse el lugar de su confección, debe estarse al lugar en el que se utilizó el documento o donde se lo pretendió hacer valer.


    T., Rodolfo Pedro y otros s/ Delito de acción pública


    COMP. 1566, XXXIX, 21 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    No ha mediado el correcto planteamiento de una contienda negativa de competencia que corresponda a la Corte dirimir.


    UFISES s/ Denuncia de extorsión


    COMP. 1505, XXXIX, 28 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Extorsión. Renta pública. Competencia provincial. 


    Si los hechos investigados no habrían significado un perjuicio directo para las rentas de la Nación, ni habrían afectado el servicio de los organismos nacionales a cargo de la implementación y control del programa, correponde atribuir la competencia al juzgado local.


    UFISES s/ Denuncia extorsión


    COMP. 1962, XXXIX, 28 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Tareas comunitarias. Renta pública. Competencia federal. 


    Los organismos ejecutores del Programa "Jefes de Hogar", en ningún caso, podrán requerir de los beneficiarios aportes dinerarios ni contraprestaciones.  Parece razonable sostener que esta conducta reprochada a la concejal, afectó el normal desenvolvimiento de los organismos nacionales encargados de la instrumentación del programa -Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social y Consejo Nacional de Administración, Ejecución y Control- por cuanto al sustituirse por otras las contraprestaciones a realizar en favor de la comunidad, se desnaturalizó la finalidad perseguida por el Estado nacional en este emprendimiento.


    V., Marcos Ariel s/ Denuncia


    COMP. 1562, XXXIX, 28 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    V., Mario s/ Robo


    COMP. 1709, XXXIX, 19 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Contaminación de suelos. Competencia provincial. 


    La competencia del fuero federal sólo se justifica en los casos en los que se hubieren comprobado los supuestos de excepción contemplados por el artículo 1° de la ley 24.051.


    V. O. A. y otros s/ Presunta infracción Ley 24.051


    COMP. 1522, XXXIX, 14 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Estafa. Cheque. Concurso ideal. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que en el delito de estafa, o su tentativa -que concurriría idealmente con su falsificación- perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    V., Ricardo Dolores s/ Robo


    COMP. 1276, XXXIX, 01 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1522, L. XXXIX, "V. O. A. y otros s/ Presunta infracción ley 24.051".


    Z. K. K. s/ Averiguación infracción ley 24.051


    COMP. 1645, XXXIX, 10 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Estafa. Competencia nacional. Competencia de instrucción. 


    Existen en el caso fuertes indicios para sospechar que quien entregó el documento de pago diferido, lo hizo con conocimiento de su origen espurio y de su imposible cobro, y que su aceptación contra entrega de la mercadería fue provocado por un despliegue engañoso constitutivo del ardid determinante del acto de disposición del denunciante, propio de la estafa.


    A., Antonio Omar y otros s/ Infracción Artículo 302


    COMP. 1207, XXXVIII, 10 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Acumulación de procesos. Competencia de instrucción. 


    La Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que las infracciones vinculadas con maniobras relativas a la identificación de automotores -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal- carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal desenvolvimiento. También el Tribunal tiene dicho que la mera coincidencia subjetiva o de finalidad no basta, por sí sola, para afirmar que dos conductas previstas en la ley penal constituyan un único hecho o concurso formal. En consecuencia, las infracciones a los artículos 296 y 289 del Código Penal configuran hechos distintos, que permiten distinguirlos a los efectos de su juzgamiento, aún en el caso en que se considere que uno de los delitos fue el medio para cometer el otro. Por lo expuesto y en atención a que las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales, corresponde asignar competencia aI Juzgado de Instrucción de la provincia, para entender en la causa que originó este incidente.


    A., Cristian Eduardo y otro s/ Falsificación de documento público


    COMP. 1110, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido que la sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. Asimismo, es doctrina del Tribunal que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    A., Fabián Darío s/ Denuncia


    COMP. 737, XXXVIII, 05 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    A., Fernando s/ Estafa


    COMP. 868, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    A., Héctor Omar s/ Tentativa de estafa


    COMP. 1020, XXXIX, 26 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de documento público. Distribución de competencias. Competencia de instrucción. 


    Es doctrina de la Corte que la realización de medidas de instrucción con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fue atribuida y que una declinatoria efectuada con posterioridad, da inicio a un nuevo conflicto. Es de aplicación al conflicto la doctrina de la Corte según la cual resulta competente, para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, si no es posible establecer dónde fue creado, debe estarse al lugar en que fue usado. Tiene resuelto la Corte que la distribución de competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    A., Jorge Ceferino; O., Héctor Fabián; O., Domingo Daniel s/ Falsificación de instrumento público, falsificación sellos y abuso se autoridad


    COMP. 32, XXXIX, 10 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Legado de dar sumas de dinero. Renta pública. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, la entrega de una suma de dinero proveniente de un subsidio implica la transferencia del dominio sobre ella, Por lo demás, el Tribunal tiene resuelto que la existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia federal, si no se identifica con el resultado directo de una acción típica.


    A., José Luis s/ Su denuncia


    COMP. 1122, XXXIX, 05 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    A., Leonardo Gastón y otros s/ Estafa


    COMP. 709, XXXIX, 23 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Violación de correspondencia. Competencia de instrucción. 


    En el delito de estafa, o su tentativa -que concurriría materialmente con su falsificación- perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente al lugar donde los títulos fueron entregados y en los casos que las probanzas incorporadas al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación respecto del hecho. Habida cuenta que el magistrado que intervino originariamente resulta incompetente en razón de la materia, corresponde a la misma sede jurisdiccional en la que se formuló la denuncia, en el caso, la justicia nacional en lo criminal de instrucción –que conoce en este tipo de infracciones- continuar con el trámite de las actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    A., María Esther s/ Violación de correspondencia


    COMP. 1178, XXXIX, 13 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe en el caso un concreto conflicto de competencia  que necesariamente presupone que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de una causa, en la medida en que la justicia provincial no asignó competencia a la nacional para conocer en el delito de cuya investigación se desprendió esta última.


    A, María y otros s/ Artículo  302 del Código Penal


    COMP. 1188, XXXVIII, 07 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que por definición su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. Corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    A., María y otros s/ Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1264, XXXVIII, 11 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Menores. Interés superior del niño. Competencia provincial. 


    En actuaciones cuyo objeto atañe a menores, a fin de designar el juez competente en la causa,  ha otorgado primacía al lugar donde éstos se encuentran residiendo, ya que la eficiencia de la actividad tutelar torna aconsejable una mayor inmediación del juez de la causa con la situación de los mismos. Por lo demás, la solución propuesta es la que mejor se compadece con la finalidad tuitiva de la "Convención sobre los Derechos del Niño", que dispone atender el "superior interés del niño" en todas las medidas a tomar concernientes a ellos -artículo 3° del convenio citado y artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional.


    A., M. S. y otra s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. 683, XXXIX, 28 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 959, XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ denuncia secuestro extorsivo".


    A., Mónica s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1126, XXXIX, 05 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. Adulteración de cheque. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. En el delito de estafa cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    A., Norberto s/ Estafa


    COMP. 465, XXXIX, 15 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia de instrucción. Competencia nacional. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según puede apreciarse "prima facie" y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces en conflicto. Por su parte, el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    A., Rita Noemi s/ Denuncia


    COMP. 940, XXXIX, 26 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Domicilio del menor. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que en atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, por lo que son determinantes para resolver el punto consideraciones de economía y conveniencia procesal. En atención al interés superior del niño -artículo 3° de la "Convención sobre los Derechos del Niño", reconocido en el artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional- corresponde intervenir al tribunal del domicilio de la menor, pues, ese es el ámbito donde la progenitora podría ejercer una mejor defensa de sus intereses


    A., R. D. s/ Infracción Ley 13.944


    COMP. 1275, XXXVIII, 27 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1221, XXXVIII, "Balestieri, Pablo Andrés s/víctima de secuestro extorsivo".


    A., Silvia Susana s/ Víctima de secuestro extorsivo


    COMP. 11, XXXIX, 27 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Cheque de pago diferido. Domicilio del banco. Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    Al tratarse de títulos de pago diferido, sumado a que los dichos del denunciante no aportan elementos para inferir el despliegue de una maniobra engañosa, resulta aplicable la doctrina sentada por la Corte a partir del precedente de Fallos: 324:3463, en el sentido de que aquéllos son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa; y compete al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar si es aplicable al caso la figura penal subsidiaria prevista en el art. 302 del Código Penal a la luz de lo establecido en el art. 6° de la ley 24.452.


    A., Silvio Diego s/ Denuncia


    COMP. 1116, XXXIX, 16 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Código aeronáutico. Competencia federal. 


    La Corte tiene resuelto que, de acuerdo a lo establecido en el artículo 198 del Código Aeronáutico, compete al fuero federal el conocimiento y la decisión de las causas en las que se investigan delitos que puedan afectar la navegación o el comercio aéreo en general.


    Aeropuerto Argentina 2000 s/ Denuncia por averiguación de robo


    COMP. 627, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Hurto. Compencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 627, XXXIX, "Aeropuerto Argentina 2000 s/ Denuncia por averiguación de robo".


    Aeropuertos Argentina 2000 s/ Presunto hurto


    COMP. 626, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1062, L. XXXVIII, "Gendarmería Nacional s/ averig. inf. ley 24.051".


    Averiguación infracción Ley 24.051


    COMP. 1157, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    B., Antonio David s/ Robo agravado por el uso de armas y otros


    COMP. 33, XXXIX, 10 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Competencia nacional. Competencia de instrucción. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Cuando los elementos de juicio incorporados al incidente, no alcancen para acreditar esa circunstancia,  corresponde al juez que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos asentados en el reverso del documento.


    B., Bernardo Moisés s/ Tentativa de estafa


    COMP. 59, XXXIX, 04 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 959, L.  XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    B., Daniel Cayetano s/ Secuestro Extorsivo


    COMP. 1260, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Lugar donde se comprobó la infracción.


    Es doctrina de la Corte que las infracciones vinculadas con maniobras relativas a la identificación de automotores -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal- carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal desenvolvimiento. En el caso de que no sea posible establecer el lugar donde se produjo el reemplazo de las chapas patente, corresponde atribuir competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.


    B., Félix Rubén s/ Sustitución chapa patente


    COMP. 812, XXXIX, 12 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Domicilio del banco. Competencia en lo penal económico. 


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que por definición, su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. Concordantemente con lo decidido por la Corte, y en tanto los valores de pago diferido fueron entregados con anterioridad al cierre de la cuenta, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    A. G., Elías y otros s/ Estafa


    COMP. 62, XXXIX, 11 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa competencia N ° 970, L. XXXVIII, "G., Norma s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    B., Fernando y V., Guillermina C. s/ Denuncia de robo


    COMP. 1211, XXXVIII, 12 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Falso testimonio. Consumación del delito. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que ell bien jurídico protegido en el delito de falso testimonio es la administración de justicia, a la que incumbe investigar la verdad para garantizar el acierto de sus resoluciones. El sujeto pasivo de ese delito es, pues, la autoridad competente que resulta afectada por la falsedad del testigo, perito o intérprete, y esa autoridad no puede ser otra que el juez ante cuyos estrados tramita la causa en la que el testimonio ha sido ofrecido.  También tiene dicho la Corte, que el delito de falso testimonio se consuma en el lugar donde se presta la declaración, aún en el supuesto de testigos ofrecidos en un juicio que tramita en otra jurisdicción.


    B., Hugo Oscar s/ Falso Testimonio


    COMP. 113, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa en la Competencia N° 1221, XXXVIII, "B., Pablo Andrés s/ Víctima de secuestro extorsivo".


    B., Javier s/ Víctima de secuestro extorsivo


    COMP. 1222, XXXVIII, 12 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    D. de C., B. Josefa s/ Denuncia


    COMP. 895, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Incumplimiento de la obligación alimentaria. Competencia provincial. 


    Es dotrina de la Corte que la realización de medidas instructorias, con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fuera atribuida y que una declinatoria efectuada después, importa el inicio de un nuevo contlicto.


    B., Luis Norberto s/ Infracción Ley 13.944


    COMP. 941, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Estafa. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos -que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde fue entregado el documento, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    B., Luis María Bartolome s/ Defraudación


    COMP. 1109, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia local. 


    Res. PGN 72/02


    Corresponde declarar la competencia de la justicia local para entender en la causa, en la medida en que de las probanzas incorporadas al legajo no se advierta la configuración de alguno de los extremos que habiliten la aplicación de la ley 24.051.


    B., Miguel Ángel s/ Presunta infracción Ley 24.051


    COMP. 442, XXXIX, 29 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Retención indebida. Competencia provincial. 


    Cuando la conducta a investigar constituye un delito de índole común, sin perjuicio de las disposiciones de carácter federal, cuya interpretación podría resultar necesaria para evaluar la naturaleza delictiva del hecho, corresponde asignar competencia a la justicia local.


    B. NA s/ Defraudación por Retención Indebida


    COMP. 444, XXXIX, 29 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Robo. Competencia de instrucción. 


    Tiene establecido la Corte si no resulta con absoluta nitidez que los imputados por el delito de encubrimiento han sido ajenos a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez que intervino en las actuaciones por la comisión del otro delito, en razón de la relación de la alternatividad existente entre ambas infracciones.


    B., Natalia y Flores, Mauro Gabriel s/ Infracción Artículo 277 del Código Penal


    COMP. 871, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte, que las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones. También el Tribunal tiene establecido, que no obstante la generalidad de los términos empleados en la redacción de los artículos 67, incisos 12, 94 Y 100 -hoy 75, inciso 20, 108 Y 116, respectivamente- de la Constitución Nacional, estas disposiciones no se oponen a la exclusión de la competencia federal cuando no existan los propósitos perseguidos por estas normas.


    B., Pablo Andrés s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1221, XXXVIII, 12 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque extraviado. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa cuando haya sido perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la competencia territorial, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    B., Rubén Alberto s/ Denuncia presunta infracción - Causa N° 31422


    COMP. 721, XXXIX, 29 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Retención indebida. Cheque sin fondos. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según puede apreciarse "prima facie" y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces en conflicto. Por su parte, el delito de retención indebida se reputa consumado en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida, y en el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió concretarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales, la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor. Con respecto al pago con cheques sin provisión de fondos, al tratarse de títulos de pago diferido, que son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. A este delito le compete al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado.


    B., Rubén s/ Defraudación


    COMP. 1080, XXXIX, 18 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1150, L.XXXIX, "R., Roberto José s/ Falsificación documentos públicos".


    B., Secundino s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 1256, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1150, L.XXXIX, "R., Roberto José s/ Falsificación documentos públicos".


    B., Sergio Orlando s/ Falsificación documentos públicos


    COMP. 1214, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    B., Silvio Rosa s/ Tentativa de estafa


    COMP. 580, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Obligaciones de la obra social. Menores. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.


    B., Stella Maris s/ Delito de acción pública


    COMP. 330, XXXIX, 15 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia de instrucción. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Habida cuenta que las probanzas incorporadas al incidente, no alcanzan para determinar esa circunstancia, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores al depósito de los cheques y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos de los depositantes.


    B., Víctor s/  Estafa


    COMP. 1276, XXXVIII, 11 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Cheque. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si las declaraciones del denunciante son verosímiles y no están desvirtuadas por otras constancias de la causa pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia. Es por ello que, no hallándose controvertidos los fundamentos del juez nacional, considerando que la competencia criminal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha llevado a cabo el delito, y teniendo en cuenta las aserciones del damnificado, en cuanto a que el hecho, más allá de la relevancia penal que en definitiva resulte, ocurrió en provincia, es el juez provincial quien deberá continuar con la sustanciación del presente sumario, sin perjuicio de cuanto surja de la investigación ulterior.


    Banca Nazionale del Lavoro s/ Defraudación


    COMP. 1146, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cámaras de casación. Competencia funcional. 


    La Cámara Nacional de Casación Penal -creada por el artículo 2°, inc. b) de la ley 24.050- es la que debe entender en los conflictos planteados, en el orden nacional, entre aquellos tribunales de los que emanan resoluciones con previsión de recurso ante ella, no obstando a ello la circunstancia de que tanto los jueces de las cámaras entre los que se trabe la contienda y los de la Casación sean considerados jueces de cámara, pues lo que importa no es la jerarquía de los magistrados sino la competencia funcional que les atribuye expresamente el legislador.


    Banco R. de la P. s/ Estafa


    COMP. 111, XXXIX, 11 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Incompetencia. Juzgados provinciales. 


    No existe en el caso un concreto conflicto de competencia, dado que el magistrado local no asignó competencia a la justicia nacional por la cual debía conocer en el hecho del que se desprendiera. Lejos de controvertir la calificación atribuida al hecho en estudio, únicamente se limitó a señalar que no se encontraba acreditado uno de los elementos para la correcta inclusión de la conducta en el tipo penal.


    C. A., Alejandro Gustavo s/ Denuncia infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 40, XXXIX, 07 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Domicilio del menor. Competencia nacional. 


    Al resultar de los dichos de la denunciante -que resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias -de que la menor convivía con su madre en la Capital Federal, se estima que ese es el lugar donde el imputado habría impedido el contacto entre ellas y habría privado a aquélla del ejercicio de sus derechos y obligaciones.


    C., A. A. s/ Infracción Ley 24.270


    COMP. 1127, XXXIX, 05 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1150, L.XXXIX, "R., Roberto José s/ Falsificación documentos públicos".


    C., Blas Alberto s/ Falsificación documentos públicos


    COMP. 1215, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Retención indebida. Competencia provincial. 


    Ante la inexistencia de discrepancia entre los tribunales intervinientes acerca de la calificación legal que prima facie cabe asignar a los hechos denunciados -ambos aluden a la retención indebida-, y por ser la que mejor se adecua a las constancias del legajo, resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual ésta se reputa consumada en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida, y en el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió concretarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 Y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales, la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor. Habida cuenta que el juez de garantías no cuestiona que el hecho materia de investigación hubiera ocurrido en jurisdicción provincial, a él corresponde conocer el hecho, sin perjuicio de que si entiende que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    C., Claudia s/ Defraudación


    COMP. 132, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según puede apreciarse "prima facie" y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces en conflicto. Por su parte, en el delito de estafa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueron presentados al cobro.


    C., Claudio s/ Infracción artículo 302 del Código Penal


    COMP. 585, XXXIX, 15 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Frustración maliciosa del pago del cheque. Competencia provincial. 


    Cuando se trata de un cheque de pago diferido compete al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar si es aplicable al caso la figura penal subsidiaria prevista en el artículo 302 del Código Penal a la luz de lo establecido en el art. 6° de la ley 24.452.


    C., Daniel s/ Infracción artículo 132 Código Penal


    COMP. 685, XXXIX, 15 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    C., Edgardo Daniel y otro s/ Encubrimiento


    COMP. 1112, XXXIX, 16 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Cuando existe una homogeneidad tanto objetiva como subjetiva y un contexto delictivo idéntico, resulte aplicable la doctrina de la Corte según la cual son competentes para conocer en este tipo de infracciones, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica y que, frente a tal hipótesis, la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    C., E. S. por el delito de Impedimento de contacto de hijo con padres no convivientes


    COMP. 1104, XXXVIII, 20 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Competencia nacional. 


    Tiene establecido la Corte que cuando el delito de estafa o su tentativa -que concurriría idealmente con la falsificación- es perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    C., Guillermo Gabriel s/ Estafa


    COMP. 506, XXXIX, 05 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Lugar del hecho. Competencia criminal. 


    La sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos, por lo que corresponde que cada uno sea investigado ante el tribunal con jurisdicción en el lugar de su comisión. Cuando el delito de estafa, o su tentativa, es perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    C., Hugo y otros s/ Defraudación


    COMP. 93, XXXIX, 13 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    La Corte tiene dicho, que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.  En lo que se refiere a la infracción al artículo 289 del Código Penal, respecto de la cual resultaría de aplicación la doctrina de la Corte según la cual, cuando no es posible establecer el lugar donde se produjo el reemplazo de las placas individualizadoras, ni la adulteración de la numeración del chasis y del motor, corresponde atribuir competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.


    C., Juan Manuel s/ Encubrimiento


    COMP. 262, XXXIX, 08 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Cuando las constancias incorporadas al incidente no aporten elementos de juicio suficientes para poder calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa -estafa o frustración maliciosa del pago del cheque- y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlo, corresponde que el tribunal que previno tome conocimiento de la causa, e incorpore los elementos necesarios para darIe precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    C., Juan s/ Denuncia infracción Artículo 172 Código Penal


    COMP. 270, XXXIX, 09 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Abuso sexual calificado. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es doctrina de la Corte que la realización de medidas instructorias, con posterioridad al inicio de la contienda, implica asumir la competencia que fuera atribuida y que una declinatoria efectuada después, importa el inicio de un nuevo conflicto.


    C., J. presunto supuesto autor abuso sexual


    COMP. 438, XXXIX, 26 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Declaración de la víctima. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    C., Karina s/ Robo con armas


    COMP. 157, XXXIX, 12 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Facultades jurisdiccionales. Competencia nacional. Competencia correccional. 


    La Corte tiene dicho que deben atenderse las circunstancias existentes al momento de decidir y, por otra parte, que es requisito para que la Corte pueda ejercer sus atribuciones jurisdiccionales que se someta a su decisión un caso contencioso concreto y no una cuestión académica abstracta. No habiéndose pronunciado los magistrados intervinientes respecto de la presunta falsificación de instrumentos privados que diera origen a esta incidencia, sino en relación a una conducta investigada por otro juez -más allá de que sea o no correcto el encuadramiento legal que efectúa para afirmar su competencia-  corresponde devolver las actuaciones al Juzgado Nacional en lo Correccional, a sus efectos.


    C. M., Florencia y otro s/ Estafa


    COMP. 18, XXXIX, 12 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    C., María Angélica s/ Denuncia


    COMP. 112, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    A partir del reconocimiento, por parte del juez nacional, de la competencia federal para conocer del hecho, en tanto no se cuestiona su calificación legal, ni el lugar donde presumiblemente ocurrió, le compete a él asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis.


    C., Osvaldo Javier s/ Averiguación de Ilícito.


    COMP. 881, XXXIX, 12 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Retención indebida. Administrador del consorcio. Competencia nacional. 


    Tiene resuelto la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según puede apreciarse "prima facie" y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces en conflicto.


    C., Raúl Alberto; I. de C., Juana s/ Defraudación por Retención Indebida


    COMP. 1101, XXXVIII, 07 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 959, L.  XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    C., Rubén Ángel s/ Su secuestro extorsivo


    COMP. 1305, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1150, L.XXXIX, "R., Roberto José s/ Falsificación documentos públicos".


    C., Ricardo s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 1239, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Registro de la propiedad automotor. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que corresponde entender a la justicia Federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción del dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación. En el caso, resulta aplicable el criterio sostenido por V.E. en los precedentes de Fallos 319:2370 y 323:777, según el cual corresponde intervenir a la justicia provincial en la causa donde se investiga la presunta falsificación de una actuación notarial, por la que se certifican firmas en un formulario "08", si de las constancias agregadas resulta que la documentación presuntamente falsa no fue presentada ante el mencionado organismo nacional.


    C., Rubén Omar s/ Falsificación de documentos


    COMP. 1165, XXXVIII, 07 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 959, XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    C., Sabrina s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1005, XXXIX, 18 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Si la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    C., Sebastián Ángel s/ Encubrimiento


    COMP. 258, XXXIX, 25 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Derechos humanos. Constitución Nacional. Administración Pública Nacional. Competencia federal. Competencia contencioso administrativa. 


    Toda vez que la pretensión esgrimida alude a derechos humanos reconocidos en la Constitución Nacional, en tratados internacionales y en la ley nacional 22.285, en razón de la naturaleza federal del bien jurídico a tutelar, es la justicia de excepción la que debe conocer en la causa.  En la medida en que la acción se encuentra relacionada con el incumplimiento del contralor que deben ejercer sendos organismos de la Administración Pública Nacional, la cuestión debe resolverse de acuerdo a las normas propias del Derecho Administrativo y requiere, del juzgador, una específica versación jurídica sobre esa rama del derecho.  En efecto, la competencia de la justicia federal en lo contencioso administrativo se determina cuando: a) la relación jurídica en que se funda la demanda fue celebrada en el marco de normas federales; b) se cuestionan actos de naturaleza administrativa y c) intervienen en el litigio entidades nacionales.


    Comité de Seguimiento y Aplicación de los Derechos del Niño s/ Amparo


    COMP. 19, XXXIX, 04 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    La competencia del fuero federal sólo se justifica en los casos en los que se hubieren comprobado los supuestos de excepción contemplados por el artículo 1° de la ley 24.051.


    C. F. s/ Averiguación presunta infracción Ley 24.051


    COMP. 210, XXXIX, 11 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Usurpación. Contaminación de suelos. Competencia provincial. 


    Resulta aplicable la doctrina sentada por la Corte, según el cual, al no verificarse ninguno de los supuestos que permita la aplicación de la ley N° 24.051, conforme a lo dispuesto en su artículo 1°, corresponde que la investigación continúe en sede local.


    D., Adriana Ingrid s/ Denuncia Usurpación s/ Incidente por infracción Ley 25.612


    COMP. 1256, XXXVIII, 12 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Cheque de pago diferido. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Los títulos pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. Corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado, evaluar si es aplicable la figura penal subsidiaria prevista en el art. 302 del Código Penal.


    D., Alfredo y otros s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1035, XXXIX, 07 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Juez previniente. 


    Las constancias incorporadas al incidente deben aportar elementos de juicio suficientes para poder calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlo. Desde esta perspectiva, no ha mediado el correcto planteamiento de una contienda negativa de competencia que corresponda a la Corte dirimir.


    D. d. G., Alcira Etelvina s/ Estafa


    COMP. 1022, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Cheque de pago diferido. Pago de cheque sin provisión de fondos. Competencia provincial. 


    Toda vez que de los dichos del denunciante cabría inferir que son de pago diferido, resulta aplicable al sub lite la doctrina sentada a partir de Fallos 324: 3463, según la cual, tales valores son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener configurado el delito de estafa. Por ello, corresponderá al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado entender en la causa.


    D., Emilce Edith s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 282, XXXIX, 03 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Sustancias químicas. Competencia provincial. 


    Si no se verifican ninguno de los supuestos que permita la aplicación de la ley 24.051, conforme a lo dispuesto en su art. 1° corresponde que la investigación del hecho quede a cargo de la justicia local.


    D. L. P., Ramón s/ Denuncia


    COMP. 250, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    D., Leonardo Francisco s/ Denuncia


    COMP. 1246, XXXVIII, 12 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Cheque de pago diferido. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    No se advierte que la entrega de los valores con imposibilidad de cobro haya constituido una falsa rendición como lo propugna el magistrado provincial, sino un incumplimiento de pago, previsible, dada la modalidad de los cheques entregados, que debe ser analizado bajo las previsiones del artículo 302 del Código Penal. Sobre la base de tales consideraciones, asiste razón al magistrado nacional, en tanto corresponde al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado evaluar la aplicación o no al caso de esa figura penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    D. M., Víctor Omar s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1088, XXXIX, 11 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque de pago diferido. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fue presentado al cobro.


    D., Miguel Richard s/ Hurto


    COMP. 715, XXXIX, 30 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 959, XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ denuncia secuestro extorsivo".


    D. S., Alda Daniela s/ Víctima secuestro extorsivo


    COMP. 1125, XXXIX, 05 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Bienes. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte, en casos que guardan analogía con el presente, que resulta relevante para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    E. A. S.A. y otros s/ Infracción Ley 12962  (Artículo 44)


    COMP. 1033, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Productos eléctricos. Vertimiento de desechos. Competencia provincial. Juzgado de garantías. 


    Conforme puede advertirse de los dichos del juez provincial, no se ha verificado en autos ninguno de los supuestos de excepción descriptos en el artículo 1° de la ley N° 24.051, que contemplan la competencia del fuero de excepción. En consecuencia, corresponde asignar la competencia al Juzgado de Garantías para conocer en estas actuaciones.


    E., Bárbara Inés s/ Incumplimiento de los deberes de funcionario público


    COMP. 97, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia criminal y correccional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Tiene resuelto la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según puede apreciarse "prima facie" y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces en conflicto. Por otro lado, también tiene establecido el máximo tribunal que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fue presentado al cobro.


    E.F.Construcciones S.A. s/ Infracción artículo 302 Código Penal


    COMP. 517, XXXIX, 05 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa a fin de determinar la jurisdicción competente se debe tener en cuenta al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    E., Ricardo Miguel Angel s/ Estafa


    COMP. 845, XXXIX, 19 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Matrimonio ilegal. Competencia nacional. 


    Es competente para conocer del matrimonio presuntamente ilegal, el magistrado con jurisdicción en el lugar en que se inscribe el nuevo vínculo, mediando un impedimento de ligamen que causa su nulidad absoluta.


    F., A. s/ Matrimonio ilegal


    COMP. 301, XXXIX, 03 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 941, XXXVIII, "Gutiérrez, María Beatriz s/ Dcia. inf. art. 202 del C.P. e inf Ley 24.051".


    E., s/ Ley 24.051


    COMP. 74, XXXIX, 10 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Tentativa. Estafa. Cheque. Competencia nacional. 


    El delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso -de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    F., Francisco Miguel y otros s/ Tentativa de estafa


    COMP. 656, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración.


    F., Héctor Roberto s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 486, XXXIX, 12 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Robo. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que resultan competentes para conocer en los delitos cometidos en más de una jurisdicción, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica. En esa hipótesis, la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    F., José Luis s/ Denuncia


    COMP. 99, XXXIX, 12 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Devolución del expediente. Competencia de instrucción. 


    El conflicto no se encuentra precedido de la investigación necesaria como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58, por lo que corresponde devolver las actuaciones al Juzgado de Instrucción, para que continue con su tramitación, sin perjuicio de lo que surja con posterioridad.


    F., Juan José s/ Estafa


    COMP. 169, XXXIX, 20 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. Juez previniente. Cámara federal de apelaciones. 


    La contienda negativa de competencia trabada entre dos jueces nacionales de primera instancia, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido la causa, de acuerdo a lo reglado por el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58, sustituido por la ley 21.708, y artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación.


    F., Lilian Raquel s/ Supuesta denuncia


    COMP. 1168, XXXVIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido a través de numerosos precedentes, que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquel donde se presentaron al cobro.


    F., María Cristina s/ Estafa


    COMP. 257, XXXIX, 28 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1150, L.XXXIX, "R., Roberto José s/ Falsificación documentos públicos".


    F., Mariano Luis s/ Falsificación documentos públicos


    COMP. 1212, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Retención indebida. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la defraudación por retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. En el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales, la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor.


    F., Mario s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 307, XXXIX, 08 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, entendiéndose por tal aquél donde se cumplen las negociaciones encomendadas al mandatario. Ello, sin perjuicio de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción


    F., Pablo Miguel s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 44, XXXIX, 20 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Consorcio de propietarios. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    F., Susana s/ Defraudación por retención Indebida


    COMP. 464, XXXIX, 05 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Juicios en que la Nación es parte. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    Facultad de Bellas Artes s/ Denuncia robo


    COMP. 259, XXXIX, 12 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Contaminación de aguas. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe en el caso un concreto conflicto de competencia que necesariamente presupone que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de una causa, en la medida en que la justicia provincial no asignó competencia a la nacional para conocer en el delito de cuya investigación se desprendió esta última.


    Fiscalía N° 1 - Octavio A., S. s/ Denuncia


    COMP. 1187, XXXVIII, 07 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Lugar del hecho. Competencia de instrucción. 


    Ya sea que la conducta denunciada resulte típicamente adecuada al delito previsto en el artículo 172 o bien al supuesto del artículo 302, inciso 4°, ambos del Código Penal, es el lugar de entrega del título la pauta dirimente de la competencia ratione loci, debido a que con relación a la estafa y desde que el libramiento de cheque en formulario ajeno es la única hipótesis del art. 302 del Código Penal en la que debe estarse al lugar de entrega del valor.


    G., Alberto Enrique s/ Estafa


    COMP. 1174, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Competencia provincial. 


    Según la doctrina establecida por la Corte, en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    G., Alejandro s/ Denuncia


    COMP. 1016, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Homicidio culposo. Personal policial. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que para que el delito presuntamente cometido sea de aquéllos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal. También tiene resuelto el Tribunal que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito cumpla funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.


    G., Antonio Eduardo  s/ Homicidio culposo


    COMP. 1777, XXXVII, 27 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia en lo penal económico. 


    La investigación practicada hasta el presente resulta insuficiente para proporcionar los elementos de juicio indispensables para un correcto planteo y resolución del conflicto. Más allá del informe bancario en el que no consta cuándo y por qué se dio la orden de no pagar, no se han incorporado al incidente otras constancias que permitan encuadrar el hecho prima facie en alguna figura determinada -estafa o libramiento de cheque sin provisión de fondos-. Desde este punto de vista, resultaría relevante contar con la denuncia policial, así como establecer el lugar, la fecha y el motivo de la entrega del documento cuestionado. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al Juzgado Nacional en lo Penal Económico, que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    G. C., Manuel s/ Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 211, XXXIX, 21 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1150, L.XXXIX, "R., Roberto José s/ Falsificación documentos públicos".


    G., Carlos Alberto s/ Falsificación documentos públicos


    COMP. 1211, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Hurto. Competencia de instrucción. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de hurto.


    G., Cristian Oscar s/ Encubrimiento


    COMP. 128, XXXIX, 11 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Falsificación de instrumento privado. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La defraudación se consuma con la entrega de los bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de la tarjeta de compra, razón por la cual, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla.


    G., Emiliano s/ Asociación ilícita


    COMP. 14, XXXIX, 11 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 959, XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    G., Federico s/ Denuncia secuestro extorsivo


    COMP. 1069, XXXIX, 18 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Toda vez que no existe controversia entre los magistrados contendientes en cuanto a que los hechos materia de investigación encontrarían adecuación típica en la figura del artículo 172 del Código Penal -sin perjuicio de las bases fácticas que ambos evaluaran para arribar a esa calificación- resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    G., Hernán Aníbal y M., Ariel s/ Asociación Ilícita


    COMP. 1019, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Competencia en lo penal económico. 


    Aplicación de la doctrina de Fallos 324:3463.


    Resulta de aplicación al caso la doctrina según la cual los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que - por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.


    G., Hernán s/ Infracción artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1206, XXXVIII, 19 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Abuso sexual. Lugar del hecho. Interés superior del niño. Competencia de instrucción. 


    Los hechos delictivos se reputan cometidos en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción o del resultado, por lo que es preciso que la elección de alguna de esas jurisdicciones se determine atendiendo a las exigencias planteadas por la economía procesal, la necesidad de favorecer la buena marcha de la administración de justicia, y en su caso, de la defensa de los imputados.  Por su parte, la Convención sobre los Derechos del Niños tiene la finalidad tuitiva de atender el "superior interés del niño" en todas las medidas a tomar concernientes a ellos (artículo 30) y, en particular, cuando establece la obligación de los Estados Parte de proteger y amparar a los niños víctimas de abuso sexual (artículos 19, 34 y 39).


    G., Ivonne Elizabeth s/ Denuncia en Fiscalía


    COMP. 424, XXXVIII, 17 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Tutela. Menores. Principio de inmediación. Tribunal de menores. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la realización de medidas instructorias, con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fuera atribuida. Una declinatoria efectuada después, importa el inicio de un nuevo conflicto. Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual no puede concebirse la existencia de una actividad tutelar que no esté íntimamente ligada a la inmediatez con los menores y su grupo familiar, toda vez que la eficiencia de ese accionar está dado por el acercamiento permanente del juez con su asistido.


    G., J. M. s/ Expediente tutelar


    COMP. 287, XXXIX, 01 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Competencia nacional. 


    El delito de defraudación por retención indebida se reputa consumada en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida, y en el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió concretarse, la restitución del bien debe  estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales, la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor.


    G., Jorge y otro s/ Defraudación


    COMP. 633, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 959, L.  XXXIX "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    G., Marcos Antonio s/ Artículo 170 del Código Penal


    COMP. 1280, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 959, XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    G., Mauro s/ Extorsión


    COMP. 973, XXXIX, 18 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Asesor tutelar. Domicilio del menor. Tribunal de Menores. Competencia provincial. 


    No puede concebirse la existencia de una actividad tutelar que no esté íntimamente ligada a la inmediatez con los menores y su grupo familiar, toda vez que la eficiencia de ese accionar está dado por el acercamiento permanente del juez con su asistido.


    G., M. O. s/  Expediente tutelar


    COMP. 106, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal. En relación a la adulteración de las numeraciones de motor y chasis, y de la sustitución de las patentes, como no es posible determinar el lugar donde se habría producido, corresponde atribuir competencia al tribunal provincial que previno para que continúe con la investigación en relación a estos ilícitos.


    G. P., Rigobertto s/ Encubrimiento


    COMP. 869, XXXIX, 12 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Juegos de azar. Evasión fiscal. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que del análisis del expediente no surge que la conducta endilgada a los imputados hubiera afectado intereses federales, así como que el magistrado provincial no cuestiona que ella se desplegara en su jurisdicción, su juzgamiento le corresponde a la luz de las leyes de esa provincia, pues el régimen en materia de juegos de azar y sus posibles infracciones no delictuales, son una cuestión de naturaleza local.


    Grupo R. y otros s/ Evasión


    COMP. 1195, XXXVIII, 05 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Robo. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    El presente conflicto no se encuentra precedido de la investigación necesaria como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58. Ello es así en la medida que las constancias incorporadas al incidente no aportan elementos de juicio suficientes para poder calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la disputa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponderá investigarlo. Cabe observar que la damnificada no fue convocada a ratificar los términos de su declaración. Tampoco se ha establecido la relación existente entre ella y el titular de la cuenta corriente, circunstancia definitoria para saber cómo fue que lo tenía en su poder -de quién lo recibió, en qué concepto, cuándo-. Por otra parte, resta verificar la vinculación de la denunciante con la cooperativa depositante del título, y la fecha en que ésta lo habría recibido para, de esa manera, determinar si la denuncia de robo, que habría frustrado el pago, resulta anterior o posterior a la operación que habría motivado su entrega -sobre la cual también se desconocen detalles-.  Por todo lo expuesto, corresponde devolver las actuaciones al Juzgado de Instrucción, que previno, para que continúe con su tramitación, aunque no haya sido parte en la contienda, y sin perjuicio de cuanto pudiere resultar de la ulterior investigación.


    GVC. Inst. Term S.R.L. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 230, XXXIX, 27 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según puede apreciarse "prima facie" y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces en conflicto. Por su parte, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado, en razón de  la relación de altematividad existente entre el robo y el encubrimiento.


    H., Elio Ángel s/ Hallazgo automotor


    COMP. 707, XXXIX, 15 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. Encubrimiento. Competencia federal. 


    En cuanto a la infracción al artículo 289 del Código Penal, resultaría de aplicación la doctrina de la Corte, en el sentido de que cuando no es posible establecer el lugar donde se produjo el reemplazo de las placas individualizadoras, corresponde atribuir competencia al tribunal donde comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.  En lo atinente al delito tipificado en el artículo 277 del Código Penal, la Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la  Capital Federal afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    H., Leonardo Javier s/ Encubrimiento


    COMP. 269, XXXIX, 02 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Competencia de instrucción. 


    Toda vez que la sustracción de una pieza postal constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con su contenido, y que el robo al empleado del correo ya estaría siendo investigado, corresponde pronunciarse acerca del delito de estafa. Dicho lo que antecede, es acertado hacer aplicación de la doctrina establecida por la Corte en cuanto a que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, que en el caso sería el de la presentación al cobro.


    H. N., Jorge s/ Denuncia


    COMP. 515, XXXIX, 04 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1035, XXXVIII, "Hartung, Norma s/ Falso testimonio".


    H., Norma s/ Falso testimonio


    COMP. 129, XXXIX, 13 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia criminal y correccional. 


    Tiene resuelto la Corte, que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos, por lo que corresponde que cada uno sea investigado ante el tribunal con jurisdicción en el lugar de su comisión. Por otro lado, tiene establecido el máximo tribunal que cuando el delito de estafa o su tentativa -que concurriría idealmente con la falsificación- es perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueron presentados al cobro.


    J., Humberto Guillermo s/ Denuncia


    COMP. 504, XXXIX, 05 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Lesiones leves. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si las declaraciones del denunciante son verosímiles y no están desvirtuadas por otras constancias de la causa, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia.


    K., Antonio Alberto s/ Lesiones Leves


    COMP. 908, XXXIX, 23 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Juez interviniente. Competencia de instrucción. 


    Circunscripta la controversia al delito de encubrimiento y más allá de la competencia del juez bonaerense en relación a las restantes infracciones penales, tiene establecido la Corte que, si no resulta con absoluta nitidez que los imputados por esa figura legal han sido ajenos a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones. En concordancia con tales principios, al no surgir, de las constancias remitidas, que se corrobore en el caso la ajenidad de los imputados con el desapoderamiento, máxime si se repara en la inmediatez entre éste y el hallazgo del automotor y las aserciones del damnificado, es al juez de instrucción que conoce de la sustracción a quien corresponde asignar la competencia para continuar con la tramitación del expediente, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    K. B., Héctor y otra s/ Encubrimiento


    COMP. 1054, XXXIX, 07 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Hurto de automotor. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que resulta adecuado el juzgamiento por separado del delito de encubrimiento cuando de los elementos de juicio reunidos en el sumario no surge que el imputado haya tenido participación en el desapoderamiento del automotor. También tiene resuelto V.E. que corresponde a la justicia federal instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, cuando dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional y siempre y cuando resulte, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en el delito encubierto.


    K., Eduardo s/ Hallazgo automotor


    COMP. 1106, XXXVIII, 06 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1221, XXXVIII, "B., Pablo Andrés s/ Víctima de secuestro extorsivo".


    L., Darío s/ Víctima de secuestro extorsivo


    COMP. 9, XXXIX, 27 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que para poder ejercer las facultades que le confiere el artículo 24  inciso7°  del decreto-ley 1285/58, es menester que el conflicto se halle precedido de una investigación suficiente que permita calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo, y cuando, como en el caso, los elementos incorporados no alcanzan para esa finalidad, es el juzgado que previno el que debe continuar con su tramitación.


    L., Germán Gustavo s/ Robo


    COMP. 442, XXXIX, 07 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Estafa. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos -que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde fue entregado el documento, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    L., Jorge Raúl s/ Tentativa de estafa


    COMP. 1029, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Medidas cautelares. Domicilio del menor. Competencia provincial. 


    No puede concebirse la existencia de una actividad tutelar que no esté íntimamente ligada a la inmediatez con los menores y su grupo familiar, toda vez que la eficiencia de ese accionar está dado por el acercamiento permanente del juez con su asistido. En consonancia con esos principios y en atención a que ambos progenitores -entre los que el joven alterna la convivencia- se domicilian en localidades de la provincia de Buenos Aires, vecinas entre sí y del lugar de internación del menor, así como en la escasez de recursos con los que cuentan aquéllos para movilizarse hacia la Capital, debe dirimirse este contlicto declarando la competencia del tribunal provincial.


    L., M. A. s/ Expediente tutelar


    COMP. 24, XXXIX, 07 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Estafa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    L., Mario Rubén s/ Hurto


    COMP. 1018, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Cuando los elementos de juicio incorporados al incidente, no alcancen para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor.


    L., N. s/ Tentativa de estafa


    COMP. 509, XXXIX, 29 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 959, L.  XXXIX "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    M., Adolfo Manuel s/ Su secuestro extorsivo


    COMP. 1272, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    M., Agustín s/ Averigación secuestro extorsivo


    COMP. 134, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Estafa. Lugar del hecho. Competencia de instrucción. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    M., Alberto Antonio s/ Tentativa de estafa


    COMP. 1104, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Enriquecimiento ilícito de funcionario público. Competencia del tribunal de casación. 


    Aplicación de la doctrina establecida en Fallos: 316: 1524; 322:3268 y 324:1271.


    M. B., Javier s/ Enriquecimiento ilícito


    COMP. 356, XXXIX, 05 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia federal. 


    Si no puede descartarse que en el caso se hubiere verificado alguno de los supuestos que permiten la aplicación de la ley 24.051, conforme a lo dispuesto en su art. 1°, corresponde asignar competencia al juzgado federal para proseguir con la investigación.


    M., Carlos Omar s/ Denuncia


    COMP. 436, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Accidente ferroviario. Competencia federal. 


    La formación ferroviaria estuvo detenida, por lo menos treinta minutos, circunstancia que implicó la efectiva paralización del tráfico por las vías férreas, lo que resulta suficiente, según la doctrina de la Corte, para que la justicia federal prosiga con el trámite de las actuaciones.


    M., Domingo Antonio s/ Muerte por accidente ferroviario


    COMP. 215, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 959, L.  XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    M., Guillermo Santiago s/ Infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP. 1172, XXXIX, 11 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Corte de rutas. Medidas de fuerza. Competencia federal. 


    Tiene resuelto la Corte que corresponde al fuero federal entender en la causa en la que como consecuencia de las medidas de fuerza se interrumpió el tránsito de vehículos sobre una ruta nacional, pues esas acciones han interferido directamente en la satisfacción de los objetivos de bien público para los cuales la ruta fue establecida.


    M., Gustavo s/ Artículo 194 del Código Penal


    COMP. 29, XXXIX, 10 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Malversación de caudales públicos. Competencia federal. 


    Tiene establecido la Corte que el delito de malversación de caudales públicos perpetrado por el depositario judicial se consuma en el lugar donde se hallaban depositados los efectos objeto del embargo y cuando este último fue dispuesto por orden de tribunales nacionales, es la justicia federal de esa jurisdicción la que debe investigarlo, pues se trata de un delito del que puede resultar una obstrucción a la justicia nacional.


    M., Gustavo Federico s/ Malversación de caudales públicos


    COMP. 918, XXXIX, 23 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    M., Gustavo A y otro s/ Robo con armas y privación ilegal de la libertad


    COMP. 1027, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Más allá de las escasas constancias incorporadas al legajo, que no incluyen copia de todos los títulos e impiden conocer con certeza de qué tipo de cheques se trata, al no surgir ningún elemento que sugiera el despliegue de una maniobra engañosa, antes bien aparecería descartada por la modalidad de los cheques que sí se adjuntaron, y atendiendo a los dichos del denunciante, en principio, los hechos hallarían cabida en los supuestos del artículo 302 del Código Penal. En razón de lo expuesto, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado, evaluar si es aplicable la figura penal subsidiaria prevista en el art. 302 del Código Penal.


    M., Héctor y M., Ángel s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1058, XXXIX, 07 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Contaminación de aguas. Protección del medio ambiente. Competencia federal. 


    Si no puede descartarse que los desechos industriales vertidos al mar pudieron afectar a las personas o al medio ambiente más allá de los límites de determinada provincia, corresponde a la justicia federal continuar entendiendo en las actuaciones.


    M., Jorge Celso s/ Denuncia


    COMP. 4, XXXIX, 11 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Economía procesal. Competencia provincial. 


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, por lo que son determinantes para resolver el punto, consideraciones de economía y conveniencia procesal.


    M., Jorge Salvador s/ Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar


    COMP. 274, XXXIX, 11 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    Cuando la justicia nacional se inhibe a raíz de corresponder la causa a los tribunales provinciales, no puede estar obligada a enviarla al juez competente de acuerdo con el derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación le es obviamente ajena, por lo que, al no existir una concreta negativa del magistrado provincial respecto de que el hecho compete a la justicia local, corresponde que sea éste quien remita el expediente al que considere habilitado para intervenir.


    M., Luis Bernabe s/ Denuncia Estafa


    COMP. 936, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Sin perjuicio de que en la denuncia realizada en sede policial figure como lugar de comisión del hecho un domicilio situado en esta ciudad, las declaraciones de la damnificada ante el juez, aparecen contundentes en el sentido de que este error es atribuible al oficial que recibió la denuncia.


    M. M., Benito s/ Artículo 92 del Código Penal


    COMP. 919, XXXIX, 03 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1150, L.XXXIX, "R., Roberto José s/ Falsificación documentos públicos".


    M., Mario s/ Falsificación documentos públicos


    COMP. 1210, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Cuando los elementos de juicio incorporados al incidente no alcancen para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor.


    M. R., Jesus Miguel s/ Denuncia


    COMP. 38, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él y, que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para determinar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en ese sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro de los valores y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso asentado en el reverso de los documentos.


    M., Ubaldo Fabián s/ Hurto de cheques


    COMP. 1232, XXXIX, 25 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Programa Jefes de Hogar. Competencia federal. 


    El "Programa Jefes de Hogar" -creado por Decreto N° 565/02 para brindar una ayuda económica a los desocupados e incorporarlos a proyectos que promuevan el desarrollo y bienestar de la comunidad, se financia con créditos asignados en el presupuesto nacional, y su aplicación y contralor se encuentra a cargo del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social y del Consejo Nacional de Administración, Ejecución y Control. La conducta de cobrar a los beneficiarios una suma equivalente a la mitad del subsidio para asegurarles su permanencia en el programa, además de perjudicar efectivamente las rentas de la Nación, tiene entidad suficiente para afectar el normal desenvolvimiento de los organismos nacionales encargados de su instrumentación, así como para desnaturalizar la finalidad asistencial perseguida por el Estado nacional en este emprendimiento.


    M., Guillermo (Molina, Gabriela Viviada) s/ Denuncia


    COMP. 942, XL, 18 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 959, L.  XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    N., Damián Alberto s/ Secuestro Extorsivo


    COMP. 1202, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Menores. Protección integral del niño. Competencia provincial. 


    Si los magistrados entre los que se planteó el conflicto de la contienda negativa de competencia se encuentran en análoga situación legal para asumir la función tutelar del menor, la elección debe hacerse ponderando cuál de ellos se halla en mejores condiciones de alcanzar la protección integral de sus derechos. No puede concebirse la existencia de una actividad tutelar que no esté íntimamente ligada a la inmediatez con los menores y su grupo familiar, toda vez que la eficiencia de ese accionar está dado por el acercamiento permanente del juez con su asistido.


    N., S. O. s/ Tutela Asistencial


    COMP. 245, XXXIX, 21 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para tener por acreditada esa circunstancia, corresponde al magistrado que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparece como posible de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante individualizado en el reverso del documento.


    N.N. s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. 1072, XXXIX, 18 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa -el cual concurriría materialmente con el de falsificación-, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fue presentado al cobro. Al resultar que los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante individualizado en el reverso del documento.


    O., Alicia P. s/ Defraudación


    COMP. 1142, XXXIX, 25 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Desobediencia. Competencia provincial. 


    En el caso de que los hechos se subsuman en las previsiones del artículo 239 o 173, inciso 2°, del Código Penal, debe declararse competente para investigar la causa el juez con jurisdicción en donde se habrían exteriorizado los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.


    Organización de Seguridad Integral S.A. s/ Desobediencia


    COMP. 920, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    Cuando el delito de estafa o su tentativa es perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fue presentado al cobro. Si de los elementos incorporados al incidente no es posible determinar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor.


    P. A., Daniel Fernando s/ Competencia


    COMP. 107, XXXIX, 12 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    P., Adolfo Horacio s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 1078, XXXIX, 15 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    En atención a que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, y ninguno de los jueces controvierte que sea en la Capital Federal, es el Juzgado de Instrucción, que además previno, al que corresponde asignar competencia para continuar con la sustanciación del sumario, sin perjuicio de cuanto resulte de la ulterior investigación.


    P., Angélica Fernanda s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 255, XXXIX, 28 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Juez previniente. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso asentado en el reverso del documento.


    P. de C., Clelia s/ Tentativa de estafa


    COMP. 640, XXXIX, 04 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    P., Eduardo s/ Averiguación secuestro extorsivo


    COMP. 89, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    P., Eduardo Hugo


    COMP. 916, XXXIX, 19 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Declaración de la víctima. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si las declaraciones del denunciante son verosímiles y no están, como en el caso, desvirtuadas por otras constancias de la causa, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia. Es por ello que, en atención a que la competencia criminal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha llevado a cabo el delito, y teniendo en cuenta las aserciones del damnificado, en cuanto a que el hecho, más allá de su relevancia penal, ocurrió en provincia de Buenos Aires, es el juez provincial quien debería continuar con la sustanciación del presente sumario, sin perjuicio de cuanto resulte de la investigación ulterior.


    P., Esteban Osvaldo s/ Estafa


    COMP. 146, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Hurto de línea telefónica. Competencia federal. 


    En el caso de que el informe técnico surja que desde la vivienda conectada ilegalmente a la línea del locutorio podían habilitar y deshabilitar el paso del tono de línea telefónica no puede descartarse que la conducta denunciada haya afectado la prestación del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones.


    P., Floreal Aníbal s/ Hurto de línea telefónica


    COMP. 828, XXXIX, 05 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 959, XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    P., Gastón Alejandro s/ Secuestro Extorsivo


    COMP. 909, XXXIX, 18 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Competencia provincial. 


    La sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos y, que en el delito de estafa o  su tentativa -que concurriría idealmente con el delito de falsificación perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción de competencia al lugar donde los títulos fueron entregados sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    P., Jorge Mario s/ Tentativa de estafa


    COMP. 752, XXXIX, 28 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    P., Juan s/ Encubrimiento


    COMP. 625, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 959, XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    P., Luis Armando s/ Su secuestro


    COMP. 951, XXXIX, 18 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Pago de cheque sin provisión de fondos. Bancos. Domicilio del girado. Competencia provincial. 


    Al haberse descartado la configuración del delito de estafa y tratándose, en principio, de cheques de pago diferido, es aplicable la doctrina sentada a partir del precedente de Fallos: 324:3463, en cuanto asigna competente al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado.


    P., Alejandro, P., Manuel y T., Pablo s/Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 817, XXXIX, 12 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque extraviado. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa o en su tentaiva cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, y que en los casos que las probanzas incorporadas al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación.


    P., Miguel s/ Denuncia


    COMP. 766, XXXIX, 29 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Estafa. Lugar del hecho. Competencia de instrucción. 


    Es doctrina de la Corte, que la realización de medidas instructorias, con posterioridad al inicio de la contienda, implica asumir la competencia que fuera atribuida y que una declinatoria efectuada después, importa el inicio de un nuevo conflicto. Resulta aplicable al presente la doctrina de la Corte, conforme la cual en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría materialmente con la falsificación cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    P., Néstor s/ Estafa


    COMP. 980, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Dado que los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para determinar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en ese sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor.


    P., Osvaldo José s/ Tentativa de estafa


    COMP. 15, XXXIX, 04 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia de instrucción. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 15, XXXIX, "Pugliese, Osvaldo José s/ tentativa de estafa".


    P., Osvaldo José s/ Tentativa de estafa


    COMP. 16, XXXIX, 04 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 15, XXXIX, "Pugliese, Osvaldo José s/ tentativa de estafa".


    P., Osvaldo José s/ Tentativa de estafa


    COMP. 17, XXXIX, 04 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que, en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    P., Pablo Darío s/ Tentativa de estafa


    COMP. 811, XXXVIII, 08 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la corte, que las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones


    P., Pascual s/ Denuncia Secuestro extorsivo


    COMP. 1166, XXXVIII, 07 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Abuso sexual calificado por parentesco. Amenazas calificadas. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, son competentes para conocer en este tipo de infracciones, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica y que, frente a tal hipótesis, la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mayor economía procesal.


    P., R. s/ Violación con fuerza o intimidación


    COMP. 431, XXXIX, 05 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Delitos ambientales. Residuos patológicos. Competencia provincial. 


    En el caso de que se haya verificado alguno de los supuestos contemplados en el artículo 1° de 24.051, habilitan la aplicación de la competencia federal.


    Policía Federal Argentina s/ Averiguación infracción Ley 24.051


    COMP. 720, XXXIX, 21 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Resulta competente, para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito.


    Q. C., Víctor s/ Falsificación de documentos


    COMP. 305, XXXIX, 11 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Cheque sin fondos. Domicilio del banco. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte que en los supuestos en que la fecha del cheque resulta postdatada, la acción del imputado no debe ser encuadrada prima facie en el delito del art. 172 del Código Penal, sino en el art.302 del mismo, por lo que no corresponde declarar competente al juez del lugar en que se habría realizado la operación sino al magistrado con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.  La entrega de los valores no habría constituido el ardid determinante del acto de disposición de la damnificada, sino que por el contrario son indicativos de la existencia de crédito en favor del imputado. Sobre esa base, y sumado a que la totalidad de los valores por los que se trabó la contienda fueron rechazados por "sin fondos", la conducta bajo investigación halla su tipificación prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez del domicilio del banco girado. Por todo ello, corresponde declarar la competencia del Juzgado de Garantías para conocer en la causa.


    Q., Mario s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1221, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que es presupuesto necesario, para el correcto planteo de una contienda negativa de competencia, que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. Por aplicación de estos principios, y toda vez que el magistrado bonaerense reconoce la competencia provincial en el hecho, más allá de la calificación legal que le pueda ser atribuida, corresponde a éste continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio claro está, que, de considerar que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    Q., Martín s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 2, XXXIX, 11 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 959, L.  XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    R., Alejandro Martín s/ Su secuestro Extorsivo


    COMP. 1165, XXXIX, 11 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La declinatoria de la justicia nacional carece de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia para discernir el tribunal al que corresponde investigar los hechos. Corresponde al juzgado nacional, que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    R., Ángel s/ Coacción


    COMP. 1101, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa en la Competencia N° 1221, XXXVIII, "B., Pablo Andrés s/ Víctima de secuestro extorsivo".


    R., Carlos H. s/ Víctima de secuestro extorsivo


    COMP. 1250, XXXVIII, 12 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 959, L.  XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    R., Diego Ariel s/ Secuestro


    COMP. 1203, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    El  encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal En relación a la sustitución de las chapas patente, como no es posible determinar el lugar donde se habría producido, corresponde atribuir competencia al tribunal provincial, donde se comprobó la anomalía.


    R., Eduardo s/ Encubrimiento


    COMP. 1274, XXXVIII, 19 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Delitos contra la salud pública. Competencia federal. 


    La Corte tiene resuelto que del contexto de la ley 23.737 se infiere que el legislador decidió penalizar no sólo los hechos relacionados con el comercio de estupefacientes sino también aquellos otros en los que, por algún medio, se lesione o afecte la salud pública en general como consecuencia de una comercialización indiscriminada de medicamentos que pueda ponerla en peligro.


    R., Jonathan S. s/ Robo calificado en grado de tentativa y otros


    COMP. 814, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Concurso de delitos. Competencia provincial. 


    Tiene declarado la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad, ya que, cualquiera que sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan, en principio, como independientes, deben ser investigados por los jueces del lugar en el que aparecen cometidos, en tanto la distribución de competencia entre las provincias o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal. Es doctrina de la Corte que aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    R., José Luis s/ Infracción Artículo 142 Código Penal


    COMP. 72, XXXIX, 11 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para determinar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en ese sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso asentado en el reverso de los documentos.


    R., León Alberto Antonio s/ Estafa


    COMP. 1179, XXXIX, 13 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 


    En el hecho ilícito cometido en más de una jurisdicción, es competente el magistrado con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se producen actos con relevancia típica. La elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    R., José Luis s/ Robo calificado y privación ilegal de la libertad


    COMP. 31, XXXIX, 04 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueron presentados al cobro. Cuando los elementos de juicio incorporados al incidente no alcancen para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor.


    R., Marcela Claudia s/ Estafa


    COMP. 218, XXXIX, 24 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Apremios ilegales. Servicio Penitenciario Federal. Lugar del hecho. Competencia federal. 


    En atención a que la competencia criminal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha llevado a cabo el delito, y teniendo en cuenta las aserciones del denunciante, en cuanto a que los hechos, más allá de la calificación legal que en definitiva quepa asignarles, ocurrieron en el lugar donde se encuentra detenido, es en esa sede donde ha de proseguir la investigación. Sin embargo, toda vez que incumbe a la justicia federal investigar los delitos cometidos en las provincias que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación, correspondería al juzgado federal con competencia en ese ámbito continuar la tramitación de las actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda.


    R., Marcelo Alejandro s/ Denuncia Apremios ilegales


    COMP. 1171, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos  y, que en el delito de estafa, o su tentativa perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde presentaron al cobro.


    R., María Esther s/ Tentativa de estafa


    COMP. 879, XXXIX, 05 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Devolución del expediente. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58 es requisito que el conflicto se encuentre precedido de la investigación necesaria.


    R., Marta Viviana s/ Estafa


    COMP. 687, XXXIX, 23 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Lugar del hecho. Competencia de instrucción. 


    Es doctrina de la Corte que resulta competente, para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito.


    R., Roberto José s/ Falsificación documentos públicos


    COMP. 1150, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Retención indebida. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber.


    R., Víctor Eugenio s/ Retención Indebida


    COMP. 461, XXXIX, 05 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido, que resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    R., Walter E. s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1121, XXXIX, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Hidrocarburos. Competencia provincial. 


    Toda vez que del análisis de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte, hasta el presente, la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1° de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para seguir conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    S., Braulio s/ Denuncia


    COMP. 934, XXXIX, 05 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    En aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben, en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones. No obstante la generalidad de los términos empleados en la redacción de los artículos 67, incisos 12, 94 y 100 -hoy 75, inciso 20, 108 y 116, respectivamente- de la Constitución Nacional, estas disposiciones no se oponen a la exclusión de la competencia federal cuando no existan los propósitos perseguidos por estas normas.


    S., Daniel y G., Nélida s/ Secuestro Extorsivo


    COMP. 232, XXXIX, 24 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Hurto calificado. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Cuando no es posible establecer el lugar donde se produjo el reemplazo de las placas individualizadoras, ni la adulteración de la numeración del chasis y del motor, corresponde atribuir competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.


    S., Adolfo Derlis s/ Hurto Calificado


    COMP. 1254, XXXVIII, 20 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia nacional. Competencia de instrucción. 


    La Corte tiene establecido a través de numerosos precedentes que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. Debe dirimirse la contienda declarando la competencia de la justicia nacional en lo criminal de instrucción que investiga el robo de la mercadería, para conocer en este hecho, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    S., Eduardo y C., Sergio Claudio s/ Encubrimiento


    COMP. 1196, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para determinar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en ese sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso asentado en el reverso del documento.


    S., Eugenio s/ Tentativa de estafa


    COMP. 1114, XXXIX, 16 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    S., Fabián Roberto s/ Estafa


    COMP. 935, XXXIX, 26 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Hurto de automotor. Competencia federal. 


    Es doctrina del Tribunal que resulta adecuado el juzgamiento por separado del delito de encubrimiento cuando, como en el caso, de los elementos de juicio reunidos en el sumario no surge que el imputado Haya tenido participación en el desapoderamiento del automotor. También tiene resuelto V.E., que corresponde a la justicia federal instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, cuando dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional y siempre y cuando resulte, con absoluta nitidez que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en el delito encubierto.


    S., Francisca s/ Encubrimiento


    COMP. 1235, XXXVIII, 12 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. Por ello, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    S. H., Y. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 168, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondo. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 168, L. XXXIX, “Sheng Hsiun Y. s/ Infracción Artículo 302 del C.P.”.


    Sheng Hsiun Y. s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 294, XXXIX, 07 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Amenazas. Acumulación de procesos. Competencia nacional. 


    Toda vez que las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales y que, por otra parte, el magistrado de esta ciudad no cuestiona que el hecho se hubiere desarrollado en esta jurisdicción -más allá de la calificación legal que pudiera corresponderle y de su competencia material para juzgarlo-, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional para entender en la causa.


    S., Juan Carlos s/ Amenazas


    COMP. 1045, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Presentación al cobro. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    S., Luis Alberto s/ Denuncia


    COMP. 573, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Adulteración de cheques. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Tiene establecido el Tribunal que cuando el delito de estafa o su tentativa -que concurriría idealmente con su falsificación- es perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fue presentado al cobro.


    S. M. de S., Susana Raquel s/ Estafas y otras defraudaciones


    COMP. 1122, XXXVIII, 07 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 667, L. XXXIX, "Calvo, Juan Carlos s/ Denuncia".


    S., Manuel s/ Denuncia


    COMP. 1064, XXXIX, 08 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Lugar del hecho. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    S., Néstor Carlos s/ Encubrimiento


    COMP. 1062, XXXIX, 04 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Falsificación de cheque. Competencia provincial. 


    La adulteración de un valor perteneciente a la cuenta corriente de un particular abierta en una entidad bancaria privada no afecta al crédito público ni compromete la validez de un documento nacional.


    S., Rafael Daniel s/  Infracción artículo 174 inciso 5 del Código Penal


    COMP. 636, XXXIX, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 959, XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    S., Rodolfo y otros s/ Sus secuestros


    COMP. 972, XXXIX, 18 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Pago con cheque sin provisión de fondos. Bancos. Domicilio del girado. Competencia de instrucción. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.


    S., Susana s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 1008, XXXIX, 26 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1150, L.XXXIX, "R., Roberto José s/ Falsificación documentos públicos".


    S., Víctor Alejandro s/ Falsificación documento público


    COMP. 1213, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    En los supuestos en que la fecha del cheque -que es la contraprestación de la entrega de mercadería- resulta postdatada, la acción del imputado no debe ser encuadrada, en principio en el delito del art. 172 del Código Penal, sino en el art. 302 del mismo, por lo que no corresponde declarar competente al juez del lugar en que se habría realizado la operación, sino al magistrado con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    T., Antonio Héctor s/ Presunta estafa


    COMP. 7, XXXIX, 12 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Menores. Cuota alimentaria. Interés superior del niño. Competencia nacional. 


    Toda vez que tramitara en la misma jurisdicción tanto el juicio de ejecución de los alimentos como el de reducción de la cuota alimentaria iniciado por el imputado y que se asigno para el depósito de los fondos una cuenta en la sucursal Tribunales del Banco de la Nación Argentina, para depositar el porcentaje del sueldo embargado corresponde asignar competencia a la justicia nacional. Por su parte, cabe inferir que la solución propuesta no perjudica el ejercicio de la defensa de los intereses de los menores, ni afecta "el interés superior del niño" -principio consagrado en el artículo 3° de la "Convención sobre los Derechos del Niño", reconocido en el artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional.


    T., E. O. s/ Infracción Ley 13.944


    COMP. 1067, XXXIX, 04 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Presentación al cobro. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    T., Horacio Ramon s/ Tentativa de estafa


    COMP. 942, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    T., Horacio Fabián s/ Tentativa de estafa


    COMP. 954, XXXIX, 19 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Malversación de caudales públicos. Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Subsidio estatal. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, la entrega de una suma de dinero proveniente de un subsidio implica la transferencia del dominio sobre ella; también tiene resuelto el tribunal que la existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia federal, si no se identifica con el resultado directo de una acción típica. En el mismo sentido, la Corte tiene dicho que corresponde a la justicia provincial entender en la causa donde se investiga el delito de fraude en perjuicio de la administración pública, aunque los imputados hayan evadido los controles de los funcionarios del Ministerio de Salud y Acción Social y, en consecuencia, obstruido el buen servicio de un organismo nacional, pues no puede confundirse la acción típica dirigida a corromper el buen servicio de los funcionarios de control, con aquélla que, dirigida objetivamente a damnificar las rentas provinciales, incumple para ello disposiciones nacionales de carácter administrativo.


    T., Juan s/ Denuncia presunta Infracción artículos 174 inciso 5 y 248 del Código Penal


    COMP. 1127, XXXVIII, 07 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    T., Mirta Diana s/ Tentativa de estafa


    COMP. 952, XXXIX, 19 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Denuncia. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 329, L. XXXIX, "Raffa, Claudio Luis s/ Denuncia".


    T., Perla s/ Denuncia


    COMP. 55, XXXIX, 05 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal, aquél donde se presentaron al cobro. Cuando los elementos incorporados al incidente no alcancen para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor.


    T., Saúl Guillermo s/ Tentativa de estafa


    COMP. 505, XXXIX, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Los títulos de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa; y compete al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar si es aplicable al caso la figura penal subsidiaria prevista en el art. 302 del Código Penal a la luz de lo establecido en el art. 6° de la ley 24.452.


    T. S.R.L. s/ Estafa


    COMP. 681, XXXIX, 15 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Sustracción de menores. Competencia nacional. 


    Corresponde asignar competencia a la justicia nacional en lo correccional por cuanto en esa jurisdicción tenía la residencia el grupo familiar, se produjo la remoción de la niña de la custodia de su padre y estarían radicados los juicios que versan sobre la tenencia de la menor y el régimen de visitas.


    V., A. S. s/ Ley 24.270


    COMP. 1047, XXXIX, 03 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Hurto de automotor. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que resulta adecuado el juzgamiento por separado del delito de encubrimiento cuando de los elementos de juicio reunidos en el sumario no surge que el imputado haya tenido participación en el desapoderamiento del automotor. También tiene resuelto V.E. que corresponde a la justicia federal instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, cuando dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional y siempre y cuando resulte, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en el delito encubierto.


    V., Américo Luis s/ Encubrimiento (Artículo 278 1° inciso  A)


    COMP. 1052, XXXVIII, 07 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 959, L.  XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    V., Federico s/ Secuestro Extorsivo


    COMP. 1248, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Cédula verde. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito.


    V., José Daniel s/ Infracción artículo 292 del Código Penal


    COMP. 1123, XXXVIII, 07 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Residuos patológicos. Juez previniente. Competencia federal. 


    Toda vez que no puede descartarse, en el incipiente estado de la investigación, que en el caso se verifique alguno de los supuestos que permiten la aplicación de la ley 24.051, conforme a lo dispuesto en su art. 1°, corresponde asignar competencia al Juzgado Federal que previno, para proseguir con la investigación, sin perjuicio de lo que de ella surja, en relación principalmente, al eventual vertido de las sustancias al arroyo, a través del cual podrían propagarse interjurisdiccionalmente.


    V., Juan Isidro s/ Denuncia


    COMP. 1011, XXXIX, 02 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte, que la realización de medidas instructorias, con posterioridad al inicio de la contienda, implica asumir la competencia que fuera atribuida y que una declinatoria efectuada después, importa el inicio de un nuevo conflicto. No obstante el encuadre legal que pudiera corresponder a los hechos que se denuncian, tanto en el caso de que pudiera configurar una estafa, o bien una posible infracción al artículo 302 del Código Penal, en ambos casos correspondería continuar con la investigación al juez con jurisdicción donde los documentos fueron entregados, lugar donde además tiene asiento la entidad bancaria.


    V., Lorenzo s/ Denuncia


    COMP. 646, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Falsificación de cheque. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de instrucción. Competencia nacional. 


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. Por su parte, en el delito de estafa o en su tentativa -que concurriría materialmente con la falsificación- perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal al lugar donde fueron presentados al cobro.


    V. O. N., Cesar s/ Robo


    COMP. 939, XXXIX, 26 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 959, XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    V., Pedro s/ Su secuestro Extorsivo


    COMP. 1115, XXXIX, 18 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de cheque. Estafa. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que de los elementos del incidente no surge el lugar donde se produjo la falsedad instrumental, corresponde a la justicia local, con jurisdicción sobre la entidad donde se presentó al cobro el instrumento apócrifo, investigar la falsificación al igual que la estafa que se habría intentado con su utilización, delitos que concurrirían en forma ideal.


    W., Jacobo s/ Estafa


    COMP. 1074, XXXIX, 17 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Programa Jefes de Hogar. Competencia federal. 


    El “Programa Jefes dc Hogar" fue creado por Decreto N° 565/02 para brindar una ayuda económica a los desocupados -que reúnan determinados requisitos- con la finalidad de garantizarles el Derecho Familiar de Inclusión Social, asegurando escolaridad y salud para sus hijos, capacitación personal y su incorporación en proyectos productivos o en servicios comunitarios de impacto ponderable en materia ocupacional (art. 3°). En atención a que el imputado sería uno de los ejecutores del plan asistencial, y como tal debería garantizar la realización de las labores previstas como contraprestación del beneficio, parece razonable sostener que las irregularidades denunciadas, además de perjudicar efectivamente las rentas nacionales, habrían afectado el normal desenvolvimiento del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, en la medida en que aparecerían firmando la planilla de asistencia beneficiarios que no cumplirían tareas en el proyecto asignado.  Por todo lo expuesto, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para seguir conociendo en las actuaciones.


    Z., Guillermo Daniel s/ Denuncia por planes sociales


    COMP. 1161, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Daño. Economía procesal. Competencia contravencional. 


    En el caso de una causa remitida por la justicia contravencional en la que el fiscal no dio inicio a la acción penal pública por el delito de daños, medida que fue acompañada por el juez correccional al desestimar el sumario por incompetencia material, cabe concluir que no hubo formación de causa por este delito y, por ende sólo resta que se juzgue el hecho a la luz del derecho contravencional.


    Z., Sebastián Andrés s/ Artículo 73


    COMP. 1247, XXXVIII, 20 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia por conexidad. Competencia nacional. 


    Si el delito a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    P., Luis s/ Denuncia de tentativa de estafa


    COMP. 689, XXXIX, 10 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de marca o designación. Propiedad intelectual. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723- que concurrían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    D., Roberto Oscar s/ Infracción Artículos 31 Inciso “d” de la Ley 22.362 y 72 Inciso “3” en función del Artículo 71 de la Ley 11.723


    COMP. 1083, XXXIX, 15 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de medicamentos. Competencia federal. 


    El "peligro para la salud" no aparece como requisito del tipo del artículo 22, de la ley de medicamentos, por lo que su presencia por sí sola, es incapaz de producir afectaciones a los otros fines que resguarda esa norma. Sólo en el supuesto de no existir estas últimas, resultaría de aplicación el artículo 200 del Código Penal, que contempla la adulteración de un modo peligroso para la salud de sustancias medicinales de consumo público. La adecuación de los hechos a las previsiones del artículo 22 de la ley 16.463, hace surtir la competencia del fuero excepción, en tanto la Corte le ha reconocido carácter federal a las normas contenidas en ella. Corresponde declarar la competencia de la justicia federal, aunque no haya sido parte en la contienda, para continuar con la investigación.


    S., Carlos y otro s/ Denuncia


    COMP. 979, XXXIX, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Violación de secretos. Devolución del expediente. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El conflicto debe ser dirimido por aplicación de la doctrina establecida por la Corte según la cual, si la declaración de incompetencia con la que se promovió la contienda, se dictó cuando se encontraba pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde, que con carácter previo a determinar la competencia para proseguir con la pesquisa, se resuelva el recurso deducido.


    P., Damián y otros s/ Infracción artículo 154 del Código Penal


    COMP. 1241, XXXVIII, 27 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  Habida cuenta que en el caso no concurren los elementos señalados pues, según surge de la declinatoria, sólo se cuenta con la declaración del denunciante sin que se hayan practicado las diligencias necesarias para corroborar minimamente las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se habría cometido el presunto delito, corresponde al juzgado nacional, que previno, continuar investigando en la causa.


    B., Eduardo Hector s/ Estafa en tentativa


    COMP. 203, XXXIX, 16 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. También tiene resuelto que las declaraciones, tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    Banco F.  y Bank B.  s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 1192, XXXVIII, 20 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    La Corte tiene establecido que el delito de administración infiel se reputa cometido donde se ejecutó el acto perjudicial en violación del deber y que, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    C ., Jorge Hugo s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 989, XXXVIII, 20 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Robo con armas. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.


    C., Jorge Alfredo s/ Robo con armas en grado de tentativa


    COMP. 1091, XXXVIII, 20 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Ese requisito no se encuentra cumplido en la presente incidencia pues de los escasos elementos incorporados a ella no resulta posible determinar si el hecho tiene entidad delictiva ni, mucho menos su calificación legal, atento que según surge de la resolución, el pedido-de secuestro del vehículo dispuesto en la causa en que se investigaba su sustracción ya no se encontraba vigente al momento de la detención del imputado.


    A., Martín Bernabé s/ Procedencia de automotor-amenazas-resistencia a la autoridad


    COMP. 452, XXXVIII, 07 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Cheque de pago diferido. Domicilio del banco. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Más allá de la incongruencia que denota el rechazo del juez de garantías, en tanto invoca una formalidad inexacta, y circunstancias de hecho que, contrariamente a lo que sostiene, se desprenden del legajo, o bien carecen de relevancia para discernir la competencia, al tratarse de cheques de pago diferido, es aplicable la doctrina sentada a partir del precedente de fallos 324:3463, en cuanto asigna competencia al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado, por lo que corresponde al Juzgado de Garantías proseguir con el trámite de la causa.


    L., Marco s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 435, XXXIX, 29 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N° 27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal conocer en la causa.


    W., Martín Manuel s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 225, XXXIX, 21 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”.


    F., Cristian M. y otros s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. 1043, XXXVIII, 05 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El presente conflicto de competencia, no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. No concurren en el caso los elementos señalados, pues las constancias reunidas no alcanzan para establecer el grado de certeza necesaria la calificación legal del hecho ni el lugar de su comisión.


    Hurtos reiterados s/ Denuncia Rubén Oscar, B.


    COMP. 954, XXXVIII, 05 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez preveniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto suscitado entre el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción y el Juzgado de Garantías provincial, no se halla precedido, de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le  pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B, Flavio y otro s/ Defraudación


    COMP. 1265, XXXVIII, 05 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Competencia federal. Adulteración de la numeración de los bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas" y Comp. 257, L. XXXI, "K., Ernesto s/ Infracción decreto ley 6582/58".


    M., Luis Alberto s/ Homicidio


    COMP. 8, XXXIX, 05 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Tenencia de armas de guerra. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1276, L. XXXVI, S., José Miguel s/ Delito contra la seguridad pública" y al dictamen de la causa Comp. 27, L. XXXVI, "H., María Estela s/ Amenazas".


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan los jueces.  Existen en el caso dos hipótesis a considerar, la tenencia ilegítima de armas de uso civil, de municiones de uso civil y de guerra, y la supresión de la numeración de un objeto registrado según la ley. Respecto de la primera, teniendo en cuenta que además del arma y las municiones de uso civil se secuestraron tres cartuchos nueve milímetros, este hecho resulta comprendido tanto por las previsiones del último apartado del artículo 189 bis del Código Penal, como por lo establecido por el artículo 42 bis de la ley 20.429.


    S., Alfredo Fabián y otro s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 6, XXXIX, 05 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. Encubrimiento. Competencia nacional. 


    Existen dos hipótesis delictivas a considerar para resolver este conflicto. La primera de ellas se refiere a la sustitución de las placas individualizadoras del automotor, respecto de la cual la Corte tiene resuelto, que cuando no es posible establecer el lugar donde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el vehículo. Por último, en lo atinente a la infracción al Artículo 277 del Código Penal, sin perjuicio de advertir que los magistrados intervinientes en la contienda no se atribuyen recíprocamente el conocimiento de este hecho -presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia- cabe recordar que la Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. Se opina que resulta indispensable un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del hurto cometido en esta Capital, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    D. D., Cristian César s/ Encubrimiento agravado


    COMP. 462, XXXIX, 05 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El conflicto, no se encuentra precedido de la investigación necesaria como para que Ia  Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo  24, Inc. 7°, del Decreto-Ley 1285/58.


    G., Zulma Ester s/ Denuncia


    COMP. 584, XXXIX, 05 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Competencia federal. 


    Aplicación del criterio establecido en los fallos  311:1948; 316:772 y dictamen de la competencia n° 513, L. XXXVIII in re "D., Pablo Daniel s/ infracción Arts. 168, 274, 277, inc. b, del C.P."


    Si el hecho que se reprocha a un funcionario de la policía provincial ha obstruido el normal funcionamiento de instituciones nacionales, corresponde declarar la competencia de la justicia de excepción.


    C., Cristian Emanuel s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. 348, XXXIX, 07 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que el imputado habría incurrido. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella. Según tiene resuelto la Corte compete a la justicia federal conocer en el encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero.


    C., Oscar y otros s/ Presunta infracción artículo 277 del Código Penal


    COMP. 503, XXXIX, 26 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Robo calificado. Abuso sexual. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que, se ha perpetrado; según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones, los jueces en conflicto. En tal sentido tiene resuelto la Corte, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    R. J., D. C. y E. J. R. s/ Competencia


    COMP. 794, XXXIX, 23 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Los escasos elementos reunidos no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habrían cometido los responsables del comercio.


    M., Miguel Ángel s/ Denuncia


    COMP. 318, XXXIX, 19 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Economía procesal. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que resultan competentes para conocer de los delitos de robo y de privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica y que la elección del que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    G., Guillermo Javier s/ Denuncia robo


    COMP. 1145, XXXIX, 02 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla a la justicia nacional, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró la chapa identificatoria del vehículo sustraído y que luego había sido colocada en otro automóvil.


    M., Mariano Alejandro s/ Encubrimiento


    COMP. 1118, XXXIX, 08 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Falsificación de instrumento público. Falsedad material. Falsedad ideológica. Investigación inconclusa. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual, la falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél.  En relación con la presunta falsificación del poder especial irrevocable y del boleto de compraventa resulta indispensable a los efectos de establecer la competencia, determinar si aquélla encuadra en los términos del artículo 292, o del artículo 293, ambos del Código Penal pues, de tratarse de éste último delito, su juzgamiento corresponderá al juez provincial donde tiene su asiento el escribano interviniente.  De lo contrario, si la falsedad afectara la integridad material de los instrumentos y no resultara posible establecer el lugar de su creación, deberá ser la justicia nacional la que continúe con su investigación, en tanto fue en esta ciudad, donde se comprobó la existencia del delito.  Tiene establecida la Corte que si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distinta jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    L. G., Filomena Teresa Paula y otros s/ Estafa


    COMP. 905, XXXIX, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Lesiones culposas. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto - ley 1258/58.  De acuerdo con el criterio establecido en Fallos: 311:2533; 312:294 y 317:923, corresponde al juzgado nacional, que previno, continuar investigando en la causa.


    R., L. y otro s/ Lesiones culposas


    COMP. 1071, XXXIX, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que los hechos motivo de la contienda tuvieron lugar en un centro comercial del partido bonaerense, de acuerdo con el criterio establecido por la Corte al resolver un conflicto análogo, corresponde al juzgado provincial conocer en estas actuaciones.


    N.N. s/ Estafa


    COMP. 1175, XXXIX, 10 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Armas de guerra. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    C., Alberto Hernán s/ Infracción artículo 189 bis, párrafo 3°, Código Penal


    COMP. 1254, XXXIX, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que si no se puede acreditar el lugar de creación del instrumento público falso, ha de estarse al lugar donde fue usado.


    S., Hugo Daniel p/ Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 1076, XXXIX, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 - artículo 289, inciso 3º del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde a la justicia provincial, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado cuya chapa identificatoria había sido cambiada.


    G., Gustavo Alberto y C., Guillermo Raúl s/ Robo


    COMP. 1233, XXXIX, 15 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial deben ser tenido en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá conforme a razones de economía procesal.


    A., Santiago s/ Estafa


    COMP. 1322, XXXIX, 08 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Competencia provincial. 


    En este caso, la conducta denunciada encuadraría prima facie en el delito de estafa, que  la Corte tiene resuelto, compete investigar al juez del lugar donde se realizó la entrega del cheque.


    V., María Olga s/ Defraudación


    COMP. 1493, XXXIX, 09 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Encubrimiento. Competencia federal. Hurto de Automotor. Competencia nacional. 


    En el sub lite, de acuerdo a lo que surge del informe, el número grabado en el motor, coincide con el correspondiente al rodado cuyo hurto es materia de investigación ante el juzgado nacional.  En este caso, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido respecto de la sustracción.  Cabe recordar que la Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, situación que no se presente en el caso.


    M. M., Basilio s/ Encubrimiento


    COMP. 1498, XXXIX, 24 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Competencia correccional. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. N° 542. L.XXXV, "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado" (Fallos 323:3289).


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces. Por aplicación de este principio, el caso se encuentra en principio comprendido en las previsiones del artículo 189 bis, párrafo 3°, del Código Penal, atento que por hallarse el arma cargada con cuatro municiones, cabe concluir que se encontraba en condiciones de uso inmediato.


    L., Mariano s/ Artículo 39 del Código Penal


    COMP. 1268, XXXIX, 31 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe en el caso una concreta contienda negativa de competencia -que presupone que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa- toda vez que el juez provincial no cuestionó la competencia ordinaria y se limitó a manifestar que, en su caso, correspondía intervenir al fuero contravencional.


    S., Daniel Osvaldo s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 1519, XXXIX, 31 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Extorsión. Competencia provincial. 


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. Lo dicho es sin perjuicio de que el magistrado entienda que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, por lo que deberá remitírsela de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    B., Daniel Fabián y Ariel Rodolfo R. s/ Extorsión


    COMP. 1542, XXXIX, 17 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Cámara nacional de apelaciones. Competencia criminal y correccional. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Toda vez que la contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del Decreto-Ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    G. G., Andrés s/ Encubrimiento


    COMP. 1639, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    B., Oscar Andres s/ Infracción Ley 20.429


    COMP. 1624, XXXIX, 19 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”.


    C., Paolino s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 1680, XXXIX, 19 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    O., H. R. y otro s/ Robo


    COMP. 1674, XXXIX, 21 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Secuestro de bienes. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Tiene dicho la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Roberto Damián s/ Denuncia


    COMP. 1733, XXXIX, 02 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. Defraudación. Lugar del hecho. Juzgado de garantías. Competencia provincial. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en  materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo a las constancias del incidente, existen tres hipótesis delictivas. La primera de ellas se refiere a las operaciones de compra y venta de la motocicleta con el presunto conocimiento de su origen ilícito. La Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. La segunda hipótesis se refiere a la defraudación. En atención a que, según doctrina de la Corte, la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo el lugar donde se ha consumado el delito, y que de la declaración del imputado, y de la copia del boleto surge que la operación se habría realizado en una localidad bonaerense, corresponde al Juzgado de Garantías provincial, conocer en el hecho. En relación con la supresión de la numeración de un objeto registrado de acuerdo con la ley, que se desprende de las constancias, la Corte tiene resuelto que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigar a la justicia nacional en lo correccional, donde se comprobó la anomalía y se secuestró la motocicleta.


    A., Claudio Andrés y F., Osvaldo Gustavo s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. 1105, XXXVIII, 24 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El conflicto suscitado no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte, pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. No se ha establecido si se trata de falsedades ideológicas o materiales, lo que resulta de particular relevancia a los fines de fijar competencia territorial. En ese orden de ideas, ese defecto se ve corroborado por la propia declinatoria, en tanto ella no se observa una precisa calificación legal del suceso que motivó el incidente, lo que impide a la luz de la doctrina de la Corte precedentemente, la adecuada resolución del conflicto.


    F., José s/ Defraudación


    COMP. 1234, XXXVIII, 24 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Servicios eléctricos. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que no basta la existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación para justificar la competencia de excepción, si aquél no es el resultado directo de la acción típica.  De la escasa investigación practicada, no surge acreditado ese extremo sino que, por el contrario, los hechos atribuidos aparecerían dirigidos a defraudar a los particulares locatarios, quienes habrían celebrado un contrato con quien no estaba legitimado para ello.


    G., Roberto Daniel s/ Defraudación


    COMP. 1183, XXXVIII, 24 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Robo calificado. Entorpecimiento de comunicación telegráfica o telefónica. Competencia federal. 


    Habida cuenta que no existe discrepancia entre los magistrados intervinientes acerca de la interrupción del servicio público de telecomunicaciones, y en atención a que dicha obstrucción tendría su origen en la presunta actividad ilícita del imputado, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para continuar con la investigación en la causa.


    M., Ariel Patricio s/ Robo en poblado y en banda e interrupción y entorpecimiento de la comunicación telefónica


    COMP. 1130, XXXVIII, 24 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Concurso de delitos. Falsificación de instrumento público. Competencia federal. Estafa. Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.  También es doctrina de la Corte que la falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquel.


    D., María de la Ascención y otro s/ Infracción artículo 172 y 292 del Código Penal


    COMP. 1201, XXXVIII, 25 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Circulación de moneda falsa. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa 583, XXXVIII,  “N., Carlos Alberto – su denuncia circulación de moneda falsa en su perjuicio”.


    L., Néstor Fabián s/ Denuncia expendio dinero falso


    COMP. 1102, XXXVIII, 26 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Cheque. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Aplicación de la doctrina de Fallos: 318:2034; 321:151 y 322: 1146.


    V., Claudio Raúl s/ Defraudación


    COMP. 976, XXXVIII, 26 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Hurto de automotor. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que Ie atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. El conflicto no se ha halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, tiene dicho el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones, que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    A., Juan Carlos s/ Adulteración de documento público y robo y/o hurto


    COMP. 1107, XXXVIII, 26 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Empleados públicos. Policía federal. Falta de calificación legal. Competencia federal. 


    Cabe recordar que la Corte tiene resuelto que debe existir una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de las funciones de índole federal, para que el delito presuntamente cometido sea de aquéllos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación. Más allá de la calificación que en definitiva corresponda, en los sucesos relacionados con la realización de tareas adicionales por personal que se hallaba cumpliendo horas del servicio ordinario, por cuanto ello provoca una disminución de los agentes afectados a las actividades inherentes a esa delegación de la policía federal.


    Superintendencia de Asuntos Internos de la Policía Federal Argentina s/ Denuncia


    COMP. 1255, XXXVIII, 28 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 27, L. XXXVIII, “H. María Estela s/ Amenazas”.


    C., Guillermo Luis s/ Tenencia indebida de arma de uso civil


    COMP. 1244, XXXVIII, 04 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia provincial. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 son de  competencia de la justicia ordinaría, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    A., Darío Eduardo y B., Carlos Gastón s/ Encubrimiento y falsificación de documento


    COMP. 1252, XXXVIII, 07 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Hurto de automotor. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria la realidad de los hechos motivo de la causa, ni su presunta calificación legal.  El hallazgo del rodado en sede provincial no resulta suficiente para discernir la competencia material.


    C., Franco s/ Hurto automotor


    COMP. 1170, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas".


    G., Héctor por Ley 25.086


    COMP. 2076, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El hallazgo del rodado en sede provincial no resulta suficiente para discernir la competencia material sobre esa base. A ello se agrega la existencia de un proceso que podría tener vinculación en el presente, sin que hasta ahora conste que haya sido certificado.


    G., José Francisco s/ Artículo 179 del Código Penal


    COMP. 1091, XXXIX, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Encubrimiento. Competencia nacional. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar ese aspecto, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél, especialmente cuando no consta que se haya interrogado al imputado sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que habría adquirido el rodado. El encuadre del hecho aparece por el momento como prematura, atento la relación de alternatividad existente entre el desapoderamiento y su encubrimiento. Tiene dicho la Corte que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    N.N. s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. 1642, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Violación al deber de cuidado. Delito culposo. Competencia nacional. 


    Debe conocer el juez con jurisdicción en el lugar donde se habrían omitido los deberes de cuidado, que habrían provocado a posteriori el fallecimiento del menor en territorio provincial. Ello es así, en tanto que son esos presuntos descuidos los que han de resultar materia de, análisis frente al resultado ya comprobado. Si bien el resultado es un requisito típico, la configuración de los delitos culposos exige, entre otras cosas, la valoración de las circunstancias que rodearon a la actividad del o los sujetos activos -conocimiento del riesgo, su afrontamiento e incumplimiento de un deber preexistente- las que, en el caso, tuvieron lugar en la maternidad de esta ciudad.


    R., F. N. s/ Incidente de competencia


    COMP. 36, XXXIX, 07 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Abuso deshonesto. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.  En consonancia con estos principios y en atención a los dichos de la víctima, en sentido de que el abuso deshonesto habría tenido lugar en el domicilio del imputado, corresponde atribuir competencia a la justicia local para intervenir en estas actuaciones.


    M., V. D. s/ Abuso deshonesto


    COMP. 75, XXXIX, 10 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    El Tribunal tiene establecido que es presupuesto necesario para el correcto planteo de una concreta contienda de competencia que los magistrados intervinientes se la atribuyan recíprocamente.  En tanto el magistrado provincial no cuestiona la calificación del hecho a investigar, ni el lugar donde presumiblemente éste ocurrió, compete a él asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicios necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, o para poner fin a las actuaciones por una de las formas conocidas de terminación del proceso.


    B., Fabián Orlando s/ Ley 24.270


    COMP. 50, XXXIX, 10 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Delitos contra la libertad individual. Competencia nacional. 


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    S., Miguel Ángel s/ Denuncia privación ilegítima de la libertad


    COMP. 1556, XXXIX, 10 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Concurso ideal. Competencia federal. 


    Si no puede descartarse que el caso resulte aprehendido por dos disposiciones penales -leyes 11.723 y 22.362- que concurrirían en forma ideal, corresponde atribuir la competencia al magistrado federal, mas allá de que la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento y sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    C., Rolando Diego s/ Denuncia


    COMP. 1455, XXXIX, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Domicilio del menor. Competencia provincial. 


    Al no existir discrepancia entre los contendientes acerca de la calificación legal que prima facie cabe asignar al hecho denunciado, y desprenderse de los dichos de la denunciante -que resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa- que la menor convive con su padre en la localidad bonaerense de Villa Elisa, éste es el lugar donde el imputado habría impedido el contacto con la madre, privándola del ejerciciode sus derechos y obligaciones.


    Z., R. s/ Infracción Ley 24.270


    COMP. 1229, XXXIX, 27 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Incendio. Ministros de la Corte Suprema. Competencia federal. 


    Toda vez que los magistrados en conflicto son contestes en cuanto a que no puede descartarse, aún, y a esta altura de la investigación, que el hecho en estudio guarde relación con las funciones que el Señor Ministro ante el Tribunal cumple, corresponde declarar la competencia de la justicia de excepción, habilitada para dilucidarlo, a fin de continuar con el trámite de la causa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    Averiguación Artículo 186 del Código Penal s/ Competencia


    COMP. 1043, XXXIX, 13 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Lesiones. Amenazas. Abuso de autoridad militar. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que uno de los fines esenciales de la ley 23.049 ha sido el de restringir la competencia militar a las infracciones de tal naturaleza, excluyendo de esa jurisdicción a los delitos comunes en tiempos de paz. Asimismo, ha establecido que se entienden como delitos o faltas de naturaleza militar aquellas figuras cuyo contenido está imbuido por los objetivos de preservación de la disciplina militar que sustentan el ordenamiento penal específico establecido por el Código de Justicia Militar


    G., Sergio Adolfo s/ Abuso de autoridad


    COMP. 701, XXXVIII, 25 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Robo con armas. Devolución del expediente. 


    Al no darse en el caso ninguno de los supuestos previstos en el artículo 24 inciso 7° del decreto 1285/58, de conformidad con la Acordada 69/90 del 29 de Noviembre de 1990, y lo dispuesto en el Artículo 33 apartado a), de la Ley orgánica del Ministerio Público, se devuelven las actuaciones sin dictaminar.


    D., Sebastián Arnaldo y otro s/ Robo con armas


    COMP. 1235, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. Encubrimiento. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Por otro lado, cabe recordar que la Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en el delito presuntamente.


    A., Rubén Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 1584, XXXIX, 03 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Asociación Mutual de la E. S. s/ Defraudación


    COMP. 280, XXXIX, 23 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. 


    Tiene establecido la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B., Luis Agustín s/ Causa n° 63511/01


    COMP. 1503, XXXIX, 11 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Si de las escasas constancias incorporadas al incidente, no resulta posible determinar fehacientemente la calificación legal de los hechos, cabe concluir que el caso no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    B., María José s/ Presunta infracción artículo 292 Código Penal


    COMP. 1550, XXXIX, 12 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Calificación legal. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Iban Esteban s/ Denuncia falsificación de documentos


    COMP. 463, XXXIX, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Roberto José s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. 2016, XXXIX, 30 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer. 


    Para emitir opinión en el conflicto en el que se corrió vista, se devuelven a la Corte las presentes actuaciones a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia.


    C. S. A. s/ Ley de lealtad comercial


    COMP. 1380, XXXIX, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    D. L., Mario s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 1267, XXXIX, 21 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    F., Karina y otro s/ Estafa


    COMP. 1870, XXXIX, 05 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En el caso no concurren los elementos señalados pues, de las escasas constancias incorporadas al incidente, no resulta posible determinar fehacientemente la calificación legal de los sucesos. En tales condiciones, corresponde a la justicia nacional, que previno  y a la que acudió el denunciante a hacer valer sus derechos, continuar con el trámite de las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    F., Ricardo Raúl s/ Estafa


    COMP. 1015, XXXIX, 19 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Abuso de armas. 


    Si la contienda quedó trabado entre dos tribunales de la misma provincia, cabe concluir que la misma no es de aquéllas que corresponde a la Corte resolver.


    G., Edgardo s/ Abuso de armas


    COMP. 530, XXXVIII, 07 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58.


    G., Héctor Adrián s/ Estafa


    COMP. 1678, XXXIX, 24 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    G., Venancio Miguel s/ Denuncia hurto


    COMP. 638, XXXIX, 04 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio de Fallos: 293:485 y 304:949.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Juzgado de Control n° 4 s/ Denuncia formulada por Daniel M


    COMP. 1539, XXXIX, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una contienda de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L., Juan Carlos s/ Encubrimiento


    COMP. 2023, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L., Luis Juan y G. Eduardo s/ Defraudación


    COMP. 2088, XXXIX, 30 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si los elementos agregados al incidente resultan insuficientes para establecer el tribunal que en definitiva resultará competente, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Si bien la Corte tiene establecido, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando la documentación presuntamente falsa ha sido presentada ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, corresponde su investigación a la justicia federal, también tiene resuelto que la competencia en tales supuestos debe establecerse de acuerdo a la sede del órgano registral donde se ha realizado dicha presentación.


    L., Oscar Alberto s/ Estafa


    COMP. 1441, XXXIX, 11 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si las constancias agregadas al incidente no alcanzan para establecer con el grado de certeza necesaria la calificación legal del hecho, ni el lugar de su comisión, corresponde que el juzgado que previno continúe investigando en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación posrterior.


    L. R., Marta Carmen y otros s/ Estafa y falsificación de documentos públicos


    COMP. 1666, XXXIX, 17 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Si bien de las constancias agregadas al incidente parecería estar acreditado que el denunciante entregó los valores al imputado, ninguna medida se ha adoptado a fin de corroborar ese extremo, lo que aparece como necesario a poco que se aprecie que la documentación aportada por el primero como prueba, consiste en unas planillas que, en principio, no revisten las formalidades de un recibo. El esclarecimiento de esos aspectos resulta necesario, a la luz de los principios antes enunciados, a fin de dar adecuada solución a la cuestión que se ha suscitado en torno a la competencia territorial.


    O., Alberto Enrique s/ Estafa


    COMP. 247, XXXIX, 08 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa  Competencia n° 27, L. XXXVIII "H., María Estela s/ Amenazas".


    R., Víctor Adrián y otros s/ Presunta infracción a la Ley 23.737


    COMP. 1626, XXXIX, 17 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    De las escasas constancias incorporadas al incidente, no resulta posible determinar fehacientemente la calificación legal de los hechos. Corresponde devolver las actuaciones al juez nacional, que previno,  quien deberá incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y determinar las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    S., Claudio s/ Denuncia


    COMP. 1446, XXXIX, 23 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en Fallos: 306:1272; 311:528; 317:486; 318:1001 y 323:3867.


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos en alguna figura determinada y de llegar a un criterio cierto acerca del lugar donde fueron cometidos, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    Se.P.A. s/ Averiguación de ilícito por denuncia de S., Sandra Mabel


    COMP. 1401, XXXIX, 21 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    Devolución de la causa para subsanar defecto.


    T., Miguel s/ Falsificación de sellos


    COMP. 1278, XXXIX, 08 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Expropiación. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    Si en el caso no es posible determinar fehacientemente si los sucesos investigados configuran la infracción prevista en el artículo 173, inciso 9°, del Código Penal cometida en perjuicio del particular adquirente, o aquella preceptuada en el inciso 11 o, de esa misma norma, lo que impide establecer la existencia de una afectación directa de los intereses del Estado expropiante, corresponde que el magistrado que previno continúe con la investgación, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


    Y., Ernesto c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Expropiación


    COMP. 1708, XXXIX, 04 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El presente conflicto, no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Ello es así, en tanto los elementos colectados en la causa que origina esta contienda, resultan insuficientes para discernir la competencia. En tales condiciones, corresponde a la justicia provincial, que previno, continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    Z., Zulema s/ Denuncia


    COMP. 1199, XXXIX, 01 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ amenazas".


    E., Walter Jorge s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 334, XXXIX, 03 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El conflicto que no se halle precedido de la investigación suficiente y que no cuente con las constancias relativas a los hechos sobre los cuales versa, obsta la posibilidad de determinar el lugar donde se desarrollaron y discernir, en consecuencia, al tribunal que corresponda investigarlo.


    T., Carlos Alberto s/ Falsificación de documento


    COMP. 328, XXXIX, 25 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Automotores. Acumulación de procesos. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En el caso no concurren los elementos señalados pues, de las escasas constancias incorporadas al incidente, no resulta posible determinar fehacientemente la calificación legal de los sucesos. En este sentido, se debe señalar que no se ha determinado cómo habría llegado el rodado motivo de investigación a poder del imputado, quien figura como vendedor. Por otra parte, tampoco se conocen las circunstancias de tiempo, modo y lugar que rodearon a la adquisición del vehículo. Finalmente, sólo resta recordar que las reglas de acumulación por conexidad sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales, ya que la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, es una materia regida por la Constitución Nacional que escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal. En tales condiciones, corresponde a la justicia provincial, que previno y a la que acudió el denunciante a hacer valer sus derechos, continuar con el trámite de las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    D., Guillermo s/ Defraudación


    COMP. 126, XXXIX, 24 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Retención indebida. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Mabel Edit s/ Retención indebida


    COMP. 594, XXXIX, 17 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    G., Enrique Santiago s/ Denuncia


    COMP. 1156, XXXVIII, 06 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Si a partir de las escasas constancias incorporadas al incidente, no resulta posible determinar fehacientemente la calificación legal de los hechos, cabe concluir que no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    C., Roberto y otros s/ Estafa


    COMP. 1260, XXXVIII, 07 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconlcusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    G., Luis y G., Fernando s/ Encubrimiento calificado


    COMP. 34, XXXIX, 10 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    T., Walter s/ Estafa


    COMP. 184, XXXIX, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    D. M., Viviana – Inmobiliaria L. Propiedades s/ Estafa


    COMP. 65, XXXIX, 16 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    I., Carlos Alberto s/ Denuncia


    COMP. 42, XXXIX, 17 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    E., Walter Jorge s/ Infracción Ley 20.429


    COMP. 334, XXXIX, 28 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    F. S.A. c/ Compañía Financiera y otros s/ Estafa


    COMP. 596, XXXVIII, 23 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Declaración de insania. Competencia nacional. Competencia del tribunal de casación. 


    El presente conflicto suscitado dos jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelto de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    G., H. A. s/ Insania


    COMP. 456, XXXIX, 02 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En el caso no concurren los elementos señalados, pues más allá del ambiguo criterio que respecto de las probables calificaciones del hecho proponen los magistrados nacionales intervinientes, no resulta posible por el momento determinarla fehacientemente. Hasta el momento, sólo se cuenta con los dichos del denunciante, los que no se encuentran corroborados por otras probanzas agregadas al incidente y, además, aparecen bastante confusos, lo que impide, la aplicación de la doctrina sentada por el Tribunal en Fallos: 308:213; 317:223 y 323:867, entre otros.  Sobre la base de estas consideraciones, corresponde a la justicia nacional, que previno continuar con el trámite de las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    P., Ramón Antonio y otros s/ Quiebra fraudulenta


    COMP. 76, XXXIX, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    W., Clara Ernestina s/ Denuncia


    COMP. 1184, XXXVIII, 06 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, los magistrados intervinientes le atribuyen a los sucesos.


    M., Javier Gustavo s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 713, XXXIX, 10 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Cámara de apelaciones. Competencia nacional. 


    Conforme a la doctrina de la Corte de Fallos: 302:515; 305:610 y 319:909, la justicia nacional resulta competente para conocer en la causa.


    M., Jonás Daniel s/ Robo y privación ilegal de la libertad


    COMP. 932, XXXVIII, 25 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N., Gabriel Ángel s/ Estafa


    COMP. 190, XXXIX, 11 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Delito de acción pública


    COMP. 708, XXXIX, 19 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. 


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una contienda de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    O., Enrique s/ Denuncia


    COMP. 1259, XXXVIII, 14 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones, circunstancia que no se presente en el sub exámine.


    O. S., Pablo Daniel s/ Encubrimiento


    COMP. 267, XXXIX, 09 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Calificación legal. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Policía de la Provincia de Buenos Aires s/ Delito de acción pública


    COMP. 235, XXXIX, 16 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Si el caso no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58, corresponde atribuir la competencia al juzgado que previno.


    R., Juan Carlos s/ Ley 11.723


    COMP. 61, XXXIX, 08 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Doping. Calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    S., Mario Adolfo (en representación de la AFA) s/ Denuncia


    COMP. 319, XXXIX, 02 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    U. M., Patricia s/ Supuesta denuncia


    COMP. 593, XXXIX, 06 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si de las constancias surge que el hecho se habría cometido en determinada localidad, corresponde al magistrado de esa jurisdicción continuar con la tramitación de la causa.


    www.sitio.net s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1196, XXXVIII, 03 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Avocación jurisdiccional. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Es menester, para avocarse en forma exclusiva y originaria en una causa de naturaleza penal, que se trate de un juicio en el que sean parte embajadores, ministros o cónsules extranjeros. Para la procedencia de la jurisdicción originaria en un juicio en que un estado provincial sea parte, debe tratarse de una causa "civil", entendida esta última expresión como opuesta a "criminal".


    A., Oscar Raúl s/ Plantea Inhibitoria de competencia en autos: "P., Rodolfo Amilcar s/ Denuncia" Expte 920/01


    A. 439, XXXIX, 18 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    La Corte tiene resuelto que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal-, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para ocasionar un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    C., Héctor Jorge s/ Encubrimiento


    COMP. 831, XXXIX, 05 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia en lo penal económico. 


    El presente conflicto suscitado no se encuentra precedido de la investigación necesaria como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58. Las escasas constancias incorporadas al incidente no aportan elementos de juicio suficientes para poder calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa -estafa o libramiento de cheque sin provisión de fondos- y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponderá investigarlo.


    G. S.A. s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 41, XXXIX, 04 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Falso testimonio. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que deben atenderse las circunstancias existentes al momento de decidir, aunque ellas sean sobrevinientes a su radicación ante el Tribunal.


    H., Norma s/ Falso testimonio


    COMP. 129, XXXIX, 05 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Encubrimiento. Robo. Competencia nacional. 


    La Corte tiene decidido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal. En atención a ello, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    M., Jorge Luis s/ Encubrimiento


    COMP. 268, XXXIX, 02 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto 1285/58, debe preceder  una investigación suficiente. En efecto, la ausencia de constancias relativas a los hechos sobre los cuales versa la causa, obsta la posibilidad de determinar el lugar donde se desarrollaron y discernir, en consecuencia, al tribunal que corresponda investigarlo.


    N.N. s/ Infracción Ley 22.415


    COMP. 592, XXXIX, 15 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Violación al debido proceso. Secreto del sumario. Autonomía provincial. Devolución del expediente. Competencia nacional. Competencia criminal. 


    En el caso no se suscitó una cuestión de competencia, la negativa del juez local a cumplimentar lo reclamado por un juez nacional, revela un conflicto jurisdiccional que debe ser resuelto por la Corte, en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, cuando su interpretación deriva de ser el único órgano superior jerárquico común de los tribunales intervinientes.  El Tribunal, sostuvo que si bien el artículo 4° de la ley 22.172 es suficientemente explícito en el sentido que el juez al que se dirige el oficio no podrá discutir la procedencia de las medidas solicitas, a fin de no convertir al magistrado de un estado autónomo en subordinado del que hubiera librado la rogatoria, corresponde denegar la solicitud formulada cuando el pedido afecte, en forma manifiesta, la competencia del juez requerido.  El cumplimiento de la medida solicitada por la justicia nacional, afectaría de manera directa el debido proceso adjetivo que rige el trámite de las actuaciones en sede provincial en tanto violaría el secreto de sumario y por ende, de alguna manera, la jurisdicción del magistrado que en ellas conoce, razones que, aunadas con el debido respeto de las autonomías provinciales; aconsejan que el juez exhortante imprima al pedido de inhibitoria las formalidades que prescribe el artículo 47 del Código Procesal Penal de la Nación, y lo resuelva con los elementos aportados por la parte que lo solicita.


    Y., Héctor Luis s/ Solicitud


    COMP. 249, XXXIX, 12 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El presente conflicto suscitado, no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el Artículo 24, Inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58. Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Y., Anselmo s/ Supuesta denuncia


    COMP. 819, XXXIX, 20 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.  Cabe recordar que la Corte tiene establecido que la competencia del fuero federal, es excepcional y está circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes, las cuales son de interpretación restrictiva.


    A., G. O. s/ Estafa


    COMP. 1049, XXXIX, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. Competencia nacional. Falsificación de documentos. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor y una obstrucción a su normal funcionamiento.  Acerca del secuestro de la documentación presuntamente adulterada, debe ser la justicia federal, donde se descubrió la falsificación, la que profundice la investigación aunque no haya sido parte de la contienda.  La Corte tiene establecido que resulta necesario contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.


    Eun Hee, L. s/ Denuncia


    COMP. 1093, XXXIX, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El conflicto de competencia suscitado no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58.


    O. de S. A., Carlos s/ Denuncia


    COMP. 1209, XXXVIII, 25 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En el caso no concurren los elementos señalados pues, de las escasas constancias incorporadas al incidente, no resulta posible determinar fehacientemente la calificación legal de los sucesos y, en su caso, dónde fueron consumados, por ello corresponde a la justicia provincia que previno continuar con el trámite de las presentes actuaciones.


    C., Claudio Marcelo y otros s/ Delito de acción pública


    COMP. 312, XXXIX, 16 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Defraudación


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 989, XXXVII, "M., Francisco Javier y Utecho Aliaga, Alain Sorizha s/ Robo".


    L. de P., Alfredo H. s/ Defraudación - Causa N° 1202


    L. 1946, XXXVIII, 27 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Excepción de cosa juzgada


    Fraude a la Administración Pública. Contrabando calificado. Prescripción. Cosa juzgada. Non bis in ídem. Igualdad ante la ley. Sentencia arbitraria. 


    Precedente de Fallos: 321:2826.


    El reclamo del apelante sustentado en el carácter de cosa juzgada que cabría atribuirle a la prescripción de la acción penal resuelta a favor del imputado, conlleva a determinar si esa decisión implica la imposibilidad de perseguir al nombrado por los hechos bajo el amparo de otra calificación legal, atento a que la respuesta a ese interrogante depende del alcance que corresponda asignar a la garantía constitucional que prohíbe el múltiple juzgamiento. La Corte ha reconocido el rango constitucional y la necesidad de tutela inmediata de ese derecho federal, en razón de que dicha garantía no veda únicamente la aplicación de una nueva sanción por el hecho anteriormente penado, sino también la exposición al riesgo de que ello ocurra mediante el sometimiento a juicio de quien ya lo ha sufrido por el mismo hecho. En la medida que el gravamen que es materia de agravio en autos no se disiparía ni aún con el dictado de una eventual sentencia absolutoria, cabe hacer excepción al principio según el cual aquellas resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso no reúnen, por regla, la calidad de sentencia definitiva toda vez que dicho sometimiento ocasionaría, en el caso, un perjuicio de insuficiente, imposible o tardía reparación ulterior. En el precedente de Fallos: 321:2826, la Corte ha sostenido que a partir de una interpretación amplia de dicho principio no sólo se desprende la inadmisibilidad de imponer una pena por un mismo delito, sea que el acusado haya o no sufrido pena, y sea que en el primer proceso haya sido absuelto o condenado. Y ello es así porque a partir del fundamento material de la citada garantía no es posible permitir que el Estado, con todos los recursos y poder, lleve a cabo esfuerzos repetidos para condenar a un individuo por un supuesto delito, sometiéndolo así a molestias, gastos y sufrimientos, y obligándolo a vivir en un continuo estado de ansiedad e inseguridad, y a aumentar, también, la posibilidad de que aún, siendo inocente sea hallado culpable. Si se tiene en cuenta también que el instituto de la prescripción en materia penal encuentra fundamento en el hecho social, según el cual el transcurso del tiempo importa, naturalmente, el olvido y el desinterés por el castigo, resulta evidente en el sub judice la violación de aquélla garantía constitucional si una vez declarada la extinción de la potestad represiva del Estado para imputarle un determinado hecho al encausado, se pretende mantener su vigencia por ese mismo hecho so pretexto de un diverso encuadramiento.


    B., Claudio Nicolás s/ Excepción de previo pronunciamiento - Causa N° 190/88


    B. 2013, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Extradición


    Cuestiones de competencia. Competencia del tribunal de casación. 


    En este caso corresponde acompañar lo solicitado por los representantes del país extranjero, ya que la cuestión resulta de insoslayable tratamiento previo a la decisión de la Corte, sobre la procedencia de la extradición, toda vez que en caso de ser revocado por lo resuelto por el juez federal podría devenir nulo lo actuado por ese magistrado con posterioridad a la interposición de la recusación (Art. 62 del Código Procesal Penal de la Nación). Ante ello, correspondería devolver las actuaciones para que se cumpla con lo prescripto por el rito.  A fin de evitar eventuales cuestiones de competencia que pudieran dilatar el tratamiento de esta delicada cuestión, el “tribunal competente” sería la Cámara Nacional de Casación Penal, al no hacer referencia a un tribunal determinado deja librado al estadio procesal en que la recusación se plantea (artículo 60 del Código Procesal Penal) la determinación del “tribunal competente”. Por ello, toda vez que el proceso de extradición se encontraba transitando la etapa del plenario al momento de la interposición de la recusación y siendo de aplicación las prescripciones del juicio correccional, tal sería la casación.


    A., Alfredo Ignacio s/ Extradición


    A. 1553, XXXIX, 16 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Escala penal. Tratados internacionales. Confirmación de sentencia,. 


    No puede pretenderse en todos los casos una minuciosa relación de las circunstancias fácticas que dan sustento al proceso extranjero en el que se solicita la extradición ya que, para evaluar si éstas han sido debidamente detalladas debe considerarse el estado en que se encuentra. Distintos seran los parámetros de precisión que puede exigirse, si en el juicio ha recaído condena, que si se encuentra en los albores de la etapa instructoria. El quantum de la pena se encuentra debidamente determinado, aún cuando esta cuestión no resulta un requerimiento imprescindible para admitir la extradición.   No debe perderse de vista que el principio de doble incriminación se satisface cuando la sustancia de la infracción está prevista como delictiva en ambos ordenamientos jurídicos.                                                                                                                                                   En consecuencia, el objeto de la exigencia estipulada por la generalidad de los tratados internacionales en materia de extradición de acompañar los textos penales a fin de posibilitar que el Estado requerido verifique la "doble subsunción", se cumple acompañando las normas extranjeras de forma tal que permita verificar si los hechos que motivan la extradición constituyen delito para ambos ordenamientos jurídicos, por lo que la determinación de la escala penal resulta, a todas luces, superflua.


    R. P., Mario s/ Extradición


    R. 1046, XXXIX, 23 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. 


    Aun cuando las alegaciones efectuadas por la defensa en torno a la valoración de publicaciones periodísticas para sustentar la excepción planteada sean consideras como "formulaciones genéricas", o bien referidas a una situación en particular, debe ponderarse si en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación de la justicia del país requirente. Decisión del Tribunal que resalta el principio de que el criterio judicial en el trámite de extradición debe ser favorable al beneficio universal que la inspira, sin prescindir, en absoluto, de lo que los tratados disponen en materia de formas con miras a garantizar  la seriedad de sus pedidos para salvaguarda de los derechos del extraditado  compatibilizando de este modo el interés del Estado requirente en cuanto pretende juzgar al nacional por los delitos cometidos en su territorio, con las garantías del requerido.


    H, F., Mario s/ Extradición


    H. 425, XXXVIII, 11 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    El hecho de que el Estado requirente no haya especificado si, en caso de concederse el extrañamiento, se le permitirá al requerido una revisión del proceso sentenciado in absentia, es una  cuestión de suma trascendencia ya que la legislación procesal italiana admite, en algunos supuestos, la reapertura de un proceso en el que ya ha recaído condena.


    V, D., Ademar Bolivar s/ Extradición


    V. 21, XXXIX, 10 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Incidentes


    Excepciones procesales. Falta de acción. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 3671, L. XXXVIII, "Marín, Rubén Hugo s/ Querella por calumnias e injurias c/ Fernández, Pablo Damián".


    F., Pablo Damian s/ Incidente


    F. 249, XXXIX, 28 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    C., Alejandra; B., José Daniel s/ Infracción artículo 302 del Código Penal


    C. 48, XXXIX, 27 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    G., Héctor Ricardo s/ Infracción artículo 302 del Código Penal - Causa n° 11546


    G. 3084, XXXVIII, 27 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    P., Enrique José s/ Defraudación a la Administración Pública


    P. 296, XXXIX, 23 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Procesal Penal


    General. Jurisdicción y Competencia. Competencia. Por el Territorio. Distribución de la Competencia. 


    Contienda negativa de competencia. Incumplimiento del régimen de visitas. No restitución del niño. Interés superior del niño. Distribución de la competencia de acuerdo al domicilio de la menor.


    Al resultar de los dichos de la denunciante que resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa que la menor convivía con su madre en esta ciudad, éste es el lugar donde el imputado habría impedido el contacto entre ellas y habría privado a aquélla del ejercicio de sus derechos y obligaciones.


    V., Eduardo s/ Infracción Ley 24.270


    COMP. 1173, XXXIX, 01 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Queja por casación denegada


    Encubrimiento de contrabando. Sentencia arbitraria. Derecho al recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Los artículos 458 al 462 del C.P.P.N. establecen limitaciones objetivas a la procedencia del recurso de casación. Estas limitaciones, en cuanto hacen al recurso del imputado, han sido declaradas inconstitucionales por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el fallo "Giroldi" por cuanto la Convención Americana de Derechos Humanos (actualmente incorporada a la Constitución Nacional) consagra el derecho de la persona a recurrir el fallo ante el tribunal superior, con independencia del monto de la condena. Distinto ha sido el caso en cuanto al recurso del Ministerio Público Fiscal en el cual la Corte resolvió que: "la garantía del derecho a recurrir ha sido consagrada sólo en beneficio del inculpado. Cabe concluir entonces que en tanto el Ministerio Público es un órgano del Estado y no es el sujeto destinatario del beneficio, no se encuentra amparado por la norma con rango constitucional .. “y que el "artículo 458 del Código Procesal Penal de la Nación, en cuanto no le concede al Ministerio Público el derecho de recurrir por vía de casación, no viola el derecho a la igualdad". La arbitrariedad, implica que debe ser revisada por un órgano que permita un recurso de carácter amplio como lo es el de la casación. De este modo, y pese que al ministerio público no le asiste el derecho a la instancia casatoria cuando se trata de cuestiones de derecho común o procesal, corresponde que el tribunal de casación conozca del agravio  sin límite alguno, cuando se alegó cuestión federal y desde que V.E. lo ha emplazado como órgano intermedio para dicho tratamiento. El recurso de casación es una institución establecida con el fin de garantizar la corrección sustancial y la legalidad formal del juicio previo exigido por la constitución para asegurar el respeto a los derechos individuales y a las garantías de igualdad ante la ley e inviolabilidad de la defensa en juicio, así como también el mantenimiento del orden jurídico penal por una más uniforme aplicación de la ley sustantiva.


    M., Walter Alfredo y otro s/ Infracción Ley 22.415


    M. 831, XXXIX, 25 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Pago con cheques sin provisión de fondos. Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B. 320, L. XXXVII, "Banco Nación sobre averiguación defraudación".


    A., Javier Osvaldo s/ Infracción artículo 302 Código Penal


    A. 2437, XXXVIII, 10 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Juicio previo. Gravedad institucional. Recurso de casación. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 320, L. XXXVII, "Banco de la Nación Argentina s/ Defraudación".


    La cuestión de fondo que verdaderamente se halla en debate, relativa a la vigencia del artículo 348 del Código Procesal Penal, trasciende del marco de la causa para proyectarse sobre la buena marcha de la administración de justicia, pues descansa en el conflicto suscitado entre el Ministerio Fiscal y el Poder Judicial en torno al modo en que se ha de entender delimitadas sus funciones, luego de la reforma de la Constitución Nacional y la sanción de la ley 24.946, en un aspecto crucial para la válida tramitación del juicio previo que es, a su vez, condición constitucional para la aplicación de la ley penal. Por tanto, la gravedad institucional que reviste el caso amerita soslayar óbices formales, inclusive el requisito de tribunal superior, para la procedencia del recurso extraordinario en aras de la pronta obtención de una resolución de la Corte que ponga fin a la discusión. Si bien es cierto que, por regla general, el recurso extraordinario no procede contra los autos que resuelven sobre la procedencia del recurso de casación, también lo es que la Corte ha hecho excepción a ese principio y lo ha admitido cuando el a quo ha denegado el recurso ante ella interpuesto sobre la base de fórmulas dogmáticas y genéricas en violación a las reglas del debido proceso. Tal es, la situación excepcional que se ha configurado en el caso traído a examen, pues la Cámara Nacional de Casación Penal declaró inadmisible el recurso de queja en virtud de que la resolución impugnada no revestía carácter de sentencia definitiva o equivalente en los términos del artículo 457 del Código Procesal Penal, pero omitió examinar si, más allá de los supuestos contemplados expresamente en ese artículo, cabía equiparar el pronunciamiento a una sentencia definitiva conforme la doctrina que la Corte ha sentado en la materia y había invocado este Ministerio Público. Al resolver así, la Cámara de Casación omitió entonces considerar una cuestión esencial planteada por el Fiscal General para fundar esa equiparabilidad, cual es que la resolución impugnada ocasionaba un perjuicio de insusceptible reparación posterior, puesto que la autonomía del Ministerio Fiscal en el ejercicio de la función de acusar y, con ello, las reglas del debido proceso legal, sólo podían ser objeto de tutela útil en la etapa prevista para esa actividad procesal. En tales condiciones, la falta de tratamiento y resolución de la cuestión planteada priva al pronunciamiento de fundamentos suficientes que lo sustenten, lo cual lo descalifica como acto jurisdiccional válido. Adquiere plena vigencia la doctrina de la Corte por la cual se estableció que en el ordenamiento procesal actual la Cámara Nacional de Casación Penal constituye un órgano intermedio ante el cual las partes pueden encontrar la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores, máxime si los agravios invocados involucran una cuestión federal, como en el presente caso.


    G., Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa N° 4.172


    G. 3135, XXXVIII, 10 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Robo simple. Estelionato. Desistimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa D. 153, XXXVI, "D. C. T., Casimiro s/ P.S.A. infracción ley 24.769" y dictámenes de las causas M. 989, XXXVII, "M., Francisco Javier y U. A., Alain Sorizha s/ Robo" y L. 171, XXXVIII, "L., Julio Oscar s/ Homicidio culposo".


    G. M., Adrián y otro s/ Robo Simple y Estelionato


    G. 2727, XXXVIII, 27 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Sustracción de menores. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 2746, L. XXXVIII, “S., Julio y D. C., Juan Antonio s/ Retracción de menores de 10 años - Causa N° 8686/2000”.


    S., J. y D. C., J. A. s/ Sustracción de Menores de 10 años - Causa N° 8686/2000


    S. 2745, XXXVIII, 27 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    La Corte entiende que en casos donde se encuentra involucrada la libertad del imputado, la resolución de segunda instancia no es susceptible de ser revisada por otro órgano dentro del ordenamiento procesal vigente, por lo que el tribunal superior es la Cámara de Apelaciones y no la Cámara de Casación.


    S., J. y D. C., J. A. s/ Sustracción de menores de 10 años - Causa N° 8686/2000


    S. 2746, XXXVIII, 27 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Prisión preventiva. Excarcelación. Cauciones. Hechos nuevos. Admisibilidad del recurso. 


    Se discrepa con el argumento de que la condena impuesta por el tribunal local, constituye "un hecho nuevo" con aptitud para relevar a la cámara de la obligación legal de dictar una nueva resolución acorde a lo ordenado por la Corte Suprema, por dos motivos principales: primero, porque el fallo no se encuentra firme; y segundo, porque al momento de dictar sentencia, la Corte ya conocía que había un pedido fiscal de nueve años de prisión, acto procesal documentado en autos, por lo que era previsible que se produjera esta situación -y en tal caso carecería de toda novedad- no obstante lo cual, adoptó un temperamento liberatorio. En el anterior dictamen, se había encuadrado el derecho  a ser excarcelado, en la hipótesis prevista en el artículo 1 de la ley 24390, según la redacción de la ley 25.430, esto es, en el cese de la cautela ante la posible lesión a la garantía del plazo razonable de la prisión preventiva. Ahora bien, no obstante que la aplicación de este supuesto no es automática y de que se dictó una condena -la que no se encuentra firme- en su contra, lo cierto es que el tiempo de encarcelamiento, sigue aconsejando sobre la pertinencia de esta posibilidad liberatoria, para una mejor observancia de lo dispuesto en el artículo 7, punto 5, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Máxime que no concurren en la especie las causales por las que el Ministerio Público podría oponerse a la soltura (artículo 3 de la ley citada), puesto que no parece que es un delito de "especial gravedad", ni hay constancias que demuestren que "existieron articulaciones manifiestamente dilatorias de parte de la defensa". En cuanto a los impedimentos previstos por el artículo 319 del Código Procesal Penal, este antecedente, por el momento, en nada hace presumir que el imputado intentará eludir la acción de la justicia, único óbice a esta altura, pues no parece posible que el imputado pueda ya "entorpecer las investigaciones". Y ello es así teniendo en cuenta el lapso considerable que lleva en prisión preventiva y las consecuencias por demás gravosas que le deparó su contumacia, como se explicó en el dictamen anterior. Al no ser de aplicación las pautas del artículo 319 del Código Procesal Penal, cobra plena validez y aplicabilidad el plazo fijo establecido en el artículo 1 de la ley 24390. No habría, por otro lado, motivos razonables para que las autoridades judiciales adopten en este caso un temperamento que implique una "grave derogación de los principios de la libertad individual y de la presunción de inocencia que constituye una detención sin condena". Conviene recordar la jurisprudencia del Tribunal respecto de este supuesto de excarcelación previsto en la ley 24390, sobre el que ha dicho, por ejemplo, que "la sola referencia a la pena establecida por el delito por el que ha sido acusado y la condena anterior que registra, sin que precise cuáles son las circunstancias concretas de la causa que permitieran presumir fundadamente, que el mismo intentará burlar la acción de la justicia, no constituye fundamento válido de un decisión de los jueces que sólo trasunta la voluntad de denegar el beneficio solicitado"  y también se ha sostenido que "la ley 24390  establece, bajo las condiciones por ella previstas, plazos perentorios de detención que resultan de imperativo cumplimiento para los jueces".


    T., Francisco Javier s/ Estafa s/ Incidente de excarcelación -causa N° 19.685-


    T. 64, XXXIX, 11 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Robo seguido de homicidio. Debido proceso. Control de razonabilidad. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Los requisitos que debe reunir la apelación ante los tribunales de la causa, constituye una cuestión, por regla y atento su naturaleza procesal, ajena a la instancia extraordinaria federal.  Es aplicable al sub judice, la excepción posible a tal principio, que determina que aquélla resulta procedente cuando media una apartamiento de las constancias del juicio, o cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta la garantía de la defensa en juicio.  No parece que este planteo del apelante obedezca a una caprichosa discrepancia acerca de la pena privativa de libertad impuesta al imputado, aspecto que no suscita una cuestión que quepa decidir a la Corte en la medida que su graduación por los jueces de la causa fue realizada dentro de los límites establecidos por las leyes respectivas. Por el contrario, lo que se intenta demostrar es la imposibilidad de atenuar la pena que le correspondería al encausado al no verificarse, precisamente, los presupuestos que aquélla norma exige para su aplicación.  Si bien le está vedado al a quo revalorar cuestiones privativas de los jueces del debate, sí le cabe examinar a través de la vía impugnatoria que surge de un pronunciamiento presuntamente arbitrario, si el temperamento adoptado reposa sobre argumentos carentes de razonabilidad y que, evaluados con todos los elementos de convicción, conducirían necesariamente a otra solución lógica.  La decisión de impedir dogmáticamente el tratamiento de tales defectos de fundamentación, importó una violación a la garantía constitucional alegada por el recurrente que, por tal motivo, merece ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    M., Mario Jesus s/ Causa N° 4.025


    M. 1202, XXXIX, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Homicidio. Asociación ilícita. Arbitrariedad de sentencia. Denegatoria del recurso. 


    Es doctrina de la Corte que constituye una facultad privativa de los jueces de la causa lo concerniente a determinar si el recurso ante ellos planteado cumple con los requisitos relativos a su  procedencia formal, y si bien este principio admite excepciones en los casos, en que su apreciación traduzca un injustificado rigor formal o lo resuelto no satisfaga el recaudo de fundamentación suficiente.  Resulta opuesto al principio ya referido supra (que los jueces deben examinar los requisitos de admisión del recurso) la afirmación de que éstos deben limitarse a "resolver si [los] agravios -más allá de su acierto o error- encuadraban o no en la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación sobre la arbitrariedad". En "Estévez" se señala que "si bien incumbe a [la] Corte juzgar sobre la existencia o inexistencia de un supuesto de arbitrariedad de sentencia, no es menos cierto que ello no exime a los órganos judiciales llamados a expedirse sobre la concesión de los recursos extraordinarios federales, de resolver circunstanciadamente si tal apelación -prima facie valorada- cuenta, respecto de cada uno de los agravios que los originan, con fundamentos suficientes para dar sustento, a la luz de conocida doctrina de [la] Corte, a la invocación de un caso de inequívoco carácter excepcional, como lo es el de arbitrariedad", conceptos éstos que se reiteran en "Magi", -agregándose allí que el vocablo que resalto en la cita precedente debe entenderse como "con toda menudencia, sin omitir ninguna circunstancia o particularidad". No debe olvidarse que esta se relaciona directamente con la eventual prescripción la acción que, como es sabido, al constituir una cuestión de orden público y que se produce de pleno derecho, debe ser declarada de oficio, por cualquier tribunal, en cualquier estado de la causa y en forma previa a cualquier decisión sobre el fondo. Por otro lado, las normas que integran los códigos de fondo constituyen leyes de carácter común.  En consecuencia y teniendo en cuenta que la interpretación de las reglas que rigen la prescripción, remite al análisis de cuestiones de derecho común y procesal ajenas, en principio, a la vía extraordinaria. Se tiene presente que no constituye óbice alguno para su rechazo el alegado carácter federal de la cuestión, puesto que, en otras oportunidades, la Corte ha declarado la inadmisibilidad, de recursos en los que la impugnación se dirigía contra sentencias sustentadas en normas a las que se les atribuía naturaleza federal.


    A. C., Enrique Lautaro s/ Homicidio calificado y asociación ilícita y otros - causa N° 259


    A. 533, XXXVIII, 27 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Doble instancia. Desestimación del recuso. 


    En primer lugar, corresponde analizar el agravio referido a la supuesta violación del derecho a la doble instancia judicial puesto que, de resultar admisible, correspondería sin más la admisión del recurso por existir cuestión federal suficiente. En el marco del presente proceso esta Procuración General se ha expedido sobre los alcances de las funciones que, por  disposición legal y ampliación pretoriana, le competen a la Cámara  Nacional de Casación Penal en los procesos reglados por la Ley  23.984. Se dijo en aquella ocasión que ésta posee facultades revisoras amplias, entre otras, respecto de aquellas resoluciones que, dicten los tribunales orales, impugnadas con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad.  Pero esta interpretación, que buscara adecuar el ordenamiento procesal penal argentino con los derechos reconocidos en el Artículo 8°, inciso 2°, apartado h) de la Convención Americana  sobre Derechos Humanos, no debe entenderse como una habilitación irrestricta a la revisión de todo fallo condenatorio. Esto llevaría a desnaturalizar los fines de la reforma del ordenamiento procesal adjetivo que instaurara el procedimiento oral, en el que la fijación del sustrato fáctico en el marco del debate resulta, en principio, irrevisable. No resulta ocioso recordar aquí que los derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional, tiene vigencia "conforme las leyes que reglamenten su ejercicio" y, las normas que regulan la jurisdicción de la Cámara Nacional de Casación Penal, constituyen una regulación razonable de esta garantía. Si la Corte, en el precedente de Fallos 311:274, consideró adecuadamente resguardado este derecho por la posibilidad concreta de interponer el recurso extraordinario federal, con mayor razón debe predicarse esta característica de la competencia recursiva de la Cámara Nacional de Casación Penal que, por su naturaleza de "tribunal intermedio", posee más amplios márgenes de admisibilidad. En síntesis, el Estado argentino, al incorporarse a la Convención Americana de Derechos Humanos, ha asumido el compromiso de proveer de instancias y medios recursivos para que el acusado pueda obtener una revisión de la sentencia en su contra, pero esto no implica  que toda sentencia habrá de ser controlada por otro tribunal. Resulta compatible con estos principios que los respectivos ordenamientos jurídicos de los Estados firmantes, impongan ciertas limitaciones objetivas para que no se vea frustrada en la práctica la buena administración de justicia. Tiene dicho la Corte que las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa son, en principio, ajenas a la instancia extraordinaria.


    A. C., Enrique Lautaro s/ Homicidio y asociación ilícita - causa N° 259


    A. 869, XXXVII, 27 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Estafa. Monto de la pena. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fundamentos desarrollados por el señor Fiscal General en el escrito de fojas 73/93.


    En cuanto al monto de las penas que se cuestionan, si bien su graduación dentro de los límites  ofrecidos por las leyes respectivas constituye el ejercicio de una facultad propia de los jueces de la causa la entidad de los agravios expresados por el recurrente hace encuadrar el sub júdice en el supuesto de excepción a esa regla que, bajo la doctrina de la arbitrariedad, exhiben una evaluación fragmentaria de las pautas relevantes a esos efectos.


    D., Rubén Andrés y otros s/ Estafas reiteradas - Causa n° 676/688


    D. 1311, XXXVIII, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Interrupción de la prescripción de la acción penal. Secuela de juicio. Maniobras dilatorias. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es doctrina de la Corte que las decisiones cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso criminal no reúnen la calidad de sentencia definitiva a los efectos del artículo 14 de la ley 48; esto es lo que ocurre con las resoluciones que rechazan la prescripción de la acción penal en cuanto no dan fin a la cuestión, que puede ser invocada nuevamente en otros estadios procesales. El recurrente impugna la decisión del a qua en cuanto éste consideró que los proveídos de traslado a la defensa son actos susceptibles de interrumpir la prescripción, tacha que no se adecua a la postura del Tribunal en cuanto considera que la vía del artículo 14 de la ley 48 no resulta apta para revisar qué actos procesales constituyen secuela de juicio y, por ende, interrumpen el transcurso de la prescripción de la acción penal; En efecto, en principio, en tanto no se invoquen cuestiones constitucionales concretas, estos agravios constituyen únicamente materia de hecho y de derecho procesal común, extraña a la instancia extraordinaria, por lo que cabría desechar este recurso. Ahora bien, no obstante lo expuesto precedentemente, lo cierto es que la Corte ha hecho excepción en ciertos casos que podrían considerarse análogos al presente omitiendo ciertos óbices procesales, en aquellas ocasiones en que verificó una prolongación injustificada del proceso. Así, ha sentado el criterio de que dichas resoluciones pueden equipararse, en cuanto a sus efectos, a las definitivas, en la medida en que "cabe presumir que hasta la sentencia final puede transcurrir un lapso tan prolongado que, por sí solo, irrogue al procesado un perjuicio que no podrá ser ulteriormente reparado". La garantía a obtener un pronunciamiento judicial que defina de una vez y para siempre la situación ante la ley y la sociedad, se basa en que el Estado con todos sus recursos y poder no tiene derecho a llevar a cabo esfuerzos repetidos para condenar a un individuo por un supuesto delito, sometiéndolo así a las molestias, gastos y sufrimientos, y obligándolo a vivir en un continuo estado de ansiedad e inseguridad, y a aumentar también la posibilidad de que, aún siendo inocente, sea hallado culpable. El derecho al speedy trial, consagrado por la Sexta Enmienda de la Constitución norteamericana ("En toda persecución penal, el acusado gozará del derecho a un juicio rápido y público ... "), es considerado "una importante salvaguarda para prevenir el encarcelamiento indebido y opresivo con anterioridad al juicio, para reducir al mínimo la ansiedad y preocupación que acompaña a una acusación pública y para limitar la posibilidad de que el retraso perjudique las posibilidades de defensa del acusado". Este criterio también ha sido adoptado por los tribunales internacionales de derechos humanos: Así, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, considera que el "plazo razonable" al que se hace referencia en al artículo 8°, inciso 1° de la Convención Americana de Derechos Humanos, "debe medirse en relación a una serie de factores tales como la complejidad del caso, la conducta del inculpado y la diligencia de las autoridades competentes en la conducción del proceso". En consecuencia, aun cuando la inteligencia del concepto de "secuela de juicio" sea un artículo que excede la jurisdicción extraordinaria, si la duración indefinida del procedimiento provoca una lesión a un derecho de rango constitucional, la decisión que rechaza la extinción de la acción penal por haber existido actos procesales interruptivos de la prescripción puede y debe ser revisada en esta instancia, a fin de evitar que so color de que se trata de interpretaciones de derecho común se esquive la intervención de esta Corte en asuntos que, como se ha dicho, afectan derechos federales. Ahora bien, esta circunstancia de la duración excesiva del proceso, que sitúa el caso en el ámbito de la materia federal, no bastaría para provocar, por sí misma, la extinción de la acción penal, sino que debe compatibilizarse con supuestos ciertos de prescripción, a la luz de la ley penal y procesal penal, pues, tal como lo entiende la doctrina de V. E, son cuestiones íntimamente unidas


    Recurso de hecho deducido por la defensa de Miguel Ángel E. en los autos "E , Miguel Ángel s/ Prescripción de la acción Causa N° 18316"


    E. 387, XXXVIII, 06 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Exacciones ilegales. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fundamentos desarrollados por el señor Fiscal General en el escrito de fojas 57/79.


    F. M., Mario Oscar s/ Exacciones ilegales reiteradas - Causa n° 848


    F. 1472, XXXVIII, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Evasión agravada. Simulación ilícita. Escribanos públicos. Prisión preventiva. Incidente de excarcelación. Arbitrariedad de sentencia. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La invocación de agravios federales fundados en la arbitrariedad por parte de quien se encuentra  privado de su libertad por pronunciamientos como de una denegación de excarcelación, o en los casos en que no se hace lugar a una exención de prisión, será el tribunal superior a los fines del artículo 14 de la ley 48, el que conozca en segunda instancia, según lo estatuido por el Código Procesal Penal de la Nación y la jurisprudencia de la Corte. Esta solución se enmarca con respecto a un instituto que por su propia naturaleza está relacionado a una rápida decisión sobre la libertad personal por parte de los órganos jurisdiccionales.  Por su parte, las cuestiones de hecho, prueba y derecho común, resultan ajenas por  principio a la vía del recurso extraordinario prevista en el artículo 14 de la ley 48, salvo que en el caso concreto se demuestre arbitrariedad.  La mencionada tacha reviste carácter excepcional y no tiene por objeto corregir en una nueva instancia pronunciamientos equivocados o que las partes reputen tales, pues sólo se refiere a supuestos de omisiones o desaciertos de gravedad extrema, estando reservada a casos en los que se verifica un apartamiento primario de la solución prevista en la ley, o una absoluta carencia de fundamentación.


    B., Jorge Héctor s/ Causa N° 50.337


    B. 1337, XXXIX, 12 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Una resolución que no restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, no ocasiona, más allá del que irroga un proceso penal, un perjuicio de imposible reparación ulterior, que la torne susceptible de ser equiparada a una sentencia definitiva.


    S. Rubén J. y otros s/ Procesamiento -Causa N° 34.059-


    S. 84, XXXIX, 01 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Prescripción de la acción penal. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión no federal. Denegatoria del recurso. 


    No corresponde a la Corte inmiscuirse para suplantar su juicio sobre situaciones cuya evaluación le es exclusiva a los jueces de la causa, de manera que la tacha de arbitrariedad resulta en estas condiciones de aplicación particularmente restringida. No se ha incurrido en violación a las garantías de la defensa en juicio y debido proceso, o en algún defecto de razonamiento que autorice a, descalificar lo resuelto, sin que las objeciones del apelante sobre los elementos de convicción analizados por el tribunal que condenó, traduzcan otra cosa, que meras, divergencias con el criterio de selección y ponderación de la prueba, y con el alcance otorgado a normas de derecho común aplicables, que no resultan idóneas para abrir el recurso.


    L., Leonardo; I., Stella s/ Estafa causa 20.649


    L. 1572, XXXVIII, 12 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Robo. Tentativa. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fallos de las causas M. 989, XXXVII In re "Metlicich, Francisco Javier y Urtecho Aliaga, Alain Sorizha s/ Robo”, con sustento en lo resuelto por la mayoría de la Corte en los autos D. 153,  XXXVI In re "Da Conceicao Texeira, Casimiro s/ P. S. A. Infracción Ley 24.769” (fallos: 325:503).


    M., Marcos Matías s/ Robo en grado de tentativa


    M. 326, XXXIX, 12 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acción de nulidad. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión no federal. Denegatoria del recurso. 


    No corresponde a la Corte inmiscuirse para suplantar su juicio sobre situaciones cuya evaluación le es exclusiva a los jueces de la causa, de manera que la tacha de arbitrariedad resulta en estas condiciones de aplicación particularmente restringida. No se ha incurrido en violación a las garantías de la defensa en juicio y debido proceso, o en algún defecto de razonamiento que autorice a, descalificar lo resuelto, sin que las objeciones del apelante sobre los elementos de convicción analizados por el tribunal que condenó, traduzcan otra cosa, que meras, divergencias con el criterio de selección y ponderación de la prueba, y con el alcance otorgado a normas de derecho común aplicables, que no resultan idóneas para abrir el recurso.


    L., Leonardo; I., Stella s/ Estafa causa 45.981


    L. 1573, XXXVIII, 12 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Extradición. Revocación de sentencia. Procedencia del recurso. 


    Tanto el Poder Ejecutivo como el Judicial cuentan con facultades para, en determinados supuestos, denegar la extradición sin perjuicio de que el otro órgano la haya admitido en un caso, o concedido en el otro. El artículo 12 de la ley dispone que si el requerido para la realización de un proceso fuese nacional argentino, podrá optar por ser juzgado por los tribunales argentinos, y si el nacional ejerciere esta opción, la extradición será denegada. Más allá de que el extraditable debe expresar su voluntad de ser juzgado por los tribunales argentinos, no corresponde al juez de la extradición decidir si se admitirá la opción y, en consecuencia, denegar la extradición.                                                                                  Cuando un tratado faculta la extradición de nacionales, el Poder Ejecutivo en la oportunidad prevista en el art. 36 de la ley 24.767, resuelve si se hace o no lugar a ella. La decisión del magistrado de denegar la extradición resulta objetable, habida cuenta que no sólo carece de jurisdicción para ello pues ya había dictado sentencia sino que, además, ésta fue dictada en contravención a las normas que rigen la materia.


    N. V., Walter Nicolás s/ Extradición


    N. 299, XXXIX, 08 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa: S.C. Q. 162, L. XXXVIII.


    C., Carlos Osvaldo s/ Causa n° 4661


    C. 487, XXXIX, 27 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa: S.C. Q. 162, L. XXXVIII.


    G., María Eloísa Florencia s/ Causa n° 4683


    G. 515, XXXIX, 27 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa: S.C. Q. 162, L. XXXVIII.


    H., Alejandro Luis s/ Causa N° 20.118


    H. 83, XXXIX, 27 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas dictamen de la causa S.C. G. 3135, L. XXXVIII.


    I. N. S.A. s/ Causa N° 4314


    I. 61, XXXIX, 27 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa: S. C. G. 3135, L. XXXVIII.


    R., Benjamín H. y S., Claudia F. s/ Causa N° 20.181


    R. 462, XXXIX, 27 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa: S.C. G. 3135, L. XXXVIII.


    R., Fernando Gabriel s/ Causa N° 3698


    R. 463, XXXIX, 27 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Suspensión del juicio a prueba. Fundamentación del recurso. Argumentos de las partes. Discrepancia del recurrente. 


    El recurso extraordinario no cumple con el requisito de adecuada fundamentación que exige el artículo 15 de la Ley 48, pues en él el recurrente se limitó a reproducir literalmente los mismos argumentos que ya había desarrollado en los recursos de casación y de inconstitucionalidad, sin hacerse cargo de la respuesta que ellos recibieron en la resolución del a quo. En efecto, se trata fundamentalmente de la transcripción íntegra de los recursos de casación y de inconstitucionalidad, acompañada de una invocación genérica de arbitrariedad que carece, sin embargo, de todo desarrollo ulterior, razón por la cual no suple el déficit mencionado en el párrafo anterior.  La Corte tiene reiteradamente dicho que para la apelación extraordinaria no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia, sino que es preciso contestar mediante una crítica concreta y razonada todos y cada uno de los argumentos expuestos en ella.


    L., Alejandra Patricia y otros s/ Recurso de casación e inconstitucionalidad


    L. 636, XXXVII, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Interrupción de la prescripción. Actos procesales. Derechos humanos. Fundamentación de sentencias. Admisibilidad del recurso. 


    Según la jurisprudencia de la Corte, la determinación de los actos procesales que constituyen secuela del juicio a los efectos de considerar interrumpida la prescripción de la acción penal, es materia de hecho y de derecho común, propia de los jueces de la causa y ajena, por principio, a esta instancia extraordinaria. Sin embargo, la Corte ha hecho excepción a esa regla y ha admitido el recurso extraordinario cuando el pronunciamiento recurrido contiene afirmaciones dogmáticas o carece de fundamentación suficiente para ser considerado un acto judicial válido. Esa situación es la que se presenta en autos, pues el a quo resolvió que la acción penal había prescripto por considerar que el último acto interruptivo había sido la acusación del querellante particular, sin fundamentar, sin embargo, debidamente por qué los actos posteriores mencionados por el Ministerio Fiscal, a pesar de remover obstáculos procesales y tender así a la obtención de una sentencia definitiva, no podrían revestir también el carácter de secuela del juicio, en los términos del Art. 67, párrafo cuarto, del Código Penal.  El tratamiento adecuado de estos extremos se imponía aún más cuando se halla en discusión el cumplimiento por parte de la República Argentina de la obligación de investigar seriamente las violaciones de los derechos humanos y castigar a sus autores, contemplada en el Art. 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; aspecto éste que fue objeto de expresa consideración por parte la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en su sentencia en el caso "Bulacio vs. Argentina", al referirse ese tribunal a otras formas de reparación que compete adoptar el Estado argentino frente al reconocimiento de responsabilidad efectuado. El a quo omitió el examen y resolución de una cuestión que resulta conducente para la adecuada solución del caso, falencia ésta que, de acuerdo con la doctrina de la arbitrariedad de sentencias elaborada por la Corte, autoriza a descalificar al fallo apelado como acto jurisdiccional válido.


    Incidente de prescripción de la acción penal promovido por la defensa de Miguel Ángel E.


    E. 224, XXXIX, 18 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Homicidio culposo. Sentencia absolutoria. Arbitrariedad de sentencia. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte que según la cual al omitirse la consideración de una cuestión oportunamente planteada y conducente para la correcta resolución del pleito, corresponde descalificar lo decidido como acto jurisdiccional válido.


    G., José Salvador s/ Homicidio Culposo


    G. 1339, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Excarcelación. Intención de eludir la acción de la justicia. Tiempo de detención. Etapas del proceso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    En lo que respecta al fondo del asunto, remisión al dictamen de la causa: T. 513, L. XXXIX,  “Francisco Javier T. s/ Incidente de excarcelación”.


    La cámara, de manera arbitraria, analiza el supuesto de excarcelación basado en la procedencia de la condena condicional, mas omite hacer lo mismo con respecto al de la duración del proceso, lo que causa un perjuicio esencial para la correcta dilucidación de la cuestión.  El a quo menciona que el imputado, de recuperar su libertad, “intentaría eludir el accionar de la justicia y entorpecer las investigaciones”, en principio la primera ya ha sido una cuestión dilucidada por el Tribunal en sentido contrario a la cámara; la segunda, porque el proceso ya no se encuentra en estado de investigación, sino, como se dice en esa misma sentencia, con sentencia condenatoria no firme.  En este sentido, no existen razones para conjeturar que el imputado se sustraerá al proceso, además hay que tener en cuenta el lapso considerable que lleva en prisión preventiva (tres años y medio) y las consecuencias por demás gravosas.


    T., Francisco s/ Estafa


    T. 667, XXXIX, 31 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Fundamentación de sentencias. Sentencia ultra petita. Sentencia definitiva. Improcedencia del recurso. 


    En el sub lite carece de asidero el exceso jurisdiccional tal como fue alegado por los recurrentes. Ello es así, pues sin dejar de resaltar que la apreciación por parte de los integrantes de la Cámara Nacional de Casación Penal de los temas comprendidos en el recurso a efectos de determinar su competencia, constituyen aspectos cuya revisión, por regla y atento su naturaleza procesal, resulta ajena a la instancia extraordinaria, la apelación federal adolece de un defecto de fundamentación que impide evaluar la posibilidad de aplicar la excepción a ese principio, al no haberse realizado una crítica concreta y exhaustiva de cada uno de los argumentos en los que se sustentó el auto para revisar el sobreseimiento dictado en la causa.  Esta carencia de fundamentación que se aprecia en los remedios federales de acuerdo con el requisito que exige el artículo 15 de la ley 48, al no contener una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos en que se apoya la decisión impugnada, tampoco permite advertir la existencia de fundadas razones para apartarse del criterio según el cual las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso criminal no reúnen, por regla, la calidad de sentencia definitiva aunque se invoque garantías constitucionales o la tacha arbitrariedad.


    G., Hector y otros s/ Recurso de Casación


    G. 3020, XXXVIII, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Injurias. Prescripción de la acción penal. Sobreseimiento. 


    La Corte tiene dicho que la prescripción es una institución de orden público, que se produce de pleno derecho por el sólo transcurso del plazo pertinente, también ha reconocido la relación entre “duración razonable del proceso” y prescripción de la acción penal, al sostener que el derecho del imputado a que se ponga fin a la situación de indefinición que supone el enjuiciamiento penal puede encontrar tutela en la declaración de existencia de esa excepción.  En el sub-lite ha transcurrido con exceso el máximo de duración de las penas previstas en el artículo 110 del Código Penal, sin que se haya registrado acto procesal que constituya secuela de juicio o circunstancia alguna interruptiva de la prescripción, razón por la cual corresponde concluir que se ha operado esa causa de extinción de la acción penal.


    P., Mario Ernesto s/ Casación


    P. 973, XXXVI, 16 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de laa causa A. 1170 L. XXXIX "Administrador de la Aduana de Campana s/ denuncia".


    Administrador de la Aduana de Campana s/ Denuncia


    A. 1169, XXXIX, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Depósito judicial. Improcedencia del recurso. 


    El Banco de la Ciudad de Buenos Aires no es parte en el proceso penal (sólo el imputado, los defensores, el querellante, y el civilmente demandado pueden serlo, y, en lo que se refiere a sus honorarios, los peritos o intérpretes) y mal puede cuestionar lo resuelto por el juez depositante, y menos aún, plantear una vía recursiva contra la resolución del juez de la causa que le ordenaba la devolución de los fondos depositados en la moneda de origen. Las circunstancias de que el banco deba cumplir con la orden judicial y que no sea parte en el proceso, en nada menoscaba la posibilidad de que, si estima que el cumplimiento del depósito y de la orden del juez perjudicó indebidamente sus intereses, ocurra ante la autoridad judicial que corresponda por medio de la acción que considere adecuada.


    B., Antonio Rubén s/ Recurso extraordinario (causa 3.174)


    B. 1038, XXXIX, 28 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Evasión agravada. Prisión preventiva. Improcedencia del recurso. 


    Ante el procesamiento con prisión preventiva decretado con arreglo al artículo 312 del Código Procesal Penal de la Nación, la denegación de excarcelación, o en los casos en que no se hace lugar a una exención de prisión que agravien a alguna de las partes, deberá entender la Cámara Nacional de Casación Penal, en la instancia expresamente prevista por el artículo 474 del Código Procesal Penal de la Nación, o por la vía del artículo 456, inciso 1 °.  Tales pronunciamientos no sólo exigen -por la gravedad que entrañan- un más amplio y explícito debate, sino, antes bien, porque la intervención de ese órgano en la protección judicial de la Constitución Nacional constituye el modo de preservar el singular carácter de la actuación de la Corte, reservada para después de agotada toda instancia apta para solucionar dichos planteos. En este sentido, la existencia de órganos judiciales "intermedios" contribuye a la creación de las condiciones imprescindibles para que la Corte satisfaga al alto ministerio que le ha sido confiado, sea porque ante ellos puedan encontrar las partes la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores, sin necesidad de recurrir a la Corte Suprema, sea porque el objeto a revisar por ésta ya sería un producto seguramente más elaborado.


    B., J. H. - M. M. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    B. 1178, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Concesión errónea del recurso,. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa N° 1178, L. XXXIX, "B., Jorge Héctor - Miracle Mile S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769".


    B., Miguel Ángel José s/ Excarcelación


    B. 1122, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Robo con armas. Carga de la prueba. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Precedente “Villarruel”.


    Exigirle a la parte acusadora la demostración de idoneidad  –cuando su capacidad ofensiva no fue cuestionada en autos- conllevaría a que la agravante pudiese ser aplicada solamente en casos de flagrancia o cuando se hubiesen efectuado disparos, empero no así cuando nada de ello hubiese ocurrido, con lo cual se desvirtuaría, mediante una interpretación restrictiva e inadmisible, el sentido de la figura prevista en el artículo 166, inciso 2°, del Código Penal.


    R., Raúl Gustavo s/ Encubrimiento calificado


    R. 641, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Cámara de Apelaciones. 


    La Corte entiende que en caso de que las medidas precautorias personales o reales de cierta gravedad configuren los presupuestos que fueran analizados en los precedentes "Rizzo", "Panceira" y "Stancanelli", publicados en Fallos: 320:2118; 324: 1632 y 324:3952, la resolución de segunda instancia "no es susceptible de ser revisada por otro órgano dentro del ordenamiento procesal vigente", por lo que el tribunal superior -a los fines del recurso extraordinario- es la Cámara de Apelaciones y no la Cámara de Casación.


    A., Maria Julia s/ Recurso de casación


    A. 1441, XXXVIII, 05 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Homicidio. Autoría. Coautoría. Doctrina de la arbitrariedad. Falta de fundamentación. Procedencia del recurso. 


    Autor paralelo.


    La decisión que restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, es equiparable a una sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, ya que podría ocasionar un perjuicio de imposible reparación ulterior, por afectar un derecho constitucional que exige tutela inmediata. Cuando no existe acuerdo, en que se actuó unilateralmente, no corresponde (como en la coautoría) una imputación común del hecho y su resultado, sino que cada autor debe responder de manera independiente. En cada caso debe verificarse cómo se relaciona la conducta del imputado, en su faz objetiva y subjetiva -fuera del contexto general, si no hubo un plan común- con el resultado típico. La ausencia de análisis integral sobre las distintas circunstancias típicas del homicidio, permiten aseverar que la sentencia habría incurrido en aquellos defectos de fundamentación que la tornan nula por la doctrina de la arbitrariedad.


    D. L. R., Fernando y otros s/ Abuso de autoridad y violación a los deberes de funcionario público


    D. 178, XXXIX, 11 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Lavado de activos. Apreciación de la prueba. Tipo penal. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la valoración de la prueba es facultad exclusiva de los jueces de la causa, la Corte ha hecho excepción a este principio cuando la sentencia en crisis no puede ser considerada un acto jurisdiccional válido por sustentarse en afirmaciones dogmáticas que le dan un fundamento sólo aparente, por lo que no puede considerar una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa.  El tipo penal del artículo 25 de la ley 23.737 exige que los bienes "lavados" provengan de algunos de los hechos típicos previstos en la ley. Afirmar que los hechos ocurrieron de una manera, sin traer a colación los elementos de convicción que los llevaron a esta conclusión, máxime cuando de ella pende toda la trama argumentativa de la que deriva la sentencia absolutoria, constituye una manifiesta causal de arbitrariedad, en base a la doctrina del Tribunal sobre la materia. Resultan inválidas las sentencias en las que la interpretación de la prueba se limitó al análisis parcial y aislado de los elementos de juicio obrantes en la causa, pero que no se la integra ni armoniza debidamente en su conjunto, defecto que lleva a desvirtuar la eficacia que corresponde a los distintos medios probatorios. La legitimación de activos no sanciona al autor cuya voluntad es la de participar o cooperar de algún modo en cualquiera de los otros injustos que prevé la ley, sino que su actividad es independiente de la realización y éxito de otros delitos. Es una figura cuya especificidad desplaza la conducta de su autor de las otras que prescribe la ley, constituyéndose así, en una figura autónoma. En relación al tipo objetivo, resulta evidente que la remisión al hecho o hechos anteriores, a los que alude la ley, no requiere comprobación que exige la alzada, esto es, una condena concreta de personas determinadas por alguno de los tipos previstos.  La única limitación es la de determinar si el rédito o producido es consecuencia de los injustos que enumera la ley 23.737. Y -contrariamente a lo argüido en la sentencia- no es necesaria la plena certeza de uno o varios hechos anteriores para que el tipo penal en cuestión sea operativo, toda vez que la sanción está limitada a la inversión, venta, pignoración, transferencia o cesión del rédito o producido por los tipos que prevé la ley, y no es así a la sanción de los hechos originantes de estas ganancias, ya que esto último lo hacen las otras figuras.  La hermenéutica aducida por la sentencia desatiende las indicaciones de la Corte según las cuales la exégesis de las normas, aún con el fin de adecuación a principios y garantías constitucionales, debe practicarse sin violación de su letra y espíritu, puesto que en su aplicación se requiere no asilar cada norma por su fin inmediato y concreto, sino que debe procurarse que todas se entiendan teniendo en cuenta para ello los fines de las demás y considerándolas como dirigidas a colaborar en su ordenada estructuración, para que las disposiciones imperativas no estén sujetas y cualquier artificio dirigido a soslayarlas en perjuicio de quien se tuvo en miras proteger.


    G. S., Humberto Nicanor y otros s/ Infracción Artículo 25 Ley 23.737


    G. 396, XXXIX, 26 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Prescripción. Admisibilidad del recurso. 


    La declaración de la prescripción de la acción demanda la verificación de aquellos aspectos que pueden interrumpirla o suspenderla, más allá de que se los invoque o individualice en forma particular, so pena de incurrir en arbitrariedad por falta de fundamentación adecuada. Las reglas deben ser apreciadas en función de la índole y características del asunto sometido a la decisión del órgano jurisdiccional pues la interpretación de dispositivos procesales no puede prevalecer sobre la necesidad de dar primacía a la verdad jurídica objetiva, de modo que su esclarecimiento se vea turbado por un excesivo rigor formal, incompatible con un adecuado servicio de justicia y las reglas del debido proceso; máxime cuando reconoce base constitucional la necesidad de acordar primacía a la primera, de modo de impedir su ocultamiento ritual, como exigencia del art. 18 de la Constitución Nacional. Los jueces no pueden prescindir del uso de los medios a su alcance para determinar la verdad jurídica objetiva y evitar que el proceso se convierta en una sucesión de ritos caprichosos, pues de ser ello así, la sentencia no constituiría la aplicación de la ley a los hechos de la causa sino la frustración ritual de la aplicación del derecho.


    M. D., Susana Raquel s/ Violación de secretos e incumplimiento de los deberes de funcionario público


    M. 65, XXXIX, 21 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Extradición. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Denegatoria del recurso. 


    Los tratados en materia de extradición son instrumentos destinados a reglar los modos y condiciones en que las naciones firmantes habrán de entregarse mutuamente los criminales que se encuentran en sus respectivos territorios. Si dentro del término previsto el Estado requirente manifestó encontrarse en condiciones para recibir a los extraditables pero la entrega se frustró por circunstancias ajenas a él, no parece adecuado equiparar esta circunstancia a un incumplimiento negligente de su parte y cargarle con las consecuencias adversas que que los tratados pueden prescribir, como ser, la liberación de los extraditables y la imposibilidad de plantear nuevamente la extradición.


    R. R., Eliodoro s/ Extradición


    R. 1493, XXXVIII, 05 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Robo calificado. Apreciación de la prueba. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Concesión parcial del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa “Aranda, Martín y López, Oscar Gabriel s/ robo calificado", Fallos 319:209.


    Si bien corresponde a la Corte determinar si en un caso concreto la norma de derecho común -tal como ha sido entendida y aplicada- afecta una garantía constitucional, la crítica del recurrente a la sentencia del Tribunal Superior de Justicia Provincial se circunscribe solamente a discutir la inteligencia asignada a una norma de derecho común y su adecuación al caso, aspectos éstos que, por regla, constituyen facultades propias de los jueces de la causa y ajenas, por ende, a esta instancia extraordinaria federal.  Sin embargo, en la presente causa penal existen elementos de juicio que llevan a sostener que el decisorio apelado exhibe defectos de fundamentación que lo hacen descalificable como acto jurisdiccional válido con base en la doctrina sobre arbitrariedad y afecta de manera directa e inmediata las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso legal al razonar en contra de los principios asentados en la jurisprudencia remitida. En efecto, aquí se saca una conclusión probatoria en violación a las reglas de la lógica y el sentido común.  La existencia y utilización de armas en un evento criminoso se halla corroborada no sólo por las declaraciones efectuadas por la víctima en su deposición testimonial, sino también por la aseveración que respecto de la ocurrencia del hecho realizara el encartado, exigirle a la parte acusadora la demostración de la idoneidad de aquellos elementos -cuando su capacidad ofensiva no fue cuestionada- conlleva a que la agravante puede ser aplicada solamente en aquellos casos de flagrancia o cuando se hubiesen efectuado disparos, empero no así cuando nada de ello hubiese ocurrido, con lo cual se desvirtúa el sentido de la figura acuñada en el art. 166 inc. 2 del código sustantivo.


    V., Diego Jesús s/ Robo calificado


    V. 121, XXXIX, 23 de junio de 2003


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de laa causa A. 1170 L. XXXIX "Administrador de la Aduana de Campana s/ denuncia".


    Administrador de la Aduana de Campana s/ Denuncia


    A. 1169, XXXIX, 18 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Acusación fiscal. Nulidad de la resolución. Gravedad institucional. Cosa juzgada formal. Cosa juzgada írrita. Derecho de defensa. Defensa en juicio. Sanciones procesales. Improcedencia del recurso. 


    El recurso extraordinario no es un instrumento válido para corregir sentencias que se reputan equivocadas aunque admite, mediante la doctrina de la arbitrariedad, la revisión de cuestiones de hecho y derecho común puesto que, de esta manera, se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiéndoles que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias de la causa.  En el caso de los procesos de índole penal, los jueces no pueden prescindir del uso de los medios a su alcance para determinar la verdad jurídica objetiva y evitar que el proceso se convierta en una sucesión de ritos caprichosos. En concordancia con estos principios, la Corte ha tachado de arbitrarias sentencias en las que la interpretación de la prueba de limitó al análisis parcial y aislado de los elementos de juicios obrantes en la causa, y no se los integró ni armonizó debidamente en su conjunto, defecto que lleva a desvirtuar la eficacia que, según las reglas de la sana crítica, corresponde a los distintos medios probatorios, impidiéndoles así el descubrimiento de la verdad jurídica objetiva. La sentencia civil rechaza la acción de cosa juzgada formal e írrita; y si bien los argumentos en los que se basa para llegar a esta solución se circunscriben a la consideración de que la nulidad impetrada quedó saneada por cuanto las sumas percibidas no sólo no superaron sino que fueron menores a las realmente debidas, la Corte Provincial omitió en su oportunidad toda consideración al respecto a pesar de que, a la fecha de su sentencia, ya existía pronunciamiento en primera instancia rechazando la acción autónoma de nulidad. Si el cobro de la condena civil continuará su curso, resultaría en una grave contradicción y en un escándalo jurídico que se condene a los letrados por un proceso de ejecución de sentencia fraudulento y, coetáneamente, la actora que estos representaban continúe percibiendo las sumas de la condena actualizadas en base a liquidaciones que se dicen fraguadas. Al haberse prescindido del análisis de los elementos existentes, se estaría excluyendo la valoración de pruebas que, por ser esenciales, debían haberse puesto en consideración, por lo que la sentencia sería arbitraria conforme la doctrina del Tribunal sobre la materia. En concordancia con esta tesitura, el Tribunal ha dicho que si bien la doctrina de la arbitrariedad no le autoriza a sustituir a los jueces en la decisión de cuestiones que, como el examen e interpretación de la prueba, les son privativas, tal regla reconoce excepción cuando existe omisión de tratamiento de aspectos conducentes para la resolución de la causa que privan a lo resuelto de adecuada fundamentación. Las impugnaciones realizadas contra las sanciones procesales no deben tener acogida, pues se omitió en el caso agotar los recursos previos imprescindibles para poder ocurrir ante la Corte. Así, no se da cumplimiento al requisito de sentencia definitiva para dejar expedita esta vía, por lo que corresponde declarar mal concedido el recurso.


    P., Arturo s/ Defraudación


    P. 762, XXXVII, 20 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Concurso de delitos. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P.744, L. XXXVI, "P., Jaime y otros s/ Defraudación calificada -causa 17/2000-".


    Recurso de hecho de Jaime P. en la Causa “A., Daniel Hugo y otros s/ Defraudación Calificada" -Causa N° A. 8/98-


    A. 301, XXXVII, 06 de febrero de 2003


    Ver dictamen


    Lealtad comercial. Identificación de mercaderías. Multa. Caducidad. Interpretación de la ley. Improcedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa C. 3, L. XXXV, "Cencosud Sociedad Anónima y Producciones Top Sociedad Anónima s/ Ley 22.802".


    La crítica del recurrente, en cuanto a que los argumentos expuestos por el a quo para desestimar el planteo de caducidad por no haberse respetado el término establecido en el artículo 17, inciso f), de la Ley 22.802, no sólo contraría lo dispuesto en dicha norma, sino que tampoco se compadece con la necesidad de certeza y estabilidad que requieren los actos administrativos, ni con lo prescripto en el artículo 163 del Código Procesal Penal, acerca del carácter perentorio e improrrogable de los plazos, cuya aplicación supletoria, prevé el artículo 27 de ese cuerpo legal remite al examen de cuestiones de orden procesal que, aún regidas por una ley federal, son propias de los jueces de la causa y, por ende, resultan ajenas al recurso extraordinario. Por lo demás, el pronunciamiento impugnado contiene en este aspecto fundamento suficiente con base en las constancias del proceso y en las normas que la Cámara consideró aplicables al caso, que más allá de su acierto o error, no autorizan su descalificación como acto jurisdiccional.  En cuanto al agravio acerca de la errónea interpretación realizada por la Cámara sobre el artículo 6 de la Ley 22.802 en el fallo de referencia la Corte sostuvo, que en la medida que la sanción impuesta a la empresa fue por considerarla responsable de la infracción al artículo 1, inciso b), de la Ley 22.802, resultaba irrelevante examinar si los comerciantes se eximen de la responsabilidad que les cabe por la veracidad de indicaciones consignadas en los rótulos de las mercaderías, cuando exhiban la documentación que individualice fehacientemente a los verdaderos responsables de su fabricación, fraccionamiento, importación o comercialización, porque carece de relación directa e inmediata con la conducta investigada y sancionada en sede administrativa y revisada por el a quo, en la medida que no fue penalizada por incumplir su obligación de controlar la veracidad de la información que, de acuerdo a la ley, deben contener los productos que comercializa, sino por haber violado la prohibición de venderlos sin identificación. La mayor o menor facilidad para advertir el defecto que presentaba la mercadería, no importa óbice alguno para resolver el caso con base en el criterio hermenéutico ínsito en dicho precedente, pues respecto de la inteligencia de normas de naturaleza federal, la Corte no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de las partes o lo expresado en el fallo.


    S. N. S.A. s/ Ley 22.802


    S. 2896, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Oposición a la extradición. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a las consideraciones establecidas en Fallos 324:3713.


    Es necesario que se otorgue a las partes del proceso una adecuada oportunidad para debatir la controversia suscitada. Juicio contradictorio que, permita al juez encontrarse ante mayores elementos de convicción para dictar la sentencia final.


    B., Leonardo s/ Extradición


    B. 930, XXXIX, 25 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Prisión preventiva. Asociación ilícita. Concesión errónea del recurso. 


    La decisión que confirma la resolución por la cual se dicta la prisión preventiva, no es susceptible de recurso extraordinario, aunque la Corte ha admitido excepciones a este principio en casos referidos al procesamiento con prisión preventiva, en tanto la decisión recurrida restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, afectando así un derecho constitucional que exige tutela inmediata. Una interpretación del artículo 210 del Código Penal que conlleve su inaplicabilidad para los casos de acuerdos criminales previos y expresos, traería como lógica consecuencia una virtual derogación de la figura. Porque es precisamente esta circunstancia -la del acuerdo previo para la comisión de delitos indeterminados- lo que caracteriza y diferencia a la asociación ilícita de la simple participación criminal. La asociación lesiona el bien jurídico de la tranquilidad pública, al elevar drásticamente el riesgo de que se produzca un número indeterminado de delitos. Además, la misma existencia de la organización delictiva disminuye el sentimiento de responsabilidad personal de sus integrantes, puesto que su dinámica grupal genera una disminución de los factores individuales de inhibición y, por otro lado, su estructura organizativa facilita a sus miembros la comisión de hechos punibles.  De este modo, la sola existencia de la asociación ilícita es susceptible de poner en peligro el bien jurídico referido -y de ahí su constitución como un delito sui generis- a pesar de la naturaleza de los actos de conformación que, por ello, no pueden ser considerados, en rigor, como meramente preparatorios.


    P., Enrique s/ Defraudación contra la administración pública


    P. 296, XXXIX, 23 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Incidente de excarcelación. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Desaparecidos. Sustracción de menores. Delito continuo. Denegatoria del recurso. 


    El artículo 3 de la ley 25.430, sustituye el artículo 3 de la ley 24390, y prescribe que el ministerio público, además de los casos en que existieren articulaciones dilatorias de la defensa, supuesto ya contenido en la redacción anterior, podrá oponerse a la libertad del imputado por la especial gravedad del delito que le fuere atribuido, o cuando entendiera que concurre alguna de las circunstancias previstas en el artículo 319 del Código Procesal Penal de la Nación. Ahora bien, aun antes de que la ley 25.430 invocara estas restricciones -la gravedad del delito y el artículo 319 del Código Procesal Penal- la aplicación automática de la excarcelación prevista en la ley 24390 (similar a la norma del artículo 379 inciso 6° del Código de Procedimientos en Materia Penal) se interpretaba a la luz de la doctrina de Y. E. desarrollada ampliamente en los casos "Firmenich" (Fallos: 3 1O: 1476) "Arana" (Fallos: 318: 1877) y "Bramajo" (Fallos: 319: 1840), donde estableció que "el plazo fijo" del que habla esta ley debe interpretarse en conjunción con el "plazo razonable" del que habla la Convención Americana de Derechos Humanos y según lo interpretan los tribunales internacionales. Por desaparición forzada de personas se entiende en el derecho penal internacional la privación de la libertad de una o más personas, cualquiera que fuera su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la persona. La desaparición forzada de personas y, sin duda, hechos colaterales como el apoderamiento de los hijos y la supresión de su identidad y lazos familiares, son considerados, tanto por el derecho interno como por el internacional, delitos de lesa humanidad y, por lo tanto, imprescriptibles y compatibles con las exigencias de lex certa y scripta, que derivan del principio de legalidad (artículo 18 de la Constitución Nacional). Se trata de reconocer la relación de concurso aparente existente entre ambas formulaciones delictivas y el carácter de lesa humanidad que adquiere la sustracción, ocultación o retención de un menor de diez años cuando es realizada en condiciones tales que constituyen una desaparición forzada.


    R., S. O. s/ Recurso extraordinario


    R. 846, XXXIX, 26 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Asociación ilícita. Allanamiento domiciliario. Defensa en juicio. Debido proceso. Denegatoria del recurso. 


    El defecto formal, por inoportunidad del planteo, torna inadmisible el remedio federal. Las resoluciones en materia de competencia no habilitan la instancia extraordinaria si no media denegación del fuero federal o un efectivo conflicto de competencia. En el delito de asociación ilícita, cometido en una multiplicidad de jurisdicciones, debe asignarse la competencia tratando de evitar que se llegue a pronunciamientos contradictorios en un mismo asunto, velando por una mejor, más expedita y uniforme administración de justicia, y por la subsistencia de razones de economía procesal. No existe una violación a las reglas de la lógica, cuando se juzga a una persona por la conducción de una asociación ilícita, y no por los delitos particulares cometidos por los otros miembros en el marco de una organización; cuanto mucho hay un defecto procesal, o una carencia probatoria, o alguna imposibilidad del ius persequendi, pero estas son cuestiones de hecho, prueba o derecho material ajenas a la instancia de excepción, por lo que no estamos, más allá del acierto o desacierto en el temperamento causídico, ante un caso federal. Las cuestiones relativas a la adecuación típica de una conducta resultan ajenas al recurso extraordinario, pues son temas de interpretación del derecho penal.


    V., Daniel / Asociación Ilícita


    V. 632, XXXVIII, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    



    



    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Extradición. Homicidio. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La clara intención de promover en su legislación y en los hechos el pleno respeto de derechos mediante el accionar de sus mecanismos de protección nacionales; circunstancia que también puede corroborarse en el ámbito internacional puesto que la República Oriental del Uruguay, en el instrumento de ratificación del Pacto de San José de Costa Rica (de fecha 26 de marzo de 1985, depositado el 19 de abril de 1 985 en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos), reconoce la competencia de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos por tiempo indefinido y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre todos los casos relativos a la interpretación o aplicación de la Convención. A la prensa, por su naturaleza, se le admite una mayor discrecionalidad al no pesar sobre ella "el deber de verificar en cada supuesto la exactitud de una noticia…”. De adverso, corresponde a los Jueces -por imperio del principio de in dubio pro reo- una mayor rigurosidad en el análisis de los elementos fácticos para poder aventurar una imputación concreta contra una persona determinada.


    H., F. Mario Ezequiel s/ Extradición


    H. 306, XXXIX, 30 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Debido proceso. Confirmación de sentencia. 


    La Corte tiene resulte que no basta para cumplir con las exigencias básicas del debido proceso que el acusado haya tenido patrocinio letrado de manera formal, sino que es menester además que aquél haya recibido una efectiva y sustancial asistencia de parte de su defensor.


    I. P., Mario s/ Extradición


    I. 2, XXXIX, 07 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Agotamiento de la instancia administrativa. Denegatoria del recurso. 


    La ley 24.767 impone como requisito insoslayable, previo al estadio judicial, la intervención del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación. El Estado requirente, debe recorrer la vía impugnativa administrativa y judicial pertinente para, una vez agotadas estas instancias, provocar la intervención de la Corte mediante el recurso extraordinario federal. Corresponde a la Corte examinar el cumplimiento de los requisitos propios del recurso y, entre ellos, el primero es el atinente a si la decisión recurrida es propia de los jueces.


    S., Juan Bautista y otro s/ Solicita extradición


    S. 176, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Requerimiento de instrucción


    Nulidad. Insuficiencia del agravio. Falta de vista al fiscal. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Apartamiento de las constancias de la causa. 


    Es doctrina de la Corte que en materia de nulidades procesales prima un criterio de interpretación restrictiva y sólo cabe anular las actuaciones cuando el vicio afecte un derecho o interés legítimo y cause un perjuicio irreparable, sin admitirlas cuando no existe una finalidad práctica, que es razón ineludible de su procedencia. El Tribunal expresó, además, que la nulidad por vicios formales carece de existencia autónoma, dado el carácter accesorio e instrumental del derecho procesal, y exige, en cambio, como presupuesto esencial, que el acto impugnado tenga trascendencia sobre la garantía de la defensa en juicio o se traduzca en la restricción de algún otro derecho. De otro modo, la sanción de nulidad aparecería respondiendo a un formalismo vacío, en desmedro de la idea de justicia y de la pronta solución de las causas, en lo que también está interesado el orden público. Con esta premisa, no se advierte –ni tampoco lo menciona el a quo- cuál es el perjuicio que el acto impugnado pudo haber ocasionado al derecho de defensa de los imputados, si se tiene en cuenta que fueron informados detalladamente sobre los hechos que se les atribuía y las pruebas existentes en su contra previo a que ejercieran su derecho a ser oídos en ocasión de su declaración indagatoria, luego fueron puestos una vez más en conocimiento de esos extremos en el auto de procesamiento, sin que ninguno de esos actos fuera materia de impugnación por el modo en que habían sido descriptos en ellos los hechos y, finalmente, al momento de la incidencia se contaba ya con la acusación fiscal, una de cuyas funciones es precisamente circunscribir el material fáctico sobre el que versará el debate. Tampoco se advierte, ni ha sido alegado, que el magistrado se haya excedido en el ejercicio de la jurisdicción respecto de lo que fue la pretensión inicial de este Ministerio Fiscal, de modo que tampoco en relación con este aspecto se comprende -ni lo señala el a quo- cuál pudo haber sido el agravio que justificara la anulación del requerimiento de instrucción. El a quo declaró la nulidad absoluta de ese acto por considerarlo poco ortodoxo, al no haberse descripto acabadamente la conducta que envuelve, sin analizar si la descripción del hecho, y conforme la etapa procesal en la que se encontraba, resultaba suficiente para expresar la intención de impulsar la acción y delimitar el acontecimiento objeto de investigación. El pronunciamiento recurrido carece de fundamento suficiente que la Corte exige como condición de validez de las decisiones judiciales, toda vez que en ella no se ha precisado en manera alguna cuál sería el agravio que la supuesta irregularidad del requerimiento de instrucción habría ocasionado a los imputados, ni cuál habría sido el derecho o garantía que se habrían visto impedidos de ejercer, todo lo cual impone la descalificación del fallo por aplicación de la doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad de sentencias. En cuanto al hecho de que el a quo declaró procedente la queja y resolvió sobre el fondo de la cuestión sin haber dado previamente la debida intervención al representante del Ministerio Fiscal, significó privar al Ministerio Fiscal de la oportunidad de emitir opinión acerca de un recurso de casación por el que se cuestionaba, precisamente, la validez de un acto procesal realizado por sus integrantes, y que fue resuelto en definitiva de forma contraria al interés de este organismo. El tribunal ha incurrido en un apartamiento inequívoco de las disposiciones legales aplicables, lo cual descalifica su decisión, también en este aspecto, a la luz de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias.


    J., Carlos s/ Causa N° 3411


    J. 25, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Robo calificado


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 579, XXXVII, "D., José Angel s/ Robo calificado".


    J., Cristian Alejandro y C., Américo Luis s/ Robo Calificado


    J. 182, XXXVIII, 18 de marzo de 2003


    Ver dictamen


    Vistas y traslados


    Vista de las actuaciones. Nueva vista. 


    G. R. de P., E. E. y otros s/ Sustracción de menores de 10 años


    G. 1040, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XII


    Derecho Tributario y Aduanero


    Acción meramente declarativa


    Impuesto de sellos. Coparticipación de impuestos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Realidad economica. Admisibilidad del recurso. 


    La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental. La carencia del procedimiento determinativo de oficio no impide, la procedencia de la vía intentada, conforme con el artículo 322 del CPCCN y la reiterada doctrina de la Corte. Es doctrina del Tribunal que la acción declarativa posee una finalidad preventiva y no requiere la existencia de un daño consumado en resguardo de los derechos. Por ello, no resulta necesario acreditar el concreto perjuicio sufrido como consecuencia del inicio de un procedimiento determinativo de oficio, o por la obligatoriedad de constituir las previsiones contables a raíz de la intimación de cobro, cuando el objeto de la acción se agota en una mera declaración de certeza que fije las relaciones legales que vinculan a las partes en conflicto. Pero, aún en la tesis opuesta, no puede dejar de considerarse la gravitación económica del impuesto reclamado sobre una base imponible, aspecto objetivo que la Corte no ha dejado de lado al analizar el daño que ocasiona al peticionario el reclamo de un fisco provincial. Por último, también se resiste a la procedencia de la acción denunciando que la instancia de grado provincial resulta la vía legal más idónea de la cual dispone el interesado para proteger sus derechos. Sin embargo, como claramente advirtió la Corte, la admisión de que concurren en la especie los presupuestos de la acción meramente declarativa, en especial el estado de incertidumbre respecto de los alcances de la relación jurídica concreta y del interés suficiente en el accionante, constituye el primer obstáculo a la viabilidad de la defensa. En efecto, dentro de ese marco, la exigencia del pago previo de lo que constituye el objeto de la discusión -en la forma requerida por el Art. 68 del Código Fiscal provincial como condición para el acceso a la instancia judicial- implicaría desconocer la necesidad de tutela judicial inmediata que, en casos como el presente, tiende a dilucidar el estado de falta de certeza entre el contribuyente que cuestiona la actitud del Estado y este último. En segundo término, la excepción de incompetencia, tal como ha sido planteada, no puede ser admitida, pues de acuerdo al criterio compartido por la Corte, la acción declarativa corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae, con independencia del carácter local o federal que adquiriera la materia en litigio. Ha sostenido la Corte,  que el nuevo rango asignado a la coparticipación federal de impuestos por la Convención Constituyente de 1994 y el amplio tratamiento que la Ley Fundamental le dedica después de la reforma, conduce a la conclusión de que la afectación del sistema así establecido involucra, en principio, una cuestión constitucional. En este orden de ideas, asume tal calidad la eventual violación, por parte de una provincia, de ejercer la función legislativa conforme al compromiso allí asumido, aunque esa transgresión pueda también exteriorizarse como un conflicto entre dos leyes locales. En efecto, la Constitución Nacional establece la imperativa vigencia del esquema de distribución de impuestos previsto en la ley-convenio, sancionada por el Estado Nacional y aprobada por las provincias, la que "no podrá ser modificada unilateralmente ni reglamentada", de modo que una hipotética transgresión a la ley local de adhesión -y, por ende, a dicha norma federal-, se proyecta como una afectación de las nuevas cláusulas constitucionales, sin que en ello incida el carácter local de la norma mediante la cual pudiera efectivizarse la alteración del sistema vigente en el orden nacional. Desde esta óptica, la Corte manifestó que no existe obstáculo para que el Tribunal conozca en su instancia originaria, pues el conflicto no involucra cuestiones cuyo tratamiento corresponda a los tribunales locales, más allá de la naturaleza de las leyes que confrontan con la norma federal y con las cláusulas constitucionales que rigen el tema. Por último, según el criterio compartido por la Corte, esta solución no debe interpretarse como limitación de las autonomías provinciales, toda vez que la Corte constituye el fuero natural de las provincias argentinas y sus competencias -por provenir de la propia Constitución- no son susceptibles de ampliarse ni restringirse o modificarse, mediante normas legales. El análisis de la gravabilidad debe ser circunscripto a lo dispuesto por el entonces Art. 12 de la Ley provincial N° 175, el cual disponía: "Será considerado acto sujeto al pago del impuesto que esta ley determina, de acuerdo con lo dispuesto en el Art. 20, aquel que se formalice en forma epistolar, por carta, cable o telegrama, siempre que se verifique cualquiera de las siguientes condiciones: a) se acepta la propuesta o el pedido formulado por carta, cable o telegrama, reproduciendo totalmente la propuesta o sus enunciaciones o elementos esenciales que permitan determinar el objeto del contrato; h) las propuestas o pedidos, o los presupuestos aplicados, aceptados con su firma por sus destinatarios. A los fines del párrafo anterior, será en todos los casos requisito para la gravabilidad del acto, que la aceptación respectiva haya sido recibida por el emisor de la propuesta, pedido o presupuesto". La ratificación de tal aserto requerirá, según el precepto transcripto, de la constatación de firma del destinatario, en la misma carta y en prueba de conformidad, o de la reproducción de sus enunciaciones o elementos esenciales, en otra misiva de respuesta. Debe tenerse presente que, en caso de no existir aceptación escrita, tampoco se verificaría el segundo requisito para la gravabilidad, esto es, la recepción -por el emisor- de la oferta conformada. Como sostuvo la Corte, el apartado 2) del inc. b) del Art. 9 de la Ley 23.548 fija las características básicas a las que se deberán ajustar las leyes de impuestos de sellos que dicten las partes del convenio. Dicha norma, en lo que aquí interesa, dispone "II. En lo que respecta a los impuestos de sellos recaerán sobre actos, contratos y operaciones de carácter oneroso instrumentados, sobre contratos a título oneroso formalizados por correspondencia y sobre operaciones monetarias que representen entregas o recepciones de dinero que devenguen interés, efectuadas por entidades financieras regidas por la Ley 21.526". Para comprender cuando existe "formalización por correspondencia", es necesario remitirse al Art. 6° del decreto 9432/44, el cual incorporó este hecho imponible autónomo al ordenamiento nacional, en la forma siguiente: "Será considerado contrato por correspondencia sujeto al pago del impuesto de sellos en el acto de su perfeccionamiento, la carta que por su solo texto, sin necesidad de otro documento, revista los caracteres exteriores de un título jurídico con el cual pueda ser exigido el cumplimiento de las obligaciones en ella consignadas considerándose como tal aquella en la cual al aceptarse una propuesta se transcriba ésta o sus enunciaciones y elementos esenciales, así como las propuestas, duplicados de propuestas o presupuestos firmados por el aceptante". Se estima adecuada tal remisión, pues a tales orígenes se remontó la ley 22.006, al sustituir el texto del Art. 9° de la entonces vigente Ley de coparticipación federal. En efecto, reseñó el mensaje de elevación de la ley 22.006 que su similar 20.221 -en un exceso de virtuosismo técnico- había reemplazado la denominación "impuesto de sellos" por la de "impuestos sobre actos, contratos y operaciones", que fue una forma elíptica de designar al tributo que recaía sobre "actos, contratos y operaciones a título oneroso, instrumentadas". Agregó que esta designación fue tomada por algunas jurisdicciones no como tal, sino como definición de hecho o base imponible. En esta tesitura, y atento a lo genérico de la expresión, se había llegado a excesos de imposición, que desvirtuaban la esencia del régimen. La inteligencia casuística de la comentada expresión, añadió, llevaría a la incongruencia de gravar el universo de las posibilidades de imposición, con lo que toda la estructura del régimen de coparticipación perdería su razón de ser. Por tales motivos, se estima imprescindible modificar el régimen de coparticipación vigente, con carácter aclaratorio, recogiendo la interpretación que había efectuado la Comisión Federal de Impuestos ante situaciones del tenor de las comentadas.  Las modificaciones introducidas -entonces- giraron en torno de tres ejes: 1. el regreso a la denominación tradicional de "impuesto de sellos", para evitar malas interpretaciones; 2. limitar sus alcances al de un impuesto a la instrumentación; 3. definir el concepto de instrumentación ya que, en la materia, la jurisprudencia de las distintas provincias era disímil. En consonancia con la nota precedente, el Art. 2° de la Ley 22.006 sustituyó el inc. b) del Art. 9 de la Ley 20.221, cuya redacción subsiste inalterada a la fecha, al haber sido recogida, bajo idéntico número de artículo, inciso y acápite, por la Ley 23.548. Con lo expuesto puede apreciarse que la limitación del impuesto a la "instrumentación" rige -según la intención del legislador, a la cual debe darse pleno efecto para los tres supuestos de imposición previstos en el apartado 2) del inc. b) del Art. 9 de la Ley 23.548. En el primer caso, con el alcance del segundo párrafo de la misma norma. En la segunda hipótesis, con la necesidad de formalización por correspondencia", según la definición dada desde los orígenes de este hecho imponible por el Decreto 9432/44, esto es, "la carta" (en singular) que, por su solo texto, sin necesidad de otros documentos ni actos de las partes, revista los caracteres exteriores de un título jurídico, con el cual pueda ser exigido el cumplimiento de las obligaciones en ella consignadas. Según la misma norma, se considera como tal aquella en la cual, al aceptarse una propuesta, se transcriba ésta o sus enunciaciones y elementos esenciales, así como las propuestas, duplicados de propuestas o presupuestos firmados por el aceptante. Y, en la tercera, cuando autoriza a las provincias a gravar operaciones monetarias en las condiciones objetivas y subjetivas de la norma, que también presuponen la existencia del recaudo instrumental. De ello necesariamente se concluye que el impuesto sub examine comprende tres modalidades instrumentales distintas, bajo un mismo presupuesto que le es común: que se trate de actos, contratos o negocios instrumentados. La Corte sostuvo que, la aplicación del principio de la "realidad económica" no puede conducir a desvirtuar lo establecido específicamente por las normas legales que regulan concretamente la relación tributaria. Una conclusión contraria afectaría el principio de reserva o legalidad, supondría paralelamente un serio menoscabo de la seguridad jurídica, valor al que la Corte le ha reconocido asimismo jerarquía constitucional, e importaría prescindir de "la necesidad de que el Estado prescriba claramente los gravámenes y exenciones, para que los contribuyentes puedan fácilmente ajustar sus conductas respectivas en materia tributaria". Por último, aún aceptando que la modalidad de contratación elegida por el contribuyente no resultare, ni respondiere a la "práctica de los negocios", su esfuerzo honesto para limitar la carga tributaria al mínimo legal no es reprensible. En este marco, el planteo sobre la intención de evadir el tributo resulta insustancial pues -como explica la jurisprudencia norteamericana- cuando la ley traza una línea, la cuestión quedará del lado permitido o del prohibido, y si lo está sobre el primero no empeora legalmente su situación la parte que se permite ir intencionalmente tan cerca de ese límite como le es posible, sin cruzarlo. Atento la forma como se decide, el análisis de la concordancia entre la Ley provincial N° 290 y las obligaciones asumidas por la Provincia en el régimen de coparticipación federal vigente deviene,  abstracto.


    YPF S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Y. 16, XXXIV, 20 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Acto administrativo


    Nulidad del acto. Declaración jurada impositiva. Impuesto al valor agregado. Compensación. Extinción de las obligaciones. Cómputo de intereses. 


    Si se encuentra en discusión el contenido y alcance de una norma de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada por los argumentos de las partes o del a quo sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado. Sentado ello, es del caso destacar que no existe controversia sobre la compensación efectuada por el contribuyente, sino solamente hasta cuándo deben calcularse los intereses resarcitorios por pagos fuera de término de obligaciones que luego fueron compensadas. La Corte ha señalado que en materia de interpretación de las leyes tributarias la exégesis debe efectuarse a través de una razonable y, discreta interpretación de los preceptos propios del régimen impositivo y de los principios que los informan con miras a determinar la voluntad legislativa. Si tales fuentes no son decisivas, cabe recurrir a los principios de derecho común, con carácter supletorio posterior. Dicha regla metodológica se encuentra legislada en la Ley 11.683, que de tal forma, en el terreno tributario, otorga la primacía a los textos que le son propios, de su espíritu y de los principios de la legislación especial y, con carácter supletorio o secundario, de los que pertenecen al derecho privado. La Ley 11.683 admite que la compensación, como modo de extinción de las obligaciones tributarias, puede practicarse de oficio por el organismo fiscal o bien a requerimiento del contribuyente, conforme a lo que se deduce de lo dispuesto por los artículos 34 y 35. Así lo reconoció la Corte en Fallos: 312:1239 y también sostuvo que el artículo 35 de la Ley 11.683, que autoriza a la DGl a compensar los saldos acreedores de los contribuyentes con las deudas o saldos deudores por impuestos, no determina el apartamiento de los presupuestos elementales que el Código Civil establece para que sea posible la compensación entre quienes reúnen la calidad de acreedor y deudor recíprocamente. Por su parte, la resolución general (DGI) 2542 reglamenta el procedimiento que deben seguir los contribuyentes y responsables para solicitar la compensación de sus obligaciones y, en lo que aquí interesa, dispone que tales solicitudes producirán efectos desde el momento de su presentación, siempre que en dicho acto se hubieren observado todos los requisitos exigidos. En caso contrario, sólo producirán efectos a partir de la fecha en que se verifique el cumplimiento total de aquéllos. En tales condiciones, las normas específicas que regulan el instituto de la compensación nada dicen sobre la aplicación y cálculo de intereses resarcitorios por pago fuera de término, por lo que corresponde recurrir a la disposición general sobre la materia, contenida en el artículo 37 de la Ley 11.683, que solamente establece que la falta total o parcial de pago de los gravámenes, retenciones, percepciones, anticipos y demás pagos a cuenta devengará desde los respectivos vencimientos, sin necesidad de interpelación alguna, un interés resarcitorio, sin especificar hasta cuando corren en supuestos como el de autos. En este contexto, la sentencia apelada se ajusta a derecho, pues, ante la falta de previsión legal expresa, de contenido tributario, que contemple esta situación, recurrió a las disposiciones pertinentes del Código Civil, en cuanto a que la compensación se verifica entre quienes reúnen la calidad de acreedor y deudor recíprocamente, desde el momento en que coexisten las deudas. Dicho criterio se alinea con la razón de ser de los intereses resarcitorios, que no es de naturaleza represiva sino que tiene por objeto retribuir la privación del capital de las sumas adeudadas, mientras que, adoptar la posición contraria esgrimida por la apelante, sería asignarle aquel carácter que la Corte le negó y consagrar una situación de enriquecimiento sin causa, pues aquélla tuvo las sumas a su disposición desde el vencimiento de las declaraciones juradas cuyos saldos a favor de libre disponibilidad fueron afectados a la cancelación de la deuda por capital.  Por último, cabe consignar que no obsta a este razonamiento la previsión del artículo 8° de la resolución general (DGI) 2542, pues ésta tiene por efecto declarar la extinción de las deudas por compensación, siempre que la DGI lo admita y, en el caso, aquélla no desconoció ni discutió la realizada por la actora.


    Celulosa S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Impugnación acto administrativo


    C. 987, XXXVII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    AFIP DGI


    Resoluciones generales. Registro de importadores y exportadores. Granos y semillas. Obligaciones tributarias. Gravamen actual. 


    Las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, lo cual resulta aplicable también a las decisiones en los juicios de amparo. Por aplicación de esa doctrina, debe revocarse el pronunciamiento apelado, pues el "Registro" establecido por la resolución general (AFIP) N° 129 -al cual pretende incorporarse la actora mediante la presente acción- no se encuentra ya vigente. En estas circunstancias, las modalidades propias del procedimiento imponen dejar sin efecto la sentencia recurrida, sin perjuicio de la posible reiteración de la causa por parte de la actora y de la conclusión que, en su caso, haya lugar sobre los hechos que sustentan la inconducta fiscal imputada. Ello es así pues, según arraigada doctrina del Tribunal, la restricción ilegal que se invoca debe ser actual, esto es, contemporánea con la decisión judicial del caso, de modo tal que si aquella no existe en el momento de dictarse el pronunciamiento -incluso aunque haya cesado después de las sentencias de primera y segunda instancias- corresponde desestimar el amparo interpuesto. No obsta a esa conclusión la eventual posibilidad de que se mantenga en vigor, con la resolución general que sustituye el régimen impugnado, la restricción a los derechos constitucionales que se dicen atacados, pues, de darse ese supuesto, sería necesario previamente un nuevo debate acerca de las normas dictadas con posterioridad a la promoción de la demanda, lo que no ha ocurrido.


    Agro Corredora S.R.L. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ Amparo


    A. 393, XXXVIII, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Competencia


    Cuestiones de competencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Juicios en que es parte una provincia. Impuestos de sellos. Tributos. Acción meramente declarativa. 


    Remisión a lo resuelto por la Corte y dictaminado por este Ministerio Público al expedirse, in re E. 115, XXXIV, Originario, "EL CONDOR EMPRESA DE TRANSPORTES S.A. c/ BUENOS AIRES, PROVINCIA DE s/ ACCION DECLARATIVA", sentencia del 7 de diciembre de 2001, publicada en Fallos: 324:4226.


    La Cabaña S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    L. 373, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Ómnibus de transporte de pasajeros. Impuestos. Impuesto de sellos. 


    Remisión al fallo de la causa in re E. 115, XXXIV, Originario "El Condor Empresa De Transportes S.a. C/ Buenos Aires, Provincia De S/ Acción Declarativa", sentencia del 7 de diciembre de 2001, publicada en Fallos: 324:4226.


    Micro Omnibus Quilmes SACIF c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    M. 643, XXXIX, 04 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Coparticipación de impuestos


    Estado Nacional. Estado Provincial. Interpretación de la ley. 


    El 6 de diciembre de 1999 se suscribió, entre el Estado Nacional y las Provincias, el "Compromiso Federal", ratificado por ley 25.235. Su cláusula 3° dispuso que, durante el ejercicio fiscal 2000, las transferencias por todo concepto a las Provincias, emergentes de la Ley 23.548 y sus disposiciones complementarias y modificatorias, así como las de las Leyes 23.966, 24.130, 24.699, 25.082 y toda otra norma que disponga asignación y/o distribución específica de impuestos, se fija en una suma única y global mensual equivalente a 1.350 millones de pesos, que la Nación garantizó con el doble carácter de límite inferior y superior, con independencia de los niveles de recaudación de impuestos existentes o a crearse en el futuro. Para el año 2001, la Nación garantizó una transferencia mínima mensual de 1364 millones de pesos. Entre el 17 y el 20 de noviembre de 2000, las mismas partes firmaron el "Compromiso federal para el crecimiento y la disciplina fiscal, ratificado por Ley 25.400. Esta vez, en su cláusula 6° se fijó que, durante los ejercicios fiscales 2001 y 2002, las transferencias por todo concepto a las Provincias, emergentes de la Ley 23.548 y sus disposiciones complementarias y modificatorias, así como las de las Leyes 23.966, 24.130, 24.699, 24.464, 25.082 y toda otra norma que disponga asignación y/o distribución específica de impuestos, sería una suma única y global mensual de 1.364 millones de pesos, que la Nación nuevamente garantizó con el doble carácter de límite inferior y superior, con independencia de los niveles de recaudación de impuestos existentes o a crearse en el futuro. Asimismo, acordaron que los recursos a transferir a las Provincias durante los años 2003, 2004 y 2005 resultarían del promedio de lo recaudado coparticipable en los tres años anteriores a cada uno de ellos, sin perjuicio de lo cual el Estado Nacional garantizó una transferencia mínima mensual de 1.400 millones de pesos para el año 2003, de 1.440 millones de pesos para el 2004 y de 1.480 millones de pesos para el 2005.  El sistema de coparticipación sufrió una profunda modificación, al sustituirse la masa de fondos a distribuir por una suma fija que la Nación garantizaba a las provincias, independientemente de lo recaudado. A partir del 2003 también se mantenía la independencia entre lo recaudado y lo transferido, pues la participación de las provincias se calcularía sobre el promedio de lo coparticipable en los tres años anteriores, pero con un piso mínimo de transferencia garantizado por el Estado Nacional. En este marco, el 27 de febrero de 2002 se suscribió el "Acuerdo Nación-Provincias sobre relación financiera y bases de un régimen de coparticipación federal de impuestos", ratificado por Ley 25.570. Su cláusula 4° establecía: "las partes acuerdan dejar sin efecto todas las garantías sobre los niveles a transferir por el Gobierno Nacional correspondiente a los regímenes comprendidos en los artículos precedentes".  Sin embargo, al momento de su ratificación por la Cámara de Senadores, el contenido de este precepto fue aclarado, mediante la inclusión de un Art. 2° al entonces proyecto de ley. La inclusión de los párrafos "establecidas con anterioridad" y "de distribución de recursos nacionales coparticipables” indican que la derogación sólo alcanzó a las garantías -sobre niveles máximos y mínimos de transferencia- asumidas por la Nación en el "Compromiso Federal” del 6 de diciembre de 1999 y en el "Compromiso Federal para el crecimiento y la disciplina fiscal del 17 y el 20 de noviembre de 2000. Ellas se refieren a niveles de transferencia "de recursos nacionales coparticipables" a las jurisdicciones provinciales, en sustitución de la concurrencia a la masa recaudada, conforme lo establece el Art. 2° de la ley de coparticipación.  Las garantías del Art. 15 de la Ley 24.049 buscan asegurar el financiamiento de los servicios transferidos, que son solventados mediante una detracción previa a la distribución secundaria, la cual se reparte entre las jurisdicciones adheridas con independencia de los porcentajes de distribución fijados por el Art. 4° de la ley de coparticipación vigente. Las garantías fijadas por la Ley 24.049 resultan extrañas a los mecanismos transitorios estipulados en el "Compromiso Federal” del 6 de diciembre de 1999 y en el "Compromiso federal para el crecimiento y la disciplina fiscal” del 17 y el 20 de noviembre de 2000. Cierto es que las palabras o conceptos vertidos en el seno del Congreso con motivo de la discusión de una ley son, en general, simples manifestaciones de opinión individual de las personas que las pronuncian, pero no puede decirse lo mismo de las explicaciones brindadas por los miembros informantes de los proyectos, pues tales explicaciones o informes constituyen una fuente propia de interpretación.


    Salta, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    S. 2597, XXXVIII, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Exportaciones


    Cupos a la exportación. Cuota Hilton. Recurso de inaplicabilidad de ley. Medidas cautelares. Sentencia no firme. 


    La Corte tiene dicho que el recurso extraordinario no procede respecto de resoluciones que decretan o deniegan medidas cautelares porque no revisten el carácter de sentencia definitiva en los términos del Art. 14 de la Ley 48. También es doctrina de la Corte, que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar decisiones que son propias de la facultad de los jueces de la causa, porque atienden a cuestiones de hecho y prueba o aplican e interpretan normas de derecho común, cual es el caso de la admisibilidad, revocación o modificación de medidas cautelares que han sido resueltas con fundamento en la ley de concursos.  De igual manera tiene resuelto el Alto Tribunal que el recurso del Art.14 de la ley 48, no procede respecto de la aplicación e inteligencia de normas de derecho público local que regulan la competencia de sus órganos judiciales, salvo que medie arbitrariedad en la decisión y de ello se derive la violación a derechos de consagración constitucional, o se prive a la Corte de conocer como Máximo Tribunal de Justicia del Estado de cuestiones que versen sobre la interpretación de normas federales. En el sub-lite no se configura ninguno de los supuestos que habiliten la concesión del recurso extraordinario, en virtud de que se trata de la impugnación de la sentencia del Máximo Tribunal de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, que denegó el recurso de inaplicabilidad local, con fundamento en que la sentencia apelada no es definitiva, porque se trata de la decisión que rechaza el pedido de levantamiento de una medida cautelar, fundada en normativa procesal local y no decide la cuestión de fondo, que en el caso sería si se afectaron las facultades del órgano para asignar los cupos de la cuota Hilton en el marco de las normas federales que lo rigen. El tribunal de alzada le negó al apelante legitimación para cuestionar la medida cautelar del juez del concurso, con fundamento en que la alegada violación de las facultades discrecionales de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación, para la asignación de cupos y beneficiarios destinados a cubrir la denominada cuota Hilton de exportación de Carnes, no fue objetada por el organismo destinatario de la medida y el único habilitado para impugnar la decisión. Dichos argumentos se ajustan a las circunstancias de hecho que surgen de la causa y encuentran sustento en normas de derecho común, que más allá de su acierto o error, al no mediar arbitrariedad, imposibilitan la procedencia del remedio excepcional, máxime cuando no se advierte que la decisión constituya sentencia definitiva sobre el punto que pretende introducir el apelante mediante la objeción a la medida cautelar, que finalmente consiste en determinar, si el obrar del órgano administrativo, ha observado las disposiciones federales a las que debe sujetar su cometido.  La cuestión planteada no es susceptible de tratarse en tanto se trata de una objeción al obrar de la Secretaria mencionada que por acatar la decisión del juez del concurso, habría violado las disposiciones federales que regulan su accionar, aspecto que si dudas resulta pasible de observación por los interesados en participar de la asignación de los cupos, pero ello debe ser dirigido contra la decisión del organismo por las vías pertinentes de naturaleza administrativa o judicial que permitan cuestionar su obrar dentro del marco de las facultades discrecionales que el propio recurrente ha reconocido le asisten al órgano. Asimismo, no se aprecia la existencia del agravio irreparable invocado, por cuanto no surge de autos, ni se ha manifestado que tales observaciones se hayan efectuado en la órbita administrativa y en todo caso el agravio con sustento en las normas federales invocadas aparece como conjetural, ya que supone que la posible modificación y asignación de los cupos de la cuota Hilton por decisión de la Secretaría del área por razones de índole cautelar necesariamente hubiera mejorado su situación o la de otros interesados que no identifica para acceder al derecho que pretenden.


    Frigorífico Morrone S.A. s/ Concurso preventivo - incidente de apelación


    F. 470, XXXVII, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Reintegros y reembolsos a la exportación. Productos pesqueros. Calamar. Nomenclatura común del Mercosur. Exenciones impositivas. 


    Según su estado de conservación, tipifica en la posición 0307.41 (vivos, frescos o refrigerados) o 0307.49 (congelados), supuestos no alcanzados por el beneficio promocional.


    Al momento de registrarse la solicitud de destinación de exportación para consumo, el calamar argentino se encontraba ubicado como una variedad del “ommastrephes” y, según su estado de conservación, tipificaba en la posición 0307.41 (vivos, frescos o refrigerados) o 0307.49 (congelados), ambas de la N.C.M., de tal forma que, en ninguno de los dos supuestos, su exportación estaba alcanzada por beneficio promocional alguno.  Los arts. 726, 729 y 830 del Código Aduanero son claros al establecer que en aquel momento se fijan las obligaciones y derechos del documentante en torno a la operación que instrumenta, criterio ya sostenido por la Corte en Fallos: 175:86. Es la ley vigente entonces la que ha de serle aplicada a todas las consecuencias que nacen del hecho de su compromiso, tanto en cuanto a su responsabilidad tributaria y penal, como en lo relativo a los beneficios que puede obtener con la operación que realiza, que el Estado no puede luego modificar unilateralmente, al menos sin indemnización. A la operación documentada a través del permiso de embarque le resulta aplicable el criterio establecido por la “circular-télex” 6704/92 vigente al momento de la registración de la solicitud de destinación de exportación para consumo, sin que pueda invocarse la "circular-télex" 898/95, que resulta posterior a tal acto. No hay razones para aplicar retroactivamente el nuevo criterio establecido por esta última, pues si bien es cierto que la "circular-télex" 6704/92 fue dictada bajo la vigencia de la N.C.E. establecida por el decreto 2657/91, que perdió vigor con el dictado del decreto 2275/94, también lo es que la N.C.M. que la reemplazó no varió sus criterios de codificación, clasificación y designación, asentados también en el "Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercaderías". Tal reemplazo no implicó modificar tales criterios, que permita atribuirle a la “comunicación-télex" 898/95 efectos ex tunc desde la vigencia del citado decreto 2275/94. Asimismo, la "circular-télex" 898/95 justificó el cambio de posición arancelaria del "iIIex argentinus" en la evolución de la ciencia taxonómica, que provoca un cambio en la denominación de las especies, conforme el nuevo parámetro establecido por la Secretaría de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación en su nota SSEA N° 67, del 31 de mayo de 1995. De esta forma, el nuevo criterio técnico de clasificación, adoptado por la Dirección General de Aduanas resulta aplicable sólo para el futuro, sin alcanzar a solicitudes de destinación de exportación para consumo registradas con anterioridad a su vigencia, por lo que resulta inadmisible un tratamiento extensivo o analógico que pretenda su aplicación también a la operación instrumentada a través del permiso de embarque N° 926-2/95 sub examine, conforme conocida doctrina de la Corte. Por último, el cambio dispuesto por la Dirección General de Aduanas no resulta contrario a sus propios actos, pues se encuentra fundado en la evolución de los criterios científicos propios de la materia que le corresponde regular y, al respecto, no puede atribuirse a su anterior posición el carácter de conducta jurídicamente relevante, que la vincule y obligue a su conservación en el futuro, con el alcance fijado por la Corte en Fallos: 307:1602 y 315:1738. En lo que respecta a la violación del principio de igualdad que el recurrente funda en la circunstancia del pago de los reintegros a otros exportadores, tal alegación no resulta admisible. Como es reiterada doctrina del Tribunal, si la desigualdad no está en la norma legal por haberse dispuesto un desigual tratamiento, sino que radica en la arbitrariedad de la autoridad administrativa que debe aplicarla, no existe violación de la garantía del artículo 16 de la Constitución Nacional. Ello es así, pues, frente a una norma constitucional, el obligado no puede oponerse a ello en razón de que en los hechos sólo a él le fue aplicada. El modo de hacer efectiva la responsabilidad del poder administrador, que omite imponer a algunos el cumplimiento de una ley que los comprende, no puede ser liberar del debido cumplimiento a quienes les fue requerido.


    Itapesca S.A.C.I. - Proyesur S.A. UTE (TF 9848 AO) c/ Dirección General de Aduanas


    I. 6, XXXVIII, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Productos pesqueros. Territorio aduanero especial. Reintegros y reembolsos a la exportación. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 262, L. XXXVIII, “Prodesur S.A. (T.F. 10.207-A) c/ DGA”.


    La postura del a quo, de reconocer a la actora el reembolso adicional establecido por la Ley 23.018, no surge del texto de la norma, de su indudable propósito ni de su necesaria implicancia, con el criterio que la Corte ha fijado para analizar la procedencia de este tipo de beneficios promocionales en reiterada jurisprudencia. La modificación introducida por la Ley 25.454 no reviste carácter aclaratorio y, en consecuencia, el nuevo criterio por ella establecido, de que se consideran “originarios” a los productos del mar, sea este territorio o no, de la región ubicada al sur del río Colorado en toda su extensión, hasta el límite que la Nación reivindique como zona económica exclusiva, solo rige a partir de su entrada en vigencia. El decreto 1139/88 no altera tal conclusión. Este reglamento procedió a la unificación y adecuación de los reembolsos a la exportación al exterior de los productos que acreditaban origen en el Área Aduanera Especial, e instrumentó los beneficios de manera tal que aseguraran un razonable diferencial con relación a los que regían para el resto del país. Su artículo 10 estableció que la exportación de productos que acrediten origen en el Área Aduanera Especial gozarían de un reembolso equivalente a los porcentajes correspondientes a los puertos de Río Grande y Ushuaia. El Decreto 888/92 dispuso que las exportaciones al extranjero de productos que acrediten su origen en el Área Aduanera Especial creada por el artículo 10 de la Ley 19.640, "se atenderá a la legislación general vigente para todo el país, en materia de estímulos a la exportación". A partir de este acto resulta claro que el reembolso adicional al cual pudo tener derecho la actora por sus operaciones de exportación desde los puertos de Ushuaia y Río Grande, quedó sometido a las mismas reglas que se aplican a las realizadas desde los restantes puertos patagónicos, ubicados en el territorio continental.  En consecuencia, toda vez que las operaciones abarcan desde agosto de 1996 a marzo de 1998, quedaron alcanzadas por la reforma del Decreto 888/92 y, en consecuencia, sometidas a la legislación general vigente para todo el país en materia de estímulos a la exportación, esto es, en el sub examine, a la Ley 23.018 con las limitaciones de la "circular télex" 1229/96. La actora no tiene derecho al reembolso adicional por sus exportaciones de productos pesqueros, procesados sobre los buques en la zona comprendida al sur del paralelo 47° 30' y más allá de las 20 millas de las más bajas mareas del territorio continental, desde agosto de 1996 a marzo de 1998.


    Empresa Pesquera de la Patagonia y Antártida S.A. (PesAntar) TF 10085-A c/ Dirección General Impositiva


    E. 244, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Impuesto a las ganancias


    Bonos de consolidación de deudas. Pago de tributos. Ley tributaria. Interpretación de la ley. Exenciones impositivas. 


    El decreto 316/95 no dispuso reducción ni quita alguna de la deuda por capital, sino que se limitó a establecer sendos regímenes de presentación espontánea y facilidades de pago para las obligaciones fiscales vencidas al 31 de diciembre de 1994, cancelables parcialmente mediante la entrega -a valor nominal- de Bonos de Consolidación en moneda nacional o en dólares estadounidenses, y el resto al contado, o en hasta treinta y seis cuotas mensuales, consecutivas e iguales en cuanto al capital a amortizar. Este beneficio, producto de la diferencia entre el valor de compra de los bonos y su entrega al Estado a valor nominal, constituye un acrecentamiento patrimonial alcanzado por el artículo 2°, inc. 2), de la Ley del gravamen, pues el texto legal analizado adscribe a la teoría del "rédito ingreso" -alcanza a toda clase de ganancias o enriquecimientos-. El artículo 20, inc. y), de la Ley del tributo eximía del impuesto a: “las donaciones, herencias, legados y todo otro enriquecimiento a título gratuito y los beneficios alcanzados por la Ley de impuesto a los premios de determinados juegos y concursos deportivos". La Corte sostuvo que, en materia de exenciones impositivas, es constante el criterio conforme al cual deben resultar de la letra de la Ley, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicancia de las normas que las establezcan y que su interpretación debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general de las Leyes y los fines que las informan, ya que la primera regla de interpretación es dar pleno efecto a la intención del legislador. El precepto sub examine reconoce su origen en la sustancial modificación al gravamen que introdujo la Ley 21.286.  Hasta este momento, la Ley de impuesto a las ganancias solo gravaba los enriquecimientos a título oneroso, mientras que los enriquecimientos patrimoniales a título gratuito eran alcanzados, en el territorio de la Capital Federal, con un impuesto propio, establecido por Ley 20.632. De sus términos se desprende que buscaba alcanzar todo enriquecimiento patrimonial que se obtuviera sin contraprestación por parte del beneficiado. Este tributo fue derogado por la Ley 21.282 y, seguidamente, su similar 21.286 modificó el concepto de renta gravada del artículo 2°, inciso 2), de la Ley del impuesto, adscribió a la teoría del "rédito ingreso", e introdujo la exención en análisis.  El legislador, al derogar el impuesto al enriquecimiento patrimonial a título gratuito, ampliar el concepto de renta gravada del artículo 2 inciso 2) hasta alcanzar toda renta o beneficio (no solo onerosa) y consagrar la exención del artículo 20 inc. y), pretendió que aquellos enriquecimientos gratuitos no pagaran -en esta nueva etapa- el impuesto a las ganancias así modificado.  Ello es así pues se consideró que los objetivos del impuesto derogado eran cumplimentados, "en forma integral”, por el reformado impuesto al patrimonio, razón por la cual se propició que quedara sin efecto. Si tales objetivos, entonces, eran cumplidos "en forma integral por el impuesto al patrimonio, resulta del indudable propósito de la norma y de su necesaria implicancia que la nueva exención consagrada por el artículo 20, inc. y), se encuentra referida a idénticos supuestos de enriquecimiento que los entonces abarcados por la Ley 20.632. La actora sólo pudo obtener el rendimiento o renta bajo examen como contraprestación a su previa inclusión en el régimen del decreto 316/95, regularizando su deuda en las condiciones allí previstas. De esta forma, resultó beneficiada por un régimen de inequívoco privilegio, del cual sólo gozan los sujetos incorporados al mismo. No puede calificarse de "gratuito" al rendimiento así obtenido, pues únicamente se genera como consecuencia de las prestaciones que debe cumplir en el marco del régimen legal allí establecido, al cual debe acatamiento bajo apercibimiento de caducidad, con la consecuente pérdida de los beneficios. Los conceptos abarcados en el segundo artículo sin número incorporado a continuación del Art. 99 de la Ley del gravamen por el artículo 1°, punto 7), de su similar 24.475, estuvieron alcanzados por el impuesto a las ganancias ab initio y la recurrente debía cumplir con su deber de agente de retención. Frente al incumplimiento de este mandato, el artículo 40 de la Ley 20.682 faculta al organismo fiscal a impugnar el gasto que pretenda deducir el contribuyente de su balance impositivo. La claridad de este dispositivo legal sella la suerte adversa de su pretensión sin que se pueda invocar en defensa el artículo 150 del decreto reglamentario (N° 2353/86) pues éste, en su segundo párrafo, exige el acrecentamiento del importe abonado al beneficiario. La Corte ha reconocido que en el campo del derecho represivo tributario rige el criterio de la personalidad de la pena que, en su esencia, responde al principio fundamental de que sólo puede ser reprimido quien sea culpable, es decir, aquel a quien la acción punible pueda ser atribuida tanto objetiva como subjetivamente. Si bien es inadmisible la existencia de responsabilidad sin culpa, aceptado que una persona ha cometido un hecho que encuadra en una descripción de conducta que parezca sanción, su impunidad sólo puede apoyarse en la concreta y razonada aplicación al caso de alguna excusa admitida por la legislación vigente. Al respecto, cabe señalar que el Tribunal ha admitido al error excusable como eximente de responsabilidad, cuando él resulta de los extremos fácticos del caso, cuya valoración corresponde a los jueces de la causa. Los argumentos que el apelante formula en relación al presunto error en que ha incurrido, remiten al análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal propias de los jueces de la causa y, en tanto la decisión impugnada contiene fundamentos suficientes de igual carácter que descartan la tacha de arbitrariedad alegada e impiden descalificar el fallo como acto jurisdiccional, resultan entonces ajenos a la vía extraordinaria. En cuanto a la procedencia de las reducciones establecidas por el artículo 49 de la Ley 11 .683, se trata de una cuestión de índole procesal que, aunque regido por una Ley federal, no autoriza la intervención de la Corte por la vía excepcional utilizada. No corresponde apartarse del citado principio pues el a quo pudo razonablemente entender que dicho beneficio sólo opera en los casos taxativamente enumerados por el citado precepto, siendo irrelevante la extensión de las actuaciones administrativas labradas o la cuantía de las omisiones en relación al giro comercial de la infractora.


    Petrolera Pérez Companc S.A. (TF 17085-I) c/ Dirección General Impositiva


    P. 17, XXXVIII, 04 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    IVA


    Intereses. Exenciones impositivas. Operaciones financieras. Préstamos. 


    El artículo 7, inciso h) apartado 16 punto 9, de la ley del IVA establece que estarán exentos: "Los intereses de préstamos u operaciones bancarias y financiera en general cuando el tomador sean las Provincias o Municipios". La Ley 24.920, que introduce este precepto al ordenamiento, fue publicada en el Boletín Oficial del 31 de diciembre de 1997 y, ante la falta de disposición expresa, resultó obligatoria a partir de los ocho días siguientes a tal acto.  Posteriormente, el 25 de junio de 1999, se publicó en forma oficial el Decreto 679/99, a través del cual se reglamentó el citado artículo 7°, inciso h) apartado16 punto 9, de la ley. En efecto, su artículo 1°, inciso i), incorporó como artículo sin número a continuación del artículo 37 del Decreto 679/99 (reglamentario de la ley del IVA) el siguiente: "La exención prevista en el apartado 9, del punto 16), del inciso h), del artículo 7° de la ley, sólo comprende a los intereses originados en préstamos u operaciones financieras de cualquier tipo, celebradas por las provincias o municipios con entidades regidas por la Ley N° 21.526". Y su artículo 3° fijó que sus disposiciones tendrían vigor el día de su publicación en el Boletín Oficial y surtirían efecto a partir de la entrada en vigencia de las normas que reglamentan. La franquicia posee una limitación subjetiva desde su puesta misma en vigor: que la operación financiera generadora de los intereses haya sido celebrada con entidades regidas por la Ley N° 21.526. Esta limitación rige, entonces, a la fecha del dictado de las resoluciones N° 4809/SHyF/98 y N° 2697/SHyF/99, aquí recurridas (del 23 de noviembre de 1998 y 29 de octubre 1999, respectivamente). No hay en la sentencia apelada fundamento suficiente para apartarse de lo expresamente previsto por la reglamentación aplicable al caso.


    Alegre Pavimentos S.A. c/ Tesorería General del G.C.B.A. s/ Amparo - medida cautelar


    A. 702, XXXVII, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado


    Declaración de inconstitucionalidad. Impuesto a los automotores. Eximición de responsabilidad. Titular del automotor. Transmisión del dominio. Facultades del gobierno provincial. Facultades no delegadas. 


    Es doctrina del Tribunal que de acuerdo con la distribución de competencias que emerge de la Constitución Nacional, los poderes de las provincias son originarios e indefinidos, en tanto que los delegados a la Nación son definidos y expresos. Ha manifestado que no es objetable la facultad de las provincias para darse leyes y ordenanzas de impuestos y, en general, todas las que juzguen conducentes a su bienestar y prosperidad, sin más limitaciones que las enumeradas en el artículo 108 -hoy artículo 126- de la Constitución; siendo la creación de impuestos, elección de objetos imponibles y formalidades de percepción, del resorte propio de las provincias, porque entre los derechos que hacen a la autonomía de ellas es primordial el de imponer contribuciones y percibirlas sin intervención de autoridad extraña. Dijo asimismo, que los actos de las legislaturas provinciales no pueden ser invalidados sino en los casos en que la Constitución concede al Congreso Nacional, en término expresos, un poder exclusivo, o en que el ejercicio de idénticos poderes ha sido expresamente prohibido a las provincias, o cuando hay una absoluta y directa incompatibilidad en el ejercicio de ellos por estas últimas. Asimismo, expresó que una ley local no puede derogar las leyes sustantivas dictadas por el Congreso porque ello importa un avance sobre facultades exclusivas de la Nación, contrario al artículo 67, inciso 11, de la Ley Suprema. Dijo también que no basta apelar a la autonomía del derecho tributario para desconocer la uniformidad de la legislación de fondo perseguida mediante la atribución que se confiere al poder central para dictar los códigos, según el artículo 67, inciso 11, de la Constitución Nacional; uniformidad ésta que no sería tal si las provincias pudieran desvirtuarla en su esencia, legislando con distinto criterio instituciones fundamentales de carácter común, so color del ejercicio de los poderes que les están reservados, lo cual, no implica negar "que las provincias gozan de un amplio poder impositivo, sino simplemente reconocer que ese poder encuentra sus límites constitucionales en la delegación de atribuciones efectuadas al Gobierno Nacional, con miras a lograr la unidad en lo tocante a la legislación de fondo.  Ello es así, pues, si las provincias han delegado en la Nación la facultad de dictar los códigos de fondo, para robustecer mediante esa unidad legislativa la necesaria unidad nacional, consecuentemente han debido admitir la prevalencia de esas leyes del Congreso y la necesaria limitación de no dictar normas, fiscales o no fiscales, que las contradigan. El precepto constitucional así lo establece en términos categóricos. Lo expuesto no significa transferir normas del derecho civil al derecho financiero, sino solamente hacer respetar la entidad de bienes y derechos tal como los estructura el derecho común, de vigencia nacional; sin interferir en la esfera autónoma del derecho financiero local para hacerlos fuente de imputación tributaria, pero respetándolos en su esencia y significado jurídico. En uso de estas atribuciones, para regular el derecho de dominio sobre los automotores en manera uniforme para todo el país, se dictó el Decreto-Ley 6582/58, pues el legislador consideró que las disposiciones del Código Civil se evidenciaban carentes de valor práctico en su aplicación. A partir de allí, sustituyó la prueba de la propiedad mediante la posesión por la exigencia de la inscripción en un registro, con el correlativo otorgamiento de un título de propiedad. Este régimen -ratificado por Ley 14.467- pudo ser dictado en uso de las atribuciones conferidas por el Art. 67, inc. 11 de la Constitución Nacional, para legislar una institución fundamental de carácter común.  Por el contrario, la Ley 25.232 no exhibe igual grado de validez, pues dista de regular un aspecto sustantivo del derecho de fondo, para insertarse en la relación obligacional que une al contribuyente con el Fisco local, nacida como consecuencia del alcance del dominio ya definido por la propia autoridad nacional, y tal interferencia se efectúa con el único objeto de desplazar a uno de los sujetos pasivos posibles en estos casos, el titular dominial de la riqueza, impidiendo al Fisco local que persiga sobre él su cobro.  Es importante destacar que aquí la Provincia no cuestiona ni desconoce las instituciones fundamentales del derecho de fondo, tal como fueron reguladas en forma común para todo el territorio. Por el contrario, respeta el derecho de dominio y pretende aplicar su tributo al titular registrado en esos términos. De esta forma, sin regular instituciones fundamentales de carácter común, ni estructurar relaciones de bienes y derechos de fondo, la Ley 25.232 se interpone en las amplias potestades provinciales para elegir las formalidades de percepción de sus impuestos, resorte propio de ellas, y elimina uno de los sujetos pasivos, en grave cercenamiento a las autonomías locales.  Corresponde declarar que la Ley 25.232 es repugnante a lo dispuesto en los artículos 75, inc. 12°, y 121 de la Constitución Nacional. Esta conclusión es la única que concilia la unidad jurídica nacional con la autonomía impositiva de las provincias, en tanto estas imponen tributos permanentes, pero dando sentido económico y tomando como materia imponible las entidades jurídicas, tal como las crea el derecho sustantivo nacional. No es aceptable que el poder tributario provincial permanece intacto aún después de la reforma de la Ley 25.232, pues todavía puede exigir el pago al adquirente, limitándose la norma impugnada a vedarlo sólo respecto del titular del dominio que efectivizó su denuncia de venta.  Dentro de la esfera autónoma del derecho financiero local, las provincias gozan de las más amplias facultades para gravar las entidades jurídicas tal como las crea el derecho sustantivo nacional y, sobre esta base, no puede la Ley 25.232 impedir optar por el cobro del tributo provincial al dueño del automóvil, a su poseedor en tal carácter, o ambos conjuntamente. Una solución contraria importaría tanto como desnaturalizar el equilibrio y la armonía con que deben operar los poderes federales con los provinciales, en desmedro de estos últimos. Resulta irrelevante que la Provincia pueda secuestrar el automotor una vez vencido el plazo para que el adquirente registre la transferencia, pues, sin perjuicio de la procedencia de tal medida, no resulta suficiente para justificar la ilegítima restricción de la autonomía provincial que representa la Ley 25.232.


    Entre Ríos, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    E. 206, XXXVII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Medidas cautelares


    Puertos. Tarifas portuarias. Moneda extranjera. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 83 L. XXXIX "Asociación Vecinal Belgrano C y otros c/ Estado Nacional-Poder Ejecutivo Decreto 577/02 y otro”


    El objeto de la cautelar requerida coincide exactamente con el de la demanda, por lo que aceptarla generaría tanto en la órbita de los intereses que pretende proteger la actora como en los de la demandada, las mismas consecuencias que traería aparejada si se hiciese lugar al amparo. Sobre el particular, la Corte tiene dicho que corresponde descalificar como medida cautelar la que produce los mismos efectos que si se hubiese hecho lugar a la demanda, pues la finalidad de dichas decisiones es asegurar el cumplimiento de una eventual sentencia favorable más no lograr el fin perseguido anticipadamente. Si bien es cierto que la esencia de las medidas precautorias es enfocar su proyección sobre el fondo del asunto, sea para impedir un acto o para llevarlo a cabo, la Corte ha expresado reiteradamente que su recepción debe estar enderezada a evitar el acaecer de situaciones de difícil o imposible reparación, circunstancia que no se advierte configurada en la especie, atento a que la propia Administración General de Puertos S.E. admite la posibilidad de un eventual reintegro ante un resultado adverso sobre el fondo.


    Asociación Importadores y Exportadores de la República Argentina c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    A. 595, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Decisiones administrativas. Prueba pericial. Denegatoria del recurso. 


    La Corte ha declarado la legitimidad de la decisión administrativa para recurrir al método de la estimación de oficio y ha dicho que ello no obsta al ejercicio del derecho del contribuyente de probar fehacientemente en juicio los errores que atribuye a la liquidación practicada por el Fisco. Asi, la carencia de una prueba pericial contable, u otra de similar finalidad, ofrecida en el momento procesal oportuno, sella la suerte adversa de la pretensión.


    Campisi, Bendito (TF 15817 1) c/ DGI


    C. 202, XXXVII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Plazo. Impuesto a la ganancia mínima presunta. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa H. 442, L. XXXVIII, “Hermitage S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) s/ Proceso de conocimiento”.


    Los agravios de la apelante, enderezados a cuestionar la procedencia formal de la vía escogida por la actora, resultan inadmisibles. En cuanto al punto de partida del plazo de quince dias que establece el artículo 2°, inciso e, de la Ley 16.986, no es ocioso recordar que se trata de una cuestión de índole procesal que, aunque regida por una ley federal, no autoriza -en principio- la intervención de la Corte por la vía excepcional utilizada.  Por otra parte, en cuanto a la alegada existencia de otras vías procesales aptas que harían improcedente el amparo, la mencionada existencia no es postulable en abstracto sino que depende de la situación concreta de cada demandante, cuya evaluación, como es obvio, es propia del tribunal de grado. Desde esta óptica, los argumentos que el apelante formula remiten al análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal propias de los jueces de la causa y, en tanto la decisión impugnada contiene fundamentos suficientes de igual carácter que -más allá de su acierto o error- descartan la tacha de arbitrariedad alegada e impiden descalificar el fallo como acto jurisdiccional, resultan entonces ajenos a la vía extraordinaria. Por el contrario, el recurso interpuesto es formalmente admisible en lo referido a la validez del título V de la Ley 25.063, pues la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa ha declarado su oposición respecto de la Constitución Nacional y ha interpretado las normas federales en sentido adverso al postulado por la recurrente.


    Establecimientos Oeste S.A. s/ Acción de Amparo


    E. 305, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Infracciones tributarias. Falta de facturación. Multa. Intervención fiscal. Calificación legal. Pena. Facultades del fiscal. Titularidad de las acciones. Mantenimiento de recurso. 


    Como consecuencia de la reforma introducida por el artículo 18 de la Ley 25.239 a la Ley 11.683, actualmente la representación de la AFIP ante todas las jurisdicciones e instancias se ha concentrado indistintamente en los procuradores o agentes fiscales, quienes pueden ser patrocinados por letrados de esa repartición, y reciben instrucciones directas de esa dependencia. Pero al margen de ello, esta Procuración General de la Nación concluyó que, en lo pertinente, el artículo 96 de la Ley 11.683 había sido tácitamente derogado por el artículo 76 in fine de la Ley Orgánica del Ministerio Público, en tanto se contrapone con las funciones que excluye el citado artículo 27. La Corte declaró abstracta la cuestión por considerar que la reforma de los artículos 96, 97 y 98 de la Ley 11.683, sancionada por la Ley 25.239, traducía la superación del conflicto sometido a su decisión. Asimismo, a través de la disposición N° 81/2000 de la AFIP, se confirió el carácter de "agentes fiscales" a los letrados del organismo que tienen a su cargo la radicación e impulso de los juicios de ejecución fiscal. Por su parte, el Decreto 1390/01 del Poder Ejecutivo Nacional, estableció que la expresión "procuradores o agentes fiscales" que contienen los Arts. 96 y 97 de la Ley 11.683, engloba a todos los agentes de planta permanente o transitoria de la Administración Federal de Ingresos Públicos, como así también a los letrados contratados sin relación de dependencia como servicio de asistencia del Cuerpo de Abogados del Estado, a los cuales se les delegue o encomiende, por acto expreso del Administrador Federal, la representación judicial del organismo. El Art. 7° de la Ley 25.344 ha regulado un sistema que, para el interior del país, prevé supuestos en que la representación judicial del Estado Nacional o sus entes descentralizados, recaiga en el representante del Ministerio Público de la Defensa con competencia en el lugar. Allí se establece que deberán ajustar su actuación a las reglas del mandato y, en su defecto, a la forma que mejor contemple los intereses confiados a su custodia, sin perjuicio de la independencia y autonomía funcional que surge del Art. 120 de la Constitución Nacional. A diferencia de la previsión del reformado Art. 97 de la Ley 11.683, aquí el legislador ha dejado a salvo las mencionadas garantías que surgen del texto constitucional. Si bien los agravios del magistrado recurrente no han introducido la posible cuestión constitucional esbozada y, por tanto, ella excede los términos de la apelación, debe reconocerse que la impugnación se vincula con otros aspectos trascendentes vinculados necesidad de procurar una recta administración de justicia para lo cual es indispensable preservar el ejercicio pleno de las funciones que la ley encomienda al Ministerio Público no sólo como titular de la pretensión punitiva. En la actualidad, ellas surgen del claro texto del Art. 120 de la Constitucional Nacional, en tanto establece que el Ministerio Público tiene por función promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad, y del Art. 25 de la Ley 24.946 que regula su actuación. En la sentencia apelada se ha desconocido el ejercicio de esas atribuciones de orden público, en el trámite de un proceso judicial destinado a revisar la procedencia de una sanción administrativa en materia impositiva. Por lo tanto, al cuestionarse el alcance asignado a aquélla cláusula constitucional y la ley reglamentaria, con arreglo a la citada doctrina, la queja resulta formalmente procedente. En cuanto al fondo del asunto, la intervención necesaria que en autos reclama el representante del Ministerio Público, en modo alguno puede confundirse con la que surge del artículo 96 de la Ley 11.683, en el cual el a quo ha fundado su decisión de declarar mal concedido el recurso del fiscal. Toda vez que para apartar al Ministerio Público se ha invocado que la autoridad tributaria interviene en autos a través de sus representantes legales, es preciso señalar que ni el texto vigente del artículo 96 de la Ley 11.683, como así tampoco el anterior, permiten sustentar ese criterio, pues en modo alguno se ha contemplado allí que la intervención de los letrados de aquella administración, fuera como tales o en su novel status de "procuradores o agentes fiscales" desplace la del procurador fiscal, desde que se trata de representaciones que la propia ley ha previsto que se ejercen "indistintamente". Más aún, adviértase que la reforma sancionada por la ley 25.239, limitó la actuación de esos letrados exclusivamente al rol de patrocinante. Por lo tanto, aún cuando pudiera objetarse que a través de una disposición administrativa o de un decreto del Poder Ejecutivo se haya asimilado a esos funcionarios públicos a una calidad funcional de orden legal, queda claro que el procurador fiscal se encuentra igualmente habilitado para actuar. Y sobre esa posible objeción, la denominación procuradores o agentes fiscales que se conserva en el citado Art. 96, es reflejo de la que contenía el Art. 118 del Código de Procedimientos en Materia Penal, hoy derogado pero vigente al tiempo de sancionarse la Ley 11.683, en el cual se regulaban, precisamente, las atribuciones de esos magistrados del Ministerio Público Fiscal. Así entendida la cuestión, resulta evidente que el agravio que puede sufrir el Ministerio Público en el ejercicio de la aludida función de control, no se identifica con el que puede experimentar cualquier litigante en relación con su interés particular, pues se vincula con la observancia del debido proceso y demás garantías del Art. 18 de la Constitución Nacional. En tal sentido, frente a la ausencia de gravamen que invocó el a quo, es del caso mencionar que al motivar el recurso de apelación ante el juzgado interviniente, el representante del Ministerio Público expresó los agravios concretos que, en ejercicio de esa obligación legal, genera la resolución que modificó la sanción impuesta por la AFIP. Las consideraciones hasta aquí desarrolladas, permiten concluir que en la resolución impugnada se han desconocido las normas de carácter federal que rigen el ejercicio de las atribuciones inherentes al Ministerio Público Fiscal, lo que suscita cuestión federal. No se trata aquí de ejercer la representación en juicio del Estado, Sino de la función de defensa de la legalidad que, con prescindencia de los intereses de las partes, imponen al Ministerio Público el Art. 120 de la Ley Fundamental y el Art. 25 de la Ley 24.946. Para decirlo con palabras de la Corte, esa función incluye, indudablemente, los asuntos constitucionales, los de competencia, los de prescripción y los de recusación de los magistrados, entre otros. Este criterio, además, ha sido recientemente aplicado en Fallos: 323:1620, donde se resolvió en forma favorable una impugnación de la representante del Ministerio Público deducida en un proceso formado a raíz de la apelación judicial de una sanción administrativa, cuyo agravio se refería a una cuestión de orden público como es el régimen de prescripción de la acción.


    L. A. Privadas Argentinas s/ Infracción Ley 11.683


    L. 155, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Reintegros y reembolsos a la exportación. Interpretación de la ley. Programas de inversión. Finalidad de la ley. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Confirmación de sentencia. 


    Corresponde recordar que la Corte, en la tarea de establecer la correcta interpretación que cabe asignar a normas federales, no debe ceñirse a las posturas del recurrente ni del tribunal apelado sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado, de acuerdo con la interpretación que correctamente le otorgue. Sobre tales bases, corresponde recordar la asentada jurisprudencia del Tribunal en cuanto establece que "es regla de interpretación de las leyes la de dar pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de los preceptos de manera que armonicen con el resto del orden jurídico y las garantías de la Constitución Nacional. Ese propósito no puede ser obviado por los magistrados con motivo de sus posibles imperfecciones técnicas, toda vez que ellos -en cuanto servidores del derecho para la realización de la justicia- no deben prescindir de la ratio legis," y del espíritu de la norma. El eje de la discusión en la presente causa está centrado en la interpretación del art. 2° de la ley 23.018, en cuanto limita el beneficio únicamente a la exportación de mercaderías originarias de la región ubicada al sur del Río Colorado.  La administración Nacional de Aduanas, a través de la “circular télex”, dispuso que no debería darse curso a la liquidación ni al pago de los beneficios emergentes de la ley 23.018 para los productos del mar, sea este territorio o no, y manufacturados en buques de bandera nacional fuera de la región patagónica, que se termina en la costa, al no ser ellos considerados originarios o elaborados en el territorio al sur del Río Colorado.  El Tribunal destacó que la ley 23.018 ninguna referencia efectúa acerca del ámbito marítimo, desestimando la manifiesta ilegitimidad de la “circular télex”.  La ley no efectúa referencia alguna a dicho ámbito, pues los productos del mar, manufacturados en buques, no cumplían el objetivo primordial perseguido por el sistema, cual era lograr la radicación de población en dicha área.  Corrobora lo expuesto el hecho de que, en caso de emplearse insumos no originarios de la región, la norma requería que el proceso industrial generara un cambio de posición en la Nomenclatura Arancelaria y Derecho de Exportación y que la mercadería resultante sea consecuencia de un proceso industrial y no de una simple etapa de armado (ley 23.018, art. 2°). Con esto se ratificaba la necesaria existencia de trabajos de transformación que culminaran con la obtención de un nuevo producto, diferente de las materias primas no originarias de la región, que se insumían en el proceso.  En tales condiciones, no puede afirmarse que la pretensión de la actora surja del indudable propósito de la norma.  La ley 23.018 exhibe un motivo razonable al negar el beneficio a aquellos que procesan el producto sobre el buque: favorecer la instalación de industrias en la región patagónica, que demanden mano de obra y propicien la radicación de población estable en el área, otorgando preeminencia a la concepción geopolítica sobre la específicamente económica. El texto de la ley 25.454 no permite otorgar carácter aclaratorio al nuevo criterio allí establecido. Más aún, cuando el legislador ha creído necesario hacerlo, lo manifestó expresamente, y no resulta posible alegar su descuido u olvido pues, de acuerdo con inveterada jurisprudencia del Tribunal, su inconsecuencia o la falta de previsión no se suponen. No hay violación al compromiso asumido por la República Argentina frente a la República Popular China, pues el tratamiento otorgado por la "circular télex" 1229/96 -además de no apartarse del criterio establecido por la ley 23.018-, no evidencia hostigamiento, discriminación ni persecución a los inversores de este último país, ni tampoco resulta menos favorable que el concedido a los propios nacionales y a los inversores de cualquier otro tercer estado, en idénticas condiciones, lo que impide su cuestionamiento con sustento en el tratado de promoción y protección recíproca invocado.


    Prodesur S.A. (TF 10207-A) c/ Dirección General de Aduanas


    P. 262, XXXVIII, 07 de enero de 2003


    Ver dictamen


    Impuesto a las ganancias. Principio de legalidad. Interpretación de la ley. Confirmación de sentencia. 


    Corresponde recordar los asentados criterios de la Corte, de conformidad con los cuales las leyes deben entenderse siempre en forma tal que el propósito que las inspira se cumpla de acuerdo con los principios de una razonable y discreta interpretación, indagándose el verdadero alcance de la norma mediante un examen atento de sus términos que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, que no debe ser obviada por posibles imperfecciones técnicas de su instrumentación legal que dificulten la consecución de los fines perseguidos por la norma.  En ese sentido el a quo acertó en que la clara voluntad legislativa de acotar la deducción únicamente a las entidades públicas, plasmada en el Art. 62, Inc. j), de la ley de impuesto a los réditos (Ley  11.682, texto según Art. 2, Pto 20, de la ley 20.046), subsistió inalterada en el Art. 74, Inc. c), de la nueva ley del impuesto a las ganancias (Ley 20.628).  Por otra parte, con relación a la desigualdad tributaria entre los sujetos donantes, de la cual se agravia el Fisco Nacional, dicha cuestión recién se introduce en el momento de interponer el recurso extraordinario, sin presentarse en la expresión de agravios ante la Cámara, ni en la contestación del recurso ante el Tribunal Fiscal.  Ello impidió a los jueces de la causa pronunciarse sobre estos temas, lo que constituye un óbice insalvable para su tratamiento en la instancia de excepción.


    Asociación Civil Jockey Club c/ Dirección General Impositiva


    A. 639, XXXVII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. Juicios en que la Nación es parte. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Coparticipación de impuestos. Coparticipación federal. Inconstitucionalidad. 


    Ante todo, cabe señalar que la Corte sigue teniendo competencia para entender en el presente. Se considera que resulta necesario, para la adecuada comprensión del caso, el estudio de las disposiciones que estructuran el régimen normativo aplicable a la materia involucrada en la litis, el que ciertamente no se agota en los actos impugnados. Ello requiere examinar la regulación de los diversos regímenes de promoción-industrial, pues con ella se relaciona la controversia. En síntesis, las características regulatorias del sistema previo al dictado de los decretos cuya constitucionalidad aquí se cuestiona, pueden ser resumidas de la siguiente manera: (i) se trata de un régimen de promoción para las actividades industriales ubicadas en las provincias de La Rioja, Catamarca, San Luis y San Juan, (ii) sus beneficios fiscales consisten en a) deducciones al impuesto a las ganancias, b) exenciones al impuesto al capital de las empresas, c) liberación a las empresas promocionadas del impuesto al valor agregado por sus ventas y d) exenciones de derechos a la importación de bienes; (iii) la Ley 23.658 suspendió el otorgamiento de nuevas promociones y sustituyó el régimen de beneficios tributarios originarios por un sistema de bonos de crédito fiscal para cancelar obligaciones de aquel tipo; (iv) el Decreto 2054/92 definió la fecha a partir de la cual regiría este nuevo sistema, previó la posibilidad de desvincularse de aquél y reguló íntegramente las obligaciones de los titulares de los bonos de crédito fiscal, así como las sanciones que se pueden aplicar frente a incumplimientos; (v) este nuevo régimen tuvo por objeto acotar y delimitar el costo que representa para el Estado el mantenimiento de los beneficios de carácter tributario -los que no integran la masa de recursos coparticipables-, a fin de que aquéllos vayan disminuyendo paulatinamente hasta su agotamiento. Ello se comprueba, por dos razones: primero, por la suspensión de otorgar nuevos beneficios y, segundo, porque los cupos liberados no podían reasignarse total ni parcialmente, es decir, dejaban de solventar el régimen de promoción. El régimen instituido por la Ley 23.658 y desarrollado por el Decreto 2054/92, reguló en forma completa el nuevo sistema de promoción de actividades industriales que se ejecutaban en las provincias incluidas en las disposiciones de facto 21.608, 22.021, 22.702 y 22.973 y, lo que es más importante y relevante para dilucidar esta causa, previó la paulatina liberación de los fondos afectados a sostener el régimen, ya sea por la prohibición de otorgar nuevos beneficios, por la sanción de decaimiento de pleno derecho de los correspondientes a empresas que incumplieran sus disposiciones o la imposibilidad de reasignar los cupos presupuestarios que se iban liberando por cualquier motivo. Es decir, el sistema de beneficios promocionales estaba cerrado, y se enderezaba a su extinción a medida que los proyectos dejaban de pertenecer al régimen, tanto por el vencimiento del término por el cual aquéllos se otorgaron o por otras circunstancias; y los fondos así liberados debían incorporarse al sistema de distribución de la Ley 23.548. En tales condiciones, el Decreto 804/96, dictado casi cuatro años después de clausurado el régimen, significó reinstaurarlo y con ello conferir nuevos beneficios fiscales para empresas que lo habían perdido, así como afectar cupos presupuestarios ya liberados e instituir inesperadas deducciones y exenciones, tributarias y aduaneras. Ello se ve corroborado por los propios términos de aquel decreto, cuando señala que muchos proyectos estaban incumplidos y correspondía que se aplicaran las sanciones correspondientes. Ahora bien, aun cuando, por su carácter tributario, el Poder Ejecutivo Nacional no podría dictarlo en uso de las atribuciones que le otorga el Art, 99, inc. 3 de la Constitución Nacional, sabido es que las garantías constitucionales han sido dadas a los particulares contra las autoridades y que, en consecuencia, a éstas no les está permitido invocarlas en casos como el aquí examinado. Por ello, se considera que no pueden prosperar las quejas de la actora fundadas en esta circunstancia. Sentado lo anterior, corresponde indagar acerca de la afectación ilegitima del régimen de coparticipación federal de impuestos pactado entre la Nación y las Provincias, ratificado por Ley 23.548, que importan los decretos impugnados. La Corte advirtió que el ordenamiento vigente en el país admitía que las provincias y, en idéntico sentido, la Nación, pudieran restringir condicionalmente el ejercicio de sus poderes impositivos mediante "acuerdos entre sí". En este marco, se sucedieron diferentes regímenes de reparto de lo producido por la recaudación tributaria hasta llegar al actual, establecido por la Ley 23.548 bajo la denominación de "Régimen Transitorio de Distribución de Recursos Fiscales". Dicho sistema, así como las demás creaciones legales del federalismo de concertación, configura el derecho intrafederal y se incorpora al derecho público interno de cada estado, aunque con la diversa jerarquía que le otorga su condición de ser expresión de la voluntad común de los órganos superiores de nuestra organización constitucional: Nación y Provincias. Esta gestación institucional, como fue señalado por la Corte, ubica a los tratados o leyes convenio celebrados entre las provincias y el gobierno nacional en un rango normativo especifico, dentro del derecho federal.  Sobre tales bases, el Decreto 804/96, en cuanto reinstaura un régimen caduco, detrae fondos que estaban destinados a ser repartidos por el sistema de coparticipación federal entre la Nación y las Provincias y, en consecuencia, implica un inadmisible alzamiento unilateral de una las partes contratantes al compromiso allí asumido. Idéntico reproche merece, la concesión de nuevos beneficios fiscales que aquél establece a favor de los titulares de beneficios promocionales, pues ocasionan disminuciones en los ingresos tributarios que componen la masa, que requieren -para su procedencia- del asentimiento de las restantes partes del convenio, perjudicadas directas por tal medida, o del empleo del medio previsto en el Inc. 3°, del Art. 75, de la Constitución Nacional, texto posterior a la reforma del año 1994. La Corte ha sostenido que los constituyentes de 1994 no eliminaron el sistema de separación de las funciones del gobierno, que constituye uno de los contenidos esenciales de la forma republicana prevista en el Art. 1° de la Constitución Nacional. En ese sentido, los Arts. 23, 76 y 99 revelan la preocupación del poder constituyente por mantener intangible como principio un esquema que, si bien completado con la doctrina de los controles recíprocos que los diversos órganos se ejercen, constituye uno de los pilares de la organización de la Nación, por cuanto previene los abusos gestados con la concentración del poder. Considérese que la reforma fue fruto de una voluntad tendiente a lograr, entre otros objetivos, la atenuación del sistema presidencialista, el fortalecimiento del rol de Congreso y la mayor independencia del Poder Judicial. Es en ese marco, entonces, que debe analizarse el Art. 99, Inc. 3°, segundo párrafo, de la Constitución Nacional, que establece como regla que "el Poder Ejecutivo no podrá en ningún caso bajo pena de nulidad absoluta e insanable, emitir disposiciones de carácter legislativo". De tan categórico y elocuente principio deriva como conclusión que la admisión del ejercicio de facultades legislativas por parte de aquél se hace bajo condiciones de rigurosa excepcionalidad y con sujeción a exigencias materiales y formales. Así, únicamente "cuando circunstancias excepcionales hicieran imposible seguir los trámites ordinarios previstos por esta Constitución para la sanción de las leyes", aquel órgano estará facultado para ejercer legítimamente facultades legislativas que, en principio, le son ajenas. La norma constitucional es clara en señalar que, para ello, deben concurrir alguna de estas dos circunstancias: 1) la imposibilidad de dictar una ley mediante el trámite ordinario previsto por la Constitución, vale decir, que las cámaras del Congreso no puedan reunirse por circunstancias de fuera mayor que lo impidan, como ocurriría en el caso de acciones bélicas o desastres naturales que impidiesen su reunión o el traslado de los legisladores a la Capital Federal, o 2) que la situación que requiere solución legislativa sea de una urgencia tal que deba ser solucionada inmediatamente, en un plazo incompatible con el que demanda el trámite normal de las leyes. La Corte también ha señalado que corresponde al Poder Judicial el control de constitucionalidad de las Condiciones bajo las cuales se admite esta facultad excepcional, que constituyen las actuales exigencias constitucionales para su ejercicio. Asimismo, dentro de esa atribución se encuentra la posibilidad de evaluar el presupuesto fáctico que justificaría la adopción de decretos de necesidad y urgencia y, en tal sentido, cabe descartar criterios de mera conveniencia ajenos a circunstancias extremas de necesidad, puesto que la Constitución no habilita a elegir discrecionalmente entre la sanción de una ley o la imposición más rápida de ciertos contenidos materiales por medio de un decreto.


    Mendoza, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Inconstitucionalidad


    M. 457, XXXIII, 25 de junio de 2003


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Impuesto a las ganancias mínima presunta. Capacidad contributiva. Presunción de ganancia neta. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La ley presume, abstracta y objetivamente, la aptitud de los activos para generar renta, sin admitir prueba en contrario. Ello surge de la comparación de este régimen con otras presunciones establecidas por el legislador en materia tributaria, donde expresamente contempló la posibilidad de demostrar contra ellas. Por el contrario, ni en el título V de la Ley 25.063 ni en su decreto reglamentario se establecieron disposiciones de tal tenor, sin que pueda atribuirse tal omisión a la imprevisión o impericia del legislador. Por ello, y al margen de la naturaleza que quepa atribuir al gravamen de que se trata, éste no adopta el criterio que atiende a la renta devengada efectivamente para determinar la capacidad contributiva de los sujetos obligados a abonarlo, como ocurre, v. gr., en la Ley 20.628, sino que, en el régimen del impuesto a la ganancia mínima presunta, a esa capacidad contributiva se la encuentra en la aptitud del activo para generar beneficios, criterio éste que, como ha sostenido la Corte, se aviene a la función social que posee el capital como instrumento de producción. En tales condiciones, la postura del a quo -quien dejó de lado la presunción absoluta de ganancia fijada por la título V de la Ley 25.063, con sustento en las reiterados quebrantos de la empresa- no resulta una razonable derivación de la mecánica general de ley ni de los fines perseguidos por el legislador al implantarla. Esta solución es la única que armoniza con el principio de separación de los poderes, que no consiente a los jueces el poder de prescindir de lo dispuesto expresamente por la ley respecto al caso, so color de su posible injusticia o desacierto. Tiene dicho la Corte que el examen de razonabilidad de las leyes, en punto a su constitucionalidad, no puede llevarse a cabo sino en el ámbito de las previsiones en ellas contenidas y de modo alguno sobre la base de los posibles o eventuales resultados obtenidos en su aplicación, pues ello importaría valorarlas en mérito a factores extraños y que, asimismo, la ausencia de una demostración, en el sentido de que en el caso concreto las normas impugnadas ocasionan el gravamen invocado, convierte en abstracto cualquier pronunciamiento acerca de su constitucionalidad. En tales condiciones, no se encuentra irrazonabilidad en la presunción de renta establecida pues, en principio, toma en consideración una inferencia lógica a partir de una manifestación de capacidad contributiva existente, como es el activo. Por el contrario, lo irrazonable y contrario al sentido común seria presumir que una explotación pueda subsistir con un activo improductivo. El impuesto a la ganancia mínima presunta resulta válido desde el punto de vista constitucional, sin perjuicio de la posibilidad de que el contribuyente demuestre que alguna cláusula en particular, en su concreta aplicación al caso, pudiera lesionar determinada garantía consagrada en el texto constitucional. Tal conclusión no se altera por la posibilidad de computar, como pago a cuenta del nuevo tributo, lo abonado en concepto de impuesto a las ganancias. Tal particularidad no desvirtúa el carácter absoluto de la presunción, ni puede conducir a negar el nacimiento de la obligación tributaria resultante, la cual se origina frente a la verificación en la realidad del presupuesto de hecho definido por la ley. La cancelación de la obligación tributaria del impuesto a la ganancia mínima presunta mediante la afectación de lo pagado en concepto de impuesto a las ganancias se evidencia así como una circunstancia ulterior al nacimiento del vínculo obligacional, que encuadra dentro de las amplias facultades que la Constitución reconoce al legislador para disponer lo pertinente respecto de las formalidades de percepción de los tributos, lo cual no altera el carácter de la presunción creada. Ello es posible pues la inviolabilidad de la propiedad no importa obstáculo para la aplicación de gravámenes que puedan conducir, sin mengua de su validez constitucional, a la aplicación de tributos en orden a gravar más intensamente bienes inexplotados o que los son de manera que no concuerden con los fines de desarrollo y promoción económicos que, reconocidos expresamente en la Constitución como atributos de los poderes federal y provinciales, han sido recordados en numerosos precedentes de la Corte. El legislador ha utilizado el impuesto a la ganancia mínima presunta como señal y acicate para que sus titulares adopten las decisiones y medidas que estimen adecuadas para reordenar o reorganizar su actividad, a fin de obtener ese rendimiento mínimo que la norma pretende ", tornándolo en un valioso instrumento de regulación, complemento necesario del principio constitucional que prevé atender al bien general, al que conduce la finalidad ciertamente extra fiscal de impulsar la expansión de las fuerzas económicas. Yerra el razonamiento del a quo, en tanto ha establecido que el impuesto a la ganancia mínima presunta deviene inconstitucional con fundamento en los sucesivos quebrantos de la actora. Tales contingencias no solo resultan ajenas a la mecánica del tributo sino que, precisamente, la gabela pretende gravar aquellos activos improductivos que no arrojen saldo a favor del Fisco frente al impuesto a las ganancias, pues el beneficio generado por los rentables es alcanzado por este último. Y el acierto o el error, el mérito o la conveniencia de la solución legislativa así adoptada no es materia sobre la cual el Poder Judicial deba pronunciarse.


    Hermitage S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Título 5 Ley 25.063 s/ Proceso de conocimiento


    H. 442, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Aduanas. Importaciones. Autodenuncia. Sanciones aduaneras. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente inadmisible, toda vez que de la sentencia apelada no se deriva una resolución que cause un gravamen actual y concreto al apelante.  La solución acordada al litigio sólo tiene por consecuencia la nulidad de lo actuado y la tramitación de un sumario, en el que podrá concluirse que el importador debe ser sancionado con penas más gravosas por no resultar aplicable el artículo 917 del Código Aduanero o, eventualmente, ser absuelto, circunstancia que determina que los agravios traídos a consideración de la Corte, por ser prematuros o meramente conjeturales, resulten inhábiles para provocar la apertura de esta instancia de excepción.


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Aduana c/ Fallo Aduanero Anco 1104/96 s/ Administración Nacional de Aduanas


    A. 470, XXXVI, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Resolución administrativa


    Nulidad de la resolución. Cómputo de intereses. Capitalización de intereses. Anatocismo. Ley federal. Modificación de la ley. 


    Leyes 11.683 y 25.239.


    Las liquidaciones que dieron origen a las impugnaciones efectuadas por el actor en sede administrativa versan sobre intereses resarcitorios calculados sobre obligaciones tributarias correspondientes a los años 1993 a 1996, que fueron ingresadas fuera de término, circunstancia que indica que son anteriores a la sanción de la Ley 25.239. En tales condiciones, el thema decidendum consiste en dilucidar si el artículo 18, 2° parte, de dicha ley, que introduce un agregado a continuación del cuarto párrafo del artículo 37 de la Ley 11.683, reviste carácter aclaratorio o modificatorio y, en caso de que se concluya en esta última hipótesis, si bajo el amparo de las disposiciones anteriores a aquella ley, el Fisco Nacional se encontraba habilitado a capitalizar los intereses resarcitorios no satisfechos por el contribuyente, mecanismo financiero denominado "anatocismo". La norma que agrega el artículo 18, 2° parte, de la Ley 25.239 no es aclaratoria, sino que, bajo tal apariencia, introduce una verdadera modificación, al establecer un concepto que el texto anterior del artículo 37 de la Ley 11.683 no contenía en forma específica, ni habría podido deducirse por su sola interpretación.  La pretensión de la apelante en el sentido de que los intereses resarcitorios no cancelados se conviertan en capital, independizándose así de su fuente para producir nuevos intereses, implica una mutación de la naturaleza de la deuda inaceptable en materia tributaria, por aplicación del principio de reserva o legalidad. En efecto, el texto anterior de la norma en cuestión enumeraba los conceptos que, ante la falta de pago, devengaban un interés resarcitorio, sin que estuviera contemplada expresamente la capitalización de los intereses no cancelados de ese tipo. Por otra parte, la pretensión de encuadrar los intereses impagos en la expresión "demás pagos a cuenta" empleada por el artículo 37 de la ley ritual no corre mejor suerte, pues resulta claro que aquellos no representan obligaciones de cumplimiento independiente, con individualidad y fechas de vencimientos propias, que el organismo fiscal puede exigir hasta el vencimiento de ese plazo general. En estas condiciones, la demandada, al capitalizar los intereses resarcitorios impagos y exigir el pago de nuevos intereses sobre ellos, modificó un elemento directamente determinante de la cuantía de la obligación impositiva que resultaba de las normas legales aplicables. En relación a este aspecto, la Corte sostuvo en el precedente de Fallos: 321:366 que "la jurisprudencia de esta Corte ha establecido categóricamente que los principios y preceptos constitucionales prohíben a otro Poder que el Legislativo el establecimiento de impuestos, contribuciones y tasas" y ha afirmado reiteradamente que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es, válidamente creada por el único poder del Estado investido de tales atribuciones. De acuerdo a lo expuesto, no sólo se descarta el carácter aclaratorio de la modificación introducida al artículo 37 de la Ley de Procedimiento Tributario por el artículo 18 de la Ley 25.239 sino también queda claramente determinado, de acuerdo al análisis comparativo efectuado entre ambas normas, que el texto anterior de la disposición citada no permitía al Fisco Nacional aplicar intereses resarcitorios sobre los intereses del mismo tipo no abonados por el contribuyente, circunstancia que ha sido correctamente advertida por la Cámara al efectuar el enfoque de la cuestión controvertida, en concordancia con la tradicional jurisprudencia del Alto Tribunal referida al principio de legalidad en materia tributaria.  Por otra parte, también el artículo 623 del Código Civil, aplicable en razón de la ausencia de una norma específica sobre el particular y en tanto no resulta incompatible con los principios rectores en materia fiscal, impone desestimar el reclamo de la recurrente de capitalizar los intereses que se devengan sobre el capital no pagado, habida cuenta que el caso no encuadra en las excepciones previstas en dicho precepto. Ello es así, pues, si bien dicha norma, luego de su reforma por la Ley 23.928, autoriza la capitalización de intereses con un criterio más amplio que en la anterior redacción, sigue limitándola a los supuestos expresamente contemplados por la norma, los que no pueden ser interpretados extensivamente y, en el caso de autos, es evidente que no podía haber acuerdo entre las partes ni un mandato judicial en este sentido.


    Valot, Eduardo Alfredo c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva - Resoluciones 23/3/99 y 31/5/99 s/ Dirección General Impositiva


    V. 197, XXXVII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XIII


    Derechos Humanos


    Desaparecidos


    Reparación económica para familiares de desaparecidos. Exposición de los hechos. Interpretación de la ley. 


    Remisión al fallo de la causa M. 580, L. XXXIV, ''Marino, Miguel Ángel c/ Ministerio del Interior (Subsecretaría de Derechos Humanos y Sociales)" (Fallos: 324:2934).


    Esta Procuración, al pronunciarse en dichos autos tuvo oportunidad de señalar que “la ausencia en la Ley 24.411 y en su reglamentación de una determinación precisa acerca del ámbito temporal en el que debieron ocurrir los hechos para acceder al beneficio extraordinario que instituyen, no autoriza a extenderlo irrazonablemente a cualquier período histórico en el que se haya producido una crisis institucional en la República..." y que “En tal orden de ideas, asiste razón al apelante en cuanto sostiene que, con el dictado de la Ley 24.411, el legislador previó una reparación especial sólo para quienes resultaron perjudicados por acciones ilegítimas producidas -durante el último gobierno de facto- por las fuerzas armadas, de seguridad o paramilitares, que derivaron en la desaparición forzada o en la muerte". Se sostuvo también que la relación que hace el legislador en los Arts. 1 y 2 -entre "desaparecidos" y "fallecidos"- "constituye una pauta interpretativa a los efectos de dilucidar si tuvo en miras reparar los hechos ocurridos en un lapso determinado o en un contexto histórico totalmente indefinido. En efecto, la citada vinculación se manifiesta en forma aún más patente en el inc. 2° del Art. 3 cuando, al determinar el procedimiento a seguir para la acreditación de la situación prevista en el Art. 2, dice que deberá realizarse -por cualquiera de los medios enunciados en el inc. 1° del Art. 3-, además del fallecimiento, que se probará con la partida de defunción pertinente. Del análisis de los medios de prueba a los que remite la norma -denuncia penal por privación ilegítima de la libertad, denuncia ante la Comisión Nacional sobre desaparición de Personas creada por Decreto 187/83 o ante la Subsecretaría de Derechos Humanos del Ministerio del Interior-, surge, evidente, que las hipótesis que abarca no son tan amplias...”.  Aparece manifiesto -agregó esta Procuración- "...que la Ley 24.411 ha venido a completar el cuadro normativo existente para otras hipótesis fácticas, con una finalidad reparatoria referida siempre a un mismo contexto histórico definido, circunstancia que impide dar por verificados los extremos requeridos por ella en el sub judice, sin que esto de ningún modo implique sustituir al legislador, antes bien, se trata de aplicar la norma tal como éste la concibió.


    Chávez, Carlos Ovidio y otros c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Ley 24.411 (Resolución 103/00)


    C. 1555, XXXIX, 18 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Pueblos originarios


    Tierras de los pueblos originarios. Resoluciones administrativas. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Si bien los agravios se remiten el examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho público local, los cuales constituyen materia propia de los jueces de la causa y ajenas, como regla, al recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la Ley 48, corresponde, hacer excepción a tal principio y habilitar la instancia cuando se ha prescindido de dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a las constancias del expediente y a las normas aplicables.  El a quo no tuvo en cuenta el argumento vertido por la actora al plantear el recurso jerárquico contra la Resolución 500/99 de la Secretaría General de la Gobernación y reiterado al deducir la acción de amparo, según el cual, la resolución 423/99 dio curso a peticiones de personas que solicitaban fracciones en áreas que aquélla había reclamado cuatro años antes, al igual que prescindió de la circunstancia referida a que, mientras estaba pendiente de resolver el recurso jerárquico que impugnaba el procedimiento previsto en esa resolución, se adjudicó mediante el Decreto N° 461/99 áreas que forman parte del reclamo original formulado en el año 1991. Estos cuestionamientos habrían resultado conducentes para la resolución de la causa y tornan arbitraria la sentencia. Análogas consideraciones merece la omisión del tribunal a quo de valorar el Acta Acuerdo celebrada entre la Dirección General de Adjudicaciones de Tierras Fiscales con los miembros de las comunidades aborígenes que habitan el territorio de los lotes fiscales 55 y 14, el 5 de diciembre de 1991, ratificada por el Decreto 2609/91 del Poder Ejecutivo local, por la cual la Provincia se compromete a respetar la solicitud de las etnias, en cuanto a que las superficies serán adjudicadas sin divisiones y mediante título único de propiedad y donde también acuerdan unificar los lotes aludidos para someterlos a un destino común. En tales condiciones, la sentencia debe ser descalificada con sustento en la doctrina del Tribunal que señala que es arbitrario el pronunciamiento cuando el a quo ha omitido examinar la cuestión fáctica esencial acerca de la cual las partes han producido pruebas cuya valoración resultaba inexcusable para la determinación de las circunstancias comprobadas de la causa y para la posterior aplicación del derecho vigente, pues, si bien los jueces no están obligados a ponderar exhaustivamente todas las pruebas agregadas, no pueden prescindir de examinar aquellas oportunamente propuestas y susceptibles de incidir en una diversa decisión final del pleito. También el pronunciamiento debe ser descalificado con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que el tribunal a quo prescindió de aplicar las disposiciones de derecho público local invocadas por la actora, con menoscabo del derecho de defensa en juicio, pues efectuó una interpretación restrictiva que equivale a prescindir de la norma aplicable y desconoce expresas disposiciones del Decreto 1467/90, con afectación de derechos que cuentan con amparo constitucional. Ello es asi, pues el a quo se limitó a afirmar que la notificación cursada a los ocupantes no relevados ha seguido en forma fiel el trámite previsto en el artículo 23 de la ley citada y los artículos 12, 13 y 14 de su reglamentación, sin mencionar siquiera la situación de los ocupantes relevados, para los cuales el Decreto 1467/90 prevé que deben ser notificados personalmente por notificadores -ad hoc-, circunstancia no resuelta por el tribunal pese a que había sido puesta de manifiesto desde sede administrativa, al impugnarse la Resolución 423/99, con sustento en que la falta de notificación en la forma allí prescrita afectaba los derechos de los pobladores aborígenes que no saben leer ni escribir y habitan en zonas marginales alejadas de las ciudades, donde carecen de medios de información tales como el boletín oficial y periódicos locales.  La sentencia recurrida ha extinguido la acción entablada sin suficientes fundamentos jurídicos y fácticos que lo autorice y, de tal modo, sólo satisface en forma aparente la necesidad de ser derivación razonada del derecho vigente con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo cual corresponde que sea descalificada como acto jurisdiccional válido. Máxime, cuando no se advierte utilidad en la sustanciación de otro proceso con más debate y prueba, al cual no han de aportarse más datos conducentes para la solución del caso que los que obran en el presente litigio. La configuración de los vicios enunciados justifica la apertura del remedio federal, toda vez que pone de manifiesto la relación directa e inmediata existente entre lo resuelto y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas.


    Asociación de Comunidades Aborígenes Lhaka Honhat c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Salta


    A. 182, XXXVII, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Desaparecidos. Reparación económica para familiares de desaparecidos. Cuestiones de hecho y prueba. Concesión errónea del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    El remedio federal es formalmente inadmisible y fue incorrectamente concedido pues, si bien los agravios vertidos en él afirman la existencia de una controversia respecto a la interpretación de normas federales, en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo del a quo, cuya evaluación es materia privada de los jueces de la causa y, por ende, ajena en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la ley 48. La Cámara ponderó no sólo las circunstancias en que se produjo el fallecimiento, sino que también examinó las pruebas que lo acreditaban, a la luz del principio interpretativo que consagra el art. 6 de la ley 24.823 y, sobre tales bases, si bien con argumentos sintéticos pero que transponen el umbral exigido para ponerlo a resguardo de una eventual tacha de arbitrariedad, consideró que no se configuraba en el caso alguna de las situaciones previstas de la ley 24.411 para otorgar el beneficio extraordinario.


    Balmaceda, Juana c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Ley 24.411 (Resolución 84/00)


    B. 1085, XXXVIII, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Carga de la prueba. Interpretación de la ley. Finalidad de la ley. Cuestiones de hecho y prueba. Confirmación de sentencia. 


    Más allá que la ley 24.411 tenga una finalidad reparadora de situaciones injustas vividas en una época de la historia nacional, en tanto otorga un beneficio extraordinario a los causahabientes de las personas que, al momento de su sanción, estuvieren en estado de desaparición forzada (art. 1°), ello no obsta a que el peticionario deba probar el sustento de su reclamo y que se encuentra dentro del ámbito de aplicación de la mencionada ley. La carga de acreditar que se cumplan los recaudos legales pesa sobre los solicitantes del beneficio, tal como expresamente lo prevé el reglamento de la ley 24.411 (art. 6°, cuarto párrafo, del decreto 403/95), al margen, claro está, del deber de la Administración de buscar la verdad jurídica objetiva y lograr que la finalidad legislativa se cumpla de la mejor manera.  Si bien la ley 24.823 introdujo un segundo párrafo al art. 6° de la ley 24.411, con el objeto de subsanar la dificultad que existe en muchos supuestos de obtener las pruebas suficientes para acreditar los hechos contemplados para el otorgamiento del beneficio, ello no significa que libere al particular de acreditar los extremos ahí requeridos, sino que simplemente tiende a facilitar el cumplimiento de ciertos recaudos contemplados en el régimen original, para obtenerlos en caso de duda conforme al principio de la buena fe.


    Dalla Fontana, Liliana Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Ley 24.411 (Resolución 868/00)


    D. 1680, XXXVIII, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Interpretación de la ley. Finalidad de la ley. Revocación de sentencia. 


    La Corte, en la tarea de esclarecer la inteligente de aquel tipo de normas, no se encuentra limitada por las posiciones del a quo ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado. La ley 24.411 otorga un beneficio extraordinario a los causahabientes de las personas que, al momento de su sanción, estuvieren en estado de desaparición forzada (art. 1°).  Asimismo, la ley 24. 823 introdujo varias modificaciones al régimen original y, en lo que interesa aquí, agregó un segundo párrafo al art. 6°, donde dispone que en el caso de duda sobre el otorgamiento de la indemnización prevista en esta ley, deberá estarse a lo que sea más favorable al beneficiario o a sus causahabientes o herederos, conforme al principio de la buena fe.  La sentencia apelada no respetó la intención del legislador, pese a que ella resulta pertinente para la adecuada solución al litigio, ni extremó los recaudos interpretativos que exige la ley para evaluar y ponderar si la peticionaria cumplía con los requisitos exigidos para obtener la reparación que consagra la ley 24.411.


    Drangosch, Alicia Raquel Puchulu de c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Ley 24.411 (Resolución 339/01) s/ Daños y perjuicios


    D. 561, XXXVII, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa: M. 1041, L. XXXVII, “Massad Said, Carlos y otro c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos – Ley 24.411 (Resol 236/01)”.


    Farias, Áurea c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos – Ley 24.411 (Resolución 236/01)


    F. 175, XXXVIII, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa: M. 1041, L. XXXVII, “Massad, Said Carlos y otro c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos – Ley 24.411 (Resol 236/01)”.


    Fernández, Emilia c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos – Ley 24.411 (Resolución 236/01)


    F. 635, XXXVII, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Beneficios para detenidos a disposición del Poder Ejecutivo Nacional. Interpretación de la ley. Finalidad de la Ley. Cuestiones de hecho y prueba. Confirmación de sentencia. 


    Los beneficios previstos por la ley 24.043 se conceden a las personas que durante la vigencia del estado de sitio hubieran sido puestas a disposición del Poder Ejecutivo Nacional, por decisión de éste, o que siendo civiles hubieren sufrido detención en virtud de actos emanados de autoridades militares (art. 1°). En ese sentido cabe resaltar la voluntad del legislador fue “hacer justicia a todos aquellos que sufrieron una detención ilegal”. En virtud de tales premisas, la ley 24.043 no abarca a las condenas impuestas por infracciones y delitos previstos en la legislación militar y, en consecuencia, que la sentencia apelada se ajusta a derecho y debe ser confirmada, toda vez que el actor no se lo privó de su libertad por una orden ilegítima, sino que ello fue producto de la condena que le impuso un tribunal competente, a cuya jurisdicción estaba sujeto por revestir estado militar, en un proceso que, además, fue controlado por los magistrados del Poder Judicial. El actor, al momento de ser condenado, no revestía la condición de “civil” que exigen los arts. 1° y 2°, inc. b) de la ley 24.043 para acceder al beneficio que ahí se instituye, lo cierto es que la Corte consideró que estaban excluidas del ámbito de aplicación de la mencionada ley las detenciones ordenadas por tribunales judiciales.


    López, Osvaldo Antonio c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos Artículo 3 Ley 24.043 (Resolución 51/01)


    L. 686, XXXVIII, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Desaparecidos. Reparación económica para familiares de desaparecidos. Interpretación de la ley. Finalidad de la ley. Denegación del beneficio. Confirmación de sentencia. 


    La ausencia en la ley 24.411 y en su reglamentación de una determinación precisa acerca de las circunstancias en las que debieron ocurrir los hechos para acceder al beneficio extraordinario que instituyen, no autoriza a extenderlas irrazonablemente a cualquier evento que se haya producido en el período histórico que comprende. La inteligencia de las leyes debe tener en cuenta el contexto general y los fines que las informan y, a ese objeto, la labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento de sus términos que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, extremos que no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal, precisamente, para evitar la frustración de los objetivos de la norma. La Corte ha establecido que no se trata de desconocer la palabra de la ley, sino de dar preeminencia a su espíritu, y sus fines, al conjunto armónico del ordenamiento jurídico y a los principios fundamentales del Derecho en el grado y jerarquía en que éstos son valorados por el todo normativo, cuando la inteligencia de un precepto, basada exclusivamente en la literalidad de uno de sus textos, conduzca a resultados concretos que no armonicen con los principios de hermenéutica enunciados, arribe a conclusiones reñidas con las circunstancias singulares del caso o a consecuencias notoriamente contradictorias. Los medios de prueba detallados en el art. 3 de la ley 24.411, constituyen una buena pauta interpretativa para sostener que el legislador sólo tuvo en miras reparar determinados eventos, claramente definidos, los que no se compadecen con las circunstancias del sub judice. En el mismo sentido, una pauta no menor de interpretación, es la que surge del art. 2° del Anexo I del decreto 403/95 que aclara  que a los efectos del artículo 2 de la ley, se entenderá por grupo paramilitar sólo aquellos que actuaron en la lucha antisubversiva sin identificación de su personal mediante uniformes o credenciales. La ley 24.411 tiene la finalidad de reparar sólo ciertos y determinados eventos ocurridos en un contexto histórico definido, sin que esto implique sustituir al legislador, se trata de aplicar la norma tal como éste la concibió.


    Massad Said, Carlos y otro c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos – Ley 24.411 (Resolución 236/01)


    M. 1041, XXXVII, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa M. 1041, L. XXXVII, “Massad Said, Carlos y otro c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos – Ley 24.411 (Resol 236/01)”.


    Pizarro, Ramón Eduardo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Ley 24.411 (Resolución 236/01)


    P. 798, XXXVII, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa: M. 1041, L. XXXVII, “Massad Said, Carlos y otro c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos – Ley 24.411 (Resol 236/01)”.


    Salguero, Beatriz Rosario c/ Ministerio de Juticia y Derechos Humanos - Ley 24.411 (Resolución 236/01)


    S. 1999, XXXVIII, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Beneficios para detenidos a disposición del Poder Ejecutivo Nacional. Personal militar. Interpretación de la ley. Interpretación literal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El actor no revestía la condición de “civil” en los términos de los arts. 1° y 2°, inc. b) de la ley 24.043. La ley 17.531, vigente al tiempo en que se produjeron los hechos, disponía que los argentinos convocados para prestar el servicio de conscripción tendrán estado militar desde el momento en que efectúen su prestación, voluntaria o no, ante la autoridad militar, a los efectos de la asignación de destino (art. 13).  La Corte tiene dicho que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra y que cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas en ellas y, sobre tales bases, concluyó que el “estado militar” se adquiere con independencia de si la prestación –que tiene por objeto la asignación de destino- es el resultado de una decisión libre y espontánea o si no lo es.


    Siboldi, Ulises Néstor c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Artículo 3° Ley 24.043 (Resolución 826/00)


    S. 2455, XXXVIII, 09 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Puesta a disposición del Poder Ejecutivo Nacional. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Exceso ritual manifiesto. Admisibilidad del recurso. 


    Los planteos relacionados con la arbitrariedad en que habría incurrido la decisión impugnada suscitan cuestión federal bastante para su consideración por la vía intentada pues, aunque remitan al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, materias que resultan ajenas -como regla y por su naturaleza- al remedio del art. 14 de la ley 48, ello no es óbice para que la Corte pueda conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción al principio con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con éstas se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, al exigir que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. La ley 24.043 tiene una finalidad reparadora de situaciones injustas vividas en una época de la historia nacional, tal como surge de los debates parlamentarios que precedieron a su sanción y lo señalaron tanto la Procuración General como la Corte en numerosas oportunidades. El legislador expresamente ha contemplado que los arrestos domiciliarios o el régimen de libertad vigilada no serán considerados como cese de detención para el cómputo del lapso comprendido en el beneficio legal. La decisión impugnada satisface sólo en apariencia la exigencia constitucional de que los fallos tengan fundamentos serios para que no menoscaben la garantía del debido proceso.  Por ello, la sentencia apelada exhibe defectos de fundamentación que la descalifica como acto judicial valido y que se da la relación directa e inmediata entre lo resuelto y las garantías constitucionales invocadas.


    Suárez, Marta Herminia c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Artículo 3 Ley 24.043


    S. 2731, XXXVIII, 03 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Terrorismo. Reparación económica para familiares de desaparecidos. Responsabilidad del estado. Interpretación de la ley. Confirmación de sentencia. 


    No asiste razón el apelante cuando cuestiona la inteligencia dada por el a quo a las normas en cuestión, al sostener que el decreto 403/95 reglamenta de manera irrazonable la ley 24.411 porque distingue entre personas desaparecidas o muertas en el marco de la lucha antisubversiva o como consecuencia del obrar subversivo, y aduce que tal distinción resulta violatoria de la garantía de igualdad del art. 16 de la Constitución Nacional. El decreto señala que "se entenderá por paramilitar solo aquellos que actuaron en la lucha antisubversiva sin identificación de su personal mediante uniformes o credenciales", además de precisar los alcances del beneficio, excluyendo a quienes hubieren fallecido por el accionar de grupos que no tuvieron aquella finalidad, lo que se ajusta a la jurisprudencia del Tribunal que indica que "la conformidad que debe guardar un decreto respecto de la ley no consiste en una coincidencia textual entre ambas normas, sino de espíritu, y que, en general, no vulneran el principio establecido en el art. 99, inciso 2, de la Constitución Nacional, los reglamentos que se expidan para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con que la ley haya sido sancionada. Asimismo, la ley 24.411 se integra a un plexo normativo constituido por las leyes 24.043, 24.321, 24.436, 24.499 y 24.823, que tuvieron por fin materializar la decisión política adoptada por el Poder Ejecutivo Nacional ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de propiciar la sanción de una ley especial que contemple y de satisfacción, por razones de equidad, a quienes habían sufrido privaciones de libertad arbitrarias, durante el último estado de sitio y la muerte o desaparición forzada, evitando el riesgo de que nuestro país fuera sancionado internacionalmente por violación al art. 44 de la Convención Americana de Derechos Humanos, aprobada mediante la ley 24.054. En igual sentido, del dictamen de las Comisiones parlamentarias que consideraron el proyecto de aquella ley surge que el beneficio se estableció “para los causahabientes de personas desaparecidas o que hubieran fallecido como consecuencia de la represión de las fuerzas armadas, de seguridad o de cualquier grupo paramilitar con anterioridad al 10 de diciembre de 1983".  El hecho de que la situación del causante no encuadre en el sistema especial de resarcimiento previsto por la ley 24.411, deja subsistente la posibilidad de reclamar, por otras vías, su derecho a una "indemnización justa", reconocido en el art. 21, inc. 2°, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de jerarquía constitucional (art. 75, inc. 22, de la Constitución Nacional), y en el marco cognoscitivo de nuestro derecho interno, tanto en lo que respecta a la acción penal como a la responsabilidad del Estado o de los particulares que intervinieron en el hecho (arts. 1084 y 1112 del Código Civil y 29, inc. 1°, del Código Penal). En cuanto a la garantía consagrada por el artículo 43, tercer párrafo, de la Constitución Nacional –y en el inciso 1° del artículo 13 de la Convención Americana sobre derechos Humanos- y de acuerdo a la interpretación amplia de la Corte, los descendientes del fallecido podrán ejercer su derecho a la información objetiva, esto es, a conocer -y a reclamar- todos los datos que existieran respecto del homicidio del que fue víctima su padre  ante las autoridades administrativas y judiciales que correspondan, incluida la misma Subsecretaria de Derechos Humanos, donde se originó el expediente. Derecho a la verdad que ha sido propiciado, defendido y alegado por la Procuración General al imponerse el deber ético "de ser solidaria con las víctimas, lo que implica buscar las alternativas institucionales más adecuadas para paliar o disminuir su sufrimiento".


    Oharriz, Martin Javier c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Recurso Extraordinario - Ley 24.411(Resolución 111/90)


    O. 158, XXXVII, 26 de febrero de 2003


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


    



    CapítuloXIV



    Economía y Finanzas


    Acción de amparo


    Depósito bancario. Disponibilidad de los depósitos. Ley de emergencia económica. Inconstitucionalidad. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 2507, L. XXXVIII, "Beratz, Mirta Ester c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo - medida cautelar".


    Las críticas que los apelantes formulan contra el fallo que declaró la inconstitucionalidad de las normas que restringen la libre disponibilidad de los depósitos de los actores atrapados en el sistema financiero, encuentran adecuada respuesta en el aludido dictamen. Empero, en lo referente al alcance del sistema cuestionado a la entidad mutual no resulta ocioso destacar, pese a que ésta ya habría cumplido con las devoluciones ordenadas, que este Ministerio Público comparte el criterio de que no pueden ser consideradas este tipo de instituciones en un pie de igualdad con las entidades financieras, ya que se rigen por otro sistema legal, carecen de finalidades estrictas de lucro y están obligadas por ley a guardar los depósitos en los bancos, los que en la especie han venido a quedar insertos en el ordenamiento que se cuestiona y cuya inconstitucionalidad se postula.


    Amuy, Horacio Marcelo c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    A. 637, XXXIX, 12 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución de sentencia


    Daños y perjuicios. Indemnización. Régimen de consolidación de deudas. Ley nacional. Ley provincial. Ley de emergencia económica. 


    La Corte tiene dicho que la posibilidad de invocar normas locales en la instancia originaria, que en definitiva resultan un impedimento a la ejecución de las sentencias que son dictadas por la Corte, ha sido resuelta en reiteradas oportunidades y ha obtenido un resultado adverso. Asimismo, sostuvo que el ejercicio de esta jurisdicción constitucional, exclusiva y excluyente, no puede ser limitada ni restringida por normas provinciales sin riesgo de afectarla seriamente y que la aplicación de un límite, aun temporal, que afecte la ejecución, queda abarcada por el principio más general de que por medio de la legislación ordinaria no puede obstaculizarse dicha jurisdicción. Sin embargo, al examinar la posibilidad de oponer normas provinciales de consolidación en el trámite de ejecución de sentencias dictadas en juicios originarios, manifestó que nada impide su aplicación en esta instancia en la medida en que no le presente un conflicto con el artículo 31 de la Constitución Nacional y que dicho extremo impone la obligación de que los interesados se ajusten a sus disposiciones para percibir los créditos correspondientes. La ley 12.836 fue dictada en el marco de la emergencia que se declaró a través de la 12.727, que expresamente se adhiere a la ley Nacional 25.344, en virtud de lo dispuesto por su art. 24. Aunque no cabe aquí analizar si los regímenes de consolidación de deudas provinciales pueden ser dictados en ejercicio de facultades no delegadas al Congreso Nacional por tratarse de cuestiones de derecho público local, ni la eventual invalidez del ejercicio de los poderes de emergencia económica, cierto es que las leyes aludidas se dictaron con fundamento en la invitación formulada por la ley nacional, circunstancia que implica una suerte de autolimitación para el gobierno local, que le impedía apartarse de dicho ordenamiento introduciendo alteraciones que significaran condiciones más gravosas para los acreedores, pues el art. 19 de la ley 23.982 resulta aplicable al nuevo régimen de acuerdo a lo dispuesto por su art. 13. Habida cuenta de ello, las disposiciones de la ley 12.836 han obviado tal impedimento. En primer lugar, se extiende más allá de lo permitido, al abarcar un período superior al previsto por la ley 25.344. Esta diferencia, si bien no incide en cuanto a la consolidación del crédito de los actores, ocasiona un serio perjuicio a los interesados. En segundo término, la legislación nacional establece que las obligaciones consolidadas quedan sujetas a los recursos que anualmente contenga la ley de presupuesto de cada año para hacer frente al pasivo consolidado, siguiendo el orden de prelación y cronológico que prevén los arts. 7 y 8 de la ley 23.982, en un plazo máximo de 16 años para las deudas en general o, alternativamente, los acreedores pueden suscribir a la par bonos de consolidación en moneda nacional. En cambio, la norma local establece como única posibilidad el pago mediante títulos públicos que deben suscribirse a la par, por el importe total de los créditos, en moneda nacional. Además, el poder ejecutivo provincial sólo está autorizado a emitir los bonos mencionados hasta un importe equivalente al quince por ciento del cálculo de recursos de la Administración Central vigente al momento de emitirlos, sin explicar en qué situación quedarían las deudas restantes ni otorgar alternativa alguna en cuanto a la forma de cancelación, lo que hubiera permitido al acreedor, quien se ve sometido a un sistema de excepción, adoptar la conducta que finalmente menos lo perjudique. Se verifica la colisión mencionada con el art. 31 de la Constitución Nacional, pues el ordenamiento provincial no sólo no se compadece con su antecedente nacional al que adhiere, sino que, además, impone mayores restricciones a los derechos de quienes deben percibir créditos del Estado local, extremo que se encuentra expresamente prohibido.


    Vergnano de Rodríguez, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    V. 128, XXXV, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo


    Cuenta corriente con saldo deudor. Cómputo de intereses. Cuestión de derecho común. Fundamentación del recurso. Argumento de las partes. Discrepancia del recurrente. 


    Las conclusiones del a quo no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio. En este orden, las críticas del quejoso, expuestas en su generalidad de manera dogmática, solo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Se observa, asimismo, que reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho y derecho común. La insistencia del recurrente en invocar la autonomía del juicio ejecutivo y la ausencia de intereses en el certificado de saldo deudor que le sirve de base, resulta una mera discrepancia con los argumentos del juzgador en orden, por un lado, a que se encuentra firme y consentida la sentencia que mandó llevar adelante la ejecución hasta el completo pago del capital, intereses y costas, y por otro, a que el cómputo de intereses se adecua a lo dispuesto por el artículo 622 del Código Civil, conforme al cual, el deudor moroso debe los intereses que estuviesen convenidos en la obligación. El apelante se limita a criticar, por elevada, la cifra correspondiente a intereses aprobada en autos, pero omite referirse a los motivos por los que se arribó a dicha cifra, así como tampoco indica cuál sería a su criterio el importe que debiera abonarse por tal concepto, la tasa a aplicar y el procedimiento a seguir para arribar al resultado al que él aspiraría.  Corresponde recordar, finalmente, la abundante jurisprudencia de la Corte en orden a que la determinación de los intereses constituye una cuestión de hecho y de derecho común, propia de los jueces de la causa, y ajena, como regla, a la instancia extraordinaria.


    Banco de Crédito Argentino S.A. c/ Bazán, Ranulfo Eduardo


    B. 410, XXXVII, 16 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Ley de desindexación


    Aplicación de la ley. Obligaciones de dar sumas de dinero. Consolidación de deudas. 


    En Fallos 318:1012 el Tribunal estableció que la Ley 24.283 es aplicable a las obligaciones de pagar sumas de dinero, pues su simple lectura, cuando se refiere "al valor de una cosa 'o' bien 'o' cualquier prestación", no ofrece dudas al intérprete acerca del ámbito material omnímodo establecido por el legislador; y en Fallos: 320:2829 se resolvió que aquella Ley y el Decreto 794/94 no excluyen las obligaciones dinerarias que son objeto de consolidación.  En ambos precedentes se destacó que la ley de desindexación tiene por finalidad evitar la situación de inequidad y de injusticia producida por la actualización e indexación de deudas cuando la prestación a cumplir entre deudor y acreedor son manifiestamente desproporcionadas. Al considerar que es inaplicable la ley de desindexación porque lo que se persigue es el quantum de la indemnización y no la restitución de los objetos desaparecidos, la Cámara ha acotado el ámbito material de la ley, a la par que ha omitido fundar adecuadamente la aplicación al caso del artículo 4° de su Decreto reglamentario 794/94. Lo decidido no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa, lo que pone de manifiesto que media relación directa e inmediata entre lo debatido y lo resuelto y las garantías constitucionales conculcadas.


    Estado Nacional (Comando en Jefe de la Fuerza Aérea) c/ Aguirre, Roberto Tito


    E. 133, XXXVII, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Recurso de inaplicabilidad de ley


    Régimen de consolidación de deudas. Ley de emergencia económica. Inconstitucionalidad. Ley local. Impuestos provinciales. Deuda pública. Aportes sindicales. Denegatoria del recurso. 


    Mediante el dictado de la ley 6.546 la Provincia de Santiago del Estero ha consolidado las obligaciones a su cargo en virtud de la facultad de adherirse que otorga el art. 24 de la 25.344, circunstancia que impone la obligación de que los interesados se ajusten a sus disposiciones y a los mecanismos administrativos previstos por la ley a fin de percibir los créditos que les son reconocidos. La Corte tiene dicho que no es óbice a lo expuesto el argumento según el cual la ley cuestionada no puede ser opuesta por el Estado provincial en la jurisdicción originaria de la Corte Suprema, pues nada impide su aplicación en la medida en que no se presente un conflicto con el art. 31 de la Constitución Nacional, extremo que no ocurre en el sub lite, puesto que, en todo caso, las modificaciones introducidas a la regulación de las relaciones entre deudor y acreedor han tenido lugar en virtud de una delegación efectuada por una ley nacional. La ley local en cuestión no ha excluido las deudas por aportes sindicales del particular régimen legal, en la medida en que no efectúa distinciones al respecto y, por lo demás, la Ley Nacional 23.982 al establecer el orden de prelación en que se imputarán los recursos destinados al pago de los créditos reconocidos, incluyó expresamente a los "aportes y contribuciones previsionales, para obras sociales y a favor de los sindicatos". Tampoco resulta admisible el argumento referido al carácter de agente de retención de la Provincia, en los términos del art. 38 de la Ley 23.551, puesto que, además de la expresa mención de las cuotas sindicales en el régimen de consolidación, la norma citada dispone que, en caso de que el empleador no cumpla con su obligación, se lo considera deudor directo, condición que asume a modo de sanción, circunstancia que impide concluir en el sentido que pretende la actora. Respecto de las apreciaciones sobre la invalidez constitucional de la Ley 25.344 no son atendibles, toda vez que su genérica alegación no puede tenerse como un planteamiento fundado en tal sentido. La declaración de inconstitucionalidad de un precepto legal es un acto de suma gravedad institucional, que debe ser considerado como la última ratio del ordenamiento jurídico, y que su procedencia requiere que el pedido pertinente tenga un sólido desarrollo argumental y contar con fundamentos de igual carácter. Y, si bien es cierto que, a partir de Fallos 324:3219, el Tribunal admitió la posibilidad de que los jueces declaren de oficio la inconstitucionalidad de las leyes, de tal suerte que modificó su doctrina tradicional sobre la materia, en el sub lite no se cumplen los recaudos exigidos en el considerando 10) del voto mayoritario de ese precedente, para considerar legítimo el ejercicio de tal facultad. La Corte reiteradamente ha declarado con relación a la ley 23.982 -y ello resulta plenamente aplicable a la ley 25.344- que, a fin de analizar su validez constitucional, es imprescindible tener en cuenta su carácter de legislación de emergencia, así como que la restricción que aquélla impone al ejercicio normal de derechos patrimoniales tutelados por la Constitución debe ser razonable, limitada en el tiempo y constituir un remedio a la grave situación excepcional, sin provocar la mutación en la sustancia o esencia del derecho reconocido.


    Asociación de Trabajadores del Estado c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Ejecución


    A. 560, XXXIII, 30 de abril de 2003


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Obras sociales. Régimen de consolidación de deudas. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Es formalmente admisible el recurso extraordinario deducido contra el pronunciamiento que consideró a la Obra Social para la Actividad Docente excluida de las prescripciones de la Ley 25.344, pues se halla en juego la interpretación de normas federales -Leyes 23.982 y 25.344- y la decisión impugnada ha sido contraria al derecho que el recurrente sustenta en dicha normativa. La deuda si bien ha sido contraída con anterioridad a la transformación de la obra social, es posterior al dictado de las Leyes 23.982 y 24.070 que la comprendían sólo respecto de aquellas deudas contraídas en el marco de la emergencia del Estado y hasta el 1° de abril de 1991, y no como ocurre en el caso con posterioridad a dicha fecha. Es así, que cuando se dictó la resolución 6108-0148/96 del Instituto Nacional de Obras Sociales y la Administración Nacional del Seguro de Salud, que declaró operada la transformación de la Obra Social para la Actividad Docente, al 23 de diciembre de 1996, y la encuadró en el Art. 1°, inciso h) de la Ley 23.660, en su Art. 6° expresamente establece que la Obra Social emergente de la transformación se hace cargo de todos los activos y pasivos de su antecesora, con excepción de los consolidados con arreglo a las Leyes 23.982 y 24.070. Todas las deudas posteriores al 1° de abril de 1991 –fecha de consolidación de pasivos conforme la citada normativa- hasta el 23 de diciembre de 1996, en que operó la aludida modificación, fueron asumidas por la continuadora del ente estatal, y por ende no comprendidas dentro de la citada consolidación. La Ley 25.344 fue dictada con posterioridad, y prorroga la emergencia económica del Estado Nacional y entes comprendidos dentro de su órbita, ámbito en el cual ya no se encontraba incluida la demanda, conforme se desprende de la citada resolución, razón por la cual en modo alguno corresponde incluírsela dentro de las previsiones del Art. 13 y consolidar su deuda, cuando la misma había sido expresamente traspasada al nuevo ente, a quien se trasladó tanto el activo como el pasivo, contraído con posterioridad al 1° de abril.


    Tecnología Médica S.A. c/ Obra Social para la Actividad Docente s/ Incumplimiento de Prestación de Obra Social


    T. 765, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Régimen de consolidación de deudas


    Deudas consolidadas. Honorarios. Astreintes. Intereses. Sanciones conminatorias. 


    Precedente de Fallos 320:186; y sentencia de las causas: E. 151, L. XXXVII, "ELMA S.A. c/ Pratti Vázquez Iglesias S.A. s/ Cobro de pesos" y G. 728, L. XXXVII, "Gualtieri, Victoria América c/ Estado Nacional Sec. de Ind. del Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos s/ Amparo Ley 16.989".


    Si bien las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el artículo 14 de la ley 48, ello admite excepciones cuando lo decidido pone fin a lo discutido y causa un gravamen de imposible reparación ulterior, extremo que se verifica cuando se deniega la inclusión de los créditos en el régimen de consolidación. El planteo en examen ha puesto en juego la interpretación que corresponde asignar a una norma de carácter federal (ley 25.344) y la sentencia del superior tribunal ha sido contraria al derecho que la recurrente fundó en ella. La liquidación de intereses se refiere a agravios que suscitan el análisis de cuestiones de hecho y de derecho común, que constituyen materia propia de los jueces de la causa y encuentran suficiente apoyo en la sentencia impugnada por lo que no es factible de ser revisado por vía excepcional.  En cuanto a la sanción impuesta por el juez en ejercicio de las facultades que le acuerda el artículo 37 del CPCCN si bien no asiste razón al recurrente en punto a que deben consolidarse, tampoco son atendibles los argumentos de la alzada para considerar a las astreintes como no comprendidas en la ley de consolidación.  Sobre el particular, en los precedentes citados, se sostuvo que las sanciones conminatorias no se encuentran comprendidas en el régimen de consolidación de deudas de la Ley 23.982, al que remite el artículo 13 de la Ley 25.344, en razón del fin perseguido por el instituto y su naturaleza compulsiva, toda vez que, de lo contrario, se privaría a los jueces de uno de los instrumentos legalmente conferidos para ejercer su imperium. Por el contrario, en cuanto a los honorarios, asiste razón al quejoso, pues, el criterio sentado por la Corte exige atenerse a la fecha en que se realizaron los trabajos profesionales que configuraron la causa de la obligación de pagar los emolumentos cuya consolidación se controvierte y no la de la fecha de su regulación, de lo que se deduce que lo adeudado por el Estado Nacional y por Obras Sanitarias de la Nación (en liquidación) estaba consolidado por aplicación de la Ley 25.344. Ello es así, no sólo en virtud del carácter de orden público que tiene expresamente asignado el régimen, sino porque este ordenamiento comprende a las obligaciones de los entes en liquidación.


    Ingeniero Oscar A. Diez S.A.I.C. c/ Obras Sanitarias de la Nación


    I. 160, XXXVIII, 26 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios


    Bonos de consolidación. Cuestión de derecho público local. Cuestión no federal. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Es aplicable analógicamente en la especie, la doctrina sustentada por la Corte, respecto a no conceder la vía excepcional cuando se trate de la declaración de inconstitucionalidad e inaplicabilidad de la Ley 23.982, en aquellos juicios en los cuales la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires sea parte, desde que esa ley cuando es aplicada en dicho ámbito debía considerarse dictada en ejercicio de facultades legislativas que corresponden al Congreso en los términos del artículo 75, inc. 30 de la Constitución Nacional y, en consecuencia, revestía el carácter de derecho público local, con lo que no correspondía hacer lugar al recurso impetrado, ya que lo relativo a las leyes locales no constituye cuestión federal apta para sustentar el remedio intentado. La doctrina de la arbitrariedad no tenía por objeto convertir a la Corte en un Tribunal de tercera instancia ordinaria, a fin de corregir fallos equivocados o que se reputasen de tales, sino cubrir casos excepcionales en los que -deficiencias lógicas de razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo- impidiesen considerar el pronunciamiento de los jueces como la sentencia fundada en ley a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. El pronunciamiento en crisis está debidamente fundado y la mera discrepancia con lo allí resuelto no constituía sentencia arbitraria en los términos requeridos por el más Alto Tribunal, razón por la cual debe rechazarse el recurso extraordinario deducido.


    Serra, Fernando Horacio y otro c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de honorarios


    S. 1091, XXXVI, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Sistema financiero


    Conversión de moneda. Depósito bancario. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. Revocación de sentencia. 


    Precedente de Fallos: 315:123.


    La doctrina del Tribunal sobre los requisitos jurisdiccionales ha subrayado que la inexistencia de éstos es comprobable de oficio y que su desaparición importa la del poder de juzgar, la que está en consonancia con aquella otra que indica que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Por aplicación de tales principios, y dado que la situación aquí planteada es sustancialmente análoga a la de Fallos: 315:123, resulta inoficioso que la Corte se expida sobre el recurso extraordinario interpuesto, toda vez que la conducta de los actores, que importa una renuncia explícita al derecho cuya consagración por la sentencia apelada dio fundamento al remedio federal, determina que la Corte no deba entender en este último, por cuanto la ausencia de interés, exteriorizada por los beneficiarios del fallo recurrido, convierte en abstracto el pronunciamiento requerido al Tribunal sobre la cuestión de fondo discutida. Asimismo, al igual que lo resuelto en el precedente indicado, corresponde dejar sin efecto la sentencia apelada, pues su subsistencia causaría a los apelantes un gravamen no justificado, en la medida en que no cabe descartar que alguna consecuencia gravosa para ellos pudiera ser extraída de una sentencia declarativa de inconstitucionalidad que no pudo ser revisada por la conducta de los actores.


    C., María Enriqueta viuda de T. y de su hijo A. T. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Banco Salta S.A. Grupo Macro s/ Amparo – Medida cautelar


    C. 880, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XV


    Salud Pública


    Acción de amparo


    Servicio Nacional De Sanidad Animal. Poder de policía. Control zoosanitario. Control de razonabilidad. Cuestión federal. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es admisible, toda vez que se encuentra en tela de juicio la inteligencia y validez de normas de carácter federal -Programa Nacional de Lucha contra la Fiebre Aftosa aprobado por ley 24.305 y su decreto reglamentario 643/96- y la decisión del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que el apelante funda en ellas. Encontrándose en discusión el alcance que cabe asignar a una norma de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de las partes o de la cámara, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado. Aunque la decisión recurrida ha sido dictada en un proceso de amparo ocasiona al apelante un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, toda vez que frustra la aplicación de disposiciones dictadas en ejercicio del poder de policía.  La Ley 3.959 erige al SENASA como la autoridad de aplicación y organismo rector encargado de planificar, ejecutar y fiscalizar las acciones de lucha contra la fiebre aftosa, a cuyo fin lo autoriza a ejecutar todas las medidas técnicas apropiadas, incluso el sacrificio inmediato de los animales expuestos a un foco de fiebre aftosa y a sancionar toda infracción a la ley mediante el procedimiento que establezca la reglamentación. En cuanto al debate sobre la razonabilidad del ejercicio del poder de policía por parte del SENASA para ordenar el sacrificio de los animales del actor, por no contar con la documentación que los ampare, de acuerdo a una jurisprudencia invariable de la Corte, la razonabilidad quiere decir que las medidas utilizadas por la autoridad pública deben ser proporcionalmente adecuadas a los fines perseguidos por el legislador. Las Resoluciones SENASA 111/95, la 473/95, 848/98 y la 417/97 lejos de constituir meros trámites burocráticos, en razón de que garantizan el control sanitario y de las existencias ganaderas de cada productor, son elementos imprescindibles para que el SENASA pueda ejercer las acciones de vigilancia epidemiológica. Esta es la interpretación que más se compadece con los fines de la legislación y la que mejor permite armonizar sus disposiciones, pues el ejercicio del poder de policía sobre personas y bienes tiende a la protección, no solo de la seguridad, moralidad y salubridad, sino que se extiende al ámbito económico y social en procura del bienestar general. Con arreglo al artículo 33 del Decreto 643/96, reglamentario de la Ley 24.305, el Poder Ejecutivo atribuyó al SENASA amplias facultades, entre ellas, la de disponer el sacrificio cuando los animales se encuentran "expuestos al contacto" con el virus de la libre aftosa. El pronunciamiento atacado realizó una inteligencia de la norma que le llevó a prescindir de su texto, porque interpretó que sólo sería posible ordenar su sacrificio cuando se verificara que los animales se encontraran infectados.  En las resoluciones SENASA 554 de 2000, 1015 de 2000 y 1410 de 2000, la Administración describe con rigor las especiales circunstancias que fundamentan las medidas cuya razonabilidad se debaten. En cuanto constituye alto riesgo el tránsito de animales sin la documentación que la ampare, no puede considerarse que el organismo estatal encargado del control sanitario haya actuado en exceso de su ámbito de competencia al poner énfasis en exigir a los productores del sector adecuen sus conductas a los deberes impuestos en dicho ordenamiento. Tanto la Ley 24.305 como sus normas reglamentarias, que atribuyen al SENASA la responsabilidad del control sanitario de la fiebre aftosa, le asignan también facultades para aplicar las medidas necesarias destinadas a ejercer tal control. La finalidad de tal clase de normas es dotar al organismo de amplias competencias para adoptar todas las acciones, a fin de evitar la propagación de la enfermedad, para lo cual puede fiscalizar los movimientos de hacienda, efectuar inspecciones clínicas, e incluso aplicar medidas drásticas que incluyen el sacrificio y faena de animales.  La decisión del SENASA de proceder al sacrificio de los animales ante la ausencia de los requisitos, no puede ser calificada como manifiestamente ilegítima o arbitraria, tal como sería menester para el acogimiento de la acción de amparo, pues no se exhibe como inadecuada a los fines perseguidos ni consagra una iniquidad manifiesta.


    Frascalli, José Eduardo c/ SENASA s/ Acción de amparo


    F. 1374, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen





    CAPÍTULOXVI



    Seguridad Social


    Contienda negativa de competencia


    Cobro de sumas de dinero. Anticipos previsionales. Beneficios previsionales. Competencia contencioso administrativo. Competencia federal. 


    La Corte tiene dicho, reiteradamente, que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y después, sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión. No es competencia del fuero de la Seguridad Social, toda vez que lo reclamado no es un beneficio previsional, sino que se trata de una suma de dinero que el organismo estatal adelantó a uno de sus agentes u que, de acuerdo a la normativa específica, ahora quiere recuperar. Corresponde entender en autos al fuero Contencioso Administrativo Federal, toda vez que el monto reclamado, como lo indica el accionante, tuvo su origen en un beneficio otorgado por la Ley 23.557, en virtud de que el demandado prestaba servicios para el citado Ministerio. Tal circunstancia permite, en definitiva, concluir que lo que se reclama surgió de una relación de empleo público entre las partes, cumplida en el marco de esa normativa, materia propia de esta jurisdicción.


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos


    COMP. 999, XXXIX, 22 de diciembre de 2003


    Ver dictamen


    Reajuste jubilatorio. Movilidad del haber jubilatorio. Competencia previsional. Competencia federal. 


    Al estar co-demandada la Administración Nacional de la Seguridad Social y al ser la materia del pleito de naturaleza previsional, el conocimiento de este proceso corresponde a la Justicia Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social, en virtud de lo establecido por el art. 2, inc. a y b de la ley 24.655 y el art. 15 de la ley 24.463.


    Ortega, Rafael c/ Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Reajustes varios


    COMP. 381, XXXVIII, 14 de julio de 2003


    Ver dictamen


    Ejecución previsional. Seguridad social. Competencia federal. 


    En el sub examine, la causa debe seguir su trámite por ante el fuero de la Seguridad Social, toda vez que el actor la inició como un nuevo proceso autónomo, acatando lo dispuesto por la alzada laboral.


    Iribarne León, Miguel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución Previsional


    COMP. 362, XXXIX, 30 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Reintegro de aportes y contribuciones. Competencia federal. Competencia previsional. 


    Remision al dictamen de la causa Comp. 240, L. XXXIX, "Carrizo, Olga Beatriz c/ I.S.S.B. Instituto de Servicios Sociales Bancarios s/ Reintegros".


    Rinaldi, Néstor Juan y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía obras y Servicios Públicos - Fondo Comp. Mov. Jub. Pers. DGFM Caja Prev. Soc. y otro s/ Reintegro de Aportes


    COMP. 803, XXXIX, 14 de agosto de 2003


    Ver dictamen


    Docentes. Deuda previsional. Competencia previsional. Competencia federal. 


    Precedente de fallos Comp. 122, L. XXXII, "Pereyra, Emma Ester c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional"; y Comp. 485, L. XXXIV, "Caubet, J. c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Diferencia de pago complementario”.


    La Corte tiene reiteradamente dicho que a fin de resolver las cuestiones de competencia ha de estarse a la exposición de los hechos realizada en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. El rubro reclamado por la actora, en cuanto persigue el cobro de aportes que se le adeuda al régimen nacional complementario de  jubilaciones y pensiones con destino a la actividad docente en el ámbito de la Ley 22.804, se encuentra enraizada en cuestiones directamente vinculadas con aspectos que hacen a la interpretación y aplicación de dispositivos legales reglamentarios del fondo compensador de previsión y sus beneficiarios de la citada actividad profesional, comprendidos en el ámbito del derecho de la seguridad social, materia que compromete su análisis con influencia decisiva.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Confederación Nacional de Beneficencia s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1287, XXXIX, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 


    Cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes; sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.


    Gómez, Gustavo Daniel c/ Estado Nacional - Ministerio de Salud y Acción Social y otros s/ Amparos y sumarísimos


    COMP. 1245, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia. Honorarios. Obligación principal. Obligaciones accesorias. Competencia previsional. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que las demandas por cobro de honorarios judicialmente regulados deben considerarse un incidente del proceso donde se han causado, por lo que su conocimiento ha de promoverse ante el mismo juez que entendió en los autos principales, a quien compete, por consiguiente, todo cuando concierte a las retribuciones por trabajos profesionales. Razones de conveniencia práctica y economía procesal así lo aconsejan, dado su accesoriedad y conexión respecto de la cuestión central.  Este criterio resulta aplicables al sub lite en cuanto a los honorarios que se reclaman y que son producto de la actuación del actor ante la Cámara Federal de la Seguridad Social criterio que encuentra apoyo en lo dispuesto por el Art. 14 de la ley 21.839. Toda vez que en la actualidad se encuentra en funcionamiento la Justicia Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social y que la competencia de la Cámara del fuero es de grado, atento la facultad de la corte de otorgar el conocimiento de las causas a los jueces realmente competentes para entender en ellas aunque no hubiesen sido parte en la contienda.


    Perrazzolo, Juan Orlando c/ Argüello, Irma Ramón s/ Ejecución de honorarios, astreintes, otros


    COMP. 1224, XXXVIII, 07 de octubre de 2003


    Ver dictamen


    Instituto nacional de servicios sociales para jubilados y pensionados


    Ley de contrato de trabajo. Agentes de la administración pública. Responsabilidad solidaria. Empresa privada. Prestación de servicios. Doctrina de la arbitrariedad. Prestaciones sociales. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    Existe cuestión federal no obstante que la materia controvertida respeto a la responsabilidad solidaria del INSSJP en el sistema del Régimen de Contrato de Trabajo remite mayormente al estudio de temas de derecho común, que son ajenos, como regla, a la vía del artículo 14 de la Ley 48, en tanto se omitió considerar como es menester argumentos conducentes para la adecuada solución del pleito. Resulta reprochable el omitir ponderar la incidencia de una relación jurídica eventualmente de derecho público en la contratación habida con la prestataria del servicio; máxime, cuando la recurrente aduce no tratarse de una empresa o establecimiento en los términos de la Ley de Contrato de Trabajo y no se ha alegado ni probado la existencia de una contratación fraudulenta por parte del Instituto. A lo dicho se suma que la Corte, en la oportunidad de Fallos: 308:1376, juzgó sólo un argumento aparente la pretendida distinción según la cual, si bien las reglas laborales no se aplican a los agentes de la administración pública, existe a cargo de ella una responsabilidad oblicua en materia laboral y de la seguridad social, por el personal dependiente de empresarios privados que desarrollan cometidos para el Estado; y que sólo corresponde examinar si las tareas pactadas son propias o extrañas a la función de la entidad cuando resulta aplicable la Ley de Contrato de Trabajo, a efectos de determinar el encuadramiento del caso en el Art. 30. No obsta a lo dicho que las modificaciones introducidas por la Ley 25.615 a la Ley 19.032 resulten posteriores a la sentencia en examen, puesto que la Corte ha insistido en que sus pronunciamientos deben ceñirse a las circunstancias de su dictado, aunque resulten sobrevivientes al recurso extraordinario. Tampoco obsta a lo expuesto el parecer expuesto en Fallos: 311:1082; 312:234; y 321:423, desde que no puede prejuzgarse solo sobre esa base la inteligencia que procede conferir al asunto; máxime a la luz de las modificaciones que se han venido introduciendo en el estatuto jurídico general que regla la actuación de la co-demandada, de las que, en parte, comienzan a hacerse eco los precedentes registrados en Fallos 321:2278; 322:196; 324:4275; etc.


    Castro, Alfredo Enrique c/ Ambulancias Médicas San Cristobal y otro


    C. 2946, XXXVIII, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Pensiones


    Derechos a los beneficios de la seguridad social. Cónyuge supérstite. 


    Las afirmaciones del sentenciador importaron la valoración de elementos probatorios arrimados a la causa, materia que le es propia, y por tanto, irremediable por la vía del recurso extraordinario, salvo que el criterio en que la sustenta quiebre el límite de la razonabilidad, situación que no se ha producido en la cusa. El fallo de primera instancia, confirmado por la cámara, se apoyó en que la inexistencia de una sentencia de divorcio no permite encuadrar a la reclamante en lo prescrito por el artículo 102 inc, a) de la ley 21.965, en cuanto establece que la viuda posee derecho a pensión, siempre que no estuviese separada o divorciada por su culpa, en virtud de sentencia firme de autoridad judicial. Y la simple convivencia por un lapso incierto, cuyo aparente matrimonio no fuera demostrado, no habilita a la demandada para denegar el beneficio en franca oposición a la ley.  Lo resuelto no representa un perjuicio económico para el organismo previsional recurrente, ya que sus obligaciones futuras no serían mayores que las que afrontó, dado que el beneficio que se mandó otorgar es consecuencia del que gozaba su cónyuge. Por lo demás, cabe señalar que las manifestaciones vertidas en el primer agravio resultan ser el fruto de una reflexión tardía, ya que el planteo que se intenta introducir en el remedio excepcional no fue materia que integró la traba de la litis.


    Núñez de Banega, Ofelia Adela c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina


    N. 377, XXXVIII, 04 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Ley de seguros. Declaración de inconstitucionalidad. División de poderes. Facultades del poder legislativo. Resoluciones equiparables a definitiva. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cabe recordar que la creación de los tribunales inferiores y su competencia, es facultad propia y exclusiva del Congreso de la Nación conforme a lo previsto en el artículo 75 inciso 20 y 108 de la Constitución Nacional y la decisión sin fundamento concreto suficiente en la violación a principios o garantías constitucionales y por ende de los presupuestos del artículo 28 de la ley Suprema, constituye un avance sobre las competencias exclusivas de los poderes políticos y la afectación del principio superior de la división de poderes.  La declaración de inconstitucionalidad de una norma constituye la última ratio del orden jurídico y su determinación sólo procede en aquellos supuestos donde se advierta una clara, concreta y manifiesta afectación de las garantías consagradas en la Constitución Nacional, aspecto este que no se advierte en el caso, ya que el invocado impedimento de acceder a la jurisdicción en defensa de los derechos, constituye una motivación sólo aparente y de carácter abstracto, si se toma en cuenta que los supuestos afectados, no sólo realizaron sus descargos en sede administrativa en esta jurisdicción, sino que pudieron interponer el recurso en tiempo y forma sin privación de derecho alguno, y la declaración de incompetencia se produce cuando sólo restaba la resolución del tribunal revisando la legitimidad del acto administrativo.  No se trata en el caso de discutir decisiones no definitivas sobre la competencia territorial para la radicación de una causa, sino de un pronunciamiento que al modificar el sistema recursivo previsto de manera expresa por la ley en razón no sólo de la materia y del grado que confiere jurisdicción a un tribunal judicial en particular respecto de las decisiones de un órgano administrativo que actúa en la órbita del Poder Ejecutivo Nacional con sede en la Capital Federal, adquiere rasgos de ocasionar al organismo recurrente agravios de insusceptible reparación ulterior.


    Mutual de Residentes del Barrio de Tais de la Ciudad de El Trebol c/ Superintendencia de Seguros de la Nación


    M. 930, XXXVII, 17 de septiembre de 2003


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Obras sociales. Prestaciones básicas para personas con discapacidad. Medidas cautelares. Resoluciones equiparables a definitiva. Discrepancias del recurrente. Improcedencia del recurso. 


    Los agravios no se dirigen contra una sentencia definitiva o que pueda equipararse a tal en los términos del artículo 14 de la Ley 48. Las decisiones referentes a medidas cautelares no dan lugar al recurso extraordinario, por no constituir el pronunciamiento definitivo que resuelve de modo final la controversia. Por tratarse de una acción de amparo, también resulta aplicable la doctrina de la Corte en orden a que debido al breve plazo en que cabe presumir se expedirá el juzgador respecto de la cuestión de fondo, la medida cautelar decretada no ocasiona a la recurrente un agravio de entidad suficiente que justifique hacer excepción al principio según el cual las decisiones atinentes a tales medidas no son revisables por la vía del artículo 14 de la Ley 48, en razón de carecer de la calidad de sentencia definitiva. Por otra parte, las conclusiones del a-quo, no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio. Las críticas de la quejosa, expuestas en su generalidad de manera dogmática, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común. La recurrente insiste en reprochar que la cautelar importa una sentencia anticipatoria que ha hecho lugar a la cuestión de fondo pues, afirma los términos en que ha sido dictada agotan el objeto de la pretensión principal. Sin embargo, esta crítica obtiene debida respuesta en la consideraciones del a-quo, en orden a que es de la esencia de estos institutos procesales enfocan sus proyecciones sobre el fondo mismo de la controversia, pues se encuentran dirigidos a evitar los perjuicios para el caso de que no se dicte la medida, tornándose de dificultosa o imposible reparación en la oportunidad del dictado de la sentencia definitiva. Se queja además de que el afiliado, sin legitimación para ello, reclama pagos, pretensión sólo ejercible por el prestador, en tanto que la cautelar debió dirigirse únicamente a obtener el cumplimiento de la prestación. Este agravio, significa solamente una diferencia con el criterio del juzgador. Agrega la quejosa que lo resuelto compromete y pone en crisis al sistema y plan prestacional para la cobertura de sus servicios asistenciales, y expresa que se ha consumado en autos una "Intervención Judicial" en la administración y disposición de los fondos del INNSSJP y que se ha subvertido el orden constitucional e institucional vigente por la vía de la frustración de la justicia concretándose la violación al principio de división de poderes. La resolución impugnada, obliga a hacer lo que la ley no manda contrariando los principios y garantías establecidos por el Art. 19 de la Constitución Nacional, trascendiendo el mero interés de las partes por su gravedad institucional y configurando así causal suficiente que habilita la vía del recurso extraordinario. La recurrente expone estos argumentos de manera dogmática, omitiendo hacerse cargo de que el a-quo, cuando dijo que no se trata de ordenar al instituto demandado que cumpla adecuadamente las obligaciones contraídas con sus prestadores a fin de que éstos no resulten perjudicados, sino para que no se presenten situaciones que puedan acarrear un riesgo para la continuidad de la atención que recibe la actora discapacitada. También reprocha arbitrariedad fáctica y normativa en razón de que la alzada habría omitido tener en cuenta que en la especie no se encontrarían reunidos los requisitos de procedencia de las medidas cautelares. Nuevamente se observa una mera disidencia con el criterio del juzgador, que se ocupó del tema con suficientes fundamentos al recordar que esa Sala sostuvo la fundabilidad de la pretensión cautelar en la mera posibilidad de la existencia del derecho invocado, concorde con el estrecho marco de conocimiento y la finalidad provisional de las medidas cautelares, añadiendo que, con ese alcance, y sin que la accionada hubiera explicado de qué manera la medida dispuesta le causaba gravamen, el mantenimiento de la protección cautelar aparecía como la respuesta apropiada a la asistencia requerida. El a-quo advirtió en primer término, que la afirmación de la accionada en el sentido de que se había brindado la cobertura requerida resultaba contradictoria con el propio reconocimiento de la deuda que mantiene con el "Instituto Venid", y que, de la documentación acompañada por las actoras surgía lo contrario a lo afirmado por la demandada. Puso de resalto, asimismo, que el incumplimiento de los pagos debidos por parte del demandado podía conducir a la suspensión de la asistencia que recibía la incapaz, configurándose así el peligro que la cautelar dictada venía a conjurar. La síntesis de los agravios que precede, y su estudio a la luz de los fundamentos de la sentencia, tiene por objeto, no sólo reafirmar lo expuesto en el sentido de que la generalidad de ellos remiten a cuestiones de hecho y prueba o argumentos de derecho común, sino destacar que, asimismo, pretenden meramente oponerse a conclusiones de la Alzada que exteriorizaron fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error, resultan suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga, lo que, como es obvio, obsta a su admisión. Sobre el particular, la Corte tiene dicho, además, que no promueve cuestión apta para ser tratada en la instancia excepcional, la tacha de arbitrariedad que sólo trasunta una opinión diversa a la sostenida por el juzgador, insuficiente por ende para demostrar que ésta conduzca a un apartamiento palmario de la solución jurídica prevista para el caso, o adolezca de una decisiva carencia de fundamentación. Todo ello sin perjuicio de reiterar que la Corte tiene dicho insistentemente que para que proceda el recurso extraordinario, se requiere que la resolución apelada revista el carácter de sentencia definitiva en los términos del Art. 14 de la Ley 48. Tal es el caso de las decisiones que ponen fin al pleito, impiden su continuación o causan un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. La invocación de cláusulas constitucionales no excusa la falta de aquel requisito cuando los agravios pueden encontrar remedio en las mismas instancias o por vía de intervención de la Corte al dictarse la sentencia final de la causa.


    G., A. L. c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para jubilados y pensionados


    G. 321, XXXIX, 06 de noviembre de 2003


    Ver dictamen


    Régimen de retiros


    Determinación del haber de retiro. Suplementos del haber jubilatorio. Personal militar retirado. 


    La Corte tiene dicho que -más allá de la calificación de selectivo, particular e individual que la norma que le dio origen pudiera atribuir al suplemento- si la autoridad lo otorgó con carácter general, correspondía extenderlo a los agentes que se encuentran en situación de pasividad. El artículo 14 de la ley "S" 19.373, aplicable a la especie, dispone que se entenderá por remuneración base la correspondiente a la categoría IN 1, sin ningún tipo de bonificación ni suplemento. Entiende por haber mensual el concepto definido en el art. 2401 de la Reglamentación de la ley para el Personal Militar (19.101). Esta norma establece que el personal en actividad percibirá el sueldo, suplementos generales, suplementos particulares y compensaciones que para cada caso se determine. Asimismo regula que la suma de aquellos conceptos que perciba la generalidad del personal militar en actividad, cuya enumeración y alcances se disponen en la reglamentación respectiva se denominará "haber mensual". En el precedente "Susperreguy", se destacó que el carácter general con que se otorgan ciertos suplementos motivan su cómputo para la determinación del haber de retiro, sin que obste a dicha conclusión la denominación dada al adicional ni las razones tenidas en cuenta para su otorgamiento, toda vez que los decretos respectivos, por su naturaleza, no pueden modificar ni desconocer lo establecido por normas superiores que en este punto establecen claramente, no sólo el concepto en el cual deben acordarse los aumentos a los militares en servicios activo, sino también el derecho de los retirados al incremento de sus haberes. En ese sentido, carece de relevancia el argumento de que dicha bonificación tiene en vista supuestos vinculados con el servicio que no serían posibles trasladar al personal jubilado ya que se abona de forma generalizada a todo el personal en actividad, sin que se hubiese evidenciado que la condición impuesta por la reglamentación hubiera sido operativa en los casos en que no se cumpliese con el requisito. Por último, respecto a las atribuciones que tendría el Poder Ejecutivo Nacional para crear dicho suplemento, el Tribunal ha señalado que, por más extensas que se juzguen las facultades reglamentarias de aquél para determinar la composición del haber mensual y de los adicionales, ellas no alcanzan para transformar la remuneración principal en accesoria, ni ésta en la principal, mediante el simple arbitrio de designar una parte substancial de la retribución, que regularmente percibe la generalidad del personal en contraprestación por sus servicios específicos, como ajena al haber o sueldo de éste.


    Aranda, Elena Ramona y otros c/ Caja de Retiros y Jubilaciones de la Policía Federal Argentina


    A. 2351, XXXVIII, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Adicional por zona. Personal policial. Arbitrariedad de sentencia. Denegatoria del recurso. 


    Corresponde señalar, en primer término, que la Corte ha sostenido reiteradamente que la incompatibilidad de las normas locales con las respectiva constitución provincial, no suscita cuestión que pueda dar lugar al recurso del Art.14 de la Ley 48, en tanto falta el requisito de resolución contraria a la validez de una norma superior de jerarquía federal. Cabe recordar que es ajeno al ámbito cognoscitivo de la Corte todo lo relativo a la interpretación de los preceptos legales impugnados, debiéndose aceptar –en principio- la que han dado los tribunales locales en uso de facultades propias y exclusivas, por lo que corresponde únicamente decidir si tal hermenéutica se halla o no en conflicto con las disposiciones constitucionales que sirven de base al recurso. Es del caso poner de resalto que la protección de la constitución provincial, que asegura el mantenimiento de una determinada proporción entre lo que perciba el jubilado y el salario de la actividad, no puede sustentar válidamente el argumento que intenta respaldar el cercenamiento de derechos patrimoniales adquiridos por quien goza de un beneficio jubilatorio. Sin perjuicio, de que del texto legal no surge ninguna imposición negativa expresa, sino que en el remedio federal se intenta una interpretación posible de su letra, cabe señalar que al centrar la discusión en ese punto, la impugnante elude el tema principal en debate que resulta previo. Es decir, la falta de una norma legal que expresamente hubiese dispuesto una reducción en la asignación por zona desfavorable, que él a quo observó y la recurrente no refuta específicamente, sin que la remisión a la ley general sobre remuneraciones resulte suficiente para ello. El Art.33 de la Ley Provincial 1878, instituyó el suplemento por "Zona Desfavorable- que al ser modificado por la Ley 1888, se lo estableció en un 40% calculado sobre el total de las remuneraciones sujetas a retención. El Decreto 214/96, impugnado por el fallo, disminuyó al 20% dicho porcentaje. Desde esa perspectiva, además de mantenerse en pie algunos aspectos de la decisión que no han sido cuestionados concretamente y que bastan para sustentarla, el pronunciamiento no se muestra irrazonable. Efectivamente, el derecho adquirido por una norma de la legislatura requiere, para que se lo modifique o reduzca, al menos de otra norma de igual jerarquía y una motivación declarada por ella que lo justifique; exigencia que surge claramente del fallo y que en el recurso ni siquiera se intenta impugnar. Por último, en lo que respeta a la trascendencia y significación como caso testigo de otros posibles reclamos corresponde señalar que la decisión que recayó sobre la invalidez del decreto que disminuyó el plus por "zona desfavorable” sólo tiene sus efectos en el presente trámite, sin que pudiese ser aplicado automáticamente a todos los pasivos. Respecto de la carencia de fondos, cabe recordar la opinión expresada al dictaminar en los autos S.C. A. 383/26 "Alvarez Yofre Felipe Guillermo c/ I.S.S.N. s/ Acción procesal administrativa", del 23 de noviembre de 2001, en el sentido de que: "no Ignoro que la situación económica de las Cajas respectivas sea un elemento a tener en cuenta para la decisión de caso como el que nos ocupa, empero creo que se sobrepone a ella la causa que le dio origen, no pasible de ser tolerada por ir en desmedro de normas estipuladas por la Carta Magna. Porque en rigor, lo que en él en el sub-lite está en discusión es el reconocimiento de un derecho y no la forma o el tiempo en que éste deba materializarse, lo que sí podría, eventualmente, justificar un acto de otro Poder del estado provincial que lo tome suspensivo, mas en modo alguno que pretende revocarlo o desconocerlo" . Por lo demás, respecto de los agravios referidos a la afectación patrimonial del instituto como consecuencia de la condena, cabe señalar que en ellos no se menciona concretamente en qué magnitud este reclamo podría afectarlo, a lo que cabe agregar que tampoco se cuenta con elementos en la causa que muestren sustento a tal aserto que se encuentra controvertido por la contraria. Queda, en fin, agregar que -sobre la situación económica denunciada si bien el estudio de los argumentos que integran la impugnación resultan ajenos al contenido del dictamen, dada la seriedad de dichas aseveraciones es que se hace especial referencia a ella, pues se cree, salvo su más elevados criterios, que la Corte podría -si lo estima pertinente para completar los elementos de juicio obrantes en la causa- arbitrar los medios a fin de establecer fehacientemente si ellos revelan la verdadera situación financiera del organismo recurrente circunstancia que autorizaría a modificar temporalmente la solución propuesta.


    Bravo, Julio Argentino c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa


    B. 969, XXXVIII, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Personal militar retirado. Arbitrariedad de sentencia. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es procedente por cuanto se halla en tela de juicio la inteligencia y aplicación de la Ley 19.101 y normas reglamentarias -que revisten carácter federal- y lo resuelto por el superior tribunal de la causa es  contrario al derecho que esgrimió el recurrente. Cabe agregar que los agravios referentes a la tacha de arbitrariedad se encuentran inescindiblemente unidos a los fundados en la interpretación de las disposiciones federales citadas por lo que, no obstante la denegación parcial del recurso, corresponde examinar ambos aspectos de la apelación con la amplitud que exige la garantía de defensa en juicio. La facultad discrecional del Estado ha sido ejercida sin menoscabo a derecho constitucional alguno, más aún cuando no resulta demostrado que hubiese existido una arbitraria confiscatoriedad. La razonabilidad de las leyes depende de su arreglo a los fines que requiere su establecimiento y de la ausencia de iniquidad manifiesta. El acierto o error, el mérito o la conveniencia de las soluciones legislativas, no son puntos sobre los que el Poder Judicial quepa pronunciarse. Sólo casos que transcienden ese ámbito de apreciación, para internarse en el campo de lo irrazonable, inicuo o arbitrario, habilitan la intervención de los jueces.


    Insúa, José María c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas armadas y de Seguridad


    I. 4, XXXVIII, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen


    Personal policial. Arbitrariedad de sentencia. Denegatoria del recurso. 


    La Corte ha sostenido reiteradamente que la incompatibilidad de las normas locales con la respectiva constitución provincial, no suscita cuestión que pueda dar lugar al recurso del artículo 14 de la Ley 48, en tanto falta el requisito de resolución contraria a la validez de una norma superior de jerarquía federal. En la inteligencia que cabe asignar a las normas de la seguridad social, el puro rigor de los razonamientos lógicos debe ceder ante la necesidad de que no se desnaturalicen jurídicamente los fines que las inspiran. Por otra parte, si bien es cierto que el precedente "Álvarez Yofre" citado por el tribunal provincial, entre otros, versó sobre un decreto aplicable al personal judicial, no lo es menos que se trató de una norma que fijaba conceptos "no remuneratorios", dictada por el Poder Ejecutivo Provincial y que, en definitiva, fue declarada inconstitucional. La Corte reiteró como concepto general que toda ventaja patrimonial del personal en actividad, considerada como retribución por los servicios prestados, debía ser tenida en cuenta a los efectos jubilatorios, porque al mantenerse la proporcionalidad produce necesariamente un incremento del haber de retiro. La decisión recurrida no incurrió en el apartamiento de las normas aplicables, sino que discurrió sobre la interpretación y alcance de una norma local que rige al personal policial retirado y en especial el concepto de haber de retiro. Esta norma dispone que el haber de retiro se calculará sobre la  última remuneración líquida que perciba el afiliado y sobre las que se le efectúen descuentos jubilatorios y a que tiene derecho a la fecha de su pase a tal situación o de su cese en la prestación de los servicios y en los porcentajes que establece la ley. Asimismo, reconoce que dicho personal percibirá con igual porcentaje, cualquier otra asignación que corresponda a la generalidad del personal de igual grado en actividad.


    Jara, Mario Alberto c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén


    J. 25, XXXVIII, 08 de mayo de 2003


    Ver dictamen
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